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    Capítulo I


    Derecho Administrativo


    Contienda negativa de competencia


    Empleados públicos. Refrigerio. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Surge de la exposición que la pretensión del actor consiste en obtener por parte de la Universidad Nacional de Buenos Aires el pago de una suma de dinero correspondiente al reintegro por servicio de refrigerio y, en consecuencia, resalta la naturaleza de su relación jurídica como de “empleado público”, por lo que correspondería prima facie a la competencia del fuero en lo Contencioso Administrativo. Asimismo, no es admisible sostener que la relación de empleo se hallaba regida por la ley laboral común, frente a la existencia de un régimen jurídico específico que reglamenta los derechos dependientes de un organismo estatal.


    González, Elpidio Abilio c/ Universidad de Buenos Aires s/ Reintegro por refrigerio


    COMP. 62, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Contrato de obra pública. Rescisión del contrato. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La Corte tiene dicho que la Ley 23.982, en cuanto sea de aplicación en el ámbito de la Capital Federal, ha sido dictada en ejercicio de facultades legislativas que corresponden al Congreso en los términos del art. 75, inc. 30, de la Constitución Nacional y, en consecuencia, reviste el carácter de Derecho Público local, circunstancia que impide considerar configurado el requisito de cuestión federal que exige el art. 14 de la Ley 48.  En lo que se refiere a la arbitrariedad aducida, el Tribunal estableció, que dicha doctrina no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales.


    Dragados y Obras Portuarias S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    D. 99, XXXVI, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Daños causado por animales. Concesionario vial. Peaje. Responsabilidad del estado. Responsabilidad del concesionario (administrativo). 


    El Tribunal ha señalado, como principio general en tomo a la responsabilidad estatal y con relación también a un reclamo formulado como consecuencia de los daños provocados por un animal suelto en una ruta “que el ejercicio del poder de policía de seguridad que corresponde al Estado" -cuyo incumplimiento se le endilgaba- "no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad en un evento en el cual ninguno de sus órganos o dependientes tuvo parte, toda vez que no parece razonable pretender que su responsabilidad general en orden a la prevención de los delitos pueda llegar a involucrarlo a tal extremo en las consecuencias dañosas que ellos produzcan con motivo de hechos extraños a su intervención directa".  Desde esta perspectiva, forzoso es concluir, que tampoco cabe atribuírsela a la concesionaria de la ruta, "quien no puede asumir frente al usuario –por la delegación de funciones propias de la concesión-o derechos o deberes mayores a los que correspondían al ente concedente". Esta conclusión es particularmente válida en el sub lite sí se advierte que las funciones de policía de seguridad y policía de tránsito deben ser ejercidas por la autoridad pública.  No resulta admisible extender la responsabilidad de la concesionaria más allá de tales obligaciones -inherentes al estado de la ruta misma-, ni exigirle el control de los alambrados linderos a la traza, ya que el reglamento de explotación impone a los propietarios de los fundos aledaños el deber de adoptar las medidas tendientes a impedir la presencia de animales sueltos en la zona del camino y los erige en "responsables de todos los gastos que ocasione su retiro y de los daños que pudieran causar".  También el Tribunal ha expresado que "los animales susceptibles de identificación, sean orejanos o no, son ajenos a la concesión, ya que para ningún fin las empresas de mantenimiento vial usan animales, ni para seguridad, ni para transporte, ni para corte de pastos y malezas. Está totalmente fuera de las actividades establecidas en el contrato de concesión, del objeto social volcado en sus estatutos y del que efectivamente cumple la concesionaria vial”.


    González, Torres M.E. c/ De Luca J.A. y/o  Servicios Viales S.A. s/ Indemnización de daños y perjuicios y daño moral


    G. 355, XXXVII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Demanda


    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Impuesto sobre los ingresos brutos. Agentes de percepción. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 298, L. XXXII, "Edenor S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Empresa Distribuidora Norte S.A. (EDENOR S.A.) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa


    E. 6, XXXIV, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción de amparo. Dirección Nacional de Policía Aeronáutica. Resolución administrativa. Inconstitucionalidad. Contrato de seguridad privada. Aeropuertos. Capacitación del personal. Policía de seguridad aeroportuaria. Gravamen eventual. Confirmación de sentencia. 


    La ley 21.521 creó la Policía Aeronáutica Nacional y dispuso que el Poder Ejecutivo dictaría provisionalmente las normas complementarias destinadas a su aplicación, hasta que se sancionara la legislación definitiva que regirá el funcionamiento de dicha fuerza de seguridad.  Del art. 23 de la ley 21.521, así como de la nota de elevación de ese proyecto de ley, y de su exposición de motivos se desprende la clara intención del legislador de crear la "policía aeronáutica" con la premura que la hora requería, usufructuando a tal efecto los preceptos y medios de la Fuerza Aérea y, a la vez, dotarla de la "flexibilidad" normativa y organizativa que le permitiese ir adaptándose a las circunstancias que aquella encontrara y superar así el probable precoz desgaste de sus estatutos.  Es el Jefe del Estado Mayor General de la Fuerza Aérea el órgano competente para dictar las normas que regulen la actividad de la Policía Aeronáutica Nacional, hasta tanto se establezca la legislación definitiva a la que se refiere el artículo 22.  La alegada nulidad de la disposición 294/98 del Director Nacional de la Policía Aeronáutica, aun de considerarse a éste incompetente en razón de grado, sería relativa y susceptible de saneamiento, extremo que aparece cumplido, en tanto las resoluciones nros. 617/99 y 383/01 del Jefe del Estado Mayor General de la Fuerza Aérea, que aprobaron el "Programa Nacional de Seguridad Aeroporluaria", ratificaron expresamente el acto impugnado.  Las manifestaciones vertidas por el recurrente no resultan suficientes para invalidar una disposición legal, pues, tal como ha sostenido la Corte, la escueta y genérica alegación de inconstitucionalidad de una norma no basta para que la Corte Suprema ejerza la atribución que reiteradamente ha calificado como la más delicada de las funciones que pueden encomendarse a un tribunal de justicia y acto de suma gravedad que debe considerarse como ultima ratio del orden jurídico.  También ha dicho el Tribunal que el interesado en la declaración de inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen y para ello es menester que precise y acredite fehacientemente el perjuicio que le origina su aplicación, resultando insuficiente la invocación de agravios meramente conjeturales.  El actor no ha probado que ello ocurra en el caso concreto, pues se ha limitado a invocar que la disposición impugnada viola diversas garantías constitucionales, pero sin demostrar concretamente que lo dispuesto sobre control y capacitación del personal de las agencias de seguridad, afecte el desenvolvimiento de esas empresas o les irrogue un perjuicio económico de magnitud irrazonable.


    Cámara Argentina de Empresas de Seguridad e Investigación c/ Gobierno Nacional -Ministro de Defensa y Dirección Nacional de Policía Aeronáutica- s/ Acción de amparo


    C. 732, XXXV, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Nulidad del acto administrativo. Horario de trabajo. Cambio de horario. Personas con discapacidad. Improcedencia del recurso. 


    Los pronunciamientos de la Corte que resuelven cuestiones de competencia no autorizan en principio la apertura del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48, toda vez que no constituyen sentencia definitiva, salvo que haya denegatoria del fuero federal.  En autos no se presenta el supuesto de excepción mencionado, toda vez que la resolución de la Cámara no deniega el fuero federal, sino que, contrariamente, sostiene su procedencia en razón de la materia, con fundamento en que el acto impugnado viola la ley 23.592 de Penalización de Actos Discriminatorios, de carácter federal, en especial su art. 1, en cuanto asegura el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y garantías fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional.


    Ricciardo, Graciela N. c/ Dirección General de Escuelas de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    R. 130, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Animales sueltos en la vía pública. Concesionario (administrativo). Responsabilidad del estado. Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha expresado que, ante, la eventual responsabilidad que generan accidentes causados por animales sueltos en las rutas, la misma corresponde a sus propietarios, y que la omisión de custodia en las rutas provinciales no hace responsable a la provincia de los daños y perjuicios causados por animales de los que no es propietaria ni guardadora.  Pero también aclaró que el poder de policía de seguridad que corresponde al Estado, no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad, siempre que ninguno de sus órganos o dependencias haya tenido participación directa.  Desde la orientación fijada por la citada doctrina, el a-quo ha invocado la existencia de participación directa de funcionarios policiales de esa jurisdicción, partiendo de las circunstancias fácticas, y han hecho partiendo de normativa local una interpretación posible de las normas de derecho común que rigen la responsabilidad civil, adjudicando negligencia a la conducta de los agentes del Estado provincial y en consecuencia atribuyendo a éste responsabilidad refleja.


    Grecco, Domingo Osvaldo c/ Covisur


    G. 836, XXXVIII, 07 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Reescalafonamiento. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    Decreto 993/91.


    En la doctrina de la Corte, la exégesis de la ley requiere la máxima prudencia, cuidando que no pueda llevar a la pérdida de un derecho, o el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción. Además, la inconsecuencia o falta de previsión del legislador no se suponen, por lo cual las leyes deben interpretarse conforme el sentido propio de las palabras, computando que los términos empleados no son superfluos sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, limitar o corregir los conceptos.  Los agravios del apelante conducen a la discusión de aspectos de hecho y prueba que, por su naturaleza, están reservados a los jueces de la causa, sin que baste cuestionar el acierto con que tales circunstancias han sido valoradas para justificar la tacha de arbitrariedad que se invoca.  Tiene dicho la Corte que el recurso extraordinario no tiene por objeto substituir a dichos magistrados en la decisión de cuestiones que le son privativas, ni corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales.


    Alfonso de Duarte, Gloria Mirta c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación - Mendoza s/ Contencioso Administrativo


    A. 348, XXXVI, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Régimen de consolidación de deudas. Deudas consolidadas. Moneda extranjera. Procedencia del recurso. 


    Según los términos del Punto 3 la Resolución N° 10/93 de la Sindicatura General de la Nación, atinente a la revisión de los aspectos formales por parte de la Comisión Fiscalizadora y/o el Coordinador actuante, una de las circunstancias que debe verificarse es la existencia de liquidación administrativa definitiva.  Por otra parte, los Decretos 1639/93 y 483/95 establecen un procedimiento específico para la ejecución de sentencias judiciales que comprendan obligaciones consolidadas y su ámbito de aplicación no puede ser extendido discrecionalmente a supuestos no previstos en ellas, sino que, en caso de incurrirse en dilaciones injustificadas, deben ser corregidas por los mecanismos correspondientes.  Por último, la entrega de los bonos de consolidación en los términos que solicita la actora no se compadece con las disposiciones referidas a la forma de pago. En efecto, aun cuando ninguna norma impedía que el actor optara por suscribir los bonos de consolidación en dólares estadounidenses, lo cierto es que los importes que figuran en la Resolución N° 053/93 no se recalcularon en dicha moneda y ninguna constancia indica que se hubiera seguido el procedimiento del art. 14, inc. b) del Decreto 2140/91, ni que la interesada hubiera solicitado la “reexpresión" de la deuda en dólares estadounidenses.


    Cabe Estructura S.C. c/ Universidad Nacional s/ Recurso de hecho


    C. 763, XXXIV, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Reincorporación. Suspensión del trabajador. Salarios caídos. Cuestión federal. Entidades interestaduales. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. 


    Al encontrarse en tela de juicio el alcance que corresponde otorgar a una decisión del Tribunal y habiendo sido la solución adversa a los derechos que el demandante fundó en ella, los agravios suscitan cuestión federal bastante para su examen por la vía extraordinaria del art. 14 de la ley 48. Sin embargo, la procedencia sustancial de dicha apelación está condicionada a que la resolución impugnada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte Suprema.  Por otra parte, más allá de las dudas que pueda presentar la aplicación supletoria de la Ley 22.140 al personal de la Corporación, lo cierto es que dicha normativa establece una excepción al principio de que no procede el pago de sueldos por funciones no desempeñadas, correspondientes al lapso que media entre la separación del cargo del agente y su reincorporación, siempre que se haya optado por la vía del recurso especial que instituye, en razón de que impone un trámite sumario y rápido y un lapso limitado para interponer el recurso, todo lo cual permite una solución definitiva en un tiempo breve. Al respecto, la Corte tiene dicho que, de no ser así, quedaría al arbitrio de los agentes determinar el lapso de percepción de los haberes caídos con la consiguiente posibilidad de un indebido enriquecimiento y sin que la Administración Pública disponga de medios procesales para acreditar esa circunstancia u otra defensa que pudiere hacer a su derecho. En consecuencia, concluyó que la deducción de un juicio ordinario no autoriza el pago indiscriminado de sueldos dejados de percibir desde la fecha del cese, sin perjuicio de que se invoquen y prueben los daños ocasionados por la cesantía ilegítima. Confirma este criterio la Resolución -CMC- 922/89, que dispuso en forma expresa la derogación del art. 36 del Estatuto del Personal de la Corporación -que preveía el pago de salarios caídos- por considerarlo "injusto", en cuanto permite que, ante una cesantía revocada judicialmente, la indemnización se transforme en una ganancia para el presunto perjudicado.


    Ristagno, Luis Bruno c/ Corporación del Mercado Central de Buenos Aires s/ Ordinario


    R. 588, XXXVI, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Interpretación de la ley. Ley penal más benigna. Infracciones aduaneras. Transgresión al régimen de equipaje o pacotilla. Obras artísticas. Circulación internacional de obras de arte. Procedencia del recurso. 


    Corresponde aplicar la Ley 24.633 como norma penal más benigna, en forma integral.  Al aplicar los efectos de la ley en forma parcializada, al señalar que la ley 24.633 era considerada más benigna sólo a los fines de dejar sin sustento la sanción de comiso de la mercadería y no la de multa, se incurre en una inconsistencia en el veredicto.   En rigor, la nueva ley establece un régimen específico para la libre circulación de obras de arte, desincriminando cualquier trasgresión aduanera que las incluya. Ello es así, desde el momento en que, a través de su art. 15, derogó el citado decreto N° 159/73 y toda otra legislación que se le opusiere, sin efectuar excepción alguna.  La infracción cometida acarreaba, conforme el mencionado art. 979 del Código, la sanción de multa con más el comiso por ser, además, objetos cuya exportación estaba prohibida. No se trata de dos transgresiones diferentes sino de una sola con penas que se agravan conforme a las circunstancias del caso.


    Fornieles de Elkhuizen, Maria Ines - TF, 7934-A c/ D.G.A.


    F. 702, XXXVI, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Multa. Transporte de pasajeros. Visación consular. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La multa debe determinarse en función de la tarifa y su monto liquidarse según el importe actualizado al momento de abonarla. En efecto, cabe destacar el principio según el cual "la primera fuente de interpretación de la ley es su letra, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir del texto legal”. Así, la multa debe determinarse en función de la tarifa y su monto liquidarse según el importe actualizado al momento de abonarla.  Por el contrario, si el monto de la multa para la infracción se estableciera en función del valor efectivamente pagado por el pasaje  resultaría que en unos casos, dado que su precio depende de la estrategia comercial de cada empresa, el monto de la pena pecuniaria podría resultar excesivo, a la vez que desdeñable en otros, además de diluirse, en este último caso, el objetivo disuasivo perseguido por el legislador al establecer la sanción, es decir, la ratio legis de la norma represiva.  Ello es así, pues "el objetivo de una buena política represiva no es sancionar sino cabalmente lo contrario, no sancionar, porque con la simple amenaza se logra el cumplimento efectivo de las órdenes y prohibiciones cuando el aparato represivo oficial es activo y honesto".


    Compagnie Nationale Air France c/ Dirección Nacional de Migraciones - Disposición 5140/99 (Exp. 205630 5/97) s/ Recurso extraordinario


    C. 614, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. 


    Remisión a Fallos: 322:752.


    Cale, Juan Carlos y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 1110, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a Fallos: 322:752.


    Caviglione Fraga Bindo, Benito c/ Estado Nacional s/ Empleo Público


    C. 194, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a Fallos: 322:752.


    Clusella, María Silvia y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo Público


    C. 195, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a Fallos: 322:752.


    Irigay, Ignacio Martín y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo Público


    L. 27, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a Fallos: 322:752.


    Lusso, Stella Maris c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    L. 100, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 614, L. XXXVII, "Compagnie Nationale Air France c/ Dirección Nacional de Migraciones -Disposición DNM. 5140/99-".


    Primeras Líneas Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA) c/ Dirección Nacional de Migraciones - Disposición DNM 2423/96


    P. 710, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo II


    Derecho Bancario


    Acción de amparo


    Juicios contra el estado. Medidas cautelares. Debido proceso. Independencia del Ministerio Público. Estado de derecho. Derecho cambiario. Mercado cambiario. Control de constitucionalidad. Ahorrista. Bancos. Intangibilidad de los depósitos. 


    Tal como lo señaló la Corte en el precedente "Smith", si bien la modificación del régimen cambiario, en principio, escapa al control de constitucionalidad, porque éste no comprende la facultad de sustituir a la administración en la determinación de las políticas o en la apreciación de los criterios de, ello es así en tanto y en cuanto no exceda las previsiones de la ley 25.466 -de intangibilidad de los depósitos- ni apareje un claro desconocimiento de los derechos adquiridos.  En efecto, cabe resaltar muy especialmente que la situación de los ahorristas que vieron afectados sus contratos con las entidades bancarias -cuestión discutida en el sub judice presenta ribetes particulares y diferentes al resto de las relaciones jurídicas que también fueron abarcadas por esta crisis.  Todas las decisiones adoptadas -ya sea en el nivel oficial o en el privado- tuvieron por fin declarado generar confianza en los depositantes, en el entendimiento de que en sistema bancario sólido y seguro sirve tanto al público que lleva sus ahorros a la entidad que le brinda mayores garantías como a la economía en general. En esta línea, se puede enumerar a modo simplemente enunciativo, la garantía estatal para los depósitos en el Banco de la Nación Argentina (artículo 2° de su Carta Orgánica, aprobada por ley 21.799, con sus modificaciones); el Sistema de Seguro de Garantía de los Depósitos creado por la ley 24.485, con carácter limitado, obligatorio y oneroso, con el objeto de cubrir los riesgos de los depósitos bancarios, en forma subsidiaria y complementaria al sistema de privilegios y protección de depósitos establecido por la Ley de Entidades Financieras, sin comprometer los recursos del Banco Central de la República Argentina ni del Tesoro Nacional (artículo 1°); la constitución del Fondo de Garantía de los Depósitos y la creación de la sociedad Seguro de Depósitos S.A. (SEDESA), dispuestas por el decreto 540/95, después de la denominada "crisis mexicana"; el permanente control del BCRA sobre la actividad financiera, así como la abundante propaganda privada para captar fondos del público, sustentada, en esencia, sobre la confianza en las entidades financieras y en el sistema en su conjunto.  La ley 25.466, sancionada en el 2001 y publicada en el Boletín Oficial el 25 de septiembre de ese año, constituyó el último eslabón de esta serie de medidas destinadas a garantizar a los depositantes que se respetarían las condiciones en las que pactaron sus imposiciones. El artículo 1° declara intangibles los depósitos en pesos o en moneda extranjera, a plazo fijo y a la vista, captados por entidades financieras autorizadas a funcionar por el BCRA, de conformidad con las previsiones de la ley 21.526 y, en forma prístina señala que "la intangibilidad establecida en el artículo 1° consiste en: el Estado Nacional en ningún caso, podrá alterar las condiciones pactadas entre ellos depositantes y la entidad financiera, esto significa la prohibición de canjearlos por títulos de la deuda pública nacional, u otro activo del Estado Nacional, ni prorrogar el pago de los mismos, ni alterar las tasas pactadas, ni la moneda de origen, ni reestructurar los vencimientos, los que operarán en las fechas establecidos entre las partes" (artículo 2°).  El texto legal responde claramente a la intención del legislador. En efecto, los distintos proyectos legislativos que confluyeron en el que luego se transformó en la ley 25.466 se basaron, en mayor o menor medida, en la necesidad de "llevar grados de absoluta certidumbre, sobre los ahorros de las personas o empresas, nacionales o extranjeras, que se encuentran depositados o constituidos en el sistema financiero del país ", para "restablecer la credibilidad y la confianza en el país y sus instituciones para que, de una vez y para siempre, empecemos a transitar el camino del crecimiento económico y mejoramiento de las condiciones sociales de nuestra población" y, aunque las garantías que pretendió asegurar la ley ya estaban contempladas en el artículo 17 de la Constitución Nacional, se entendió necesario excluir de manera explícita " cualquier modificación por parte del Poder Ejecutivo nacional a /os términos y condiciones pactados entre [/os] entidades y los titulares de los mencionados ahorros", y que el Congreso Nacional, "en pleno ejercicio de sus facultades constitucionales, contribuya a despejar la incertidumbre sancionando rápidamente una norma que impida al gobierno y a la autoridad monetaria alterar las condiciones en que dichos depósitos fueron pactados".  Poco tiempo después de sancionarse la ley 25.466, dicha confianza fue defraudada y los contratos desconocidos a partir de las medidas adoptadas por el decreto 1570/01 que, con la excusa de superar una situación de emergencia, obvió las disposiciones tomadas por el Poder Legislativo con la expresa finalidad de impedir que se alteraran, por motivo alguno, los derechos de los ahorristas. De este modo, las decisiones tomadas en su consecuencia -por medio de distintas normas que, constante e ininterrumpidamente se fueron sucediendo, en forma caótica y que, en una muestra de hiperactividad legisferante, contribuyeron a generar mayores grados de inseguridad-, con el pretexto de garantizar la confianza en el sistema, en realidad lo destruyeron y, lo que es más grave aún, atentaron contra los derechos protegidos por la Constitución Nacional (artículos 17 y 28).  La inconstitucionalidad de tales normas fue declarada por la Corte en la causa "Smith" ya mencionada, y es de toda evidencia que igual calificación merecen las demás decisiones que, lejos de garantizar la intangibilidad de los depósitos, se oponen al cumplimiento de las convenciones concertadas entre los ahorristas y las entidades depositarias de sus fondos.  Es un principio aceptado aquel que señala que la primera fuente de exégesis de la leyes su letra y cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma máxima que resulta enteramente aplicable al caso de autos, en donde los términos de la ley 25.466 claramente garantizan a los depositantes la inalterabilidad de sus convenciones, en coincidencia, además, con el fin querido por el legislador, tal como surge de los antecedentes parlamentarios a los que también se hizo referencia anteriormente.  Así, aquéllos que fueron inducidos por todos los medios posibles a depositar su dinero en las entidades del sistema bancario, pues contaban con la certeza de que el Estado no interferirla en esa relación-, vieron afectados sus derechos, protegidos especialmente por aquella ley, como consecuencia de las medidas adoptadas a partir del decreto 1570/01.  En esta situación se encuentran las distintas normas relativas al tema dictadas después del aquel pronunciamiento de la Corte, es decir, tanto el artículo  2° del decreto 214/02 como, inclusive, el sistema de devolución implementado por el decreto 1836/02 (modificado por su similar 2167/02), dado que el ahorrista, en caso de no aceptar la opción voluntaria que ahí se le ofrece, se vería igualmente alcanzado por la pesificación obligatoria.  Ha de recordarse, en este sentido, que las normas resultan irrazonables cuando los medios que arbitran no se adecuan a los fines cuya realización procuran o cuando consagran una manifiesta iniquidad, así como que los jueces deben inclinarse a aceptar su legitimidad sólo si tienen la certeza de que aquellas expresan, con fidelidad, la conciencia jurídica y moral de la comunidad, extremo que, precisamente, no se verifica en el sub lite y que, por lo tanto, las normas en cuestión resultan incompatibles con la Constitución Nacional.


    Beratz, Mirta Ester c/ Poder Ejecutivo Nacionals/ Amparo - Medida Cautelar


    B. 2507, XXXVIII, 19 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B.2507, L.XXXVIII, "Beralz, Mirta Ester c/ P.E.N. s/ Amparo - medida cautelar".


    La inconstitucionalidad de los decretos 1570/01,71/02, 141/02,214/02 así como del artículo 15 de la ley 25.561 y de las resoluciones del Ministerio de Economía y circulares del Banco Central de la República Argentina (BCRA) dictados en su consecuencia, fue declarada por la Corte en la causa “Smith”, y es de toda evidencia que igual calificación merecen las demás decisiones que, lejos de garantizar la  intangibilidad de los depósitos, se oponen al cumplimiento de las convenciones concertadas entre los ahorristas y las entidades depositarias de sus fondos.  Ahora bien, en autos dichas conclusiones son aplicables sólo respecto de las normas que se refieren a la violación de los derechos de los ahorristas que están impedidos de recuperar sus ahorros en las condiciones que oportunamente pactaron con las entidades bancarias.  Igual conclusión merece la declaración de inconstitucionalidad del artículo 3° del decreto 320/02, dado que ya feneció el plazo que ahí se indica, circunstancia que torna abstracto todo juicio acerca del punto, al tiempo que aparece como prematuro analizar cualquier eventual planteo contra las normas que lo sucedieron, atento a que regulan la ejecución de sentencias.


    Truncellito, Hugo Omar y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    T. 893, XXXVIII, 19 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo III


    Derecho Civil y Comercial


    Derecho Civil


    Daños y perjuicios


    Noticia falsa. Mercado de capitales. Mesa de dinero. Doctrina de la real malicia. Discrepancia del recurrente. 


    El recurso no cumple con el requisito de fundamentación suficiente, toda vez que no trae una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que valga a tal efecto una nueva critica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia.


    Menem, Amado Calixto c/ La voz del interior s/ Sumario


    M. 1045, XXXVII, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Accidente de tránsito. Responsabilidad civil. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    De la letra de los artículos 1113 y 1122 del Código Civil, surge que ante hechos como el presente, la obligación del que ha causado un daño se extiende a los daños que causaren los que están bajo su dependencia, y que las personas damnificadas por los dependientes, pueden perseguir directamente ante los tribunales civiles a los que son civilmente responsables del daño, sin estar obligadas a llevar a juicio a los autores del hecho.  En efecto, la Corte tiene dicho que las obligaciones que determina la primera parte del artículo 1113 del Código Civil, son independientes, pues cada uno de los sujetos allí mencionados responde por un título distinto frente al damnificado, quien puede demandar a cualquiera de ellos o conjuntamente por el todo, con abstracción de la responsabilidad que corresponda atribuirles.  La sentencia apelada no aparece como derivación razonada del derecho vigente y se apoya en afirmaciones dogmáticas que se aparta de lo dispuesto por la ley en relación con el caso, en violación de las garantías constitucionales del debido proceso y de propiedad de la actora.


    Acuña Zaragoza, Adelfa Olga c/ Vuelta de Rocha S.A.T.C.I. Línea 64 y otros


    A. 714, XXXVII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Acción de reducción. Donación. Acciones societarias. Apartamiento de las constancias de la causa. Falta de fundamentación. Omisión de considerar cuestión propuesta. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Si bien la Corte tiene dicho que las objeciones a las sentencias de los jueces, relativas a la aplicación de normas de derecho común y procesal, y la apreciación que efectúan de las cuestiones de hecho y prueba, son ajenas, por principio, al recurso extraordinario, no es menos cierto que ha admitido su procedencia en aquellos supuestos donde el acto jurisdiccional carece de los requisitos mínimos que lo sustenten válidamente como tal, en razón de arbitrariedad manifiesta derivada del apartamiento de constancias comprobadas de la causa, omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes y de normativa conducente a la solución del litigio, o cuando media una fundamentación aparente, apoyada sólo en conclusiones de naturaleza dogmática, o inferencias sin sostén jurídico o fáctico con el sólo sustento que la voluntad de los jueces.  Se desprende de lo expuesto, la contradicción evidente entre las consideraciones y la parte dispositiva del fallo, más allá de que revela un apartamiento de la normativa legal específica del derecho societario aplicable por la naturaleza de la decisión, sin atender a que la segunda parte del artículo 195 de la ley 19.550, al regular los procedimientos que tiene el “accionista” perjudicado, establece que cuando no pueda procederse a la anulación de la suscripción porque las acciones fueron entregadas, (supuesto que se configuró en autos) este tendrá derecho a que se le indemnicen los daños causados, con el agravante de que dicha solución fue propuesta por la demandada en el marco de la normativa del sucesorio, para el supuesto de que progresara la acción de lo que resulta que el fallo también omitió considerar una cuestión planteada conducente a una solución ajustada del litigio.  El fallo se aparta de la normativa expresa conducente a la solución del litigio, cuando no toma consideración el precepto del artículo 1800, que establece que sólo se puede hacer donación de bienes que estén presentes en el patrimonio al tiempo que se efectúa, o sea aquellos sobre los cuales hay acción para adquirir, tradición por el donante y posesión por el donatario, supuestos que no se configuran en el caso respecto de tales acciones que precisamente en ningún momento estuvieron en el patrimonio del causante, y que a la demandada no le fueron transferidas sino las adquirió mediante el uso de un derecho propio de preferencia que surgía de su tenencia accionaria para incorporar las nuevas acciones de su propio patrimonio.   Resulta por tanto el fallo contradictorio y por ello se configura la causal de descalificación, en cuanto por un lado se sostuvo que hubo transferencia de parte del patrimonio del causante -que serían las acciones que ordena reintegrar- y por otro que el animus donandi se configuró al transferir derecho de preferencia a la demandada.   Corresponde poner de resalto que la doctrina de los actos propios receptada en la doctrina y jurisprudencia y aplicada en distintos precedentes por la Corte es una derivación necesaria e inmediata del principio general de la buena fe, que se halla reconocida en nuestro derecho positivo, y encuentra apoyo en que las conductas anteriores judiciales o extrajudiciales, que generan confianza de quien las ha emitido y suscita en el justiciable una expectativa de comportamiento coherente futuro, aspecto este que resulta meridianamente claro se ha configurado en el caso con la conducta asumida por el accionante, cuando ya era accionista por su calidad de heredero.


    García Badaracco, Carlos Eduardo c/ Maggi, Ida María


    G. 105, XXXVII, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Agotamiento de la instancia administrativa. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 567, L. XXXV, "Biocrom S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires".


    Patricia y Jose García S.R.L. c/ Hospital General de Agudos José M. Penna


    P. 791, XXXV, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización por accidente de tránsito. Muerte de un menor. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Reglas de tránsito. Prioridad de tránsito. Deber de obrar con prudencia. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que existe cuestión federal, si el juzgador ha prescindido de efectuar un tratamiento adecuado del asunto de acuerdo a las pruebas producidas; y ha establecido, además, que, si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.  También tiene dicho que la prioridad de paso no tiene carácter absoluto y sólo juega cuando, ambos vehículos se presentan en forma simultánea o casi simultánea; que no se puede invocar si el conductor que no gozaba de ella estaba más adelante porque ya había entrado en la bocacalle; y que tal prioridad no excluye la observancia de la prudencia compatible con la seguridad de la circulación.  Además, no es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba. Al respecto, si bien es muy cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso continuar haciéndolo con los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada.


    M., E. y otra c/ E. C. e I. S.A.


    M. 160, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización. Accidente de tránsito. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Culpa de la víctima. Culpa concurrente. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Respecto de la objeción efectuada por el modo en que se planteó la cuestión federal, en situaciones análogas, la Corte señaló que, en principio, el requisito de la introducción oportuna sólo rige respecto de las cuestiones federales previstas en el artículo 14 de la Ley 48, las que deben ser resueltas de modo previo por los jueces de la causa a fin de dar lugar a la intervención de la Corte, último intérprete de las mismas.  Así, la arbitrariedad, como la ha definido la Corte, no es una cuestión federal de las aludidas en la reglamentación del recurso extraordinario, sino, que en rigor, es una causal de nulidad del fallo, por no constituir, a raíz de sus defectos de fundamentación o de formas esenciales, "la sentencia fundada en ley" a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Nacional.  Por tanto, el requisito de la reserva, como la Corte lo tiene dicho, no existe en el marco del recurso extraordinario, sino que lo que debe cumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal a fin de que los jueces puedan decidirla, planteo que incluso, dijo el Alto Tribunal, no requiere de fórmulas sacramentales. No se trata, de reservar sino de introducir. Y la arbitrariedad, no es una cuestión a decidir, que, deba ser introducida, sino el defecto de invalidez jurisdiccional del que resguarda el artículo 18 de la Constitución Nacional, y que siempre ha de nacer, de modo indefectible, con el dictado del acto inválido.  Por otro lado, no obstante que los agravios remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho común, materia ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, la Corte también tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida, y por tanto el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.  Así, al existir elementos que podrían conducir a reconocer la culpa de la demandada, no parece razonable liberar a ésta de su participación en el hecho dañoso, sin considerar, al menos, una eventual división de la responsabilidad que pudiere corresponder en función de una posible concurrencia de culpas.  La Corte tiene establecido que en materia de daños provocados por las cosas y en orden a las previsiones del art. 1113, párrafo 2, parte final, del Código Civil, la culpa de la víctima con aptitud para cortar totalmente el nexo de causalidad entre el hecho y el perjuicio a que alude dicha disposición debe aparecer como única causa del daño, aparte de revestir las características de imprevisible e inevitable propias del caso fortuito o fuerza mayor.  Además, no cabía exigir a la apelante la acreditación de otros extremos, ya que, al tratarse de un daño causado por "el riesgo" de la cosa, basta con que el afectado demuestre el daño causado y el contacto con aquella, quedando a cargo de la demandada, como dueña o guardián de la misma, acreditar la culpa de la víctima o de un tercero por quien no deba responder.


    Kazibroguk, Hugo Carlos c/ Muller, José Luis y otros


    K. 105, XXXVI, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Prensa. Publicación periodística. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho que para eximir de responsabilidad al informador, éste debe atribuir directamente la noticia a una fuente identificable, y que, al precisar aquélla, deja en claro el origen de las noticias y permite a los lectores no atribuirlas al medio a través del cual las han recibido sino a la específica causa que las hubiera generado. Agregó, también, que los propios aludidos por la información resultan beneficiados con este proceder, en la medida en que sus eventuales reclamos podrán ser dirigidos contra aquellos de quienes las noticias realmente emanaron y no contra los que sólo fueron sus canales de difusión.  Parece evidente que cuando se cita la fuente, quien difunde la noticia no se hace cargo de la veracidad de la misma, no la hace propia, ni le agrega fuerza de convicción. De otro modo, el ejercicio del derecho garantizado por los artículos 14 y 32 de la Constitución Nacional estaría sujeto a que la prensa constate previamente y de modo fehaciente la verdad de las manifestaciones de terceros que publica.


    Perini, Carlos Alberto y otro c/ Herrera de Noble Ernestina y otro


    P. 335, XXXVI, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Responsabilidad profesional. Mala praxis. Parto. Cuestión federal. Falta de fundamentación autónoma. Procedencia del recurso. 


    En relación a la responsabilidad civil por hechos de mala praxis, la Corte ha establecido que, para que proceda el resarcimiento de los perjuicios sufridos debe acreditarse la relación de causalidad entre el obrar negligente de aquel a quien se imputa su producción y tales perjuicios.  En efecto, los agravios suscitan cuestión federal para su examen por la vía elegida, pues no obstante referirse a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas al remedio del art. 14 de la Ley 48, tal circunstancia no configura óbice decisivo cuando la sentencia apelada no cumple con el requisito de debida fundamentación exigible a las decisiones judiciales, y sólo satisface en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con particular aplicación a las circunstancias del caso.


    C., J. E. c/ R., C. y otro


    C. 708, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 657, L. XXXV, "Autolatina Argentina S.A. (TF 7921-A) c/ Dirección General de Aduanas".


    Autolatina Argentina S.A. c/ Administración Nacional de Aduanas


    A. 73, XXXIV, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI "Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo", resuelto de conformidad por la Corte en su sentencia.


    Banco de La Pampa c/ Fernández, Martín s/ Cobro Ejecutivo


    B. 1179, XXXVI, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Cobro de sumas de dinero. Alianzas partidarias. Violación de las formas procesales. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    El recurso interpuesto es formalmente inadmisible, toda vez que se discute la existencia o no de un contrato de distribución de fondos entre distintos partidos componentes de una alianza electoral, en un caso y la interpretación de sus cláusulas, en el otro, así como qué montos deben incluirse en el cálculo de distribución y el valor otorgado a la conducta de las partes respecto de uno de los pagos efectuados, todas materias que, en principio no admiten su revisión por la vía extraordinaria del art. 14 de la ley 48, en la medida que su apreciación es propia de los jueces de la causa, sobre la base de la aplicación de normas de derecho común y de carácter procesal.  Debe tenerse presente que los agravios vinculados a la interpretación de las cláusulas contractuales, suscitan el análisis de cuestiones de hecho y de derecho común, cuyo esclarecimiento compete a los jueces de la causa y resultan extraños a la vía del recurso extraordinario, máxime cuando aquéllos han expuesto motivaciones suficientes de igual carácter, que impiden descalificar a su decisión como acto judicial.


    Apoderados del Partido Política Abierta para la Integridad Social - Orden Nacional c/ Restantes integrantes de la Alianza Transitoria Frente del País Solidario s/ Aportes partidarios


    A. 7, XXXVI, 21 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Seguro de vida obligatorio. Personal de planta permanente. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Omisión de considerar cuestión propuesta. Procedencia del recurso. 


    El examen de cuestiones de Derecho Público local es ajeno, como criterio general, a la instancia extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y de regirse por ellas, principio en el que se incluyen las cuestiones discutidas en el sub lite. Máxime cuando, también, son resueltas por aplicación de normas de derecho común relativas a la prescripción. Sin embargo, tales reglas no son absolutas, ya que ceden cuando la decisión adolece de arbitrariedad.  Carece de sustento como acto jurisdiccional válido la sentencia del a quo, que se limitó a aplicar e interpretar la Ley n° 17.418 y prescindió, así, de las concretas circunstancias de la causa. No obsta a tal conclusión, la doctrina del Tribunal que indica que la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peticiones de las partes constituyen extremos de índole fáctica y procesal, ajenos a la instancia del art 14 de la Ley 48, porque el pronunciamiento impugnado traduce una solución extraña al conflicto efectivamente sometido a su decisión, con mengua del debido proceso de la apelante.


    Cano de Méndez, Ladislada c/ Municipalidad de Fontana s/ Demanda contencioso administrativa


    C. 1284, XXXVI, 22 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización. Incumplimiento del contrato. Fundamentación de sentencias. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que los pronunciamientos que omiten el tratamiento de cuestiones oportunamente propuesta, que eventualmente resultarían conducentes para la decisión del juicio son descalificables como actos judiciales.   Tal es lo que ocurre en el sub lite en orden al reclamo de la indemnización por los daños que le habrían producido a la apelante, la falta de la demandada desde que ésta le comunicó la cesación de la licencia, hasta la conclusión de la concesión. El requerimiento de este concepto fue traída explícitamente como uno de los agravios en la apelación, sin que fuera examinada por el a quo, si siquiera para rechazarla.   En cuanto al supuesto defecto de fundamentación normativa por no haber considerado la sentencia que se habría imputado dolo como incumplimiento voluntario de las obligaciones, esta crítica no debe ser acogida, toda vez que la recurrente no indica en qué lugar de la expresión de agravios en la apelación se encuentra expuesta tal imputación. En este aspecto, la Cámara se pronunció fundadamente dentro del marco de su jurisdicción apelada.


    Julio Bacolla S.A. y otro c/ Sevel Argentina S.A. s/ Ordinario


    J. 67, XXXVII, 02 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Ejercicio profesional. Cultura y educación. Facultades administrativas. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que, en la interpretación de las leyes, debe darse pleno efecto a la intención del Legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional y que tal propósito no puede ser obviado por los Jueces con motivo de las posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación, toda vez que ellos no deben prescindir de la ratio legis y del espíritu de la norma. Asimismo, se ha establecido que la inconsecuencia o falta de previsión del Legislador no se suponen, por lo que la interpretación debe evitar asignar a la ley un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras y adoptando como verdadero el criterio que las concilie y suponga la integral armonización de sus preceptos.  A la luz de tales principios, en la especie no puede sino concluirse que, es el Ministerio de Cultura y Educación la autoridad competente para expedirse sobre las incumbencias profesionales. En efecto, si bien el art. 42 de la Ley 24.521 expresa que las instituciones universitarias fijarán y darán a conocer los "conocimientos y capacidades que tales títulos certifican, así como las actividades para las que tienen competencia sus poseedores", el art. 43, por su parte, prevé la hipótesis de los "títulos correspondientes a profesiones reguladas por el Estado, cuyo ejercicio pudiera comprometer el interés público poniendo en riesgo de modo directo la salud, la seguridad, los derechos, los bienes o la formación de los habitantes". En estos casos, es el Ministerio citado el órgano con competencia para determinar, con criterio restrictivo, la nómina de tales títulos, así como las actividades profesionales reservadas exclusivamente para ellos.


    Consejo Profesional de Agrimensura de la Provincia de Buenos Aires s/ Recurso Artículo 32 de la Ley 24.521


    C. 811, XXXV, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Incapacidad sobreviviente. Mala praxis. Obligación alimentaria. Responsabilidad médica. Juicios contra el estado. Bonos de consolidación. Admisibilidad del recurso. 


    El Tribunal de segundo grado entendió en su resolutivo, en consonancia con lo dicho por el Ministerio Público, que correspondía aplicar la excepción prevista en el art. 18 de la ley 25.344, que permite excluir obligaciones del régimen de pago en bonos de consolidación de la deuda pública "cuando mediaran circunstancias excepcionales vinculadas a situaciones de desamparo e indigencia en los casos en que la obligación tuviera carácter alimentario".  Es evidente que -desde el punto de vista del menor incapacitado total y absolutamente- existe una situación de desamparo provocada por la mala praxis médica atribuible a dependientes de la accionada (que el recurrente no discute), y que la obligación principal que se deriva de la sentencia (incapacidad sobreviviente), al margen del origen de su causa, adquiere un evidente carácter alimentario, extensivo a los demás rubros de condena (gastos médicos, etc.), ya que son obligaciones originadas en aquélla incapacidad, por lo que deben seguir la suerte de la principal (art. 523 y concordantes del Código Civil), en este caso la exclusión del pago mediante el sistema de bonos, con la salvedad de que, en lo, referente al daño moral, el recurso se limita a cuestionar lo resuelto, sin ensayar la mas mínima critica como lo exige la teoría recursiva.


    C., L. B. y otro c/ Ministerio del Interior - Policía Federal Compl Pol Churruca s/ Responsabilidad Médica


    C. 2473, XXXVIII, 07 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


     


    Derecho Comercial


    Contienda negativa de competencia


    Juicio ejecutivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Cabe señalar que el Art. 133, Párrafo 1° de la ley 24.522 establece que cuando el fallido sea codemandado, el actor puede optar por continuar el juicio ante el tribunal de su radicación originaria, desistiendo la acción contra aquél sin que quede obligado por costas y sin perjuicio de solicitar la verificación de su crédito.   No se desprende de las actuaciones que el actor haya desistido de la acción contra el codemandado que se halla en concurso. Por ello, el presente proceso está afectado por el fuero de atracción del proceso universal.


    Banco Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Ceraldi Hnos S.A. s/ Ejecutivo


    COMP. 352, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Concurso preventivo. Tribunales arbitrales. 


    Dado que el concursado reviste el carácter de actor, no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción, de conformidad con lo normado el artículo 21 inciso 1° de la ley 24.522.  Sin perjuicio de ello, en el caso de no considerarse definida la calidad de actor de la concursada en el presente trámite, asiste también razón al Tribunal General Arbitral de la Bolsa de Comercio de Buenos Aires, en orden a que las razones alegadas por el juez del concurso para solicitar que el tribunal se desprenda de la causa, resultan atendibles, ya que se trata en el sub-lite de la actuación de un árbitro ya existente y constituido, designado por las partes en su convenio antes de la presentación del concurso preventivo de la actora, motivo por el cual resultaría en todo caso aplicable el art. 134 párrafo primero de la Ley 24.522.


    Uriburu Sanguinetti Ingeniería Construcciones SRL c/ Hotel Internacional Iguazú S.A.


    COMP. 2086, XXXVII, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Acuerdo preventivo. Homologación del acuerdo preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La ley concursal dispone en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en el trámite regular del mismo y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que sin dudas, la ley califica de trámite de verificación, los que deben dar con inevitable intervención del juez del concursos y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya.   El artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente un distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo concursal y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico y la intervención que se da a otros funcionarios concursales y los efectos de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo único supuesto en el que cesarían todos los efectos del concurso y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio.


    Sánchez, Felisa y otro c/ Lomas Sanatorial y otro s/ Despido


    COMP. 241, XXXVIII, 02 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Acreedor privilegiado. Homologación del acuerdo preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Cabe poner de resalto que de las constancias de la causa surge que se halla firme la resolución que estableció el carácter de litisconsortes necesarios que revisten los fallidos en autos, razón por la cual no correspondía admitir el desistimiento contra el codemandado en concurso.   Con relación al proceso universal, procede señalar que según surge de autos, lo que sea ha declarado es la finalización del trámite para llegar al acuerdo preventivo y no del procedimiento concursal y atento a la fecha de la homologación de tal acuerdo y el silencio del tribunal al respecto, cabe presumir que se halla en etapa de cumplimiento.   En orden al planteo efectuado por el magistrado nacional, en relación al o dispuesto en el artículo 57 de la ley 24.522 corresponde destacar que en dicha norma se establece que los acreedores privilegiados que no estuviesen comprendidos en el acuerdo preventivo podrán ejecutar la sentencia de verificación ante el juez que corresponda de acuerdo con la naturaleza de su crédito, debiéndose entender que ello dependerá del estado del juicio universal. Consecuentemente, más allá del carácter de acreedor privilegiado del actor y la circunstancia de no mediar en el caso la existencia de un acuerdo a su respecto al no hallarse concluido el trámite concursal, corresponde mantener el fuero de atracción del juicio universal sobre este proceso.


    Altamirano, Víctor Hugo c/ Compañia Argentina de Servicios Cardal y otro s/ Despido


    COMP. 215, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Verificación de créditos. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 1255, L. XXXVII, “Vargas Villaroel, Esteban c/ Giménez, Juan Martí s/ Daños y perjuicios”, donde la Corte adhirió a los fundamentos y conclusiones del dictamen de la Procuración General.


    Más allá de haberse dictado sentencia en el juicio, resulta inevitable el pronunciamiento verificatorio en el trámite concursal, razón por la que deviene necesario la remisión de los obrados al tribunal donde tramita el juicio universal, a los efectos de habilitar el necesario proceso de verificación del crédito con los elementos de juicio suficientes que sirvieron de base al reclamo de su causa, conforme a lo dispuesto en el artículo 32 y concordantes de la ley 24.522.


    Rodas, Marta c/ Club Atlético Deportívo Italiano s/ Daños y perjuicios


    COMP. 518, XXXVIII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Dación en pago. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión no federal. Declaración de ineficacia. Derechos en expectativa. Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha dicho que el recurso previsto en el artículo 14 de la ley 48, no tiene como fin sustituir la opinión o criterio de los jueces de la causa expresados en sus sentencias o corregir sus fallos atendiendo a la discrepancia que plantean los apelantes, respecto del alcance dado a los hechos, prueba o normas de naturaleza común y procesal, salvo que medie un notorio apartamiento de las constancias obrantes en la causa o de lo expresamente previsto en las normas legales, de tal modo que el pronunciamiento constituya una decisión injusta o arbitraria que importe su descalificación como acto jurisdiccional.  La cuestión discutida se refiere a temas de hecho y prueba y de aplicación de normas de derecho común y procesal, así como a un planteo vinculado a problemas de aplicación temporal de leyes, aspectos que no constituyen materia propia del remedio federal y que autorizarían sin más el rechazo del recurso interpuesto.  En cuanto a la cuestión federal que surgiría de la violación por el fallo de la garantía de la propiedad, por afectar un derecho adquirido, este no se verifica, ya que también dicha cuestión se vincula con cuestiones de derecho común y procesal, que al efecto cuenta con argumentos que, más allá de su acierto o error, lo ponen al amparo de tal tacha.  Cabe recordar que de un lado, la ley 24.522 en su artículo 293, había expresamente derogado la ley 19.551 y por tanto el inciso 3° del artículo 122 que regulaba la situación de autos; de otro, la nueva ley se hallaba vigente y resultaba aplicable a los trámites iniciados bajo el imperio de la ley anterior, conforme a lo dispuesto en el artículo 3° del Código Civil, y el veto del Poder Ejecutivo al artículo 290 de la ley, en el artículo 1° del Decreto 267/95.


    Condominios Vacacionales S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de reposición por Banco Mercantil Argentino


    C. 1103, XXXVI, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Nulidad de marca. Registro de marca. Sociedad de responsabilidad limitada. Lealtad comercial. Protección a la propiedad industrial. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Discrepancias del recurrente. Confirmación de sentencia. 


    La Ley de Marcas, que adecua a la legislación interna el Convenio de París ratificado por ley 17.011, establece en su art. 24, inciso b), que son nulas las marcas registradas por quien, al solicitar el registro, conocía o debía conocer que ellas pertenecían a un tercero.  En el caso de autos, ha quedado demostrado que la marca es usada por una persona jurídica distinta al demandado, desde mucho antes de la inscripción cuestionada, y la Cámara entendió en su pronunciamiento que la marca usada, aunque no registrada, también está protegida cuando un tercero sin escrúpulos, a sabiendas, inscribe una marca intensamente usada en perjuicio de terceros. El Tribunal, en su decisorio, abonó dicho argumento al sostener que, no obstante el sistema atributivo adoptado por nuestra ley, la jurisprudencia ha sostenido que dicho sistema de la Ley de Marcas no puede aplicarse con criterio rigurosamente formal, que prive a los no registrados de la protección que surge de los principios generales del derecho. La Cámara dedujo, en consecuencia con las constancias de autos, que el quejoso, como gerente y socio de la S.R.L., incumplió con la preceptiva de la ley 19.550 actuando sin la lealtad debida a sus socios por un buen hombre de negocios.  En tal contexto, concluyó el Tribunal, actuando el recurrente en contradicción a las pautas legales y teniendo en cuenta que el error de derecho es inexcusable, al inscribir la marca de la sociedad por la que actuaba sabiendo que procedía en contradicción con la norma legal, y carecer de poder para tal gestión, su proceder resulta nulo.  El argumento del demandado relativo a que la sentencia en crisis omitió considerar prueba decisiva en la resolución del conflicto carece de toda consistencia pues fue a pesar de tener en cuenta dichos informes que el Tribunal procedió a nulificar la inscripción de la que daban cuenta los mismos.


    Trenque Lauquen S.R.L. c/ Rodriguez Arias, Manuel


    T. 278, XXXVII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Quiebra. Declaración de ineficacia. Boleto de compraventa. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que la determinación de las normas de derecho no federal que deben regir el pleito y su vigencia en el tiempo, es como regla propia de los jueces de la causa y ajena a la vía del artículo 14 de la Ley 48; de igual modo ha sostenido que no procede dicho remedio excepcional en aquellos supuestos donde se discute acerca del plazo de prescripción o caducidad, por tratarse de materias de derecho común y procesal.  No procede admitir el recurso interpuesto porque la sentencia apelada resuelve acerca de la aplicación de la ley 24.522 y el plazo de prescripción en ella dispuesto para promover acciones como la intentada, con suficientes fundamentos de hecho y derecho que la sustentan como acto jurisdiccional válido.


    Frigorífico Moreno S.A. s/ Quiebra c/ Trade S.A.


    F. 3, XXXVI, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Derecho de propiedad. Doctrina de los actos propios. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1103, L. XXXVI, “Recurso de hecho promovido por síndico de “Condominios Vacacionales S.A. s/ Quiebra. Incidente de Reposición por Banco mercantil Argentino”.


    El sometimiento al procedimiento viene impuesto por la ley, la que es de orden público y de sus prescripciones no se pueden apartar las partes, ni los tribunales obligados a su aplicación salvo que medie la declaración de invalidez. Por tanto, resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual, nadie tiene un derecho irrevocablemente adquirido al mantenimiento de las leyes o a ver definido su derecho, con arreglo a determinado procedimiento.


    Condominios Vacacionales S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de Reposición por Banco Mercantil Argentino S.A.


    C. 1088, XXXVI, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Verificación de créditos. Acreedor con privilegio especial. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la Corte tiene reiteradamente dicho que el recurso extraordinario no tiene por fin revisar en una tercera instancia las decisiones que son propias de los jueces de la causa en cuanto al alcance dado a las normas de derecho común aplicables en el caso, o al análisis de las cuestiones de hecho y prueba motivo de discusión en el proceso, no es menos cierto que la Corte también ha admitido la procedencia del remedio excepcional, cuando el fallo emanado del tribunal recurrido no reúne los requisitos mínimos que lo sustenten como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia.  El destino de la verificación produce los efectos de la demanda judicial, es acreditar la existencia del crédito, y para ello, por la naturaleza de dicho procedimiento, se admite todo tipo de prueba y se requiere del pretensor la justificación del contenido de su petición, no sólo a través, si lo hubiera, de un título hábil que reúna los requisitos formales, sino de la acreditación de la causa que dio origen al título que justifica el crédito, es decir que su objeto no es un mero trámite de verificación formal sino de determinación de la real existencia del crédito.  En el sub-lite el juzgador, al sostener que resulta suficiente el título –sentencia de ejecutivo-, con fundamento en la intervención que le cupo en el mismo al fallido cuando este se hallaba in-bonis, se aparta de tal manera y sin razón alguna de los principios generales que sostienen el procedimiento concursal que son de orden público y tienden a asegurar el derecho de propiedad, la igualdad de tratamiento, el debido proceso y la defensa en juicio de los derechos de todos los acreedores.


    Collon Cura S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de revisión por el Banco de Hurlingham S.A.


    C. 200, XXXVII, 22 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Propiedad industrial. Solicitud de patente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa P. 282, L. XXXVI, "Pfizer Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.strial s/ Denegatoria de patente”.


    Center for Blood Reserch Inc s/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    C. 1113, XXXVIII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa P. 282, L. XXXVI, "Pfizer Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    F Hoffman La Roche AG c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    F. 658, XXXVII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa P. 282, L. XXXVI, "Pfizer Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.strial s/ Denegatoria de patente”.


    Glaxo Inc c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    G. 884, XXXVII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa P. 282, L. XXXVI, "Pfizer Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Glaxo Inc c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    G. 558, XXXVIII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa P. 282, L. XXXVI, "Pfizer Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.strial s/ Denegatoria de patente”.


    Glaxo Spa c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    G. 557, XXXVIII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa P. 282, L. XXXVI, "Pfizer Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.strial s/ Denegatoria de patente”.


    John Wyeth and Brother Limited c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    J. 95, XXXVIII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa P. 282, L. XXXVI, "Pfizer Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.strial s/ Denegatoria de patente”.


    La Corte sostuvo que, si se trata de modificar una solicitud de patente de procedimiento o proceso a patente de producto farmacéutico, el miembro deberá admitir la presentación del reclamo de mayor protección y la prioridad que el interesado pretenda sobre la base de la solicitud madre o, si fuera el caso, en razón del sistema del Convenio de París, no podrá ser en ningún caso anterior en un año a la fecha de entrada en vigor del acuerdo sobre la OMC.


    Eli Lilly and Company c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    E. 11, XXXVIII, 20 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Dictamen de la causa E. 11, L. XXXVIII, "EIi Lilly and Company c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente".  Cuestiones análogas al fallo de la causa P. 282, L. XXXVI, "Pfizer Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Astra Aktiebolag c/ Instituto Nacional de la Propiedad Intelectual s/ Denegatoria de patente


    A. 1004, XXXVIII, 20 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Dictamen de la causa E. 11, L. XXXVIII, "EIi Lilly and Company c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente".  Cuestiones análogas al fallo de la causa P. 282, L. XXXVI, "Pfizer Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Bayer Aktiengesellschaft c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    B. 1269, XXXVIII, 20 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Dictamen de la causa E. 11, L. XXXVIII, "EIi Lilly and Company c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente".  Cuestiones análogas al fallo de la causa P. 282, L. XXXVI, "Pfizer Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    F Hoffman La Roche AG. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    F. 28, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Dictamen de la causa E. 11, L. XXXVIII, "EIi Lilly and Company c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente".  Cuestiones análogas al fallo de la causa P. 282, L. XXXVI, "Pfizer Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Merck and Co Inc. c/ Instituto de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    Sin Letra. 367, XXXVIII, 20 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Dictamen de la causa E. 11, L. XXXVIII, "EIi Lilly and Company c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente".  Cuestiones análogas al fallo de la causa P. 282, L. XXXVI, "Pfizer Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    R.P. Scherer Corporation c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    R. 721, XXXVII, 20 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Dictamen de la causa E. 11, L. XXXVIII, "EIi Lilly and Company c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente".  Cuestiones análogas al fallo de la causa P. 282, L. XXXVI, "Pfizer Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Schering Corporation c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    S. 733, XXXVII, 20 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Concurso preventivo. Propuesta de acuerdo preventivo. Período de exclusividad. Categorización de acreedores. Acciones con derecho a voto. 


    Todo concurso preventivo es un proceso de naturaleza especial y publicística, tendiente a posibilitar al deudor la formalización de un arreglo judicial con sus acreedores, y su naturaleza jurídica no es otra que un medio de tutela jurisdiccional de los derechos de quien resulte ser su merecedor, motivo por el cual, para la formalización del mentado acuerdo, la ley concursal 24.522 ha previsto el particular mecanismo normado en los arts. 43 y siguientes tendientes a la preservación de la continuidad de la empresa y a la protección de los intereses del deudor y de los acreedores en un pie de igualdad con la mira puesta en el interés público.   Corresponde disponer la suspensión del procedimiento principal en el concurso preventivo a fin de resolver lo atinente al sistema o procedimiento para la emisión del voto por parte de los denominados "tenedores beneficiarios de bonos", porque ningún sentido tiene que el plazo siga corriendo si no puede ser utilizado ni por la concursada ni por los acreedores verificados o declarados admisibles a los efectos expresamente establecidos por la ley 24.522, máxime cuando coartar tal posibilidad implicaría pronunciarse contra el espíritu mismo de dicha ley, que propende a la solución preventiva.


    Supercanal Holding S.A. s/ Concurso preventivo


    S. 2197, XXXVIII, 06 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Propiedad industrial. Solicitud de patente. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa P. 282, L. XXXVI, "Pfizer Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente".


    American Home Products Corporation y otro c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    A. 749, XXXVIII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Verificación tardía


    Doctrina de la arbitrariedad. Orden público. Continuación de la empresa. Acreedores del concurso. Acreedor privilegiado. Seguridad jurídica. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Cabe destacar que el a-quo le otorga a la norma aplicable en el caso (artículo 47 de la ley 24.522), el alcance previsto por el legislador en una disposición que se hallaba derogada, y su pronunciamiento, por ende además de omitir el más elemental análisis de las cuestiones traídas por el recurrente en relación a ello, traduce una afirmación dogmática basada en la sola voluntad de los jueces.  De igual manera, cabe poner de relieve que la aludida interpretación no atiende a los principios liminares que sostienen el procedimiento concursal, que apuntan a la protección del interés general, y se fundan en razones de orden público que pretenden resguardar el derecho de propiedad y la igualdad de trato de los diversos intereses en juego.  Es del caso resaltar que el referido proceso, se asienta en principios de orden público que intentan proteger los derechos e intereses del conjunto de los afectados por la situación particular de cesación de pagos en que incurre el deudor, y a tal fin ordena el ejercicio de las pretensiones promovidas contra el mismo y su satisfacción, mediante un procedimiento obligatorio para todos los acreedores, de carácter colectivo y universal, que atañe a la totalidad del patrimonio del deudor, prenda común de todos los acreedores y garantía de satisfacción de sus créditos, los que deberán insinuarse en condiciones igualitarias de reconocimiento ante el juez de la causa, y su pago ha de concretarse respetando la situación especial o particular según las disposiciones legales preestablecidas, lo que encuentra sustento en la norma básica del ordenamiento jurídico que protege el derecho de propiedad y de igualdad del conjunto de los involucrados.  Pero además de ello, no es ocioso recordar que también el procedimiento, tiende a resguardar el principio de conservación de la empresa, para lo cual prevé soluciones acordadas entre los acreedores y el deudor que permitan salir de la crisis, estableciendo posibilidades de espera, quitas o diversos modos de satisfacción de los créditos y pretensiones, que exigen procedimientos y mayorías especiales o calificadas que permiten luego imponer tal acuerdo incluso a quienes no han participado del mismo.  La situación dada en autos, está regulada expresamente en el artículo 47 de la ley 24.522, donde se ha previsto la posibilidad de acordar un modo de pago con acreedores de privilegio especial para los que se exige unanimidad. Tal acuerdo como es evidente, sólo puede hacerse con los acreedores presentados y reconocidos como tales en el procedimiento que, como se dijo, es obligatorio, donde además se determina su número y entidad económica, ya que ello tendrá necesaria incidencia en la índole de la propuesta y factibilidad de cumplimiento que deberán justipreciar tanto el deudor como los acreedores a los que esté dirigida.  Resulta claro que la mencionada unanimidad se refiere a los acreedores verificados y admisibles presentados tempestivamente, porque a su vez se establece un trámite complejo previo, que incluye la categorización de los distintos pretensores que hace el deudor e incide en el tipo de acuerdo que va a ofrecer en orden a la naturaleza de los créditos, la resolución judicial que fija definitivamente tales categorías y los acreedores comprendidos, así como la composición del comité controlador del acuerdo integrado con representantes de las distintas categorías. (arts. 41 y 42 de la ley 24.522); por todo ello mal puede exigirse que la unanimidad se complemente ulteriormente con los acreedores de presentación tardía.  El Tribunal, sostiene una inteligencia del artículo 47 que a su criterio resultaría concordante con lo dispuesto en el artículo 45 de la ley 19.551, extendiendo el alcance de la unanimidad no sólo a los reconocidos al tiempo de la propuesta de acuerdo, sino a los que fueren admitidos con posterioridad, lo cual traduce un sentido incongruente en la interpretación, porque además de impedir toda posibilidad de ofrecer acuerdo alguno a privilegiados especiales en la oportunidad procesal prevista en la ley, afectaría la sentencia judicial que tiene por homologado tal acuerdo, al quedar sujeta a una situación de inestabilidad permanente por la aparición de nuevos acreedores de tal categoría que podrían no aceptar la propuesta, generando ello una evidente alteración del principio de seguridad jurídica pilar básico de la función jurisdiccional.


    Florio y Compañia I.C.S.A. s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de Verificación de crédito por Niz, Adolfo Ramón


    F. 597, XXXVI, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Constitucional


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Juicios contra el estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. Devolución del expediente. Competencia contencioso administrativa. 


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el artículo 24 inciso 7° del decreto-ley 1285/58 a la Cámara de la cual dependa el juez que primero hubiese conocido, no incluyen la excepcional atribución de que goza la Corte como órgano supremo de la magistratura para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  Tal situación se configura en el sub lite, toda vez que la presente contienda se ha suscitado entre la titular del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal y el juez a cargo del Juzgado Nacional en lo Civil, quienes se atribuyeron recíprocamente la competencia -requisito indispensable para que exista un correcto planteamiento de la cuestión y la Alzada se pronunció a favor de la intervención de un magistrado ajeno a ella, el titular del Juzgado Nacional en lo Civil y Comercial Federal quien, con apoyo en el dictamen de la Fiscal también se declaró incompetente.   No compete a la Corte intervenir para resolver la contienda trabada, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Sterin Teramo, Rafael Gregorio José c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 651, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    No se encuentra afectada la seguridad del Estado Nacional.


    Es doctrina de la Corte que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.   La Corte también tiene establecido, que no obstante la generalidad de los términos empleados en la redacción de los artículos 67, incisos 12, 94 y 100 -hoy 75, inciso 20, 108 y 116, respectivamente- de la Constitución Nacional, estas disposiciones no se oponen a la exclusión de la competencia federal cuando no existan los propósitos perseguidos por estas normas.


    G., Norma s/ Denuncia secuestro extorsivo


    COMP. 970, XXXVIII, 22 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Acción de amparo. Bonos de consolidación. Moneda extranjera. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C.755, XXXVIII, "Chiodi, Carlos Aníbal y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo".


    Montani, Mario Gustavo c/ Neuquén, Provincia del y otro s/ Acción de Amparo


    M. 2966, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa S.173, L. XXXVIII, "San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo".


    San Luis, Provincia de c/ Banco de San Luis S.A. s/ Amparo


    S. 174, XXXVIII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa T. 169, L. XXXVIII, "Tulian Domingo Carlos Alberto y otros c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción de amparo".


    Yoma, José Tomás c/ Cámara de Diputados de la Provincia de La Rioja s/ Acción de amparo


    Y. 20, XXXVIII, 03 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión sustancialmente análoga a la considerada en el dictamen de la causa C. 755, L. XXXVIII, "Chiodi, Carlos Aníbal y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo".


    Assisa, Eduardo M. c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    A. 551, XXXVIII, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión sustancialmente análoga a la considerada en el dictamen de la causa C. 755, L. XXXVIII, "Chiodi, Carlos Aníbal y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo".


    Fort Payne S.A. c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de Amparo


    F. 373, XXXVIII, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión sustancialmente análoga a la considerada en el dictamen de la causa C. 755, L. XXXVIII, "Chiodi, Carlos Aníbal y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo".


    Misa, Juana María Luisa y otro c/ Formosa, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    M. 757, XXXVIII, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 755, XXXVIII, “Chiodi, Carlos Aníbal y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo.


    De Anquín, Miguel Ángel c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    D. 1877, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones sustancialmente análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 755, L. XXXVIII, "Chiodi, Carlos Aníbal y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo".


    Nomerobo S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    N. 113, XXXVIII, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Incompetencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa  M. 13. XXXVIII. "Martinez. Habel OIga y Otro s/ Su presentación"


    Cacciatore, Pedro P. y otro s/ Supuesta presentación


    C. 17, XXXVIII, 24 de enero de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 897, XXXVII, “Argenbingo S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo”.


    Argentone S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo


    A. 898, XXXVII, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa H. 13. XXXVIII. "Martínez, Mabel OIga y Otro s/ Su presentación".


    Lio Grimaldi, Vicente H. s/ Supuesta presentación


    L. 4, XXXVIII, 30 de enero de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa M. 13. XXXVIII,  "Martínez. Mabel OIga y Otro s/Su presentación".


    Di Biasi, Lucía Carmen s/ Supuesta presentación


    D. 2, XXXVIII, 24 de enero de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa M. 13. XXXVIII. "Martinez Mabel OIga y Otro s/ Su presentación".


    Caputto, Delfor A. y otra s/ Supuesta presentación


    C. 18, XXXVIII, 30 de enero de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa M. 13. XXXVIII. "Martínez. Habel OIga y Otro s/ Su presentación"


    Balestra, Malvina Teresa s/ Supuesta presentación


    B. 774, XXXVIII, 30 de enero de 2002


    Ver dictamen


    Contrato de suministros. Vales de comida. Cuestión de derecho público local. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte suprema. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986.  No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte según los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental y el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, puesto que para ello resulta necesario, además, corroborar la materia sobre la que versa el pleito, o sea, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancias aquellos procesos que se rigen por el Derecho Público local. Por otra parte, para determinar el carácter de un proceso es preciso indagar la naturaleza de la pretensión, el origen de dicha acción, así como también la relación de derecho existente entre las partes.


    Proms S.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción de amparo


    P. 632, XXXVIII, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa D. 181, L. XXXVIII, "Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Amparo”.


    Díaz, Brígida c/ Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación y otro s/ Amparo


    COMP. 685, XXXVIII, 17 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Incompetencia. Cámara Nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el artículo 24 inciso  7° del decreto-ley 1285/58 a la Cámara de la cual dependa el juez que primero hubiese conocido, no incluyen la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura para resolver dichos conflictos, declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  Tal situación se presenta en el sub lite, toda vez que la presente contienda se ha suscitado entre la titular del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal y la jueza a cargo del Juzgado Nacional en lo Civil, quienes se atribuyeron recíprocamente la competencia -requisito indispensable para que exista un correcto planteamiento de la cuestión  y la Alzada se pronunció a favor de la intervención de un magistrado ajeno a ella, el titular del Juzgado Nacional en lo Civil y Comercial Federal que con apoyo en el dictamen de la Fiscal también se declaró incompetente.  En virtud de lo expuesto, no compete a la Corte intervenir para resolver la contienda trabada debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    Cabrera Castilla de Olazabal, Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 523, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe recordar, en principio, que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derecho de las partes en los supuestos contemplados por el Art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.   Una de esas hipótesis se presenta cuando resulta demandada un Provincia y la causa es de manifiesto contenido federal, es decir, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones de la Constitución Nacional, en tratados con naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, tal como ocurre en el sub lite.   En tales condiciones, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el caso se revela como de aquéllos reservados a la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, Inc. 1° del decreto-ley 1285/58.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción de amparo


    COMP. 3192, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Concursos docentes. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inciso 1° del decreto-ley 1285/58, es cuando resulta demandada una Provincia y la causa tiene un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  Asimismo, tiene dicho reiteradamente el Tribunal que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie.  En tales condiciones, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora la presente acción de amparo debe tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    Ledesma, Maricel Silvina y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo


    L. 941, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Impugnación del decreto de necesidad y urgencia. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En cuanto a la competencia de la Corte cabe recordar, en principio, que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originarla, toda vez que,  de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, se desprende que la Provincia, con derecho a la competencia originaria de la Corte, demanda al Estado Nacional que está sometido exclusivamente a la competencia federal, por lo que la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales previstas para ambas partes, en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.  En tales condiciones, la presente acción de amparo corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Verani, Pablo s/ Acción de amparo contra Decreto 1316/02


    V. 1089, XXXVIII, 31 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Pesificación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa C. 755; L. XXXVIII, “Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo”.


    Sánchez Blanc, Nadia Claudina c/ Tucumán, Provincia de s/ Amparo


    S. 997, XXXVIII, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, es cuando resulta demandada una Provincia y la causa tiene un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  Ello ocurre, toda vez que, el amparista codemanda a una Provincia por ser garante de los depósitos bancarios que intenta recuperar y, además, a tal fin, pone en tela de juicio normas nacionales, por ser presuntamente contrarias a otras de igual naturaleza y a lo dispuesto en la Constitución Nacional, por lo que cabe asignar carácter federal a la materia del pleito.  En tales condiciones, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad del actor, la presente acción de amparo debe tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo


    C. 1840, XXXVIII, 04 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Tarifa de servicios eléctricos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Ante todo, cabe señalar que la ley 16.986 en su artículo 16 prohíbe la articulación de cuestiones de competencia en las acciones de amparo, por lo cual la inhibitoria solicitada por el Estado Nacional resulta inadmisible.   Por otra parte, la Corte no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa, si no se presentan los presupuestos que legalmente la habilitan, previstos en el artículo 117 de la Constitución Nacional y en el artículo 24, inciso 1° del Decreto Ley 1285/58.  Uno de esos supuestos es que una provincia sea parte en el pleito, tanto nominalmente -ya sea como actora, demandada o tercero- como sustancialmente, esto es que tenga en el litigio un interés directo de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Tal circunstancia no se presenta, toda vez que el amparista, según el artículo 52 de la ley provincial 6668, goza de autarquía, tiene plena capacidad jurídica para actuar en los ámbitos del derecho público y privado y, de conformidad con el artículo  53, inciso k), puede promover ante los tribunales competentes acciones civiles o penales, incluyendo medidas cautelares, para asegurar el cumplimiento de sus funciones, de los fines del marco regulatorio eléctrico local y de los contratos de concesión. Debido a ello, dicho ente no se identifica con la Provincia, la cual no aparece como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión y, por lo tanto, no cabe tenerla como parte sustancial en esa litis.  No obsta a lo expuesto el hecho de que el Fiscal de Estado de la Provincia de San Juan haya interpuesto la demanda, en tanto dicho funcionario, en virtud de lo dispuesto por el artículo 263 de la Constitución de la Provincia de San Juan y el artículo 42 inciso A) de la ley provincial 5556, no sólo ejerce la representación en sede judicial del Estado local, sino también de los entes descentralizados y/o autárquicos de la provincia.  Por lo expuesto y, dado que la competencia originarla de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos enunciados en la ley Fundamental corresponde declarar que el aludido proceso es ajeno a esta instancia.


    Estado Nacional (Secretaría de Energía) c/ Ente Provincial de la Electricidad (Provincia de San Juan) s/ Recurso


    E. 422, XXXVIII, 31 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Deuda pública provincial. Bonos de consolidación de la deuda provincial. Pesificación. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986.  La única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de acciones contra las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    C. 755, XXXVIII, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Entes autárquicos provinciales. Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La cuestión radica en determinar si en autos se dan dichos requisitos previstos en el artículo 117 de la Constitución Nacional -entre ellos-, que una Provincia participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, esto es que tenga en el litigio un interés directo de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Corresponde recordar que esa calidad de parte debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.  En el sub-lite dicho recaudo no se encuentra cumplido. El actor demanda al Banco de la Provincia de Buenos Aires que según su Carta Orgánica decreto-ley 9434 es una entidad autárquica de derecho público (artículo 1°), es decir posee capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones y cuenta con una individualidad jurídica y funcional que permite distinguirla del Estado local. En tales condiciones, la Provincia de Buenos Aires no integra la Litis.  Toda vez que la competencia originaria de la Corte por ser de raigambre constitucional, es de carácter restrictiva e insusceptible de extenderse, corresponde declarar que esta acción de amparo es ajena a dicha instancia.


    Ponteprino, Carlos Nicolás c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    P. 2160, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Juegos de azar. Declaración de inconstitucionalidad. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido, en principio, la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.   No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte; para ello, resulta necesario además examinar la materia del pleito, esto es, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la parte contraria. Antes bien, quedan excluidos de dicha instancia, los pleitos que se rigen por el Derecho Público local.  La Corte ha dicho reiteradamente que si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, causa no es del resorte de la Corte Suprema. Ello tanto las provincias conservan por el pactum foederis competencias diversas que no han sido delegadas en el Gobierno Federal  En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su Derecho Público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan contener dichos pleitos tengan adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.


    Argenbingo S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo


    A. 897, XXXVII, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La acción entablada corresponde a la competencia originaria de la Corte.  Toda vez que una provincia, con facultad de litigar en esa instancia (art. 117 de la Constitución Nacional) demanda al Estado Nacional con derecho al fuero federal (art. 116 de la Ley Fundamental), la única forma de satisfacer ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando el proceso ante los estrados del Tribunal.


    Salta, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    S. 2597, XXXVIII, 09 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedaran sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986.  La cuestión radica en determinar si en autos se dan los requisitos que habilitan a sustanciar este tipo de procesos en instancia originaria del Tribunal.  Tal circunstancia se presenta en el sub-lite, toda vez que una Provincia demanda al Estado Nacional y a una entidad nacional entre otros, por lo que, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de la provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Córdoba, Provincia de c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    C. 305, XXXVIII, 13 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el  dictamen de la causa O.181. L.XXXVIII, "Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo” y en los fallos Comp. 418, XXXVIII, "Pizzi, Marcelo Daniel c/Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo"; Comp. 357, XXXVIII, "Ortiz, Ana María c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo".


    Galarza, Florinda c/ Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación y otro s/ Amparo


    COMP. 751, XXXVIII, 24 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Incompetencia. 


    Cabe recordar que el Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si no se dan los presupuestos que constitucionalmente la habilitan, así como que la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en procura de tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias, para el ejercicio que aquélla le otorga a la Corte.  El sub lite no corresponde a la instancia originaria de la Corte, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia (conf. Art. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), la causa no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, ni se dirige contra una Provincia (arts. 1° de la ley 48; 2° de la ley 4.055 y 24, inc. 1°, del Decreto-ley 1285/58) y, aun cuando es cierto que, en principio, la acción de amparo puede tramitar ante el Tribunal, ello es así en la medida que se verifiquen las hipótesis que surtan su competencia originaria, porque ésta es de raigambre constitucional e insusceptible de ser ampliada o modificada.  Por otra parte, cabe tener presente que el actor carece de legitimación para demandar en abstracto la inconstitucionalidad de la norma sancionada por el Legislador, circunstancia que denota la inexistencia de un "caso" o "causa", en los términos del art. 2° de la ley 27, que pueda ser resuelto por un tribunal de justicia.  La presente acción de amparo resulta ajena al conocimiento del Tribunal.


    Prada Errecart, Pedro Horacio s/ Supuesta presentación


    P. 1, XXXVIII, 08 de enero de 2002


    Ver dictamen


    En cuanto a la competencia de la Corte para entender en una acción de amparo, cabe recordar que es doctrina reiterada desde antiguo que Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si no se dan los presupuestos que constitucionalmente la habilitan, así como que la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en procura de tutela de los derechos que les asienten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los art. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio que aquélla le otorga a la Corte.  El sub-examine no corresponde a la instancia originaria de la Corte toda vez que, según se desprende los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia según el art. 49 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la causa no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, ni se dirige contra una Provincia argentina (art. 1° de la ley N° 48, 2 de la ley N° 4055 y 24, inc. 1° del decreto-ley N° 1285/58) y, aun cuando es cierto que, en principio, la acción de amparo pueden tramitar ante el Tribunal, ello es así en la medida en que se verifiquen las hipótesis que hacen surtir su competencia originaria.  La presente acción de amparo resulta ajena a la competencia originaria del Tribunal.


    Martínez, Mabel Olga y otro s/ Supuesta presentación


    M. 13, XXXVIII, 22 de enero de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, porque de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley N° 16.986.  La única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.  La presente acción de amparo corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Amparo


    N. 61, XXXVIII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Depósito a plazo fijo. Ahorrista. Reordenamiento del sistema financiero. Sistema federal. Gravedad institucional. Derecho de propiedad. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    De conformidad con el citado dictamen de este Ministerio Público, la Corte declaró que la causa corresponde a su competencia originaria, a la vez que convocó a las partes a una audiencia conciliatoria.  Se le recomienda a la Corte, que ejerza la facultad dirimente conferida por el art. 127 de la Constitución Nacional. El trato diferente no genera, desigualdad alguna con los ahorristas particulares.  Para ello, la Corte tiene dicho, con relación a los sujetos pasivos de la aplicación de medidas en situaciones de emergencia, en donde, la provincia no es un ahorrista más- que la garantía de la igualdad ante la ley radica en consagrar un trato legal igualitario a quienes se hallen en una razonable igualdad de circunstancias, por lo que tal garantía no impide que el legislador contemple en forma.  Diferentes situaciones que se consideran diferentes en tanto dichas distinciones no se formulen con criterios arbitrarios, o de indebido favor o disfavor, privilegio o inferioridad personal o de clase o de legítima persecución.  La cuestión que en el sub examine se analiza no puede ser circunscripta dentro de los límites y los alcances de una simple contienda judicial entre la provincia en cuestión y el Estado Nacional, sino antes bien debe ser encarada por el Superior Tribunal de manera ineludible utilizando el instrumento adecuado que le otorga la Constitución Nacional, en su carácter de custodio último de ésta.  Esta controversia puede afectar sustancialmente la esencia del sistema federal, uno de los pilares de nuestra ley fundamental, por lo que la Corte debe garantizar la tarea que le fue encomendada: ser prenda de unión, paz interior y bienestar general.  Es en este orden de pensamientos que, deben extremarse los cuidados en tanto -como ya dijera- los intereses en juego denotan una situación de gravedad institucional que pone en peligro no sólo la integridad de la Provincia sino la de la Nación toda. En aras de encontrar una respuesta que tienda al bien común y al mantenimiento de la vida pública de las partes en el pleito, el agotamiento de todos los medios posibles para llegar a una solución no es en vano, debiendo tener en claro las partes aquí encontradas, que son parte de una misma Nación y que una solución en común a sus pretensiones importara más a sus intereses que la satisfacción de sus solicitudes primarias.  Corresponde pues, dirimir el presente pleito, armonizando y resguardando los derechos de ambas partes: por un lado, evitando que se prive al Gobierno Federal de tomar las medidas que se consideren apropiadas para conjurar la gravedad de la situación económica, financiera y social en la que se encuentra inmersa la República en tanto las mismas sean razonables para que, por otro lado, proteja sustancialmente los derechos y garantías constitucionales, en especial el derecho de propiedad de la provincia en cuestión.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    S. 173, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Banco Central de la República Argentina. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986.  De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, se desprende que una Provincia demanda a una entidad autárquica nacional, el Banco Central de la República Argentina, que de conformidad con el art. 55 de su Carta Orgánica, Ley nacional 24.144, está sometido exclusivamente a la competencia federal, especialmente en las causas en que resulta demandado.  Por ello, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Mendoza, Provincia de c/ Banco Central de la República Argentina s/ Acción de Amparo


    M. 1217, XXXVIII, 24 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, según el art.117 de la Constitución Nacional y el art. 24, inc. 1° del decreto-ley N° 1285/58.  Ello es así toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos corresponde atender de modo principal para determinar la competencia, la pretensión de la actora se dirige contra una provincia y la materia sobre la que versa el pleito tiene un manifiesto contenido federal, en la medida que, al dictar la ley cuestionada dicho Estado local, con fundamento en el ejercicio del poder de policía, se habría arrogado funciones que no le competen, con exceso de sus facultades y lesión de derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional.  La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria.  Toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley N° 16.986. Sin embargo, en el caso no se configuran las circunstancias que justifican su trámite por ese cauce procesal, toda vez que se trata de un problema atinente a la determinación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno federal y los de un Estado provincial, para cuya solución parecen poco compatibles el régimen invocado Y los mecanismos previstos en la ley 16.986 debiendo optarse por transformar la demanda en una acción declarativa, la cual, al igual que el amparo tiene una finalidad preventiva y es un medio eficaz y suficiente para satisfacer el interés de la actora.  El sub-lite debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Servicios Portuarios Integrados S.A. c/ Chubut, Provincia s/ Acción de amparo


    S. 841, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa T. 169, L. XXXVIII, "Tulian, Domingo Carlos Alberto y otros c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción de Amparo".


    Amerisse, Alfredo Ricardo c/ Salta, Provincia de s/ Amparo


    A. 620, XXXVIII, 16 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa A. 620, L. XXXVIII, "Amerisse. Alfredo Ricardo c/ Salta, Provincia de s/ Amparo.”


    Casermeiro, Luis Ramón c/ Salta, Provincia de s/ Amparo


    C. 1429, XXXVIII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa D. 181, L. XXXVIII, “Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires Provincia de y otros s/ Amparo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.Y remisión a los fallos de las causas Comp. 418, XXXVIII, “Pizzi, Marcelo Daniel c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo”; Comp. 357, XXXVIII, “Ortiz, Ana María c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo”.


    



    Toledo, Marcelo c/ Buenos Aires, Provincia de y Estado Nacional s/ Acción de amparo


    T. 997, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 1217, L. XXXVIII, "Mendoza, Provincia de c/ Banco Central De La República Argentina s/ Acción de Amparo".


    Mendoza, Provincia de c/ Banco Central de la República Argentina s/ Acción de Amparo


    M. 1734, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa D. 181, L. XXXVIII, “Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema y remisión a los fallos de las causas Comp. 418, XXXVIII, “Pizzi, Marcelo Daniel c/Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo"; Comp. 357, XXXVIII, "Ortiz, Ana María c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo".


    Diéguez, Verónica Sandra y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo


    D. 2014, XXXVIII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.   En su mérito la cuestión radica en determinar si en autos se presentan dichos requisitos, es decir que una provincia sea parte en un pleito en el que la materia revista manifiesto carácter federal, o se trate de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidas aquellas que se vinculan con el derecho público.   De los términos de la demanda se desprende que en el sub lite se está ante la primera de dichas hipótesis, toda vez que si bien los actos impugnados por la amparista emanan de autoridades provinciales, ellos son cuestionados en cuanto desconocen la obligación de renegociar los contratos prevista en la ley 25.561 de Emergencia Pública y de Reforma del Régimen Cambiarlo, que es federal, lo cual, tiñe de esa naturaleza a la materia en debate ya que dichos actos interfieren con un fin nacional.  La presente acción de amparo corresponde a la competencia originaria de la Corte y debe tramitar ante estos estrados.


    Camino del Atlántico S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo


    C. 2311, XXXVIII, 16 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe señalar que no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, toda vez que para ello resulta necesario además que la materia sobre la que versa el pleito tenga un manifiesto contenido federal o sea de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidas aquéllos que se vinculan con el derecho público local.  Esta última circunstancia es la que se presenta en el sub lite, toda vez que, de los términos de la demanda a los que se debe atender a fin de determinar la competencia (artículos 4 y 5 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), la naturaleza del juicio no es exclusivamente federal tal como lo requiere una antigua jurisprudencia del Tribunal para que proceda la competencia originaria de la Corte, dado que el actor pone en tela de juicio una ley y un decreto-acuerdo de la Provincia por ser contrarios tanto de disposiciones de la Constitución Nacional como por ser violatorios de la Constitución provincial.  El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versan, en lo sustancial, sobre aspectos propios del Derecho Provincial, es decir, que se trate inispreviamente en jurisdicción local la contradicción existente entre esas conductas de autoridades provinciales y sus propias normas, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48.  Por todo lo expuesto y. toda vez que la competencia originaria de la Corte por ser de raigambre constitucional es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Figueroa, José Oscar c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Amparo


    F. 1523, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo de manera general tramite en esta instancia siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  La cuestión consiste en determinar si se dan los requisitos que habilitan la tramitación de la acción de amparo en la instancia originaria del Tribunal según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional reglamentados por el artículo 24 inciso 1 del decreto-ley 1285/58.  Dichos recaudos no se cumplen en esta causa. En efecto no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte; para ello resulta necesario que lo sea en un proceso de manifiesto contenido federal, o en una causa civil resultando esencial en este último supuesto, la distinta vecindad de la contraria. Por otra parte quedan excluidos de dicha instancia aquellos juicios que se rigen por el derecho público local.  Se ha sostenido que, si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, el pleito no es del resorte de la Corte Suprema.  No empece a lo expuesto el hecho de que la amparista invoque el respeto de cláusulas constitucionales, por cuanto la nuda violación de garantías de tal naturaleza, proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal ya que éste sólo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional  lo cual resulta aplicable también a la competencia originaria de la Corte.  El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces, el conocimiento y decisión de las causas que en lo sustancial versan sobre aspectos propios de su derecho público sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.  Toda vez que la competencia originaria de la Corte por ser de raigambre constitucional es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida, la acción de amparo resulta ajena a esta instancia.


    Spiropulos, Melina Briscida c/ La Rioja, Provincia de s/ Amparo


    S. 2260, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifique las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Tiene dicho reiteradamente el Tribunal que no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, ya que según lo previsto en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24. inc. 1° del decreto-ley N° 1285/58 resulta necesario, además, examinar la materia sobre la que versa el pleito, esto es, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal o en una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria.  Por el contrario, son ajenos a dicha instancia los casos cuya solución exige la aplicación e interpretación de normas de Derecho Público provincial o remiten al examen y revisión, en sentido estricto, de actos administrativos, legislativos o judiciales de carácter local.


    Acevedo, Oscar David c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo


    A. 761, XXXVII, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en lossupuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.   Una de esas hipótesis se presenta cuando resulta demandada una Provincia y la causa es de manifiesto contenido federal, es decir, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones de la Constitución Nacional, en tratados con naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa. Además, es doctrina reiterada del Tribunal que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie.


    Caja Complementaria de Previsión para Pilotos c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Amparo


    C. 698, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Entes autárquicos nacionales. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria toda vez que, de otro modo en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, se desprende que la pretensión de amparo es deducida por el Ministro de Economía de ese Estado local en su condición de funcionario, el cual si bien carece de una expresa decisión que exteriorice los términos de su representación procesal, cuenta con el patrocinio letrado del Fiscal de Estado quien representa en juicio a la Provincia e interviene siempre en defensa de sus intereses, por lo que cabe considerar que la Provincia es parte sustancial en el proceso.  En tales condiciones, al dirigir su demanda contra un acto emanado de una entidad autárquica nacional -el Banco de la Nación Argentina- quien está sometido exclusivamente a la competencia de le justicia federal, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Formosa, Provincia de c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción de Amparo


    F. 923, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales condiciones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16. 986.  La cuestión radica en determinar si en autos se dan los requisitos que habilitan la sustanciación de este proceso en la instancia originaria del Tribunal.  Tal circunstancia se presenta en el sub-lite, toda vez que la actora demanda a una Provincia y al Estado Nacional, por lo que, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo


    O. 59, XXXVIII, 12 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa D.181, L.XXXVIII,  "Orlando Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo", opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Sturla, Mercedes c/ Neuquén, Provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Amparo


    S. 2840, XXXVIII, 08 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa O. 59, L.XXXVIII, "Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo"


    Ortíz, Ana María c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo


    COMP. 357, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley N° 16.986.  Toda vez que la pretensión de la Provincia actora se dirige contra el Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Mendoza, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    M. 1010, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Falta de legitimación para obrar. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, porque de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986.  En el presente caso son demandados en el pleito, nominal y sustancialmente, el Estado Nacional y una Provincia. En consecuencia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la nación, -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.  Por otro lado, resulta insoslayable examinar si los actores cumplen con los requisitos procesales de admisibilidad de la presente acción de amparo, entre ellos, si están legitimados para interponer su pretensión, en tanto resulta indispensable verificar la existencia de un “caso” o “causa” en los términos de la doctrina de la Corte sobre el particular, que genere la intervención de cualquier tribunal y, en especial, de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Chironi, Eduardo Mario y otro c/ Consejo de Ecología y Medio Ambiente de Río Negro y otros s/ Acción de amparo


    COMP. 2192, XXXVII, 18 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el Art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.   En el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, ya que resultan demandados una Provincia y el Estado Nacional, por lo que entiendo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el Art. 117 de la Constitución Nacional respecto de los Estados locales, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación –o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Defensor del Pueblo de la Provincia de Santiago del Estero c/ Tucumán, Provincia de y otro s/ Acción de amparo


    D. 1837, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida que se verifiquen las hipótesis que suscitan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales condiciones, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986.  En el sub lite se verifican los requisitos que habilitan su sustanciación en la instancia originaria del Tribunal. Toda vez que se trata de una controversia que involucra a una Provincia con el Estado Nacional y es la única forma de conciliar lo preceptuado por los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, respecto de los Estados locales, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación – o a las otras entidades nacionales que también son demandadas- al fuero federal.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    S. 173, XXXVIII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Obras sociales. Cobertura médica. Personas con discapacidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Toda vez que se encuentran demandados el Estado Nacional y una Provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    P., H. D. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo


    P. 952, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Superior Tribunal de Justicia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión sustancialmente análoga al dictamen de la causa “Casiano, Rafael Iribarren v/ Provincia de Santa Fe”.


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria. Toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los casos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986.  Para que proceda la instancia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, reglamentado por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, es requisito esencial que la provincia resulte demandada en un pleito cuya materia sea federal o civil, es decir, que no se trate de una causa concerniente al Derecho Público local. Esto último a fin de respetar el sistema federal y las autonomías provinciales.  Al respecto la Corte ha dicho reiteradamente que una causa tiene manifiesto contenido federal cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones de la Constitución Nacional, en tratados con las naciones extranjeras o en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.


    Tulian, Domingo Carlos Alberto c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción de amparo


    T. 169, XXXVIII, 03 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Tasas. Consumidores. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986.  Es dable poner de relieve que, una de las hipótesis en que procede la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y el 24, inc. 1° del decreto-ley N° 1285/58, es cuando resulta demandada una provincia y la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones de la Ley Fundamental, en tratados con naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en el pleito.


    DE.U.CO. (Defensor de Usuarios y Consumidores - Asociación Civil) c/ Neuquén, Provincia de y otros s/ Acción de amparo


    D. 148, XXXVIII, 15 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Beneficios previsionales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la corte Suprema. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    Según una reiterada doctrina de la Corte, a efectos de que una Provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.  Según el art. 1° de la ley local N° 11.761, la Caja de Jubilaciones, Subsidios y Pensiones del Personal del Banco de la Provincia de Buenos Aires, es una entidad autárquica de Derecho Público, con autonomía económica y financiera, por lo que resulta ser una persona jurídica distinta del Estado provincial y, por lo tanto, no se identifica con él. En consecuencia, al no aparecer la Provincia de Buenos Aires como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la Litis. En tales condiciones y, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es susceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Almozni de Cosentino, Delia Irene y otra c/ Caja de Jubilaciones, Subsidios y Pensiones del Personal del Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 879, XXXVII, 17 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S. 841, XXXVIII, “Servicios Portuarios Integrados S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Amparo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema yP. 2330, XXXVIII, “Pesquera Olivos y otra c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa”.


    Pesquera Santa Cruz S.A. y otros c/ Chubut, Provincia del s/ Inconstitucionalidad


    P. 2418, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Hidrocarburos. Ley provincial. Juicios en que es parte una provincia. Juicio en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglada en el artículo 24 inciso 1 del decreto-ley 1285/58, es cuando en una causa es parte una Provincia y la materia tiene un manifiesto contenido federal, esto es, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, de carácter nacional, en tratados con las nacionales extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa.   Se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, la actora pone en tela de juicio una ley de una Provincia por ser contraria a las leyes federales y a principios y garantías de la Constitución Nacional, lo que se asigna esa naturaleza a la materia sobre la que versa  el pleito, ya que lo medular del planteo remite necesariamente a desentrañar el sentido y alcance de los referidos preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resulta esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional que se invoca.   Resulta del caso señalar que, si la pretensión deducida en autos exige esencial e ineludiblemente determinar si la alegada actividad legislativa de las autoridades provinciales invade el ámbito que le es propio a la Nación en materia de hidrocarburos, tal circunstancia implica que la presente acción declarativa de certeza se encuentre entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el artículo 2, inciso 1° de la ley 48, ya que versa sobre el preservamiento de las orbitas de competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competencia a la justicia nacional para entender en ella.   La actora demanda a una Provincia, con derecho a la instancia originaria de la Corte, y cita como tercero a juicio al Estado Nacional, que tiene derecho a litigar ante el fuero federal, en ese sentido la competencia originaria de la Corte también procede ratione personae, en tanto la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    Y. 91, XXXVIII, 02 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe señalar que, de los términos de la demanda, -a cuya exposición de los hechos se debe atender de manera principal para determinar la competencia, según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que las actoras fundan se pretensión contra la provincia el Convenio de Transferencia del IPSST al Estado Nacional (ley local 6.772).  Por otra parte, cabe advertir que dicho Convenio, en su Cláusula Vigésimo Primera in fine, dispone la intervención de la Justicia Federal con competencia en su territorio en todos los procesos que se promuevan con posterioridad a su vigencia y en los que se debatan cuestiones relacionadas con las prestaciones otorgadas bajo la legislación provincial.  En consecuencia, al resultar demandadas en estos autos tanto la Provincia como la Nación (ANSES), prima facie correspondería la competencia originaria de la Corte ratione personae, a fin de satisfacer las prerrogativas jurisdiccionales previstas en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional.  Sin embargo, la provincia, única aforada a esta instancia, celebró el referido Convenio de Transferencia en el que pactó con la Nación la intervención de la Justicia Federal de su jurisdicción, por lo que se ha operado una prórroga de dicha competencia ratione personae a favor de la justicia federal de grado.


    Salazar, Ernestina y otros c/ Estado Nacional y Tucumán, Provincia de s/ Acción de Inconstitucionalidad


    S. 1852, XXXVIII, 27 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Acción de repetición. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Dado que resultan demandadas dos provincias, corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, de conformidad con lo que establecen los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y el art. 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58.


    Arcos Dorados S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición


    A. 278, XXXVIII, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de las causas S. 841, L. XXXVIII, “Servicios Portuarios Integrados S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Amparo; P. 2330, L. XXXVIII, “Pesquera Olivos y otra c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa”; y P. 2415, L. XXXVIII, “


    Pesquera Argentina Cormoran S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    P. 2661, XXXVIII, 18 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de las causas S. 841. L. XXXVIII, “Servicios Portuarios Integrados S.A. c/ Chubut,Provincia del s/ Amparo”; P. 2330, L. XXXVIII, “Pesquera Olivos y otra c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa”; P. 2418, L. XXXVIII, “Pesquera Santa Cruz y otros c/ Chubut, Provincia del s/ Inconstitucionalidad”.


    Vieira Argentina S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    V. 1320, XXXVIII, 11 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Es procedente la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Naciona y 24, Inc. 1° del decreto ley 1285/58, cuando resulta demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, es decir, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones de la Carta Magna, en tratados con naciones extrajeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en el pleito.   Ello ocurre en el sub lite ya que la actora pone en tela de juicio normas de una Provincia por ser contraria a lo dispuesto en varias disposiciones de la Constitución Nacional.   Es doctrina de la Corte que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie.


    Banco Sudameris Argentina S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa (inconstitucionalidad)


    B. 3604, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Expendio de medicamentos. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia orginaria. Incompetencia. 


    La competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada en el art. 24 inc.1° del decreto-ley 1285/58, procede cuando una provincia es parte, si la pretensión deducida se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en tratados con las naciones extranjeras o en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Tal hipótesis se presentaría en el sub-lite, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, las actoras demandan a la provincia en cuestión y cuestionan la validez de la ley local 11.405 por ser presuntamente contraria a leyes y decretos nacionales y a derechos y garantías de la Constitución Nacional, lo que asigna naturaleza federal a la materia en examen.  Cabe recordar que la acción declarativa de inconstitucionalidad debe responder a un "caso" o causa", ya que dicho procedimiento no tiene carácter simplemente consultivo ni importa una indagación meramente especulativa, sino que debe tener por finalidad precaver las consecuencias de un acto en ciernes -al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal- y fijar las relaciones legales que vinculan a las partes en conflicto  Para considerar configurado un caso que pueda ser resuelto por el Poder Judicial de la Nación se ha exigido: a) actividad administrativa que afecte un interés legitimo: b} que el grado de afectación sea suficientemente directo y e) Que aquélla actividad tenga concreción bastante.  Dichos requisitos no se cumplen en el sub lite, en tanto no se ha demostrado que hayan existido actos concretos o en ciernes de la provincia demandada que pudieran menoscabar en grado suficiente el derecho de las actoras a comercializar sus productos medicinales, por lo que no se encuentra afectado el interés que se invoca.  La cuestión en examen no puede ser asimilada al supuesto de "casos contenciosos" previstos en el art. 2 de la ley 27, que son los únicos en los que los tribunales federales pueden ejercer su competencia, ya que el control encomendado a la justicia sobre las actividades ejecutivas y legislativa requieren ineludiblemente de la existencia de ese recaudo, lo que excluye la posibilidad de dar trámite a la presente demanda.


    Baliarda S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    B. 3684, XXXVIII, 26 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que son partes en el proceso una provincia y el Estado Nacional, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Entre Ríos, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E. 206, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión sustancialmente análoga al dictamen de las causas S. 841, L. XXXVIII, "Servicios Portuarios Integrados S.A. c/ Chubut,Provincia del s/ Amparo”; P. 2330, L. XXXVIII, “Pesquera Olivos y otra c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa”; P. 2418, L. XXXVIII, “Pesquera Santa Cruz y otros c/ Chubut, Provincia del s/ Inconstitucionalidad”.


    Arbumasa S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A. 2860, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria del Tribunal, según el artículo 117 de la Constitución Nacional es cuando una provincia es parte en la causa y la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en el pleito.  En el sub lite se presenta tal circunstancia, toda vez que de los términos de la demanda se desprende que la sociedad actora acciona contra una provincia y sustenta su pretensión en disposiciones de inequívoco carácter federal como son las que integran el marco regulatorio eléctrico nacional por lo que cabe asignar manifiesto contenido de esa naturaleza a la materia sobre la que versa el pleito.  La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2° inciso 1° de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno Federal que la Constitución confiere al Gobierno Nacional por lo cual al ser demandada una provincia en una causa federal. Cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el juicio corresponde a la competencia originaria de la Corte.  Por otra parte la actora dirige su pretensión contra la Provincia como tercero en los términos del artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la nación, al Estado Nacional al considerar que la controversia le es común, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Transnoa S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa de Inconstitucionalidad


    T. 697, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 28, XXXVIII, “Coto Centro Integral de Cohercialización S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Inconstitucionalidad”.


    Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C. 3198, XXXVIII, 02 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    LECOP. Emisión monetaria. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Una de las hipótesis en que procede la competencia originaria de la Corte, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24 inciso 1° del decreto-ley 1285/58, se presenta cuando resulta demandada una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal, es decir, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones de la Ley Fundamental, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en el pleito.   Asimismo, es doctrina reiterada del Tribunal que la inconstitucionalidad de las leves y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie.  En tales condiciones, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el caso se revela como de aquéllos reservados a la competencia originaria del Tribunal.


    Embotelladoras del Atlántico S.A. (EDASA) c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 423, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Abogado apoderado. Honorarios del abogado. Rendición de cuentas. Cuestiones de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, no basta que una Provincia sea parte en el pleito, pues resulta necesario, además que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria. Por el contrario, quedan excluidos de dicha instancia aquellos pleitos que se rigen por el Derecho Público local. Asimismo, el concepto de causa civil no puede ser tomado sobre la exclusiva base de los términos formales de la demanda sino con relación a la efectiva naturaleza del litigio, debiendo indagarse también la relación de derecho existente entre las partes.  Tiene dicho la Corte en Fallos: 306: 1236 y 1283; 308: 1292 y 1965 que es preciso distinguir a los funcionarios y empleados cuya remuneración y demás derechos y obligaciones son establecidos y gobernados por el respectivo régimen constitucional y administrativo, de aquellos otros supuestos en que el Estado contrata los servicios de personas para funciones no previstas en el cuadro de la Administración, ni en el presupuesto, sin horarios, oficinas, jerarquía, ni sueldo, supuestos éstos que se rigen por el derecho común. Es decir, cuando una repartición del Estado designa a uno de sus agentes para que la represente en un proceso judicial, éste no ejerce su actividad en función de un contrato de Derecho Privado, sino en virtud de la relación de empleo público que lo une con el organismo administrativo. Así, la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales.


    Ponteprino, Carlos Nicolás c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa


    P. 719, XXXVII, 13 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas: S. 841, XXXVIII, “Servicios Portuarios Integrados S.A. c/ Chubut,Provincia del s/ Amparo”; P. 2330, L. XXXVIII, “Pesquera Olivos y otra c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa”; P. 2418, L. XXXVIII, “Pesquera Santa Cruz y otros c/ Chubut, Provincia del s/ Inconstitucionalidad”.


    Alpesca S.A. c/ Chubut, Provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa


    A. 2642, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Control ambiental. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La acción declarativa de certeza corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae.  Toda vez que la empresa actora dirige su pretensión contra la Provincia de Buenos Aires y contra el Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de los dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa


    A. 823, XXXVII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Ley provincial. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Inconstitucionalidad de la ley local 5.303 y de los decretos 1.577/02 y 1810/02 por ser contrarios a normas emanadas del Estado Nacional y a principios y garantías de la Constitución Nacional.


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte, prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y en el artículo 24, inciso 1, del decreto-ley 1285/58, es cuando se demanda a una Provincia y la acción entablada tiene un manifiesto contenido federal, esto es, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Si la pretensión deducida exige esencial e ineludiblemente determinar si la actividad legislativa de las autoridades provinciales invade el ámbito que le es propio a la Nación en materia de entidades financieras y régimen monetario y bancario, tal circunstancia implica que acción declarativa de certeza se encuentre entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2, inc. 1, de la Ley 48, ya que versa sobre el preservamiento de las orbitas de competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.  Asimismo, es doctrina reiterada de la Corte que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie.  Por otra parte, dado que las sociedades demandan a una Provincia y citan como tercero al Estado Nacional y a una entidad nacional, el Banco Central de la República Argentina, que tiene derecho al fuero federal por su Carta Orgánica, la competencia originaria de la Corte también procede ratione personae, en tanto la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Asociación de Bancos Públicos y Privados de la República Argentina y otros c/ San Luis, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1460, XXXVIII, 28 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Deudas impositivas. Intereses. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Una de las hipótesis en que procede la competencia originaria de la Corte, según los art. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1° del Decreto-ley 1285/58, es cuando se demanda a una Provincia y la causa tiene un manifiesto contenido federal, esto es, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales, en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en el pleito.  Además, es doctrina reiterada del Tribunal que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales, constituye una típica cuestión de esa especie.


    Carrefour Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa de Certeza


    C. 1292, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Hidrocarburos. Transporte de gas. Distribución de gas. Impuesto de sellos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas T. 352, L. XXXV, "Transportadora Gas del Sur S.A. (T.S.G.) c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa"; T. 48, L. XXXVII, "Transportadora Gas del Sur S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa" y T. 338, L. XXXVIII, "Transportadora Gas del Sur S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa".


    Corresponde a la instancia originaria de la Corte ratione personae, en virtud de lo expuesto en los dictámenes señalados y atento a que se solicita la citación del Estado Nacional como tercero, en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, con fundamento en que el propio Estado, al comparecer a juicio en los autos señalados, ha puesto de manifiesto que la pretensión fiscal de la Provincia traduce un exceso en los límites admitidos por la Ley 23.548 y configura una situación de gravedad institucional, toda vez que no sólo resulta susceptible de afectar severamente a la economía del sector hidrocarburífero y eléctrico, interfiriendo en forma grave con la normal prestación de servicios públicos licenciados y concesionados por la Nación bajo jurisdicción federal, sino también la economía general del país, al ser factible la extensión de dicha conducta a otras provincias y su aplicación a una amplia gama de contrataciones.  Este proceso también debe tramitarse en la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, en razón de la materia sobre la que versa, al ser demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, en tanto el impuesto de sellos que se cuestiona, se impugna por resultar contrario a la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos y a la Ley Fundamental, tal como lo ha entendido la Corte.


    Transportadora de Gas del Sur S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa


    T. 1032, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Hidrocarburos. Transporte de gas. Distribución de gas. Impuesto de sellos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de las causas E. 140, L. XXXIV, "ESSO S.A.P.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa"; E. 167, L. XXXV, "ESSO S.A.P.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa"; y E. 240, L. XXXVI, "ESSO S.A.P.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa"; y E. 240, L. XXXVI, "ESSO S.A.P.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Corresponde a la instancia originaria de la Corte ratione personae, en virtud de lo expuesto en los dictámenes señalados y atento a que se solicita la citación del Estado Nacional como tercero, en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, con fundamento en que el propio Estado, al comparecer a juicio en los autos señalados, ha puesto de manifiesto que la pretensión fiscal de la Provincia traduce un exceso en los límites admitidos por la Ley 23.548 y configura una situación de gravedad institucional, toda vez que no sólo resulta susceptible de afectar severamente a la economía del sector hidrocarburífero y eléctrico, interfiriendo en forma grave con la normal prestación de servicios públicos licenciados y concesionados por la Nación bajo jurisdicción federal, sino también la economía general del país, al ser factible la extensión de dicha conducta a otras provincias y su aplicación a una amplia gama de contrataciones.  Este proceso también debe tramitarse en la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, en razón de la materia sobre la que versa, al ser demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, en tanto el impuesto de sellos que se cuestiona, se impugna por resultar contrario a la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos y a la Ley Fundamental, tal como lo ha entendido la Corte.


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 588, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas E. 140, L. XXXIV, "ESSO S.A.P.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa"; E. 167, L. XXXV, "ESSO S.A.P.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa"; y E. 240, L. XXXVI, "ESSO S.A.P.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa"; y E. 240, L. XXXVI, "ESSO S.A.P.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Corresponde a la instancia originaria de la Corte ratione personae, en virtud de lo expuesto en los dictámenes señalados y atento a que se solicita la citación del Estado Nacional como tercero, en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, con fundamento en que el propio Estado, al comparecer a juicio en los autos señalados, ha puesto de manifiesto que la pretensión fiscal de la Provincia traduce un exceso en los límites admitidos por la Ley 23.548 y configura una situación de gravedad institucional, toda vez que no sólo resulta susceptible de afectar severamente a la economía del sector hidrocarburífero y eléctrico, interfiriendo en forma grave con la normal prestación de servicios públicos licenciados y concesionados por la Nación bajo jurisdicción federal, sino también la economía general del país, al ser factible la extensión de dicha conducta a otras provincias y su aplicación a una amplia gama de contrataciones.  Este proceso también debe tramitarse en la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, en razón de la materia sobre la que versa, al ser demandada una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, en tanto el impuesto de sellos que se cuestiona, se impugna por resultar contrario a la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos y a la Ley Fundamental, tal como lo ha entendido la Corte.


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 587, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Decretos provinciales. Impuesto de sellos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La excepción de incompetencia articulada por la Provincia con fundamento en que la materia del pleito es de derecho público local, no puede prosperar, toda vez que el impuesto al sello sobre el que versa la pretensión de la actora se impugna por ser contrario a la Ley de Coparticipación federal de impuestos 23.548 y a la Constitución Nacional, circunstancia que otorga naturaleza federal al pleito.  No asiste razón a la Provincia cuando se opone a la citación a Juicio como tercero del Estado Nacional, toda vez que éste, ya ha comparecido y dio su consentimiento para tal intervención.  Corresponde rechazar la excepción de incompetencia opuesta por la provincia y declarar que la causa debe continuar su trámite en la instancia originaria del Tribunal.


    Petrolera Perez Companc S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    P. 502, XXXV, 03 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, cuando resulta demandado el Estado Nacional, con derecho al fuero federal y se cita como terceros a cuatro provincias, a quienes les corresponde la competencia originaria de la corte, pues la única forma de conciliar dichas prerrogativas jurisdiccionales establecidas en los arts.116 y 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Inhibitoria causa: "Líneas de Transmisión del Litoral S.A. c/ Estado Nacional  s/ Acción declarativa”


    E. 551, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa C. 28, XXXVIII, "Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Inconstitucionalidad".


    Banco Río de la Plata S.A. c/ Chubut, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    B. 1155, XXXVIII, 15 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa N. 165, L. XXXVII, "Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa


    N. 199, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa N. 165, L. XXXVII, "Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Acción Declarativa


    N. 197, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa N. 165, L. XXXVII, "Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa


    N. 196, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de las causas C. 594, L. XXXIII, "Compañía de Transporte de Energía Eléctrica Transener c/Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa"; C. 30, L. XXXV, "Compañía de Transporte de Energía Eléctrica Transener c/ Neuquén, Provincia del s/ Inconstitucionalidad"; y T. 181, L. XXXV, "Trasnoa S.A. c/ Catamarca, Provincia del s/ Inconstitucionalidad".


    Líneas de Transmisión del Litoral S.A. (LITSA) c/ Corrientes, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza


    L. 1526, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Coparticipación de impuestos. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Corresponde señalar que, a partir de la sentencia dictada por la Corte en el fallo L.XXXIV, Originario, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires. Provincia de s/ Acción declarativa", se ha producido un cambio en la jurisprudencia del Tribunal respecto a la naturaleza que debe otorgarse al régimen de Coparticipación Federal de Impuestos.  En efecto, previo a dicho precedente se consideraba que en tanto es una ley-convenio que debe ser ratificada por las provincias hacía parte, aunque con diversa jerarquía del derecho público local. Por ello su violación no tornaba federal a la materia del pleito ni permitía por ende en los casos en que era parte una provincia abrir la competencia originaria de la Corte prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional.  Pero, en el fallo ut supra citado la Corte sostuvo que la reforma constitucional de 1994 exige un nuevo examen sobre dicha cuestión. Afirmó así, que el artículo 75 inciso 2 de la Constitución Nacional introdujo modificaciones sustanciales en el tratamiento de la coparticipación federal de impuestos entre las que adquiere relevancia la asignación de rango constitucional a dicha materia toda vez que actualmente la Ley Fundamental regula tanto sus aspectos sustanciales como los instrumentales a la vez que delega en el Congreso de la Nación la determinación de las pautas para su distribución por lo que la afectación del sistema establecido de ese modo involucra en principio, una cuestión constitucional.  Señaló asimismo que en ese orden de ideas asume tal calidad la eventual violación, por parte de una provincia del compromiso de abstenerse de ejercer la función legislativa en facultades impositivas propias, aunque esa transgresión pueda también exteriorizarse como un conflicto entre dos leyes locales. En efecto la Constitución Nacional establece la imperativa vigencia del esquema de distribución de impuestos previsto en la ley-convenio sancionada por el Estado Nacional y aprobada por las provincias la que "no podrá ser modificada unilateralmente ni reglamentada", de modo que una hipotética transgresión a la ley local de adhesión y por ende a dicha norma federal se proyecta como una afectación de las nuevas cláusulas constitucionales sin que en ello incida el carácter local de la norma mediante la cual pudiera efectivizarse la alteración del sistema vigente en el orden nacional.  Por otra parte también recordó que la ley de coparticipación federal de impuestos es uno de los llamados "pactos" los cuales son actos complejos dentro del sistema normativo federal que constituyen manifestaciones positivas del llamado federalismo de concertación tendiente a establecer, mediante la participación concurrente del Estado Nacional y de las provincias, un programa destinado a adoptar una política uniforme en beneficio de los intereses nacionales y locales- por lo que integra el derecho intrafederal.  En virtud de lo expuesto, ya no existe obstáculo para que, en casos como el de autos el Tribunal conozca en su instancia originaria, pues el conflicto no involucra  cuestiones cuyo tratamiento corresponda a los tribunales locales, ya que versa sustancialmente sobre la incompatibilidad de la pretensión impositiva provincial con los preceptos constitucionales federales.  En consecuencia, la presente acción declarativa corresponde a la competencia originaria del Tribunal, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional.


    Volkswagen S.A. de Ahorro para fines determinados c/ Salta, Provincia de s/ Acción Declarativa


    V. 395, XXXVI, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo de manera general tramite en esta instancia siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, se desprende que la actora intenta que se despeje su incertidumbre respecto a si la pretensión fiscal de dicho Estado local, que quiere gravar el Contrato de Concesión, invade un ámbito propio de la Nación, lo cual implica que la presente acción declarativa de certeza se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el artículo 2 inciso 1 de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno federal, por lo que, al ser demandada una Provincia, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción Declarativa


    A. 674, XXXVII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa C.28.XXXVIII, “Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Inconstitucionalidad”.


    Banco de Entre Ríos S.A. (Bersa) c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B. 1335, XXXVIII, 22 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S. 841, XXXVIII, "Servicios portuarios integrados S.A c/  Chubut, Provincia del s/ Amparo", compartidas por el Tribunal en su sentencia.


    Pesquera Olivos S.A. y otra c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa


    P. 2330, XXXVIII, 26 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa T. 352, XXXV, "Transportadora Gas del Sur S.A.Santa Cruz. Provincia de s/ Acción declarativa” y del fallo E. 115, XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Transportadora de Gas del Sur (TGS) c/ La Pampa, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    T. 943, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas E. 492. XXXVIII, "ESSO Petrolera Argentina S.R.L.c/ Entre Ríos. Provincia de y otro s/ Acción declarativa"; S. 2426. XXXVIII, "Shell C.A.P.S.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Acción declarativa" y al fallo de la causa E.115, XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Pecom Energía S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa


    P. 2280, XXXVIII, 26 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas E. 140. XXXIV, "ESSO S.A.P.A. e/ Chubut. Provincia del s/ Acción declarativa"; E. 167, XXXV, “ESSO S.A.P.A. c/ Neuquén, provincia del s/ Acción declarativa" y E. 240. XXXVI, "ESSO S.A.P.A. c/ Santiago del Estero, provincia de s/ Acción declarativa".


    Esso, Petrolera Argentina S.R.L. (Continuadora de Esso S.A.P.A.) c/ Entre Rios, Provincia de y otro (Estado Nacional citado como tercero) s/ Acción Declarativa


    E. 492, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 423. XXXVIII, "Embotelladora del Atlántico S.A. (EDASA) c/ San Juan Provincia de s/ Acción declarativa".


    Embotelladora del Atlántico S.A. (EDASA) c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción Declarativa


    E. 507, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 28, XXXVIII, "Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Inconstitucionalidad".


    Banco Cetelem Argentina S.A. c/Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    B. 1126, XXXVIII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 515, XXV, “Gas Natural Ban S.A. y otro c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa”.


    Transportadora de Gas del Sur S.A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    T. 338, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y. 40. XXXV, "Yacylec S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Yacilec S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción Declarativa


    Y. 80, XXXVIII, 27 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Resulta preciso recordar que no basta que una Provincia sea parte en un pleito, para que proceda la competencia originaria de la Corte asignada por el Art. 117 de la Constitución Nacional y el Art. 24, Inc. 1° del decreto ley 1285/58, resulta necesario que la materia sobre la que versa el pleito sea de manifiesto carácter federal, o de naturaleza civil, en cuyo caso es esencial la distinta vecindad de la contraria, de tal forma que están excluídas aquéllas causas que se vinculan con el Derecho Público Local.   Esta última circunstancia es la que se presenta en el sub lite, toda vez que la materia del pleito no es exclusivamente federal  ya que se trata de un cuestionamiento a una resolución de la Dirección General de Rentas Provincial, tanto por ser contraria a disposiciones de la Constitución Nacional como por resultar violatoria de la Constitución de Provincia y de su Código Fiscal.   Cabe destacar que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que versan sobre aspectos propios del Derecho Provincial, es decir, que se trate previamente en jurisdicción local la contradicción existente entre esas conductas de autoridades provinciales y sus propias normas, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el Art. 14 de la ley 48.


    S.A. Importadora y Exportadora de la Patagonia c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa


    S. 2028, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa C. 28, XXXVIII, "Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Entre Ríos,  Provincia de s/ Inconstitucionalidad".


    Banco Cetelem Argentina S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    B. 1251, XXXVIII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa C. 28, XXXVIII, "Coto Centro Integral de Comercialización S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Inconstitucionalidad".


    Supermercados Norte S.A. y otros c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    S. 132, XXXVIII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Impuesto de sellos. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas S. 368. L.XXXIV, “Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa” y S.1077, L. XXXVI, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Shell C.A.P.S.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa de certeza


    S. 2426, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga a los dictámenes de las causas S. 368, XXXIV, “Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, provincia de s/ Acción declarativa” y P. 135, XXV, “Pan American Energy (Sucursal Argentina) c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa”.


    Crisorio Hermanos Sociedad de Hecho y otro c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    C. 30, XXXVIII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Transporte de carga peligrosa. Medida cautelar genérica. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Provincia actora intenta que se despeje su incertidumbre respecto a las normas aplicables y a la autoridad competente para regir el transporte interjurisdiccional de metanol y su comercialización, lo cual implica que la presente acción declarativa de certeza se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el artículo 2 inciso 1 de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno federal, por lo que la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.  Además, la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales y en leyes de esa naturaleza, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa.  Por otra parte, la Provincia dirige su pretensión contra el Estado Nacional, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.  Por ambas razones, este proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional.


    Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional (MEI - Secretaría de Transporte CNRT) s/ Medida cautelar


    N. 413, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    AFIP. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuando la provincia demanda a una entidad nacional -la A.F.I.P.- la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, pues la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.  No obsta a lo expuesto, la circunstancia de que en el art. 9 de la ley 23.473, modificado por el art. 27 de la ley 24.463, se establezca expresamente la competencia de la Cámara Nacional de la Seguridad Social para entender en los recursos contencioso-administrativos enumerados en los incisos b), c) y d) del art. 39 bis del decreto-ley 1.285/58, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales y debe ser asignada en este pleito a fin de satisfacer las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes.


    La Rioja, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Recurso de apelación


    L. 767, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    AFJP. Sociedad anónima con participación estatal mayoritaria. Impuesto sobre los ingresos brutos. Entes autárquicos nacionales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La actora es una sociedad anónima con participación estatal mayoritaria, en la que su principal y casi único accionista es el Banco de la Nación Argentina, entidad autárquica nacional que goza del fuero federal, según lo establecen los arts. 1 y 27 de la Carta Orgánica.   Nación AFJP fue creada mediante mandato legal por el Banco de la Nación Argentina (art. 40 de la ley 24.241) quien tiene la facultad de administrar fondos de jubilaciones y pensiones y el deber de garantizar a los afiliados de su A.F.J.P. una rentabilidad mínima para el saldo de sus cuentas de capitalización individual.  Atento a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, corresponde a la  competencia originaria de la Corte ratione personae.  Toda vez que una provincia ha sido demandada por una entidad nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o una entidad nacional- al fuero federal sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciar la acción en la instancia de la Corte.


    Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. (Nación A.F.J.P.) s/ Inhibitoria - Gobierno de la Provincia de Tucumán -DGR c/ Nación A.F.J.P. s/ Ejecución fiscal


    N. 603, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Agentes diplomáticos y consulares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte en relación a los cónsules extranjeros está reservada a las causas que versen sobre privilegios y exenciones de aquéllos en su carácter público, debiéndose entender por tales las seguidas por hechos o actos cumplidos en ejercicio de sus funciones propias, siempre que en ellas se cuestione su responsabilidad civil o criminal.


    A. H., Noé s/ Denuncia


    A. 1420, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Agentes diplomáticos. Obligaciones en moneda extranjera. Consignación de alquileres. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según el artículo 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, originaria y exclusivamente, el conocimiento y la decisión de "…los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros…".  Por su parte el artículo 24 inciso 1° in-fine del decreto-ley 1285/58 aclara que dichos asuntos son las causas "…que les afecten directamente por debatirse en ellas derechos que les asisten o porque comprometen su responsabilidad, así como las que en la misma forma afecten a la personas de su familia, o al personal de la embajada o legación que tenga carácter diplomático…".  En consecuencia, en tanto el cargo del actor le confiere "status diplomático" en los términos del artículo 1 inciso "e" de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    Polidura Álvarez Novoa, Antonio c/ Tramil S.A. s/ Pago por consignación


    P. 1430, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Atentado y resistencia a la autoridad. Agentes diplomáticos. Competencia originaria. 


    La Corte tiene establecido que los procesos en que son parte los miembros de la familia del agente diplomático que integran su casa, conciernen, en principio, a la jurisdicción originaria de la corte.


    S. M., Omar s/ Atentado y Resistencia a la Autoridad


    S. 2915, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 895, L. XXXVI, “Apen Aike S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos”.


    Pastorino, Susana Raquel c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos


    P. 822, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Agentes diplomáticos. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional se encuentra limitada a los casos en que sea parte –ya sea como actor o demandado- un extranjero que reviste la condición de agente diplomático, según la convención de Viene de 1961, por ello, el presente proceso no debe tramitar ante los estrados de la Corte.


    Royo Celano, Marcelo c/ República de Aruba s/ Cobro de pesos


    R. 305, XXXVII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional procede si a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate.  Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75. inc. 12 de la Constitución Nacional.


    Rodríguez, Roberto Ramón c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Sumario


    R. 418, XXXVII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 1840, XXXVIII, “Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo”.


    Palavecino Cervera, Diego Ignacio c/ Corrientes, Provincia de s/ Cobro de pesos


    P. 2019, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    El sub-lite corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae, toda vez que la Provincia actora demanda al Estado Nacional y, en consecuencia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Formosa, Provincia de c/ Tecnicagua S.A. y otros ( Estado Nacional) s/ Cobro de suma de dinero


    F. 480, XXXVIII, 17 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Incompetencia. 


    Las impugnaciones sobre las cuales se sostiene que las normas en estudio afectan garantías constitucionales no bastan para que la Corte Suprema ejerza en el sub examine la atribución más delicada de las funciones que le han sido encomendadas, máxime cuando el interesado no se hace cargo de los fundamentos desarrollados por la Corte para desestimar planteamientos de esa índole en virtud de los poderes de emergencia económica. Por lo demás, las modificaciones introducidas a la regulación de las relaciones entre deudor y acreedor tienen su origen en una delegación -cuya validez no se cuestiona- efectuada por una ley que dictó el Congreso Nacional y la Provincia acreditó haber tomado los recaudos para que el crédito cuyo cobro se pretende en autos cuente con la partida presupuestaria correspondiente.


    Caja Complementaria de Previsión para la actividad docente c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del atlántico sur, Provincia de s/ Cobro de Pesos


    C. 446, XXIV, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley N° 1285/58, puesto que es necesario, además, examinar la materia sobre la que éste versa, o sea, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  Quedan excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el Derecho Público local, toda vez que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado en el art. 14 de la ley 48.  El sub judice no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, toda vez que en la demanda se plantea, además de la cuestión federal citada, otra de orden local que versa, sustancialmente, sobre el contrato de suministro, el cual por su naturaleza corresponde al conocimiento de los jueces provinciales y priva al pleito de su trámite ante los estrados de la Corte.  En tales condiciones, toda vez que la competencia originaria del Tribunal, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva e insusceptible de ser ampliada o restringida por normas legales que, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, el presente proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Roux Ocefa S.A. c/ San Luis, Provincia de s/ Cobro de pesos


    R. 735, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Incompetencia. 


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, establecida en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inciso 1° del decreto-ley 1285/58, sino que es necesario, además, examinar la materia sobre la que versa el pleito, esto es, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal o en una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  Sobre la base de esos conceptos se ha sostenido que no es causa civil aquella en que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de carácter civil, su solución exige el examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en los que éstas actuaron en el ejercicio de facultades propias reservadas por los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional, lo cual exige examinar los antecedentes del caso a la luz de la ley local y sus reglamentaciones, interpretándolas en su espíritu y en los efectos que la soberanía provincial ha querido darles, todo lo cual no es del resorte de la Corte Suprema por vía de su competencia originaria.  De los documentos acompañados se desprende, que la pretensión del actor consiste en lograr el cumplimiento de un contrato de provisión celebrado con una provincia por contratación directa, por lo que la materia del pleito versa sobre una relación jurídica administrativa propia del Derecho Público local.  El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza.  Toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, el presente proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Santiago G. de la Vega c/ Misiones, Provincia de (Ministerio de Ecología y Recursos Naturales Renovables) s/ Cobro de Pesos


    S. 1274, XXXVIII, 27 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione peresonae. Toda vez que la Administración Federal de Ingresos Públicos demanda al ente residual del Banco de Catamarca y a la Provincia en su condición de garante de los depósitos y operaciones de esa entidad, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Fisco Nacional (AFIP) c/ Catamarca, Provincia de y otro (Banco de Catamarca y/o Ente residual) s/ Cobro de pesos


    F. 562, XXXVII, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser interpuesta la demanda por una Provincia contra Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de nuestra Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.  El sub judice debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    La Rioja, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Incumplimiento de convenios y cobro de sumas de dinero


    L. 448, XXXVII, 26 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Aunque estén involucradas cuestiones relativas a las relaciones con un Estado extranjero, ello no autoriza a ampliar por vía de interpretación una competencia que, como la originaria, sólo alcanza a las personas a las que corresponde reconocer la calidad de aforadas y que no es susceptible de ser ampliada o restringida.


    Z., Fernando s/ Denuncia


    Z. 412, XXXVIII, 16 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Concesión administrativa. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, prima facie y dentro del limitado marco de este dictamen, en el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.  Toda vez que, una Provincia ha sido citada como tercero, en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, y dado que el Estado Nacional – Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos- reviste el carácter de codemandado, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación – o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Terminal Quequén S.A. c/ Estado Nacional y (Provincia de Buenos Aires citada como tercero) y otra s/ Ordinario


    T. 301, XXXVII, 22 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Consulados. Robo. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional.   En atención a la dimensión de los daños ocasionados y al importe sustraído, la conducta denunciada careció de suficiente entidad para afectar las actividades propias de la sede consular o la de sus funcionarios, ninguno de los cuales se presentó como parte en el proceso, por lo que en tanto no se acredite en autos alguno de los extremos enunciados, esta causa resulta ajena a la competencia del Tribunal.


    C. P., Francisco s/ Denuncia por robo en Consuado Chileno


    C. 3314, XXXVIII, 04 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 357, L. XXXV, "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Repetición – inconstitucionalidad".


    Rodríguez Salas de Lalor Maguiere, María Laura y otros c/ Santa Fe, Provincia de (Dirección Provincial de Hidráulica s/ Daños y perjuicios)


    R. 329, XXXVIII, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestiones sustancialmente análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 329, L. XXXVIII, "CHACHI-HUE S.A. c/ Santa Fe, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios".


    Agrar S.A. c/ Santa Fe, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios


    A. 216, XXXVIII, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Incompetencia. Devolución del expediente. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa S.1165, XXXVI, "Santillán, Ramón Eustaquio Cayetano c/ Ferrocarriles S.A.C. s/ Daños y perjuicios”.


    Olmedo Mendoza, Herminio c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A. s/ Daños y Perjuicios


    O. 403, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Control de la velocidad por radar. Multa fotográfica. Facultades de la Municipalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Asimismo, ha dicho que esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.  En su mérito, ese requisito no se encuentra cumplido, toda vez que la Provincia de Buenos Aires ha sido demandada por el sólo hecho de ser el órgano emisor de las normas aplicadas por el municipio, puesto que no se le atribuye otro acto u omisión que afecte su responsabilidad y, al respecto, tiene dicho la Corte que la actividad legislativa no la transforma en parte sustancial de un proceso, ya que ésta determina únicamente el marco legal aplicable.  En mérito a lo expuesto, al quedar excluida la Provincia demandada de la presente controversia, resulta que la pretensión de la actora se dirige contra una Municipalidad, a cuyo respecto tiene dicho el Tribunal que las comunas con asiento en las provincias, ya sea que se las considere como entes autárquicos, o autónomos, no resultan identificables con el Estado provincial.


    Taiven S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    T. 333, XXXVII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del Decreto Ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  De los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que la pretensión de los actores consiste en obtener un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito, en el que se atribuye responsabilidad objetiva al Estado local demandado, en su calidad de titular del vehículo que embistió al de su propiedad, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito.  En tales condiciones, de considerar probada la distinta vecindad de los actores respecto de la Provincia demandada, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Bonesi S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    B. 1873, XXXVIII, 19 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización. Documento nacional de identidad. Registro Nacional de las Personas. Prestación del servicio público. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que son partes una Provincia y el Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Serradilla, Raúl Alberto c/ Ministerio del Interior - Registro Nacional de las Personas y otros s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 2127, XXXVII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Mala praxis. Falta de servicio público. Hospitales públicos. Extranjeros. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El actor demanda, entre otros, a un Estado local, con el propósito de obtener un resarcimiento, con fundamento en normas de derecho común, por la presunta falta de servicio en que habría incurrido un órgano de su dependencia.  La justicia federal constituye un fuero excepcional, y para que proceda en razón de la nacionalidad, quien la invoca debe demostrar los extremos necesarios para hacerla surtir.  La sola manifestación de ser de la nacionalidad extranjera, con fundamento en que ello consta en la escritura pública en la que otorga poder a su representante legal no constituye, de conformidad con reiterada doctrina del Tribunal, prueba fehaciente de la nacionalidad a los efectos de habilitar al fuero federal y, en el caso, la competencia originaria de la Corte.  El actor no acreditó, como era exigible, su extranjería, para hacer surtir la competencia originaria de la Corte, toda vez que no se ha agregado la respectiva partida de nacimiento del accionante dotada de los recaudos que autoricen su reconocimiento en nuestro país.  La competencia originaria de la Corte por ser de raigambre constitucional, es de carácter restrictivo e insusceptible de extenderse.


    Marquez Bello, José Benito c/ La Caja Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 275, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Poder de policía. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Los pronunciamientos de la Corte que resuelven cuestiones de competencia no autorizan en principio la apertura del recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48, toda vez que no constituyen sentencia definitiva, salvo que medie denegatoria del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada afecta, de manera no susceptible de reparación ulterior, un especifico privilegio federal.  Este último supuesto es el que se presenta en autos, toda vez que se encuentra en juego el principio de autonomía provincial invocado por la recurrente, con fundamento en los artículos 121, 122 y concordantes de la Ley Fundamental, y, por lo tanto, la competencia originaria de la Corte Suprema, la cual constituye una prerrogativa constitucional y de orden público, asignada exclusivamente a las provincias y sólo prorrogable por ellas a favor de los tribunales inferiores de la Nación.  Por ello, se configura el supuesto previsto por el artículo 14, inciso 3° de la ley 48, circunstancia que permite la habilitación del recurso extraordinario deducido.  En tales condiciones, toda vez que el planteo del apelante conduce a determinar el alcance de normas federales -los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional-, el Tribunal no se encuentra constreñido por los argumentos de las partes o del a quo, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre la cuestión controvertida.  A la luz de dicho principio, debe recordarse que, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de la competencia originaria de la Corte.  En el sub lite, la Provincia, al no tener un interés directo en el pleito, no debe ser citada como tercero a la Litis. En tales condiciones y, dado que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el presente proceso resulta ajeno a la instancia originaria del Tribunal.


    Marino, Gustavo Aníbal c/ Transporte Metropolitanos General Roca s/ Daños y perjuicios


    M. 876, XXXVII, 31 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Inundación. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De considerar la Corte probada la distinta vecindad de los actores respecto de la Provincia de Buenos Aires, el presente proceso corresponde a la instancia originaria del Tribunal.


    Sejatovich de Fernández, Matilde y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    S. 231, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Dado que en el sub lite resultan demandadas tanto la Provincia de Santa Fe como la de Buenos Aires, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, de conformidad con lo que establecen los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y el art. 24, inc. 1 del decreto-ley 1285/58.


    Chachi Hue S.A. c/ Santa Fe, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios


    C. 329, XXXVIII, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. AFIP DGI. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Toda vez que en el sub-examine el actor demanda al Estado Nacional y a una entidad nacional (A.F.I.P - D.G.I), con derecho al fuero federal (artículo 116 de la Constitución Nacional) y a la Provincia, con facultad de litigar en la instancia originaria de la Corte (artículo 117 de la Ley Fundamental), que prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen una solución que satisfaga ambas prerrogativas jurisdiccionales conduce a declarar la competencia originaria de la Corte en estas actuaciones.


    Texam Corp. S.A. c/ San Luis, Provincia de y otro - Estado Nacional s/ Daños y Perjuicios


    T. 75, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La jurisdicción originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.  En el sub lite, de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que las sociedades actoras reclaman un resarcimiento por los daños y perjuicios que le han ocasionado las referidas obras, atribuyendo responsabilidad extracontractual a la provincia en cuestión por la presunta falta de servicio en que habría incurrido uno de sus órganos, por lo que dicho Estado local es quien resulta sustancialmente demandado en el presente proceso.  Al respecto, cabe indicar que, si bien el Ministerio Público, en asuntos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de las actoras respecto de la Provincia de Buenos Aires, con las constancias obrantes en el expediente, el presente proceso corresponde a la instancia originaria del Tribunal.


    Agrogamen S.A. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y Perjuicios


    A. 35, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Dado que en el sub lite resultan demandadas dos Provincias, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personoe, de conformidad con lo que establecen los arts. 116 y 117 de Constitución Nacional y el art. 24, inc. 1 del decreto ley 1285/58.


    Transportes Unidos del Sur S.R.L. (TUS) c/ Córdoba, Provincia de y otro (Provincia de Santa Fe) s/ Daños y perjuicios


    T. 287, XXXVII, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa C.329, L. XXXVIII, "CHACHI-HUE S.A. c/ Santa Fe, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios".


    Julio C. Diz y Compañía S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios


    J. 85, XXXVII, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuando la demanda se dirige contra una Provincia y contra el Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o a una entidad nacional-, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. No obsta a lo expuesto el hecho de que la actora no tenga distinta vecindad respecto de la Provincia demandada, en tanto en estos supuestos de competencia originaria ratione personae, tal circunstancia resulta indiferente.


    Marmoratto, Beatriz Palmira c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    M. 1024, XXXVII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que, según una reiterada doctrina de la Corte, a fin de que una provincia pueda ser tenida como parte en el pleito y proceda en consecuencia, la competencia originaria prevista en el Art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito –ya sea como actora, demanda o tercero- y sustancialmente, o sea, que tengo en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.   La pretensión de la actora consiste en obtener un resarcimiento, con fundamentos en normas de derecho común, por los daños y perjuicios sufridos por la presunta negligencia en que habrían incurrido los demandados.   En este caso, si la Corte considera probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia, que fuera citada como tercero, corresponde entender en el presente proceso la competencia originaria de la Corte.


    Schirripa de Piegari, Catalina c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    S. 529, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae la demanda de una Provincia al Estado Nacional por lo que, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    La Pampa, Provincia de c/ Estado Nacional - Secretaría de Energía del Ministerio de Economía de la Nación s/ Daños y perjuicios


    L. 1586, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Toda vez que la provincia de Buenos Aires y el Estado Nacional han sido citados como terceros en los términos del artículo 94 del Código Civil y Comercial de la Nación, y además, ya han tomado intervención en estos autos, la única forma de conciliar la preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Exolgan S.A. c/ Distribuidora Química S.A. s/ Daños y perjuicios


    E. 277, XXXVII, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Mala praxis. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que el actor demanda a una entidad autárquica nacional, con derecho al fuero federal (artículo 116 de la Constitución Nacional), y a la Provincia del Buenos Aires, con facultad de litigar en la instancia originaria de la Corte (artículo 117 de la Ley Fundamental), prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen- una solución que satisfaga ambas prerrogativas jurisdiccionales conduce a declarar la competencia originaria de la Corte en estas actuaciones.


    Moscopulo, Juan Carlos c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    M. 746, XXXVIII, 31 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Mutuo hipotecario. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria se une la naturaleza civil de la materia en debate.  De los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, se desprende que la empresa actora demanda a la Provincia de Santa Fe por la responsabilidad civil que le cabria, por la falta de servicio de sus empleados.  En su mérito, si bien este Ministerio Público en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas del Derecho Público local, la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Securfin S.A. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    S. 366, XXXVII, 19 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Obras artísticas. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley N° 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter de causa civil de la materia en debate.   Si bien este Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, en tanto no surgen del expediente elementos que permitan inferir la existencia de un contrato administrativo regido por normas de Derecho Público local, que exija el examen o revisión de actos administrativos de ese carácter y, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el presente proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Goldstein, Mónica c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    G. 681, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Perito médico. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, establecida en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley N° 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.  Si bien este Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Chovet, Jorge Eduardo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 1092, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Transporte de pasajeros. Obligación de seguridad. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Los pronunciamientos de la Corte que resuelven cuestiones de competencia no autorizan en principio la apertura del recurso extraordinario, toda vez que no constituyen sentencia definitiva, salvo que medie denegatoria del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada afecta, de manera no susceptible de reparación ulterior, un especifico privilegio federal.  Este último supuesto es el que se presenta cuando se encuentra en juego el principio de autonomía provincial y la resolución que se impugna resulta contraria al derecho invocado por la recurrente, con fundamento en los artículos 1, 4, 5 y 121 de la Ley Fundamental.  Por ello, se configura el supuesto previsto por el artículo 14, inciso 3° de la ley 48, circunstancia que permite la habilitación del recurso extraordinario deducido.  En tales condiciones, dado que el planteamiento que efectúa el apelante conduce a determinar el alcance de normas federales -los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional-, el Tribunal no se encuentra constreñido por los argumentos de las partes o del a quo, y debe realizar una declaratoria sobre la cuestión controvertida.  A la luz de dicho principio, es dable advertir que, para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del decreto ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que la contraria tenga distinta vecindad respecto a ese Estado local.   En tales condiciones y, dado que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el presente proceso, resulta ajeno a esta instancia.


    Orona, Alejandro c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    O. 222, XXXVIII, 31 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Delitos contra el honor. Estados extranjeros. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha declarado que aunque estén involucradas, en un caso, cuestiones relativas a las relaciones con un Estado extranjero, ello no autoriza -como regla- a ampliar por vía de interpretación una competencia que, como la originaria, sólo alcanza a las personas a las que corresponde reconocer la calidad de aforadas y que no es susceptible de ser ampliada o restringida.  Toda vez que el imputado no se encuentra desempeñando un cargo en nuestro país, que imponga la intervención de la Corte de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 117 de la Constitución Nacional, la causa resulta ajena a la competencia originaria del Tribunal.


    G., Otto Alfredo F. s/ Querella por calumnias e injurias


    G. 2994, XXXVIII, 21 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Demanda contra Estado extranjero. Crímenes de guerra. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    La Corte tiene establecido que las causas interpuestas contra Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas, resultan ajenas a la jurisdicción originaria toda vez que éstos no revisten la calidad de aforados en los términos del artículo 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58.   No obsta que el caso pueda involucrar cuestiones relativas a las relaciones que la República mantiene con otro estado, haciéndolo susceptible de acarrear responsabilidades internacionales, pues esto no autoriza -como regla- a ampliar por vía de interpretación una competencia que, como la originaria, sólo alcanza a las personas a las que corresponde reconocer la calidad de aforadas, la cual no es susceptible de ser ampliada o restringida.


    Federación de veteranos de guerra s/ Denuncia


    F. 12, XXXVIII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución de alquileres. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según el art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, originaria y exclusivamente, el conocimiento y la decisión de los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros. Asimismo, es dable señalar que el art. 24, inc. 1° in-fine del decreto-ley 1285/58 aclara que dichos asuntos son las causas "que les afecten directamente por debatirse en ellas derechos que les asisten o porque comprometan su responsabilidad, así como las que en la misma forma afecten a las personas de su familia, al personal de la embajada o legación que tenga carácter diplomático".


    Binotti, Francisco Julio César c/ Loblein Karlheing s/ Ejecución de Alquileres


    B. 1771, XXXVIII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Empresa de servicios públicos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Una de las hipótesis en que procede la competencia originaria de la Corte asignada por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24 inc. 1° del decreto-ley N°1285/58, es cuando se demanda a una provincia y la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en Tratados con naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Tal circunstancia se presenta en el sub lite, toda vez que, de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:229, 1239 y 2230, entre otros, se desprende que la empresa de servicios públicos pretende ejecutar a la provincia en cuestión, a raíz de una deuda instrumentada en varios certificados de deuda que constituyen título ejecutivo suficiente para la ejecución iniciada, según el decreto N° 992/92 y la ley nacional N° 20.324, que son de carácter federal.  El presente proceso debe tramitar en esta instancia originaria.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    A. 53, XXXVIII, 15 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe señalar que mediante el dictado de las Leyes 5613 y 7112 la Provincia en cuestión ha consolidado las obligaciones a su cargo, en virtud de la facultad de adherirse que otorgan los artículos 19 de la ley nacional 23.982 y 24 de la 25.344, circunstancia que impone la obligación de que los interesados se ajusten a sus disposiciones y a los mecanismos administrativos previstos por la ley a fin de percibir los créditos que les son reconocidos.  La Corte tiene dicho que no es óbice a lo expuesto el argumento según el cual la ley cuestionada no puede ser opuesta por el Estado provincial en la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, pues nada Impide su aplicación en la medida en que no se presente un conflicto con el artículo 31 de la Constitución Nacional, extremo que, no ocurre en el sub lite, puesto que, en todo caso, las modificaciones introducidas a la regulación de las relaciones entre deudor y acreedor han tenido lugar en virtud de una delegación -cuya validez no se cuestiona- efectuada por una ley nacional. Ello es así, sin perjuicio de que, al momento de determinar la causa o título de cada una de las obligaciones que reclama la actora, se disponga la inaplicabilidad de las mayores restricciones impuestas por la legislación local, por encontrarse ello expresamente prohibido.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    O. 304, XXXV, 27 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Autonomía provincial. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte tiene dicho que no es óbice a lo expuesto el argumento según el cual la ley cuestionada no puede ser opuesta por el Estado provincial en la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, pues nada impide su aplicación en la medida en que no se presente un conflicto con el artículo 31 de la Constitución Nacional, extremo que no ocurre, puesto que, en todo caso, las modificaciones introducidas a la regulación de las relaciones entre deudor y acreedor han tenido lugar en virtud de una delegación -cuya validez no se cuestiona- efectuada por una ley nacional.


    Caja Complementaria de Previsión para la actividad docente c/ Jujuy, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Ejecución Fiscal


    C. 376, XXXII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el art .24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que la provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.  De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que la pretensión de la obra social consiste en obtener el pago de una suma de dinero, por parte de la provincia en cuestión ha sido instrumentada en un certificado de deuda, por lo que cabe asignar carácter civil a la materia del pleito.  De considerar la Corte suficientes las constancias obrantes en el expediente para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la provincia demandada, la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria, de estas actuaciones.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 598, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    La Corte tiene dicho que no es óbice a lo expuesto el argumento según el cual las normas cuestionadas no pueden ser opuestas por el Estado provincial en la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, pues nada impide su aplicación en la medida en que no se presente un conflicto con el artículo 31 de la Constitución Nacional, extremo que,  no ocurre en el sub lite, puesto que, sin perjuicio del plazo de diferimiento que prevé el artículo 81 de la Constitución local, las modificaciones introducidas a la regulación de las relaciones entre deudor y acreedor han tenido lugar en virtud de una delegación -cuya validez no se cuestiona- efectuada por una ley nacional.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Misiones, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    O. 100, XXXVI, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Para que una provincia pueda ser tenida por parte en un proceso y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  También ha dicho el Tribunal que esa calidad de parte debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.  De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  Al no aparecer la provincia como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la Litis.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Instituto de Asistencia Social de la Provincia de Chubut s/ Ejecución Fiscal


    COMP. 532, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Entes autárquicos. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Según una reiterada doctrina de la Corte, a efectos de que una provincia sea tenida como parte y proceda, consecuentemente, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24 inc. 10 del decreto-ley n° 1285/58, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Dicho requisito no se encuentra cumplido en autos. En efecto, de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que la deuda corresponde a un inmueble que pertenecería al Instituto de la Vivienda de la Provincia de Buenos Aires.  En tales condiciones y, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el presente pleito resulta ajeno a esta instancia.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    A. 52, XXXVIII, 15 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Obras sociales. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Corrientes, Provincia de y otro s/ Ejecución fiscal


    O. 66, XXXVIII, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. Para que una provincia pueda ser tenida como parte es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 65, XXXVIII, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Régimen de consolidación de deudas. Aportes y contribuciones previsionales. Juicio en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La Corte tiene dicho que no es óbice para ello el argumento según el cual la ley cuestionada no puede ser opuesta por el Estado provincial en la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, pues nada impide su aplicación siempre que no se presente un conflicto con el artículo 31 de la Constitución Nacional, extremo que, no ocurre en el sub lite, puesto que, en todo caso, las modificaciones introducidas a la regulación de las relaciones entre deudor y acreedor han tenido lugar en virtud de una delegación -cuya validez no se cuestiona- efectuada por una ley nacional.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    O. 194, XXXVI, 27 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    La Corte tiene dicho que no es óbice a lo expuesto el argumento según el cual la ley cuestionada no puede ser opuesta por el Estado provincial en la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, pues nada impide su aplicación en la medida en que no se presente un conflicto con el artículo 31 de la Constitución Nacional, extremo que, no ocurre en el sub lite, puesto que, en todo caso, las modificaciones introducidas a la regulación de las relaciones entre deudor y acreedor han tenido lugar en virtud de una delegación -cuya validez no se cuestiona- efectuada por una ley nacional. Asimismo, más allá de las eventuales incompatibilidades que pudieran surgir entre las disposiciones de las leyes 1296 y 1342, en estas actuaciones solamente se invoca la aplicación de la ley nacional 25.344, incorporada al derecho local por el artículo 1° de la ley 1342.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    O. 96, XXXVI, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Energía eléctrica. Ley federal. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  La sociedad actora funda su pretensión en normas que integran el Marco Regulatorio de la Energía Eléctrica de inequívoco carácter federal -leyes 15.336 y 24.065-, que fijan los objetivos para la política nacional en materia de abastecimiento, transporte y distribución de electricidad, por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia del pleito.  La causa se encuentra entre las regidas por la Ley Fundamental, a las que alude el art. 2, inc. 1 de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno Federal.  Toda vez que es parte la Provincia de Buenos Aires, quien fue citada como tercero en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, este proceso debe tramitarse ante los estrados del Tribunal.


    Empresa Distribuidora de Energía Norte S.A. (EDEN S.A.) c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Ordinario


    E. 274, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Estafa. Visas. Agentes diplomáticos y consulares. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuando de las constancias de la causa no surge que se halle involucrado algún funcionario con status diplomático acreditado ante nuestro país, y  la declinatoria del magistrado federal aparece desprovista de fundamentación, el caso sería ajeno a la jurisdicción originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional.


    Embajada de Estados Unidos s/ Infracción Ley 23.592 - Causa n° 8921/2002


    E. 367, XXXVIII, 02 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Expropiación. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.    Toda vez que la Dirección Nacional de Vialidad, que es una entidad Nacional, demanda a un Estado local, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación - o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia, para lo cual resulta indiferente la materia sobre la que versa el pleito.


    Dirección Nacional de Vialidad c/ Mendoza, Provincia de s/ Expropiación


    D. 568, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Honorarios del abogado. Honorarios extrajudiciales. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Cabe atribuir el carácter de causa civil, a aquéllas en las que su decisión se ha de basar sustancialmente en la aplicación de normas de derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación atribuido al Congreso por el artículo 75 inciso 12 de la Constitución Nacional.  Al respecto, resulta oportuno recordar que es preciso distinguir a los funcionarios y empleados cuya remuneración y demás derechos y obligaciones son establecidos y gobernados por el respectivo régimen constitucional y administrativo, de aquellos otros casos en que el Estado contrata los servicios de personas para funciones no previstas en el cuadro de la Administración. Ni en el presupuesto, sin horarios, oficina, jerarquía, ni sueldo, supuestos éstos que se rigen por el derecho común.  Esta última hipótesis es la que se presenta en autos, toda vez que de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que las funciones  que prestó el actor como letrado de la Provincia, resultan propias de una relación  jurídica de derecho privado extrañas al marco estrictamente administrativo, propio de los agentes de la Administración Pública provincial, por lo que, en principio y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión a dictaminar, cabe asignar carácter civil a la materia del pleito, toda vez que no se verifican elementos que permitan atribuirle –siquiera prima facie- naturaleza administrativa a dicha relación.


    Balestra, Ricardo R. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción por regulación de honorarios


    B. 3090, XXXVIII, 31 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Hurto de cosas de valor. Estados extranjeros. Embajadas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Es doctrina de la Corte que los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y del artículo 24 inc 1° del decreto/ ley 1285/58.   No procede la competencia originaria de la Corte en los casos en que los hechos denunciados no interfieren en la función de la representación diplomática.


    S., Jorge Daniel s/ Delito de acción pública


    S. 2965, XXXVIII, 04 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Hurto. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuando de las constancias obrantes en el expediente no surge que el hecho denunciado hubiera afectado las actividades propias de personas aforadas a la jurisdicción originaria de la Corte, ni que quienes pudieren revestir tal calidad se hubieren presentado como parte en el proceso, la causa resultaria ajena a su competencia.


    Banco Mundial s/ Denuncia de hurto


    B. 2932, XXXVIII, 25 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Impugnación del acto administrativo. Juicios contra el estado. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Toda vez que el actor demanda al Estado Nacional, a quien le asiste derecho al fuero federal (artículo 116 de la Constitución Nacional), y cita como tercero a una provincia, con el privilegio de litigar en la instancia originaria de la Corte (artículo 117 de la Ley Fundamental) que -dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen- una solución que satisfaga ambas prerrogativas jurisdiccionales conduce a declarar la competencia originaria de la Corte en estas actuaciones.


    EDESAL S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía) s/ Impugnación de Actos Administrativos


    E. 8, XXXVIII, 27 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Competencia de la Corte suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa T. 292, L. XXXVIII, “Teyma Abengoa S.A. c/ Salta, Provincia de s/ inconstitucionalidad”.


    Abengoa S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    A. 1222, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Depósito a plazo fijo. Plazo fijo en dólares. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Al resultar demandados el Estado Nacional y una provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Formiga, Livia y otros c/ La Pampa, Provincia de y otros s/ Inconstitucionalidad


    F. 784, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Determinación de oficio. Impuesto a las actividades económicas. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que la competencia originaria procede, es en las causas en que es parte una provincia y la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  Asimismo, es doctrina reiterada de la Corte que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos provinciales constituye una típica cuestión de esa especie.  Por otra parte, es dable señalar que la Corte ha sostenido en varias oportunidades que a ella le corresponde, como órgano supremo de uno de los poderes del Gobierno Federal, aplicar, en la medida de su jurisdicción, los tratados internacionales a que el país está vinculado, a fin de evitar que la responsabilidad internacional de la República quede comprometida.


    Teyma Abengoa S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    T. 292, XXXVIII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Embajadas. Personal dependiente de embajadas. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Según el art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, originaria y exclusivamente, el conocimiento y la decisión de "los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros".  Es dable señalar que el art. 24 inc. 1° in-fine del decreto-ley N°1285/58 aclara que dichos asuntos son las causas "que les afecten directamente por debatirse en ellas derechos que les asisten o porque comprometen su responsabilidad, así como las que en la misma forma afecten a las personas de su familia o al personal de la embajada o legación que tenga carácter diplomático".  La causa corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Suarez, Cristina c/ Kassel, Mathias y otra s/ Cobro de pesos


    S. 711, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Patrullero. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Si la pretensión de la actora consiste en obtener un resarcimiento del Estado local, a quien atribuye responsabilidad objetiva con fundamento en normas de derecho común, en su condición de titular del vehículo que ocasionó presuntamente el accidente vial, cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito.  De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Piccolo, Adelina c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    P. 1415, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Autonomía provincial. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La reiterada doctrina de la Corte considera que corresponden a la competencia originaria de la Corte ratione personae los casos en que son demandados una provincia y el Estado Nacional, debido a que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental.  A su vez, tanto la provincia como el Estado Nacional deben ser parte en el litigio no sólo en sentido nominal, sino también sustancial, o sea, deben tener en el pleito lm interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria, ya que de lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte.  En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe estar de modo principal para determinar la competencia, de conformidad con el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- los actores atribuyen responsabilidad extracontractual a la Prefectura Naval Argentina con la sola invocación genérica del poder de policía de seguridad y, al respecto, en varias oportunidades el Tribunal ha dicho que el ejercicio del poder de policía de segundad que corresponde al Estado no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad en un evento en el cual ninguno de sus órganos o dependencias tuvo participación, toda vez que no parece razonable pretender que su responsabilidad general en orden a la prevención de los delitos pueda llegar a involucrarlo a tal extremo en las consecuencias dañosas que ellos produzcan con motivo de hechos extraños a su intervención directa.  En mérito a lo expuesto y toda vez que, según las constancias de autos, no se advierte que en el accidente en cuestión haya participado personal dependiente del Estado Nacional -Prefectura Naval Argentina-, nada autoriza a demandarlo por ese evento, al no revestir el carácter de titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, por lo que no tiene un interés directo en el pleito y, en consecuencia, no es parte sustancial en la Litis.  Excluido el Estado Nacional, tampoco la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, debido a que los actores no cumplen con el requisito de la distinta vecindad, en tanto declaran domiciliarse en el territorio de la Provincia que demandan.  En tales condiciones y dado que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el presente proceso resulta ajeno a la instancia originaria del Tribunal.


    Monteros, Guillermina y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y Perjuicios


    M. 1073, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Cuestión de derecho público local. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, reglamentado por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, no basta que una provincia sea parte en el pleito, sino que es necesario, además, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal o en una de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidas de dicha instancia las que se vinculan con el derecho público local.  La Corte ha sostenido que no es causa civil aquélla en que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de esa naturaleza, tienden al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en las que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los arts. 121 y siguientes de la Constitución Nacional.  En el sub-lite se presenta dicha hipótesis, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, la pretensión de los actores consiste en lograr una reparación por los daños y perjuicios presuntamente originados por una sentencia del Poder Judicial de la provincia, que fue revocada y aún no se encuentra firme, por presuntamente originados por una sentencia del Poder Judicial de la provincia, que fue revocada y aún no se encuentra firme, por lo que, la causa corresponde a los tribunales locales y, por ende, no resulta apta para hacer surtir  la competencia originaria del Tribunal, pues de admitirse tal supuesto, se produciría una injustificada intromisión del Gobierno Federal en la jurisdicción provincial.  Es dable poner de relieve que tiene dicho la Corte que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios del derecho público local, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.  El proceso resulta ajeno a la instancia originaria del Tribunal.


    Andreeva, Olga y otro c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Ordinario


    A. 152, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1 del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una provincia es parte, resulta necesario que la contraria tenga distinta vecindad respecto a ese Estado loca.  Corresponde a la instancia originaria de la Corte el proceso que reclama un resarcimiento por daños y perjuicios, atribuyendo responsabilidad extracontractual a la provincia, por la presunta falta de servicio en que habría incurrido uno de sus órganos.  Al respecto, cabe indicar que, si bien el Ministerio Público, en asuntos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local,  la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Suarez, Walter Ezequiel c/ Neuquén, Provincia del y otra s/ Daños y perjuicios


    S. 576, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La jurisdicción originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley N° 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.  En el sub lite, de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que la sociedad actora reclama un resarcimiento por los daños y perjuicios ocasionados por las referidas obras y atribuye responsabilidad extracontractual a la provincia en cuestión, por la actividad lícita en que incurrió uno de sus órganos –la Dirección de Hidráulica-, actualmente denominada Dirección Provincial de Saneamiento y Obras Hidráulicas, creada en el ámbito del Ministerio de Obras y Servicios Públicos provincial, según el Decreto N° 35/00, por lo que dicho Estado local es quien resulta sustancialmente demandado en el presente proceso.  De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia de Buenos Aires, con las constancias obrantes en el expediente, el presente proceso corresponde a la instancia originaria del Tribunal.


    Bi Launek S.A.A.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    B. 1149, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cabe señalar que para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24 inciso 1°, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que la contraria tenga distinta vecindad respecto a ese Estado local.  En el sub lite no se cumple con el recaudo señalado, en tanto la actora declara domiciliarse en el territorio de la Provincia que demanda, lo cual impide que la causa tramite en la instancia originaria del Tribunal, debido a que se hallan enfrentados en autos una provincia con su propio vecino.  En tales condiciones y, dado que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. El proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Frías, Ana Delisia y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Daños y Perjuicios


    F. 169, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 4 inciso 10 del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria se une la naturaleza civil de la materia en debate.  De los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe estar de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que el actor reclama, con fundamento en normas de derecho común, una reparación por los daños y perjuicios derivados de actos y omisiones en que habría incurrido personal de la Policía bonaerense.  En tales condiciones, si bien este Ministerio Público en procesos análogos al presente sostuvo la naturaleza administrativa del pleito regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa de considerar la Corte probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia demandada, con las constancias obrantes en el expediente, el presente proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Cayo, Samuel c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y Perjuicios


    C. 1281, XXXVII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una provincia es parte, resulta necesario que la contraria tenga distinta vecindad respecto a ese Estado local.  Si bien en el sub lite se responsabiliza a la provincia por la presunta falta de servicio en que habría incurrido uno de sus órganos -el Ministerio de Seguridad-, podría considerarse configurado el primer requisito enunciado, de conformidad con la doctrina de la Corte que asigna carácter civil a la materia debatida en este tipo de pleitos, a diferencia de la postura adoptada por el Ministerio Público, quien sostiene su naturaleza administrativa, por el contrario, el actor no ha acreditado, en forma fehaciente, el segundo de los recaudos señalados.  No surge del expediente prueba alguna respecto a la distinta vecindad que alega en su escrito de demanda, extremo que en estos supuestos resulta esencial.  Hasta tanto no se pruebe el domicilio denunciado, la causa no debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Vilches, Fernando Raúl c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y Perjuicios


    V. 113, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Dado que el planteamiento que efectúa el apelante conduce a determinar el alcance de normas federales -los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional-, la Corte no se encuentra constreñido por los argumentos de las partes o del a quo, y debe realizar una declaratoria sobre la cuestión controvertida.  A la luz de dicho principio, cabe señalar que, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Toda vez que, según las constancias de autos, no se advierte que en el accidente en cuestión haya participado personal dependiente de la provincia, nada autoriza a demandarla por ese evento, pues no reviste el carácter de titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, por lo que no tiene un interés directo en el pleito y, en consecuencia, no es parte sustancial en la Litis.  Dado que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el presente proceso resulta ajeno a la instancia originaria del Tribunal.


    Ferreyra, Osvaldo Abel c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A. y otro s/ Daños y Perjuicios


    F. 484, XXXVII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24 inciso 1, del decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una provincia es parte, resulta necesario que la contraria tenga distinta vecindad respecto a ese Estado local. En estos supuestos, dicho requisito es esencial.  No se cumple con el recaudo señalado, en tanto el actor declara domiciliarse en el territorio de la provincia que demanda, lo cual impide que la causa tramite en la instancia originaria del Tribunal, debido a que se hallan enfrentados en autos una provincia con su propio vecino.  Asiste razón a la demandada en cuanto sostiene que no es competente la Justicia Nacional en lo Civil para entender en el sub lite, toda vez que las provincias sólo pueden ser demandadas ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, de conformidad con el artículo 117 de la Constitución Nacional  o, en su defecto, ante sus propios Jueces, según lo establecen los artículos 121, 122, 124 y concordantes de la Ley Fundamental.  En tales condiciones y, dado que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso, resulta ajeno a esta instancia.


    Olmedo, Heberto Dario y otro c/ Giudicate, Silvio Gustavo y otros


    O. 205, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  De considerar la Corte probada la distinta vecindad del actor respecto de la provincia demandada, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Flores, Pedro Rolando c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    F. 609, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Entes autárquicos provinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Según la doctrina del Tribunal, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.  No procede la competencia originaria de la Corte si el actor dirige su pretensión contra la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires quien, según lo previsto en el art. 201 de la Constitución Provincial y en el art. 26 de la ley N° 11.612 -Ley Provincial de Educación-, es un ente autárquico con individualidad jurídica y funcional, que no se identifica con ese Estado local.  Al no aparecer la Provincia de Buenos Aires como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis.  El art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.


    Canale, Carlos Alfredo y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    C. 3266, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Falta de servicio público. Responsabilidad extracontractual del Estado. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1 del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en  debate.  Corresponde a la competencia originaria de la Corte la demanda que reclama un resarcimiento por la presunta falta de servicio en que habría incurrido una Provincia, a la que se le atribuye responsabilidad extracontractual por el cumplimiento irregular de las obligaciones a su cargo.  Si bien el Ministerio Público, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia.


    Estancias La Dorita S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    E. 493, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24 inciso 10 del decreto ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  De los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que la pretensión de la actora consiste en obtener un resarcimiento por una presunta falta de servicio en que habrían incurrido funcionarios de la Provincia demandada y de la Administración Provincial de Recursos Hídricos.  Habida cuenta de ello y sin perjuicio de recordar que el Ministerio Público mantiene la opinión vertida en causas análogas a la presente, en las que sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local.  De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la sociedad actora respecto de la Provincia, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Campo Luján S.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de y otra s/ Daños y Perjuicios


    C. 1464, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Poder Judicial Provincial. Falta de servicio público. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.  La actora reclama una indemnización por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido el Poder Judicial de la provincia en cuestión, atribuyendo responsabilidad extracontractual a dicho Estado local por el cumplimiento irregular de las obligaciones legales de uno de sus órganos.  Si bien el Ministerio Público sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina del Tribunal asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la provincia demandada, el proceso debe tramitar ante la instancia originaria de la Corte.


    Amadeo de Roth, Angelica Lia c/ Salta, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    A. 1064, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Policía Provincial. Falta de servicio público. Juicios en que es parte una provincia. Juicio en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Respecto de la naturaleza civil de la causa, cabe recordar que se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal, el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.  Si se reclama una reparación por la presunta falta de servicio en que habrían incurrido agentes de la Policía provincial, atribuyendo responsabilidad extracontractual a la provincia en cuestión, por integrar dicho organismo la Administración Central de ese Estado local, si bien este Ministerio Público, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  De considerar la Corte probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia demandada, corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Segovia, Roverto c/ San Luis, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    S. 502, XXXV, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Competencia por vía de inhibitoria. Nulidad del acto jurídico. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que son demandados el Banco de la Nación Argentina, que es una entidad nacional y el Estado local, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Corrientes, Provincia de s/ Inhibitoria


    C. 231, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Inundación. Daños y perjuicios. Responsabilidad extracontractual del Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La jurisdicción originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate.


    Caffaro, Norberto José y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 1224, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Juicio de desalojo. Falta de pago. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Si la pretensión de la actora tiene su origen en normas de derecho común, cabe asignar carácter civil a la materia del pleito.  De tener la Corte por acreditada la distinta vecindad del demandado con las constancias obrantes en el expediente, respecto de la provincia, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Chubut, Provincia del c/ Begorre, Carlos Victor s/ Desalojo


    C. 3746, XXXVIII, 11 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Certificado de deuda. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.


    Consorcio de Propietarios Avenida Santa Fe 967/9 c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución de expensas


    C. 233, XXXVIII, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Establecimientos carcelarios. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que una provincia demanda al Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Salta, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Ejecutivo


    S. 2960, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Juicio ordinario. Juicios en que es parte una provincia. Bonos de consolidación. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inciso 1° del decreto-ley 1285/58, es cuando resulta demandada una Provincia y la causa tiene un manifiesto contenido federal, es decir, cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales en tratados con las naciones extranjeras y en leyes nacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.  Ello ocurre en el sub lite, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art.4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:229, 1239 y 2230; 312:808; 314:417, el actor demanda a la Provincia del Neuquén por el incumplimiento del pago de bonos de Consolidación emitidos por ella y pone en tela de juicio, además, normas nacionales que obstaculizan su pago en la forma acordada, por ser presuntamente contrarias a su entender a otras de igual naturaleza y a lo dispuesto en la Constitución Nacional por lo que cabe asignar carácter federal a la materia del pleito.  En tales condiciones, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad del actor, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    Traini, Alberto José c/ Neuquén, Provincia de s/ Ordinario


    T. 885, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S. 997, XXXVIII, “Sánchez Blanca, Nadia Claudina c/ Tucumán Provincia de s/ Amparo y C. 755, XXXVIII, “Chiodi, Carlos A., y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo.


    Podgaetzky, José c/ Tucumán, Provincia de s/ Ordinario


    P. 2152, XXXVIII, 26 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Personal dependiente de embajadas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Al resultar de las probanzas del expediente que el imputado se encontraría acreditado como agregado de la defensa de la Embajada de Italia y, por otra parte, que se habría satisfecho el requisito de instancia privada –que es menester para el ejercicio de la acción en los hechos ilícitos como el aquí investigado- el presente caso, en principio, corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional.  Ello, sin perjuicio de que previamente se determine a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, que el sindicado como autor sigue revistando status diplomático, en los términos de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, supuesto que una vez acreditado, obligará a requerir al estado por él representado la conformidad exigida por el artículo 45 del la convención citada, para que pueda ser sometido a juicio.


    F., Giulano s/ Lesiones culposas


    F. 1584, XXXVIII, 16 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Lesiones leves. Agentes diplomáticos y consulares. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte tiene establecido que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados en los términos de los artículo 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 del decreto-ley 1285/58, que los reglamenta, reconociéndose como excepción de ese principio cuando los hechos puedan afectar el desempeño de las actividades propias de la representación extranjera y las de sus funcionarios.


    Consulado de España s/ Denuncia


    COMP. 2666, XXXVIII, 10 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Lesiones. Personal policial. Personal dependiente de consulados. Competencia por conexidad. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Es menester para que la Corte se avoque en  forma exclusiva y originaria en una causa de naturaleza penal que se trate de un juicio en el que sean parte embajadores, ministros o cónsules extranjeros o, en su defecto, que los hechos puedan afectar el desempeño de las actividades propias de la representación extranjera y de sus funcionarios.


    P., Cristina Virginia s/ Denuncia


    P. 2150, XXXVIII, 21 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Debe señalarse que resulta aplicable, en el sub lite, el art. 6, inc. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina -entre las reglas especiales de la competencia- que será juez competente en las medidas preliminares y precautorias, el que deba conocer en el proceso principal.  De ahí que corresponda examinar los términos de la medida cautelar solicitada, para evaluar si el futuro proceso a entablarse debe tramitar ante los estrados del Tribunal.  Resulta preciso recordar que no basta que una Provincia sea parte en un proceso, para que proceda la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24 inc. 1° del decreto-ley N° 1285/58, pues para ello resulta necesario, además, que la materia sobre la que versa el pleito sea de manifiesto carácter federal, o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidas aquéllas que se vinculan con el Derecho Público local.  Esta última circunstancia es la que se presenta en el sub-lite, toda vez que, a tenor de lo expuesto por el actor en la cautelar requerida, la materia del futuro proceso no es exclusivamente federal, tal como lo requiere una antigua jurisprudencia del Tribunal para que proceda la instancia originaria de la Corte.   En consecuencia, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versan, en lo sustancial, sobre aspectos propios del Derecho Provincial, es decir, que se trate previamente en jurisdicción local la contradicción existente entre esas conductas de autoridades provinciales y sus propias normas, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.  Toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, la presente demanda resulta ajena a esta instancia.


    Proconsumer c/ San Luis, Provincia de s/ Medida cautelar


    P. 10, XXXVIII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Los autos citados corresponden a la competencia originaria de la Corte, ratione personae. Toda vez que en ellos, una Provincia demanda, entre otros, al Banco de la Nación Argentina, que es una entidad autárquica nacional que, según el Art. 27 de la ley 21.733, tiene derecho a la justicia federal, la única forma de conciliar lo preceptuado por el Art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación –o a una entidad nacional –al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el Art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    BBVA - Banco Francés S.A. s/ Inhibitoria causa: "Provincia de Chaco c/ Banco de la Nación Argentina y otros s/ Medida cautelar"


    B. 3853, XXXVIII, 16 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Todos los contenidos cautelares están relacionados con la actividad de una Provincia, sea porque se trate de actividades del Estado nacional que deban ser soportadas por ella o porque se requiera la gestión activa de sus propios funcionarios en defensa de los bienes o las personas que se intenta cautelar.  En ese marco, cualquiera fuera la interpretación sobre la naturaleza jurídica de la pretensión resulta un claro supuesto de competencia originaria de la Corte, pues si bien el Estado Nacional podría solicitar al Gobernador de la Provincia la ejecución de estas medidas en virtud de la obligación que le corresponde con fundamento en el art. 128 de la Constitución Nacional, éste podría verse impedido de actuar al hallarse en juego el ejercicio de competencias jurisdiccionales ajenas al Poder Administrador.  Por lo expuesto, al estar involucrados en el sub lite tanto el Estado Nacional como una Provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal,  sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando el requerimiento en esta instancia.


    Estado Nacional c/ Provincia de Misiones s/ Medidas cautelares


    E. 152, XXXVIII, 22 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Obras sociales. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas C. 755, L. XXXVIII, "Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Amparo”; y C. 755, L. XXXVIII, “Sánchez Blanc, Nadia Claudina c/ Tucumán, Provincia de s/ Amparo”.


    OSAID Salud (Obra Social para el Personal de la Industria Aceitera, Desmotadora y Afines) c/ Chaco, Provincia del s/ Acción de inconstitucionalidad


    O. 647, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Certificado de deuda. Aportes y contribuciones previsionales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58 procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.


    Obra Social Para La Actividad Docente (OSPLAD) c/ Chaco, Provincia del s/ Ejecución fiscal


    O. 349, XXXVIII, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el artículo 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.


    Obra Social Para La Actividad Docente (OSPLAD) c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 348, XXXVIII, 19 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el art. 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate.


    Obra Social Para La Actividad Docente (OSPLAD) c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 350, XXXVIII, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Regalías hidrocarburíferas. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte cuando es parte una provincia, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.   En consecuencia, al ser parte una provincia en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la demandada, el juicio debe tramitar ante los estrados del Tribunal, en instancia originaria.


    Neuquén, Provincia del c/ REPSOL-YPF S.A. y otro s/ Cobro de regalías


    N. 176, XXXVII, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte cuando es parte una provincia, según el art.117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucional es de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.  Tal hipótesis se presenta en el sub-examine, toda vez que, de los términos de la demanda, a los que se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que la Provincia dirige su pretensión contra dos sociedades, con sustento en disposiciones de inequívoco carácter federal -leyes 17.319 y 24.145- por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia sobre la que versa el pleito.  Al ser parte una provincia en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de las demandadas, el juicio debe tramitar ante los estrados del Tribunal, en instancia originaria.


    Neuquén, Provincia del c/ Pecom Energía S.A. y otra s/ Cobro de regalías


    N. 391, XXXVIII, 16 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Regalías hidroeléctricas. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa N.391, L.XXXVIII, “Neuquén, Provincia del/ PECOM ENERGIA S.A. y otra s/cobro de regalías”.


    Neuquén, Provincia del c/ Capex S.A. s/ Cobro de regalías


    N. 392, XXXVIII, 16 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Responsabilidad del Estado. Error judicial. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 procede en los juicios en que una Provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Si bien este Ministerio Público en procesos análogos al presente sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  No obstante, si bien podría considerarse configurado el segundo requisito de los enumerados, el actor no ha acreditado, en forma fehaciente, el primero de ellos, o sea, la distinta vecindad que alega, extremo que en estos supuestos resulta esencial.


    González Bellini, Guido Vicente c/ Río Negro, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    G. 848, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Revocación de la donación. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cabe señalar que la competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24 inciso 10 del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Se desprende de los términos de la demanda que el actor peticiona que se revoque una donación con fundamento en normas de derecho común, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito.  En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad del actor respecto de la provincia demandada, el presente proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Bernaldo de Quiros, Mario Cesareo c/ Entre Rios, Provincia de s/ Ordinario


    B. 3319, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Robo. Cónsules. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para promover la competencia originaria de la Corte, en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, resulta indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso.


    S., Barinova s/ Denuncia por robo


    S. 2663, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Servicio público. Mercado eléctrico. Juicios contra el estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub-lite corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que demanda al Estado Nacional y como tercero a una provincia, por lo que, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.  El presente proceso debe tratarse ante los estrados del Tribunal.


    Edesal S.A. c/ Estado Nacional (citada como tercerco Provincia de San Luis) s/ Impugnación de actos administrativos


    E. 137, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Servicio telefónico. Juicios en que es parte una provincia. Telecomunicaciones. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que no basta que una Provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, sino que es necesario, además, examinar la materia sobre la que éste versa, o sea, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria.  El inciso 13 del art. 75 de la Constitución Nacional -la llamada "cláusula comercial"- establece la jurisdicción federal en materia de comercio interprovincial, entendiendo por tal a toda actividad que trascienda los límites territoriales de una provincia y cuyos efectos tengan alcance nacional, por lo que comprende -en lo que aquí nos interesa- todo lo referente a las comunicaciones incluyendo, por lo tanto, el servicio público de telecomunicaciones.  En consecuencia, dado que la pretensión de la actora importa la aplicación y, por ende, la interpretación de normas federales, como ser la ley nacional N° 19.798 de Regulación del Servicio de Telecomunicaciones, en especial, el art. 43, que establece que en estos casos, el gasto estará exclusivamente a cargo del interesado en la ejecución de la obra o servicios, cabe asignar naturaleza federal a la materia del pleito.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Remoción de instalaciones


    B. 1015, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad


    Telecomunicaciones. Tarifa de servicio de telecomunicaciones. Facultades delegadas. Separación de competencias. 


    Fallos 320:1302; 321:1074.


    El remedio federal intentado es admisible, y por ende, fue mal denegado por el a quo, toda vez que se cuestiona una ley provincial bajo la pretensión de ser repugnante a la Constitución Nacional y a otras normas federales y la decisión del superior Tribunal provincial ha sido a favor de la validez de la primera, circunstancia expresamente contemplada en el inciso 2° del artículo 14 de la ley 48 como habilitante de la instancia extraordinaria. De acuerdo con lo expuesto, cuando está en discusión una norma de carácter federal, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de las partes o del a quo.  El Tribunal ha establecido la existencia de las necesarias atribuciones nacionales para la reglamentación de los servicios que excedan el ámbito local e, incluso, de aquellos "aspectos de las actividades interiores" de las provincias susceptibles de menoscabar u obstruir el servicio en estudio, atribuciones éstas que, han sido asumidas tanto por la ley nacional de telecomunicaciones 19.798 como por las diversas disposiciones nacidas como consecuencia de la ley de Reforma del Estado 23.696.  Así pues, la ley 6.073 en cuanto prevé la obligación de la licenciataria de adoptar las medidas técnicas y administrativas tendientes a la emisión de facturas con discriminación de las llamadas realizadas, a solicitud y sin gasto para el usuario, constituye un indebido avance de la Provincia sobre facultades delegadas a la Nación, toda vez que se introduce en la regulación de aspectos relativos al funcionamiento y organización del servicio telefónico de competencia exclusiva del Gobierno Federal, así como también en las facultades atribuidas a los organismos nacionales para autorizar las tarifas y en los modos de facturar tales servicios.  Por lo demás, según la doctrina del Tribunal, el poder de policía local no debe extenderse a los aspectos regulatorios de competencia de la Nación, como lo es, inequívocamente, el de establecer la modalidad de la prestación del servicio telefónico.


    Telefónica Argentina S.A. c/ Provincia de Mendoza


    T. 283, XXXV, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Excepciones procesales


    Cobro de sumas de dinero. Falta de legitimación. Excepción de incompetencia. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El artículo 347, inciso 3°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, por razones de economía procesal y de una más pronta afirmación de la seguridad jurídica, admite el tratamiento de la carencia de la legitimación sustancial en forma previa a la sentencia, en la medida en que resulte manifiesta, así como que la defensa sine actione agit procede cuando alguna de las partes en el litigio no es titular de la relación jurídica que sustenta la pretensión, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento.  Es jurisprudencia de la Corte que para determinar la competencia se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, después, sólo en la medida en que se adecue a ello, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. La única forma de conciliar la prerrogativa jurisdiccional que le otorga el artículo 116 de la Constitución Nacional al Estado Nacional de litigar en el fuero federal, con lo preceptuado por el artículo 117 de dicho texto, respeto de las provincias, es que la causa tramite ante la instancia originaria.


    Castro Zapata, Eladio y otros c/ Jujuy, Provincia de s/ Cobro de pesos


    C. 21, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción de amparo. Aplicación temporal de la ley. Ley provincial. Cuestión de derecho público local. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte que, lo relativo a las facultades de los tribunales provinciales, al alcance de su jurisdicción y a la forma en que ejercen su ministerio escapan a la instancia del art. 14 de la ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias, así como que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir en tercera instancia pronunciamientos equivocados o que el recurrente considere tales en orden a ternas no federales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten en el país, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las leyes.


    Berterame, Néstor Ramón c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ Acción de amparo


    B. 396, XXXVII, 11 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 58, L. XXXV, "Obra Social Bancaria Argentina c/ Banco Municipal de la Plata s/ Ejecución fiscal".


    Banco Sudameris Argentina S.A. c/ Obra Social Bancaria Argentina


    B. 712, XXXVI, 03 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. 


    Bussi, Antonio Domingo c/ Estado Nacional - Congreso de la Nación - Cámara de Diputados s/ Incorporación a la Cámara de diputados


    B. 3770, XXXVIII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 359, L. XXXIV, “Agente Fiscal Dr. Guillermo Massimi - L., Ernesto Adrián s/ Recurso de queja”.


    Agente Fiscal Dr. Guillermo Massimi - L., Ernesto Adrián s/ Recurso de queja


    A. 358, XXXIV, 03 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Publicación periodística. Libertad de prensa. Derecho al honor. Sentencia arbitraria. Apreciación de la prueba. Apartamiento de las constancias de la causa. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Doctrina de la real malicia. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso resulta procedente en los términos del artículo 14 de la ley 48, no obstante que se trate de una acción de responsabilidad civil, en atención a que el tribunal a-quo decidió en forma contraria a las pretensiones del apelante la cuestión constitucional invocada con fundamento en los artículos 14, 17, 18 Y 32 de la Constitución Nacional.  En el caso el fallo no atiende a los citados parámetros, por cuanto la publicación además de identificar muy detalladamente al supuesto implicado, no utiliza el verbo potencial a su respecto, ni atribuye a la fuente mencionada las referencias que hizo del accionante. Por otro lado, el juzgador ignora que sus agravios no están dirigidos a objetar la veracidad de la información en cuanto a la existencia de los hechos investigados, sino a las manifestaciones asertivas vertidas a su respecto por el medio más allá de la información propiamente dicha. Puntualiza que ellas estaban referidas y dirigidas hacia su persona y a su inclusión como participe en la comisión de los ilícitos, conducta asumida por el medio.  Cabe concluir, que no existe discusión en tomo al carácter no veraz de la información o noticia referida al actor identificado con nombre y apellido, al que además se le agrega un alias y una calificación de su conducta. Por lo tanto, sólo queda verificar si ha mediado intencionalidad o se trata de un error que, admite ser excusado en aras de la más amplia protección de la libertad de Prensa.  Por otra parte, respecto de la exigencia de la cita de la fuente, el Alto Tribunal ha sostenido, que el informador, al precisar aquélla, debe dejar en claro el origen de las noticias permitiendo a los lectores atribuirlas al medio específico que las generó. Los particulares resultan beneficiados con tal proceder, porque sus eventuales reclamos podrán ser dirigidos contra aquellos de quienes las noticias realmente emanaron y no contra los que sólo fueron sus canales de difusión. Dicho requisito no fue cumplido en el caso por el demandado, por cuanto si bien se cita la fuente, de ella no se desprenden las imputaciones efectuadas al actor, por lo que tales apreciaciones aparecen como consideraciones propias de la publicación en cuestión.  En efecto para obtener la exención de responsabilidad del informador, la Corte señaló que se exige que éste atribuya directamente la noticia a una fuente identificable y que se transcriba en forma sustancialmente fiel lo manifestado por dicha fuente. De ahí que, conforme lo antes señalado, resulta que el a-quo no atendió a la doctrina de los precedentes referidos, sino que incurrió en manifiesta arbitrariedad al no atender a otra conducta que es dable exigir al medio.  Por otro lado, siguiendo la doctrina de la Corte que cuando se cita la fuente y se utiliza el tiempo potencial del verbo, quien difunde la noticia no se hace cargo de la veracidad de la fuente, no la hace propia ni le agrega fuerza de convicción. De otro modo, el ejercicio del derecho garantizado por los artículos 14 y 32 de la Constitución Nacional estaría sujeto a que la prensa constate previamente y de modo fehaciente la verdad de las manifestaciones de terceros que publica; no se puede pasar por alto que el tiempo potencial está referido a parte de Ia noticia obtenida de la fuente, pero no sucede así con las manifestaciones expresas referidas al accionante, de modo afirmativo, las que no constituyen información, sino opinión, calificación, o adjetivación acerca de los hechos por parte de quien difunde la noticia que surge de la fuente.  Finalmente, la Constitución Nacional, tiene como primario objetivo, la de ser garantía de la plena vigencia de los derechos individuales, los que se encuentran al amparo de cualquier manifestación de poder que tienda a afectarlos, ya sea que provenga ésta de los órganos de autoridad, como de los particulares, objetivo que aparece patentizado a través de la consagración de principios, garantías y medios de defensa. Por ello resulta ajeno al espíritu de la Constitución, y por tanto arbitraria la interpretación que asigna prioritaria protección al interés o derecho patrimonial subyacente en la justificación por la necesidad de llegar antes que otros medios a la publicación de una noticia, por encima de la consecuencia dañosa al honor y dignidad de la persona, que podría y debería haberse resguardado actuando con la prudencia que le era exigible frente al valor o derecho que se hallaba en juego.


    Burlando, Fernando Andrés c/ Diario El Sol de Quilmes s/ Daños y perjuicios


    B. 961, XXXV, 19 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Diferencias salariares. Interpretación de la ley. Inmunidad de jurisdicción. Tribunales arbitrales. Organizaciones internacionales. Denegatoria del recurso. 


    Precedentes de la Corte Suprema en Fallos: 303:533; 304:121; 305:419; 307:354; 308:76; 322:1905; 316:1669; 305:2150 y 320:435.


    La Corte en su precedente declaró la invalidez constitucional del artículo 4° de la ley n° 21.756 por entender que vulneraba el derecho a la jurisdicción amparado por nuestra Constitución Nacional en razón de que, al momento de los hechos, el ente internacional no contaba con procedimientos apropiados para dirimir los conflictos.   Más tarde, la Corte estimó que dicha exigencia encontraba una adecuada satisfacción en el Tribunal Arbitral creado para tales fines, no pudiendo alegarse válidamente privación de justicia toda vez que existía una jurisdicción internacional aceptada por nuestro país, a la que las partes se sometieron de manera voluntaria.   Despejado que existe el mecanismo alternativo para la solución de controversias al que se ha condicionado, el reconocimiento de la inmunidad jurisdiccional inherente a las organizaciones internacionales, los actores persiguen previo cuestionar la prerrogativa reconocida a la co-demandada Comisión Técnica Mixta de Salto Grande por el artículo 4 del Acuerdo Sede, que se revise el laudo obtenido como consecuencia del funcionamiento de aquél.  Los actores se sujetaron sin reserva expresa a un régimen y a una jurisdicción que implica el reconocimiento de la inmunidad, extremo que comporta un acatamiento inequívoco que obsta a su impugnación ulterior con basamento constitucional.    A ello se añade que si bien califican al laudo de errado, confuso y arbitrario, cierto es que tampoco cuestionan al Órgano Arbitral, al que oportunamente acudieron a presentar sus reclamos.  A este respecto, según lo ha destacado la Corte, es válido advertir que tratándose el Acuerdo Sede de un “tratado” en los términos del artículo 2°, inciso 1°, ap. a), de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, no es admisible que se invoquen normas del derecho interno para justificar su incumplimiento, en circunstancias en que no median reparos constitucionales atendibles a su tenor o al de los instrumentos constitutivos del ente.   Finalmente la Corte desechó revisar lo decidido por el Órgano Arbitral, pues ello entra en contradicción con el espíritu de la normal internacional acordada por ambas partes, desde que el tratamiento de las objeciones dirigidas a cuestionar la no aplicación de un determinado régimen normativo, presuponen la existencia de una jurisdicción nacional. La crítica a la decisión de la Cámara de Trabajo que acogió la inmunidad de jurisdicción, con este sentido y alcance, no puede prosperar.   En lo que concierne al agravio por el que la recurrente reprocha falta de congruencia en el pronunciamiento, si bien la alzada avanza hasta dejar sentado que no compete a la justicia nacional revisar lo resuelto en el laudo, lo cierto es que no extiende tal consideración a su fallo, ocasión en la que se limita a hacer lugar a la defensa de inmunidad de jurisdicción interpuesta, sin pronunciarse sobre la procedencia de la acción.


    Galinger, Carlos Alberto y otro c/ Estado Nacional y otro


    G. 17, XXXVIII, 02 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa F. 91, L. XXXVII, “F., María Cristina y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal”.


    C., Mariela del V. y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal


    C. 445, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Inmunidades parlamentarias. Interpretación de la ley. Conflicto de leyes. Voluntad del legislador. Aplicación temporal de la ley. Desafuero. Falta de agravio concreto. Cuestión abstracta. Denegatoria del recurso. 


    En virtud del dictado de la ley 25.320 se modifica el régimen regulatorio de la indemnidad procesal de los legisladores.  Conforme se desprende del artículo 3 del código civil, como principio general, las leyes se aplican a las relaciones y situaciones jurídicas futuras y a las existentes al momento de su entrada en vigencia, quedando excluida su retroactividad, salvo disposición específica en contrario.  En el supuesto de que la nueva ley pudiera afectar la vigencia de "derechos amparados por garantías constitucionales", no debe hacerse pesar sus efectos a las situaciones jurídicas en vías de ejecución y preexistentes a su dictado.  Tiene dicho el Tribunal que la inmunidad no pertenece al legislador sino al cuerpo que integra, y es este último, el habilitado para regularla; ya sea mediante el procedimiento del desafuero o de este modo, mediante una norma de alcance general; siempre y cuando la ley que se dicte no se oponga a los principios constitucionales que rigen la materia.  Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte según la cual la nulidad procesal requiere de un perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede su declaración en el solo interés del formal cumplimiento de la ley, ya que resulta inaceptable la declaración de una nulidad por la nulidad misma.  Como es doctrina de la Corte, la primera regla para la interpretación de las normas es dar pleno efecto a la intención del legislador y la primera fuente para mostrar esa intención es, precisamente, la letra de la ley, que los jueces no deben sustituir por su propio criterio so color de hermenéutica.  En este sentido, concluir que si el artículo declara como "no restrictiva de la libertad" a la indagatoria, interpretar que el dictado del procesamiento sí lo sería, implica desnaturalizar el texto legal.   En efecto, mediante la inclusión en el artículo de la frase que resaltara, el legislador ha querido compendiar todos los otros actos esenciales del proceso penal, para no tener que hacer expresa referencia a cada uno de ellos. Es decir, ante la imputación de un delito a una persona que goza de inmunidad, el proceso penal debe discurrir sin interrupciones, con una excepción: el llamado a prestar declaración indagatoria, en algunos casos, no acarreará las consecuencias que, normalmente, trae aparejado.   Todos los demás actos: la requisitoria fiscal, el auto de procesamiento, el requerimiento y el auto de elevación a juicio, el debate oral, la acusación y, finalmente, la sentencia misma, pueden ser realizados pues no vulneran los fueros de la persona sometida a proceso.   Esta salvedad respecto de la citación a declarar en indagatoria tiene un sentido que concuerda plenamente con las disposiciones constitucionales que rigen la cuestión y permiten una interpretación literal de la ley que no fuerza su contenido.  Por otra parte, la Ley de Fueros indica que el llamado a prestar indagatoria es admisible pero cuando el imputado no concurra, no debe ordenarse su captura sino únicamente dar aviso al órgano respectivo a los efectos de su desafuero.  El dictado de la ley 25.320 resguarda debidamente la libertad de fueros, ya que, por un lado, permite que el proceso penal se desenvuelva normalmente, sin que el legislador, magistrado o funcionario que podría encontrarse implicado vea innecesariamente impedido el normal ejercicio de las tareas para las que ha sido designado y, por el otro, se mantiene el principio constitucional de inmunidad de arresto y se protege más firmemente su domicilio, correspondencia y comunicaciones telefónicas. Así las cosas, de la ley mencionada se infiere que los magistrados están facultados para dictar el procesamiento, sin necesidad de obtener previamente el desafuero del recurrente.


    Agente Fiscal Dr. Guillermo Massimi - L., Ernesto Adrián s/ Recurso de queja


    A. 359, XXXIV, 03 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Interpretación de sentencias. Competencia de la Corte Suprema. 


    Son los miembros de la Corte Suprema, en su carácter de intérprete máximo y final de sus propios dichos, a quienes compete expedirse en el problema, dado que la Procuración General de la Nación no tuvo opinión consonante en el anterior pronunciamiento del Alto Tribunal en la causa.


    Ruberto, Guillermo Miguel c/ Levame, Juan Carlos y otros


    R. 597, XXXVII, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Tribunal de enjuiciamiento. Enjuiciamiento de magistrados. Resoluciones irrecurribles. Debido proceso. Defensa en juicio. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al precedente de la Corte “Nicosia”, Fallos: 316:2940.


    Corresponde establecer si la interpretación jurisprudencial ha perdido vigencia para el caso, merced al cambio sustancial que el instituto ha sufrido luego de la reforma de 1994, que excluyó a los jueces de los tribunales inferiores de la Nación del juicio político en el que intervienen ambas cámaras del Congreso de la Nación (artículos 53, 59 Y 60), Y habilitó para ello al jurado de enjuiciamiento, cuyo fallo es irrecurrible (artículo 115).  A partir de esa discusión en el seno de la Convención, que constituye un valioso antecedente para el intérprete a fin determinar el alcance de las normas sancionadas es posible afirmar como principio, que la irrecurribilidad prevista en el artículo 115 de la ley fundamental no ha vedado la muy excepcional y restrictiva revisión judicial que, de conformidad con lo entonces dictaminado por la Procuración General de la Nación, la Corte estableció para el ámbito nacional al dictar sentencia “Nicosia". Claro que esa limitada inspección en modo alguno podrá sustituir el criterio del jurado en cuanto a lo sustancial del enjuiciamiento, es decir el juicio sobre la "conducta" de los jueces, aspecto ajeno a la competencia de la Corte, a la que sí corresponderá el eventual examen sobre si en el proceso respectivo existió alguna violación a la garantía de defensa en juicio.   La Corte en ese precedente,  interpretó que desde el punto de vista sustancial, nada obsta a que el senado de la Nación constituido en “tribunal”, sea equiparado a “tribunal de justicia”, a los fines del recurso extraordinario. Para ello invocó los términos de los artículos 51 y 52 de la Constitución Nacional (actuales 59 y 60), en tanto hacen referencia a que corresponde al Senado “juzgar” en “juicio público” a los “acusados” por la Cámara de Diputados, culminando el proceso mediante sus“fallos”.   Estas pautas de interpretación mantienen vigencia para el caso de autos,  pues entre las atribuciones análogas que se han reconocido al consejo de la magistratura se encuentra la de decidir la "apertura del procedimiento" de remoción de magistrados y formular la "acusación" correspondiente (artículo 114, inciso 5°), mientras que el jurado de enjuiciamiento también culmina el proceso con su "fallo" (artículo 115, segundo párrafo).  Este temperamento es el que mejor armoniza con el principio de igualdad ante la ley que reconoce el artículo 16 de la Constitución Nacional, pues de otro modo los magistrados nacionales cuyo proceso de destitución continúa a cargo del Senado (artículo 53 y 59), contarían con la posibilidad de recurrir ante la Corte en atención a que no se ha introducido cláusula alguna de irrecurribilidad para estos casos, mientras que a los titulares de los tribunales inferiores se les impediría el acceso a esa revisión judicial.   De no seguirse la posición que se propone, también se presentaría un tratamiento desigual entre los jueces de los tribunales inferiores de la Nación y los funcionarios y magistrados provinciales cuya destitución es resuelta mediante juicio político o enjuiciamiento, pues aún cuando el derecho público local prevé en muchos casos la irrecurribilidad de los respectivos fallos, es criterio de la Corte a partir del precedente  “Graffigna Latino”,  que procede la apelación extraordinaria cuando la parte interesada invoca la violación del debido proceso.  El alcance de la irrecurribilidad previste en el segundo párrafo del artículo 115 de la Constitución Nacional, debe considerarse referido a la valoración de los aspectos sustanciales del enjuiciamiento, es decir, si la conducta del magistrado acusado encuadra en las causales del artículo 53.   La Corte afirmó en “Nicosia”, que la Constitución es garante al acusado, hasta cierto punto, la libertad de la defensa, evitando que sea juzgado sin conocimiento completo del asunto y parcialmente; se concluyó que, no obstante ello, la naturaleza de un procedimiento como el presente “nunca puede trabarse por reglas tan estrictas, ya en la explicación minuciosa de las ofensas por los acusadores, ya en su interpretación por los jueces, de manera que en los casos comunes sirvan para limitar la discreción de los tribunales en favor de la seguridad personal”.   La Corte concluyó que deben observarse los requisitos vinculados a la esencia y validez de todo juicio: el de defensa, inexcusablemente inviolable, y que la intervención de los jueces en esos casos debe ser, además de excepcional, adecuada a las particularidades del enjuiciamiento político.   Los planteos del apelante resultan insuficientes para demostrar en forma nítida, inequívoca y concluyente que en el proceso de remoción haya existido afectación grave a las reglas del debido proceso.   En cuanto a la falta de congruencia,  el planteo deviene improcedente porque la acusación hizo expresa referencia, dentro de la imputación vinculada con la conducta posterior al accidente, al intento de eludir el autor su responsabilidad y obstaculizar la investigación   La fundamentación de este gravamen desatiende las especiales características que la Corte ha reconocido para un proceso de esta naturaleza,  no pueden exigirse reglas “tan estrictas, ya sea en la explicación minuciosa de las ofensas por los acusadores, ya en su interpretación por los jueces…”. En consonancia con este criterio, el artículo 53 del Reglamento Procesal del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrado de la Nación, de aplicación al caso por sobre el Código Procesal Penal de la Nación (artículo 26, inciso 8, de la ley 24.937), prevé que el jurado “apreciará las pruebas conforme con la naturaleza del proceso de remoción (artículo 53 y 115 de la Constitución Nacional)”, norma específica en la que se ha fundado la valoración en este proceso. Es posible concluir que si la defensa omitió en la etapa procesal oportuna ofrecer las pruebas que hacían a su derecho y de cuya ausencia ahora se agravia, la invocada afectación de la garantía constitucional del debido proceso que ampara al magistrado enjuiciado, resulta insusceptible de ser ahora tutelada a través del remedio federal, pues ello obedece a la discrecionalidad de su propia conducta.   Con respecto a la inadmisibilidad de actuaciones nulas que articuló la defensa al contestar la acusación y cuyo tratamiento el jurado había diferido para la discusión final, el agravio del apelante también resulta infundado al haber omitido refutar el argumento volcado  en la sentencia para rechazar  el planteo, esto es, que la “nulidad de un proceso no implica, necesariamente, la nulidad de cada uno de los actos que lo integran”.   No puede prosperar la impugnación genéricamente referida a la incorporación por lectura de declaraciones, tal conclusión no sólo es por la insuficiente fundamentación, sino también por tratarse de actuaciones que se hallaban formal y oportunamente ingresadas como prueba al proceso, lo cual habilitó la consideración de sus constancias, sino también en razón de las pautas que rigen su apreciación. A tales circunstancias, cabe agregar que la objeción remite, al examen de cuestiones de hecho y prueba, materia que, como regla y por naturaleza, resulta ajena a la instancia extraordinaria.   Con respecto a la imputación de cargos contradictorios y excluyentes, ésta adolece de insuficiente fundamentación.  El apelante no ha podido refutar los fundamentos expuestos en la sentencia.


    B., Victor Hermes s/ Pedido de enjuiciamiento


    B. 450, XXXVI, 01 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Reajuste jubilatorio. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien las cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del artículo 14 de la ley 48, excepcionalmente debe habilitarse dicha instancia cuando media denegatoria del fuero federal.  El actor ha iniciado su demanda estando en vigencia el convenio de transferencia del sistema previsional provincial a la Nación, el que es plenamente aplicable al caso por cuanto la pretensión esgrimida por el actor compromete intereses por él regidos.


    Moyano, Agustín Duval c/ Ex Caja de Jubilaciones y Pensiones hoy Unidad de Control Previsional s/ A.P.A.


    M. 172, XXXVII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Remisión al dictamen de la causa C. 811, L. XXXV.


    Consejo Profesional de Agrimensura de la provincia de Buenos Aires s/ Artículo 32 de la Ley 24.521


    C. 794, XXXV, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen y fallos de la causa O. 59; L. XXXVIII, “Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo”.


    Pizzi, Marcelo Daniel c/ Ministerio de Salud de la Nación y otros s/ Amparo


    COMP. 418, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia por la materia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión a los dictámenes de las causas C. 755; L. XXXVIII, “Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Amparo” y C. 1840; L. XXXVIII, “Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo”.


    Mendez, María Teresa y otro c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo


    M. 2255, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Discrepancia del recurrente. Cuestión de derecho público local. Inadmisibilidad del recurso. 


    La sentencia recurrida no importa un pronunciamiento contrario a los derechos que representa la amparista, sino sobre la improcedencia formal de la acción instaurada para poner en debate el respeto a esos derechos, ni existe, en consecuencia, gravedad institucional que justifique prescindir del requisito de sentencia definitiva, previsto por el art. 14 de la ley 48.  Los agravios que se vinculan con las facultades provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio, materia que se encuentra reglada por la Constitución y leyes locales, escapan a la instancia del recurso extraordinario federal, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, sin que, en el sub lite, corresponda apartarse de este principio, toda vez que el Superior Tribunal local ha expuesto suficientes razones de hecho y de derecho que, acuerdan sustento bastante a su decisión y lo ponen a resguardo de la tacha de arbitrariedad invocada, por otra parte, los agravios del apelante sólo traducen su desacuerdo con el criterio interpretativo adoptado con respecto a normas de Derecho Público local,  en aspectos que son extraños al recurso extraordinario y dicho remedio no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que le son privativas, ni corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen de tales .


    Asociación Neuquina de Discapacitados y Disminuidos Físicos Motores c/ Municipalidad de Neuquén y otros s/ Acción de amparo


    A. 549, XXXV, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Interpretación y aplicación de la ley. Gravamen irreparable. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien es cierto que la Corte ha sostenido la ausencia de carácter definitivo de los fallos dictados en procesos de amparo, ha reconocido que ello no obsta para admitir la procedencia del remedio federal cuando lo resuelto causa un agravio de difícil o imposible reparación ulterior. En estos supuestos, resulta particularmente necesario que el recurrente demuestre que el pronunciamiento impugnado posee carácter definitivo, en el sentido de que el agravio alegado es de insuficiente o tardía reparación o porque no habría posibilidad en adelante - o ésta sería inoportuna – para volver sobre lo resuelto.   La Corte ha sustentado la tesis de que la exclusión del amparo por la existencia de otros recursos no puede fundarse en una apreciación ritual, toda vez que la institución en sí tiene por objeto una efectiva protección de derechos, más que una ordenación o resguardo de competencias.  La Corte también dijo que cuando en el recurso extraordinario se cuestiona la inteligencia de disposiciones federales y se formulan agravios que tienen cabida en la doctrina de la arbitrariedad corresponde, en principio, considerar en primer término esa tacha, puesto que, de existir, los demás agravios se tornarían abstractos en razón de la descalificación de la sentencia como acto jurisdiccional. En rigor, no habría sentencia propiamente dicha.  Siempre que la garantía de defensa se lesione y la interpretación que se esgrima transgreda los principios fundamentales o cause indefensión, la sentencia recaída será descalificable por el carril de la arbitrariedad. Por medio de esta doctrina se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.


    Cooperativa de Trabajo Fast Limitada c/ Estado Nacional  Poder Ejecutivo de la Nación Decreto 1.002/99


    C. 618, XXXVI, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 395; L. XXXVI, “Volkswagen S.A. de Ahorro para Fines Determinados c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Plan Ovalo S.A. de ahorro para fines determinados c/ Salta, Provincia de s/ Acción declarativa


    P. 708, XXXVI, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia por la persona. Competencia por la materia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 755; L. XXXVIII, “Chiodi, Carlos A. y otros c/ Salta, Provincia de y otro s/ Acción de amparo” y al dictamen de la causa C. 1840; L. XXXVIII, “Costa, Norberto R. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo”.


    Remy Silveyra de Usandivaras, Isabel María c/ Salta, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción de amparo


    R. 1553, XXXVIII, 19 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Precedente "Flores" 315: 2157.


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan en principio la apertura del recurso extraordinario, toda vez que no constituyen sentencia definitiva, salvo que haya denegatoria del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada afecta de manera no susceptible de reparación ulterior un específico privilegio federal.  Este último supuesto es el que se presenta cuando la resolución que se impugna, al rechazar el planteo de incompetencia, priva a una provincia de litigar ante la Corte en instancia originaria, de conformidad con los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional.  Con respecto a la cuestión de competencia, la sentencia recurrida carece de fundamento suficiente y, por ende, debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido, por no ser derivación razonada del derecho vigente, toda vez que aplica normas de carácter adjetivo – artículos 4, 16 y 18 de la ley 16.986- para fundar la competencia de la justicia federal, en detrimento de lo establecido por el artículo 117 de la Constitución Nacional y de la garantía del juez natural.  Al respecto, la competencia originaria de la Corte, constituye una prerrogativa constitucional y de orden público asignada exclusivamente a las provincias y sólo prorrogable por ellas a favor de los tribunales inferiores de la Nación en los casos previstos en el precedente de referencia.   Asimismo, dicha competencia originaria no es susceptible de ser ampliada, restringida ni modificada por normas legales.   A su vez, el principal motivo por el cual el constituyente estableció la competencia originaria de la Corte Suprema para entender en los asuntos en que una provincia es parte, fue el de otorgarles una suerte de prerrogativa o privilegio con fundamento en la condición de Estado que tiene cada una de ellas, es decir, en atención a su alta investidura, por lo que quedan sometidas al Tribunal que ellas mismas crearon al constituirse la Nación.   Por otra parte, es dable advertir que las Provincias sólo pueden ser demandadas ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, de conformidad con el artículo 117 de la Constitución Nacional o, en su defecto, ante sus propios jueces, según lo establecen los artículos 121, 122, 124 y concordantes de la Ley Fundamental.   En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, dado que son demandados una Provincia y el Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Municipalidad de San Rafael c/ Estado Nacional Argentino y Gobierno de la Provincia de Mendoza s/ Acción de Amparo


    M. 816, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Resoluciones equiparables a definitiva. Procedencia del recurso. Ejecución fiscal. Alumbrado, barrido y limpieza. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan, en principio, la apertura del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48, toda vez que no constituyen sentencia defInitiva, salvo que medie denegatoria del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada afecta, de manera no susceptible de reparación ulterior, un específico privilegio federal.  Este último supuesto es el que se presenta en el proceso, en tanto la sentencia impugnada obliga a la Provincia a estar en juicio ante la Justicia Nacional en lo Civil, privandola, de esta forma, de litigar en la instancia originaria de la Corte, la cual constituye una prerrogativa constitucional y de orden público, asignada exclusivamente a los Estados locales y sólo prorrogable por ellos a favor de los tribunales inferiores de la Nación en los casos previstos in re "Flores".  Se configura el supuesto del art. 14, inc. 3°, de la ley 48, circunstancia que permite la habilitación del recurso extraordinario.  Al promover el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires ejecución fiscal contra otra provincia, a fin de obtener el pago de contribuciones e impuestos, la materia debatida se encuentra regida por el derecho público local de la Ciudad.  Si en el pleito es parte una provincia, ella sólo puede ser demandada ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en tanto así lo establece el art. 117 de la Constitución Nacional o, en su defecto, ante sus propios jueces, según lo dispuesto por los arts. 121, 122 y concordantes de la Ley Fundamental.  No deberían remitirse las actuaciones a la Justicia local, por cuanto se violaría el art. 129 de la Constitución Nacional, que inviste a la Ciudad de Buenos Aires de un régimen de gobierno autónomo con facultades propias de jurisdicción.  A fin de salvaguardar los intereses de la Ciudad y toda vez que la Corte constituye el fuero natural de las provincias argentinas, el proceso debe tramitarse ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Chubut, Casa de la Provincia del s/ Ejecución fiscal


    G. 857, XXXVI, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Delitos contra el honor. Inmunidades paralamentarias. Igualdad ante la ley. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El thema decidendum se centra en determinar si la inmunidad de opinión de la que gozan los legisladores resulta extensible a los ministros del Poder Ejecutivo en las ocasiones en que se presentan ante el Congreso por motu propio (artículo 106) o ante la convocatoria de alguna de las cámaras.   Si bien es cierto que la interpretación semántica de los términos de la norma -que la querella, alegando la univocidad de su redacción, postula como único método interpretativo- debe tenerse en consideración en la tarea exegética, no resulta prudente detenerse sólo en ella cuando esta perspectiva podría menoscabar el funcionamiento de las instituciones del Estado en la consecución del bien común.  Así, se ha dicho que las normas correctamente redactadas con acuerdo a la gramática, la semántica y la lógica, pueden, de todas formas, resultar oscuras frente a la compleja realidad de la conducta regulada y que la misión judicial no se agota con la remisión a la letra de la ley, toda vez que los jueces, en cuanto servidores del derecho para la realización de la justicia, no pueden prescindir de la ratio legis y del espíritu de la norma.  Tiene dicho el Tribunal, que resulta fundamental en la interpretación constitucional, su estudio como un conjunto armónico dentro del cual cada una de sus disposiciones ha de interpretarse de acuerdo con el contenido de las demás, de manera que sus limitaciones no lleguen a trabar el eficaz ejercicio de los poderes atribuidos al Estado a efectos del cumplimiento de sus fines del modo más beneficioso para la comunidad.  El Tribunal tiene establecido desde antiguo que las inmunidades parlamentarias no contemplan a las personas, sino que son una garantía al libre ejercicio de la función legislativa para mantener la integridad de los poderes del Estado, pues no otorgan beneficios a individuos concretos sino en la medida en que éstos han sido designados para proveer a la República de las leyes que han de regirla.  De tal forma que la llamada "inmunidad de opinión" se erige como el privilegio que actúa más directamente y con mayor efectividad en la obtención de aquellos fines.  Resulta evidente que el ministro se encuentra en una situación análoga a la de los legisladores. Por un lado, la cámara de diputados puede promover en su contra el procedimiento de juicio político (artículo 53), y además, puede ser removido por el Presidente de la Nación, quien ni siquiera debe invocar los motivos de su decisión (artículo 99 inciso 7°).  Es doctrina del Tribunal que la garantía que consagra el artículo 16 de la Constitución Nacional consiste en aplicar la ley a todos los casos, según sus diferencias constitutivas, de tal suerte que no es la igualdad absoluta o rígida la que se aplica, sino la igualdad para todos los casos idénticos, que importa la prohibición de establecer excepciones que excluyan a unos de lo que se concede a otros en las mismas circunstancias.  En consecuencia, el mero hecho de que exista una distinción o discriminación no basta por sí solo para declarar que una disposición viola esta garantía, sino que es indispensable, además, que las diferentes repercusiones de la norma se basen en una diferencia irrazonable o arbitraria.  Ahora bien, en base a estos principios, no parece una "diferencia irrazonable" admitir que los ministros del poder ejecutivo, cuando concurren a las cámaras legislativas, puedan gozar de este privilegio teniendo en cuenta que éstos, por definición constitucional, participan en la formación de las leyes (artículo 99 inciso 3).


    C., Domingo Felipe s/ Recurso de casación


    C. 878, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Demanda. Acción de inconstitucionalidad. Regalías hidroeléctricas. Juicios en que es parte una provincia. Convenios interprovinciales. Interpretación de la ley. Decretos. Finalidad de la ley. Control de razonabilidad. Rechazo de la demanda. 


    La solución debe provenir de acuerdos que alcancen las provincias involucradas, en los que contemplen todas las cuestiones señaladas, así como las consecuencias -positivas y negativas- que produce el aprovechamiento hidroeléctrico en el territorio de cada Estado, claro está que teniendo como parámetro las exigencias de la disposición legal, esto es, que en el caso de fuentes hidroeléctricas que se encuentren en ríos limítrofes entre provincias o que atraviesen a más de una de ellas, la distribución debe ser equitativa y racional; sólo en ausencia de tales acuerdos que satisfagan las posiciones de cada parte, podrá el Gobierno Federal adoptar una fórmula razonable de distribución que respete el espíritu de la ley y que, además, en el caso de ríos internacionales, contemple su incidencia en las relaciones exteriores.   Es jurisprudencia de la Corte que un decreto reglamentario que desconoce o restringe irrazonablemente derechos que la ley reglamentada otorga, o de cualquier modo subvierte su espíritu y finalidad, contraría la jerarquía normativa y configura un exceso en el ejercicio de las atribuciones que la propia Constitución concede al Poder Ejecutivo. Sin embargo, también ha sostenido el Tribunal que la conformidad que debe guardar un decreto respecto de la ley no consiste en una coincidencia textual entre ambas normas, sino de espíritu y que, en general, no vulneran el principio establecido en el art. 99, inciso 2° de la Ley Fundamental, los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada.   Sobre la base de tales principios y de las consideraciones expuestas, el decreto impugnado no trasgrede los límites impuestos por la Constitución Nacional al ejercicio de la potestad reglamentaria del Poder Ejecutivo, en la medida que constituye una reglamentación razonable, que no vulnera el espíritu del art. 43 de la ley 15.336, modificada por la 24.164.   La elección del criterio que adoptó el Poder Ejecutivo Nacional para distribuir la regalías en el caso de aprovechamientos hidroeléctricos binacionales -la ubicación de la fuente hidroeléctrica- se funda no sólo en pautas técnicas, admitidas por especialistas y estudiosos del tema, sino también en una razonable interpretación del mandato legal, que armoniza con las otras disposiciones de la norma, circunstancia que también debe ponderarse, de acuerdo con la doctrina de la Corte, a tenor de la cual la interpretación de las leyes debe ser armónicas, atender a todas sus disposiciones y evitar darles un sentido que destruya las unas y las otras, dado que no cabe suponer inconsecuencia o falta de previsión en el Legislador.   La regulación del sistema eléctrico instituido por la mencionada ley especifica que la “energía de las caídas de agua”, es una cosa jurídicamente distinta del agua y del lecho (art. 5) y que en las concesiones para el aprovechamiento de las fuentes de energía hidroeléctrica de jurisdicción nacional, deberá prever el canon que abonará el concesionario en concepto de regalías por el uso de la fuente (art. 15, inc. 9).   Dicho criterio concuerda con el utilizado por el Derecho de Gentes para aprovechamientos de estas características, siguiendo el principio de la equitable utilization, circunstancia que coadyuva a otorgarle razonabilidad a la reglamentación efectuada por el Poder Ejecutivo Nacional.


    Chaco, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa


    C. 90, XXXI, 18 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 570, L. XXXVII, “A.F.I.P. c/ Atahualpa SRL por ejecución fiscal".


    AFIP c/ Atahualpa S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    A. 8, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa O. 65; L. XXXVIII, “Obra Social Para La Actividad Docente c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Obra Social Para La Actividad Docente (OSPLAD) c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 495, XXXVIII, 31 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa O.39; L. XXXVII, "Obra Social para la Actividad Docente c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Obra Social Para La Actividad Docente (OSPLAD) c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 494, XXXVIII, 31 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa R. 418; L. XXXVII, “Rodríguez, Roberto Ramón c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Sumario”.


    Al resultar demandada una Provincia, en una causa civil, por un vecino de otra jurisdicción territorial, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, según los artículos 116 y 117 de la Constitución nacional y 24 inciso 1° del Decreto Ley 1285/58.


    Lang, Silvia Ruth c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Cobro de pesos


    L. 947, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa E. 423; L. XXXVIII, “Embotelladoras del Atlántico S.A. c/ San Juan, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Embotelladora del Atlántico S.A. (EDASA) c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 424, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


     

  


  
    Capítulo V


    Derecho Laboral


    Contienda negativa de competencia


    Accidentes de trabajo. Indemnización por accidente de trabajo. Archivo del expediente. 


    A los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer término la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, solo en la medida en que se adecue a ellos el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  Al no haberse provisto razones por las que deba obviarse la actuación de las comisiones, ni acreditado la actora haber dado cumplimiento con la mencionada tramitación, en este contexto procesal, deviene abstracta la cuestión de competencia suscitada; y por ende no cabe ahora abrir juicio sobre la instancia judicial que oportunamente pueda seguirse.


    Chocobar de Martínez, Juana c/ Provincia Aseguradora de Riesgos S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 1328, XXXVII, 13 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Diferencias salariales. Competencia laboral. 


    Cuestión análoga a los fallos de las causas Comp. 421, L. XXXV, “Galli, Alberto y otro c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios s/ Diferencias de salarios” y Comp. 622, L. XXXV, “Peralta, Juan José c/ ISSB  Instituto de servicios Sociales Bancarios”, Fallos 323: 153 y 475.


    Fetter, María Cristina y otros c/ SOPLAD Obra Social para la Actividad Docente


    COMP. 2009, XXXVII, 13 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Policía federal. Liquidación de haberes. Juicios contra el Estado. Competencia previsional. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa “Rezk, Sergio Rubén c/ M.E.O.S.P. s/ Proceso de conocimiento”.


    Acuña, Pedro Javier c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 616, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Accidentes de trabajo. Daños y perjuicios. Indemnización por accidente de trabajo. Ley sobre riesgos del trabajo. Asegurador por riesgos del trabajo. Competencia laboral. 


    Remisión a Fallos: 321:1865; 322:456 y doctrina de la causa Comp. 38, L. XXXIII, “Yuste, Néstor Adrián c/ Agrojumbo S.A. s/ Ordinario”.


    Arce, Juan Andrés c/ Municipalidad de Chimbas y otra s/ Accidente de trabajo (Artículo 1.113)


    COMP. 122, XXXVIII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Muerte del cónyuge. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 62, L. XXXV, “Torres, Martin Alejandro c/ Carrascosa, Aldo s/ Autorización para firmar carta poder – hoy ordinario”. Resuelta de conformidad por la Corte Suprema.


    F., Alejandra Isabel c/ S. Nélida Rosa Del Valle s/ Accidente de trabajo


    COMP. 112, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Accidentes de trabajo. Incapacidad laboral. Competencia federal. 


    La determinación de la responsabilidad que le cabe al empleador presunto infractor de lo previsto por el artículo 23, inciso 1°, y 32, inciso 3°, se encuentra enraizada en el marco administrativo, el cual establece la actuación de órganos federales.  En efecto, la Corte tiene dicho que la responsabilidad administrativo-jurisdiccional del sistema de la L.R.T. y el decreto 717/96, en los aspectos que atañen de modo general a los riesgos del trabajo, ha sido depositada, en organismos de orden federal.


    Barboza, Raúl Carmelo c/ Municipalidad de Famailla y otro s/ Cobro ordinario de pesos


    COMP. 161, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


     


    Indemnización por clientela


    Empleador. Trabajador. Empleo no registrado. 


    Queda en claro que la discusión relativa a la índole de tareas desempeñadas por el actor comprende el periodo posterior a junio de 1994. En ese cuadro, vale memorar que, según el reiterado decir de la Corte, los asuntos entre empleados y empleadores que emanan de la relación de trabajo, debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, no dan lugar, por sus extremos de hecho, prueba, derecho, común y procesal, a la vía establecida en el artículo 14 de la ley n° 48. Ello es así, máxime en circunstancias que se exponen sobre el tema motivaciones de hecho y de derecho no federal que, más allá de su acierto o error, acuerdan basamento jurídico a lo resuelto y descartan toda posible descalificación de la sentencia.  Y es que, en el sub examine, la muy genérica critica de la apelante que en rigor, viene a reiterar en buena medida lo expresado previamente, desplegada en el excepcional ámbito de la doctrina sobre sentencias arbitrarias, no alcanza en sustancia a conmover el criterio de la a quo -con la disidencia parcial de uno de sus integrantes- en orden a que el actor no logró acreditar, a partir de junio de 1994, la concreción habitual y principal de operaciones de venta fuera de la órbita de la empresa; ni tampoco -en alguno de los casos, inclusive, sin disidencias- su falta de derecho al cobro de conceptos tales como comisiones, indemnizaciones de la ley n° 24.013, valor de un vehículo, etc.. Todo lo anterior expuesto en un plano en el que se juzgó no determinante la eventual percepción de comisiones, en ausencia de la puntual y concreta acreditación del carácter de viajante de comercio.  En un orden similar vale decir que, también fracasa la actora en su empeño por acreditar los agravios relativos a la fecha de despido, rubros emergentes de la ley n° 24.013 y comisiones prescriptas, en tanto que sus críticas, en el marco indicado, no exceden la mera discrepancia con lo resuelto, extremo al que se añade que, en tanto el reclamo sobre comisiones impagas versa -a juicio de la Sala- sobre créditos anteriores a junio/94, pues, tratándose de una prescripción bianual como la prevista en el artículo 256 de la Ley de Contrato de Trabajo, ya había acaecido a la fecha de remisión de la misma.  Finalmente, cabe señalar que la a quo asintió a la remuneración del actor incluyendo el complemento "en negro", con apoyo en que la accionada no impugnó la decisión del inferior que aceptó la existencia de esos pagos marginales y que con prescindencia de la falta de precisiones en torno a las comisiones percibidas por única vez a que alude el apelante, lo cierto es que la sentenciadora desechó el rubro con sustento en la falta de prueba del derecho a la comisión, extremo que torna inoficioso, en el punto el agravio de la quejosa.


    Perino, Víctor Ángel Ernesto c/ DATCO S.A.


    P. 412, XXXVII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Jubilación por invalidez


    Pensiones. Antigüedad. Régimen jubilatorio. Derecho constitucional a los beneficios de la seguridad social. Derecho de propiedad. Revocación de sentencia. 


    Dado que resulta obvio el motivo por el cuál esta prestación está contemplada en el régimen previsional, solo cabe señalar -que, salvo en ciertos casos aislados que exigían cierto lapso como afiliado como parte del sistema-, ella se defería quien se incapacitara, maguer su edad y antigüedad laboral, siendo la mayor edad una circunstancia que lo favorecía en cuanto se le otorgaba en forma definitiva  de la ley 18.037.  Cabe, entonces, dilucidar si el límite máximo de edad para acceder a ella impuesto por la norma impugnada, resulta contrario a los principios básicos de la materia y violatorio de las garantías constitucionales que señala la apelante en las presentaciones señaladas.  Cabe a esta disposición similar reproche que a la examinada anteriormente. Ello es así, en virtud de que la diferencia que establece entre afiliados por razón de la edad que deben dejar de prestar servicios por incapacitarse para continuarlos, se muestra como ilógica, en tanto importa una sanción a quien, por haber cumplido 65 años, no sólo se encuentra obligado a percibir un haber jubilatorio notoriamente menor, sino igualmente a perder el derecho a cobrarlo en caso de ser titular de una pensión derivada y ver, además, que sus aportes tampoco le permiten mejorar esta última prestación, circunstancias las dos primeras por lo menos, que no sufriría si, tuviera una edad menor a la señalada.  La sola enumeración de las diferentes consecuencias que trae aparejada la aplicación de esta norma respecto de afiliados que se hallan en igualdad de condiciones, sumado al hecho que las más graves recaen sobre quienes se supone están más necesitados de protección, demuestra claramente, que de ella surge una inequidad solamente motivada, por un equivocado afán de protección financiera del sistema, circunstancia que, no resulta ética ni jurídicamente sostenible.  Sin perjuicio de lo expuesto, entre el contenido de las disposiciones cuya invalidez propugno, y el contexto de la ley en que están insertas, es dable advertir una "contradictio legis ~, pues, mientras ésta establece que el desempeño de cualquier actividad se halla sujeto obligatoriamente al pago de aportes al respectivo organismo, por otra parte aquéllas pueden llegar a privar a tales servicios de la virtud de generar antigüedad a los fines jubilatorios. Tal esterilización de tareas que posen un objeto lícito, aparece desprovista  de causa legitimante, ya que las disposiciones que la imponen dejan de ser ordenamientos razonables para mutarse en actos de pura potestad que los hace, a mi entender, inconciliables con un régimen de derecho y. por ende, también vulneratorios de los derechos de la seguridad social integral e irrenunciable asegurados por el artículo 14 de la Constitución Nacional, y de los de propiedad que ampara el artículo 17.  El principio de la solidaridad que informa el sistema previsional y que justifica exigir aportes aunque no se tenga acceso a una  prestación, se refiere al supuesto de que esa privación resulte de circunstancias personales del afiliado, como son, por ejemplo, la falta de edad o de años de servicios exigibles para obtenerla. Pero tal principio, no es invocable para cohonestar la validez de normas que privan a los  afiliados de ventajas que adquirieron lícitamente.


    Gónzalez, Nilda Emma c/ ANSES s/ Edad avanzada


    G. 197, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Queja por apelación denegada


    Despido. Competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    La providencia que se ataca no satisface el carácter de "definitiva" que exige el artículo 14 de la ley 48. Ello es así, toda vez que la misma sólo difiere para su oportunidad en los términos del artículo 110 de la L.O., el tratamiento de la apelación; y máxime cuando ésta se dedujo contra una resolución que decidió un planteo de competencia sin denegar el fuero federal. Aquél defecto, no se suple con la alegación de arbitrariedad o de desconocimiento de garantías constitucionales.


    Lage, Mirta c/ Coordinación General de Entes Liquidados s/ Despido


    L. 475, XXXVII, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Contrato de trabajo- Transferencia del personal. Reubicación del trabajador. Comisiones por reencasillamiento. DGI. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Mediante el decreto 507/93, el Poder Ejecutivo Nacional asignó a la DGI las funciones de recaudación, fiscalización y ejecución judicial de los recursos de la seguridad social que hasta ese momento estaban a cargo de la Administración Nacional de la Seguridad Social y, entre otras medidas tendientes a lograr tal fin, dispuso que el personal de esta última, asignado a dichas funciones, así como el afectado a tareas de apoyo administrativo, sea reubicado en la DGI, por el término de ciento ochenta días, prorrogable automáticamente por igual lapso, en cuyo transcurso operaria su incorporación definitiva.  Asimismo, se determinó que la incorporación definitiva del personal transferido se produciría en los niveles escalafonarios y funciones del ordenamiento vigente en el nuevo organismo, conforme al procedimiento que se lo facultó a dictar, atendiendo a las tareas que se hubieren asignado a ese personal y se previó que, a partir de aquel momento, quedaría sujeto de pleno derecho a las condiciones laborales vigentes en la DGI.  Por resolución 161/94, aquélla dictó las normas para hacer operativa la incorporación definitiva de aquel personal, a cuyo fin fijó las pautas a emplear durante su reencasillamiento y evitar que con el cambio se produzca una disminución en los niveles remuneratorios. Se dispuso que las diferencias salariales se abonarán de acuerdo con el régimen del decreto 5592/68, aunque, a tales efectos, se excluirán los conceptos remuneratorios vinculados con el ejercicio del cargo o funciones y con reintegro de gastos que correspondan a su situación de revista en el organismo de origen.  Es legítima la resolución 161/94 en cuanto excluye ciertos conceptos salariales para calcular el suplemento por cambio de situación escalafonaria, pues la obligación de preservar el nivel remunerativo alcanzado en el organismo de origen por el personal que absorbe la DGI, no significa, en principio, que se deba seguir abonando conceptos variables.  En esta categoría se encuentran, los que obedezcan a circunstancias especiales y personales del agente, tales como viáticos o movilidad, porque en tales casos se retribuyen los desplazamientos del lugar de trabajo por motivos laborales y se abonan siempre que éstos se produzcan. Es decir que, si el personal transferido ya no realiza tareas que impliquen traslados, no parece razonable que deba seguir percibiendo retribución por aquellos conceptos. Y en tales condiciones, su exclusión no vulnera el nivel remuneratorio que tenían en la Administración Nacional de la Seguridad Social.  Distinta es la situación de los rubros que responden al nivel escalafonario que cada uno de los agentes había alcanzado antes de ser transferido a la DGI, tal como sucede con el adicional por jefatura, o con los que la resolución 161/94 califica como vinculados con el ejercicio del cargo, porque aquí sí se estaría afectando el derecho de los empleados absorbidos, pues su exclusión produce una merma en las remuneraciones actuales, con relación a las que anteriormente percibían, prohibida por el régimen general del decreto 5592/68.


    Garcia Zaccagnini, María Florencia y otros c/ Dirección General Impositiva


    G. 1137, XXXVI, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Despido sin causa. Trabajador en relación de dependencia. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. Procedencia del recurso. 


    La a quo asintió al reclamo dirigido contra la empresa, sin hacer explícito ningún fundamento ni precisión respecto de tal extremo; defecto que igualmente cabe extender a la alegación fundada en el tope previsto por el artículo 245 de la Ley 20.744.


    Ekman, Pablo Marcelo c/ Executive S.A. consultores en selección de personal técnico y ejecutivo y otro


    E. 42, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


     


    Despido. Contrato de trabajo eventual. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Con arreglo al Convenio n°30/89 homologado por resolución D.N.R.T. n° 1096/92, personal “eventual -circunstancial”, es aquél requerido ocasionalmente cuando necesidades extraordinarias demanden personal que no pueda ser cubierto con la dotación de personal “permanente -continuo” y “discontinuo o intermitente”. El mismo carece de vocación de permanencia y su vínculo no reconoce perdurabilidad, agotándose con cada prestación, sin generar derecho a reparación alguna al cese, cualquiera sea el número de prestaciones laborales realizadas por el trabajador de que se trate.   El propio negocio colectivo se propuso precisar la naturaleza de la relación que liga a las partes en los casos de eventos, atendiendo a las características de esa actividad comercial de la rama pastelera, que exhibe como una constante el tipo de prestación de servicios y como característica el resultar contingente, lo que le priva de regularidad y continuidad previsible, enfatizando el texto del anexo que los pedidos que originan cada servicio no tienen habitualidad y resultan contingentes y circunstanciales.  En el marco provisto por el artículo 242 de la Ley de Contrato de Trabajo, el actor dijo agraviarse por una supuesta negativa de trabajo por parte de la demandada, omitiendo hacerse cargo de que expresamente el apartado sobre el que se abunda establece la libertad de la patronal para escoger el personal "discontinuo" al que ofrecerá participar en los eventos; así como también, la ausencia de una obligación de garantizar a los dependientes futuras prestaciones; déficit que, por cierto, cabe hacer extensivo al pronunciamiento de la alzada.


    Berardi, Roberto c/ Puente Carrillo, Ramón y otro


    B. 1349, XXXVI, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


     


    Enfermedad profesional. Indemnización por incapacidad. Principio de congruencia. Apreciación de la prueba. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Se ve vulnerada la noción de congruencia cuando el a quo excede el límite de los agravios llevados a su conocimiento y revoca inmotivadamente la sentencia de primera instancia en todos sus aspectos.  La alzada se limita a expresar su convicción en orden a la insuficiencia probatoria relativa al nexo causal y/o concausal, sin desacreditar, empero, la evidencia producida y, especialmente, lo reseñado a propósito del ambiente laboral y la potencial virtualidad lesiva del calzado protectorio.


    Mariati, Miguel Ángel c/ Lix Klell SAIC


    M. 22, XXXVIII, 19 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Indemnización por despido. Tope indemnizatorio. Protección contra el despido arbitrario. Recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Insuficiencia del agravio. Inadmisibilidad del recurso. 


    Precedente de fallos B. 1799, L. XXXII, "Bender, Humberto J. c/ Camea S.A.”; Fallos: 322:995, 323:2834, 310:2665, 318:2367, 322:1017 y 324:1608.


    La Corte destacó que los alcances del artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo no aparecen definidos únicamente en su primer párrafo, ni se agotan en él todos los supuestos que caen en su ámbito de aplicación, ni constituye un incumplimiento del precepto el empleo de una ecuación a fin de establecer el resarcimiento que, fundada sobre las pautas que la propia norma contempla, no resulta ser igual a un mes de sueldo por año trabajado.  Resaltó, igualmente, que no es razonable fundar el apartamiento de la regla que rige el caso a partir de interpretar como válido sólo un fragmento de ella, con prescindencia del supuesto legal expresamente previsto para resolver la cuestión, más aún cuando no se ha desarrollado mínimamente una argumentación seria en torno a los distintos aspectos que dicha norma contempla, sobre los principios que la inspiraron, y se ha omitido evaluar los intereses contrapuestos que el legislador se propuso tutelar al fijar el tope de la indemnización por despido.  Subrayó, por último, que el Cuerpo ha reiterado que constituye una afirmación infundada la suposición de que la garantía constitucional de protección contra el despido arbitrario consiste en un cierto equilibrio entre el resarcimiento y el ingreso del trabajador despedido y que dicha proporcionalidad no debe ser inferior al 50% del salario.  La quejosa no logra poner en evidencia los defectos que endilga al fallo que rechaza la demanda en todas sus partes, ni la razón de sus reproches de tenor constitucional, pues no se advierte en la presentación de la actora argumentos que no hayan sido, en sustancia, objeto de consideración en oportunidad del dictado de los fallos y, en modo general, en los precedentes de la Corte en torno al tema ocasión la en que ha quedado manifiesto el criterio del Tribunal en orden a señalar que el legislador ha optado por un enfoque, apropósito de la aplicación de los topes indemnizatorios, cuyo acierto o desventaja escapa a la consideración judicial.   Por lo demás, la alzada laboral ha hecho hincapié en que el tope fijado, aunque sustancialmente menor al que podría emerger de utilizar el nivel retributivo íntegro del peticionante, no muestra la supresión o desnaturalización del derecho que se pretende asegurar o que dicho importe fuera establecido en forma absurda o arbitraria; parecer que, en todo caso, corresponde a la Corte, una vez examinada la significación de la cifra calculada según la directiva legal, confirmar o revocar.


    Licancic, Juan Lenin c/ Volpino Laboratorios


    L. 324, XXXVIII, 15 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Incapacidad laboral. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Inadmisibilidad del recurso. 


    Los agravios del apelante no solo remiten a cuestiones de hecho y prueba o argumentos de derecho común, sino que pretenden meramente oponerse a conclusiones del a quo que exteriorizan fundamentos que, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se le endilga, lo que obsta a su admisión.


    Pichiello, Rafael Alberto c/ Aerolineas Argentina S.A.


    P. 86, XXXVII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Jubilación por invalidez. Incapacidad laboral. Apreciación de la prueba. Recurso extraordinario. Falta de fundamentación. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El Alto Tribunal tiene reiteradamente dicho que cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho común, constituyen temas propios de los jueces de la causa, y ajenos por principio a la instancia del artículo 14 de la ley 48. Pero ha hecho excepción a tal principio, cuando el fallo no se encuentra suficientemente fundado en las constancias del litigio o carece de la fundamentación necesaria para la validez del acto jurisdiccional.  Los jueces deben analizar los casos con extrema cautela, por lo que no parece razonable fijar un grado de invalidez sólo tomando en cuenta la opinión de profesionales médicos, dejando de lado cuestiones como la incidencia de la edad, las tareas realizadas y el nivel educacional en la incapacidad laboral de una persona, ya que tales circunstancias deben ser comprendidas dentro del marco social, situación particular, y circunstancias propias de la vida del solicitante, pasibles de ser apreciadas con claridad por los magistrados actuantes en el proceso.  Tal actitud del a-quo, importa de por sí una muy ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Máxime cuando aquí se trata de otorgar o denegar un beneficio de orden alimentario, en donde el juzgador debe actuar con la extrema cautela que demanda el tratamiento de solicitudes de esa naturaleza.


    Aramayo, Miguel Ángel c/ Anses


    A. 867, XXXVII, 19 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Reclamo salarial. Indemnización por despido. Reglamento interno. Organismos del Estado. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Tratado de Yaciretá. Estatuto de la Entidad Binacional Yaciretá. Dictamen de esta Procuración recaído en el precedente registrado en Fallos: 311:2709


    La Corte puntualizó que Yaciretá es un ente de carácter binacional constituido por Argentina y Paraguay, con capacidad para estudiar, proyectar, dirigir y ejecutar las obras que tiene por objeto, ponerlas en marcha y explotarlas. Hizo hincapié también en que el art. XIX del acuerdo prevé que la jurisdicción aplicable a la Entidad, con relación a las personas físicas o jurídicas domiciliadas en la Argentina, será la de la Ciudad de Buenos Aires, y que cada Parte Contratante aplicará su propia legislación teniendo en cuenta las disposiciones del Tratado.  Por otra parte, puesto que la Corte ha reiterado que, habiéndose alegado arbitrariedad y un caso federal estricto, procede atender en primer término a la primera causal, se estima que cabe admitir la procedencia de la tacha, toda vez que, dada la índole del asunto y de la materia involucrada, no alcanza para fundamentar el apartamiento de la preceptiva supranacional la supuestamente tácita voluntad de la demandada de someterse a las reglas de derecho privado interno. Consecuentemente y en tales condiciones, el fallo de la alzada, sostenido en la preceptiva de derecho nacional, se revela falto de sustento y así debe ser declarado.


    Otero, Carlos Alberto c/ Entidad Binacional Yacireta


    O. 118, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


     


    Pago. Despido. Enfermeros. Desconocimiento de la relación laboral. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Tiene reiterado la Corte que, por regla, no son revisables las sentencias por la vía del artículo 14 de la Ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa.  En particular, ha manifestado, que las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero, no dan lugar, precisamente, por sus extremos de hecho, prueba, derecho común y procesal, a la apelación federal.


    Mastrotefano de González Mir, Marta Delia c/ Roemmers de Nocorrea Hildegar y otros


    M. 758, XXXVI, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Daños y perjuicios. Indemnización por muerte. Juicios contra el estado. Fuerzas armadas. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los fallos de las causas “Mengual”, Fallos: 318:1959 considerandos 5° a 7° y “Azzetti”, Fallos: 321:3363.


    No existe óbice alguno para otorgar una Indemnización basada en normas de derecho común a un integrante de las fuerzas armadas (o a sus derechohabientes), cuando las leyes específicas que rigen a la Institución no prevén una reparación, sino un haber de retiro de naturaleza previsional, y se trata  de circunstancias ajenas al combate, consecuencia de un hecho accidental que podía ser Imputado jurídicamente al Estado Nacional.  Por no tratarse en el caso de un fallecimiento acaecido en acciones bélicas, y en virtud de que las disposiciones respectivas de la ley 19.101 no contemplan un régimen indemnizatorio especial, sino que tratan de haberes previsionales, no existió impedimento alguno para reclamar el resarcimiento de los daños por las normas del derecho común que rigen analógicamente a los restantes agentes de la administración.


    Cabello, Nancy Mónica y otros c/ Estado Nacional (Fuerzas Armadas) s/ Sumario


    C. 699, XXXVII, 15 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Despido. Omisión de considerar cuestión propuesta. Prueba documental. Presentación extemporánea. Cuestiones de hecho y prueba. Procedencia del recurso. 


    En lo que hace a la instrumental, fue dejada de lado en ambas instancias por extemporánea. No obstante, debe reexaminarse, toda vez que ha sido cuestionada sobre bases verosímiles la índole tardía de su condición y se ha suministrado testimonio en orden a la supuesta existencia de la patología que le conferiría sustento. Ello es así, por cuanto, al planteo oportuno de los agravios, le sigue una alegación detallada de los supuestos perjuicios irrogados la quejosa por el proceder de la a quo y de las razones que vendrían a avalar la presunta conducencia de aquéllos.  Por ende, y no obstante involucrar los planteos ítems centralmente de hecho y de derecho procesal y común, cabe asentir a su procedencia, puesto que se muestran a priori, conducentes y con aptitud para gravitar en la decisión del pleito.


    Sanguine, Fernando c/ Adolfo Costi S.A. s/ Despido


    S. 626, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


     


    Pago. Cuestiones de hecho y prueba. Procedencia del recurso. Procedencia del recurso. 


    No obstante involucrar el planteo un asunto de hecho, prueba, derecho procesal y común, cabe asentir a su procedencia, puesto que se demuestra conducente y con aptitud para gravitar en la decisión del pleito; sin que lo expuesto implique abrir juicio sobre la solución que, en definitiva, proceda adoptar sobre el fondo del asunto.ia de su agravio.


    Piturro, Aníbal Adrián c/ Radiotronica S.A. y otro s/ Despido


    P. 560, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


     


    Diferencias salariales. Horas extra. Cuestiones de hecho y prueba. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. 


    No obstante involucrar en estricto el planteo un asunto esencialmente de hecho y derecho procesal y común, cabe asentir a su procedencia, puesto que se demuestra conducente y con aptitud para gravitar en la decisión del caso, sin que lo expuesto implique abrir juicio sobre la solución que, en definitiva, proceda adoptar sobre el fondo del asunto.


    Nelli, Bibiana Del Carmen y otros c/ E.N.T.E.L. s/ Diferencia de salarios


    N. 174, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


     


    Indemnización por despido. Falta de fundamentación. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La sentencia que no contiene una apreciación razonada de las constancias del juicio, en armonía con la normativa legal aplicable, posee un fundamento sólo aparente, con sustento en afirmaciones dogmáticas que la descalifica como acto jurisdiccional válido afectando las garantías constitucionales.


    Lemos, Eduardo R. c/ Esso S.A.P.A. s/ Despido


    L. 474, XXXV, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Siniestro


    Incapacidad laboral. SECLO. 


    No es superfluo poner de resalto que buena parte de los señalamientos fueron expresamente consignados por el magistrado de primera instancia, quien hizo hincapié en que no se sustenta la posición del demandado de pretender situar el siniestro en fecha posterior a la del propio vínculo de trabajo -repárese en que la actora describe un episodio acaecido durante la jornada laboral- máxime cuando la accidentada sigue diciendo el juez de grado fue atendida en la fecha del infortunio por el servicio médico indicado en la ocasión por la propia empleadora.


    Trama de Arzuaga, Marta Estela c/ Unión Personal Civil de la Nación


    T. 225, XXXVII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VI


    Derecho Penal


    Homicidio culposo


    Médico anestesista. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Apreciación de la prueba. Interpretación de la ley. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Los agravios del recurrente, en tanto se refieren a fundamentos fácticos a partir de los cuales se tuvieron por acreditadas las conductas imputadas a su pupilo y a la interpretación de normas de derecho común, remiten al análisis de cuestiones ajenas a la competencia de la Corte cuando conoce por la vía extraordinaria. Sin embargo, el Tribunal tiene resuelto que, ante las particularidades que presentan determinados casos, es posible hacer excepción a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso. Exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.  Desde otro lado, sobre al análisis de la ley sustantiva respecta, el fallo del tribunal contradice la doctrina estable que fundamenta el contenido de ilícito de la culpa penal y el texto de la ley, que en su artículo 94, establece que el resultado es punible cuando se produce por el carácter imprudente o negligente del hecho causal.  En efecto, sabido es que las normas jurídicas que castigan la imprudencia o negligencia exigen a cada ciudadano la aplicación del cuidado objetivamente debido en la vida de relación, para evitar lesiones a bienes jurídicos ajenos. Así, actúa con culpa quien causa el resultado por la incidencia determinante de su descuido.  El fallo presentado, además de dogmático, es legalmente incompleto, pues la imputación penal por delito culposo requiere la demostración plausible de la creación de un riesgo o el aumento del riesgo no permitido para la actividad correspondiente y la realización o proyección de ese riesgo en el resultado.


    B. C., Gabriel Eladio s/ Homicidio culposo - causa n° 1382/96


    B. 688, XXXVI, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Contrabando calificado. Prescripción de la acción penal. Secuela de juicio. Cuestiones de hecho y prueba. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho en su Fallos: 305:246 que el contrabando y sus tipos subordinados no poseían una doble naturaleza delictiva e infraccional, sino que revestían sólo la calidad de delitos. Acorde con ello, concluyó que la atribución de competencia a la Aduana para la aplicación de las sanciones previstas en el del artículo 191, apartado 1°, incisos a), b), f) y g) de la ley 21.898 -de contenido similar al artículo 876, apartado 1°, incisos a, c, f, y g de la actualmente vigente ley 22.415- no respondía a la jurisdicción de ese organismo en cuestiones de infracciones aduaneras, sino a la facultad administrativa que la ley le otorga para imponer ciertas consecuencias accesorias a la condena penal.   Como corolario de la interpretación que realizó sobre la naturaleza y alcance de la facultad conferida por la ley al órgano administrativo para la imposición de esas sanciones, la Corte concluyó que la Administración Nacional de Aduanas no se hallaba habilitada para aplicarlas, hasta tanto recayera sentencia definitiva en la causa penal por contrabando.   La cuestión relativa a los actos procesales como secuela de juicio, es necesario señalar que la interpretación y aplicación de lo dispuesto por el artículo 67 del Código Penal es una cuestión de hecho, prueba y derecho común, ajena por tanto a la instancia extraordinaria, salvo arbitrariedad que no se advierte en el caso.   Sobre la forma de contar el plazo de prescripción, la Corte interpretó que el sistema concebido por la ley para el ejercicio de las acciones que nacen del contrabando impone que la jurisdicción administrativa no puede ser promovida hasta tanto no recaiga condena penal.


    R. G., Jorge y otros s/ Artículos 864, 866, 871, 876, 1112, 876, 882 y 638 del Código Aduanero y 794 de la Ley 22.415


    R. 962, XXXVI, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Eximición de prisión. Prisión preventiva. Denegatoria del recurso. 


    Puesto que el que interpuso el recurso se encuentra eximido de prisión, la medida cautelar apelada no le causa un agravio de imposible reparación ulterior que permita tener por cumplido el requisito de sentencia definitiva, por lo que la denegatoria de la cámara a conceder el recurso federal resulta adecuada a derecho.


    Recurso de hecho Alfredo Raul K en: S., Jorge Luis y otros s/ Defraudación - Causa N° 22.241


    S. 1766, XXXVIII, 06 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Prevaricato. Inmunidad de jurisdicción. Cuestiones federales simples. Resoluciones equiparables a definitiva. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En este caso la Cámara Nacional de Casación Penal es el Tribunal superior de la causa, y su intervención resulta necesaria ante supuestos agravios constitucionales invocados por las partes. De esa manera se cumple con el requisito de que la sentencia provenga de ese "órgano judicial intermedio" según las pautas de Fallos: 318:514, considerando 13°, y 319:585, y teniendo en cuenta la doctrina de la Corte que establece que la admisibilidad de la apelación federal queda condicionada, en atención a la finalidad del artículo 6 de la ley 4050, a que el pronunciamiento que se pretende traer a juicio de la Corte no sea susceptible de ser revisado por otro órgano judicial.  La sentencia del a quo es susceptible de ser equiparable a definitiva, pues como la Corte postula en el caso "Álvarez, Carlos Alberto", el pronunciamiento que rechaza la posibilidad de discutir este tipo de asuntos produce un gravamen actual de imposible reparación ulterior, pues no podrá subsanarse una vez convalidados los actos procesales cuestionados.  Si la materia discutida es la validez constitucional de la actividad judicial instructoria en contra de un juez, entonces su mera producción desconocería de manera inmediata la garantía, y en tal caso sería insustancial esperar a que recaiga sentencia definitiva contra la persona. Máxime que la inmunidad no es de carácter tuitivo sino que protege a la institución y al libre ejercicio de la función jurisdiccional.


    M., Roberto José s/ Causa n° 1.098


    M. 216, XXXVII, 18 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Prisión preventiva. Asociación ilícita. Funcionarios públicos. Licitación pública. Semiplena prueba. Procedencia del recurso. 


    En primer lugar, la cámara sostiene que durante la gestión comunal del imputado se conformó una unidad corporativa donde con la concurrencia de otros funcionarios del más alto nivel, se pergeñaban cursos de acción para favorecer a potenciales adjudicatarios de licitaciones públicas, en desmedro del patrimonio municipal, violando las normas que rigen los procesos administrativos para la concesión de bienes y su explotación, y cometiéndose los delitos de abuso de autoridad, incumplimiento de los deberes funcionales, y supresión y creación de instrumentos públicos falsos.  El tribunal no basa su imputación en razones probatorias directas que demuestren la existencia de esa supuesta asociación delictiva, es decir, que acrediten -con el grado de verosimilitud requerido en esta etapa del proceso- el concierto expreso o implícito para cometer delitos, una estructura societaria, su permanencia, las personas que la integraban y los roles que cumplían.  La fundamenta en un razonamiento indirecto que consiste en aseverar que puesto que existe prueba indiciaria -extraída de esta causa y de otras dos paralelas- respecto de la comisión de supuestos hechos delictivos concretos, puede deducirse de éstos la conformación de una asociación ilícita con la finalidad de perpetrarlos. Es decir, la mera ejecución de los delitos determinados probatoria la existencia de la sociedad destinada a planificarlos, conclusión excesiva, pues, si no se acude a otros elementos concomitantes, como en este caso, tal postulado sólo permitiría sostener la existencia de una participación criminal en tales hechos concretos.  En segundo lugar, la modalidad ejecutiva de determinados delitos demuestra la existencia de una sociedad criminal, para mantener la coherencia argumental se debe postular, entonces, que si hay semiplena prueba respecto de la existencia de la asociación, también la hay de los restantes delitos.  Esto demuestra la incongruencia de la decisión adoptada por la cámara y la conjetura de que si se actuó así, es porque, en realidad, no están probados, con el grado de convicción que requiere la medida cautelar, los demás delitos. Son utilizados para deducir la asociación ilícita, luego diluidos en consideraciones generales, y finalmente descartados a la hora de dictar la prisión preventiva.  En tercer lugar, la cámara conforma su cuadro probatorio con una serie de indicios que básicamente pueden agruparse en tres bloques: defectos estructurales de la empresa adjudicataria, errores en el procedimiento licitatorio, y causas penales paralelas por hechos semejantes. Ahora bien, luego de la enunciación de las sospechas, en vez de emitir un juicio fundado sobre si realmente hubo perjuicio patrimonial y cuál es su monto, de avanzar racionalmente sobre la existencia del dolo en la desaparición del expediente administrativo y de mencionar cuáles fueron las normas dictadas contra la Constitución o las leyes nacionales, o cuáles las incumplidas o desobedecidas, el tribunal, aludiendo a una supuesta comisión de los delitos de administración fraudulenta, falsedad o supresión documental y violación de los deberes de funcionario público, lejos de detenerse en la calificación concreta de estos hechos, pasa sin más a considerar la existencia de una asociación ilícita.  Esta forma de tratar el asunto desnaturaliza el delito previsto en el artículo 210 del Código Penal, pues parecería obvio -teniendo en cuenta sus antecedentes históricos, doctrinarios y legislativos- que no fue puesto como un comodín, como una figura alternativa para cuando se atribuyeren hechos complejos a varios autores y no fuere posible encuadrarlos en delitos determinados. Seria irrazonable aplicar este tipo como una fórmula general, una figura abierta, una extensión del ius persequendi para casos de difícil solución o, incluso, como un método para dar supuestas respuestas éticas en violación de los derechos y garantías constitucionales. Más bien parecería que el pensamiento penal ha creado esta figura para reprimir, con seriedad, aquellas asociaciones.  Por último, no se explica, con la claridad que la situación merece, cuáles eran los delitos que se planeaban cometer, sólo se alude a los presuntamente cometidos, aunque sin ahondar en sus elementos distintivos. Así se menciona un supuesto perjuicio para el patrimonio municipal, mas no se avanza sobre la posible existencia de una administración fraudulenta, y, como ya se dijo, ningún análisis hay de las supuestas infracciones a la fe pública, o del supuesto abuso de autoridad por parte del ex intendente, o del elemento subjetivo de la figura, pues nada se dice sobre la intención de asociarse.  Siempre según las pautas de la Corte- si no se nos dice a cuánto ascendió el perjuicio, cuáles fueron los documentos espurios que se confeccionaron y usaron o, en su defecto, qué se sabe sobre la intencionalidad de la desaparición del expediente administrativo, así como qué leyes, a sabiendas, no se ejecutaron, o qué actos funcionales se omitieron o retardaron, cómo se puede efectuar un juicio, provisional sobre si se violó el bien jurídico protegido por el delito de asociación ilícita, es decir la tranquilidad o el orden público.


    S., Jorge Luis y otros s/ Defraudación - Causa N° 22.241


    S. 1711, XXXVIII, 06 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Retención del menor. Ocultamiento del menor. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que los jueces no están obligados a considerar todos y cada uno de los argumentos propuestos por las partes, sino sólo aquellos que estiman conducentes para la correcta solución del caso y, en tal sentido, no existe argumento de esa índole que haya sido dejado de lado en la sentencia de primera instancia, a cuyo valoración probatoria se remitió el a quo.   En lo concerniente al agravio por el cual se objeta que el a quo haya tomado como indicio del dolo con el que habría actuado la imputada, el juez de grado sostuvo que esto no genera violación alguna a normas supralegales, el hecho de valorar los efectos de aquellos sucesos sobre los cuales se resolviera la extinción por prescripción de la acción penal, ello en la medida que su efecto no es producir la abolición del delito, sino la facultad persecutoria respecto del mismo, con lo cual la acción prescripta no impide que el hecho se considere como elemento de juicio en la configuración de otro ilícito.   En relación a la afirmación del recurrente donde atribuye al a quo haber infringido la garantía de incoercibilidad del imputado (artículo 18 de la Constitución Nacional), tras haber tomado como elementos de cargo el silencio de la imputada.  Pues, surge de la lectura de la sentencia de grado la conclusión que la imputada actuó con dolo en base a otras consideraciones que nada tiene que ver con las circunstancias apuntadas.   En cuanto a la tacha que se le dirige al fallo aduciendo una arbitraria conceptualización respecto del dolo eventual, fácil es advertir que aquello de lo que se agravia el apelante no es más que una imprecisión idiomática que en nada afecta el fundamento material de la sentencia.   Finalmente, no es viable el agravio que el apelante esgrime, también con sustento en la doctrina contra la arbitrariedad de sentencias, cuando sostiene que el a quo rechazó la nulidad interpuesto por su parte contra el fallo de primera instancia sin tomar en consideración los argumentos conducentes que oportunamente había propuesto. En este sentido el apelante tampoco rebatió los argumentos sobre los cuales el a quo sustentó su rechazo a la nulidad articulada, sino que se ha limitado a reiterar dogmáticamente que no se han tomado en cuenta sus manifestaciones.


    M., T. s/ Retención y ocultamiento de un menor de diez años de edad sustraído del poder de sus padres causa N° 284


    M. 163, XXXVII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Robo calificado. Exceso ritual manifiesto. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa "G., Guillermo Pedro y otros s/ Homicidio en ocasión de robo".


    La pieza exigida por el tribunal de casación donde conste la notificación a la defensa oficial otorgándole intervención en el proceso, no se compadece con lo actuado, toda vez que esa circunstancia se materializó con la oportuna elevación de los autos a su conocimiento, conforme surge del expte. n° 1917/99 "C., Carlos Arturo s/ Recurso de casación", que corre por cuerda.   Estas circunstancias fueron soslayadas por el a quo que, para negarse a conocer acerca del tema planteado se limitó a declarar mal concedido el recurso de inaplicabilidad de ley al considerar que exclusivamente se pretendía cuestionar la interpretación de normas procesales, lo que importa un exceso de rigor formal en tanto satisface sólo en modo aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las constancias efectivamente obrantes en la causa, y que autoriza así su descalificación con base en la alegada doctrina de la arbitrariedad.


    C., Carlos Arturo s/ Robo doblemente agravado por el empleo de armas - causa N° 1.917


    C. 96, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Idoneidad del arma. Agravantes de la pena. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Al descartar en el caso la aplicación de la agravante establecida en el artículo 166, inciso 2°, del código sustantivo, exclusivamente por los argumentos vertidos en el fallo -la ausencia de secuestro que impidió acreditar la operatividad del arma empleada- implicó no sólo contrariar la citada doctrina sentada por la Corte, en Fallos 319:209, sino que permite sostener que la calificación otorgada no se muestra como una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias efectivamente comprobadas en la causa.


    G. A., Eduardo s/ Robo calificado - causa n° 4/2000


    G. 89, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Encubrimiento. Contrabando. Prescripción de la acción penal. Falta de fundamentación. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la interpretación de las reglas que rigen la prescripción y, en particular, la del concepto de “secuela de juicio” como causal interruptiva, remiten al análisis de cuestiones de derecho común y procesal ajenas, en principio, a la jurisdicción de la Corte cuando conoce por la vía extraordinaria, cabe hacer la excepción posible a dicha regla cuando la sentencia contiene afirmaciones dogmáticas o carece de fundamentos mínimos.   En cuanto a la impugnación del fallo del a quo por no haber considerado la prescripción de la acción penal que planteó respecto de los otros dos condenados, corresponde descalificar por arbitrariedad la sentencia apelada, en tanto que la omisión en la que incurrió el a quo pudo incidir en el resultado del proceso y su preterición se tradujo en un menoscabo al derecho de defensa en juicio que ampara el artículo 18 de la Constitución Nacional.


    R., Norberto Calixto y otros s/ Contrabando


    R. 798, XXXVI, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Hábeas corpus. Privación ilegal de la libertad. Extranjeros. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Gravedad institucional. Revocación de sentencia. 


    El hábeas corpus es la vía procesal idónea para garantizar el control judicial de la expulsión, pero ello constituye materia ajena al sub lite pues la acción interpuesta a estuvo dirigida a cuestionar las detenciones ordenadas, mientras que, por la vía administrativa que prevé la ley 22 .439 se impugnó lo referido a las expulsiones. La conclusión del sentenciante en cuanto a que la facultad de ordenar la detención de un extranjero para cumplir la orden de expulsión, importa el ejercicio de jurisdicción criminal y la aplicación de penas privativas de libertad sin el debido control, ha desvirtuado el régimen de las medidas cautelares previsto en aquella norma para el efectivo control de ingreso y permanencia de extranjeros en e l país.  Esa aislada afirmación ha omitido toda consideración en cuanto a que la propia ley, en sus artículos 40 y 41, determina que se trata de una potestad que debe ejercerse de modo restrictivo y por resolución fundada, con la exclusiva finalidad de cumplir la expulsión dispuesta y que en caso de no poder ejecutarse esa medida en un plazo prudencial, o de mediar causas que lo justifiquen, podrá ordenarse la libertad provisional.  Se ha efectuado un análisis inadecuado de la ley 22.439 que omitió considerar la materia migratoria que ella regula y la finalidad específica que persiguen las medidas cautelares que autoriza. Del mismo modo, no se ponderaron los planteos supra aludidos ni las circunstancias en que los extranjeros fueron sorprendidos, aspecto fáctico que, como señala el recurrente, había brindado, dentro del régimen autorizado por el mismo legislador, razonable sustento a las restricciones dispuestas.  Es doctrina de la Corte que la Nación tiene derecho a regular y condicionar la admisión de extranjeros en la forma y medida en que, con arreglo a los preceptos constitucionales, lo requiera el bien común en cada circunstancia, y que ello no es in compatible con las garantías de los derechos individual es consagrados por la ley suprema.  La cuestión adquiere mayor relevancia en el caso por tratarse de un juicio de hábeas corpus, pues, como ha sostenido la Corte, por su estrecha vinculación con grave materia constitucional y esenciales derechos de las personas, aparece inexcusable la obligación que incumbe a los jueces de fundar sus decisiones para que los ciudadanos puedan sentirse mejor juzgados, para contribuir al mantenimiento del prestigio de la magistratura y, desde un punto de vista técnico, para que quede documentado que el fallo es derivación razonada del derecho vigente a la luz de las constancias de la causa y no producto de la individual voluntad del juez.


    C. W., Y. G. y Y. A. s/ Hábeas corpus


    C. 1002, XXXV, 26 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Incidente de eximición de prisión. Hechos nuevos. Procedencia del recurso. 


    Tanto la eximición de prisión como la excarcelación participan de la misma naturaleza jurídica, pues tratan sobre la libertad provisoria del imputado en el proceso penal, por lo que la Suprema Corte provincial debía pronunciarse de conformidad a lo resuelto por el Tribunal.  Teniendo en cuenta las circunstancias, así como el conocimiento de los nuevos elementos incorporados al incidente, subsisten, y aun se acrecientan, las razones por las cuales la Corte debería hacer lugar al recurso extraordinario y remitir estas actuaciones a la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, para que resuelva, unificando ahora las distintas actuaciones, si así correspondiere y sin mayores dilaciones, sobre la libertad provisoria.


    T., Francisco Javier s/ Incidente de eximición de prisión


    T. 316, XXXVII, 10 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Robo calificado. Atentado contra la autoridad. Tentativa de homicidio. Tenencia ilegítima de armas de guerra. Debido proceso. Acusación fiscal. Iura novit curia. Falta de requerimiento de pena. Escala penal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que en materia criminal la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional exige la observancia de las formas sustanciales del juicio relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales.  Asimismo, constituye un requisito fundamental del debido proceso penal el de que las sentencias penales contengan el examen de la participación de cada uno de los procesados en los hechos ilícitos que se consideren probados, con la concreción de las figuras delictivas que se juzgan, sin otro límite que el de ajustar el pronunciamiento a los hechos que constituyen materia del juicio, en razón del derecho fundamental del acusado, de tener un conocimiento efectivo del delito por el cual ha sido condenado.  Si el fiscal acusó por un hecho que el tribunal consideró inescindible, aunque él, quizás erróneamente lo haya dividido, debe concluirse que acusó por todas las circunstancias y modos del suceso reputado único. Por consiguiente, el tribunal oral estaba facultado para juzgar sobre todos los aspectos de la acusación.   De este modo, la imputación satisfizo las exigencias requeridas por el ordenamiento legal, en cuanto no sólo cumplió con una descripción específica del suceso fáctico, sino que, además, brindó las razones, fundadas en la prueba, que permitieron al tribunal determinar en qué medida la conducta de cada uno de los imputados fue contraria a las normas penales involucradas y dentro de qué tipo de acción delictiva.   Si los recurrentes tuvieron completo conocimiento acerca de cuál fue la situación de hecho concreto que se imputada, independientemente de la calificación que postularon los fiscales que acusaron en las distintas etapas del proceso, ello torna válido el supuesto de que el tribunal tenga libertad para variar la significación jurídica (iura novit curia) en los términos del artículo 401 del CPPN, y considerar la inseparabilidad de las circunstancias fácticas que se sometieran al juicio.   Si bien es cierto que al momento del requerimiento no se individualiza la pena que en definitiva el ministerio público solicita para cada caso, no lo es menos que al calificar legalmente la conducta, el propio ordenamiento penal establece en cada delito, un mínimo y un máximo punitivo, dentro del cual el juez en caso de considerar el hecho probado y de acuerdo con la tipificación que a él le atribuya, cuantificará el monto de la sanción que considere adecuado, según las pautas mensurativas contenidas en los arts. 40 y 41 del Código Penal con lo cual la ausencia de determinación de pena por parte del fiscal queda soslayada, sin que haya sido vulnerada garantía constitucional alguna.


    F. D., Santiago y otros s/ Recurso de casación


    F. 179, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Pedido de extradición. Delito de confabulación. Transporte de estupefacientes. Apreciación de la prueba. Non bis in ídem. Interpretación de los tratados. Agravio extemporáneo. Confirmación de sentencia. 


    Doble incriminación.


    No es competencia de tribunales argentinos discutir la validez de la prueba utilizada en un proceso extranjero, ni mucho menos pueden declarar la invalidez de actos allí cumplidos.  Como tiene dicho el Tribunal, la especial naturaleza del trámite de extradición no autoriza una revisión exhaustiva de los elementos que integran el proceso que se le sigue a la persona del país requirente, por lo que las cuestiones en torno a la validez de la prueba o de los actos procesales celebrados deben ventilarse allí mismo. Es que el procedimiento al que están sometidas las solicitudes de extradición no constituye un juicio contra el reo en sentido propio y no caben en él otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables.  Sobre el principio de non bis in idem, la Corte ha considerado que no media identidad entre el objeto procesal argentino -transporte de estupefacientes agravado- y el de la causa por el que se solicitó la extradición -confabulación-, por lo que resultaría sin más viable la extradición solicitada.  Para analizar la doble incriminación, resultan aplicables los precedentes de Fallos 311:2518 y 324:1146; aceptando que el delito de confabulación se habría consumado con el fin de introducir estupefacientes en el estado extranjero.  Rige en el presente y en lo pertinente, la Convención Única sobre Estupefacientes -Nueva York 1961- y su Protocolo de Modificación -Ginebra 1972- que consideran como delitos distintos la acción de exportar estupefacientes de un país y la importación en otro, pues tales instrumentos internacionales se encuentran plenamente vigentes.  La falta de mención en la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas celebrada en la ciudad de Viena en 1988 (ley 24.072) de una norma análoga a la del artículo 36 de la Convención Unica de 1961, en nada empece a su vigencia, por lo que, en consecuencia, prescindir de ella implicaría una violación al principio de pacta sunt servanda establecido en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.  Esta última convención prescribe en el artículo 32 que se podrá acudir a medios de interpretación complementarios, y en el artículo 31 establece reglas hermenéuticas generales.   Dicha convención estatuye un sistema de interpretación en el que la invocación de los trabajos preparatorios se justifica únicamente cuando la labor hermenéutica -mediando las pautas del artículo 31- deje, aún, ambiguo el sentido de la norma o conduzca a una solución claramente errónea.  En el caso ninguna de estas hipótesis se verifica, por lo que no es posible asignar a la preterición en el texto de la convención de 1988, del artículo 36 de la Convención Única, un sentido distinto de lo que el mero silencio significa, pues no resultaría pertinente invocar aquí las labores preparatorias de aquélla, ya que tienen un valor meramente secundario e instrumental, esto es, para confirmar o corregir una interpretación basada en los criterios del artículo 31.  Ni aún cuando una interpretación puramente literal baste para elucidar adecuadamente una cuestión, está permitido recurrir a los trabajos preparatorios, conforme los principios asentados por el Tribunal Internacional de Justicia, en la opinión consultiva del 3 de marzo de 1950, "Competence of the General Assembly for the admission of a state to the United Nations".  No cabe introducir este sistema interpretativo cuando se busca explicar la ausencia de una norma, como es el caso del artículo 36 de la Convención Única. En el caso no corresponde utilizar ninguna de las pautas hermenéuticas referidas por cuanto no existe texto alguno a interpretar.  En la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, la norma en cuestión no ha sido incluida, pero del texto del instrumento se infiere que las obligaciones asumidas en la Convención Única continúan plenamente vigentes, al menos en lo que respecta a las relaciones entre la República Argentina y los Estados Unidos de Norteamérica.  En este sentido, el artículo 25, dispone que: "Las disposiciones de la presente convención serán sin perjuicio de los derechos y obligaciones que incumben a las partes en la presente Convención, en virtud de la Convención de 1961, de la Convención de 1961 en su forma enmendada y del Convenio de 1971".  Existe una confirmación expresa de la vigencia de las anteriores convenciones, sin que resulte posible inferir una derogación tácita de ellas ni de ninguna de sus partes, salvo que fueran explícitamente contrarias a la de 1988.  Y si bien podría estimarse que el artículo transcripto es susceptible de ser interpretado en otro sentido, esta aparente indeterminación se aclara al confrontar las otras versiones del instrumento que, conforme el artículo 33 deben ser consideradas también textos auténticos.  Teniendo en cuenta que tanto la República Argentina como los Estados Unidos de Norteamérica son parte de la Convención Única, es que la cuestión ha de regirse por sus disposiciones. En este sentido tiene dicho el Tribunal que cuando el país ratifica un tratado, se obliga internacionalmente a que sus órganos administrativos y jurisdiccionales lo apliquen a los supuestos que el tratado contemple, máxime si éstos están descriptos con una concreción tal que permita su aplicación inmediata.  Más allá de las calificaciones jurídicas asignadas a las conductas de los imputados, no puede deducirse que éstas constituyan la producción de un único hecho cuyo doble juzgamiento menoscabe el principio non bis in idem, pues la dualidad típica que el delito de tráfico podría encerrar queda desvirtuada ante la regla de interpretación que establece el artículo 36, párrafo 2do. apartado a, inciso i) de la Convención Única de 1961, de donde surge que los delitos allí enumerados deben considerarse como infracciones distintas si son cometidos en diferentes países, toda vez que las dos acciones -exportar e introducir- lesionan ambos ordenamientos y poseen distintos momentos consumativos, aún cuando puedan resultar de un único designio.


    D. S. Francisco Javier y otro s/ Extradición


    D. 1924, XXXVIII, 12 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    



    Capítulo VII



    Derecho Procesal Administrativo


    Acción de amparo


    Impuesto a las ganancias. Jubilaciones. Intangibilidad de la remuneración. Confirmación de sentencia. Costas. Doctrina de la arbitrariedad. 


    Como la intangibilidad fijada en el Texto Constitucional para las remuneraciones de los Magistrados y Funcionarios judiciales debe extenderse a los haberes que perciben cuando se jubilan, de ello es dable inferir que la inaplicabilidad del artículo 1° de la ley 24.631 debe alcanzar, también a éstos últimos; y tal idea concuerda con el criterio que sostuvo la Corte en la causa G. 99, L. XXXII, "Gaibisso, C. c/ Estado Nacional s/ Amparo".  Por otra parte, si los jueces actuantes afirmaron que el actor pudo sentirse legitimado para actuar contra el demandado, resulta arbitrario que luego se apartan de lo dispuesto por el artículo 21 de la Ley de Solidaridad Previsional, en cuanto dispone para el procedimiento de impugnación judicial de los actos de dicho organismo que "en todos los casos las costas serán por su orden”, máxime cuando así se afirmó en numerosos precedentes.


    Alzugaray, Armando Miguel c/ ANSES s/ Amparo


    A. 806, XXXV, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Entes autárquicos. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Capo de Azain, Raquel c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 - Decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 529, XXXVIII, 14 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Derecho administrativo. Competencia contencioso administrativa. 


    Para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después, sólo en la medida que se adecue a ello, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión.   De tal exposición se desprende que lo pretendido por el actor pone en tela de juicio la validez de una norma de naturaleza administrativa emanada de un órgano que integra el Poder Judicial de la Nación, contra quién se deduce la demanda, en virtud de la facultad otorgada al citado Tribunal por el legislador al sancionar la ley 24.522.  En consecuencia, resulta clara la prioritaria relevancia que el Derecho Administrativo tiene en la solución del pleito.  La materia del pleito resulta propia del fuero en lo Contencioso Administrativo, sin perjuicio de que, además de la legislación especial, puedan resultar subsidiariamente aplicables al caso normas de Derecho Comercial, toda vez que el Derecho Administrativo no se desnaturaliza por la aplicación de distintos institutos del derecho común.


    García, Héctor Jorge c/ Estado Nacional - Poder Judicial - Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 481, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Mutuo comercial. Juicios contra el Estado. Competencia federal. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    El sub-lite corresponde a la Justicia Federal, tanto en razón de las personas, como sobre la materia sobre la que versa, puesto que los actores dirigen su pretensión contra el Estado Nacional, el cual está sometido a la competencia federal, y la materia en examen también tiene esa naturaleza,


    Boades, Graciela Josefa y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02  s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 639, XXXVIII, 17 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cancelación de la habilitación. Nulidad de la resolución. Competencia contencioso administrativa. 


    Para determinar la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda, y después, sólo en la medida que se adecue a ello, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión.   De tal exposición se desprende que la empresa actora impugna, sustancialmente, la validez de actos administrativos de alcance particular emanados de la Administración Central, por lo que resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del Derecho Administrativo asumen para la solución del pleito.  Ello, en tanto la verificación del cumplimiento de los requisitos para funcionar como empresa, así como la aplicación de sanciones por la falta de ellos, constituye función administrativa ejercida por la autoridad designada por la ley, cuyo control jurisdiccional compete a magistrados versados específicamente en Derecho Administrativo, a menos que una ley otorgue expresamente esa función a otro fuero.


    Impel Center S.R.L. c/ Ministerio de Trabajo de la Nación s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 283, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 367, XXXVII, “Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Ambrosio, Nicolás c/ Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero - Sumario


    COMP. 804, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión al dictamen de la causa  "G.C.B.A. c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal" y Comp. 367. XXXVII, "Carrizo De Villafañe, Juana R. c/ G.C.B.A. s/ Daños y perjuicios", publicado en  fallos 324:2338.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Montero, Manuel  M, y otros s/ Cobro de Pesos


    COMP. 1887, XXXVII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 91; L. XXXVI, “Graboski, Alicia Liliana c/ Interventor Federal de la Provincia de Corrientes s/ Amparo”.


    Gazzia de Sanz, Adriana Edith c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contencioso administrativa


    COMP. 469, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Acción de amparo. Cuenta en moneda extranjera. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Nudel, Cristina Rosa c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02  s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 637, XXXVIII, 17 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Cámara Nacional de Apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    Conflicto entre jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el artículo 24 inciso 7° del decreto-ley 1285/58 a la Cámara de la cual dependa el juez que primero hubiese conocido, no incluyen la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  Tal situación se configura en el sub lite, toda vez que la presente contienda se ha suscitado entre la titular del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo.  Federal y el juez a cargo del Juzgado Nacional en lo Civil, ambos de la Capital, quienes se atribuyeron recíprocamente la competencia -requisito indispensable para que exista un correcto planteamiento de la cuestión- y la Alzada se pronunció a favor de la intervención de un magistrado ajeno a ella, el titular del Juzgado Nacional en lo Civil y Comercial Federal que, con apoyo en el dictamen de la Fiscal, también se declaró incompetente.  No compete a la Corte intervenir para resolver la contienda trabada. Debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Dypsa desarrollos y proyectos S.A. c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 580, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Adicional por refrigerio. Juez previniente. Competencia contencioso administrativa. 


    Remisión al dictamen de la causa: Comp. 62, XXXVIII, “González Elpidio Abilio c/ Universidad de Buenos Aires s/ Reintegro por refrigerio”.


    Imbert, Arturo c/ Universidad de Buenos Aires s/ Reintegro por refrigerio


    COMP. 42, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Administración Pública Provincial. Resolución administrativa. Sanciones administrativas. Entidades financieras. Bancos. Ley de defensa del consumidor. Competencia provincial. 


    La doctrina del Alto Tribunal de Fallos 324:4349 determina que las sanciones administrativas de autoridades locales que se apliquen en virtud de las disposiciones de la ley de Defensa del Consumidor, deberán ser recurridas ante la justicia provincial respectiva.


    Espinoza, Marta c/ Banco Francés s/ Ley 24.240 s/ Recurso de queja


    COMP. 890, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Empleo público. Cuestión de derecho público local. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los los dictámenes de las causas Comp. 367, XXXVII, “Carrizo de Villafañe, Juan R. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos”; S. 200, XXXVIII, “Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro” yComp. 399, XXXVII, “G.C.B.A. c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    El proceso debe tramitar ante el fuero en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad, toda vez que no se ha dictado aún sentencia que resuelva sobre el fondo del asunto y, por lo tanto, no existe un acto jurisdiccional que permita radicar la causa ante la Justicia Nacional en lo Civil. Además el pleito versa sobre una materia de derecho público local, típicamente administrativa –empleo público-.


    Cárdenas, Adolfo Luis c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    C. 3445, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Facultades de la alzada. 


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el artículo 4 inciso 7° del Decreto Ley 1285/58 a la Cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido, no incluyen la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver conflictos de competencia, declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.


    Fleita, Evelina Florentina c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 405, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Autonomía de la Ciudad de Buenos Aires. Gravedad institucional. Responsabilidad del estado. Falta de servicio público. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cabe recordar que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia  no autorizan en principio la apertura de la instancia excepcional, toda vez que no constituyen sentencia definitiva o equiparable a tal, hipótesis que se presenta cuando existe denegatoria del fuero federal o se dan circunstancias excepcionales que así lo autorizan entre ellas, cuando la decisión atacada afecta de manera no susceptible de reparación ulterior un especifico privilegio federal.  Este último es el caso de autos toda vez que se halla en tela de juicio la autonomía de la Ciudad de Buenos Aires establecida en el artículo 129 de la Constitución Nacional y el fallo atacado resulta contrario al derecho invocado por  la recurrente al obligarla a litigar ante un tribunal que no es su juez natural.  El conflicto de competencia generado entre ambos fueros reviste gravedad institucional ya que excede el mero interés de los litigantes y atañe al de la comunidad toda; De tal forma que se justifica la intervención de la Corte para resolverlo por ser éste el único medio eficaz para brindar protección al derecho federal comprometido.  En cuanto al conflicto en examen, se debe señalar que no existe unanimidad de criterio para definir el elemento determinante de la competencia contencioso administrativa, puesto que si bien alguna parte de la doctrina afirma que es el sujeto, otra parte de ella sostiene que está constituido por la materia en debate, es decir, por su contenido jurídico y el derecho que se intenta hacer valer para resolver la contienda.  En el sub lite, tal disyuntiva carece de relevancia toda vez que ambos elementos se encuentran reunidos en la causa, en tanto según se desprende del origen de la pretensión y de la relación de derecho existente entre las partes, a los que se debe indagar a fin de determinar la competencia, el sujeto demandado es una persona jurídica pública estatal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y la materia en debate reviste carácter administrativa, dado que se trata de la responsabilidad que se le atribuye por la falta de servicio, mala praxis, de agentes médicos de un hospital público de su dependencia.  Sobre el punto que resulta del caso, el Ministerio Público ha sostenido en reiteradas oportunidades el carácter iuspublicista de la responsabilidad del Estado por la acción defectuosa de sus órganos al cumplir las funciones que le son propias, lo cual se encuadra dentro de la idea objetiva de falta de servicio.  Se ha dicho que no obsta a lo expuesto el hecho de que ante la ausencia o insuficiencia de normas específicas de derecho público que configuren los supuestos de "falta de servicio" de los agentes estatales y las consecuencias patrimoniales imputables al Estado por los daños que tales faltas hayan ocasionado, corresponda la aplicación analógica de normas de derecho privado al caso administrativo no previsto.  Por ello, la circunstancia de que deba recurrirse al artículo 1112 del Código Civil para resolver tales causas, no las transforma en civiles, toda vez que aquél contiene una norma de reenvío que impone el examen de las disposiciones locales que disciplinan la actuación de los órganos a los que se atribuye responsabilidad o las consecuencias patrimoniales por no cumplir sino de una manera irregular las obligaciones legales que les están impuestas", temática específica del Derecho Administrativo  Corresponde tener presente que la obligación estatal de resarcir los daños que se le imputan tiene raíz constitucional, pues su fundamento se halla en la protección de los derechos individuales (artículos 4, 14, 15, 16 in fine, 17, 18, 19, 20 y 28 de la Ley Fundamental) y la reglamentación que hace el Código Civil en cuanto las personas y las responsabilidades consecuentes no arraiga con carácter exclusivo y excluyente en el derecho privado, sino que expresa un principio general que regula cualquier disciplina jurídica.  Por todo lo expuesto, la causa debe ser resuelta por los jueces locales, al resultar específica del Fuero en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires, de conformidad con el artículo 8 de la ley nacional 24.588, el artículo 48 de la ley local 7 y el artículo 2 del Código Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad.


    Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez s/ Daños y Perjuicios


    M. 2376, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Expropiación irregular


    Servidumbre de electroducto. Remisión del expediente. 


    Solicita remisión de causa n° 66.184/82, “Quintero Palacios Gabriel y otra c/ D.E.B.A. s/ Expropiación irregular”.


    Quintero Palacios, Gabriel c/ Dirección de Energía de Buenos Aires s/ Expropiación irregular


    Q. 51, XXXVI, 16 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Levantamiento de medidas cautelares


    Fideicomiso. Títulos de deuda pública. Pronunciamiento inoficioso. 


    El Tribunal, reiteradamente, ha señalado que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, a la vez que ha subrayado que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la poder juzgar y que entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente.


    Fiscal del Estado de la Provincia del Chaco s/ Solicita Intervención en autos: "Odstock Group S.A. c/ Provincia del Chaco y otros s/ Medida Cautelar"


    F. 8, XXXVIII, 03 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    



    Suministro de energía eléctrica. Pronunciamiento inoficioso. 


    El Tribunal, reiteradamente, ha señalado que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, a la vez que ha subrayado que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la poder juzgar y que entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente.


    Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico S.A. c/ Interpone recurso de apelación directo en autos: “Dirección de energía de la provincia de Corrientes”


    C. 35, XXXVIII, 03 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    I.C.E.S. S.A. c/ Dirección Provincial de Vialidad de la Provincia de Formosa y otro


    I. 36, XXXVI, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción de amparo. Incapacidad laboral. Personal policial. Sumario administrativo. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    El recurrente no logra desvirtuar los fundamentos de la sentencia.


    Medina, Julio Ernesto c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina


    M. 1133, XXXVI, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Prácticas desleales. Retenciones salariales. Control de razonabilidad. 


    La acción gira alrededor de la calificación como “práctica desleal” de un acto administrativo dictado por el Gobernador de la Provincia. En concreto, atañe a las exigencias establecidas por el artículo 4° del decreto 21/00 MEOSP, que condiciona la retención por nómina salarial de las cuotas sindicales de los agentes a la acreditación de la personería y regularidad jurídica plena de la actuación del sindicato (Inc. a) y de su marco de actuación en la jurisdicción provincial (Inc. b), y a la conformidad escrita de cada dependiente para que se le practiquen las retenciones. Las anteriores exigencias alcanzan también a las asociaciones ya incluidas en el sistema de códigos de descuento o retención, las que deberían “revalidar” los requisitos enumerados bajo apercibimiento de caducidad.   Es menester recordar que el artículo 38 de la ley 23.551 obliga al empleador a obrar como agente de retención de las cuotas o aportes que deban tributar sus dependientes a favor de las asociaciones de trabajadores con personería gremial, puntualizando que para que dicha obligación sea exigible, deberá mediar una resolución del Ministerio de Trabajo de la Nación disponiendo la retención, la que a su turno, deberá ser comunicada al empleador por la organización sindical.   Verificados los recaudos citados, con arreglo a lo previsto por el Art. 6° de la ley 24.642, los empleados deberán requerir a sus dependientes que manifiesten si se encuentran afiliados a la asociación sindical respectiva y comunicar mensualmente a la misma la nómina del personal afiliado, remuneraciones, altas y bajas, cuotas y contribuciones correspondientes a cada trabajador. Huelga decir que la citada manifestación es exigible al inicio de la relación de trabajo que se presume subsistente hasta tanto el afiliado presente su renuncia y ésta sea aceptada o se proceda con arreglo a lo establecido en la reglamentación.   Cabe referir en orden a los recaudos de los Artículos 38 de la ley n° 23.551 y 24 del decreto 467/88 tanto en la hipótesis de los incisos a) y b), como en la del inciso c) del artículo 4° del decreto 21/00 y soslayando lo controversial de su competencia al respecto –la Provincia no ha invocado extremo alguno con aptitud para fundar la razonabilidad de las exigencias del precepto en examen.   En el sub lite no parecen hallarse en juego motivaciones que se vinculen en sí mismo con los créditos sindicales, ni con los requisitos para su procedencia –autorización administrativa y notificación al empleador- ni con el proceder general o particular de los sindicatos desde que los fundamentos esgrimidos por el Poder Ejecutivo en el dispositivo en estudio se dirigen con énfasis en el alto porcentaje de códigos otorgados a entidades ajenas a la Provincia y a los sindicatos del sector, al logro de una mayor eficiencia y economía en el orden administrativo y al bienestar general de los dependientes de la Administración.   La accionada excedió el marco de sus atribuciones, al imponer un conjunto de exigencias no previstas en la legislación de fondo.   Es requisito, como los establecidos por el artículo 4° del decreto provincial n° 21/00 que vienen a supeditar el mantenimiento de las retenciones al cumplimiento de recaudos como los enumerados, avanzan indebidamente sobre una materia que atañe al Congreso de la Nación (Art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional) y que éste reglamentó, según lo puntualizado en el acápite II, en un sentido diverso al preceptuado por el Gobierno de la Provincia. Tal extremo, viene a determinar la manifiesta falta de validez constitucional del dispositivo objeto de cuestionamiento por la actora.   En lo concerniente al pedido fundado en el artículo 55, inciso 1° de la ley n° 23.551, vale señalar que el ordenamiento al que la norma remite ley n° 18.694 de infracciones de las leyes del trabajo ha sido derogado por el artículo 15 Ap. 1 del Anexo II –Régimen General de Sanciones por infracciones laborales de la ley  n° 25.212 dispositivo este último al que habrá de estarse en todo cuanto corresponda a dicho ítem.   La conducta de la accionada constituye una infracción de las previstas en el artículo 53, inciso b) de la ley n° 23.551.


    Asociación de Trabajadores del Estado c/ Entre Ríos Provincia de s/ Amparo sindical


    A. 184, XXXVI, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Acción de nulidad. Liquidación. Denegatoria del recurso. 


    La Corte Tiene dicho que, en principio, el examen de cuestiones de derecho público local es ajeno a la instancia extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y de regirse por ellas y que "la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas en el razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido".


    EMACO S.R.L. c/ Municipalidad de Luján


    E. 98, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Aeropuertos. Servicio público. Privatizaciones. Permiso de uso. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 43, L. XXXIV, "Recurso de hecho deducido por el Estado Nacional -Estado Mayor de la Fuerza Aérea Argentina- en la causa Sociedad Aeronáutica San Fernando S.R.L. y otros c/ Estado Nacional -Poder Ejecutivo Nacional- Decretos. 375/97 y 842/97", opinión compartida por la Corte en su sentencia.


    Empresa Alas Argentinas S.R.L. c/ Poder Ejecutivo Nacional


    E. 143, XXXVI, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Responsabilidad objetiva. Presunción de culpa. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Tanto la ley 5.800 de la Provincia de Buenos Aires como las leyes nacionales 24.449 y su antecedente 13.893, coinciden en señalar que los automovilistas deben circular con cuidado y conservar en todo momento el dominio efectivo del vehículo, teniendo en cuenta los riesgos propios de la circulación y demás circunstancias del tránsito.  Los agravios del recurrente se limitan a disentir con la interpretación que el Tribunal ha realizado en relación a cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal -ajenas en principio y por naturaleza- a la instancia extraordinaria.  La doctrina de la arbitrariedad no autoriza a la Corte a sustituir el criterio de los jueces de la causa por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter excepcional y exige, por tanto, que medie por parte de los sentenciantes un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de razonabilidad, lo que no ocurre, ya que, al margen de su acierto o pretendido error, la sentencia cuenta con fundamentos de derecho común y procesal que resultan suficientes para la solución del proceso.


    Ottoni, Antonio y Sachetti de Ottoni, Margarita Cecilia c/ Álvarez, Ricardo Marcial y otros


    O. 145, XXXVI, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Obligaciones de dar sumas de dinero. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los fallos de las causas: Fallos: 322:82; 323:3398.


    La Corte ha sostenido en forma reiterada que, teniendo en consideración el estado de liquidación de la Sociedad Anónima, y en función del principio de unidad de la hacienda estatal, aunque el proceso liquidatorio no haya finalizado, y formalmente la empresa conserve su personalidad, no resulta razonable distinguir entre los bienes de dicha entidad y los del Estado Nacional, si quien responde por las deudas de aquella es, en definitiva, la Nación misma.   Resulta aplicable a la causa el régimen de ejecución de sentencias previsto en los artículos 22 de la ley 23.982 y 13 de la ley 25.344.


    Rodríguez, Néstor Gabriel c/ Ferrocarriles Metropolitanos S.A.


    R. 554, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Desistimiento del recurso. Cuestión abstracta. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    L. C. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683


    L. 90, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Empleo público. Reducción salarial. Beneficios previsionales. Cuestiones procesales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Los agravios relativos a la improcedencia de la vía elegida por el amparista y admitida por el a quo para impugnar el decreto n° 430/00 no pueden prosperar toda vez que conducen al examen de cuestiones procesales ajenas al recurso extraordinario, cuya resolución es propia de los jueces de la causa, sin que se advierta un caso de arbitrariedad que permita hacer excepción a tal principio.  En cuanto al fondo de asunto, el pronunciamiento recurrido se ajusta a derecho, porque los haberes del amparista -en su carácter de suboficial retirado de la Fuerza Aérea- no están alcanzados por la reducción que dispone el decreto n° 430/00 sobre "las retribuciones brutas, totales, mensuales, normales, habituales, regulares y permanentes, y el sueldo anual complementario, excluyendo las asignaciones familiares del personal del Sector Público Nacional comprendido en los incisos a) y b) del artículo 8° de la Ley N° 24.156, incluyendo las entidades bancarias y oficiales y las fuerzas armadas, de seguridad y Policía Federal ... (art. 1°).  Así se estima, porque aquél se dirige a las retribuciones de cierto personal estatal, supuesto distinto al que se encuentra el amparista, que percibe un haber de retiro que no se confunde con aquella categoría, aunque para su determinación deban considerarse algunos conceptos que integran la remuneración del personal en actividad.  En tal sentido, cabe recordar que la Corte le ha asignado naturaleza sustitutiva a dicho haber respecto del que percibe el personal activo y que en materia previsional no debe llegarse al desconocimiento de los derechos sino con extrema cautela.  Por último, en cuanto al decreto n° 438/00, que impuso quitas, en diferentes porcentajes a los haberes previsionales de determinados beneficiarios (arts. 1°, 2° y 3°), a las que calificó de no reintegrables y en carácter de contribución para financiamiento del Sistema Público de Reparto (art. 4°), pero excluyó "...de estas disposiciones a las prestaciones por fallecimiento y por retiros por invalidez y a las situaciones amparadas en regímenes especiales para las fuerzas armadas y de seguridad o defensa y el personal militarizado de las mismas, ..... (art. 6°), no tuvo otra finalidad más que exceptuar al personal militar retirado de las quitas que dispuso, pero sin incidir en el ámbito de aplicación del decreto n° 430/00.


    López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    L. 116, XXXVIII, 18 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Estatutos universitarios. Cuestión federal. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tuvo oportunidad de señalar que la fijación de porcentajes mínimos de integración no importa inmiscuirse en la potestad normativa de la universidad ni afecta el contenido esencial de la autonomía, sino que está dirigida a garantizar la representación de los distintos estamentos universitarios mediante una norma que asegura una posición predominante a los profesores, de modo que la libertad de actividad científica no se vea perturbada por la actuación de otros estamentos.  Queda circunscripta la cuestión a determinar si las normas que se refieren al modo de computar el porcentaje que corresponde a los miembros docentes en el Consejo Superior fueron correctamente interpretadas y aplicadas, aspecto cuya revisión no implica el menoscabo de garantías constitucionales, pues no escapa al control judicial ninguno de los problemas jurídico-institucionales que se puedan suscitar en la universidad.  Tiene reiteradamente dicho la Corte que la exégesis de la ley requiere de la máxima prudencia, cuidando que la inteligencia que se le asigne no conduzca a la pérdida de un derecho, o que el excesivo rigor formal de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción y que la primera fuente de interpretación de la ley es su letra, sin que sea admisible una inteligencia que equivalga a prescindir del texto legal.


    Molina, José Luis c/ Universidad Nacional de Catamarca


    M. 922, XXXVI, 18 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Fuerza Aérea. Haber de retiro. Amnistía. Sentencia arbitraria. Interpretación de la ley. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho reiteradamente que la finalidad manifiesta de la ley 20.508 no se vincula con el otorgamiento de beneficios pecuniarios, sino con la restitución de derechos a quienes vieron postergada su carrera o sufrieron sanciones con motivo de los acontecimientos a que se hace referencia, pero tales derechos son los que el nuevo régimen establece y no es válido pretender que conjuntamente, subsistan los del sistema anterior al unísono.


    Wahnisch, José Argentino c/ Instituto de Ayuda Financiera


    W. 26, XXXVI, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Haber de retiro. Estado militar. Servicio militar. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Las leyes previsionales deben interpretarse conforme a la finalidad que persiguen, lo que impide efectuar su inteligencia restrictiva, como también que el rigor de los razonamientos lógicos debe ceder ante la necesidad de que no se desnaturalicen los fines que las inspiran, que no son otros que la cobertura de riesgos de subsistencia, ancianidad y protección integral de la familia.  La solución propuesta condice con la extrema cautela con la que los jueces deben obrar al momento de denegar o conceder beneficios de carácter alimentario como el reclamado en autos, habida cuenta que lo perseguido es, en rigor, un haber previsional y no un retiro militar, el cual sí tiene entre sus fundamentos indemnizar la frustración de la carrera del que tiene estado militar, extremo que, en cambio, no se da en el caso del ciudadano que viene a cumplir con la carga del servicio de conscripción.


    Ascoeta, Pablo Fabián c/ Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército)


    A. 529, XXXV, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Impuesto de sellos. Coparticipación de impuestos. Realidad económica. Interpretación de la ley. Jerarquía de las leyes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La ley federal de coparticipación 23.548 -al igual que la anterior 20.221, reformada por la 22.006- estableció una serie de obligaciones a la que deben sujetarse las provincias -y la Nación en lo pertinente- con el fin de obtener el armónico funcionamiento del sistema de distribución de competencias tributarias y lograr un reparto equitativo del producido de los  impuestos  nacionales que integran dicho mecanismo.  En lo relativo al impuesto de sellos, en el artículo 9 inciso b), ap. II, la citada ley preceptúa que las provincias que adhieran a ella, si establecen ese tributo, deberán hacerlo recaer sólo sobre actos, contratos y operaciones de carácter oneroso instrumentados, sobre contratos a título oneroso formalizados por correspondencia y sobre operaciones monetarias que representen entregas o recepciones de dinero que devenguen interés, efectuadas por las entidades financieras reguladas por la ley 21.526.  La Corte ha establecido que la inclusión de esta norma en el capítulo de la ley 23.548 titulado "Obligaciones emergentes del régimen de esta ley", tiene la finalidad autónoma de evitar la regulación dispar del impuesto en las diversas jurisdicciones. Y agregó que la ratio legis inspiradora de la fijación original de las pautas caracterizadoras de los gravámenes estuvo orientada a restringir dentro de cauces uniformes el ejercicio del poder tributario local, para obtener un mínimo de homogeneidad en la imposición autorizada, y que también se tuvo en miras evitar anticipadamente, por medio de dicho marco regulatorio, la eventual superposición del impuesto de sellos con otros tributos nacionales coparticipados.  Por otro lado, la Corte ha dicho que la ley de coparticipación, en tanto es una ley-convenio, hace parte, aunque con diversa jerarquía, del derecho público local y se incorpora a dicho ordenamiento una vez ratificado por la legislatura, aunque con la diversa jerarquía que le otorga su condición de ser expresión de la voluntad común de los órganos superiores de nuestra organización constitucional: Nación y provincias; Además, su gestación institucional ubica a los tratados o leyes convenio celebrados entre las provincias y el gobierno nacional con un rango normativo específico dentro del derecho federal y su categoría singular se traduce en que no es posible su derogación unilateral por cualquiera de las partes.  El concepto de "instrumento" a los fines de este impuesto, queda definido en la ley 23.548 en el ap. II, del inc. b) del artículo 9, al señalar que "Se entenderá por instrumento toda escritura, papel o documento del que surja el perfeccionamiento de los actos, contratos y operaciones mencionados en la primera parte del párrafo anterior, de manera que revista los caracteres exteriores de un título jurídico por el cual pueda ser exigido el cumplimiento de las obligaciones sin necesidad de otro documento y con prescindencia de los actos que efectivamente realicen los contribuyentes".  No es ocioso recordar que la Corte sostuvo, en el precedente de Fallos: 321:358, que la norma del reiteradamente citado artículo 9, inc. b), ap. II, de la ley de coparticipación impide, dada la inequívoca claridad de su redacción, sustraerse de su vigencia so pretexto de que se trata tan sólo de una pauta orientadora. Es decir, que es una norma plenamente eficaz, que integra plenamente cada uno de los ordenamientos locales que han adherido a ella.


    Banco Rio de la plata S.A. c/ Provincia de La Pampa y/o quien resulte responsable


    B. 1087, XXXVI, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Beneficios previsionales. Confirmación de sentencia. 


    Las pautas señaladas por la Corte, en lo substancial dan cabal respuesta a todos y cada uno de los agravios traídos por el recurrente, tanto en lo relativo a la viabilidad de la vía intentada por el accionante en pos de defender el derecho que cree afectado, cuanto, "mutatis mutandis" los que esgrime para sostener la validez de la norma declarada inconstitucional por el a quo.


    Abecasis, Sara Mabel y otro c/ Estado Nacional s/ Empleo Público


    A. 650, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Inmuebles del dominio privado del Estado. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Habilitación de puertos. Transmisión del dominio. Distribución de competencias. Poder de policía. Recurso extraordinario. Cuestión abstracta. Confirmación de sentencia. 


    Las disposiciones de la ley 25.436 que transfirió al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires el dominio sobre la parcela de terreno conocida como "Costa Salguero", y del decreto 2116 del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, que dispone la formal toma de posesión del inmueble cuyo dominio fue transferido por la ley 25.436 y asumió la calidad de "parte otorgante" en el contrato de concesión de uso previsto en el art. 3°, introdujeron modificaciones sustanciales en el marco normativo de la cuestión en debate y traducen la superación del conflicto que suscitaba la interpretación de la ley 24.588, según los términos en que había sido sometido al Tribunal, razón por la cual ha devenido abstracto el pronunciamiento de la Corte en este aspecto.  En la tarea de esclarecer la inteligencia de normas de carácter federal, la Corte no está limitada por las posiciones de los jueces intervinientes ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue.  De acuerdo a la distribución de competencias fijada en la Constitución Nacional -tras la reforma de 1994-, las autoridades locales mantienen el poder de policía en los establecimientos de utilidad nacional, pues así lo establece el art. 75 inc. 30 en cuanto prevé que el Congreso Nacional ejerce una legislación exclusiva en el territorio de la capital de la Nación y dicta la legislación necesaria para el cumplimiento de los fines específicos de los establecimientos de utilidad nacional en el territorio de la República, donde las autoridades provinciales y municipales conservan los poderes de policía e imposición sobre estos establecimientos, en cuanto no interfieran en el cumplimiento de aquellos fines. Se sigue de ello que el criterio para la exclusión de la jurisdicción o legislación local, debe circunscribirse a los casos en que su ejercicio interfiera en la satisfacción del propósito de utilidad nacional de los establecimientos.  Así pues, más allá del nuevo status jurídico de la Ciudad de Buenos Aires conferido por el art. 129 de la Constitución Nacional, las atribuciones de la Administración General de Puertos asignadas por diversas normas federales y las facultades del Congreso Nacional para habilitar los puertos no restringen ni excluyen el poder de policía del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires sobre el predio en cuestión, máxime, cuando en dicho sector no se realizan actividades portuarias.  El Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, como continuadora de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires (art. 5°, de la ley 24.588), ejerce el control de las cuestiones atinentes a la moralidad, buenas costumbres, salubridad y otras materias que históricamente se han reconocido como inherentes al poder municipal, incluso, se la asigna facultad de control en lo concerniente a la seguridad edilicia de las construcciones, obras y embellecimiento de la ciudad. Ello, sin perjuicio de las competencias atribuidas al respecto a otros organismos o instituciones. El Estatuto Constitucional de la Ciudad de Buenos Aires dispone que el Jefe de Gobierno ejerce el poder de policía sobre los establecimientos de utilidad nacional que se encuentren en la Ciudad.  En cuanto a la competencia del Estado Nacional sobre la zona portuaria, cabe destacar que la Ley de Puertos 24.093, cuyo ámbito de aplicación comprende todos los aspectos vinculados a la habilitación, administración y operación de los puertos del territorio de la República, regula, exclusivamente, la habilitación de las actividades portuarias comerciales e industriales que involucren el comercio internacional e interprovincial.  Es claro el diverso alcance del régimen nacional respecto del instituido para el orden local, sin que pueda dudarse que al primero corresponde todo lo concerniente a la navegación, el comercio vinculado con ella y la policía aduanera, en tanto que al local todo lo referente a la seguridad, higiene, moralidad y en general, a los intereses permanentes y directos de la ciudad y de su población.   Los decretos del Poder Ejecutivo Nacional 1029/92 y 357/98, de los cuales surge que el Estado Nacional ratificó para sí el dominio sobre la zona cuestionada, no tienen entidad suficiente para modificar el criterio expuesto, toda vez que dichas tierras se transfirieron al Gobierno de la Ciudad por la ley 25.436.  Aparece como razonable la exigencia de la habilitación pretendida por la autoridad del Gobierno de la Ciudad, cuyos alcances difieren de los perseguidos por la reglamentación nacional, a la cual sólo concierne la habilitación a los fines portuarios. Tal criterio es el que mejor conviene a una interpretación que tienda a conciliar las normas de origen federal y local en juego, evitando una colisión entre ellas y con la doctrina del Tribunal, según la cual la atribución de facultades al Congreso Nacional “...no es excluyente de las potestades de reglamentación y policía locales", razón por la que los entes nacionales "no se hallan sustraídos totalmente al poder de policía que las municipalidades ejercen sobre los centros urbanos conforme a las Ieyes de su institución y organización".


    Centro Costa Salguero S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA)


    C. 1690, XXXVI, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Gravamen irreparable. Peligro en la demora. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es doctrina de la Corte en torno a que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten no revisten, en principio, carácter de sentencias definitivas en los términos que exige el artículo 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, regla que cede cuando aquéllas causan un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior o cuando lo resuelto excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad.   Ninguna de las excepciones mencionadas se presenta en el sub lite, como lo ha sostenido la Corte, si bien el dictado de medidas cautelares no exige un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, pesa sobre quien las solicita la carga de acreditar prima facie la verosimilitud del derecho invocado y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que las justifiquen.   Tampoco se configura una situación de gravedad institucional que, según la doctrina de la Corte, habilita de todos modos la apertura de la apelación extraordinaria, toda vez que no se advierte que las circunstancias alegadas por la recurrente excedan su mero interés, o que estén en juego “instituciones básicas de la Nación” o la “buena marcha de las instituciones”.   En cuanto a los agravios relacionados con la presunta violación de preceptos federales y la arbitrariedad del pronunciamiento del a quo, la Corte tiene dicho que la invocación de la arbitrariedad o de agravios constitucionales no suple la ausencia del requisito de la sentencia definitiva a los fines de la procedencia de la apelación federal.


    Border´s Parking S.R.L. c/ Administración General de Puertos y otro


    B. 533, XXXVI, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Nulidad de la resolución. Apartamiento de las constancias de la causa. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que, si bien la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peticiones de las partes constituyen, en principio, extremos ajenos al recurso extraordinario -por ser de índole fáctica y procesal-, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando, la sentencia traduce una comprensión del objeto litigioso que se aparta de las constancias de la causa y de los principios que gobiernan el debido proceso adjetivo consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  Por otro lado, de acuerdo con doctrina de la Corte, lo relativo a la aplicación de medidas disciplinarias, así como lo atinente a la valoración de la conducta de las partes y sus letrados, constituyen materias reservadas a los jueces de la causa y ajenas a la instancia extraordinaria.


    Dima, Juan Carlos c/ Comisión Nacional de Energía Atómica s/ Empleo público


    D. 513, XXXVI, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Sanciones militares. Nulidad del acto administrativo. Retiro obligatorio. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En autos, el thema decidendum consiste en determinar si aún cuando no se pueda aplicar la sanción disciplinaria por haber transcurrido el plazo de prescripción previsto en el artículo 607 del Código de Justicia Militar, se puede asentar en el legajo del personal militar tal circunstancia, así como la falta que le hubiere correspondido.  La norma citada no autoriza a proceder de esa forma por cuanto el primero de los actos cuestionados es nulo, circunstancia que acarrea la nulidad de los dictados en su consecuencia, con motivo de los recursos administrativos que contra aquél dedujo el actor. Ello así, porque una vez extinguida por prescripción la acción disciplinaria cesa el poder sancionatorio, sin que exista posibilidad de anotarse en el legajo personal la sanción que le hubiera correspondido, pues la toma de razón en los registros personales es una consecuencia de la aplicación de sanciones y, en el caso, admitir el criterio de la autoridad militar sería tanto como reeditar el castigo.  No obsta a tal conclusión la circunstancia de tratarse de un régimen que presenta características especiales en cuanto al mantenimiento del orden y de la disciplina propios de la actividad, porque la norma que regula sobre las faltas contra las ordenanzas y reglamentos militares prevé la extinción de la acción sancionatoria por causa de la prescripción, que se vería desvirtuada si se pudiera actuar de la forma que dispone el acto impugnado.    Por último, la anotación en el legajo personal, no puede constituir un antecedente para calificar la conducta del personal castrense ni para decidir su separación de la institución militar.


    Palma, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Estado Mayor General del Ejército


    P. 318, XXXIV, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Fuerzas Armadas. Baja del servicio militar. Prueba pericial. Cuerpo médico forense. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte debe decidir si las especiales constancias de la causa, permiten colocarlo bajo el principio, según el cual, debe observarse suma cautela para llegar al desconocimiento de derechos que tienen por objeto cubrir aquellas circunstancias que pueden afectar la actividad laboral de quien solicita el beneficio que tiende a paliar el menoscabo que provoca la contingencia, máxime si ella se originó en el cumplimiento del deber.


    Fernández, José Luis c/ Estado Nacional (Estado Mayor General de la Armada)


    F. 230, XXXV, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción de amparo. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 365, L. XXXVII, "Selcro S.A c/ Jefatura Gabinete de Ministros - Decisión 55/00 (Decretos 360/95 y 67/96) s/ Amparo ley 16.986".


    Bárbara S.C.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Jefatura Gabinete de Ministros - Decisión 55/00 s/ Amparo Ley 16.986


    B. 566, XXXVII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario.


    Suppa y Boado, Luis c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Ley 24.411 (Resolución 370/00)


    S. 704, XXXVII, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Cuestión de derecho público local. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 399, XXXVII, “G.C.B.A. c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”, fundamentos que fueron compartidos por la Corte Suprema.


    Muchnik, Eleonor Esther y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    M. 975, XXXVII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Empelo público. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los fallos de las causas G. 90, L. XXXVI, “Gándara, Fernando Roberto y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público”; B. 477, L. XXXV, “Becher, Enrique y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Empleo público” y Fallos: 322:752.


    Boerio, Juan Bautista y otros c/ Estado Nacional - Decretos 78 s/ Empleo público


    B. 1017, XXXVII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 629, L. XXXVI, “Arakaki, Marcela Noemí y otros c/ Estado Nacional (CSJN – Acordada 57/92) s/ Empleo público”.


    Canali, Olga y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia (Acordada 57/92) s/ Empleo público


    C. 646, XXXVII, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 629, L. XXXVI, “Arakaki, Marcela Noemí y otros c/ Estado Nacional (CSJN – Acordada 57/92) s/ Empleo público”.


    Pace, María Silvia y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia (Acordada 57/92) s/ Empleo público


    P. 422, XXXVII, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Emergencia económica. Reducción salarial. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El Estado puede reducir los salarios de sus agentes, salvo que la Constitución Nacional expresamente garantice su intangibilidad, pero para que ello encuentre sustento en nuestra Ley Suprema, debe cumplir ciertos requisitos: que la reducción se adopte ante situaciones excepcionales de emergencia, tenga efectos generales y vigencia para el futuro en forma transitoria y no resulte confiscatoria, es decir, no desnaturalice el derecho a la retribución.  Por otro lado, si bien es cierto que la Corte sólo decide en los casos concretos sometidos, y su fallo no resulta obligatorio para otros análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a las de la Corte, también lo es que las sentencias de los tribunales que se apartan de tales precedentes sin aportar nuevos fundamentos que justifiquen modificar la posición sentada por aquélla, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia, carecen de sustento, máxime cuando dicha posición ha sido expresamente invocada por el apelante.


    Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional - Contaduría General Ejército Argentino - Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986


    M. 588, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Expropiación. Daños y perjuicios. Indemnización. Interpretación de la ley. Bienes inembargables. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En cuanto al asunto discutido -que en esta instancia se circunscribe a determinar si el monto de la condena fijada en el sub lite queda comprendido o no en los términos de las leyes 23.982 y 24.624- tal como afirma la apelante, la Cámara incurre en desacierto al considerar que la mencionada ley 23.982 es inaplicable en la especie por no haber sido expresada la deuda al 31 de marzo de 1991, puesto que según su  Art. 1°, y el Art. 2° inc. d) del decreto 2140/91, a los efectos de la consolidación, es determinante que las obligaciones sean de causa o título anterior al 1° de abril de 1991, aun cuando se reconocieran administrativa o judicialmente con posterioridad a esa fecha, tal como aquí ocurre.   Cierto es que la condena de autos –que se encuentra firme y consentida- debe encuadrarse dentro de las excepciones al régimen de consolidación de deudas del Estado, según los términos del Art. 1°, último párrafo, de la ley 23.982, que se refiere al pago de “las indemnizaciones por expropiación por causas de utilidad pública”.   La Corte ha establecido que en la base de la expropiación, se halla un conflicto que se resuelve por la preeminencia del interés público y por el irremediable sacrificio del interés particular, pero la juridicidad exige que ese sacrificio sea repartido y que toda la comunidad – que se beneficia con el objetivo de la expropiación – indemnice a quien pierde su bien por causa del bienestar general. Aun cuando el expropiado no puede oponerse a la declaración de utilidad pública, si tiene derecho a que su patrimonio no sea gravado más allá de lo que consienta la igualdad ante las cargas públicas. Como consecuencia de tales consideraciones y de la garantía prevista por el Art. 17 de la Constitución Nacional, la Corte sostuvo que, si indemnizar consiste en pagar el equivalente económico del bien del que se priva al expropiado, el medio de pago es el dinero, pues es oficialmente la medida de los valores y añadió que la indemnización en dinero no la pueden sustituir otras prestaciones, por el riesgo de afectar los requisitos esenciales de pago previo, actual e íntegro, principio imposible de soslayar si aun en supuestos de leyes de emergencia, fundadas en el poder de policía del Estado. Estas consideraciones resulta íntegramente aplicables al sub lite, aun cuando la expropiación no alcanzó a quedar perfeccionada y las circunstancias fácticas fueron subsumidas, según se reseñó, en la figura de la ocupación temporánea, la estrecha correlación que se verifica entre ambos institutos permite incluir a la reparación otorgada en la especie entre las excepciones que prevé el Art. 1° de la ley de Consolidación de Deudas. En efecto, además de que la ocupación temporánea se encuentra regulada en la Ley Nacional de Expropiaciones N° 21.499, cabe advertir que, si bien aquí no se produce el sacrificio máximo que caracteriza a la expropiación -transmisión del dominio del bien al expropiante-, de todos modos se configura una restricción que recae no sólo sobre lo absoluto sino también sobre el carácter de exclusiva de la propiedad y, durante cierto lapso, el dueño pierde el uso y disfrute de la cosa, lo cual importa una real desmembración -temporaria- del derecho de dominio que merece resarcimiento. Es más, la identidad de fundamentos en ambas situaciones -facultad del Estado de apoderarse de los bienes particulares cuando la necesidad pública lo exija- condujo a la doctrina a sostener que la indemnización debe ser previa tanto en la ocupación temporánea así como en la expropiación, porque importa un verdadero sacrificio para el titular del bien ocupado, hay un desmembramiento de la propiedad y se impone como lógica consecuencia de los principios constitucionales referidos a la expropiación.  Sentado ello, resta examinar la aplicación al caso de lo dispuesto por el Art. 1° del decreto 1652/91 que solicita la apelante. Al respecto cabe recordar que la Corte ha sostenido que la consecuencia de haberse vetado una exclusión al régimen general de consolidación del pasivo público, es el mantenimiento de la regla incluso en los supuestos de obligación de pago de las indemnizaciones por expropiación por causa de utilidad pública. Estas disposiciones promulgadas son las únicas que han podido ser declaradas “inaplicables” por resultar incompatibles con la garantía de la inviolabilidad de la propiedad y añadió que la decisión del a quo equivale a la declaración de inconstitucionalidad de la ley 23.982 en su aplicación al pago de la indemnización debida al expropiado.   Por último, resultan inatendibles los argumentos de la apelante en cuanto a la aplicación del Art. 19 de la ley 24.624 referidos a la inembargabilidad de los fondos afectados a la ejecución del presupuesto del sector público y al modo de satisfacer las condenas al pago de sumas de dinero. Cabe recordar que dicha norma fue sancionada por el Congreso de la Nación para imponer pautas racionales en el cumplimiento de las obligaciones a cargo del Estado, evitando el desvío de los recursos presupuestarios y los trastornos consiguientes que en la economía del sector público pueda producir tal desvío. Sin embargo, no basta invocarla para que procede su aplicación automática a las sumas de dinero que encuadra en la hipótesis prevista por ella, sino que resulta menester acreditar la falta de partida presupuestaria pertinente para atender el pago del crédito reconocido en sede judicial, según lo dispuesto por el Art. 20, primera parte, de la ley 24.624, extremo de hecho cuya existencia no se presume, por lo que debe ser probado por quien invoque la aplicación del Art. 19 de la ley 24.624.


    Calas, Jorge Kamel c/ Estado Nacional p/ Daños y perjuicios


    C. 1344, XXXVI, 16 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Gas natural. Entes Reguladores de servicios públicos. Resolución administrativa. Nulidad del acto administrativo. Dictámenes. Comisiones bicamerales. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Productor que compra gas natural de terceros. Comercializador que compra y vende gas natural por cuenta de terceros.


    La ley 24.076 diferencia entre los sujetos de la industria del gas natural y los comprendidos en el citado cuerpo normativo y, al definir a estos últimos, señala que aquel que "compra y vende gas natural por cuenta de terceros" se considera comercializador.   El productor que compra gas natural de terceros o su transporte para luego venderlo no se encuentra comprendido en aquella figura, porque aquél compra para sí, de tal forma que el gas que adquiere ingresa en su patrimonio y se confunde con el propio, sin que pierda esta última condición porque después lo venda. El comercializador, en tanto, no adquiere el producto para sí, sino que compra y vende por cuenta de terceros, sin que sea un obstáculo para ello el hecho de que acopie o acumule gas para luego venderlo.  El texto legal es claro en cuanto al requisito que se debe cumplir para estar incluido en la categoría de comercializador: comprar y vender gas por cuenta de terceros, pese a que, en su carácter de productor, también adquiere gas de terceros. Resulta aplicable la jurisprudencia del Tribunal a cuyo tenor la primera fuente de interpretación de las leyes su letra, de la que no cabe apartarse cuando ella es clara, pues de otro modo se podría llegar a una inteligencia que, sin declarar la inconstitucionalidad de la disposición legal, equivaliese a prescindir de su texto.  Si bien es cierto que, en el caso, no existe plena coincidencia entre los dictámenes previos de las comisiones legislativas que examinaron el proyecto de ley y las intervenciones de los legisladores que participaron en su discusión parlamentaria, la Corte ha señalado que el valor de las últimas son simples manifestaciones de opinión individual de las personas que las pronunciaron, y que no fueron establecidas o admitidas claramente en el texto de la ley que se discutía y, en tales condiciones, mantiene vigencia el aludido principio general en materia de interpretación de la ley.  No puede ser incluido en la figura de comercializador solamente porque su actividad no está contenida cabalmente en la de productor, ya que es claro que tampoco está comprendida en la primera de aquéllas. Es que no se debe extender los alcances del precepto legal más allá del ámbito natural que surge de sus términos, porque no se trata de incluir forzosamente actividades en una categoría, sino de aplicar el texto tal cual está concebido.  La resolución administrativa impugnada, en cuanto incluye en el concepto de comercializador al productor que compra gas de terceros para su venta posterior, carece de sustento legal, es ilegítima y, por lo tanto, resulta innecesario examinar las quejas relativas al régimen de penalidades que establece.


    YPF S.A. c/ ENARGAS - Resolución 421/97


    Y. 11, XXXVI, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Impugnación del acto administrativo. Actos de los poderes públicos. Asociaciones sindicales. Incumplimiento del convenio colectivo. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Discrepancia del recurrente. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho que el Tribunal no se encuentra limitado por los argumentos de las partes o de la alzada, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue.  En ocasión del acuerdo celebrado entre el Gobierno de la Nación y el Gobierno de la Provincia de Córdoba, este último asumió las funciones inherentes al área administrativo-laboral en todos aquellos casos en que su intervención esté determinada por leyes nacionales o provinciales y, especialmente, en lo que atañe a la fiscalización del cumplimiento de las normas del trabajo, a la aplicación de las convenciones colectivas y a la intervención en los conflictos individuales y colectivos. Ello es así, sin más limitaciones que las reconocidas en el propio convenio, impuestas por la atención de los asuntos que, en razón de la materia o persona, excedan la órbita local.  La única excepción que prevé el texto en estudio a la competencia provincial, es la establecida en el párrafo final del artículo 2°, inciso G), del acuerdo, que impone al organismo ministerial el dictado de una resolución fundada para avocarse al conocimiento y resolución de un conflicto, en tanto que el mismo tenga incidencia en la economía o el interés nacional.  Frente al texto del convenio, no obstante, la potestad reivindicada no se aprecia respaldatoria de su accionar, configurándose, en consecuencia, la hipótesis prevista en el artículo 14, inciso b), de la ley 19.549, que prevé la nulidad absoluta e insanable del acto administrativo dictado por un órgano falto de competencia.


    Unión S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo s/ Impugnación acto administrativo


    U. 33, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Ley de procedimientos administrativos. Reclamo administrativo previo. Caducidad. Cobro de pesos. Antigüedad. Denegatoria del beneficio. Entes descentralizados. Revocación de sentencia. 


    Al encontrarse en discusión la inteligencia que cabe asignar a una norma de derecho federal, el Tribunal no se encuentra limitado en su decisión por las posiciones del tribunal apelado y del recurrente, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.  La sentencia erróneamente encuadra la presentación de los actores como una acción por la vía impugnatoria y, por ende, sujeta al plazo de caducidad previsto en el art. 25 de la ley 19. 549. Por el contrario, no se trata aquí de la impugnación de acto alguno sino que es el típico caso de quien reclama por la vía reparatoria el reconocimiento de un derecho, cual es, según la demanda, el cobro de la antigüedad.  En este sentido, ha dicho la Corte, que cabe distinguir entre la vía impugnatoria cuyo resultado sería necesariamente la declaración de ilegitimidad del acto administrativo, de la reclamación del reconocimiento de un derecho basada en lo dispuesto por los arts. 30 y concordantes de ese mismo cuerpo legal, inclusive en los casos en que hubiese mediado reclamación administrativa previa, los que no estarían sujetos al plazo del art. 25.  Por lo expuesto parecerían aplicables al caso las previsiones del art. 30 y concordantes de la ley 19.549, sin embargo, la demanda tuvo inicio antes de que la ley 25.344 introdujera modificaciones en el art. 32 de la L.P.A., por lo cual se hallaba vigente el inciso f), por lo que a los actores no les era exigible el reclamo administrativo previo para proceder a examinar su demanda.  Ha dicho el Tribunal que el reclamo administrativo previo -art. 32, inc. f) de la ley 19549- no era necesario cuando se demandaba a un ente descentralizado con facultades para estar en juicio.


    Peña, Hugo Alberto y otros c/ Fundación Miguel Lillo s/ Cobro de pesos


    P. 844, XXXVI, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Régimen jubilatorio. Personal policial. Interpretación de la ley. Revocación de sentencia. 


    El recurso interpuesto resulta procedente toda vez que está en tela de juicio la interpretación de normas de carácter federal y la decisión final en la causa fue contraria a las pretensiones que el apelante fundó en sus disposiciones.  La Corte ha sostenido que no puede aceptarse la alteración de los elementos integrantes del estado de jubilado, pues ello importa una retrogradación de la condición de pasividad, incompatible con las garantías de los artículos 14 bis, 16 y 17 de la Constitución Nacional.  El criterio del juzgador no es razonable en cuanto estimó indispensable, para hacer lugar al reclamo del interesado, el cumplimiento de los requisitos de la nueva normativa, desde que dicha postura, frente a las frecuentes reformas de estructuras en los organismos públicos, sólo produciría una inestabilidad permanente en el “status” de quienes ya han logrado el retiro, situación incompatible con la naturaleza que es propia de los regímenes previsionales.


    Echeverría, Enzo Nicolás c/ Caja de retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal y otro s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    E. 66, XXXVIII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Reincorporación al servicio. Agotamiento de la instancia administrativa. Ley procesal. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la resolución apelada no reviste el carácter de sentencia definitiva, resulta equiparable a tal, toda vez que de quedar ella firme, clausuraría totalmente el acceso del actor a la jurisdicción para cuestionar el cese de su empleo. Al respecto, la Corte ha dicho que cabe hacer excepción a la regla de conformidad con la cual las cuestiones de orden procesal, aun regidas por leyes federales, constituyen materia extraña a la instancia extraordinaria cuando la decisión cuestionada frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación suficiente, restringiendo sustancialmente su derecho de defensa.  La Corte se ha pronunciado negativamente sobre la posibilidad de aplicar, al ámbito de los organismos militares, de defensa y de seguridad, las disposiciones de la ley 19.549.  Conforme a ese criterio, la dilucidación debe buscarse en el particular marco regulatorio instituido por la ley 21.965 y por el decreto 1866/83 para el personal policial, sin que para ello resulte necesario acudir a otros regímenes legales, toda vez que el claro texto del art. 1° de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos excluye las normas de procedimiento allí establecidas al ámbito de aquellos organismos.  Tampoco puede soslayarse que tales disposiciones, por limitar el acceso a la jurisdicción, deben ser interpretadas en forma restrictiva, sin extender su aplicación a otras  situaciones que no se encuentran expresamente contempladas.  Desde esta perspectiva, asiste razón al apelante cuando sostiene que el agotamiento de la vía administrativa no es un recaudo legalmente previsto. En efecto, la ley 21.965 y el decreto 1866/83 contemplan un procedimiento especial que posibilita impugnar las sanciones impuestas con el objeto de que se las disminuya o que se dicte su sobreseimiento, nada prevén sobre la obligatoriedad de agotar la vía recursiva.  La ausencia legal respecto de su exigencia, tornaba improcedente el rechazo de la demanda fundado en el incumplimiento de tal recaudo y de la necesaria aplicación del principio in dubio pro actione, rector en materia de habilitación de instancia.  En este punto, corresponde recordar la jurisprudencia del Tribunal en torno a que la exégesis de la ley requiere de la máxima prudencia y cuidar que la inteligencia que se le asigne no lleve a la pérdida de un derecho, o que el excesivo rigor formal de los razonamientos desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción.  A la luz de aquel principio y de la inteligencia del art. 1° de la Ley 19.549 efectuada por la Corte, en cuanto entendió excluidas de manera expresa la aplicación de aquellas normas al ámbito de los organismos militares, de defensa y seguridad, tampoco, resultaba exigible, a los fines de la habilitación de la instancia, el cumplimiento del plazo previsto en su art. 25.  Señaló también el Tribunal que, de conformidad con lo previsto en el art. 2° inc. "a" de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos y en el decreto 9101/72, la aplicación supletoria de sus normas sólo se refiere a los procedimientos que rigen al personal civil que presta servicios en la Administración Pública y en los organismos militares de defensa y seguridad e inteligencia, pero no así al personal militar y de seguridad.  No obsta a lo expuesto, la derogación de dicho decreto por su similar 722/96 -modificado por el decreto 1155/97-, en virtud del cual las Fuerzas Armadas, de Seguridad, Policiales e Inteligencia, continuarán rigiéndose por los procedimientos especiales que las regulen, sin perjuicio de la aplicación supletoria de la ley 19.549, toda vez que, aún cuando pudiera admitirse una inteligencia diversa a la expresada en los precedentes de la Corte, tal supletoriedad no podría extenderse a las normas que sujetan a un plazo en extremo breve la extinción del derecho que pretende ejercerse.


    Resch, Héctor Juan c/ Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Personal Militar Civil y de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    R. 920, XXXVI, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Suministro de energía eléctrica. Falta de servicio público. Responsabilidad del concesionario (comercial). Confirmación de sentencia. 


    Leading case “Fernández Arias” (Fallos: 247: 646).


    El artículo 72, segundo párrafo, de la ley 24.065 faculta al usuario a plantear ante el ente regulador "toda controversia" que se suscite -entre otros- con las distribuidoras "con motivo del suministro o del servicio público de transporte y distribución de electricidad". De este modo, aquél podrá optar entre someter la controversia a decisión del ENRE -en cuyo caso la resolución que éste adopte podrá ser recurrida en sede judicial mediante los procedimientos previstos en la propia ley 24.065- u ocurrir directamente al Poder Judicial mediante la interposición de una acción ordinaria.  Esta inteligencia, por otra parte, se ajusta a los parámetros incorporados en el artículo 42 de la Carta Magna por el Constituyente reformador en 1994, sin que ello signifique el reconocimiento de facultades jurisdiccionales a este ente regulador, ni conferirle el carácter de tribunal administrativo.  Por otro lado, la sentencia recurrida se ajusta a derecho porque efectivamente, el Poder Ejecutivo Nacional carece de facultades para actuar como "colegislador" y, en tal carácter, "dispensar" a las empresas distribuidoras de la obligación de reparar en forma integral los perjuicios causados a los usuarios como consecuencia de la defectuosa prestación del servicio a su cargo.  En efecto, no se discute el alcance de las obligaciones de las distribuidoras para con los usuarios, sino la magnitud de sus responsabilidades por los daños y perjuicios que puedan ocasionar como consecuencia del incumplimiento de sus obligaciones.  Desde esta perspectiva, con independencia del carácter reglamentario o contractual de la relación entre usuarios y concesionarios, la responsabilidad de las distribuidoras por los perjuicios efectivamente ocasionados a los usuarios surge del art. 24 del contrato de concesión, cuando dispone que "la distribuidora será responsable por lodos los daños y perjuicios causados a terceros y/o bienes de propiedad de estos como consecuencia de la ejecución del contrato y/o el incumplimiento de las obligaciones asumidas conforme al mismo y/o a la prestación del servicio público ", en consonancia con la previsión del núm. 5.2, tercer párrafo, del Sub anexo 4 del mismo contrato, en tanto señala que "...el pago de las penalidades no relevará a la distribuidora de eventuales reclamos por daños y perjuicios". Como consecuencia de ellos, los usuarios tienen la posibilidad de reclamar por los daños y perjuicios que no lleguen a ser reparados con las multas que se impongan a las distribuidoras -las que, según el mismo Marco Regulatorio son bonificadas en las facturas individuales-.   Al respecto, los usuarios están aprehendidos en la categoría de "terceros" a los que se refiere la cláusula contractual recién mencionada, aun cuando resulten beneficiarios -si bien con obligaciones- del contrato de concesión suscripto entre el Estado concedente y la distribuidora concesionaria. Sin embargo, si alguna duda cabe, ella se resuelve en sentido adverso al concesionario, por aplicación de la doctrina del Tribunal que desde antaño y por recepción de precedentes jurisprudenciales norteamericanos, señala que, en materia de interpretación de concesiones, nada debe tomarse como concedido sino cuando es dado en términos inequívocos o por una implicancia igualmente clara. La afirmativa, necesita ser demostrada, el silencio es negación y la duda es fatal para el derecho del concesionario.  En este mismo orden de ideas, debe tenerse en cuenta que el régimen de penalidades tiene por finalidad medir la calidad del servicio, por lo que tales sanciones están destinadas a "orientar las inversiones de la distribuidora hacia el beneficio de los usuarios, en el sentido de mejorar la calidad en la prestación del servicio público de electricidad", aun cuando aquél deba terminarse en función del ''perjuicio económico" que ocasione al usuario la prestación del servicio en condiciones no satisfactorias y las multas deben ser acreditadas en su factura.  Por otra parte, la protección de los intereses económicos de los usuarios tiene resguardo constitucional y, ante la ausencia de norma con rango de ley que limite la reparación de los daños causados por las distribuidoras a sus usuarios, no cabe restringir su alcance por vía reglamentaria o contractual, reduciéndola al costo estimado del producto no suministrado.


    Ángel Estrada y Cia S.A. c/ Resolución 71/96 - Secretaría de Energía y Puertos (Expediente N° 750-002119/96)


    A. 126, XXXVI, 11 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Sanciones administrativas


    Cuestión abstracta. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, "Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683".


    S. S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    S. 303, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VIII


    Derecho Procesal Civil y Comercial


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Universidades. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    La apelación intentada es inadmisible en su aspecto formal, toda vez que se ha incumplido con el requisito de fundamentarla adecuadamente, previsto por el artículo 15 de la ley 48.  Así resulta pues, quien la dedujo no se hace cargo, íntegramente, de los argumentos suministrados por los jueces al fundamentar su pronunciamiento, sino que se limita a reproducir dogmáticamente afirmaciones de escritos anteriores.  En este sentido, cabe recordar que un principio fundamental del régimen recursivo es el que impone que los argumentos del juzgador deban ser rebatidos por la recurrente a través de una crítica concreta y razonada, corolario de lo cual es que no resulta suficiente, a ese efecto, la reiteración dogmática de meras manifestaciones, propuestas con anterioridad y atendidas, a su turno, por los jueces, ni basta con mencionar que la norma impugnada viola garantías constitucionales.  En efecto, constituyen apreciaciones genéricas que, además de escuetas, no logran demostrar la relación que media entre el derecho invocado y las garantías cuya protección reclama.


    Universidad de Buenos Aires c/ Poder Ejecutivo Nacional - Decreto 290/95 s/ Proceso de conocimiento


    U. 45, XXXVI, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 528, L. XXXVI, "Vicente Oscar y García de Vicente Liliana Beatriz c/ Restaurante Parrilla Pizzería San José y-o responsables y otros".


    Conti, Raúl Pedro c/ Transporte Automotores


    C. 46, XXXIV, 14 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    AFIP DGI


    Indemnización. Admisibilidad del recurso. 


    Corresponde declarar procedente el recurso, dejar sin efecto la sentencia apelada y disponer que vuelvan los autos al Tribunal de origen para que, por quien proceda, se dicte un nuevo pronunciamiento.


    Barbara, Fernando Lorenzo y otros c/ Dirección General Impositiva s/ Laboral


    B. 732, XXXVII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero


    Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Santiago, Nelson Fidel c/ Guardado Rey, Juan Manuel s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 344, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Concurso preventivo


    Sentencia no firme. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    El argumento del quejoso no suple el requisito de sentencia definitiva que la instancia extraordinaria exige de los pronunciamientos que se impugnan por dicha vía, ya que nada le impide llevar a cabo el mismo planteamiento ante el Juez del concurso de acreedores de la accionada.  No existe en el sub examine resolución que ponga fin al pleito, ni impida su continuación, ni cause un perjuicio de imposible o insuficiente reparación ulterior la cuestión federal no ha sido introducida; temporáneamente, ya que no puede invocarse arbitrariedad sorpresiva en el resolutorio de la Cámara apelada, pues se limitó a confirmar lo decidido por la instancia anterior. La oportunidad procesal pertinente de conformidad con la doctrina de la Corte fue la expresión de agravios del recurso de apelación interpuesto contra el decisorio del Juez de primera instancia, en el que no planteó la cuestión federal ni siquiera implícitamente.  En relación a la arbitrariedad alegada, la sentencia en crisis tiene suficientes fundamentos jurídicos de naturaleza común y procesal que, al margen del acierto o error que le adjudique el recurrente, no es pasible de ser considerado con aquélla característica, en los términos que la Corte tiene desarrollada la doctrina respectiva.


    García, Juan Silverio c/ Policlínico Ferroviario Diamante


    G. 2057, XXXVIII, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Accidente in itinere. Daños y perjuicios. Competencia provincial. 


    Remisión a los precedentes de Fallos: 321: 1865; 322: 456 y a la doctrina de la sentencia en causa Comp. 83; L. XXXV, “Yuste, Néstor Adrián c/ Agrojumbo S.A. s/ Ordinario”.


    Del examen de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos cabe atender de modo principal para determinar la competencia, surge que la actora pretende el resarcimiento de los daños emergentes de un accidente in itinere, con fundamento, por un lado, en la ley 24.028 -hoy derogada por su similar 24.557- y, por el otro, en el derecho común a tenor de los rubros reclamados en concepto de reparación de daño material y moral, contra su empleadora.  En tal contexto, y toda vez que la parte actora reclama una reparación integral fundada en el derecho común, resulta aplicable la solución de los precedentes citados y máxime en razón de la extemporaneidad del planteo de competencia efectuado recién en oportunidad de encontrarse la causa en estado de sentencia.


    Olima, Antonia Graciela c/ Superior Gobierno de la Provincia s/ Daños y perjuicios


    COMP. 235, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo 322:2455: “Pérez, Antonio v. Pinfruta S.A. s/ Laboral por accidente de trabajo”.


    Daporta, Ismael c/ Matadero y Frigorífico Federal S.A. s/ Accidente


    COMP. 349, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Acción de amparo. 


    No existe cuestión de competencia pendiente de solución si la planteada fue resuelta por el tribunal instituido para hacerlo y no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7 del decreto ley 1285/58 confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Grosso, Miguel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1039, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Corresponde al Tribunal de Alzada.


    La cuestión debe ser interpuesta ante la Cámara de Apelaciones Provincial o sea la alzada del Juez que la dictó, o ante la Cámara correspondiente al Juez Federal que declaró su competencia para entender en este proceso. Ello, de conformidad con lo que establece en el art. 6, inc. 4, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación en cuanto refiere "... será juez competente, en la medidas preliminares y precautorias, el que deba conocer en el proceso principal."


    Das Neves, Mario s/ Amparo


    COMP. 2198, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, XXXVIII, Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar”.


    De Carlos, Cándido y otros c/ Banco de Boston s/ Acción de Amparo


    COMP. 434, XXXVIII, 31 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 553, L. XXXVIII, "Spinnato, Salvador c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Acción de amparo".


    La Barba, Fernanda V. y otros s/ Acción de amparo


    COMP. 1028, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Cabe recordar que no existe cuestión de competencia pendiente de solución si la planteada fue resuelta por el tribunal instituido para hacerlo y no se encuentra dentro de las facultades que el Art. 24, Inc. 7 del decreto ley 1285/58 confiere a la Corte, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Roizman, José c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 846, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Pesificación. Moneda extranjera. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Flystar Corp S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional  - Ley 25.561 - Decreto 1570/01 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 538, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cabe recordar que cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 a la Cámara de la cual depende el juez que primero hubiese conocido, no incluye la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  No compete a la Corte intervenir para resolver la contienda trabada entre el Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal y el magistrado a cargo del Juzgado Nacional Civil, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital, a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    Kuziw, Pablo Marcelo y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 924, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cabe recordar que cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 a la Cámara de la cual depende el juez que primero hubiese conocido, no incluye la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  No compete a la Corte intervenir para resolver la contienda trabada entre la titular del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal y el magistrado a cargo del Juzgado Nacional en lo Comercial, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal de la Capital, a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    Giordani, Luis Dante c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1006, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirla, por el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 a la Cámara de la cual depende el juez que primero hubiese conocido, no incluye la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  No compete a la Corte intervenir para resolver la contienda trabada entre el titular del Juzgado Nacional en lo Civil y el magistrado a cargo del Juzgado Nacional en lo Civil y Comercial Federal, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    Dana, Adriana Graciela y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 893, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirla, por el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 a la Cámara de la cual depende el juez que primero hubiese conocido, no incluye la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  No compete a la Corte intervenir para resolver la contienda trabada entre la titular del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal y el magistrado a cargo del Juzgado Nacional en lo Civil, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    Santanna, Gladys Alicia c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 1002, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el art. 24, inc. 7, del decreto ley 1285/58 a la cámara de la cual depende el juez que primero hubiese conocido, no incluye la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  No compete a la Corte intervenir en la presente contienda de competencia que se ha suscitado entre la titular del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal y el magistrado a cargo del Juzgado Nacional en lo Civil, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal de la Capital, a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    Saccomano, Adrián Marcelo y otro c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 1003, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 a la cámara de la cual depende el juez que primero hubiese conocido, no incluye la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  No compete a la Corte intervenir en la presente contienda de competencia que se ha suscitado entre la titular del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal y el magistrado a cargo del Juzgado Nacional en lo Civil y Comercial Federal, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal de la Capital, a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    Rampini, José Andrés c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 979, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 a la cámara de la cual depende el juez que primero hubiese conocido, no incluye la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  No compete a la Corte intervenir en la presente contienda de competencia que se ha suscitado entre la titular del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal y el magistrado a cargo del Juzgado Nacional en lo Comercial, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal de la Capital, a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    Saladino, Verónica B. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 1005, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 a la cámara de la cual depende el juez que primero hubiese conocido, no incluye la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  No compete a la Corte intervenir para resolver la contienda trabada entre el Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal y el Juzgado Nacional en lo Comercial, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal de la Capital, a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    Stivala, Jorge A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 990, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 a la Cámara de la cual depende el juez que primero hubiese conocido, no incluye la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  No compete a la Corte intervenir para resolver la contienda trabada entre el titular del Juzgado Nacional en lo Civil y el Juzgado Nacional en lo Civil y Comercial Federal, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital, a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    Serafini, María Josefa c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Decretos 1570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 831, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 a la Cámara de la cual depende el juez que primero hubiese conocido, no incluye la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  No compete a la Corte intervenir para resolver la contienda trabada entre el titular del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal y el magistrado a cargo del Juzgado Nacional en lo Comercial, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal de la Capital, a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    Soriano, Alberto c/ Estado Nacional s/ Amparo


    COMP. 991, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 a la Cámara de la cual depende el juez que primero hubiese conocido, no incluye la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  No compete a la Corte intervenir para resolver la contienda trabada entre la titular del Juzgado Nacional en lo Civil N° 68 y el magistrado a cargo del Juzgado Nacional en lo Civil y Comercial Federal N° 8, ambos de la Capital, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, de la Capital, a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    Goldaniga, Esther Silvia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 830, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 a la cámara de la cual depende el juez que primero hubiese conocido, no incluye la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  No compete a la Corte intervenir para resolver la contienda trabada entre la titular del Juzgado Nacional en lo civil y el magistrado a cargo del Juzgado civil y Comercial federal, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    Diaz de Calvo, María Inés c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561, Decretos 1.570/01, 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 892, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 a la Cámara de la cual depende el juez que primero hubiese conocido, no incluye la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  No compete a la Corte intervenir para resolver la contienda trabada entre la titular del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal N° 8 y el magistrado a cargo del Juzgado Nacional en lo Comercial N° 13, ambos de la Capital, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal de la Capital, a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    Zito, Adriana E. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 977, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    De conformidad con lo dispuesto en el art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, los conflictos jurisdiccionales trabados entre los jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por el tribunal de alzada del juez que primero hubiere conocido.


    Caruso, Miguel Ángel y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 1004, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cabe recordar que cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 a la Cámara de la cual depende el juez que primero hubiese conocido, no incluye la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  No compete a la Corte intervenir para resolver la contienda trabada  entre la titular del Juzgado Nacional en lo Civil y el magistrado a cargo del Juzgado Nacional Civil y Comercial Federal, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital, a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    Mac Israel, León y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 891, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Adopción. Competencia civil. 


    Remisión a los fundamentos de Fallos: 315: 2963.


    Teniendo en cuenta que la menor se encuentra internada en Capital Federal  y que la medida cautelar se centraliza en la precitada menor; compete a la señora Jueza a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil seguir conociendo en el juicio.


    Casco, Daiana Yamila Jaqueline c/ Artículo 10 Ley 10.067


    COMP. 495, XXXVIII, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Amparo. Cámara de Apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    De conformidad con lo dispuesto en el art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, los conflictos jurisdiccionales trabados entre jueces nacionales de primera instancia  deben ser resueltos por el tribunal de alzada del juez que primero hubiese conocido.


    Luchia Puig, Horacio Miguel c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 Decreto 1.570/01 y Decreto 214/02 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 326, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Archivo del expediente. Regulación de honorarios. Economía procesal. Entes autárquicos. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Encontrándose decidido el archivo de los autos y pendiente la regulación de honorarios solicitada por los apoderados de la parte actora la presente causa debe ser enviada al juez de origen a ese solo efecto.   No resulta óbice tal criterio, el hecho de que se encuentre demandada una entidad autárquica de la Provincia de Buenos Aires, ya que ella podría renunciar al fuero originario de la Corte creado a favor del estado local como prerrogativas constitucionales y tal situación ser juzgada por los tribunales inferiores de la Nación.


    Aseguradora de Riesgos de Trabajo Interacción S.A. c/ Unidad Ejecutoria del Programa Ferroviario Provincial


    COMP. 918, XXXVIII, 19 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 494, L. XXII, “Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el personal de ENTEL s/ Ordinario" y Comp. 104, L. XXXI, "Facal María Laura c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados y otros s/ Responsabilidad médica".


    Acosta, Gladys Amerlia y otro c/ Piana, Martha y otros s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP. 1931, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia comercial. 


    Al caso en que está en juego el ejercicio por parte de un particular de una acción personal de índole comercial, contra una obra social, no cabe considerarlo comprendido en lo que se refiere el artículo 38 de la ley 23.661, que establece la competencia federal civil y comercial tan solo para aquellas cuestiones que de un modo u otro resulten ser violatorias de los principios invocados por la citada ley y en la medida que los conflictos resulten dañinos a la instrumentación o planificación de la misma.  Por último, al tratarse de un conflicto suscitado entre jueces con asiento en esta ciudad, dada la naturaleza de los mismos, su intervención asegura la participación del fuero federal rationae materia o personae.


    Rybco S.A. c/ Obra Social Para La Actividad Docente s/ Cobro de pesos


    COMP. 2202, XXXVII, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 367, XXXVII, “Carrizo de Villafañe, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos”, resuelto de conformidad por la Corte en su sentencia.


    Pensa, Felix c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 2172, XXXVII, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Radicación del expediente. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 197, XXXVII, "G.C.B.A. c/ Buzzano Norberto y otros s / Ejecución fiscal".


    Para resolver el conflicto que se suscita cabe recordar que desde antiguo tiene dicho la Corte que no existiendo disposiciones expresas en contrario, ha de estarse a la radicación definitiva de los procesos en los casos en que la ley modifica las reglas de la competencia, toda vez que ese criterio es el que mejor concuerda con la conveniencia de obviar el planteamiento de conflictos jurisdiccionales con miras a lograr la pronta terminación de los procesos requerida por la buena administración de justicia. Asimismo, es doctrina reiterada que las modificaciones que la ley establece para la competencia no son obstáculo a que el juicio continúe ante el tribunal donde se hallaba radicado, lo que ocurre con las apelaciones válidamente concedidas antes de la modificación legal.  El límite para la transferencia de expedientes entre ambas jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales, que son aquéllos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces".


    Meissner, Ilda Elsa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 1862, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión del expediente. Competencia provincial. 


    Es criterio sostenido por la Corte en cuanto a que el fuero de atracción de los juicios universales, sean de sucesión o concurso, opera aún tratándose de procesos que correspondieren al fuero federal y sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción, conforme se sostuvo en Fallos: 313:826; 323:2302.   Al ser ajena a la Corte la dilucidación de las cuestiones de competencia entre juzgados locales, la presente causa deberá remitirse a la justicia provincial, a cuyo fin se devolverán los autos al Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial provincial que los elevó a la Corte.


    Banco de la Nación Argentina c/ Oliva, Antonio y otra s/ Cobro de australes


    COMP. 2050, XXXVII, 22 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Domicilio del deudor. Competencia comercial. 


    La Corte tiene dicho que de acuerdo al carácter publicístico del procedimiento concursal, cuando se pretende la declaración en concurso mercantil de personas de existencia visible, corresponde conocer al juez del lugar de la sede de la administración de sus negocios y, a falta de este al del lugar del domicilio.   Conforme la documentación agregada respecto del domicilio donde se ejerce la administración y atento que el domicilio real del deudor se encuentra en Capital Federal, los jueces de esta Ciudad resultan competentes para entender en el juicio.


    Adduci, Oscar Alberto s/ Concurso preventivo


    COMP. 361, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Domicilio social. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Si bien la Corte tiene reiteradamente dicho que las normas de competencia en la ley de concursos son de orden público y no admiten ser prorrogadas por voluntad de las partes es de destacar también que la Ley 24.522 en su artículo 3°, inc. 3°, establece que en caso de concurso de personas de existencia ideal de carácter privado regularmente constituidas, entiende el juez del lugar del domicilio social, el que se debe corresponder con el que consta, en la inscripción. También tiene dicho, que si no aparece configurada la intención de los concursados de crear un domicilio ficticio con el exclusivo objeto de intentar escapar a la acción de los acreedores, el estado de la causa y el debido respeto a los principios de economía procesal y de seguridad jurídica aconsejan mantener la radicación del concurso en la Justicia Nacional de la Capital, no obstante la inscripción y el domicilio de origen de la sociedad.


    La Primera Alborada S.A. s/ Concurso preventivo


    COMP. 2051, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Homologación del acuerdo preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La ley concursal dispone en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en el trámite regular del mismo y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que la ley califica de trámite de verificación, que se debe dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya (párrafo 7° de la norma).  Es del caso señalar que el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo concursal y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico y la intervención que se da a otros funcionarios concursales y los efectos de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del concurso y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio. Por lo expuesto, al presente proceso lo alcanza el fuero de atracción del proceso universal.


    Carballo, Juan Carlos c/ Expreso Cañuelas S.A. s/ Diferencias adeudadas


    COMP. 205, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia civil. Competencia nacional. 


    El fuero de atracción es un instituto de excepción que produce el desplazamiento de la competencia del juez natural, atendiendo a razones de seguridad jurídica y economía procesal, que en el caso no se verifican, desde que el actor en juicio se encuentra impedido de reclamar en el concurso conforme lo dispuesto por el art. 32 de la ley 24.522, por ser la fecha de origen y causa del crédito posterior a la presentación en concurso, por lo que las actuaciones deben continuar en el tribunal de origen.


    González, Iris c/ Expreso Esteban Echeverría s/ Daños y perjuicios


    COMP. 536, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Cigarrillos. Responsabilidad extracontractual. Actos ilícitos. Competencia civil. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pedido.  Sin perjuicio de que los hechos que dan lugar al reclamo emanan de la actividad comercial de la demandada, la relación dada entre el accionante y esta no es necesariamente para el primero un acto de naturaleza mercantil, conforme se desprende del artículo 452 del Código de Comercio, con lo cual ello no determinaría la competencia de la justicia en lo comercial.  Por otra parte, es de tener en consideración que la actora accionó por daños y perjuicios derivados de actos ilícitos, con fundamento en las previsiones de los artículos 1109 y 1113 del Código Civil, y, en tal sentido, la legislación vigente en materia de distribución de competencia de la justicia nacional, ha establecido de modo claro en el artículo 43, inciso b, del decreto ley 1285/58, según texto del artículo 1° de la ley 24.290, que resulta competente en acciones de naturaleza como la presente la justicia nacional en lo civil.  Asimismo, es de considerar que el Código Procesal en lo Civil y Comercial de la Nación, prescribe en su artículo 5°, que la competencia se determinará por la naturaleza de las pretensiones deducidas en la demanda, y de ellas surge que la pretensión de la accionante es la reparación de los daños y perjuicios derivados de la conducta predeterminadamente ilícita de los demandados, con fundamento en normas del Código Civil.  Finalmente, la relación jurídica en que se funda la acción, se encuentra prima facie encuadrada dentro de la responsabilidad extracontractual, en tanto, entre productor y consumidor media la intervención del comerciante minorista, quien produjo la venta para el consumo por parte del causante, con lo cual nuevamente se aleja la posibilidad de estar en presencia de un acto de naturaleza mercantil, y por ende la consecuente competencia de dicho fuero en orden a lo expresamente previsto en los artículos 450 y 452, inciso 2° del Código de Comercio.


    Quidi, María Adelina c/ Nobleza Picardo S.A. s/ Sumario


    COMP. 73, XXXVIII, 04 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Caballero, Jorge Alberto y otros c/ Ministerio de Defensa y otros s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 261, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    La disposición de la ley 19.032 respecto de la jurisdicción nacional para el PAMI no puede ser dejada de lado por el hecho que este haya sido citado como tercero. Al respecto tiene dicho la Corte que cuando una entidad del Estado es citada y comparece a juicio, aunque lo sea como tercero (art. 94 del Código Procesal) procede la jurisdicción federal.


    Nieva, Luis María c/ Municipalidad de Esteban Echeverría s/ Daños y perjuicios


    COMP. 2112, XXXVII, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 83, L. XXXIII, “Yuste, Néstor Adrián c/ Agrojumbo S.A. s/ Ordinario” y Fallos: 321:1865; 322:456.


    Peñaloza, Nicolás Alberto c/ Municipalidad de San Miguel de Tucumán s/ Daños y perjuicios


    COMP. 2043, XXXVII, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Competencia civil y comercial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No se ha configurado la controversia jurisdiccional en debida forma, para habilitar la intervención de la Corte, por aplicación de lo previsto por el artículo 24 inc. 7 del decreto-Ley 1285/58, toda vez que el titular del tribunal inferior no se expidió sobre el pedido de remisión de la causa al juzgado requirente de la provincia, no obstante que ello resultaba necesario al haber mediado decisión del Tribunal de alzada que declaró la nulidad de la resolución que negaba la remisión.


    Toselec Sacif c/ Banco Argenccop Cooperativo LTDO s/ Daños y perjuicios


    COMP. 507, XXXVIII, 19 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Mala praxis. Médicos. Responsabilidad civil. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 494, L. XXII "Hazrlin de Martin, Liliana c/ Obra Social para el personal de ENTEL s/ Ordinario" y  Comp. 747, L.XXIV, "Aguirre, Francisco c/ Unión Obrera Metalúrgica y otros s/ Responsabilidad Médica".


    Giménez, Pablo c/ Estado Nacional s/ Responsabilidad jurídica


    COMP. 565, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Despido. Competencia Nacional. Competencia civil. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que no obsta la operatividad del fuero de atracción del juicio universal, la circunstancia de tratarse de un juicio en etapa de ejecución de sentencia si el proceso reúne las condiciones exigidas por el artículo 3284 del Código Civil.  Si no se configura el supuesto previsto por el artículo 354 inciso 1° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, corresponde continuar el trámite ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil.


    Luján, Luis Ramón y otra c/ Carballo, Alberto Ricardo y/u otro y/o responsable s/ Diferencias - Despido - Certificaciones


    COMP. 2171, XXXVII, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución de sentencia. Fuero de atracción. Competencia nacional. Comptencia comercial. 


    La ley concursal dispone en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en el trámite regular del mismo y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que sin dudas, la ley califica de trámite de verificación, los que se deben dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya.   Además, el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo concursal y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico e intervención que se da a otros funcionarios concursales y los efectos de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del concurso y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio.


    Bozzoli, Carlos Alberto c/ Rigamonti, Angél s/ Incidente de ejecución de sentencia


    COMP. 1965, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución del contrato. Cobro de sumas de dinero. Competencia Civil. Competencia nacional. 


    Cabe resaltar que el Art. 2 del Código Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires (Ley 189) dispone que son causas contencioso administrativas todas aquellas en que una autoridad administrativa, legitimada para estar en juicio, sea parte, cualquiera que sea su fundamento u origen, tanto en el ámbito del derecho público como del derecho privado.   En el sub lite, el Juez Nacional en lo Civil declaró su incompetencia aplicando el criterio subjetivo, es decir en atención a que la persona demandada era una entidad autárquica de la Ciudad.   Sinn embargo, la demandada -hoy OSBA-, en virtud de lo dispuesto en el Art. 1 de la nueva ley 472 de la Ciudad, es una entidad pública no estatal, la cual si bien puede ser considerada como una autoridad administrativa cuando ejerce potestades públicas, debe quedar excluida de aquella definición en los supuestos en que no lo hace, circunstancia que se presenta en la especie, toda vez que la materia del pleito versa sobre el cumplimiento de un contrato de locación de servicios regidos por las normas del Código Civil en las que el actor fundó su pretensión.   Dado que la materia del pleito atañe al derecho civil y no al derecho público de la Ciudad, no corresponde que éste sea resuelto por los jueces locales de la Ciudad sino por la Justicia Nacional en lo Civil.


    Auditoría Educativa Diálogos S.R.L. c/ Instituto Municipal de Obra Social s/ Cobro de pesos


    COMP. 1773, XXXVII, 24 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 197; L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Brocardo, Luis s/ Ejecución fiscal


    COMP. 450, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 197; L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 263, XXXVIII, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 197, L. XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires  c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Empresa Central Argentino S.R.L. S/ Ejecución fiscal


    COMP. 2190, XXXVII, 13 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”, resuelto de conformidad por la Corte en su sentencia.


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Ling, Jeng Der s/ Ejecución fiscal


    COMP. 2174, XXXVII, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 197, XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano, Norberto y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Carlín, José María s/ Ejecución fiscal


    COMP. 95, XXXVIII, 15 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión del expediente. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas al fallo Comp. 1826, XXXVII, “O.S.P.R.E.R.A. c/ Weyembergh. Carlos s/ Ejecución fiscal".


    O.S.E.CA.C c/ Jiménez, Juan Enrique s/ Cobro Ejecutivo de Aportes y Contribuciones


    COMP. 220, XXXVIII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Competencia civil. 


    Remisión al fallo "Banco Exterior SA Uruguay c/ Carlos Damm S.A.C.I. s/ Ejecución hipotecaria".


    Nobleza Piccardo S.A.I.C. c/ Juan Carlos, Lezcano


    COMP. 334, XXXVIII, 14 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al fallo 315:2300: "Banco Exterior S.A. Uruguay c/ Carlos Damm S.A.C.I. s/ Ejecución hipotecaria".


    Bankboston National Association s/ Novoa, Roberto y otro s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 431, XXXVIII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al Fallo 315:2300: “Banco Exterior S.A. Uruguay c/ Carlos Damm S.A.C.I. s/ Ejecución hipotecaria".


    Bankboston National Association c/ Abulafia, Alberto


    COMP. 430, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 445, L. XXIII, "Sarquis, Pablo Víctor c/ Alcántara S.A.C.I. s/ Ejecución hipotecaria".


    Lloyds Bank (BLSA) LTD c/ Tusi, Oscar Raúl s/ Ejeución hipotecaria


    COMP. 2158, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa "Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro", opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que regula los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios que se siguen contra el concursado, los trámites ejecutivos de garantías reales se encuentran entre los excluidos de desplazamiento, exigiendo solamente como requisito para continuar, la presentación del pedido de verificación (inciso 2°),  con lo cual, la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, que entendió que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y deben seguir sustanciándose ante el juzgado de origen.


    Banca Nazionale del Lavoro S.A. c/ Comvest S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1836, XXXVII, 13 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Suprema Corte de Buenos Aires. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No se advierte en el sub-lite la configuración de una controversia jurisdiccional en la que deba intervenir la Corte, por aplicación de lo previsto por el artículo 24  inciso 7° del decreto-ley 1285/58.  En los conflictos suscitados entre tribunales de la jurisdicción provincial, no corresponde a la Corte resolver, motivo por el cual, el juicio debe ser remitido a la Suprema Corte Provincial a fin de que, de acuerdo con la legislación local, determine expresamente quién se encuentra habilitado a dirimir la cuestión o bien establezca el tribunal que deba seguir conociendo en la causa.  Corresponde devolver el juicio a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires a fin de que dirima la cuestión planteada o bien determine el tribunal facultado a ese fin.


    First Trust of New Nat. As. c/ Morichetti, Alberto Oscar y otra s/ Ejecuión Hipotecaria


    COMP. 224, XXXVIII, 14 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Escritura pública. Prórroga de la Competencia. Competencia nacional. Competencia civil. 


    La jurisdicción territorial es prorrogable (artículo 2° del Código Procesal Civil y Comercial) y, por lo tanto, a los fines de la dilucidación de la controversia ha de estarse a la competencia por razón del lugar convenida por los contratantes.   Cabe reconocer, prima facie, plena fe y eficacia a las referidas constancias que disponen la prórroga jurisdiccional desde que emanan de un instrumento público, el que, además, no ha sido objeto de redargución de falsedad en el marco de los artículos 989, 993 Y concordantes del Código Civil.


    Candoni, Atilio c/ Chica, Carlos Domingo y otro s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 2004, XXXVII, 13 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución prendaria. Concurso especial. Competencia comercial. 


    A los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer término la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  Resulta de aplicación a las actuaciones, lo normado por los artículos 28 y 34 del decreto ley 15348/46 (t.o. dto. 879/95) de la ley 12.962, en cuanto disponen, que el juicio de ejecución de prenda implica la apertura de un concurso especial, con los bienes que comprende, y que su competencia corresponde al fuero comercial. En igual sentido, lo dispone el artículo 43 bis, inciso b) del decreto ley 1285/58, según texto ley 23.637.   Con relación a la conexidad invocada respecto del juicio sucesorio que homologó el acuerdo cuyo incumplimiento dio lugar a las presentes actuaciones, éstas no se encuentran comprendidas en el marco del artículo 3284, inciso 4° del Código Civil, por lo que no rige, a su respecto, el fuero de atracción del juicio sucesorio.


    Manzuoli, Andrea Fabiana y otros c/ Aprinta S.A.


    COMP. 1838, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Estafa. Cheques. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión al Fallos 315:2963.


    S., M. S. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 244, XXXVIII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Deudas de la sucesión. Competencia civil y comercial. 


    No se discute el fuero de atracción que ejerce la sucesión ni la necesidad que surge de la ley, en materia sucesoria, con respecto a la concentración ante el mismo magistrado que entiende en el principal, de todos los juicios seguidos contra el causante. Sobre el particular, el juicio sucesorio atrae las acciones por deudas personales del difunto sobre la base de que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público. Estas disposiciones tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión.  Asimismo tiene dicho la Corte que no corresponde excluir, en virtud del artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil, una ejecución hipotecaria del fuero de atracción del juicio sucesorio, ya que no se trata de una acción real en los términos del artículo 2756 del Código Civil, sino de una acción personal por el cobro de un crédito, carácter que no desaparece por la existencia de una garantía hipotecaria, la cual constituye un accesorio que puede existir o no existir y que no altera aquel carácter.


    Jordan, Pablo c/ Sucesión ab-intestato


    COMP. 1827, XXXVII, 31 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Guarda del menor. Interés del menor. Domicilio del menor. Adopción. Competencia provincial. Competencia civil. 


    La Corte en oportunidad de resolver actuaciones cuyo objeto atañe al interés de menores, ha otorgado primacía al lugar donde éstos viven efectivamente, ya que la eficiencia de la actividad tutelar, torna aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de los mismos.  En la especie, surge acreditado en autos, que los padres adoptivos se domicilian con la menor en una ciudad del sur argentino, sede del Juzgado donde tramita la adopción, por lo que resulta competente el citado Magistrado para intervenir en las actuaciones.  Corresponde al Juez que intervenga en el proceso de adopción, entender en el trámite de dicha incidencia, más aún cuando el progenitor mudó su domicilio a la citada ciudad. También es dable señalar que el Magistrado de dicha ciudad, en principio se declaró competente para entender en el juicio de adopción, y dictó medidas procesales conducentes, estableciendo entre otras, un régimen de visitas para el padre biológico respecto de la menor, conforme surge de la resolución por la cual a posterior; se declaró incompetente.  Por lo expuesto, surgiendo de autos que el domicilio de la menor y de sus guardadores, se encuentra en la misma ciudad y provincia donde habita su progenitor, resulta competente el juez de la jurisdicción territorial donde éstos se encuentran radicados, para seguir entendiendo. Esta solución, contribuye a una mejor protección a los intereses de la menor, ya que favorece un contacto directo y personal del órgano judicial con la niña, con su padre biológico y con el matrimonio, quienes se encuentran provisoriamente a cargo de su guarda con fines de adopción, ya una mayor concentración y celeridad en las medidas que pudiere corresponder tomar en beneficio de la incapaz.


    B., Carlos Alberto y R., Liliana Mónica s/ Guarda


    COMP. 729, XXXVIII, 14 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Incapacidad. Devolución del expediente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que para tener por trabado un conflicto de competencia se requiere la actuación válida de los órganos jurisdiccionales entre los que se suscita la contienda, extremo que, de acuerdo a lo indicado precedentemente, no ocurre en la especie.


    R., A. s/ Inhabilitación


    COMP. 41, XXXVIII, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Competencia laboral. 


    La presente acción debe considerársela comprendida en el supuesto del articulo 21 inc. 5 "in fine" de la ley 24.522, que excluye del fuero de atracción a las causas laborales que tramitan por leyes especiales, motivo por el que el fuero de atracción no resulta aplicable al presente caso.


    Acevedo, Jacinto Manuel c/ José Minetti (Ingenio Bella Vista) s/ Cobros


    COMP. 1918, XXXVII, 14 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Si bien resulta que la norma legal citada excluye del fuero de atracción a las causas laborales que tramitan por leyes especiales en materia de accidente de trabajo, dicho precepto alude a la tramitación de la acción especial en el fuero laboral, pero una vez concluida ésta, nada obsta a la remisión de la causa al juzgado de la quiebra, cuando sólo resta la ejecución y percepción del crédito y sus accesorios, lo cual deviene posible solamente dentro del trámite de la quiebra por vía de verificación en el marco de la competencia y facultades jurisdiccionales del juez de dicho procedimiento universal.


    Saucedo Blanca A. c/ Tejeduria Villa Colombo S.A. s/ Enfermedad accidente


    COMP. 45, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Accidentes de trabajo. Fuero de atracción. Concurso preventivo. Competencia nacional. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca con fundamento de su pretensión.  Por otro lado, conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado


    Expreso Caraza SAC s/ Concurso preventivo


    COMP. 57, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Fuero de atracción. Principio de congruencia. Competencia civil y comercial. 


    Al mediar la existencia de diversos demandados que se hallan en estado de concurso, el fuero de atracción es aplicable en cada supuesto, y al no reconocerse en un caso, torna de imposibilidad operativa el instituto en los otros.


    Espósito, Osvaldo c/ Empresa General Roca S.A. s/ Quiebra y otros s/ Cobro Indemnización por despido


    COMP. 2093, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Prórroga tácita de la competencia. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    En cuanto a la oportunidad procesal para plantear la cuestión de competencia por vía de inhibitoria, que el artículo 8, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece que la misma podrá interponerse hasta el momento oponer excepciones o de contestar la demanda si aquel trámite no se hallare establecido como previo en el proceso de que se trata.  Si entre la notificación de la acción al demandado de quien promueve la contienda de competencia y el planteo de ésta por el accionado transcurrió con exceso el plazo para oponer excepciones, se ha producido una prórroga tacita de jurisdicción hacia la justicia nacional en lo comercial la Ciudad de Buenos Aires, resultando, entonces, tardía la inhibitoria promovida por la demandada.


    Pvc Tecnocom S.A. c/ Casa Ottonello S.R.L. s/ Ordinario


    COMP. 2007, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Internación. Competencia civil. 


    Remisión a los fallos Competencia 619, LXXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación" y Competencia N° 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    S., A. s/ Internación


    COMP. 487, XXXVIII, 14 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Competencia de familia. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Comp. 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”


    P., C. s/ Internación


    COMP. 626, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos 315:2963: “González, Hipólito s/ Protección de personas".


    R., M. E. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 572, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Economía procesal. Tribunales de familia. Competencia provincial. 


    Conforme surge de las constancias, no se ha podido determinar fehacientemente el domicilio real ni el lugar actual del establecimiento asistencial en donde se encontraría el presunto incapaz y que fue denunciado como su lugar de residencia; razones de economía y celeridad procesal, como así también la urgente actividad de control sobre el presunto incapaz por parte del juez que se persigue en este tipo de proceso aconsejan que sea el tribunal de origen quien siga entendiendo y decida respecto a las medidas a adoptar para su protección.


    N.N. masculino o C., V. F. s/ Internación


    COMP. 17, XXXVIII, 07 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Tribunales de familia. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación” y Comp 35, L.XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación."


    C., C. s/ Internación


    COMP. 623, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas Comp 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Comp 35, L.XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    O., C. s/ Internación


    COMP. 625, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Comp. 35, L.XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    P., I. s/ Internación


    COMP. 624, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Juicio de apremio. Certificado de deuda. Aportes y contribuciones previsionales. Cámara federal de apelaciones. Competencia federal. 


    No resulta de aplicación lo prescripto por la Ley 24.655, ni en razón de la materia ni por el grado, toda vez que la citada legislación que creó la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad social y les atribuyó a éstos la competencia de las causas derivadas del artículo 24 de la Ley 23.660, que anteriormente tramitaban ante la Justicia Nacional del exclusivamente para los juicios iniciados en Capital Federal, manteniéndose para las provincias la competencia de los juzgados federales provinciales. En lo relativo intervención de la Cámara Federal de la Seguridad Social, ésta sólo actúa como tribunal de grado, en los recursos de apelación contra sentencias dictadas por los juzgados Federales de Primera Instancia con asiento en provincia, en los supuestos en que la acción se haya iniciado conforme lo previsto en el artículo 15 de la ley 24.463, modificado por el artículo 3° de la ley 24.655.


    Obra Social del Personal de la Construcción (OSPECON) c/ Carlos Mas s/ Apremio


    COMP. 2122, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Quiebra. Competencia nacional. 


    Remisión a la causa Comp. 1255, L. XXXVII, "Vargas Villaroel, Esteban c/ Giménez Juan Martín s/ Daños y perjuicios" resuelta por la Corte de conformidad a los fundamentos y conclusiones del dictamen de esta Procuración General.


    Más allá de haberse dictado sentencia en el juicio, resulta inevitable el pronunciamiento verificatorio en el trámite concursal, razón por la que deviene necesario la remisión de los obrados al tribunal donde tramita el juicio universal a los efectos de habilitar el necesario proceso de verificación del crédito con los elementos de juicio suficientes que sirvan de base del reclamo y su causa, conforme a lo dispuesto en el artículo 32 y concordantes de la ley 24.522.


    Lirhe S.A. c/ Transporte Lorynat S.A. y otros s/ Ejecutivo


    COMP. 2183, XXXVII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Caja de ahorro. Depósito en moneda extranjera. Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Inconstitucionalidad. Restitución de sumas de dinero. Recurso de apelación ordinaria ante la Corte Suprema. Cámara de apelaciones. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    La sanción de la ley 25.587 derogó, a partir de su promulgación, el art 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y dispuso en su art. 8 que en los supuestos en que se hubiera interpuesto recurso de apelación directamente ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en virtud de lo establecido en el art. 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que por el artículo anterior se deroga, la Corte Suprema de Justicia de la Nación remitirá a las respectivas Cámaras de Apelaciones las actuaciones que se encontraran pendientes de decisión a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. Las Cámaras de Apelaciones deberán resolver los recursos adecuando su trámite a lo establecido en los artículos precedentes.


    Nataine, Victor Gezen y otra c/ Banco Bansud S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 905, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Inconstitucionalidad. Moneda extranjera. Restitución de sumas de dinero. Recurso de apelación ordinaria ante la Corte Suprema. Cámara de apelaciones. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    La sanción de la ley 25.587 derogó, a partir de su promulgación, el art 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y dispuso en su art. 8 que en los supuestos en que se hubiera interpuesto recurso de apelación directamente ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en virtud de lo establecido en el art. 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que por el artículo anterior se deroga, la Corte Suprema de Justicia de la Nación remitirá a las respectivas Cámaras de Apelaciones las actuaciones que se encontraran pendientes de decisión a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. Las Cámaras de Apelaciones deberán resolver los recursos adecuando su trámite a lo establecido en los artículos precedentes.


    Arza, Amalia Ester c/ Banco Bansud S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 906, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Plazo fijo en dólares. Ley de emergencia pública y de reforma del régimen cambiario. Inconstitucionalidad. Restitución de sumas de dinero. Recurso de apelación ordinaria ante la Corte Suprema. Cámara de apelaciones. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    La sanción de la ley 25.587 derogó, a partir de su promulgación, el art 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y dispuso en su art. 8 que en los supuestos en que se hubiera interpuesto recurso de apelación directamente ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en virtud de lo establecido en el art. 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que por el artículo anterior se deroga, la Corte Suprema de Justicia de la Nación remitirá a las respectivas Cámaras de Apelaciones las actuaciones que se encontraran pendientes de decisión a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. Las Cámaras de Apelaciones deberán resolver los recursos adecuando su trámite a lo establecido en los artículos precedentes.


    Garcia Cerocchi, Orlando c/ Banco Bansud S.A. y Grupo Macro s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 904, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar", y Comp. 637, L. XXXVIII, "Nudel Cristina Rosa c/ P.E.N. Ley 25.561, Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo ley 16.986".


    La sanción de la ley 25.587 derogó, a partir de su promulgación, el art 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y dispuso en su art. 8 que en los supuestos en que se hubiera interpuesto recurso de apelación directamente ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en virtud de lo establecido en el art. 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que por el artículo anterior se deroga, la Corte Suprema de Justicia de la Nación remitirá a las respectivas Cámaras de Apelaciones las actuaciones que se encontraran pendientes de decisión a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. Las Cámaras de Apelaciones deberán resolver los recursos adecuando su trámite a lo establecido en los artículos precedentes.


    Vidal Donaldo y otra c/ Banco Bansud S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 907, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y Comp. 765, L. XXXVIII, "Blanco, Raúl Rafael c/ Banco del Chubut S.A. s/ Medida autosatisfactiva".


    La sanción de la ley 25.587 derogó, a partir de su promulgación, el art 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y dispuso en su art. 8 que en los supuestos en que se hubiera interpuesto recurso de apelación directamente ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación en virtud de lo establecido en el art. 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que por el artículo anterior se deroga, la Corte Suprema de Justicia de la Nación remitirá a las respectivas Cámaras de Apelaciones las actuaciones que se encontraran pendientes de decisión a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. Las Cámaras de Apelaciones deberán resolver los recursos adecuando su trámite a lo establecido en los artículos precedentes.


    Buss, Antonio  c/ Banco Bansud S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 908, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    No corresponde a la Corte dirimir la presente contienda, pues de conformidad con lo dispuesto por el art, 24. Inciso 7°. del decreto-ley 1285/58, las contiendas que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido.


    Omega Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Superintendencia de Riesgos del Trabajo Resolución 539/00 s/ Medida cautelar (autónoma)


    COMP. 1791, XXXVII, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Obra social provincial. Aportes a obras sociales. Competencia federal. 


    El carácter de la obligación, sin perjuicio de su destino asistencial, es esencialmente patrimonial, por lo que, la procedencia de la declaración oficiosa de incompetencia por el juez por razón del territorio, está restringida en forma expresa por el legislador. El artículo 4°, tercer párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, dispone que no procede la declaración de oficio de incompetencia territorial en asuntos exclusivamente patrimoniales, pues ésta puede ser objeto de prórroga mediante la conformidad de las partes (conforme artículo 1°, segundo párrafo, del código citado). La inhibición decretada de oficio en este estado del trámite por la Cámara Federal de la Provincia de Mendoza, es prematura.   La actora, con la presentación de su demanda, tácitamente desplazó la jurisdicción ante el Juzgado Federal del interior, sin perjuicio de que dicho magistrado tenga la oportunidad de pronunciarse respecto a su competencia si el demandado opone defensas o excepciones al respecto.


    Obra Social del Personal de Empresas Limpieza y Maestranza Mendoza c/ Microemprendimientos S.A. s/ Ejecución ley 23.660


    COMP. 582, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Obras sociales. Cobro de sumas de dinero. Pacto de jurisdicción. Competencia federal. 


    A los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer término la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  La demandada reviste el carácter de Agente del Seguro de Salud, según las previsiones de las leyes 23.660 y 23.661. Ante dicha circunstancia, el artículo 38 de la ley 23.661, en concordancia con el artículo 15 de la citada normativa, establecen que las obras sociales estarán sometidas exclusivamente a la jurisdicción federal, la que resulta competente en razón de las personas.  En igual sentido, las partes de común acuerdo, pactaron en el contrato de prestaciones farmacéuticas, la competencia de los Tribunales Federales, a los efectos de resolver cualquier cuestión que derive de la interpretación, cumplimiento o ejecución del citado convenio, acuerdo que importa una prórroga de cualquier otra jurisdicción que hubiera podido corresponder a las partes ratiene-personae o territoriae.


    Gerencial Bariloche Consultores S.R.L. c/ Obra Social de Docentes Particulares s/ Cobro de pesos


    COMP. 1895, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Certificado de deuda. Aportes y contribuciones previsionales. Cámara federal de apelaciones. 


    La Corte ha puesto reiteradamente de manifiesto, la necesidad de que la objeción de competencia tenga lugar en las oportunidades legales previstas al efecto (arts. 4, 10 y 352 del CPCCN), los fundamentos vinculados con los principios de seguridad jurídica y economía procesal sólo podrían dejarse de lado si estamos frente a un efectivo compromiso del orden público.   Si la demandada consintió la intervención de la jurisdicción federal, resulta improcedente la declaración de incompetencia pronunciada de oficio, en este sentido, la Corte tiene dicho que la facultad que se acuerda a los jueces federales con asiento en las Provincias de declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso (art. 352, segunda parte, del CPCCN) deja de tener aplicación cuando ha recaído sentencia en la causa principal.


    Obra Social del Personal Rural y Estibadores de la República Argentina c/ Weyembergh, Carlos B


    COMP. 1826, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Pago de la remuneración. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La ley concursal dispone en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en el trámite regular del mismo y que pueden, concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que la ley califica de trámite de verificación, que resulta ineludible y que se debe dar con inevitable intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya.  Además, el artículo 59 del citado cuerpo normativo establece claramente una distinción entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo concursal y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico, la intervención que se da a otros funcionarios concursales y los efectos de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del concurso y habilitaría el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio.


    Cárdenas Hernández, Ismael c/ Duviller S.A. s/ Cobro de salarios


    COMP. 2146, XXXVII, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Patrimonio. Declaración de incompetencia. Declaración de oficio. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. Al respecto la Corte tiene dicho que de conformidad a lo prescripto en el último párrafo del art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, resulta prematura la decisión del magistrado provincial por la cual, cuando frente a la promoción de la demanda y sin haber sido oídos los demandados se inhibió de entender sobre la base de que tanto el domicilio del demandado cuanto el lugar en que ocurrió el hecho están en otra provincia.


    Delgado, Daniel Antonio c/ Massa, Horacio Rodolfo


    COMP. 537, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Patronato de menores. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuestión sustancialmente análoga al fallo de la causa “González, Celina y González, Hipólito y otro s/ Protección de persona”, Fallos: 315: 2963.


    M., M. V. s/ Artículo 10 Ley 10.067


    COMP. 1797, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Privatizaciones. Acciones de clase. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al fallo de la Corte en la causa “Albornoz, Domingo Acencio c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Viotti, Horacio Ernesto y otros c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Part. Accionariado Obrero


    COMP. 490, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Cámara nacional de apelaciones. Competencia civil. 


    No compete a la Corte intervenir en la presente contienda negativa de competencia,  toda vez que, de conformidad con lo dispuesto en el art. 24, inc. 7. del decreto-ley 1285/58, los conflictos jurisdiccionales trabados entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por el tribunal de alzada del juez que primero hubiere conocido.  Estos autos deben remitirse a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital a fin de que resuelva la cuestión de competencia planteada entre ambos fueros.


    Pasarín, Armando c/ Ruggieri, Antonio Gerardo y otro s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    COMP. 664, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 275, L. XXXIII, "Tarifa, Carlos c/ Y.P.F. SA y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Lorenc, Ramón c/ Y.P.F. Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/  Accionariado obrero


    COMP. 394, XXXVIII, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Protección de personas. Competencia civil. 


    Remisión a los fallos Comp. 485, L. XXXV, “Ronsan Gavilán Hugo Américo Maximiliano y Álvarez González Ariel s/ Protección de persona", y Comp. 811, L. XXXV, "Álvarez González Ariel s/ Incidente de competencia formado en causa 21 073 Álvarez Gonzalo A. p/ Art. 10 ley 10067”.


    A., G. A. s/ Protección de Persona - Proceso especial


    COMP. 256, XXXVIII, 14 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos 315:2963, "G.H. s/ Protección de personas”.


    B., J. M. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 681, XXXVIII, 07 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Guarda del menor. Residencia habitual. Competencia provincial. Tribunal de menores. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 603, L. XXXVIII, “Ucha, Edgardo Walter s/ Artículo 10, Decreto Ley provincial n° 10.067 (fuga de hogar y protección de persona)” y Comp. 251, L. XXXVII, “Sánchez, Liliana Elizabeth s/ Protección de persona”.


    D. P., J. s/ Protección y guarda de persona


    COMP. 618, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Ejecución de honorarios. Cámara de apelación en lo civil y comercial. Competencia provincial. 


    Tiene dicho la Corte que las contiendas de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben resolverse aplicando las normas de las leyes nacionales de procedimientos.  El Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en su art. 6, inc. 1, establece que será competente en la regulación y ejecución de honorarios, a falta de otras disposiciones, el juez del proceso principal.


    Rodríguez, Jesús Natividad c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    COMP. 950, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Residencia habitual. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619; L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” y Comp. 35; L. XXX, Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    B. de G., A. s/ Inhabilitación


    COMP. 287, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Responsabilidad médica. Competencia nacional. 


    Cuestión análoga a los fallos de las causa “Hazrlin de Martín Liliana c/ Obra Social para el persona de Entel”, Fallos: 312: 1881 y Comp. 747, L. XXIV,  “Plenkovich, Liliana Esther c/ Salvia Meredes y otros s/ Responsabilidad médica”


    S., A. C. c/ Policía Federal Argentina y otros s/ Daños y perjuicios - Responsabilidad profesional médicos y auxiliares


    COMP. 1892, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Braulich, Norman C. s/ Acción de Amparo


    COMP. 319, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Ley de emergencia económica. Inconstitucionalidad. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131; L. XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar”.


    Viñuela, Jorge A. c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo


    COMP. 377, XXXVIII, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Acciones personales. Lugar del hecho. Domicilio del asegurador. Competencia nacional. 


    La Corte sostuvo que en casos de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en las que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora, los eventuales damnificados deben optar, para interponer la demanda, entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador.


    Acosta, Jorge Miguel y otro c/ Ibarra, Julio Rodolfo y otros s/ Daños y perjuicios (Accidente de tránsito c/ lesiones o muerte)


    COMP. 524, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    La Corte sostuvo que en casos de acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, en las que se solicita la citación en garantía de una empresa aseguradora, los eventuales damnificados deben optar, para interponer la demanda, entre el juez del lugar del hecho o el del domicilio del asegurador.


    Benitez Mendoza c/ Rosales, Juan R. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 525, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Juicio sumarísimo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Rio de lo Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Sarciat, Felipe Esteban c/ Bank Boston National Association s/ Acción sumarísima


    COMP. 585, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Ley de emergencia económica. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131; L. XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar”.


    Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria


    COMP. 342, XXXVIII, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Caja de ahorro. Cuenta en moneda extranjera. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Altabe, Adriana Paola c/ Bank Boston N.A. Sucursal Resistencia s/ Medida Autosatisfactiva


    COMP. 233, XXXVIII, 15 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Accidentes de trabajo. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 524, L. XXXV, “Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Ávila Ornar Alberto s/ Cobro de dinero.


    Consolidar A.R.T. S.A. c/ Tusa, Leonardo s/ Interrupción de Prescripción


    COMP. 483, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas Comp. 366, XXXVII, "Chieko Iwai de Nakatsuno c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo" y Comp. 197, XXXVII, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Buzzano Norberto y otro s/ Ejecución fiscal"


    Adiman S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 252, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Cardella, Miguel (En representación de UPCN) s/ Acción de Amparo


    COMP. 338, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Colgenio, Dora B. y otro s/ Acción de Amparo


    COMP. 335, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Jeich, Marcelo y otra c/ Banco Bansud S.A. s/ Amparo


    COMP. 271, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Jerez, Ricardo Oscar s/ Acción de Amparo


    COMP. 336, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Monti, Irma y otra s/ Acción de Amparo


    COMP. 325, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 319, L. XXXVIII, "Bratulich Norman C. s/ Accíón de amparo".


    Báez, Patricia Alejandra s/ Acción de Amparo


    COMP. 321, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 319, L. XXXVIII, "Bratulich Norman C. s/ Accíón de amparo".


    Balzi, Nelly Ángela s/ Acción de Amparo


    COMP. 322, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 319, L. XXXVIII, "Bratulich Norman C. s/ Accíón de amparo".


    García Janco, Georgia s/ Acción de Amparo


    COMP. 323, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 319, L. XXXVIII, "Bratulich Norman C. s/ Accíón de amparo".


    Llano, Agustín s/ Acción de Amparo


    COMP. 320, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. L. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Alberca, Abel c/ Banco Bansud s/ Amparo


    COMP. 949, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. L. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Aranzabe, Raúl Ricardo y García H. c/ Banco Provincia de Buenos Aires s/ Acción de amparo


    COMP. 925, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. L. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Blanco, Jorge N. c/ Banco Provincia de Buenos Aires Sucursal Daireaux s/ Amparo


    COMP. 960, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. L. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Boschero, Santiago José c/ Sociedad Militar Seguro de Vida s/ Amparo


    COMP. 935, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. L. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Díaz, Segundo c/ Banco de la Nación Argentina s/ Amparo


    COMP. 909, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Herrero, Mónica c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 1022, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar", y Comp. 529, L. "Capó de Azaian Raquel c/ P.E.N. Ley 25.561 Dto. 1570/01 s/ Amparo ley 16.986".


    Belotte, Danisa Nair y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 933, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 377; L. XXXVIII, “Viñuela, Jorge A. c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo”.


    Arguello, Herminia y otros c/ Banco de la Pampa s/ Acción de Amparo


    COMP. 379, XXXVIII, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 377; L. XXXVIII, “Viñuela, Jorge A. c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo”.


    Baudracco, Marcelo Horacio y otro c/ Banco de la Pampa s/ Acción de amparo


    COMP. 375, XXXVIII, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 377; L. XXXVIII, “Viñuela, Jorge A. c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo”.


    Dalmasso, Gustavo y otro c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo


    COMP. 376, XXXVIII, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 377; L. XXXVIII, “Viñuela, Jorge A. c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo”.


    Giorgis de Angiono, Esmeralda Ilda c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo


    COMP. 374, XXXVIII, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 377; L. XXXVIII, “Viñuela, Jorge A. c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo”.


    Iglesias, Mirta Celia c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo


    COMP. 378, XXXVIII, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 553, L. XXXVIII, "Spinnato, Salvador c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Acción de amparo".


    Alsina, Miguel; Alsina, Mario s/ Amparo


    COMP. 1080, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar", y Comp. 271, L. XXXVIII, "Jeich Marcelo y otra c/ Banco Bansud S.A. s/ Amparo”.


    Fernandez Galvez, Adrián c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Sumarisimo


    COMP. 963, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar", y Comp. 342, L. XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Arr CA S.R.L. c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Amparo


    COMP. 889, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar", y Comp. 342, L. XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Cristini, José Luis c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Amparo


    COMP. 860, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar", y Comp. 342, L. XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Garcia Traverso, Dolores c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 s/ Amparo


    COMP. 920, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar", y Comp. 342, L. XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Munguia, Jorge c/ Banco Río s/ Acción de amparo


    COMP. 1023, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar", y Comp. 377, L. XXXVIII, "Viñuela Jorge Alberto c/ Banco de la Plata s/ Acción amparo".


    Galleratto, Héctor Omar y otro c/ Bank Boston N.A. s/ Acción de amparo


    COMP. 959, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y Comp. 553, L. XXXVIII, "Spinnato, Salvador c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Acción de amparo".


    Castro Olivera, Luis Eduardo s/ Amparo


    COMP. 1079, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y Comp. 553, L. XXXVIII, "Spinnato, Salvador c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Acción de amparo".


    Douton, Jorge y otra s/ Acción de amparo


    COMP. 1076, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y Comp. 553, L. XXXVIII, "Spinnato, Salvador c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Acción de amparo".


    Jakusik, Juan s/ Acción de amparo


    COMP. 1081, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y Comp. 553, L. XXXVIII, "Spinnato, Salvador c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Acción de amparo".


    Laszlo, Luis D. y otra s/ Amparo


    COMP. 1083, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y Comp. 553, L. XXXVIII, "Spinnato, Salvador c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Acción de amparo".


    Lockett, Fernando S. y otro s/ Amparo


    COMP. 1085, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y Comp. 553, L. XXXVIII, "Spinnato, Salvador c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Acción de amparo".


    Sedoff, Jorge E. y otros s/ Amparo


    COMP. 1088, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y Comp. 553, L. XXXVIII, "Spinnato, Salvador c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Acción de amparo".


    Turano, Hernán G. / Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo


    COMP. 1087, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVlII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y Comp. 342, L. XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Ferrari, Jorge Héctor c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Amparo


    COMP. 861, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVlII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y Comp. 342, L. XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Gervasio, Sergio R. c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires


    COMP. 786, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L.XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar", y Comp. 342, L. XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Rodríguez, Defa Noemí c/ Banco Credicoop s/ Amparo


    COMP. 936, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L.XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar", y Comp. 342, L. XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Sode, Mabe Dalia c/ Banco Bisel s/ Acción de amparo


    COMP. 937, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Falta de notificación. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Si el magistrado a cargo del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal no ha sido aún notificado de la atribución de competencia efectuada por el titular del Juzgado Nacional en lo Civil y Comercial Federal,  no existe una cuestión de competencia que toque a la Corte resolver, de conformidad con lo que establece el art. 24, inc. 7 del decreto - ley 1285/58, pues los magistrados intervinientes no se han atribuido recíprocamente la competencia, requisito indispensable para que se suscite una correcta traba de la contienda.


    Baumann, Ricardo José c/ Bank Boston National Association s/ Amparo


    COMP. 802, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 1862, L.XXXVII, "Meissner, Ilda Elsa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos”.


    Mazalán, Mariana c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 181, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Devolución del expediente. Cámara Nacional de apelaciones. Competencia civil. 


    Conflicto entre jueces nacionales. Conflicto entre jueces de primera instancia.


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el art. 24. inc. 7° del decreto-ley 1285/58 a la Cámara de la cual dependa el juez que primero hubiese conocido, no incluyen la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.  Tal situación se configura en el sub lite, toda vez que la presente contienda se ha suscitado entre la titular del Juzgado Nacional en lo Civil y el juez a cargo del Juzgado Nacional en lo Civil y comercial federal, quienes se atribuyeron recíprocamente la competencia -requisito indispensable para que exista un correcto planteamiento de la cuestión- y la Alzada se pronunció a favor de la intervención de un magistrado ajeno a ella, el titular del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal  quien con apoyo en el dictamen de la Fiscal subrogante, también se declaró incompetente.  No compete a la Corte intervenir para resolver la contienda trabada, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    Gallegos, Raúl y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 697, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Medida de no innovar. Juez previniente. Competencia federal. 


    Cuestión sustancialmente análoga a la considerada en el dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar de no innovar - Expediente N° 192/02 s/ Inhibitoria


    COMP. 239, XXXVIII, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar", y  L. Comp. 271, XXXVIII, "Jeich Marcelo y Otra c/ Banco Bansud S.A. s/ Amparo".


    Charles, Luis Alberto c/ Banco Credicoop Cooperativo Limitado s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 938, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Si las declaraciones de incompetencia emanan de jueces nacionales de primera instancia, no corresponde a la Corte dirimir la contienda; debiendo remitirlos a la alzada del magistrado que previno.


    Ludueña, Liliana Graciela c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo y otros s/ Amparo


    COMP. 1064, XXXVIII, 19 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema. Cámara de Apelaciones. 


    La Corte ha señalado reiteradamente que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas.  La ley 25.587 dispuso en su artículo 8 que en los supuestos en que se hubiera interpuesto recurso de apelación directamente ante la Corte en virtud de lo establecido en el artículo 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la Corte remitirá a las respectivas Cámaras de Apelaciones las actuaciones que se encontraran pendientes de decisión.


    Spinnato, Salvador c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Acción de amparo


    COMP. 553, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    En cuanto a la competencia de la Justicia Federal para entender en la causa: cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 319, XXXVIII, “Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Es doctrina de la Corte que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas.   En este caso, la sanción de la ley 25.587 derogó, a partir de su promulgación, el Art. 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y dispuso en su Art. 8 que en los supuestos en que se hubiera interpuesto recurso de apelación directamente ante la Corte Suprema en virtud de la establecido en el Art. 195 bis, la Corte Suprema remitirá a las respectivas Cámaras de Apelaciones las actuaciones que se encontraran pendientes de decisión a la fecha de entrada en vigencia de esta ley (25.587).


    Izaguirre Mario y otro s/ Amparo


    COMP. 710, XXXVIII, 28 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Acción de retrocesión. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 200, L.XXXVIII, "Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro" (Recurso de Hecho).


    Raquel Sociedad en comandita por acciones c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Retrocesión


    R. 2033, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar", y Comp. 342, L. XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Alberto, Machado y Asociados S.A. c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Acción meramente declarativa


    COMP. 887, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. Competencia nacional. Competencia civil. 


    La Corte ha dicho que no procede la acumulación de procesos cuando éstos se encuentran en diferentes etapas procesales, que impidan su sustanciación conjunta, en especial cuando en uno de ellos se ha dictado sentencia, en que se pretende el desplazamiento de uno de ellos por conexidad.  Habiéndose dictado fallo en las actuaciones a las que se pretende acumular esta demanda, corresponde desestimar la remisión dispuesta con tal motivo por el magistrado nacional.


    Benijes, Julio Fernando y otro c/ Mesías, Mafalda


    COMP. 250, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cobro de expensas comunes. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas all precedente "Consorcio Barrio Albarellos -Av. Albarellos 3135 y Av. Gral Paz c/ Comisión Municipal de la Vivienda”, (Fallos:324: 2590).


    Consorcio Barrio Albarellos c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Ejecución de Expensas


    COMP. 90, XXXVIII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 1862 , L.XXXVII, "Heissner, Ilda Elsa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos".


    Pérez Orri, María Fabiana c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (Consejo deliberante) s/ Cobro de pesos


    COMP. 1879, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Acumulación de procesos. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, "Ávila O. c/ José Minetti y Cia. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita".


    Suárez, Héctor René c/ José Minetti y Compañia s/ Cobro de pesos


    COMP. 2032, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley n° 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte, si a la distinta vecindad de la contraria se une la naturaleza civil de la materia en debate.


    Arte Gráfico Editorial Argentina S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de pesos


    A. 989, XXXVII, 18 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Delgado, Teodulfo, Mario y otros c/ Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social -Programa Primer Paso - Decreto 395/92 y otros


    COMP. 2019, XXXVII, 13 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 1925; L. XXXVII, “Ávila, O. c/ José Minetti y Cía. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita”.


    Rodríguez, Pablo y otros c/ Mario Lazarte y/o Minetti y Cía. S.A. s/ Incidente de ejecución de capital


    COMP. 43, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 1925; L. XXXVII, “Ávila, O. c/ José Minetti y Cía. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita”.


    Ruíz, Vicente Ramón c/ José Minetti y Compañía S.A. s/ Cobro


    COMP. 33, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Acumulación de procesos. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 480, L. XLIX, "Litvak Teresa c/ terrestres argentinos transportes".


    Al mediar la existencia de más de un trámite concursal de diversos demandados, y por lo tanto la aplicación del fuero de atracción en cada supuesto, de aplicarse en algún caso, ello tornaría de imposibilidad operativa el instituto de los otros. Por lo demás, no sería admisible alterar la acumulación ya decretada, en razón de los principios de seguridad jurídica y buen servicio de justicia que la inspiran.


    Sánchez, Juan Carlos c/ T.A.TA. S.A. y otro s/ Sumario


    COMP. 2008, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Suspensión de la subasta. Verificación de créditos. Competencia nacional. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las normas de competencia en la ley de concursos son de orden público y no admiten ser prorrogadas por voluntad de las partes.  Conforme a lo establecido por el artículo 21 de la ley 24.522, los trámites ejecutivos de garantías reales se suspenden, o no podrán deducirse, hasta tanto se haya presentado el pedido de verificación respectivo, norma ésta que tiende a preservar los principios de igualdad y concurrencia, con la finalidad de impedir que los acreedores, mediante acciones individuales, puedan perseguir la percepción de su créditos eludiendo el régimen del proceso concursal.


    Dono, Horacio Alberto s/ Concurso preventivo pequeño


    COMP. 2049, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Concursos. Cobro de sumas de dinero. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1925, L. XXXVII, “Ávila, O. c/ José Minetti y Cía. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita”.


    Castillo, Bartolomé Demetrio c/ José Minetti y Cia. S.A.C.I. - Cobros -


    COMP. 1921, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Curatela. Competencia provincial. 


    No se configura en el caso una atribución recíproca de competencia entre la justicia de ésta Capital y la local, por lo que la cuestión no excede de un mero problema de competencia entre magistrados provinciales que resulta ajeno a la Corte Suprema, ya que no le compete determinar qué tribunal provincial en concreto debe entender en procesos cuya jurisdicción ejercen los jueces locales.


    R., L. E. s/ Curatela Artículo 12 Código Penal


    COMP. 903, XXXVIII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Acuerdo preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La ley concursal dispone en su artículo 56, que los efectos del acuerdo se hacen extensivos a todos los acreedores, incluso a aquellos que no participaron en el trámite regular del mismo y que pueden concurrir mediante un incidente de verificación tardía, o una acción individual si hubiere vencido la oportunidad para la primera, procedimiento que la ley califica de trámite de verificación, donde resulta inevitable la intervención del juez del concurso y de la sindicatura o el órgano de control que la sustituya.  El artículo 59 de la ley concursal distingue claramente entre lo que implica la declaración de finalización del trámite para llegar al acuerdo concursal y sus consecuencias respecto de la actuación del síndico y la intervención que se da a otros funcionarios concursales y los efectos de la decisión de concluir los procedimientos derivada del cumplimiento del acuerdo, único supuesto en el que cesarían todos los efectos del concurso y habilitarían el trámite de la causa ante el tribunal competente natural por razón de la materia y el territorio.


    Aranda, María c/ Expreso Cañuelas S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 353, XXXVIII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. Competencia nacional. 


    La Corte tiene dicho que la acumulación debe cumplir, para ser procedente, con los supuestos previstos en los artículos 188 y 190 del CPCC, los cuales señalan que se ordenará en cualquier etapa del proceso, hasta quedar en estado de sentencia, dejando a salvo el hecho de que procederá siempre que fuere admisible con arreglo a lo dispuesto por el artículo 188 inciso 40 del código ritual, esto es, que el estado de las causas lo permita en cuanto a su sustanciación conjunta sin producir demora perjudicial e injustificada en el trámite del o de los que estuvieren más avanzados.  Si bien el estado del proceso que se ventila por ante el Juzgado Nacional se encuentra mucho más avanzado, ya que está en estado de dictar sentencia y cabe desestimar el pedido de acumulación, a fin de evitar una demora perjudicial e injustificada en el trámite de la causa radicada en jurisdicción nacional; con el objeto de evitar el peligro del dictado de pronunciamientos contradictorios en juicios con identidad de hecho, título y causa, corresponde que este proceso quede radicado sin acumular ante el citado magistrado nacional, en especial, pues no surge de las actuaciones que haya cumplido con la exigencia que impone el artículo 193 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Rodríguez, Elda Catalina c/ Trado, Luis Antonio y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 2173, XXXVII, 04 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Ronqui, María Isabel y Giménez, Juan Carlos c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios


    R. 1896, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas C. 1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y M. 2376, XXXVI1l, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr.T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Cohen Werner c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios


    C. 75, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas C. 1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y M. 2376, XXXVI1l, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr.T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Martínez, Gabriel Ángel c/ Aguas Argentinas S.A. y otro s/ Daños y Perjuicios


    M. 971, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas C. 1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr.T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Cuniglio de Franco, Nelly Margarita y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires  s/ Daños y Perjuicios


    C. 611, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas C. 1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr.T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Lagos, Norma Noemí c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios


    L. 124, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas C. 1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr.T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Patti, Ángela María c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Daños y perjuicios


    P. 1432, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas C. 1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr.T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Ronconi, Alicia Inés c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios


    R. 590, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas C.1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y M. 2376, XXXVI1l, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr.T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Muñiz, Amalia Elsa c/ Gregorio, Alberto y otros s/ Daños y Perjuicios


    M. 735, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas C.1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y M. 2376, XXXVI1l, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr.T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Sanz, Jorge Alberto c/ Mantelectric ICISA y otros s/ Daños y perjuicios


    S. 1463, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr.T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".tros s/ Daños y perjuicios".


    Mansilla, Miriam Teresa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y Perjuicios


    M. 988, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr.T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".tros s/ Daños y perjuicios".


    Bugosse, Diana c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios


    B. 2093, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr.T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".tros s/ Daños y perjuicios".


    Quiroga, Roberto c/ Hospital General de Agudos donación Francisco Santojanni y otro s/ Daños y Perjuicios


    Q. 102, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr.T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".tros s/ Daños y perjuicios".


    Tarczydlo, María Cecilia y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios


    T. 260, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones analogas al dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr.T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Trejo, Laura Carolina c/ Zachin, Mirta y otro s/ Daños y Perjuicios


    T. 295, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    La cuestión traída a debate concierne a la restitución de los aportes realizados por el pretensor, en virtud del contrato de preadjudicación y construcción de vivienda, el que más allá de su naturaleza sui-generis y de que haya sido codemandado el Banco Hipotecario Nacional; constituye un tema que atañe específicamente a la justicia civil y que debe ser resuelto conforme las disposiciones relativas a dicha materia. Máxime, cuando surge de la vista de estas actuaciones que no está en juego el cumplimiento de obligaciones emanadas de acto de comercio alguno ni que se cuestionen conductas propias de agentes de comercio; circunstancia ésta que justifica la intervención dado su carácter nacional del juez en lo civil.


    Loguzzo, Alicia Beatriz c/ Federación de obreros y empleados telefónicos foetra s/ Daños y perjuicios


    COMP. 422, XXXVIII, 07 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Ferrocarriles. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo 323:2590, "Gallardo, Jorge Javier c/ Trenes de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios".


    La Corte ha señalado reiteradamente que, para la determinación de la competencia, corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión.


    Scioto, García c/ Empresa de Ferrocarriles - Trenes Buenos Aires


    S. 993, XXXVIII, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Competencia contencioso administrativa y tributario. 


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas C.1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y  M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T.Alvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Scarcella, Patricia Edith c/ Metrovías S.A. y otro s/ Daños y Perjuicios


    S. 1312, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Responsabilidad del estado. Competencia contencioso administrativa y tributario. 


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios" y C.1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Kozlak, Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Daños y Perjuicios


    K. 27, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios" y C1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Lucero de Salkind, Elvira Ignacia c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios


    L. 1482, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Alvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Ala, Ofelia Elsa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios


    A. 977, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Alvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Brucks, Lidia Beatríz c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios


    B. 1090, XLIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    González, Eduardo Segundo c/ Hospital de quemados y otro s/ Daños y Perjuicios


    G. 2284, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Alvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Juárez, Juana Rosa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios


    J. 44, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Leiva Alderete, Lucía c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y Perjuicios


    L. 1053, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Nigro de Labonia, Paulina y otros c/ Gobierno de la Ciudad  de Buenos Aires y otros s/ Daños y Perjuicios


    N. 147, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Litisconsorcio. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Resulta aplicable en la especie la regla del fuero de atracción establecida en el artículo 21 de la Ley 24.522, en cuanto determina la radicación ante el juez del concurso de todos los juicios de contenido patrimonial contra el concursado.


    Cabana, Fabián c/ Brítez, Néstor y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 293, XXXVIII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión del expediente. Cámara de Apelaciones. Competencia federal. 


    Con arreglo a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido.  En condiciones tales, no corresponde que la Corte entienda en el conflicto, debiendo remitirse las actuaciones a la Cámara Federal de Apelaciones a fin de que dirima la contienda.


    Docabo, Gabriel y otra c/ OSECAC s/ Daños y perjuicios


    COMP. 208, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Responsabilidad del estado. Competencia contencioso administrativa y tributario. 


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas C.1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" y  M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Alvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Espósito, Olga c/ Metrovías S.A. y otro s/ Daños y Perjuicios


    E. 271, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución de honorarios. Competencia comercial. 


    Asiste razón al magistrado del fuero civil, en tanto considera resultaba aplicable en la especie el inc. 1° del Art. 6° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que establece la competencia del juez del proceso principal para entender en los incidentes de ejecución de honorarios.   Es doctrina de la Corte que no procede el planteo de cuestiones de competencia respecto de juicios terminados, en los que deberá seguir entendiendo el magistrado preventor, a fin de que decida las cuestiones accesorias que aún subsistan en la causa, como sucede en autos con la ejecución de honorarios.


    Fideral S.A. c/ Sosa, Isabel y otro s/ Ejecución prendaria


    COMP. 222, XXXVIII, 01 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 1862. L.XXXVII, “Meissner, Ilda Elsa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Peris, Carlos José s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1803, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 1862. L.XXXVII, “Meissner, Ilda Elsa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Aparicio, Alberto s/ Ejecución fiscal


    COMP. 107, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 1862. L.XXXVII, “Meissner, Ilda Elsa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cohen Sabban, José s/ Ejecución fiscal


    COMP. 1875, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 2001 XXXVII, “Municipalidad de Carcaraña (Provincia de Santa Fe) c/ Thoss, Germán Hugo s/ Ejecución fiscal”, compartido por el Tribunal en su sentencia.


    Municipalidad de Carcaraña (Provincia de Santa Fe) c/ Kellinger, José Ángel y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP. 667, XXXVIII, 17 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Obras sociales. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1826, L. XXXVII, "O.S.P.R.E.R.A. c/ Weyemberg, Carlos s/ Ejecución fiscal".


    O.S.P.E.C.O.N c/ Carosi S.A. s/ Ejecutivo


    COMP. 366, XXXVIII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro s/ Ejecución hipotecaria”, Fallos: 319: 368.


    Citibank NA c/ Te Sistemas S.R.L. s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 579, XXXVIII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Celeridad procesal. Devolución del expediente. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    No se ha suscitado una controversia jurisdiccional de las que deba dirimir la Corte, debido a que el conflicto originado ab-initio quedó resuelto por la Cámara de la Seguridad Social, que a la fecha en que se ha entablado la acción era el superior del juez previniente, solución con la que acordó, la segunda instancia laboral.  Por ende, para evitar futuras controversias y en resguardo de la celeridad procesal atento el tiempo transcurrido desde que se interpuso la acción, que en virtud del punto 2° de la Acordada de la Corte n° 75 del 26 de noviembre de 1996, la causa deberá seguir radicada en el tribunal del Trabajo hasta su finalización, en esa instancia.


    Tolone, Juan José c/ Administración Nacional de la Seguirdad Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 341, XXXVIII, 07 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Expropiación irregular. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp.1862, L.XXXVII, "Meissner. Ilda Elsa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos".


    Consorcio de Propietarios San Juan y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buneos Aires s/ Expropiación inversa


    COMP. 182, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Juicios contra el concursado. Competencia comercial. 


    Para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca con fundamento de su pretensión.  La presente acción está comprendida en el instituto del fuero de atracción, toda vez que la demanda promovida está referida a un reclamo de contenido patrimonial, que no se encuentra comprendido en el trámite de ley especial previsto en el inciso 5° del artículo 21 de la ley 24.522.


    Expreso Caraza S.A.C. s/ Concurso Preventivo


    COMP. 1878, XXXVII, 31 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 991; L. XXXIII, “Jordán, Antonio V. y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Accidente ley 9688”.


    A los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer término la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos el derecho que invoca como fundamento de su pretensión.  El sustento de la pretensión se encuentra enraizado en cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales del derecho del trabajo y lo pretendido es una indemnización fundada en un proceder supuestamente negligente de la empleadora, encuadrándose dentro de lo normado por la ley 24.028, en razón de que el infortunio ocurrió y se consolidó con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley 24.557, y en la Ley de Contrato de Trabajo, de expresa aplicación a las actuaciones.


    Cornejo, Ernesto P. c/ Toker S.A. s/ Sumario


    COMP. 31, XXXVIII, 04 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Almirantazgo y jurisdicción marítima. Facultades de la alzada. 


    Toda vez que la contienda quedó trabada entre jueces nacionales, con arreglo a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, que dispone que los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltos por la Cámara de que depende el Juez que previno, y no por la Corte Suprema de Justicia de la Nación; la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, debe dirimir la contienda.


    Sturla, Eduardo Ramón c/ Brunave S.A. s/ Despido


    COMP. 2187, XXXVII, 04 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Cabe recordar, reiterada doctrina de la Corte en la que se sostuvo que es procedente la acumulación de procesos, no obstante que no concurran la triple identidad de sujeto, objeto y causa, si se evidencia la posibilidad que, en cuestiones similares, emanen fallos contrapuestos.  En tal orden de ideas, aun cuando los juicios se encuentran en diferentes etapas procesales y al margen de que tal circunstancia podría configurar una dilación procesal del trámite más avanzado, dicho retardo, en las condiciones indicadas y a fin de favorecer una buena administración de justicia, no resulta nocivo ni injustificado.


    Pérez Bonifacia y otro c/ Sociedad de Hugo G. Valdivia s/ Daños y perjuicios


    COMP. 56, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Insolvencia fraudulenta. Responsabilidad extracontractual. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Cabe señalar que en la demanda los actores reclaman una indemnización de daños y perjuicios pretendiendo atribuirles responsabilidad derivada de la conducta dolosa de insolvencia patrimonial a los aquí demandados en perjuicio de un crédito laboral a su favor, a la que deberá adicionarse el rubro de daño moral. Fundaron sus reclamos, substancialmente, en los preceptos de los artículos 1077, 1078, 1081 y 1083 del Código Civil.   En tal contexto, el sustento de la acción reposa en una reparación integral por responsabilidad extracontractual derivada de actos ilícitos con fundamentos en los artículos mencionados, circunstancia ésta que autoriza a enmarcar a la presente acción en el ámbito del derecho civil. En tal sentido, la legislación vigente en materia de distribución de competencia de la justicia nacional, ha establecido de modo claro en el artículo 43, inciso b, del decreto-ley 1285/58, según texto del artículo 1° de la ley 24.290, que resulta competente en acciones de naturaleza como la presente la justicia nacional en lo civil.


    Gauna, Ángel Roberto y otro c/ Canosa Valiña, Domingo


    COMP. 441, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Alvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Cresta, Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios


    C. 1033, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar", y Comp. 545, L. XXXVIII, “Teme, Alberto Ramón c/Banco Río de la Plata S.A. Suc. Resistencia s/ Medida cautelar Innovativa”.


    Banco Río de la Plata S.A. s/ Inhibitoria


    COMP. 984, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 2004, L. XXXVII “Candoni Atilio c/ Chica Carlos Domingo y otros s/ Ejecución Hipotecaria".


    Chica, Carlos Domingo s/ Inhibitoria


    COMP. 1943, XXXVII, 13 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Internación. Competencia civil. 


    Remisión al fallo 315:2963: “González Hipólito s/ Protección de personas".


    L., C. s/ Internación


    COMP. 433, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. 


    Estése a lo dictaminado en la causa A. 736, L. XXXVIII, "Asociación de Maestros y Profesores c/ Ministerio de Educación de la Rioja s/ Ejecutivo".


    Asociación de Maestros y Profesores (A.M.P.) c/ Ministerio de Educación de La Rioja s/ Ejecutivo


    COMP. 16, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Estése a lo dictaminado en la causa A. 736, L. XXXVIII, "Asociación de Maestros y Profesores c/ Ministerio de Educación de la Rioja s/ Ejecutivo".


    Asociación de Maestros y Profesores c/ Ministerio de Educación de La Rioja s/ Ejecutivo


    A. 831, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Juicio sumarísimo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar", y Comp. 641, L. XXXVIII, "Whang Yeong III c/ Bank Boston s/ Amparo".


    Blanco, Verónica A. y otro c/ Banco de Galicia y Buenos Aires s/ Sumarísimo


    COMP. 828, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y  Comp. 271, L. XXXVIII, "Jeich Marcelo y Otra c/ Banco Bansud S.A. s/ Amparo".


    Fernandez Galvez, José c/ Banco Provincia del Neuquén s/ Sumarísimo


    COMP. 1016, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y Comp. 553, L. XXXVIII, "Spinnato, Salvador c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Acción de amparo".


    Guimares Moglia Corina c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Acción sumaria


    COMP. 1086, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y Comp. 553, L. XXXVIII, "Spinnato, Salvador c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Acción de amparo".


    Cemboran, Nélida Yolanda c/ BBVA Banco Francés s/ Acción sumarísima con medida cautelar


    COMP. 1077, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Juicios contra el concursado. Ejecución de honorarios. Prescripción. Indemnización por despido. Indemnización por accidente de trabajo. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al dictamen en la causa Comp. 1925; L. XXXVII, “Ávila, O. c/ José Minetti y Cía. S.A.C.I. Ingenio La Fronterita”.


    Si bien cabe atender a que en autos se trata de una acción de indemnización derivada de accidente de trabajo y despido, dicho procedimiento concluyó con el dictado de sentencia y, por lo tanto, al resultar inevitable el pronunciamiento respecto a la verificación y/o prescripción del crédito reconocido en dicha sentencia, se hace operativo el instituto del fuero de atracción y por ello, corresponde la remisión al tribunal donde tramita el juicio universal.


    Ruiz, Reymundo Gervasio c/ José Minertti y Cía. S.A.C.I. -Ingenio La Fronterita- Indemnización


    COMP. 34, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia de la Ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Resulta aplicable la doctrina de la Corte Comp. N°399, L. XXXVII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    La Corte sostuvo que en los procesos en los que no se ha dictado un acto típicamente jurisdiccional válido que permita radicar la causa ante el Juzgado Civil que previno, debe ella continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Di Paola, Rodolfo Alfonso c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 2022, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Medidas autosatisfactivas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar"; y Comp. 553, L. XXXVIII, "Spinnato, Salvador c/ Banca Nazionale del Lavoro S.A. s/ Acción de amparo".


    Bergallo, Constanza c/ BBVA Banco Francés s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 1078, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 233, L. XXXVIII, "Altabe, Adriana Paola c/ Bank Boston NA Sucursal Resistencia s/ Medida autosatisfactiva".


    Altabe, Adriana Paola s/ Medida Autosatisfactiva/inhibitoria


    COMP. 265, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Nulidad del acto jurídico. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 1862. L.XXXVII, "Heissner, Ilda Elsa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de Pesos”.


    Rodríguez de Avolio, Elida Dolores c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Nulidad de acto jurídico


    COMP. 67, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Obras sociales. Cámara federal de apelaciones. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1826, L. XXXVII, " O.S.P.R.E.R.A. c/ Weyengbergh s/ Ejecución fiscal".


    Obra Social del Personal de Prensa de la República Argentina c/ Editorial El Liberal S.R.L. ejecución fiscal Ley 23.660


    COMP. 1930, XXXVII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Remuneración. Aportes a obras sociales. Competencia federal. 


    En casos como los del sub examine, el encuadramiento jurídico-laboral del personal de una obra social, puede eventualmente afectar el patrimonio de la prestadora de los servicios de salud, al estar en juego extremos que -como las remuneraciones de los trabajadores asociados a ella y en consecuencia los aportes y contribuciones al sistema- son determinantes de la calidad de las prestaciones que le son propias.  En este marco, se atribuye a la justicia federal la competencia en los supuestos en que las obras sociales fueran demandadas.


    Antuña, Eduardo César y otros c/ Obra Social Universitaria (DASPU) s/ Amparo


    COMP. 662, XXXVIII, 07 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ YPF S.A.  y otro s/ Proceso de conocimiento”, resulta por la Corte con remisión al dictamen de la Procuración general.


    Morales, Andrónico y otros c/ Ministerio de Defensa y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1910, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Marino, Marcelo Daniel y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 2016, XXXVII, 13 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    García, Antonio y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -PPP- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 767, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Quiebra. Sociedad de hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las normas de competencia en la ley de concursos son de orden público y no admiten ser prorrogadas por voluntad de las partes.  Asimismo, la Ley 24.522 en su art. 3° inc. 1°, establece que cuando el sujeto comprendido sea una persona de existencia visible, será competente el juez del lugar de la sede de administración de sus negocios; a falta de éste, el del lugar de su domicilio.  Ahora bien, al no mediar la extensión prevista por el art. 162 de la citada ley, resulta competente el juez que previno.


    Vallejo, Alberto y otros (Sociedad de hecho) s/ Pedido de propia quiebra


    COMP. 1959, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Reintegro de aportes y contribuciones. Contienda negativa de competencia. Concurso preventivo. Cámara de Apelaciones. Competencia previsional. 


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del concurso preventivo, resultan atraídos al juzgado todos los juicios de contenido patrimonial iniciados contra el concursado, con las únicas excepciones allí previstas, que  son los juicios de expropiación y los fundados en relaciones de familia.


    Agripo S.A. s/ Impugnación


    COMP. 2059, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Restitución de menores. Responsabilidad parental. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que el fuero federal en razón de la distinta nacionalidad de las partes constituye un privilegio creado especialmente en beneficio del extranjero, y cuando dicho fuero esté establecido ratione personae, puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los supuestos en que ella sea explícita o resulte necesariamente de la prórroga de la jurisdicción operada en la causa. Y, en el caso en que no ha tomado intervención el demandado cuya nacionalidad extranjera es invocada por el actor, no se dan por ahora las condiciones que pudieran hacer surgir la jurisdicción federal.  Ha sostenido el Tribunal Superior, que si bien el presupuesto necesario para que aquélla surta estriba en que el derecho que se pretende hacer valer esté directa e inmediatamente fundado en un artículo de la Constitución Nacional, de la ley federal o de un tratado, una causa no es de las especialmente regidas por la constitución a las que alude el art. 2°, inc. 1° de la ley 48, si no está en juego la inteligencia de una cláusula constitucional. Es decir, que lo medular de la disputa debe versar sobre el sentido y los alcances de uno o más preceptos de la Ley Fundamental de la Nación, cuya adecuada hermenéutica resultará, por lo dicho, esencial para la justa solución del litigio.


    S., Julio Sebastián c/ L., Natalia J.; L., Miguel A. y Mirta S.


    COMP. 1726, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Sucesiones. Cuestión abstracta. Remisión del expediente. 


    La cuestión de competencia planteada ha devenido abstracta.


    Silvia, Isabel Inés s/ Sucesión


    COMP. 183, XXXVII, 07 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    No se puede emitir pronunciamiento hasta tanto se resuelva cuestión previa. En tales condiciones, se devuelven las actuaciones a la Corte, a sus efectos.


    Prada Errecart, Pedro Horacio s/ Supuesta presentación


    P. 1, XXXVIII, 04 de enero de 2002


    Ver dictamen


    Curatela


    Medidas para mejor proveer. 


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    L., L. A. s/ Curatela


    COMP. 512, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Accidente de tránsito. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Según lo entiende la parte apelante, el recurso se dirige contra un pronunciamiento equiparable a definitivo, por provocarle agravios de imposible reparación ulterior al encontrarse impedida de iniciar un nuevo proceso por eventual prescripción de los derechos debatidos.  Cabe advertir con relación a los agravios vertidos por la actora, que ellos, en rigor, se circunscribieron al examen de netas cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho procesal local y común, ajenas al recurso extraordinario federal, conforme lo entendió el Superior Tribunal al rechazarlo. En este orden, se advierte que las críticas al pronunciamiento de la Alzada, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta.  La apelación intentada no puede prosperar, pues la quejosa no ha demostrado la arbitrariedad que le imputa al fallo recurrido. El recurso resulta inadmisible dado el planteo inoportuno y extemporáneo de la cuestión, desde que la solución a que arribó el a quo, era plenamente previsible para el presentante, quien, empero, no introdujo en el momento pertinente los agravios con base en la doctrina de la arbitrariedad, que luego, de manera tardía, intenta deducir, primero en la expresión de agravios, luego en el recurso de casación, y por último, siempre incorporando nuevos argumentos, en el recurso extraordinario.  No surge, de la sentencia apelada que los tribunales actuantes se hayan excedido, apartado o dejado de considerar los agravios vertidos por la accionante. Por el contrario fue la quejosa quien omitió plantear en tiempo oportuno las defensas pertinentes, al contestar los respectivos traslados, introduciéndolos a posteriori, en forma extemporánea, por lo que con razonabilidad, no fueron objeto de tratamiento ni por la Alzada, ni por el Superior Tribunal, quienes no sólo dejaron constancia de tal circunstancia, sino que además sostuvieron que dicha introducción tardía, lo fue, a los efectos de mejorar su situación procesal y obtener así, un fallo beneficioso.  Sin prejuicio de lo manifestado, cabe señalar respecto de los agravios vertidos por el quejoso que para que un acto interrumpa el plazo de caducidad, una vez operada ésta, no sólo debe de impulsar el procedimiento, sino que debe ser consentido por la contraria, conforme lo nombrado por el artículo 315 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, lo que no aconteció en el sub lite.


    Turismo Zonda S.R.L. c/ Velázquez, José Daniel y otros


    T. 116, XXXV, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal


    Contribuciones patronales. Inconstitucionalidad. Obras sociales. Juicios en que es parte una provincia. Inhabilidad de título. Denegatoria del recurso. 


    Por imperio de lo dispuesto en el art. 24 de la ley 23 .660, el presente proceso se rige por vía del apremio regulado en los arts. 604 y 605 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  Este último establece la posibilidad de oponer la excepción de "inhabilidad extrínseca del título", frente a la ejecución fiscal iniciada por cobro de aportes y contribuciones al sistema nacional de previsión social y en los demás casos que las leyes establecen.  En estas condiciones, hacer lugar a la inconstitucionalidad planteada, implicaría actuar con desmedro del marco regulatorio que, para las ejecuciones, contemplan los arts. 604 y 605 del código ritual. Si bien el Tribunal admitió las defensas sustentadas en la inexistencia de deuda, lo hizo siempre con sujeción a que ella resulte manifiesta, sin necesidad de adentrarse en mayores consideraciones, extremo que, no se reúne en el sub judice.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Chaco, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 38, XXXVII, 26 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Escritura pública


    Tribunales provinciales. Cuestión de derecho común. Inhabilidad de título. Interrupción de la prescripción. Litispendencia. Denegatoria del recurso. 


    En casos similares al presente, en los que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre recursos extraordinarios previstos en el orden local, esa Corte Suprema ha expresado que la tacha de arbitrariedad debe considerarse como particularmente restrictiva.   Tal criterio resulta de aplicación al sub lite desde que las discrepancias del recurrente remiten al tratamiento de temas de naturaleza fáctica y de derecho procesal y común, tal el caso de los agravios de la quejosa relativos a la inhabilidad del título ejecutivo, a la prescripción liberatoria de las obligaciones y su interrupción, y a supuestos de litispendencia y pago parcial.  Considerados los agravios del apelante, puédanse resumir en los siguientes: 1) el decisorio objetado, al considerar a la escritura pública de reconocimiento de deuda como un título ejecutivo autónomo, incurre en una violación a las normas expresas del derecho vigente; 2) la omisión del tratamiento de la excepción del prescripción en el resolutivo afecta su derecho de propiedad en tanto lo condena a pagar una obligación extinguida, y 3) el exceso en los límites del pronunciamiento de la sentencia recurrida, pues resuelve sobre cuestiones no sometidas por las partes a decisión judicial.  Respecto al primero de los agravios, no resulta irrazonable el argumento de la Corte local en el sentido de que, si bien el instrumento que sirve de sustento a la ejecución promovida (la escritura pública de reconocimiento de deuda nacida de un aval anterior otorgado por el demandado a favor del ejecutante), no configura ni puede comportarse como un título independiente, distinto del aval que reproduce, y por tanto carente 'per se' de idoneidad jurídica para dar viabilidad a la acción ejecutiva (y que es necesario para ello al iniciar la ejecución que el titular legitimado presente el pagaré por ser la obligación del avalista accesoria de la obligación principal), en el caso de autos -so pretexto de rigorismos formales- no se puede ignorar la verdad real que surge de las constancias del proceso. Y que a tenor de esas constancias el ejecutante con anterioridad a la promoción de este juicio- procuró la expedición del pagaré original por parte del Juzgado donde había tramitado -entre idénticas partes y en razón de la misma obligación cambiaria- la ejecución original que concluyera con una desestimación formal, debido a reiterados recursos que, en contra de la remisión, opusiera el ejecutado, que -sin embargo- había acompañado copia de la cambial reconociendo su existencia sin negar la validez formal del documento.  Tampoco resultan extraños a la lógica los fundamentos del Tribunal apelado al rechazar la excepción de prescripción, pues hace una interpretación plausible de las normas contenidas en los arts. 96 y 97 del decreto ley 5965/63, en el sentido de que la prescripción de la acción que se ejerce contra el avalista se interrumpió al interponerse el anterior juicio ejecutivo, promovido por idéntica causa.  La misma consideración cabe exponer respecto a la litispendencia alegada, pues de los procesos que se reputan pendientes terminó uno por haberse decidido la caducidad de la instancia, y en el otro no coincide la identidad del objeto perseguido por la demanda con el de la presente ejecución.  Por último, no surge de autos que la Corte provincial, en su pronunciamiento, haya exorbitado los límites en los cuales quedó trabada la Litis, y ese criterio no es más que la confirmación del que fijaron las dos instancias anteriores.


    Sleive, Moises c/ Elías Miguel Figueroa


    S. 1061, XXXVI, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Gastos del proceso


    Honorarios del perito. Vista al fiscal. 


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Graciela Perrone de Toretti (idioma portugués)


    S. 143, XXIV, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Honorarios del perito


    Traductores públicos. 


    Atento a la complejidad del trabajo encomendado, se regula la suma de honorarios.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora María Alejandra Villa (Idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 17 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Medida cautelar autónoma


    Cámara de Apelaciones. 


    Remisión al dictamen de la causa F. 8, L. XXXVIII, "Fiscal de Estado de la Provincia del Chaco s/ Solicita intervención en autos: Odstock Group S.A. c/ Provincia Del Chaco y otros s/ Medida cautelar (PVA)".


    Empresa Distribuidora de Electricidad de Salta S.A. c/ Compañía Administradora del Mercado Mayorista eléctrica S.A. s/ Medida Cautelar Autónoma


    E. 30, XXXVIII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Medidas para mejor preveer


    Medidas para mejor dictaminar.


    Folgan, Roberto c/ Del Rivero, Edgardo Sergio y otro


    F. 468, XXXVII, 26 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    A.M.E.R.I.C.A. c/ Bottigelli, Sergio y otra s/ Ejecutivo


    COMP. 657, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Banco de la Pampa c/ Emilio Zubiri s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1050, XXXVIII, 19 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Lacarra, José O. c/ Lage, Oscar R. y otros


    Sin Letra. 310, XXXVIII, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Olivero, Raúl c/ Lage Oscar R. y otros


    O. 109, XXXVIII, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Veltri, Francisco c/ Lage Oscar R.  y otros


    V. 243, XXXVIII, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Cardiocorp S.R.L. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    C. 24, XXXVI, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Consorcio de Propietarios de Avenida Leandro N. Alem 6XX/6XX c/ Astra CAPSA


    C. 1105, XXXVI, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Correa, Ramón c/ Lage, Oscar y otros


    C. 612, XXXVIII, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Estado Nacional c/ Farmed S.A.


    E. 513, XXXVIII, 16 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Fhoffman La Roche AG c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    F. 658, XXXVII, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Medina, Mercedes Marcela y otro c/ Aguas Argentinas S.A. y otro


    M. 1487, XXXVIII, 07 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Pérez, Bonifacia y otro c/ Sucesión de Hugo G. Valdivia; Rovira, Juan Alberto y Moras, Marías del Carmen s/ Daños y perjuicios


    COMP. 56, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Sindicato de Luz y Fuerza c/ Provincia de Córdoba


    S. 334, XXXVII, 22 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Varela Alvarez, Carlos y Lavado, Diego s/ Denuncia causa N°3/99


    V. 208, XXXVII, 22 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Austral Líneas Aéreas s/ Excepción falta de acción


    A. 667, XXXVII, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Carniel, Leandro Atilio su sucesión s/ Nulidad de actos jurídicos e inclusión de bienes


    C. 321, XXXVII, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Remisión del expediente. 


    Vicente, Sebastián c/ Fiat Uno S.A. s/ Consignación


    COMP. 826, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Notificación de la sentencia


    Falta de notificación. 


    Gordillo, Adriana Patricia c/ Fundación Checar y otros


    G. 1664, XXXVIII, 19 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Accidente en acto de servicio. Incapacidad. Cuerpo médico forense. Dictamen pericial. Denegatoria del recurso. 


    Si la presentación del Órgano Forense realizada a pedido de la Corte desvirtúa la posición del perito actuante en primera instancia, desde que precisa que no puede llegarse a una conclusión como la que arribó realizando sólo entrevistas, sin complementarla con otros estudios necesarios para confirmar tal conclusión y también se cuentan con varios informes médicos que niegan las dolencias de la quejosa por actos de servicio, se debe rechazar la queja interpuesta.


    Zárate, Félix Teodulfo c/ Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército)


    Z. 19, XXXV, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Acción de nulidad. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para que proceda el recurso extraordinario, se requiere que la resolución apelada revista el carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. La invocación de cláusulas constitucionales no excusa la falta de aquel requisito cuando los agravios pueden encontrar remedio en las mismas instancias o por vía de intervención de la Corte, al dictarse la sentencia final de la causa.


    Carniel, Leandro Atilio su sucesión s/ Nulidad de actos jurídicos e inclusión de bienes


    C. 321, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Acción quanti minoris. Sentencia arbitraria. Omisión de considerar cuestión propuesta. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte ha resuelto en reiteradas oportunidades, que no resulta óbice para la apertura del recurso extraordinario la circunstancia de que los agravios remitan al examen de cuestiones de hecho y derecho común si, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio, la alzada omitió considerar un tema oportunamente planteado y conducente para la correcta decisión del caso.  La mera lectura de la sentencia revela que el a-quo sólo trató el aspecto de la apelación referido a la procedencia de la excepción de prescripción de la acción redhibitoria, articulada por los codemandados en el marco del art. 4041 del Código Civil, omitiendo considerar argumentos conducentes y centrales, oportunamente vertidos por la demandante, respecto al encuadre de la relación jurídica dentro de las previsiones de la ley 24.240 y consecuentemente la aplicabilidad o no al caso del término de prescripción previsto por el mencionado artículo 50 de la ley de Protección al Consumidor.


    Sanz, Sonia Mónica c/ Del Plata Propiedades S.A.


    S. 96, XXXVII, 22 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Acciones de filiación. Reclamación de la filiación. Prueba de la filiación. Allanamiento condicionado. Costas en el orden causado. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La sentencia no contradijo los convenios internacionales que invoca el recurrente, desde que no se alcanza a advertir, ni éste se ocupó de demostrar, que se hayan vulnerado alguno de los derechos que amparan tales convenciones, o que la parte se haya visto privada de ejercerlos.  Ahora bien, en orden a la arbitrariedad alegada, la Corte tiene dicho que, no obstante que el régimen de imposición de las costas en las instancias ordinarias, es una cuestión procesal ajena a la vía del artículo 14 de la ley 48, este principio debe ceder cuando el pronunciamiento en recurso no satisface la exigencia de ser derivación razonada del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos comprobados de la causa. El Tribunal tiene establecido, asimismo, que el artículo 68 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación consagra el principio rector en materia de costas, que encuentra su razón de ser en el hecho objetivo de la derrota: quien resulta vencido debe cargar con los gastos que debió realizar la contraria para obtener el reconocimiento de su derecho.  Teniendo presente lo expuesto, la Alzada omite ponderar aspectos y normas conducentes para dilucidar la controversia, tal como la condición de vencido del demandado, y su imposibilidad de alegar el allanamiento del artículo 70 del Código Procesal para eximirse de las costas, toda vez que, para que proceda tal exención, la norma exige que el allanamiento sea real, incondicionado, oportuno, total y efectivo, requisitos que, prima facie, no han sido cumplidos por el accionado. En efecto, aquél interpuso una cuestión previa de caducidad al progreso de la acción, que al ser rechazada intentó apelar, siéndole denegado el recurso. Por otra parte, condicionó su allanamiento al resultado de una prueba que difícilmente podría rebatir, circunstancia que fue debidamente advertida por el Juez de Primera Instancia, cuyos argumentos no merecieron observación alguna por parte del a quo. Tampoco propuso someterse sin más al oportuno resultado de la prueba biológica, sino que negó hechos afirmados en la demanda, y ofreció y produjo la prueba confesional de la actora. Cabe recordar además que, conforme a jurisprudencia de la Corte, las excepciones a la norma del referido artículo 68 deben admitirse restrictivamente.  Por otro lado, el pronunciamiento impugnado omitió considerar los argumentos que, desde antes del dictado de la sentencia de Primera Instancia, opuso la parte actora a la exención de costas y prescindió de examinar, asimismo - aunque fuera para rechazarlas -, las pruebas que ésta ofreció, tendientes a demostrar que el demandado tenía conocimiento de la existencia de la menor que luego reconoció como su hija, extremo que, en la instancia inferior, fue implícitamente admitido por el juzgador al hablar de la conducta reticente del demandado.


    L., A. M. y L., V. Y. c/ F., M. M.


    L. 632, XXXVII, 04 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Acciones societarias. Pago de servicios. Empresa de limpieza. Servicios de vigilancia. Sentencia arbitraria. Apreciación de la prueba. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defectos en la fundamentación normativa. Procedencia del recurso. 


    Si bien la Corte tiene resuelto que por principio el recurso extraordinario no tiene por fin revisar en tercera instancia la interpretación de los hechos invocados y pruebas incorporadas al proceso, por ser ello materia propia de los jueces de la causa y ajena al remedio excepcional, ha admitido excepción a tal principio, en aquellos supuestos en que la sentencia carece de los requisitos mínimos que la sustenten como un acto jurisdiccional válido.  Cabe destacar que los jueces no están obligados a sostener sus fallos en la totalidad de las pruebas producidas, sino en aquellas que resulten conducentes a la solución del litigio.  Finalmente la sentencia adolece de una notoria ausencia de análisis y consideración de los elementos de juicio, así como de argumentación y fundamento normativo en tomo al invocado alcance que cabía otorgar a los actos y el consentimiento o no que pudieran implicar respecto de las obligaciones contractuales y de la rendición de cuentas.


    Intercargo S.A.C. c/ Orgamer S.A.


    I. 91, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Adicionales de remuneración. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Puntos de la pericia. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir en tercera instancia pronunciamientos que el recurrente considere equivocados, según su divergencia con la interpretación asignada por los jueces a los hechos, pruebas y leyes comunes. Tal doctrina es excepcional y, por tanto, su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso, o una decisiva carencia de fundamentación.  Las objeciones efectuadas por la apelante, además de constituir sólo discrepancias con la valoración efectuada por los jueces de la causa de hechos y pruebas en base a los cuales resuelven la admisión parcial de la demanda, no conforma la crítica concreta, razonada y suficiente del fallo como es exigible, ya que se limita a expresar la existencia de errores o afirmaciones no probadas y a citar fallos de aplicación genérica a supuestos de arbitrariedad, sin indicar concretamente y puntualmente en qué consiste el error, y los fundamentos normativos y de hecho que sustenten su postura.  En cuanto al agravio referido a la alegada colisión del fallo con normas federales, resulta hipotético y prematuro, por cuanto el sentenciador, al establecer el procedimiento para determinar la entidad pecuniaria de la condena, difirió su determinación para la etapa de ejecución de sentencia y dejó a salvo que el mismo debía tener en cuenta las previsiones de la Ley 24.145 y el decreto reglamentario 546/93.


    Gómez Hermanos sociedad de hecho c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A.


    G. 1034, XXXVI, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Adicionales de remuneración. Exceso ritual manifiesto. Falta de fundamentación autónoma. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Asiste razón a la quejosa. Ello es así, toda vez que la decisión no provee de debido sustento al rechazo de la impugnación. En lo que atañe a los antecedentes, la sala se excede en el rigor formal de la apreciación.


    Lator, Lucio María y otros c/ Rua S.A.


    L. 728, XXXVI, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa "Greco Gabriel c/ Camino del Atlántico S.A. y otro"


    Borneo, Mario Blas c/ Camino del Atlántico S.A. y otros


    B. 478, XXXVI, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Agotamiento de la instancia administrativa. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 567, L. XXXV, "Biocrom S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires".


    Patricia y José, García S.R.L. c/ Hospital General de Agudos José M. Penna s/ Cobro de sumas de dinero


    P. 632, XXXV, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B.567, L.XXXV, "Bioerom S.A. el Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires”.


    Serendipia S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    S. 895, XXXVI, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Aportes a obras sociales. Reclamos pecuniarios entre entes estatales. Conflictos interadministrativos. Juicio de árbitros. Conciliación en sede administrativa. 


    Es criterio consagrado por la Corte que "sin competencia actual no puede haber ejercicio válido de la función jurisdiccional, principio que ha de aplicarse estrictamente respecto de la actividad de la Corte Suprema, por cuanto su competencia, hallándose circunscripta a los supuestos que determinan la Constitución y la ley, se extingue cuando median razones jurídicas que, con antelación a la sentencia, han colocado al caso litigioso fuera de aquellos supuestos". En consecuencia ha de asegurarse el respeto cuidadoso de los límites impuestos a sus atribuciones jurisdiccionales, desde que las sentencias para ser válidas, como primera condición requieren ser dictadas por juez con jurisdicción.  La Corte, en un proceso análogo, declaró que los diferendos entre entidades dependientes de un superior jerárquico único están excluidos, por principio, de decisión judicial y que, si bien tal doctrina es de especial pertinencia para las distintas reparticiones de un mismo departamento gubernamental, en razón de la común gestión de los asuntos propios de su competencia institucional, es también factible en caso de una jefatura única de las entidades afectadas.  Así pues, la existencia de conflicto interadministrativo se ve corroborado por las previsiones contenidas en la ley local 472, en cuanto contempla, expresamente, que los diferendos de tal especie deberán someterse a un procedimiento de arbitraje obligatorio en el ámbito de la Procuración General de la Ciudad. Resulta ilustrativo, además, recordar que el art 28 de la mencionada ley local, prevé que la Obra Social estará sometida a la jurisdicción de los Tribunales Ordinarios de la Ciudad de Buenos Aires.


    Instituto Municipal de Obra Social c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ejecución Fiscal


    I. 109, XXXV, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Acceso a la justicia. Interpretación de la ley. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Precedentes “Di Mascio”; "Strada, Juan Luis".


    El Tribunal ha establecido que, si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales locales no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, cabe hacer excepción a la regla mencionada cuando, lo resuelto revela un exceso ritual incompatible con la garantía de la defensa en juicio protegida por el artículo 18 de la Constitución Nacional.  El instituto del beneficio de litigar sin gastos, fue receptado por los códigos procesales provinciales, a los efectos de resguardarle a las partes el derecho a la jurisdicción, y su fundamento, de origen constitucional, es el de garantizar el derecho a la igualdad, defensa en juicio y debido proceso.  La Corte tiene dicho que es descalificable el pronunciamiento que estimó que el depósito previsto por el artículo 280 del Código de Procedimiento de la Provincia de Buenos Aires no era alcanzado por el beneficio de litigar sin gastos reconocido por el artículo 83 del mismo cuerpo toda vez que no revestía el carácter de impuesto o sellado de actuación, Ello es así, pues la interpretación literal, frustra el objetivo perseguido por la institución reglamentada toda vez que al limitar su ámbito de aplicación a los casos en que se tratase exclusivamente de impuestos y sellados de actuación, se ha restringido la eficacia de una  disposición cuyo fin específico ha sido posibilitar el derecho de defensa que de otra forma se vería indebidamente cercenado. Así, es reiterada doctrina de la Corte, que corresponde admitir el beneficio de litigar sin gastos provisional, cuando la espera de la resolución definitiva pueda traer aparejado un grave peligro para la efectividad de la defensa.   A partir del fallo referido, la Corte dejó establecido que, en los casos aptos para ser conocidos por el Tribunal según el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales, no pueden vedar el acceso a aquél órgano en tales supuestos.  Asimismo, no corresponde restringir el acceso a instancias superiores de revisión de decisiones judiciales, so color de interpretaciones dogmáticas y de excesivo rigorismo formal respecto de la admisibilidad de los recursos locales en la medida que condicionen, restrinjan o limiten el acceso a la jurisdicción.


    Vicente, Oscar Alberto y García De Vicente, Liliana Beatríz c/ Restaurant-parrilla-pizzeria "San José" y/o propietario y/o responsable y otros


    V. 528, XXXVI, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La resolución que concede o deniega el beneficio de litigar sin gastos, tiene carácter provisional y no causa estado, debiendo ser desestimado el remedio extraordinario interpuesto, con apoyo en su falta de definitividad, requisito que, conforme estimó La Corte en forma reiterada, no se suple con la alegación de una supuesta arbitrariedad.  Asimismo, no surge de la sentencia recurrida que el a quo se haya excedido o apartado de los hechos y pruebas producidas en autos, conforme se agravia la recurrente, como así tampoco que aquella sea infundada. Cabe recordar, que el instituto del beneficio de litigar sin gastos, encuentra su sustento en dos preceptos de raigambre constitucional, como son la garantía de la defensa en juicio y la de la igualdad ante la ley, extremos éstos que fueron evaluados criteriosamente por la Alzada, a los efectos de conceder el beneficio.


    C., Carlos Alberto c/ T. F. S.A y otro s/ Beneficio de litigar sin gastos


    C. 959, XXXVI, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Pensiones. Revocación del acto administrativo. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    El juzgador interpretó el derecho dentro del marco, sin lugar a dudas excepcional, estipulado por el artículo 69 de la Ley 5.730, que consagra un beneficio singular como ser la pensión derivada de otra pensión, no advirtiéndose rasgos arbitrarios en su decisión, dado que fue debidamente fundamentada.  La doctrina de la arbitrariedad no tiene por fin corregir sentencias que se presuman equivocadas, ni resulta procedente en aquellos supuestos donde las partes sostienen una mera discrepancia con la interpretación que hizo el tribunal apelado de normas de derecho común aplicables al caso, o respecto, de consideración de hechos y pruebas que es materia propia de su competencia. Tan restringida vía tiende a subsanar casos excepcionales en los que, las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento legal, impiden considerar al fallo como "la sentencia fundada ley" a que aluden los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional.  Ley no exige un estado de necesidad extrema para que el beneficio cuestionado pueda concederse, pero no es que el sentenciador lo haya expuesto como requisito, sino que, explicando la naturaleza de dicha pensión, indicó algunas situaciones que se podía sanear mediante la aplicación de la norma en el mismo párrafo que hizo alusión a otras a las que no estaba dirigida, conforme su interpretación de la voluntad del legislador.


    Bonaparte de Varisco, Aida Esther c/ Caja de jubilaciones y pensiones de Entre Ríos


    B. 266, XXXV, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Retiro obligatorio. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que, invocándose arbitrariedad de sentencia y una cuestión federal estricta, corresponde, en principio, examinar en primer término la primera, puesto que de existir en rigor esa tacha, no habría sentencia propiamente dicha.  En el caso, si bien, se encuentran involucrados, aspectos de orden fáctico y de derecho procesal ajenos, por regla, a esta instancia, el recurso extraordinario fundado en la doctrina sobre, sentencias arbitrarias, constituye sustento suficiente para la procedencia de la apelación federal, en tanto que las razones provistas no satisfacen las exigencias de fundamentación que la Corte ha especificado en su jurisprudencia.


    C., Julio César c/ Estado Nacional (Fuerza Aérea Argentina)


    C. 1059, XXXV, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Caducidad de instancia. Exceso ritual manifiesto. Gravamen irreparable. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien es cierto que la caducidad de la instancia remite al estudio de cuestiones fácticas y de derecho procesal, materia ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la ley 48, también lo es, que, conforme a la jurisprudencia de la Corte, tal doctrina admite excepción cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta a la garantía de defensa en juicio, y, además, la decisión en recurso pone fin al pleito o causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.   La Corte tiene establecido que la perención de instancia debe responder a las particularidades de cada caso, y que por ser un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio, especialmente cuando el trámite se encuentra en estado avanzado y los justiciable lo han instado durante años, encontrándose la causa ya para definitiva, aunque estuviese pendiente el llamamiento de autos a cargo del juzgador.  No existe una obligación inexcusable para la parte de realizar lo que la Corte ha definido como “actividad idónea para impulsar el procedimiento” esto es, alguna diligencia “adecuada para esta etapa procesal, y apta para hacer avanzar el proceso hacia la sentencia”.  La Corte tiene dicho que la etapa a la que se refiere el artículo 483 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la parte queda eximida de su carga procesal de impulso, y, por lo tanto, su inactividad no puede ser presumida como abandono de la instancia, pues ello importaría responsabilizar a la actora por una actividad que deben cumplir los funcionarios judiciales en virtud de su obligación legal de actuar oficiosamente.  La Corte además tiene dicho que la caducidad de la instancia sólo halla justificación en la necesidad de conferir un instrumento al Estado para evitar la indefinida prolongación de los juicios, pero no un artificio tendiente a impedir un pronunciamiento sobre el fondo de pleito o prolongar situaciones en conflicto, de manera que por ser dicho instituto un modo anormal de la terminación del proceso, su aplicación debe adecuarse a ese carácter sin llevar con excesivo ritualismo el criterio que la preside más allá de su ámbito propio.


    Mato de Solari, Liliana Inés y otro c/ Kasa S.A.


    M. 2561, XXXVIII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Indemnización. Accidentes de trabajo. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho, que los, pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional  del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa, máxime cuando la Sentencia se funda en argumentos no federales que, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.   Las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, no dan lugar, por tratarse de problemas de hecho y prueba, derecho común y procesal, a la vía establecida en el artículo 14 de la ley 48. No obstante, también ha reiterado, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados; exigencia que, al decir del Alto Cuerpo, antes de orientarse a mantener el prestigio de la magistratura, procura esencialmente la exclusión de decisiones Irregulares  También ha encarecido, en este marco, la índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, la que al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la "sentencia fundada en ley a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema  No es potestad de la Corte terciar como juzgador de una tercera instancia, en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba que rodean a las actuaciones, sino tan sólo advertir que la inclinación a favor de una prueba, valorada en forma parcial, fuera de contexto y en forma desvinculada con el resto de las probanzas producidas, tomada como principal elemento de ponderación de la cuestión fáctica substancial de la causa, sin el paralelo y proporcionado estudio de otros antecedentes, importa, por si, una ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Porque si bien es cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así, cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso profundizar sobre los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos, están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada.


    H., Ramón Marcial c/ Greco Hermanos S.A.


    H. 77, XXXV, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Colación. Acciones al portador. Doctrina de la arbitrariedad. Aplicación errónea de la ley. Sentencia ultra petita. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Resulta aplicable al caso la jurisprudencia de la Corte en orden a que corresponde su intervención con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencia, si el fallo impugnado propone una exégesis irrazonable de la norma aplicada que la desvirtúa y torna inoperante.  La aplicación que realiza el juzgador del artículo 215 de la ley 19.550, se aparta de su letra, ya que la norma sólo refiere a la transmisión de las acciones nominativas o escriturales. Las acciones al portador, en cambio, conforme lo tiene establecido nuestra doctrina y jurisprudencia, se transmiten por la simple entrega del título al adquirente, sin necesidad de registro alguno, ni de notificación de la sociedad emisora.  La Corte ha declarado que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contemplado por la norma, ya que de otro modo podría arribarse a una interpretación que, sin declarar la inconstitucionalidad de la disposición legal equivaliese a prescindir de su texto.  La alzada además de realizar una aplicación errónea del artículo 215 de la ley 19.550, se pronunció más allá de las cuestiones efectivamente propuestas por el apelante y debatidas en la Litis, excediendo los límites de su jurisdicción.


    Juarros, José Ezequiel c/ Juarros, Raúl José


    J. 89, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Concursos docentes. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha dicho que corresponde rechazar la tacha de arbitrariedad esgrimida si los fundamentos suscitan el análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal y público local respecto de los cuales el recurso exhibe una mera discrepancia de criterio, sin que su acierto o error pueda ser examinado por el Tribunal en atención a que "la doctrina de la arbitrariedad tiene un carácter estrictamente excepcional, y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa", ya que dicha doctrina no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impidan considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido".  Los agravios dirigidos a cuestionar el fallo apelado, no resultan aptos para suscitar la apertura de la instancia del artículo 14 de la ley 48, cuando están dirigidos a cuestionar, en realidad, el ejercicio por la alzada de la facultad judicial conocida con el viejo aforismo iura curia novit, pues las actoras reclamaron la nulidad del concurso por contrariar la norma que citaron en apoyo de sus pretensiones y que aplicó el juez de primera instancia, motivo por el cual la Cámara debía realizar un examen integral de la cuestión para interpretarla, toda vez que los jueces tienen no sólo la facultad sino también el deber de discurrir los conflictos y dirimirlos según el derecho aplicable calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas jurídicas pertinentes.  Finalmente, tampoco son aptos para habilitar la instancia extraordinaria los agravios referidos a la arbitrariedad en que habría incurrido el a quo, al no fundamentar su sentencia y efectuar una irrazonable derivación del derecho vigente, ni prescindir de considerar las facultades discrecionales que tiene la administración para relacionar las normas aplicables con la realidad escalafonaria y presupuestaria pues, además de remitir al examen de cuestiones de hecho y de derecho público local ajenas al recurso deducido, tampoco cumpliría adecuadamente con el requisito de fundamentación autónoma, toda vez que constituye un argumento considerado y desestimado en las instancias anteriores y que, por ende no alcanza para constituir una crítica concreta y razonada de los fundamentos de hecho y de derecho desarrollados por el juzgador para arribar a la solución impugnada


    Pucceti de Vilas, Mercedes y otro c/ Secretaría de Educación y Cultura de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    P. 442, XXXV, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Concursos. Jueces naturales. Debido proceso. Denegatoria del recurso. 


    Corresponde poner de resalto que la Corte tiene reiteradamente dicho que las resoluciones en materia de competencia por principio no autorizan la apertura de la instancia extraordinaria, ya que no constituyen sentencia definitiva al no poner fin al pleito, ni impedir su continuación y no median en el caso denegatoria del fuero federal que permita equiparar la decisión con la sentencia definitiva que exige la promoción del recurso.  No resulta atendible el argumento del recurrente relativo a que la resolución que declaró la incompetencia del fuero laboral le ocasione un detrimento irreparable a su garantía del juez natural y al debido proceso.  La competencia en materia de concursos tiene carácter de orden público y no puede por ello ser prorrogada, ni alterada por voluntad de los interesados ni por los órganos judiciales. Tal carácter tiene por fin en particular atender a la unidad de ejecución colectiva y la pars condictio creditorum, y se halla en directa relación con el resguardo de principios superiores de seguridad jurídica y economía procesal, razón por la cual el instituto del fuero de atracción configura un supuesto excepcional de desplazamiento de la competencia del juez de origen y no causa agravio que aparezca demostrado en el recurso, ni resulta atentatorio a principios también de jerarquía constitucional cual es el de seguridad jurídica que tiende a evitar el dictado de sentencias contradictorias.


    González, María Cristina c/ Prestaciones Médico Asistenciales


    G. 439, XXXVII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Concursos. Verificación tardía. Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha señalado de modo reiterado que el recurso extraordinario no tiene por fin revisar en una tercera instancia el alcance e interpretación, que se ha otorgado a normas de derecho común y procesal, y que tampoco procede tal remedio respecto a la determinación de las normas de derecho no federal que deben regir el pleito o su vigencia en el tiempo, cuestiones que como regla son propias de los jueces de la causa y ajenas a la vía del artículo 14 de la ley 48.  En el caso se verifican tales circunstancias por cuanto el recurrente discute la aplicación al sub-lite de las previsiones de la ley 24.522, en orden a que las actuaciones nacieron hallándose vigente la ley 19.551, normativas que regulan el trámite concursal y que constituyen materia de indudable naturaleza común y procesal, igual que la determinación de qué norma rige el plazo de prescripción para promover el incidente de verificación tardía, circunstancias éstas que, al no advertirse la alegada arbitrariedad por contradicción en los fundamentos, obstan a la procedencia del recurso extraordinario.


    Madlin S.C.A. s/ Concurso preventivo


    M. 167, XXXVII, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Costas. Interpretación de la ley. Interpretación restrictiva. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    No obstante que la Corte tiene dicho que lo atinente a la imposición de costas en las instancias ordinarias es cuestión procesal y accesoria que no da lugar, como regla, al recurso del artículo 14 de la ley 48, sin que a ello obste la circunstancia de hallarse en juego la inteligencia de una norma federal, tal principio no impide que esa Corte pueda examinar si media eventualmente arbitrariedad en la interpretación de esas leyes.  Por lo demás, si el legislador, conociendo la posibilidad de utilizar la vía ordinaria para este tipo de reclamos, hubiese tenido la voluntad de incluirla, lo habría hecho en forma expresa, dado que una acción como la interpuesta por el actor importa un desgaste jurisdiccional mucho mayor que el recurso al que se refiere la ley en cuestión.


    Zanardo, Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de retiros, jubilaciones y pensiones de la Policía Federal


    Z. 85, XXXVI, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Beneficio de litigar sin gastos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia.Cuestión análoga al dictamen de la causa C. 1033, L. XXXVII, "Cresta, Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" (Recurso Extraordinario).


    Velo, Oscar y otro c/ Aguas Argentinas y otro c/ Beneficio de litigar sin gastos


    V. 1215, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Falta de servicio público. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia.Cuestión análoga al dictamen de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios" (Recurso Extraordinario).


    Ahrens, Cristina Elizabeth c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    A. 2755, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Falta de servicio público. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia.Cuestión análoga al dictamen de la causa M. 2376, L. XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios" (Recurso Extraordinario).


    Palmucci, Héctor Guido c/ Fernández Peker, Mariano Pablo y otros s/ Daños y perjuicios


    P. 2092, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Vía pública. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Competencia federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia.Cuestión análoga al dictamen de la causa C. 1033, L. XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios" (Recurso Extraordinario).


    Villaverde, Araceli Beatriz c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    V. 1323, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Despido sin causa. Daños y perjuicios. Denegatoria del recurso. 


    Según la jurisprudencia de la Corte, las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, requisito que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.  En tal contexto, y según lo tiene resuelto el Tribunal, los pronunciamientos que deciden respecto de la distribución de la competencia entre los tribunales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, son insusceptibles de apelación extraordinaria.


    Comoli, Daniel Alberto y otros c/ Banco de la Nación Argentina


    C. 229, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Derrame de la carga. Contaminación por hidrocarburos. Daño ambiental. Recomposición del daño ambiental. Resoluciones equiparables a definitiva. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Media en el caso sentencia equiparable a definitiva, más allá de que finalmente se esté cuestionando la competencia del tribunal requerido para seguir entendiendo en la causa, en tanto la decisión del a quo con el objeto de justificar la no aplicación al caso de la previsión legal establecida en el artículo 552 de la ley 20.094, que consagra el fuero de atracción del juicio de abordaje sobre las causas que se inicien por todos los interesados en el hecho, avanza en la consideración y tratamiento de las normas supuestamente aplicables en el sub-lite para la procedencia de la acción y la determinación de qué tipo de responsabilidad se halla en juego, aspecto este que, sin duda, era materia de la decisión final del proceso y, de no admitirse la vía recursiva extraordinaria que se intenta, no podrá ser motivo de modificación ulterior ni de objeción en las impugnaciones que oportunamente se puedan interponer contra la sentencia final del proceso, por cuanto habría pasado en autoridad de cosa juzgada.   Por otra parte, se desprende de los propios dichos del juzgador, que la cuestión sometida a resolución, era si resultaba aplicable al caso el fuero de atracción previsto en el artículo 552 de la ley de navegación y los fundamentos dados en la resolución para decidir su no operatividad en el sub-lite, constituyen afirmaciones dogmáticas, que no encuentran más apoyo que la propia voluntad de los jueces y por ello, carecen de justificación suficiente, lo que la torna arbitraria en los términos de la doctrina elaborada por la Corte y descalificable como acto jurisdiccional válido.  Así resulta, por cuanto el instituto del fuero de atracción de los llamados juicios universales resultaba por sí mismo suficientemente hábil y fundamento válido para el desplazamiento del juicio, ya que no sólo apunta finalmente a lograr una eficaz administración de justicia, sino que encuentra sustento esencial en el primario y sustancial principio de la seguridad jurídica, pues su objetivo es someter al conocimiento de un solo juez todas las causas donde se reclaman derechos generados a partir de una misma situación de hecho, común a todos los pretensores y por tanto el tratamiento y consideración conjunta y concentrada de ello y de las pruebas tendientes a acreditar su modo de producción o las normas aplicables en cada caso, propenden a evitar una interpretación y decisiones contradictorias y el consecuente escándalo jurídico que de ello devendría.


    Municipalidad de Magdalena c/ Shell Compañía de Petróleo S.A. y Shiffarts - Gessell - Schaft M.S. Primus and Co


    M. 931, XXXVII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha dicho de manera reiterada que, por regla, las cuestiones de hecho, prueba, derecho procesal y común no atañen a la instancia de excepción. De hecho, la sentencia arbitraria es doctrina de naturaleza excepcional, que no ha sido instituida para corregir sentencias que se postulen equivocadas, sino que atiende a supuestos de gravedad extrema en los que se verifica un apartamiento inequívoco de la solución prevista por ley o una absoluta falta de fundamentación.  En ese marco, el decisorio de la alzada, no se evidencia irrazonable o inverosímil, ni excede del campo de lo opinable.  Y es que, como también ha reiterado la Corte, la tacha de arbitrariedad no es apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los argumentos de hecho, prueba y de derecho procesal y común en los cuales los jueces apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, bien entendido que ni el error o el carácter discutible u opinable de la solución son suficientes para alcanzar el fin perseguido.  Para concluir y no sin antes señalar que la existencia de eventuales aspectos de gravedad institucional deben, en todo caso, tomarse en cuenta para superar óbices formales a la apertura de la vía extraordinaria y no ítems sustanciales, tampoco se advierte que se haya demostrado que la solución dada al caso exceda el interés personal de la reclamante, máxime cuando tal argumento no ha sido objeto del serio y concreto desarrollo al que el Tribunal ha condicionado su concurrencia.


    Finardi, Alberto c/ D´Odorico Propiedades S.R.L.


    F. 504, XXXVII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Inadmisibilidad del recurso. 


    El Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Penal Económico, al contestar el traslado del recurso extraordinario señaló que consideraba a los planteos formulados por el recurrente como meras discrepancias con lo resuelto, referentes además a cuestiones procesales y de hecho, por lo que no era dable habilitar la instancia excepcional.  Así las cosas, con el propósito de mantener el principio de unidad de acción del Ministerio Público Fiscal, corresponde sostener lo peticionado en la pieza citada.


    Laboratorios Butyl S.A. s/ Infracción Ley 16.463


    L. 427, XXXV, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Peatones. Ebriedad. Responsabilidad del peatón. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencias contradictorias. Admisibilidad del recurso. 


    Afirmaciones dogmáticas.


    Si bien el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar en una tercera instancia cuestiones propias de los jueces de la causa, no es menos cierto que la Corte ha resuelto de modo reiterado, que ello no es óbice para la admisión del remedio federal, cuando la sentencia recurrida carece de los requisitos necesarios que la sustentan como acto jurisdiccional en los términos y alcances de la doctrina de la arbitrariedad elaborada por el Alto Tribunal.  En efecto, el fallo cuestionado resulta auto-contradictorio y dogmático, además de ignorar constancias comprobadas de la causa y de apartarse de la normativa conducente a la solución del litigio mediante un razonamiento inadecuado de las pruebas producidas.


    F., Marta Elena y otros c/ B., Juan Carlos y otros


    F. 489, XXXVI, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Incendio. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho común y procesal; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial, conclusión que, cabe extender a aquellas, en que se debate el alcance de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de recursos deducidos ante ellos.  Además, la índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, la que al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos que se consideren equivocados, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la sentencia fundada en ley a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema.  Respecto de la interpretación que formularon los jueces del artículo 1103 del Código Civil, si bien materia de neto carácter común, ella concuerda con la doctrina predominante en el tema en cuanto sostiene, que si la sentencia penal afirma que el absuelto no fue el autor del hecho que se le imputa, aun cuando éste se haya producido, el juez civil no podrá condenarlo afirmando que sí lo hizo, ya que de lo contrario nos encontraríamos ante resoluciones contradictorias.   En cuanto a la doctrina del caso "Strada", que se invoca en la queja, resulta inaplicable al sub lite, toda vez que no se encuentra en debate materia federal alguna, en los términos del artículo 14 de la Ley 48, requisito que emana con claridad del mencionado precedente.


    Mendizabal de Etchart, Edita c/ Kenny, Aldo Federico


    M. 879, XXXVI, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Contratos de juegos de azar. Errónea apreciación de la prueba. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que las cuestiones de hecho y prueba y de derecho común, no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del art. 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. Asimismo, ha sostenido que este principio cede cuando se configura un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso por el Legislador, al no constituir ello una derivación razonada del derecho vigente con particular referencia a las circunstancias comprobadas de la causa.  Los argumentos expuestos por la Cámara para apartarse de la solución normativa prevista para el caso, han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, lo cual habilita a descalificar al decisorio en los términos de la doctrina de la arbitrariedad, por no constituir derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobada de la causa.


    Lauridia, Tomás Oscar c/ Lotería Nacional Sociedad del Estado y otros s/ Juicio de conocimiento


    L. 635, XXXVI, 22 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Las críticas de la quejosa sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente al carácter excepcional del remedio que se intenta.   La doctrina de la arbitrariedad, reiteradamente calificada por la Corte como excepcional, no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que le son privativas, ni abrir una nueva instancia ordinaria a fin de corregir fallos equivocados o que se reputen tales, en tanto no se demuestre que el resolutorio impugnado contenga graves defectos de razonamiento o una ausencia de fundamento normativo que impidan considerarlo como la "sentencia fundada en ley” a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Brigne S.A. c/ Empresa Constructora Casa S.A. y otros


    B. 867, XXXV, 18 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Defectos en la consideración de extremos conducentes. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho, derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa, máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o su error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial, conclusión que, por cierto, cabe extender a aquellas en que se debate el alcance de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de recursos deducidos ante ellos.  No obstante, también ha reiterado, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados, circunstancia que no se evidencia cuando la decisión padece de un excesivo rigor formal y no confiere un tratamiento adecuado al asunto, acorde a las constancias del caso y a la normativa sobre la que se sustentó la pretensión.  En este marco, la índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la "sentencia fundada en ley..." a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema.  Al respecto, resulta insuficiente la valoración efectuada, ya que la Cámara prescindió de los peritajes médicos de oficio efectuados, cuyas conclusiones resultan en un todo coincidentes, concordantes y fundadas, y que fueron ignorados arbitrariamente por el sentenciador. En tal sentido, los respectivos informes fueron consentidos por los accionados, por lo que debe otorgárseles pleno valor convictivo.  Por ello, si bien no es potestad de la Corte terciar como juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba, cabe advertir sobre la carencia de fundamento del fallo recurrido, que se apartó de pruebas relevantes haciendo hincapié en otras, arribando a conclusiones que no se compadecen con las probanzas producidas obrantes en la causa, lo que importa de por sí, una muy ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio.  Porque si bien, es muy cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso continuar haciéndolo con los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada, no configurando el cumplimiento de la debida fundamentación que debe contener una sentencia judicial.


    Bentos, Jorge Domingo y otro c/ La Cabaña S.A. y otro


    B. 604, XXXVI, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    La Corte dejó establecido que es improcedente el recurso extraordinario fundado en agravios que reiteran asertos ya vertidos al cuestionar la sentencia del juez de grado, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, suficientes, al margen de su grado de acierto o error, para descartar la arbitrariedad invocada.  Respecto del agravio relativo a la admisión de la excepción de falta de legitimación pasiva, toda vez que, además de ser una mera repetición de conceptos vertidos en etapas anteriores, mereció suficiente y fundado tratamiento en la sentencia recurrida.


    Bonifatti de Lorenzatti, María Ester y otros c/ Corsaro, Sabatino y otros


    B. 868, XXXV, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Discrepancia del recurrente. Principio de congruencia. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario es inadmisible y fue correctamente denegado por el a quo, toda vez que los agravios que por su intermedio se pretenden someter a conocimiento del Tribunal sólo trasuntan la discrepancia del apelante con la decisión adoptada por los jueces de la causa en temas que normalmente no son aptos para habilitar la instancia del artículo 14 de la ley 48, sin que se advierta, en su resolución, un supuesto de arbitrariedad.  Es que, tanto la admisión de la defensa esgrimida por la demandada, en lo que respecta a su encuadre jurídico -por aplicación del principio iura novit curia- como la determinación sobre la concurrencia de los requisitos del caso fortuito como eximente de responsabilidad, han sido tratados por el a quo con fundamentos de carácter no federal que resultan suficientes para sustentar la sentencia e impiden su descalificación como acto judicial, toda vez que, más allá de su acierto o error, la ponen a resguardo de la tacha que se le endilga.  Sobre el primero de aquellos temas, cabe recordar que no importa violación al principio de congruencia la actividad del juzgador que subsume en la regla jurídica adecuada la pretensión deducida en el caso, porque los jueces tienen el deber de discurrir los conflictos y dirimirlos según el derecho vigente, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas jurídicas, con prescindencia de los fundamentos que enuncian las partes.  En cuanto a la otra queja planteada, tampoco puede prosperar, porque la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente, ni tiene por objeto corregir en tercera instancia pronunciamientos equivocados o que el recurrente considere tales en orden a temas no federales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación.


    Bottero, Darío Oscar c/ Dirección Provincial de Energía de Corrientes


    B. 154, XXXVI, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Errónea apreciación de la prueba. Apartamiento de las constancias de la causa. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Desestimación del recurso. 


    Resulta aplicable la doctrina de la Corte que ha establecido que la solución de las controversias mediante análisis y aplicación del derecho común y la valoración de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa, no siendo la Corte, en tal sentido, salvo los supuestos muy precisos de recurso extraordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar respecto de dichas cuestiones.


    Toloza, Viviana Beatriz c/ Expreso Cañuelas S.A. y otro


    T. 195, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Excombatientes de Malvinas. Igualdad ante la ley. Confirmación de sentencia. 


    Causa "Azzeni" (Fallos: 321: 3363).


    La Corte expuso que, cuando el hecho dañoso está constituido por una acción bélica, esos daños constituyen una consecuencia del cumplimiento de misiones específicas y legitimas de las fuerzas armadas, características del servicio público de defensa, que no origina responsabilidad del Estado Nacional por su actuación ilegítima ni legítima, más allá de lo expresamente legislado en normas específicas.  Agregó el Tribunal que, que la responsabilidad por acto bélico tiene reglas propias pues, al asimilarse la guerra a una situación calamitosa y de catástrofe nacional, que repercute sobre toda la sociedad -aun cuando pudiera causar mayores daños al sector encargado de la defensa de la patria-, no debe subsumirse, en principio, en los supuestos de responsabilidad del Estado por acto ilegítimo. Por otro lado, sólo podría admitirse la responsabilidad por acto legítimo en la medida en que circunstancias particulares determinaran un grado de especialidad en el sacrificio, que exigiese en justicia el restablecimiento del principio de la igualdad ante las cargas públicas.  Señaló también que el fundamento de la obligación del Estado de resarcir ciertos daños que guarden relación de causalidad con el ejercicio regular de sus poderes propios se halla, en última instancia, en el beneficio que toda la comunidad recibe de las acciones que el Estado promueve por el interés general y cuyas consecuencias eventualmente dañosas no es justo que sean soportadas exclusivamente por un individuo o grupo limitado -más allá del límite razonable- sino que deben redistribuirse en toda la comunidad a fin de restablecer la garantía consagrada en el art. 16 de la Constitución Nacional.  Asimismo, sostuvo que, en razón de que la cantidad de sujetos eventualmente dañados por el hecho de guerra es extensa, ello determina que una posible compensación sólo pueda ser dispuesta, con fundamento en la solidaridad, por el Poder Legislativo, lo que ha acontecido en nuestro país y en el extranjero en diversas oportunidades.  Además, el Tribunal puso énfasis en señalar que los daños producidos por el hecho de guerra que recaen sobre un sector de la colectividad y no en una persona o grupo limitado, no configuran un supuesto de sacrificio especial ni su reparación se podría sustentar en el equilibrio en el reparto de las cargas públicas.  En tal sentido, no cabe distinguir la situación entre aquellos que voluntariamente se incorporaron a las fuerzas armadas, de aquellos que constituyeron la reserva incorporada -verbigracia los conscriptos-.  Ello es así, toda vez que la "Ley para el personal militar" expresa en su art. 3° que "La reserva del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea son aquellas organizaciones de sus respectivas fuerzas armadas, que sirven al propósito de completar, cuando así se disponga, los efectivos del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea, permanente. Su personal está integrado por: 1. La reserva incorporada, constituida por el personal no perteneciente al cuadro permanente, que se encuentre incorporado en su respectiva fuerza armada, por convocatoria o por servicio militar obligatorio para prestar servicios militares. 2...".  El art. 5° de la citada ley señala que "Estado militar es la situación jurídica que resulta del conjunto de deberes y derechos establecidos por las leyes y reglamentos…”.  Puntualiza el art. 6° que "Tendrá estado militar el personal de las fuerzas armadas que integre su cuadro permanente y su reserva incorporada...", estado que se pierde por la baja (art. 10).  Así las cosas, puede afirmarse que el conscripto convocado a cumplir con el servicio militar obligatorio tiene estado militar hasta el momento de su baja y que se encuentra sujeto a leyes y reglamentos y al cumplimiento de misiones específicas, características de la prestación del servicio público de defensa.  Finalmente, en relación a la violación de la garantía de igualdad, tal como ha sostenido la Corte el legislador puede tratar de un modo diferente situaciones que considere diversas, y,  tal como se ha expresado supra, a diferencia de los daños sufridos en actos de servicio cumplidos en tiempo de paz, o aun de guerra pero en circunstancias ajenas al combate, en el caso de conflicto bélico no existe fundamento legal para responsabilizar al Estado por su actuación legítima ni –en principio- por su obrar ilícito, lo que determina que una posible compensación sólo pueda ser dispuesta por el Congreso, fundada en la solidaridad.


    Sánchez, Héctor Daniel c/ Estado Nacional - Minisisterio de Defensa - E.M.G.E s/ Daños y perjuicios


    S. 836, XXXVI, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Incumplimiento del contrato. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. Derechos y garantías constitucionales. Admisibilidad del recurso. Concesión parcial del recurso. 


    Por un lado, según la Corte tiene dicho de manera reiterada, las cuestiones de hecho y prueba y de Derecho Público local -materias propias de los jueces de la causa- no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del artículo 14 de la Ley 48, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada.  También ha sostenido que dicha doctrina tiene carácter excepcional e impone un criterio particularmente restrictivo ya que, de lo contrario, se abriría una tercera instancia en la cual lo resuelto por los jueces de la causa sería sustituido por la Corte, en materia no federal, sin que resulten suficientes para conferir sustento a la referida tacha, las discrepancias que puedan abrigar los litigantes.  Por otro lado, el recurso extraordinario es admisible, aunque remita al examen de materias de índole procesal que son -como regla y por su naturaleza- ajenas a la instancia del artículo 14 de la Ley 48, cuando la Alzada ha excedido el límite de su competencia apelada con menoscabo de garantías constitucionales.  En efecto, el auto interlocutorio impugnado constituyó un nuevo pronunciamiento sustancialmente distinto del anterior y, de tal forma, se excedió el límite de la simple corrección de algún concepto oscuro o del hecho de suplir alguna omisión.  Ello es así pues, en la inteligencia asignada por la Corte al artículo 166 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la aclaratoria no habilita a los jueces a introducir modificaciones sustanciales que contradigan lo decidido en la sentencia.


    Cozzani, Reinaldo Hugo c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    C. 545, XXXV, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización por muerte. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. Cuestión de derecho público local. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Procedencia parcial. 


    La Corte ha dicho que corresponde rechazar la tacha de arbitrariedad esgrimida si los fundamentos suscitan el análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho público local respecto de los cuales el recurso exhibe una mera discrepancia de criterio, sin que su acierto o error pueda ser examinado por el Tribunal en atención a que "la doctrina de la arbitrariedad tiene un carácter estrictamente excepcional, y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran defectos graves de fundamentación. Tal tacha indica una grosera omisión que, en definitiva, produce un pronunciamiento cuyo sustento es la sola voluntad del juez. El error en la interpretación de normas o en la estimación de pruebas no es suficiente para descalificar el fallo".  En atención a ello, el remedio intentado sólo sería admisible en la medida que el apelante alegara y demostrara que la decisión del a quo no constituye un acto judicial válido, según los términos y con el alcance delimitados por la jurisprudencia del Tribunal, pues la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impidan considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido.  A la luz de tales criterios interpretativos, los agravios dirigidos a cuestionar la inteligencia realizada por el a quo de las normas locales y comunes; lo atinente al grado de responsabilidad que corresponde atribuir a cada una de las partes, así como los referidos a los montos fijados en concepto de indemnización por los daños y perjuicios, no son aptos para suscitar la apertura de la instancia del artículo 14 de la ley 48.  Por lo demás, no se advierte que haya mediado apartamiento de la solución legal, toda vez que la interpretación que realizó la Cámara no excede el marco de sus atribuciones ni traduce una aplicación irrazonable de la normativa.  En ese orden de ideas, el Juzgador expresó suficientes razones de hecho y de derecho común y local que, más allá de su acierto o error o lo opinable de lo resuelto, excluyen la tacha de arbitrariedad invocada, sin que las divergencias genéricas del apelante sobre la interpretación de tales normas tengan entidad para demostrar lesión alguna de carácter constitucional.  Tampoco habilitan esta instancia extraordinaria los cuestionamientos que remiten al análisis de cuestiones de hecho y prueba extrañas al remedio federal y revelan, una apreciación diferente sobre el criterio de selección y apreciación de los extremos aportados a la causa, sin demostrar apartamiento de las reglas aplicables, la falta de fundamentación de los hechos conducentes del sub lite, o la irrazonabilidad de las conclusiones.  Lo atinente al valor de la indemnización constituye también en la doctrina del Tribunal un tema de hecho y prueba que escapa a su revisión en la instancia extraordinaria.  En las condiciones expuestas, el fallo exhibe fundamentos mínimos que lo ponen a resguardo de la tacha de arbitrariedad invocada, de tal modo que los agravios del apelante sólo traducen su desacuerdo con lo expresado por los jueces de la causa.  Por otro lado, ha expresado la Corte en forma reiterada, que "Tal ley (23.982), en cuanto sea de aplicación en el ámbito de la Capital Federal, ha sido dictada en ejercicio de facultades legislativas que corresponden al Congreso en los términos del artículo 75 inciso 30 de la Constitución Nacional y, en consecuencia, reviste el carácter de derecho público local" y por ello, rige en este aspecto de la sentencia la doctrina de la Corte sobre la arbitrariedad, que autoriza a revisar fallos que versen sobre cuestiones de naturaleza local, cuando consagren una interpretación de las normas con relación a las circunstancias del caso, en términos que equivalgan a su prescindencia, pues ello configura una lesión al derecho constitucional de la defensa en juicio.  Según tiene declarado la Corte respecto a la Ley 23.982, "La sentencia que dispuso la inmediata ejecución de un crédito por las vías comunes no encuentra sustento en la normativa aplicable e importa prescindir de sus disposiciones, las que resultan de inexcusable aplicación habida cuenta del carácter de orden público de la ley de consolidación".  Lo hasta aquí expuesto es suficiente, para dejar sin efecto lo decidido a la luz de la mencionada doctrina de la arbitrariedad, extremo que privaría a lo resuelto, de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa, lo cual ha conducido al dictado de un pronunciamiento que lesiona el derecho de defensa en juicio del recurrente. Ello justifica su descalificación en este aspecto, ya que media relación directa e inmediata entre lo decidido y las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas.


    Broz, Carlos c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    B. 681, XXXVI, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Las conclusiones del a-quo, no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. En este orden, se advierte que las críticas se dirigen, esencialmente, contra el pronunciamiento de Cámara, resultando, en realidad, una reiteración de las vertidas en las instancias anteriores, y que sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, no siendo suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoyan, tanto el decisorio de Cámara, como el ahora recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta.  Por otro lado, la Corte tiene dicho que, determinar si el menor, en el momento en que fue embestido, cruzaba la calle por fuera de la senda peatonal y si, de resultas de esa comprobación, debe soportar parte de la responsabilidad, ya que "tanto el automovilista como el peatón, tienen la obligación ineludible de observar correctamente los reglamentos de tránsito a fin de evitar situaciones peligrosas, y ambos deben responder por la más leve culpa en el cumplimiento de sus deberes", remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas, como regla, a la instancia del artículo 14 de la ley 48.


    Ferrada, Gabriela c/ Álvarez, Carlos y otras


    F. 88, XXXVII, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Injurias. Derecho a la privacidad. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Fundamentación de sentencias. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que corresponde descalificar la sentencia que no se pronuncia razonadamente sobre agravios expuestos por el recurrente y carece del examen crítico de problemas conducentes para la solución del litigio, con grave violación del principio de congruencia ínsito en la garantía del debido proceso justiciable.


    Roviralta, Huberto c/ Editorial Sarmiento S.A.


    R. 421, XXXVII, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Libertad de prensa. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios no cumplen con el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, toda vez que no se hacen cargo de los argumentos conducentes en que se apoya el pronunciamiento recurrido, advirtiéndose que las críticas del quejoso, expuestas en su generalidad de manera dogmática, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar sus consideraciones, pues no las rebate mediante una crítica prolija, como es exigible frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta.   El Tribunal ha reconocido que el "standard" de la real malicia determina la exculpación de los periodistas acusados criminalmente o procesados civilmente por daños y perjuicios causados por informaciones falsas poniendo a cargo de los querellantes o demandantes la prueba de que las informaciones falsas lo fueron con conocimiento de que lo eran o con imprudente y notoria despreocupación sobre su veracidad.  Conforme a ello, cabe concluir que esta doctrina, presupone información objetivamente falsa, y no protege los abusos de expresión que impliquen agravios o injurias.  Al respecto, la Corte también tiene dicho que sólo cuando se trata de la afirmación de hechos, es posible sostener un deber de veracidad como el que subyace en el estándar conocido como "real malicia", ya que respecto de las ideas, opiniones, juicios de valor, juicios hipotéticos o conjeturas, dada su condición abstracta, no es posible predicar verdad o falsedad.   Finalmente, en doctrina del Tribunal, el especial reconocimiento constitucional del derecho, a informar, no elimina la responsabilidad por los daños cometidos, pues lo contrario implicaría asegurar impunidad para la prensa.


    Chilavert González, José Luis Feliz c/ Ediciones La Urraca S.A.


    C. 842, XXXVII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Recursos del lecho y del subsuelo. Concesión de uso. Responsabilidad extracontractual del Estado. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El thema decidendum remite al examen de cuestiones de derecho público local -responsabilidad del estado por su actividad lícita- que, en principio, son ajenas a la instancia extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas.  No obstante ello, el recurso extraordinario es procedente porque lo resuelto satisface sólo de manera aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente y pone de manifiesto un enfoque parcial del asunto, en violación a los derechos de propiedad y de defensa de la actora.   Así resulta pues, en la especie, el Tribunal Superior de Justicia de la Provincia, rechazó el pedido de resarcimiento de la actora por considerar que carecía de una concesión para el uso del agua –requisito que estimó imprescindible a partir de que desarrolla una actividad comercial- cuando, en rigor, debió analizar si correspondía o no la indemnización con base en la pérdida de la condición de ribereña de aquella.  En tales condiciones, en el sub lite existe una relación directa e inmediata entre las garantías constitucionales invocadas por la recurrente y la cuestión materia del pleito.


    Maulonas Estancias sociedad en comandita por acciones s/ Provincia del Neuquén s/ Acción procesal administrativa


    M. 138, XXXV, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Responsabilidad profesional. Mala praxis. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Según jurisprudencia reiterada de la Corte, se ha considerado que la tacha de arbitrariedad debe entenderse como particularmente restrictiva en los casos en que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia, en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el orden local.  La doctrina de las sentencias arbitrarias exige, para el andamiento de la tacha, la existencia de graves falencias e irregularidades en los resolutivos atacados, siendo necesario que produzcan una ruptura en la necesaria conexión lógico-jurídica de los temas que, deciden o deben decidir, implicando por ello -y al no contar con respaldo fáctico o jurídico- la lesión de garantías constitucionales tales como la defensa en juicio y del debido proceso.  En este contexto, no es descalificable en los términos de la doctrina de la arbitrariedad la sentencia de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires que, tras relacionar los aspectos fácticos de la causa, determinó la responsabilidad que originó la muerte del hijo de los actores. Y ello es así porque no estamos en presencia de desaciertos u omisiones que sean susceptibles de descalificar el decisorio recurrido como acto judicial, pues la Corte local ha hecho una razonable subsunción, aunque discrepe el recurrente con la apreciación de las pruebas, o con la interpretación de normas procesales o de orden común, que los jueces en definitiva, valoran a través de argumentos posibles según las circunstancias obrantes.


    P., L. y otro c/ C. P. O. y otros


    P. 7, XXXVII, 04 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Ley de cheques. Denegatoria del recurso. 


    Más allá del acierto o error del tribunal en la interpretación de la norma aplicable la sentencia cuenta con argumentos de orden legal y fáctico que la ponen al amparo de la tacha de la arbitrariedad que se le endilga.  Porque surge claramente del recurso que el apelante se limitó a discrepar con la interpretación dada por el tribunal a una norma de derecho común; en el caso el Inciso 3° del artículo 35 de la ley de cheques, inteligencia que el a quo sostuvo con fundamento en doctrina y constancias comprobadas de la causa, tales como, que la falsificación de la firma y la alteración, del formulario no podían nunca haber sido detectadas por la institución bancaria como se demostró ulteriormente al tener que recurrir a técnicos especializados para la determinación de su Ilegitimidad lo que justificaba no hacer una aplicación literal del texto legal.


    Obra Social para el personal de Servicios Sanitarios c/ Banco de la Ciudad de Buenos Aires y otro


    O. 106, XXXIV, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Demanda de escrituración. Daños y perjuicios. Indemnización. Consolidación de deudas. Recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Revocación de sentencia. 


    La Corte ha establecido que la ley 23.982, en cuanto se aplique en el ámbito de la Capital Federal, ha sido dictada en ejercicio de facultades legislativas que corresponden al Congreso en los términos del art. 75, inc. 30, de la Constitución Nacional y, en consecuencia, reviste el carácter de derecho público local.   Asimismo, tiene dicho que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional e impone un criterio particularmente restrictivo, pues no tiene por objeto corregir en tercera instancia pronunciamientos que el recurrente estime equivocados, ni cubre su divergencia con la interpretación asignada por los jueces a los hechos y leyes comunes, sino que atiende solamente a supuestos en los que errores de razonamiento lógico o una manifiesta carencia de fundamentación normativa impiden considerar la sentencia apelada como un acto jurisdiccional válido.  Los agravios relacionados con la indemnización sustitutiva por daños y perjuicios otorgada por no poder escriturar el inmueble, y su exclusión o no de la Ley de Consolidación de Deudas, sin perjuicio del fin social que persigue la demandada y de que se trate de una vivienda económica financiada en condiciones especiales, no demuestran que el a quo se hubiera apartado de las normas aplicables para determinar la indemnización que corresponde abonar al comprador cuando el vendedor no cumple la obligación de escriturar por circunstancias que le son imputables, ni que hubiera adoptado pautas irrazonables, sino que, precisamente, fijó una suma proporcional de acuerdo a las cuotas abonadas por el actor.  Similar razonamiento merece el agravio referido a que el monto otorgado en concepto de reparación se excluyó de los alcances de la ley 23.982. Máxime, cuando la Cámara, al entender que dicha indemnización encuentra su origen en la imposibilidad de escriturar y no en el boleto de compraventa suscripto por las partes, no hizo más que otorgar a las normas respectivas la inteligencia que la Corte les acordara al establecer que la causa de las obligaciones en el sentido de la citada ley la constituyen los hechos o actos que de modo directo e inmediato les hubiesen dado origen, aun cuando se reconocieran administrativa o judicialmente con posterioridad a la "fecha de corte" prevista en aquélla, de modo que son éstos los elementos relevantes a tal fin y no los contratos a los que aquéllos se vinculen.  Resulta aplicable lo dispuesto en el art. 22 de la ley 23.982, motivo por el cual deberían seguirse los procedimientos allí establecidos para la efectiva percepción del crédito que corresponda y, en consecuencia, fijarse los accesorios que correspondan.  El pronunciamiento apelado sólo merece ser descalificado en los términos de la doctrina de la arbitrariedad en tanto prescinde de la solución legal prevista para las deudas no consolidadas, mas no ocurre lo propio en cuanto a los restantes agravios, pues sólo traducen una mera discrepancia con el criterio adoptado por los jueces de la causa con suficientes fundamentos de hecho y prueba y de derecho común y procesal, que ponen a lo decidido a resguardo de la mencionada tacha.


    Fazio, Norberto Omar c/ C.M.V. s/ Escrituración C.M.V.


    F. 657, XXXVI, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Demanda laboral. Juicios contra el estado. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    El razonamiento utilizado en las sentencias judiciales no puede desinteresarse de la reacción de las conciencias ante la iniquidad del resultado al que el razonamiento lleva. Por el contrario, el esfuerzo de los juristas, a todos los niveles y en toda la historia del derecho, se ha dirigido a conciliar las técnicas del razonamiento jurídico con la justicia o, por lo menos, con la aceptabilidad social de la decisión.  La sentencia en crisis es absurda e ilógica adolece de manifiesta irrazonabilidad, se aparta flagrantemente de las constancias de la causa, omite considerar prueba decisiva, por lo que conforme a la doctrina de la Corte, deviene en arbitraria.


    Cobos, Jorge Oscar y otros c/ Estado Nacional - Secretaría de Desarrollo Social


    C. 523, XXXVII, 26 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Despido sin causa. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La alzada omite hacerse cargo debidamente de elementos probatorios obrantes en la causa conducentes y con aptitud -prima facie- para gravitar en la decisión final del pleito; extremo que conduce, pese a no ignorar que se trata éste de un asunto, por norma, ajeno a la vía extraordinaria por sus componentes de hecho, prueba, derecho procesal y común, a que se propugne la invalidación del resolutorio en crisis.


    Cantero, Héctor Pedro c/ Disco S.A. y otro


    C. 393, XXXVII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Despido. Aplicación errónea de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    A la luz de la doctrina de la Corte sentada en Fallos: 316:713 y 323:2552, el fallo no provee un tratamiento adecuado a la causa y al derecho aplicable, desde que omite una correcta exégesis de las normas invocadas y se apoya en pautas de excesiva latitud extremos que hacen a la procedencia de la vía federal.  Según ha reiterado la Corte la asignación de responsabilidad solidaria no ha sido establecida por la ley sin más requisito que la noción de que algunas actividades resulten coadyuvantes o necesarias para el desenvolvimiento de la empresa -argumento éste, en definitiva, sobre el que descansa centralmente el fallo-, puesto que, si tamaña amplitud fuera admitida mediante la interpretación judicial, caería en letra muerta no sólo el texto de la ley, sino la posibilidad cierta de que más empresas asuman los riesgos propios del desarrollo económico.  Para que nazca esa solidaridad, ha puntualizado la Corte, es menester, por el contrario, que una empresa contrate o subcontrate servicios que complementen o completen su actividad normal y específica, de modo tal que exista una unidad técnica de ejecución entre la empresa y su contratista en los términos del artículo 6° de la Ley de Contrato de Trabajo.


    Fernández, Juan Ramón c/ Buenos Aires Magic S.R.L. y otros


    F. 663, XXXVI, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Contrato de trabajo. Primacia de la realidad. Denegatoria del recurso. 


    No es arbitraria la afirmación por parte del Tribunal recurrido en el sentido que el actor se encontró claramente inserto en una estructura empresarial de la que resultó ajeno, por lo que la aplicación de lo normado en los artículos 21, 22 y 23 de la LCT, y de conformidad con el principio de primacía de la realidad (artículos 11 y 14, LCT) corresponde confirmar en tal aspecto la sentencia apelada.  El recurrente se agravia también por la presunta existencia en anterior proceso de cosa juzgada respecto a la índole de la relación existente entre las partes, y por la trascendencia institucional enorme del fallo en crisis, lo que a su parecer habilitaría la instancia extraordinaria.  Respecto al primer argumento, esto es el desconocimiento de cosa juzgada en relación al tema ventilado en este pleito, señalo que el proceso relacionado por la demandada no tiene vinculación alguna con el presente, por lo que no puede beneficiar ni perjudicar a terceros que han sido ajenos al mismo.  La solución a la que arriban los jueces del proceso no excede el interés de la partes, por lo que no se advierte la gravedad institucional denunciada, y el resolutorio del a quo tiene los suficientes fundamentos en preceptos de derecho común y procesal, y en cuestiones de hecho y prueba, que resultan aptos para la solución integral del caso, y le acuerdan el necesario sustento e impiden su descalificación como acto judicial válido.


    Bertola, Rodolfo P. c/ Hospital Británico


    B. 1268, XXXVI, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Distribución de gas. Abuso de posición dominante. Prescripción. Cuestiones de hecho y prueba. Interpretación de la ley. Cuestión federal. Concesión parcial del recurso. 


    En cuanto a la incorrecta aplicación del instituto de la prescripción, si bien es cierto que su inteligencia y aplicación constituye un tópico de hecho, prueba y derecho común reservado al tribunal de la causa y ajeno, por principio a la instancia extraordinaria, por las particulares circunstancias del caso, la queja reviste carácter federal.  Así, no se trata de discernir el contenido de normas relativas a aquel instituto, sino de resolver un tema anterior, cual es establecer el régimen legal prescriptivo de la acción aplicable en virtud del sistema adoptado por el legislador en la ley 22.262, extremo que lleva a definir el ámbito de aplicación de una norma federal, tanto más cuando el Tribunal tiene dicho que la prescripción en materia penal es de orden público, se produce de pleno derecho por el sólo transcurso del plazo pertinente y debe ser declarada de oficio, incluso en la instancia extraordinaria.  Asiste razón a la apelante en cuanto a que el régimen establecido en el art. 35 de la ley rige exclusivamente para los delitos que prevé en el art. 41. En efecto, del texto legal se desprende que allí se han contemplado dos géneros de ilicitudes. Por un lado, infracciones (art. 1°) cuyo conocimiento corresponde a la administración (arts. 17 a 31), y que, en caso de sanción, dan lugar a que se impongan ciertas medidas (arts. 26 y 27). Por el otro, delitos (art. 41) cuyo juicio, previa sustanciación del sumario administrativo, corresponde al órgano jurisdiccional (arts. 32 a 42), los que son reprimidos con penas (art.42).  Con este esquema como criterio rector, es claro que las expresiones contenidas en el citado art. 35 aluden a la prescripción de la acción respecto de los delitos y no de las infracciones administrativas, no sólo por la ubicación sistemática de la norma -en el capítulo III dedicados a los delitos- y por su literalidad -referida únicamente a la acción penal-, sino también por la lógica del mecanismo incluido en ella por el legislador. Así, sólo en lo atinente a la acción que nace cuando se comete un hecho delictivo tiene sentido disponer que el término de la prescripción se interrumpa mientras se sustancie el necesario sumario administrativo previo y comience nuevamente a correr dieciocho meses después de iniciadas las actuaciones judiciales.  Entonces, a falta de un dispositivo expreso para la prescripción de la acción en lo referido a las infracciones, adquiere vigencia la aplicabilidad supletoria de las reglas del Libro I del Código Penal, al que remite art. 43, ubicado en el capítulo IV, dedicado precisamente a las disposiciones complementarias. Por consiguiente, el plazo para la prescripción de la acción en el caso de las infracciones se rige por los arts. 62, inc. 5°) y concordantes del Código de fondo.  El agravio del recurrente carece de virtualidad para modificar la forma en que se decidió el pleito y resulta, por tanto, improcedente.   Tanto del texto del art. 1° de la ley analizada como de la finalidad de la regulación, se desprende que lo prohibido en el abuso de posición dominante es una particular forma de actividad comercial, una práctica abusiva que puede prolongarse en el tiempo y materializarse en numerosos actos individuales, sin que por ello pierda unidad. En este sentido, es unánime la doctrina al sostener que, en casos de esta índole, la pluralidad de actos particulares, a través de los cuales se manifiesta la actividad típica, constituye una unidad de acción.  El agravio dirigido a cuestionar la sentencia porque ratificó la sanción que le impuso conductas positivas, con fundamento en el art. 26, inc. b) de la ley 22.262 suscita cuestión federal, toda vez que, en el sub discussio, se ha puesto en duda su inteligencia y la interpretación del a quo ha sido contraria a las pretensiones de la recurrente.  La Ley 22.262 otorga una serie de facultades a la autoridad administrativa, es decir, que la intención del legislador fue conferirle amplias potestades tanto para reprimir la conducta anticompetitiva como para evitar que se siga desarrollando.  En tales condiciones, la queja debe ser desestimada, toda vez que las conductas impuestas por el art. 2° de la resolución impugnada encuentran sustento tanto en el texto legal antes citado como en su propia finalidad de coadyuvar al cumplimiento de la orden de cesar inmediatamente las conductas de abuso de posición dominante impuesta por el art. 1° de la resolución n° 189/99.


    Yacimientos Petrolíficos Fiscales S.A. s/ Ley 22.262 - Comisión Nacional de Defensa de la Competencia - Secretaria de Comercio e Industria


    Y. 1, XXXVII, 19 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Divorcio. Cuestiones de hecho y prueba. Reconvención. Sentencias contradictorias. Admisibilidad del recurso. 


    El Tribunal tiene dicho que, no obstante que los agravios se vinculen con cuestiones de hecho y derecho procesal, temas ajenos como regla y por principio a la instancia extraordinaria, ello no impide su apertura cuando la decisión recurrida traduce un injustificado rigor formal, apartándose además de las constancias del expediente.  Tal es lo que ocurre en el sub-lite, pues, si bien el actor no manifestó expresamente que “reconvenía la reconvención”, al contestar esta última, dijo que la demandada habla incurrido en reiteradas injurias, que la separación de hecho tenía su origen en aquéllas provocadas por su cónyuge al mantener una relación extramatrimonial; que, por ende, la demandada se hallaba incursa en el supuesto del artículo 202, inciso 4°, del Código Civil, y se comprometió a probar estos dichos oportunamente.  Teniendo ello presente, asiste razón al apelante cuando tilda de contradictoria a la sentencia, toda vez que en ésta, de un lado, se expresó que el juzgador no podía basarse en hechos no alegados y que la prueba sólo podía versar sobre extremos oportunamente invocados, y de otro, al desestimar el daño moral solicitado por la contraparte, el decisorio ponderó precisamente las injurias denunciadas y probadas por el actor, para admitir la existencia de afrentas de su cónyuge, y decir que resultaba claramente demostrado su proceder injurioso  En este marco, se ha dicho que se cumple con el requisito legal de la petición (artículo 330, inciso 6°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), siempre que el juez pueda conocer con exactitud lo que el actor pretende. Sentada esta premisa, cabe entender razonablemente que en autos, las expresiones del actor antes reseñadas, no podían tener otro objeto que el de atribuir la culpa del divorcio a la demandada.  Cabe recordar que, al respecto, la Corte ha establecido que procede el recurso extraordinario, no obstante que la determinación del alcance de las peticiones de las partes y de las cuestiones comprendidas en la Litis remita al examen de extremos de índole fáctica y procesal, si la decisión de los tribunales de la causa traduce una comprensión del objeto litigioso que se aparta de las constancias del expediente y de la adecuada interpretación de los principios que informan el debido proceso adjetivo consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional o configura un exceso ritual manifiesto. Esta doctrina, resulta plenamente aplicable en la especie, máxime si se tiene en cuenta que la Corte también ha considerado incursa en exceso de rigor formal, la sentencia que, como en el caso, ponderó el incumplimiento de cargas procesales cuya finalidad es proteger el derecho de defensa de la contraparte, y no se advierte que ese presunto incumplimiento haya causado lesión alguna a dicho derecho.


    C., H. F. c/ L., C. L.


    C. 460, XXXVII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución de alquileres. Cédula de notificación. Oficial notificador. Denegatoria del recurso. 


    El artículo 6° de la ley 22.172, dispone que las cédulas de notificación se diligenciarán de acuerdo a lo que dispongan las normas vigentes en el lugar donde deban practicarse. Y el artículo 141 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires -que es idéntico al mismo artículo del Código Nacional-, establece que cuando el notificador no encontrare a la persona a quien va a notificar, entregará la cédula a otra persona de la casa, departamento u oficina, o al encargado del edificio, y que si no pudiere entregarla, la fijará en la puerta de acceso correspondiente a esos lugares. El Acuerdo de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires N°1814/78, modificado por el Acuerdo N° 1840/79 (Reglamento e Instrucciones para el Personal de la Dirección General de Mandamientos y Notificaciones del Poder Judicial), prescribe que tratándose de edificios de departamentos, si la cédula indica, piso y departamento, es en esa puerta donde se debe fijar la misma y no en la puerta de entrada del edificio.  El planteo formulado resulta inadmisible por cuanto la diligencia cuestionada se presenta como realizada de acuerdo a lo prescripto por la ley ritual, circunstancia que no fue desvirtuada por la recurrente quien no atacó la validez constitucional de los mencionados preceptos, ni ofreció prueba idónea para demostrar la presunta violación al procedimiento de notificación.


    Oreiro, Ana María c/ Mennutti, Norma Susana


    O. 261, XXXVI, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución de honorarios. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que en el caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, de los cuales uno es la arbitrariedad, corresponde considerar en primer término, pues de existir, dicha tacha no habría sentencia propiamente dicha.   El recurso interpuesto deberá tener favorable acogida, debido a que la sentencia dictada por la Cámara local debe ser tomada como definitiva a los efectos procesales pertinentes. Toda vez que de quedar firmes las aseveraciones realizadas por el Superior Tribunal local, con el consiguiente compromiso que ello podría suponer para la renta pública. Ello, asimismo obstaría a la posibilidad de plantear nuevamente la cuestión federal que constituye el sustento de los agravios de la recurrente.


    Baloni, Ana María c/ C.A.S.F.E.C.


    B. 1183, XXXVI, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. Prueba pericial. Tasación. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    El artículo 478 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en su inciso 1°, pone los honorarios del perito a cargo de la parte que lo propuso, cuando de la sentencia resultare que esta prueba no ha constituido uno de los elementos de convicción coadyuvante para la decisión.   La Corte tiene dicho que no promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia excepcional, la tacha de arbitrariedad que sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende para demostrar que ésta conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva carencia de fundamentación.


    Gaga S.R.L. c/ Yacimientos Petroliferos Fiscales y/o Petromen


    G. 385, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución de sentencia. Actualización monetaria. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    Las críticas del quejoso sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que ese apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta.   La Corte tiene dicho que la ley 24.283, no reviste de naturaleza federal, y, por lo tanto, su interpretación es ajena al recurso extraordinario. También ha establecido que la solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la valoración de circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa, no siendo la Corte, en tal sentido, salvo los supuestos muy precisos del recurso ordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar respecto de dichas cuestiones.


    S.A. Compañía Azucarera Tucumana s/ Quiebra s/ Incidente de ejecución de sentencia


    S. 397, XXXVII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Índice de actualización. Denegatoria del recurso. 


    La Corte en su sentencia en la causa “Compañía Azucarera Tucumana S.A. c/ Estado Nacional s/ Expropiación indirecta” había señalado que habría que buscar una adecuada respuesta a la reparación integral garantizada por el artículo 17 de la Constitución Nacional, y evitar un indebido enriquecimiento por parte del expropiado. Va de suyo que aquella sentencia no podía prever que la espiral inflacionaria se incrementaría al punto de distorsionar los valores allí determinados. También había advertido sobre las singulares características del caso, y acerca de la necesidad de evitar un enriquecimiento indebido de los acreedores.  En consecuencia la Alzada al modificar los índices de actualización para el periodo en discusión, ha venido a ser consecuente con el espíritu que animaba a aquel fallo, sin que lo decidido pueda considerarse como un apartamiento inequívoco del mismo, toda vez que no hizo más que ejercer sus potestades jurisdiccionales a través de una interpretación dinámica de dicho pronunciamiento superior, para tratar de corregir la comprobada distorsión de valores que se hubiera producido si se aplicaban rígidamente los cánones en él establecidos, teniendo presente, asimismo, que juzgó que la ley 24.283 resultaba inaplicable por los motivos que allí expresa y que, al margen de su grado de acierto o error, resultan suficientes para sustentar el decisorio impugnado.


    S.A. Compañía Azucarera Tucumana s/ Quiebra s/ Incidente de ejecución de sentencia


    S. 349, XXXVII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    La Corte en su sentencia en la causa “Compañía Azucarera Tucumana S.A. c/ Estado Nacional s/ Expropiación indirecta” había señalado que habría que buscar una adecuada respuesta a la reparación integral garantizada por el artículo 17 de la Constitución Nacional, y evitar un indebido enriquecimiento por parte del expropiado. Va de suyo que aquella sentencia no podía prever que la espiral inflacionaria se incrementaría al punto de distorsionar los valores allí determinados. También había advertido sobre las singulares características del caso, y acerca de la necesidad de evitar un enriquecimiento indebido de los acreedores.  En consecuencia la Alzada al modificar los índices de actualización para el periodo en discusión, ha venido a ser consecuente con el espíritu que animaba a aquel fallo, sin que lo decidido pueda considerarse como un apartamiento inequívoco del mismo, toda vez que no hizo más que ejercer sus potestades jurisdiccionales a través de una interpretación dinámica de dicho pronunciamiento superior, para tratar de corregir la comprobada distorsión de valores que se hubiera producido si se aplicaban rígidamente los cánones en él establecidos, teniendo presente, asimismo, que juzgó que la ley 24.283 resultaba inaplicable por los motivos que allí expresa y que, al margen de su grado de acierto o error, resultan suficientes para sustentar el decisorio impugnado.


    S.A. Compañía Azucarera Tucumana s/ Quiebra s/ Incidente de ejecución de sentencia


    S. 369, XXXVII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Astreintes. Exceso ritual manifiesto. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho, derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o su error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial, conclusión que, por cierto, cabe extender a aquellas en que se debate el alcance de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de recursos deducidos ante ellos.  No obstante, también ha reiterado, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados, circunstancia que, no se evidencia cuando la decisión padece de un excesivo rigor formal y no confiere un tratamiento adecuado al asunto, acorde a las constancias del caso y a la normativa sobre la que se sustentó la pretensión.  En este marco, la índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la "sentencia fundada en ley..." a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema.  En virtud de lo expuesto, si bien las cuestiones suscitadas en la etapa de ejecución de sentencia no configuran, en principio, la sentencia definitiva requerida por el artículo 14 de la ley 48, tal circunstancia no constituye óbice decisivo para invalidar lo resuelto cuando el tribunal, al no haber dado respuesta adecuada al planteo relacionado con las astreintes, causó un daño de insusceptible reparación posterior.  En efecto, ha reiterado la Corte, que resulta descalificable la sentencia que se apartó de criterios aceptados en la materia, y no consideró la finalidad propia del instituto de las astreintes, desnaturalizándola de su condición de medio de coerción y prescindiendo de que ésta actúa como presión psicológica sobre el deudor que sólo se concreta en una pena cuando se desatiende injustificadamente el mandato judicial.


    Romero, Julio César c/ Ragonese, Jorge Luis y otro


    R. 474, XXXVI, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Costas. Sentencia de primera instancia. Gravamen irreparable. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Aun cuando el pronunciamiento apelado proviene de un juzgado de primera instancia, éste reviste el carácter de superior tribunal de la causa a los fines del art. 14 de la Ley 48, pues lo resuelto es inapelable en las instancias ordinarias de acuerdo con lo establecido por el art. 92 de la ley 11.683, a partir de la reforma de la Ley 23.658. Por otra parte, lo decidido sobre las costas del pleito, aspecto que, en lo sustancial agravia a la quejosa, le ocasiona un gravamen que no podría ser reparado en otra oportunidad procesal.  Si bien, como regla, la vía del recurso extraordinario no es procedente para revisar lo decidido por los jueces de la causa en lo atinente a la distribución de las costas del litigio, corresponde hacer excepción a ese principio cuando, la sentencia se aparta, sin motivos válidos, de lo dispuesto por el art. 558 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que establece que las costas, en los juicios ejecutivos, deben ser impuestas a la parte vencida y también del art. 68, 2° párrafo, en cuanto norma que, para eximir de las costas al litigante vencido, deberá el juez fundamentarlo adecuadamente, bajo pena de nulidad.


    Fisco Nacional (Administración General de Ingresos Públicos RNSS) c/ Nicolini, Santiago Armado


    F. 32, XXXVII, 18 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Escribanos públicos. Colegio de escribanos. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho que el recurso extraordinario, -remedio de naturaleza sustancialmente excepcional- no tiene por fin revisar en una tercera instancia decisiones propias de los jueces de la causa, que asignan determinada explicación a las circunstancias de hecho y pruebas incorporadas al proceso, así como tampoco respecto de la interpretación que hacen de las normas de derecho común aplicables en el caso.  Tiene también resuelto de modo reiterado que la doctrina de la arbitrariedad solo tiene fundamento  cuando se configura un vicio grave de la sentencia y de sus fundamentos, que la descalifiquen como acto jurisdiccional y que tal circunstancia no se verifica en aquellos supuestos donde los agravios del apelante sólo constituyen una mera discrepancia con los argumentos del sentenciador.  En el sub-lite se verifica la situación aludida en tanto los recurrentes, para sustentar sus agravios contra la sentencia, exponen esencialmente una crítica que en rigor constituye una distinta apreciación respecto de los términos del texto de la escritura de donación, una mera discrepancia con los fundamentos y la estructura lógica del fallo cuestionado, el cual, más allá de su acierto o error, goza de una razonabilidad suficiente para sostener su validez ya que se apoya en la valoración de las constancias volcadas en los documentos aludidos en instrumentos públicos que no han sido invalidados mediante la redargución de falsedad prevista en el artículo 993 del Código Civil.  En tales condiciones, al ser el objeto del procedimiento verificar la ocurrencia de anomalías en el actuar del escribano, consistentes en la  inclusión de constancias falsas en los instrumentos públicos ante el otorgados, violentando sus obligaciones legales y reglamentarias, las que el a-quo consideró ni probadas, mediante argumentaciones que no aparecen como insostenibles o irrazonables la tacha de arbitrariedad que se imputa no aparece demostrada por la sola enunciación de otras inteligencias discrepantes en redor de las cuales la Corte no puede terciar.


    Artigas, Enrique Jorge y otros c/ Pereyra Lucena, José Luis Fernando


    A. 999, XXXVI, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Resoluciones equiparables a definitiva. Desestimación del recurso. 


    La Corte ha dicho reiteradamente que la decisión que dejó firme el pronunciamiento que tuvo presente con efecto diferido la apelación interpuesta contra la resolución que desestimó la excepción de incompetencia, no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal -conforme artículo 14 de la ley 48-. Ello resulta argumento suficiente para desestimar la queja, sin perjuicio de la eventual extemporaneidad de los planteos de competencia, en esta instancia extraordinaria, también improcedentes por no mediar denegatoria del fuero federal en orden a la naturaleza nacional de las jurisdicciones cuya actuación se reclama.


    Pasin, Viviana c/ Coordinación General de Entes liquidados y otro


    P. 744, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Garantías procesales. Debido proceso. Exceso ritual manifiesto. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el artículo 14 de la ley 48, aunque ello, admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la cuestión causando un gravamen de imposible reparación ulterior, o cuando, implícitamente deniega la inclusión del crédito en un régimen de consolidación legal o lo resuelto conduce, sin fundamentación suficiente, a la frustración de una vía apta para el reconocimiento de los derechos, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 118 de la Constitución Nacional.  Por otra parte, la regla según la cual las resoluciones que declaran desierto un recurso ante el tribunal de alzada no son, en razón de su naturaleza fáctica y procesal, impugnables por la vía extraordinaria, también reconoce excepciones cuando lo decidido revela un exceso ritual susceptible de frustrar la garantía de la defensa en juicio.  Sobre la base de tales criterios interpretativos, en el sub lite concurren las condiciones de excepción que permiten revisar la sentencia apelada, toda vez que no sólo trasunta un excesivo rigor formal en la forma de apreciar la suficiencia técnica del recurso interpuesto por el demandado contra la decisión de primera instancia, sino que omite pronunciarse sobre cuestiones oportunamente planteadas y conducentes para la adecuada resolución del caso, tales como son, por un lado, la incidencia de la ley 25.344 sobre los créditos aún no percibidos y, por el otro, la desafectación de la partida presupuestaria.   Desde esta perspectiva, existe relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas (artículo 15 de la ley 48) y, por ello, la sentencia recurrida es pasible de ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    Franco, Martín Rafael c/ Servicio Penitenciario Federal


    F. 475, XXXVII, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Haber jubilatorio. Suplementos del haber jubilatorio. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Iura novit curia. Procedencia del recurso. 


    La Corte Suprema tiene dicho que no obstante que los conflictos que se suscitan en tomo a temas de hecho prueba y derecho común son ajenos, como regla, a la vía del artículo 14 de la Ley 48, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en supuestos excepcionales, cuando el tribunal ha prescindido, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de cuestiones, o argumentos oportunamente propuestos, y que, eventualmente, resultarían conducentes, para la adecuada solución del litigio.


    García, Antonio Federico y otros c/ Estado Nacional y Caja de Retiros y Jubilaciones y Pensiones de la Policia Federal Argentina


    G. 642, XXXV, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Herencia. Matrimonio. Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones de hecho y prueba. Aplicación de la ley. Denegatoria del recurso. 


    Un examen estricto de los términos del recurso, lleva a concluir que no cumple con el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, toda vez que no se hace cargo como es debido de los argumentos conducentes en que se apoya el pronunciamiento recurrido, y no los rebate mediante una crítica prolija como es exigible en la teoría recursiva, máxime en virtud de la excepcionalidad del medio que se intenta. En efecto, los agravios evidencian tan solo discrepancias con fundamentos no federales del decisorio, a la par que reiteran asertos ya vertidos en instancias anteriores que fueron desechados sobre la base de argumentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, suficientes, al margen de su grado de acierto o error para descartar la arbitrariedad invocada.  Por aplicación de los artículos 159 y 161 del Código Civil, todo lo que atañe a la validez formal del matrimonio –como lo relativo a los medios de prueba para acreditar su existencia-, se juzga por la ley del lugar de la celebración, conclusión que, por otra parte, encuentra sustento en los principios generales sobre la ley aplicable a los actos jurídicos y a las formas y solemnidades de los instrumentos públicos, que se rigen por la ley del país donde se hubieren verificado u otorgado (arts. 8 y 12 del Código Civil).   Cabe recordar que el Tribunal tiene dicho que la controversia que no concierne a la interpretación o aplicación de un tratado internacional, sino a la elección de la ley aplicable, y a la existencia de circunstancias fácticas que -en el ordenamiento elegido- producirían consecuencias jurídicas, es ajena a la instancia extraordinaria.


    S., Silvia Susana c/ B., Elena


    S. 153, XXXVII, 14 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Pérdida del beneficio de inventario. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La crítica relativa a la supuesta prescindencia de que los herederos conocían el crédito del recurrente, no es un tema del que corresponda ocuparse a fin de arribar a la solución del conflicto, toda vez que la cuestión principal quedó centrada en determinar si la manera en que se dispusieron los bienes, significó la realización de actos prohibidos, o el incumplimiento de preceptos legales por parte de los herederos beneficiario, de modo que ello implicara la pérdida del beneficio de inventario.  En cuanto a si las ventas se ajustaron a la normativa vigente, es una cuestión que remite al examen de temas de hecho, prueba, derecho común, y procesal local, materia propia de los jueces de la causa y extraña a la instancia extraordinaria, máxime cuando los agravios sólo traducen una diferencia de criterio con el juzgador, cuyo pronunciamiento, contiene fundamentos de aquel carácter que, suficientes para sustentarlo como acto jurisdiccional y descartan la tacha de arbitrariedad invocada.  En este marco, la doctrina de la arbitrariedad, no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que le son privativas, ni abrir una nueva instancia ordinaria a fin de corregir fallos que se reputen equivocados, en tanto no se demuestre que el resolutorio que se impugna contenga graves defectos de razonamiento o una ausencia de fundamento normativo que impidan considerarlo como la sentencia fundada en ley a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional, supuesto que no concurre en el sub lite.


    Figliuolo, Juan Carlos s/ Incidente de cesación sobre el beneficio de inventario


    F. 89, XXXVII, 22 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Honorarios. Cuestión de derecho común. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    El decisorio impugnado, no obstante la tacha de arbitrariedad -y al margen de su acierto o error- tiene los suficientes fundamentos en preceptos de derecho común y procesal, y en cuestiones de hecho y prueba, que resultan aptos para la solución integral del caso, y le acuerdan el necesario sustento e impiden su descalificación como acto judicial válido.


    Garbellini, Daniel María c/ Malceñido, Romás Guillermo


    G. 633, XXXVII, 09 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 


    Tiene dicho la Corte Suprema que las cuestiones referentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias, la determinación del interés comprometido en el juicio y las bases consideradas a tal fin, así como la interpretación y aplicación de normas arancelarias, son -en virtud de su carácter fáctico y procesal- materias extrañas a la vía del art. 14 de la ley 48 y, en consecuencia, ajenas al recurso extraordinario. Sin embargo, la Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina, cuando se omita la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o no resulte una derivación razonada de la normativa aplicable, pues el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial.  Debe tenerse en cuenta que, por un lado, la Corte ha reiterado la posición adoptada respecto a la no integración, a los fines regulatorios, de intereses al monto del juicio, dada su naturaleza accesoria respecto del capital, así como el carácter esencialmente indemnizatorio de la privación temporaria de éste. Y, por el otro, en especial referencia a los honorarios y al art. 10 del Decreto 941/91, ese Tribunal sostuvo que el punto de partida de los intereses devengados debía seguir el principio establecido en el art. 622 del Código Civil y el art. 61 de la Ley N° 21.839 de aranceles profesionales en tanto aquéllos, en función de la finalidad resarcitoria que poseen, tienen como presupuesto la mora del deudor y sólo se devengan a partir del momento en que se configura dicha situación de retardo.


    Autolatina Argentina S.A. (TF 11.358-I) - incidente- c/ Dirección General Impositiva


    A. 754, XXXV, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Impugnación de la liquidación. Cosa juzgada. Realidad económica. Verdad jurídica objetiva. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es reiterada la jurisprudencia de la Corte que ha establecido que lo atinente a la existencia o inexistencia de la cosa juzgada es un problema de hecho y de derecho procesal, ajeno a la instancia extraordinaria. No obstante, el tribunal también ha descalificado aquellas sentencias que, so color de un supuesto respeto al principio de cosa juzgada, conducen a soluciones desproporcionada que prescinden de la realidad económica, ya sea porque alteran la relación entre el monto originariamente reclamado y la cuantía de la condena, o porque se traducen en una fuente injustificada de enriquecimiento, o por otras circunstancias que quiebran toda norma de razonabilidad, violentan los principios establecidos en los artículos 953 y 1071 del Código Civil, y desnaturalizan la finalidad de la pretensión entablada.   Esta doctrina resulta aplicable al sub-lite, a pesar de que los agravios aparecen como fruto de una reflexión tardía, tal omisión no puede prevalecer sobre la necesidad de dar primacía a la verdad jurídica objetiva, pues ello no es compatible con un adecuado servicio de justicia.   En este marco, la simple comparación entre el monto del reclamo y el importe de la liquidación aprobada, pone de relieve una irrazonable desproporción, susceptible de inferir agravios a la garantía de la propiedad.   Los mecanismos de actualización sólo constituyen arbitrios tendientes a obtener una ponderación objetiva de la realidad económica, mas cuando el resultado se vuelve injusto objetivamente, debe ser dejado de lado, en tanto la realidad debe prevalecer sobre las abstractas fórmulas matemáticas.   La Corte estableció que el silencio guardado por el deudor ante la liquidación presentada por la parte contraria, no configura un impedimento con aptitud suficiente para frustrar el ejercicio de los derechos invocados por el impugnante, pues si bien debe ser reconocida la transcendencia de las técnicas y principios tendientes a la organización y desarrollo del proceso, no cabe legitimar que dichas formas procesales sean utilizadas mecánicamente con prescindencia de la finalidad que las inspira y con el olvido de la verdad jurídica objetiva.


    Banco Popular Argentino S.A. c/ Encuestre S.R.L.


    B. 652, XXXVII, 02 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 23, L. XXXVI, "Telese de Agost Carreño María Sofía c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires".


    Telese de Agost Carreño, María Sofía y otra c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    T. 22, XXXVI, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Incapacidad laboral. Daños y perjuicios. Exceso ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 


    La decisión de la Cámara que desestima el pedido de la pretensora -con el argumento de que modificaría los términos en que quedó trabajada la Litis- relativo a que se recepte en el fallo la verdad real que surge de la prueba rendida, esto es que se tome como base de cálculo la remuneración mensual y no la quincenal, aparece como un excesivo rigor formal que desconoce las constancias de la causa, y que la hace descalificable en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    Pequera, Adrián Oscar c/ Sud América Compañía de Seguros de Vida y Patrimoniales S.A.


    P. 615, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Fuerzas armadas. Ejército. Actos de servicio. Trastorno psicopático. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. 


    La Corte ha reiterado que no obstante que los conflictos que se suscitan en torno a temas de hecho, prueba y derecho no federal son ajenos, como regla, a la vía del artículo 14 de la Ley 48, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en supuestos excepcionales, cuando el tribunal ha prescindido, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos, y que, eventualmente, resultarían conducentes para la adecuada solución del litigio.


    M., F. R. c/ Estado Nacional - Estado Mayor General del Ejército


    M. 128, XXXV, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Incidentes. Realización de bienes. Falta de contestación de agravios. Sentencia extra petita. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Procedencia del recurso. 


    Si bien la Corte tiene reiteradamente dicho, que el remedio previsto en el artículo 14 de la ley 48, no resulta admisible en aquellos supuestos en los que se discuta la interpretación de cuestiones de hecho y de normas de derecho común, no es menos cierto que ha hecho excepción a dicho principio cuando la decisión jurisdiccional no reúne los requisitos mínimos que la sustenten como tal en los términos y alcances de la doctrina de la arbitrariedad.  En efecto, la decisión impugnada al apartarse del problema específico, resulta arbitraria por carecer de fundamentación válida de hecho y de derecho, y por no haber considerado el estado procesal y las circunstancias comprobadas de la causa ni los argumentos de las partes.


    Frigorífico Moreno S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de realización de bienes


    F. 290, XXXVI, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Exceso ritual manifiesto. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa; máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o su error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.  En particular, ha manifestado, que las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, no dan lugar, por tratarse de problemas de hecho, prueba, derecho común y procesal, a la vía establecida en el artículo 14 de la ley 48.  No obstante, también ha reiterado, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados; exigencia que, al decir del Alto Cuerpo, antes de orientarse a mantener el prestigio de la magistratura, procura esencialmente la exclusión de decisiones irregulares.  También ha encarecido, en este marco, la índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, la que al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la "sentencia fundada en ley..." a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema.  Sin perjuicio de ello,  tiene dicho la Corte que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable, y la prueba rendida, habiendo establecido, además, que, si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.  Por cierto,  no es potestad de la Corte terciar como juzgador de una tercera instancia, en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba que rodean a las actuaciones, sino advertir que la Alzada, fundó su resolución en un excesivo rigor formal, con lo cual valoró el hecho fuera de contexto, y en forma desvinculada con la totalidad de las probanzas producidas, sin el paralelo y proporcionado estudio de todos los antecedentes obrantes en las constancias de autos, que condujeron al Juez de Grado a una solución diametralmente opuesta lo que importa, de por sí, una ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio.  Porque si bien es muy cierto, que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así, cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso profundizar sobre los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos -en las actuaciones ninguno en forma integral-, están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada.  Por lo expuesto, la Cámara ha incurrido en un excesivo rigor formal dejando desprotegido al actor, por un simple error que no le es imputable, rechazando así su legítimo reclamo, el que se encuentra avalado por la totalidad de las pruebas arrimadas a la causa, amparándose en la circunstancia de que fallar lo contrario sería ir en contra de lo peticionado, cuando del contexto de las actuaciones se desprende el derecho del accionante a lo pretendido.  En tales condiciones, la sentencia atacada no satisface el requisito de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias del caso, por lo que mediando relación directa e inmediata entre lo resuelto y las garantías constitucionales invocadas, e irrogar el pronunciamiento apelado un gravamen de insusceptible reparación ulterior, corresponde hacer lugar al remedio federal deducido, pues lo resuelto se traduce de manera directa e inmediata en una seria lesión de los derechos de defensa en juicio y propiedad.


    Ríos, Francisco Javier c/ Tacuara S.A.


    R. 126, XXXVI, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios atinentes a la reducción de los montos indemnizatorios y al modo en que se determinaron los rubros de condena resultan también ineficaces para habilitar la vía intentada.  Ello es así, pues lo aducido en torno a la prescindencia por el a quo del informe contable, donde el perito manifiesta que los daños por el desmantelamiento de la empresa podrían estar contemplados en el costo de montar una nueva y los rubros "maquinarias y automotores" y "venta de inmuebles" son pérdidas por enajenaciones forzosas y por haberse omitido -ante la alegada imposibilidad en determinar sus montos- las previsiones del artículo 165 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, remiten,  al tratamiento de cuestiones de hecho, derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena -como regla y por su naturaleza- al recurso deducido.  Las objeciones de la apelante sólo traducen una discrepancia con el a quo acerca de las pautas seguidas para determinar la indemnización, sin que se haya logrado demostrar un apartamiento de las reglas aplicables, ni la falta de fundamentación en los hechos que se consideran al efecto, o irrazonabilidad en las conclusiones. Por lo demás, el fallo se basa en fundamentos fácticos y jurídicos que, más allá de su acierto o error, excluyen la tacha de arbitrariedad invocada, sin que las divergencias de la apelante tengan entidad para demostrar lesión alguna de carácter constitucional.


    I.C.E.S. S.A. c/ Dirección Provincial de Vialidad de la Provincia de Formosa y otro


    I. 36, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Daño moral. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Tiene reiteradamente dicho la Corte que lo atinente a la admisibilidad de las indemnizaciones por daño moral, remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenas en principio al recurso extraordinario federal, circunstancia óbice para que el Tribunal entienda en planteos de tal naturaleza, cuando la decisión, más allá de su acierto o error se encuentra fundada.  Ello acontece en el caso en que la alzada de un lado, condiciona la atribución objetiva de responsabilidad derivada de una querella al carácter calumnioso de la imputación. Las consideraciones del actor respecto al diferente encuadre que cabe efectuar de la conducta de los requirentes en el marco de la responsabilidad extracontractual según adopten la actitud de querellantes en contraposición con la figura del mero denunciante no exceda del marco de una diferencia de criterios con el estudio realizado desde otra perspectiva por los jueces, en el marco de las condiciones personales y profesionales del demandante, en relación a los principios que emanan de la doctrina de la responsabilidad por el daño moral causado por actos lícitos o ilícitos comprensivos del accionar doloso o culposo de los imputados.


    Lescano, Roberto Jorge c/ Hardy, Marcos Armando


    L. 182, XXXVII, 31 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Intereses. Capitalización de intereses. Anatocismo. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    La solución adoptada por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial que condenó a las accionadas al pago de una indemnización en concepto de utilización ilegítima de propiedad intelectual sobre un film publicitario, se encuentra privada de sustento suficiente e implica un menoscabo a las garantías de los artículos 17 y 18 de la Norma Fundamental.  No mediando en autos una hipótesis negocial como la descripta por el artículo 623 del Código Civil, ni tampoco un caso de mora judicial como el aludido en el segundo segmento del precepto, sólo resta concluir que la Sala incurrió en violación a una norma expresa de orden público al admitir la acumulación de intereses sin que concurrieran los supuestos legales de excepción.  Según la Corte, en los casos judiciales, la capitalización procede siempre y cuando, liquidada la deuda, el juez mandase pagar la suma resultante y el deudor fuese moroso en hacerlo.


    Crear Comunicaciones S.R.L. c/ Citrus Mocoreta S.A. y otro


    C. 510, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Exceso ritual manifiesto. Gravamen irreparable. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien ha sostenido reiteradamente que las decisiones recaídas en trámites ejecutivos no resultan, en principio, susceptibles del recurso extraordinario federal, al no revestir el carácter de sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la Ley 48, ello no resulta óbice decisivo al progreso de ese remedio excepcional, cuando lo resuelto trasunta un injustificado rigor formal en el tratamiento de las defensas opuestas, con agravios de imposible o muy difícil reparación ulterior, lo que redunda en menoscabo de la garantía del debido proceso.


    Bank Boston National Association c/ Ruffino, Norberto Edgard y otro


    B. 639, XXXVII, 22 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la queja interpuesta.


    Barone S.A.C.I.F.I. c/ Dirección General Impositiva s/ Apelación


    B. 975, XXXVII, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Medida cautelar innovativa. Política de recursos naturales. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa R. 128, L. XXXVII, “Rosmar S. A. c/ Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación”.


    Las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares, no revisten en principio el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, aunque dicho principio no es absoluto, ya que cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional, de acuerdo con los criterios y alcances de la jurisprudencia de la Corte reseñados en el dictamen de esta Procuración General S. 43, L. XXXIV, “Sociedad Aeronáutica San Fernando S. R. L. y otros c/ Estado Nacional -Poder Ejecutivo Nacional – Dtos 375/97 y 842/97”.   Sobre la base de tales criterios, en el sub lite se verifica un supuesto excepcional que permite asimilar a definitiva la sentencia recurrida, debido a que puede llegar a frustrar la aplicación de disposiciones de carácter general dictadas por los organismos estatales con incumbencia específica en la materia, con el objeto de preservar los recursos naturales de la Nación y en un contexto afectado por una situación de emergencia, de modo que podrían resultar de la cautela daños que revestirían características de excepción por su proyección y magnitud.


    Alleloccic S.A. c/ Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación


    A. 185, XXXVII, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Cauciones. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que el recurso no tiene por fin corregir defectos en la apreciación de cuestiones de hecho y prueba o en la interpretación y aplicación de normas de derecho procesal y común, propias de los jueces de la causa, pero ha hecho excepción a tal criterio, cuando la sentencia impugnada carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido, cuando se aparta de expresas disposiciones legales aplicables al caso o sostiene la decisión en afirmaciones dogmáticas que sólo cuentan con el apoyo de la voluntad del juzgador.   En el decisorio no se ha tomado en cuenta el conjunto de agravios debidamente desarrollados por la recurrente contra la decisión de Primera Instancia, y al referirse a los requisitos que exige la ley para otorgar esa clase de medidas, lo hace con el aparente apoyo, sin hacerse cargo de tales cuestionamientos, de su escueta referencia a una supuesta actitud contradictoria de la quejosa que en modo alguno surge evidenciada con la fundamentación que es menester, y sin desestimar ninguno de los argumentos de la apelación, acerca de que no se tuvo en cuenta la opinión de los expertos sobre el punto, ni rechazar la invocación de que era aplicable legislación extranjera o, realizar una interpretación de la misma, que justificara tal afirmación, lo que vuelve a traducir una afirmación carente de sustento suficiente que sólo expresa la voluntad de los jueces.   Con relación a la objeción de haberse otorgado la medida sólo con caución juratoria, el fallo sólo se fundamenta en que tiende a mantener una situación de hecho, sin alterar las condiciones en que se celebró el contrato y que no se advierte que ello cause consecuencias en el patrimonio de la demandada, extremo que, más allá de configurar también meras afirmaciones dogmáticas sin un desarrollo argumental que se vincule con las constancias de la causa, no se hacen tampoco cargo de los expresos dichos del apelante referidos a que ello importa violentar la disposición del artículo 199, e implica una errónea interpretación del artículo 200 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Credit Card Hollding Co. y otro c/ Interbank Card Assocciation


    C. 1081, XXXVII, 15 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Facultades discrecionales. Pronunciamiento inoficioso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario.  En tales condiciones, atento que se ha producido una modificación sustancial en los términos de la litis, se ha tornado inoficioso emitir un pronunciamiento acerca de la medida cautelar objeto del presente recurso.


    Cámara Argentina de Armadores de Buques Pesqueros de Altura s/ Secretaría de Agrucultura, Ganadería y Pesca y Alimentación de la Nación


    C. 1521, XXXVI, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Sentencia no firme. Gravedad institucional. Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina reiterada de la Corte Suprema que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, no revisten prima facie carácter de sentencias definitivas en los términos que exige el artículo 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. Empero, tal doctrina cede en los supuestos en que aquéllas causen un agravio que por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación posterior o que causen una situación de gravedad institucional.  Sin embargo, esta situación excepcional no se configura cuando la resolución impugnada no frustra ninguna potestad de la Administración, como pretende hacer ver la recurrente sino, antes bien, deriva la resolución del conflicto a la instancia administrativa, lo que denota un apoyo a la postura de la aquí quejosa.  De la simple lectura del escrito de interposición del recurso extraordinario dimana que la recurrente no emplea argumento sólido alguno a fin de demostrar la supuesta gravedad institucional que le provocaría el pronunciamiento atacado, toda vez que se trata de una mera expresión sin especificación concreta que no entraña una discrepancia con el criterio sustentado por la alzada en su decisorio.  Sobre este tópico, tiene dicho el Tribunal que no basta con alegar la gravedad institucional, sino que es necesario probarla de manera fehaciente. En el sub lite la recurrente no ha intentado, ni por ende, demostrado, la afectación al principio de la división de poderes que alega como configurativa de la gravedad institucional.   Asimismo, la sola invocación de una cuestión federal, por regla, no equipara a sentencia definitiva a una medida  cautelar. Aun así, tampoco se avizora interpretación alguna por parte del a quo de la citada ley que pueda sustentar el agravio de la parte.   Por otra parte, la presentación en análisis denota serios vicios de fundamentación por cuanto, básicamente, no sólo reitera argumentos ya expuestos en instancias anteriores sin formular una acabada y razonada crítica respecto de la sentencia recurrida, sino que también sostiene cuestiones que ya han sido resueltas a su favor y que no están en discusión.


    OCA - Incidente Med. III - c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Secretaría de comunicaciones - Comisión Nacional de Comunicaciones Expediente 7455/98 s/ Medida Cautelar Autónoma


    O. 171, XXXVII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Notariado. Escribanos públicos. Extinción del derecho. Confirmación de sentencia. 


    La Corte ha dicho, reiteradamente, que la fijación de los límites temporales para el nacimiento o la extinción de los derechos, cuando se produce un cambio en el régimen jurídico, es un recurso legítimo, con el que no se vulnera la igualdad constitucional y que la modificación de las normas por otras posteriores no da lugar a cuestión constitucional alguna, pues nadie tiene derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos, ni a la inalterabilidad de los mismos.  Se trata, además, de una regulación caracterizada por la existencia de una potestad jerárquica en la autoridad concedente. En este sentido, ha dicho también la Corte que la reglamentación a que puede someterse el ejercicio de las profesiones liberales, ofrece aspecto esencial tratándose de los escribanos, porque la facultad que se les atribuye de dar fe a los actos que celebren conforme a las leyes, constituye una concesión del Estado acordada por la calidad de funcionario o de oficial público que corresponde a los notarios con registro.


    Franco, Blanca Teodora c/ Provincia de Buenos Aires - Ministerio de Gobierno - s/ Inconstitucionalidad Resolución 51/94 y artículo 32 Decreto - Ley 9020/78


    F. 509, XXXVI, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Nulidad de la resolución. Gastos improductivos. Interpretación del contrato. Derechos y garantías constitucionales. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Las críticas de la apelante suscitan cuestión federal bastante para su tratamiento en esta instancia excepcional pues, aunque conducen al examen de cuestiones de hecho, derecho común y público local, materia propia del tribunal de la causa y ajena por su naturaleza a la vía del artículo 14 de la ley 48, ello no es óbice para apartarse de tal principio cuando, como sucede en el sub lite, la decisión está afectada de arbitrariedad por sustentarse en afirmaciones dogmáticas y cuando, para establecer la exégesis de la voluntad contractual, los jueces asignan a las cláusulas de un contrato un alcance reñido con la literalidad de sus términos y la clara intención de las partes y lo decidido no se basa en explícitas razones suficientes de derecho.  En efecto, reiteradamente, el Tribunal ha expresado que los contratos deben celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe y de acuerdo con lo que verosímilmente las partes entendieron o pudieron entender, obrando con cuidado y previsión, principios aplicables al ámbito de los contratos administrativos. Igualmente, ha entendido que la renuncia gratuita de derechos no se presume y, si bien puede ser tácita, los elementos de juicio a examinar para saber si ella existió deben permitir conocer con certidumbre la existencia de una voluntad en ese sentido.  Desde esta perspectiva, la sentencia no brinda un fundamento jurídico valedero para sostenerla, toda vez que el o quo extendió dogmáticamente los efectos de la renuncia efectuada en el acta-convenio a los gastos improductivos reclamados que no estaban contemplados en el objeto de la ley y que tampoco pueden inferirse del texto legal, además de contradecir las propias afirmaciones del sentenciante que consideró excluidos los gastos improductivos del objeto de la ley.  Por lo expuesto, cabe concluir que el criterio adoptado por el a quo resulta inadmisible, toda vez que desconoce la doctrina de la Corte, según la cual, "por aplicación del principio establecido en el artículo 874 del Código Civil “...la intención de renunciar no se presume y la interpretación de los actos que induzcan a probarla debe ser restrictiva". Ello conduce a descalificar el pronunciamiento recurrido con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.


    Calix S.A. c/ Provincia de Buenos Aires


    C. 1665, XXXVI, 31 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Nulidad del contrato. Inconstitucionalidad. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La Corte tiene dicho que no cabe exigir fórmulas especiales o términos sacramentales para el planteamiento del caso federal, máxime, cuando al iniciar la demanda, el actor, no sólo invocó la norma federal, sino que hizo reserva del caso federal y alegó la existencia del fallo de la Corte declarando la inconstitucionalidad de la ley que finalmente se aplicara, y además destacó que había sido por petición en causa donde era parte el recurrente, "quien por ello era el único al que no se le podía aplicar dicha normativa". En tales condiciones, sostener que no correspondía expedirse sobre la inconstitucionalidad de la ley local, al no mediar petición expresa, traduce una manifestación de naturaleza arbitraria, que ignora las constancias de la causa e incurre en un exceso ritual manifiesto, que descalifica el decisorio como acto jurisdiccional válido.


    Leiva, Martín Gerardo c/ Cooperativa Médica de Trabajo Gualeguaychú


    L. 41, XXXVI, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Pago. Pérdida parcial de mercaderías. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Conforme lo ha establecido por la Corte, cuando el recurso extraordinario se funda, por un lado, en agravios de naturaleza federal, y por otro, en la arbitrariedad del pronunciamiento, corresponde considerar en primer término esta última, pues de existir arbitrariedad, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha.


    Atanor S.A. c/ Capitán y/o Armador y/o Propietario Buqque Hollandic Confidence s/ Faltante y/o Avería de carga transporte marítimo


    A. 854, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Pago. Transporte de carga. Buques. Cláusula FIOS. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defectos en la fundamentación normativa. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inálido


    Resulta aplicable la reiterada doctrina de la Corte en orden a que los pronunciamientos que omiten el tratamiento de cuestiones oportunamente propuestas, conducentes para la solución del litigio, son descalificables como actos judiciales.  Con arreglo a estas razones, el fallo debe ser dejado sin efecto, a fin de que otros jueces se dediquen a analizar íntegramente y en plenitud las circunstancias de hecho y prueba de esta causa para que puedan ofrecer el debido basamento sobre lo que en definitiva estimen a este respecto, sin que, obviamente, el señalamiento de dichos defectos de fundamentación importe abrir juicio alguno sobre cómo deberá dirimirse el conflicto en su aspecto sustancial, desde que ello implicaría inmiscuirme en una potestad exclusiva de las instancias competentes en tales materias, ajenas a la jurisdicción federal del art. 14 de la Ley 48.


    Atanor S.A. c/ Capitán y/o Armador y/o Propietario del buque Hollandic Confidence


    A. 857, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Pedido de quiebra. Devolución del expediente. Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 524, L. XXXVII, "Alpargatas S.A.I.C. s/ Pedido de quiebra por Dabbler Gulf S.A.".


    Alpargatas SAIC s/ Le pide la quiebra Fidoler S.A.


    A. 697, XXXVII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 524, L. XXXVII, "Alpargatas S.A.I.C. s/ Pedido de quiebra por Dabbler Gulf S.A.".


    Alpargatas SAIC s/ Pedido de quiebra por Cadman Federal S.A.


    A. 525, XXXVII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 524, L. XXXVII, "Alpargatas S.A.I.C. s/ Pedido de quiebra por Dabbler Gulf S.A.".


    Alpargatas SAIC s/ Pedido de quiebra por Lucantis, Ana María Elvira Cora


    A. 528, XXXVII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 524, L. XXXVII, "Alpargatas S.A.I.C. s/ Pedido de quiebra por Dabbler Gulf S.A.".


    Alpargatas SAIC s/ Pedido de quiebra por Romero Zaffaroni, Inés


    A. 527, XXXVII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 524, L. XXXVII, "Alpargatas S.A.I.C. s/ Pedido de quiebra por Dabbler Gulf S.A.".


    Alpargatas SAIC s/ Pedido de quiebra por Revol, Hermes


    A. 526, XXXVII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Verificación de créditos. Acreedores del concurso. Devolución del expediente. Recurso extraordinario. Improcedencia del recurso. 


    El pedido de verificación, constituye una verdadera demanda de naturaleza contradictoria, que en un marco de pleno ejercicio de derechos, permite determinar de modo definitivo si los pretensores reclamantes tienen acción y legitimación para ser reconocidos como acreedores frente al concursado, cuestión que fue la materia del litigio y la razón central de ser del recurso en estudio. En tal contexto, entonces la circunstancia apuntada torna innecesario discernir sobre la viabilidad del trámite de quiebra y prematura la intervención de la Corte en relación a la determinación de la calidad de acreedor del peticionario.


    Alpargatas SAIC s/ Pedido de quiebra por Dabbler Gulf S.A.


    A. 524, XXXVII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Prescripción adquisitiva. Exceso ritual manifiesto. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho, derecho común y procesal local, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa, máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o su error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial, conclusión que, por cierto, cabe extender a aquellas en que se debate el alcance de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de recursos provinciales deducidos ante ellos.  No obstante, también ha reiterado, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados, circunstancia que no se evidencia cuando la decisión padece de un excesivo rigor formal y no confiere un tratamiento adecuado al asunto, acorde a las constancias del caso y a la normativa sobre la que se sustentó la pretensión.   En este marco, la índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la "sentencia fundada en ley..." a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema.  Por ello, si bien en principio, lo relativo a la procedencia o improcedencia de recursos locales es materia ajena a la instancia federal, cabe hacer excepción de tal premisa cuando la solución adoptada no constituye una derivación razonada de las normas vigentes según las constancias de la causa y ello redunda en menoscabo del derecho de defensa del recurrente, en tanto frustra una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado.   Sin que implique abrir juicio sobre la resolución que en definitiva deba adoptarse sobre el fondo del asunto, debe prevalecer la necesidad de dar primada a la verdad jurídica objetiva, de modo que su esclarecimiento no se vea turbado por un excesivo rigor formal.  En tal sentido, la Corte ha reiterado que, no corresponde restringir el acceso a instancias superiores de revisión de decisiones judiciales, so color de interpretaciones dogmáticas y de excesivo rigorismo formal, respecto de la admisibilidad de los recursos locales en la medida que condicionen, restrinjan o limiten el acceso a la jurisdicción.  Al respecto, el instituto del beneficio de litigar sin gastos fue receptado por los códigos procesales provinciales, a los efectos de garantizarle a las partes el derecho a la jurisdicción, y su fundamento de origen constitucional, es el de garantizar el derecho de igualdad, defensa en juicio y debido proceso -arts.16 y 18 de la C.N.-.  En tal sentido, el Superior Tribunal provincial incurrió en un excesivo rigorismo, al declarar mal concedido el recurso local interpuesto, por una cuestión formal, que pudo haber sido subsanada en dicha instancia.


    Luna, María Luisa c/ Arnau, Francisco Tomás


    L. 571, XXXVI, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 795, L. XXXVI, "Autolatina Argentina S.A. c/ Administración Nacional de Aduanas s/ Recurso de queja”.


    Mercedes Benz Argentina S.A. c/ Administración Nacional de Aduanas


    M. 948, XXXVI, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 795, L. XXXVI, "Autolatina Argentina S.A. c/ Administración Nacional de Aduanas s/ Recurso de queja”.


    Mercedes Benz Argentina S.A.C.I.F.I.M. c/ Administración Nacional de Aduanas


    M. 801, XXXVI, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Prórroga de la competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que el recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48, no resulta procedente en aquellos casos donde se han resuelto cuestiones de competencia, por no constituir sentencia definitiva ni equiparable a ella, salvo cuando declaran la incompetencia de los jueces de la Nación.  Si la materia esencial en discusión es la admisión de la prórroga de la competencia territorial a favor de la jurisdicción nacional, corresponde desestimar la presente queja por no darse el supuesto de sentencia definitiva.


    Razeto Eduardo c/ SanCor Cooperativas Unidas Limitada


    R. 368, XXXVI, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Protección del medio ambiente. Beneficio de litigar sin gastos. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Con relación a los agravios vertidos por la demandada, ellos, en rigor, se circunscribieron al examen de netas cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho procesal y común, ajenas al recurso extraordinario federal.  Por otra parte, uno de los requisitos que hacen a la admisibilidad formal del recurso extraordinario, conforme lo normado por el artículo 14 de la ley 48, es que éste haya sido interpuesto contra una sentencia definitiva, esto es, respecto de aquellas decisiones que dirimen la controversia poniendo fin al pleito o haciendo imposible su continuación. Complementariamente, la Corte ha establecido que cabe dar por cumplido el recaudo cuando se trate de una resolución que, sin ser de esa naturaleza, origine un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior.  A su vez, la Corte ha decidido de modo uniforme que la invocación de la arbitrariedad o de agravios constitucionales, no puede suplir la ausencia de tal carácter en el pronunciamiento que se impugna.   Cabe señalar, en tal sentido, que la resolución que concede o deniega el beneficio de litigar sin gastos, tiene carácter provisional y no causa estado, debiendo ser desestimado el remedio extraordinario interpuesto, con apoyo en su falta de definitividad, requisito que, conforme estimó la Corte en forma reiterada, no se suple con la alegación de una supuesta arbitrariedad.  Cabe recordar, que el instituto del beneficio de litigar sin gastos, encuentra su sustento en dos preceptos de raigambre constitucional, como son la garantía de la defensa en juicio y la de la igualdad ante la ley -arts. 18 y 16 de la Constitución Nacional-, extremos éstos que fueron evaluados criteriosamente por la Alzada, a los efectos de conceder el beneficio.  En tales condiciones, debe desestimarse el recurso extraordinario fundado en la arbitrariedad del pronunciamiento, toda vez, que sin perjuicio de que no se acreditó con el rigor necesario el gravamen causado, ni el carácter definitivo del fallo, sólo trasunta la discrepancia del impugnante con el criterio del a quo en un punto de naturaleza no federal, cual es, la determinación de las cuestiones sobre las cuales los tribunales de alzada deben pronunciarse cuando conocen por vía de recursos concedidos ante ellos, extremo que, por cierto, resulta a todas luces insuficiente para invalidarlo.


    Municipalidad de Magdalena c/ Shell C.A.P.S.A. y otra


    M. 205, XXXVII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Recurso de inaplicabilidad de ley. Juicio de desalojo. Daños y perjuicios. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Para casos en los que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el orden local, la Corte Suprema ha considerado que la tacha de arbitrariedad debe considerarse como particularmente restrictiva.  Tal criterio resulta de aplicación desde que los agravios de la quejosa son originados en la interpretación de normas de derecho común y procesales, cuya inteligencia por parte de los jueces cuestiona atribuyéndole la referida tacha.  Por otra parte, tiene dicho la Corte que la finalidad de la homologación judicial de la transacción contemplada en el art. 308 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires, es permitir el examen de la capacidad y personería de las partes, como así también el examen de la condiciones en las que se pretende transar los derechos en litigio.


    Bonomi, Hugo c/ Shell CAPSA


    B. 209, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Reducción de cuota alimentaria. Arbitrariedad de sentencia. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, no revisten carácter de sentencia definitiva en los términos que exige el artículo 4 de la Ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario.


    P., A. S. c/ K., A.


    P. 569, XXXVII, 08 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Costas. Prescripción. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Presentación extemporánea. Cuestiones de hecho y prueba. Inadmisibilidad del recurso. Desistimiento del recurso. 


    La Corte tiene dicho que las cuestiones referentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias a la determinación del interés comprometido en el juicio y a las bases adoptadas para tal fin así como la interpretación y aplicación de las normas arancelarias, son materia extraña a la vía del art. 14 de la ley 48, y en consecuencia, ajenas al recurso extraordinario al igual que lo referente a la distribución de las costas. Ello sin perjuicio de la posibilidad que le cabe al Tribunal de hacer excepción a tales principios, en los casos abarcados por la doctrina de la arbitrariedad de las sentencias.  Lo decidido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, al confirmar la sentencia de primera instancia, rechazar la excepción planteada por Puntal S.R.L. y hacer lugar a la demanda que sus abogados entablaron con el objeto de ejecutar los horarios regulados en el juicio, reposa en suficientes fundamentos de hecho y de derecho común que, más allá de su acierto o error, bastan para sustentarlo como acto judicial válido. Máxime, cuando no se advierte arbitrariedad en los fundamentos del tribunal, quien, sobre la base de aplicar el principio que surge de los arts. 523, 524 y 525 del Código Civil, encuadró a la obligación cuyo cumplimiento se demanda como accesoria de la requerida a la condenada en costas porque consideró que la obligación de pago del cliente lo es en razón de la existencia de la principal, cual es la de la vencida en el juicio.  Ello también pone en evidencia que la cuestión centrada en el análisis de los efectos interruptivos de la prescripción según se asigne a la especie el carácter de obligaciones concurrentes independientes o accesorias tampoco son suficientes para abrir la instancia del art. 14 de la ley 48, pues los agravios relativos a la prescripción de los honorarios no justifican la intervención de la Corte en materias ajenas a su competencia, tal como lo sostenido en Fallos: 319:3135. Además, tales planteos han encontrado suficiente y fundado tratamiento en la sentencia de la Cámara, cuyos términos no son adecuadamente rebatidos por el recurrente, toda vez que las críticas que ensaya, además de ser reiterativas, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, que no bastan para descalificar el pronunciamiento.  Los agravios referidos al apartamiento de las previsiones de la antigua ley de aranceles 12.997 también deben ser desestimados, pues el hecho de haberlos planteado por primera vez en ocasión de interponer el recurso extraordinario y, por ende, no haberlos sometido a consideración del a quo, los torna extemporáneos y configura un óbice para su tratamiento en la instancia de excepción. Es doctrina de la Corte que si las argumentaciones que desarrolla el recurrente no fueron oportuna y suficientemente propuestas a los jueces de grado, ello impide su consideración en lo instancia extraordinaria.  La pretendida cuestión federal que articula fundada en tal motivo tampoco puede ser objeto de examen, pues no procede el recurso extraordinario si el apelante no la introdujo en las instancias anteriores, toda vez que el acogimiento o el rechazo de las pretensiones de las partes son eventualidades previsibles que obligan a plantear las cuestiones que se estimen involucradas en la primera oportunidad posible.  Deben ser desestimados los restantes agravios en torno a la invocada omisión del a quo en considerarlos al sentenciar pues, además de remitir a aspectos de hecho, prueba y de derecho común ajenos a la instancia extraordinaria, cabe recordar que los jueces no están obligados a tratar todas y cada una de las cuestiones planteadas sino sólo aquellas que estimen conducentes para la correcta solución del litigio.  La doctrina de la arbitrariedad requiere, para la procedencia del remedio federal, que las resoluciones apeladas prescindan inequívocamente de la solución prevista en la ley, o adolezcan de una manifiesta falta de fundamentación.


    Inte Huasi S.A. c/ La Nación y Puntal S.R.L.


    I. 187, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Honorarios del escribano. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El Tribunal ha resuelto, en reiteradas oportunidades, que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas -como regla- a la apelación extraordinaria, así como, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia, y que la parquedad del auto regulatorio no comporta por sí sola, un supuesto de tal carácter. Sin embargo, la Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, pues, de otro modo, el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial.   Toda vez que, ninguna de las cuestiones propuestas por la recurrente, y eventualmente conducentes para la solución del caso, fueron examinadas por el juzgador, sin que diera, tampoco, razón suficiente para su rechazo, la resolución carece de base adecuada para sustentarla. Máxime si se tiene presente que la Corte dejó expresamente establecido que es arbitrario el auto regulatorio, cuando la resolución respectiva se limita a efectuar una mera cita de las disposiciones arancelarias, utiliza pautas de excesiva latitud y omite pronunciarse sobre articulaciones serias y conducentes para la decisión respectiva, formuladas oportunamente por los interesados. El Tribunal descalificó asimismo las regulaciones que no consideraron los argumentos oportunamente planteados, y que, en el caso de que se hubieran entendido rechazados implícitamente, no dieron fundamentos que permitieran avalar la solución.   Todo lo cual autoriza a descalificar el fallo en los términos de la doctrina de la arbitrariedad, sin que ello implique abrir juicio acerca de la base regulatoria que corresponda adoptar, ni respecto de la norma aplicable y razonabilidad de la regulación definitiva.


    Allende, Luis María c/ Roldán, Mirta Estela


    A. 284, XXXVII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Reintegro de gastos. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    En el caso remitido a dictamen no concurren -ni siquiera constituyen motivo de argumentación por parte de la quejosa- alguna de las cuestiones federales estrictas previstas por el artículo 14 de la ley 48.  Por último, la sentencia controvertida tiene fundamentos en preceptos de naturaleza común y local, y en cuestiones de hecho y prueba, que resultan suficientes para la solución integral del caso y no hay desaciertos u omisiones que sean susceptibles de descalificar a la resolución impugnada como acto judicial.


    Woolands, Héctor c/ Instituto de Servicios Sociales para el personal de seguros, reaseguros, capitalización y ahorro y préstamo para la vivienda


    W. 61, XXXVI, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Responsabilidad profesional. Mala praxis. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    En relación a la responsabilidad civil por hechos de mala praxis, la Corte ha establecido que para que proceda el resarcimiento de los perjuicios sufridos debe acreditarse la relación de causalidad entre el obrar negligente de aquél a quien se imputa su producción y tales perjuicios.  Los agravios del apelante suscitan cuestión federal para su examen en la vía elegida, pues no obstante referirse a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas al remedio del art. 14 de la ley 48, tal circunstancia no configura óbice cuando la sentencia recurrida no cuenta con la fundamentación exigible a las decisiones judiciales, y sólo satisface en forma aparente el requisito de constituir una derivación razonada del derecho vigente con particular aplicación a las circunstancias de la causa.


    T. de B., M. P. y otro c/ K. G. y otros


    T. 30, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Servicios hospitalarios. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa I. 71; L. XXXIV; “Ingeniería Omega Sociedad Anónima c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires – Recurso de hecho”.


    Cardiocorp S.R.L. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    C. 24, XXXVI, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Tasa de justicia. Juicios contra el concursado. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El agravio vinculado con la aplicación de la ley de quiebra, -en particular el artículo 182- que formula la quejosa, suscita cuestión federal suficiente para habilitar la instancia extraordinaria pues, si bien remite al examen de cuestiones de carácter fáctico y procesal -ajenas como regla a la vía intentada- ello no resulta óbice decisivo para la procedencia del recurso cuando el tribunal obvió -sin razón plausible- la norma legal inequívocamente aplicable al caso y que era susceptible de ser determinada en virtud del principio de iura novit curia.  Tiene dicho el Tribunal que, cuando el arículo 277 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone que la alzada no podrá fallar sobre capítulos no propuestos a la decisión del juez de primera instancia, tal limitación sólo veda la introducción de pretensiones o defensas ajenas a las que fueron objeto de debate original, más ello no obsta a la calificación que correspondiere por ley de las pretensiones deducidas en juicio, toda vez que el juzgador tiene la facultad y el deber de discurrir los conflictos litigiosos y dirimirlos según el derecho vigente, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas que la rigen, con prescindencia de los fundamentos jurídicos que enuncien las partes.  En efecto, el a quo no pudo sostener válidamente que la presentación del agravio es extemporánea por tardía, toda vez que no se trató la cuestión en la instancia anterior, lo que obvió la eventual aplicación de las normas que invoca la quejosa, lo que determina la invalidez de la sentencia a la luz de la doctrina de arbitrariedad, que tiende a resguardar la garantía de defensa en juicio y debido proceso y exige que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa. Además, si bien es cierto que los jueces no están obligados a ponderar una a una las constancias de la causa sino aquellas que estime pertinentes para fundar sus conclusiones, cabe prescindir de dicha teoría cuando se ha incurrido en una defectuosa y parcial consideración, al omitir el tratamiento de elementos esenciales que inciden sobre el tema debatido, como es el probado estado de falencia de la recurrente.


    Manufacturas del Comahue S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Dirección General Impositiva


    M. 483, XXXVI, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Telecomunicaciones. Presentación extemporánea. Apreciación de la prueba. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho, que resultan inatendibles los agravios que aparecen como el fruto de, una reflexión tardía  y, como tales, exceden el ámbito de conocimiento de la Corte, dado que no fueron propuestos a la decisión de los tribunales inferiores.  Además, conforme a reiterada jurisprudencia de la Corte, no corresponde aplicar la doctrina de la arbitrariedad cuando el tribunal ha expresado fundamentos fácticos que, resultan suficientes para sustentar sus conclusiones, y si las impugnaciones propuestas, sólo traducen discrepancias con el criterio de selección y valoración de la pruebas aplicado por la alzada.


    Giampietro, José Antonio y otros c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones


    G. 934, XXXVII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Tribunal colegiado. Voto de los jueces. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    De acuerdo con doctrina de la Corte si bien el modo de emitir el voto de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de las sentencias, son de naturaleza procesal y ajenas, en principio, a la apelación del artículo 14 de la ley 48, cabe hacer excepción cuando no ha existido una mayoría real de sus integrantes que sustente las conclusiones del pronunciamiento.  En efecto, los argumentos de los jueces que formaron la mayoría, no sólo difieren entre sí sino que se contraponen, por lo que el decisorio carece de toda fundamentación, puesto que no habría razón válida para optar por un voto u otro al momento de apreciar cuál ha sido el presupuesto en que se basó la decisión apelada. Esta circunstancia priva a la resolución de aquello que debe constituir su esencia, es decir una unidad lógico-jurídica, cuya validez depende no sólo de que la mayoría convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también ostente una sustancial coincidencia en los fundamentos que permitan llegar a una conclusión adoptada por la mayoría absoluta de los miembros del tribunal. Ello es así, pues las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como el producto de un intercambio racional de ideas.  En tales condiciones, resulta admisible la tacha de arbitrariedad, puesto que la sentencia carece de los requisitos indispensables para su validez y que las garantías constitucionales invocadas guardan nexo directo e inmediato con lo resuelto, según lo exige el artículo 15 de la ley 48.


    Olguin, Oscar Eduardo c/ Consejo General de Educación de la Provincia de Entre Rios


    O. 205, XXXVI, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Tributos aduaneros. Debido proceso. Defensa en juicio. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 529, L. XXXIV, “Autolatina Argentina S.A. (TF 7846-A)”.


    Ha dicho la Corte que, cuando los agravios referentes a los extremos fácticos de la causa se encuentran inescindiblemente unidos a los fundados en la interpretación de disposiciones federales, corresponde examinar ambos aspectos con la amplitud que exige la garantía del derecho de defensa enjuicio.  Cuando en la sentencia se desconoce el valor de las pruebas aportadas -que podrían ser decisivas para el resultado del pleito- y carece ella de un análisis adecuado de los problemas conducentes a su solución, ello menoscaba la garantía constitucional de la defensa en juicio, circunstancia que, pese referirse a cuestiones de hecho y prueba -ajenas en principio a la vía del art. 14 de la ley 48-, torna al pronunciamiento en descalificable como acto judicial, a la luz de la doctrina de la arbitrariedad.


    Autolatina Argentina S.A. c/ Administración Nacional de Aduanas


    A. 795, XXXVI, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Defensa en juicio. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas A. 656, L. XXXV, “Autolatina Argentina S.A. c/ Dirección General de Aduanas s/ Recurso de queja”; A. 795, L. XXXVI “Autolatina Argentina S.A. c/ Administración Nacional de Aduana s/Recurso de queja” y A. 529, L. XXXIV, “Autolatina Argentina S.A. (TF 7846-A) c/ ANA” y al fallo de la causa Fallos: 322:3193.


    Tiene dicho la Corte que, cuando los agravios referentes a los extremos fácticos de la causa se encuentran inescindiblemente unidos a los fundados en la interpretación de disposiciones federales, corresponde examinar ambos aspectos con la amplitud que exige la garantía del derecho de defensa en juicio.


    Autolatina Argentina S.A. c/ Administración Nacional de Aduanas


    A. 61, XXXV, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Franquicias aduaneras. Iura novit curia. Sentencia ultra petita. Derecho de defensa. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien es cierto que la Corte Suprema ha sostenido que la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peticiones de las partes constituyen extremos de índole fáctica y procesal, ajenas -en principio- a la instancia extraordinaria, tal regla no impide admitir la apertura del remedio federal cuando la sentencia impugnada traduce un exceso en el límite de la potestad jurisdiccional del Tribunal a quo, al resolver sobre cuestiones no discutidas en autos, imponiendo una solución cuya materia no fue objeto de debate previo, con menoscabo de las garantías consagradas en los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional.  También tiene dicho la Corte que Si bien por aplicación del principio de iura novit curia, los jueces no se encuentran vinculados por la calificación jurídica que las partes dan a sus pretensiones y pueden suplir el derecho mal invocado, ello es así en tanto y en cuanto  no alteren las bases fácticas de lo discutido.


    Autolatina Argentina S.A. (TF 7919-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 656, XXXV, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas A. 656, L. XXXV “Autolatina Argentina S.A. c/ Dirección General de Aduana s/ Recurso de queja”; A. 795, L. XXXVI “Autolatina Argentina S.A.Administración Nacional de Aduna s/ Recurso de queja”.En lo que respecta a la temporaneidad de la presentación de los certificados remisión al fallo de la causa “Mercedes Benz Argentina S.A.C.I.F.I.M. (TFN n° 8010 -A) c/ Administración Nacional de Aduanas”, Fallos 322: 3193 y al dictamen de la causa A. 529, L. XXXIV “Autolatina Argentina S.A. (TF 7846-A) c/ ANA”.


    
      

    


    Autolatina Argentina S.A. (TF 7921-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 657, XXXV, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 61, L. XXXV, "Autolatina Argentina S.A c/ Administración Nacional de Aduanas s/ Recurso de hecho".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 7888-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 71, XXXV, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Validez de la notificación. Desestimación del recurso. 


    No es arbitraria la sentencia que desestimó el planteo de nulidad de notificación de la demanda sobre la base de que la cédula respectiva había sido diligenciada en el domicilio social inscripto pues, el artículo 11 inciso 2° de la Ley de Sociedades establece la validéz de las citaciones practicadas en aquel.


    Siancha, Omar Rubén c/ Anfimar S.A.


    S. 613, XXXVII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Pago en bonos. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Cuestiones de hecho y prueba. Inadmisibilidad del recurso. 


    En lo vinculado a la cuestión federal estricta del artículo 14 de la ley 48, no ha sido motivo de controversia el régimen de pago en bonos de la consolidación de la deuda pública establecido por la ley n° 23.982 y sus normas reglamentarias, y en consecuencia no ha habido resoluciones de los jueces de la causa que contraríen aquél plexo jurídico. En este sentido, los agravios del Banco Central se remiten a disentir con la forma de calcular las diferencias por pagos que no fueron realizados o no se efectuaron oportunamente.  En relación a la denunciada arbitrariedad,  en los que las sentencias recurridas emanan de las cortes de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el orden  local, la corte ha considerado que la tacha de arbitrariedad debe considerarse como particularmente restrictiva.


    Compañia Microomnibus Nicolas Avellaneda S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de impugnación al informe del sindico por Finber SA. Compañía financiera


    C. 800, XXXVII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Agotamiento de la instancia administrativa. Discrepancia del recurrente. Cuestión de derecho público local. Inadmisibilidad del recurso. 


    Los agravios referidos a la falta de agotamiento de la vía administrativa, recaudo previsto en el art. 99 de la ley 19.987, no suscita cuestión federal para su examen en la instancia del art. 14 de la ley 48, toda vez que remiten al tratamiento y examen de normas de Derecho Público local, cuya consideración es propia de los jueces de la causa y ajena a la vía extraordinaria.   La Corte resolvió en un caso similar que resulta aplicable la distinción entre la vía impugnatoria -que presupone el agotamiento de las instancias administrativas, de conformidad con los arts. 23 y sgtes. de la ley 19.549 y 99 de la ley 19.987, cuya consecuencia sería necesariamente un pronunciamiento sobre la ilegitimidad del acto administrativo- y la reclamación del reconocimiento de un derecho  - cuya procedencia no depende de la declaración de invalidez del acto administrativo alguno-. En este último caso, por tratarse de una demanda contra la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, el administrado no debe cumplir con la exigencia del art. 30 de la citada ley, en atención a la exclusión establecida para el ámbito municipal por el art. 1° de la ley 20.261.   La Corte ha señalado que, en materia de contratos públicos, al igual que en los demás ámbitos en que desarrolla su actividad, la Administración y las entidades estatales se hallan sujetas al principio de legalidad, en cuya virtud se desplaza la regla de la autonomía de la voluntad de las partes. Ello es así pues, si bien en principio puede resultar indiferente el modo como los particulares arreglan sus propios negocios, no lo es la manera en que los funcionarios administran los asuntos públicos.


    Vec S.R.L. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    V. 272, XXXV, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Quiebra. Domicilio social. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la fundamentación normativa. Notificación. Falta de notificación. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Competencia provincial. Procedencia del recurso. 


    Afirmaciones dogmáticas. Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien las cuestiones que guardan relación con la aplicación de normas de derecho común y procesal, o con la interpretación otorgada a circunstancias de hecho o prueba son propias de los jueces de la causa y por principio ajenas al remedio excepcional, la Corte ha admitido su procedencia, cuando el decisorio apelado, carece de los requisitos que lo sustenten como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia.  La norma de asignación de competencia en materia concursal es de orden público, y por tanto, no puede ser dejada de lado por disposición de las partes; pero, tampoco por los jueces, salvo que medien supuestos excepcionales que así lo justifiquen.  El art. 3 de la Ley 24.522, determina que el domicilio que fija la competencia es el social inscripto, y es en tal lugar donde deberá hacerse efectiva la citación para que el deudor comparezca a dar las explicaciones que le requiere la ley y ejerza con ello debidamente su derecho de defensa.  Las circunstancias atendiendo a principios de seguridad jurídica; de estabilidad, de los actos jurisdiccionales concluidos y firmes relativos a derechos e intereses de terceros; y de economía y celeridad procesal, debieron conducir como solución adecuada y ajustada a derecho a mantener la nulidad del auto de quiebra, sin perjuicio de señalar que deviene contradictorio sostener la validez del estado de quiebra cuando existe un concurso preventivo con acuerdo homologado, si se toma en cuenta que éste puede ser solicitado, mientras la quiebra no sea declarada, todo ello más allá de que la competencia del tribunal con Jurisdicción en la Provincia de Buenos Aires, objetivamente surgía habilitada por autorización legal no desacreditada de modo suficiente.


    Terrazas al mar S.A. s/ Quiebra


    T. 339, XXXVI, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Sentencia definitiva. Improcedencia del recurso. 


    La Corte ha resuelto reiteradamente que los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas a los efectos del recurso extraordinario, así como que la ausencia de definitividad no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Famm S.A.


    B. 946, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Embargo ejecutorio. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario no tiene por objeto revisar en una tercera instancia la decisión de los tribunales de grado que con apoyo en cuestiones de hecho y de orden procesal, son propias de los jueces de la causa y ajenas al remedio excepcional, salvo que medie una notoria ausencia de fundamentación o un apartamiento inequívoco de las constancias de la causa que descalifiquen el fallo en los términos de la doctrina de arbitrariedad de sentencia.


    Omega Cooperativa de Seguros c/ Fantini, Alejandro Omar


    O. 19, XXXVI, 22 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Falta de fundamentación. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de senetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 249, L. XXXVI, "Traiber, Carlos Daniel el Club Atlético River Plate Asociación Civil”.


    Pérez Rodriguez, Mariano Federico Miguel c/ Club Atlético River Plate Asociación civil


    P. 374, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Recurso de inaplicabilidad de ley


    Propiedad intelectual. Falta de agravio concreto. Discrepancia del recurrente. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Fallos 308:1041; 311:1950; 314:1634; entre otros.


    La Corte ha dicho reiteradamente que la fundamentación de la queja debe ser autónoma, extremo que importa, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de todas las razones de la denegatoria, realizando una crítica eficaz de los argumentos por los cuales se rechazó el recurso extraordinario.   Además, encontrándose radicadas en la actualidad numerosas causas por ante la Corte que involucran, la materia de fondo que en el principal se debate varias de ellas, inclusive, en vista por ante esta Procuración General de la Nación, el fin unificador del remedio impugnativo legislado en el artículo 288 y siguientes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, puede estimarse, en suma, a propósito de esta materia notoriamente federal, igualmente a resguardo por ante la jurisdicción de la Corte.


    Eli Lilly Company c/ Instituto Nacional de la Propiedad Intelectual


    E. 178, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Ejecución fiscal. Incompetencia. 


    Cuando no se interpone el recurso de hecho contra el auto denegatorio, éste queda firme, por ello el tribunal carece de jurisdicción para atender el planteo.


    Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/ Pesaresi,  Elena Nelly Amanda Sileoni de en carácter de Vicepresidente responsable solidario de Indaract S.A. (en quiebra) s/ Ejecución fiscal


    F. 224, XXXVI, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, "Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Gueríno Antonio s/ Cobro ejecutivo", resuelto de conformidad por la Corte en su sentencia.


    Banco de La Pampa c/ La Regina S.R.L. s/ Cobro ejecutivo


    B. 775, XXXVII, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, "Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo", resuelto de conformidad por la Corte en su sentencia.


    Biondo, Alejandro Juan c/ Acosta Osvaldo L. y otro


    B. 167, XXXVII, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Recurso de reposición (Procesal)


    Fallos de la Corte Suprema. Denegatoria del recurso. Vista del procurador. 


    Si bien la Corte ha dicho que, por principio, los fallos de la Corte no son susceptibles de revocatoria, en tanto la pretensión actora pone en tela de juicio una decisión de la Corte, son los miembros de ese Cuerpo, en su carácter de intérprete máximo y final de sus propios dichos, a quienes compete el expedirse en el problema, dado que la Procuración General no tuvo participación ni, opinión consonante, en el anterior pronunciamiento del Alto Tribunal en la presente causa, en virtud del mecanismo legal que pone en la exclusiva discrecionalidad de esa Corte decidir los recursos federales sin previa vista a esta Procuración General; sin perjuicio de advertir que, en la media en que se encontrarían en cuestión en el sub examine principios basales como el de la cosa juzgada y el resguardo de la verdad jurídica objetiva, parecería que el planteo excedería el marco de la aplicación del artículo 280.


    Hutt, Gregorio José y otros c/ Sein y Compañía S.A.I.C. s/ Diferencias salariales - Restitución de categorías


    H. 8, XXXVII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI "Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, resuelto de conformidad por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Martín de Spinello, Celia y otro s/ Proceso de secuestro


    B. 847, XXXVI, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Abogados. Matricula profesional. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien las cuestiones de hecho y de derecho procesal, como son las referidas al cumplimiento de los requisitos de firma de letrado y la actuación del profesional letrado en juicio, constituyen materias ajenas por principio al recurso previsto en el artículo 14 de la ley 48, no es menos cierto que ha admitido su procedencia en el marco de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia, en aquellos supuestos donde la decisión incurre en notorio apartamiento de la normativa aplicable al caso, causando un agravio de imposible reparación ulterior.  Más allá de admitirse como ajustada a derecho la interpretación que extiende el alcance de la suspensión de la matricula decretada por el Colegio Profesional local al ámbito de la jurisdicción nacional, en consonancia con el espíritu de lo dispuesto en el artículo 3° inciso 9-b apartados 1 y 2 de la ley 23.187, que regula el ejercicio profesional y derogó el establecido en la ley 22.192; la resolución impugnada omitió aplicar en el sub lite, causando un agravio irreparable al derecho federal invocado, la disposición consagrada en el último párrafo del artículo 4°, que expresamente admite que los abogados comprendidos en las incompatibilidades previstas en el artículo 3° (en el caso, inciso 9b-1) aplicable por extensión, podrán actuar en causa propia, situación esta que claramente se verifica en autos.


    Carosella, Guillermo c/ Lundquist, María E. y otro s/ Daños y perjuicios


    C. 1649, XXXVI, 26 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Indemnización por incapacidad. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que la Ley 23.982, en cuanto sea de aplicación en el ámbito de la Capital Federal, ha sido dictada en ejercicio de facultades legislativas que corresponden al Congreso en los términos del art. 75, inc. 30, de la Constitución Nacional y, en consecuencia, reviste el carácter de derecho público local. En tales condiciones, no obstante que lo referente a las aplicación e inteligencia de leyes de tal naturaleza es materia ajena, por principio, a la vía del art. 14 de la Ley 48, se configura un supuesto de excepción en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, puesto que lo resuelto por la Cámara se apartó de las disposiciones aplicables y omitió la consideración de las constancias obrantes en la causa.


    De la Torre, Felipa Cristina c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Accidente Ley 9.688


    D. 55, XXXVII, 22 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Acción civil por accidente de trabajo. Procedencia del recurso. 


    La Corte ha expresado que es constitucionalmente válido el artículo 39 de la ley 24.557, que veda la indemnización civil al trabajador siniestrado salvo dolo del empleador, al menos que su aplicación al caso concreto comporte postergación o frustración de los derechos a la reparación o a la rehabilitación. También que las limitaciones a la reparación plena y la creación de un régimen especial para resarcir cierta categoría de daños, son cuestiones propias de la discrecionalidad legislativa, no pudiendo cuestionarse su validez constitucional, a menos que se pruebe la existencia y realidad de un menoscabo sustancial a derechos de raigambre constitucional.  En consecuencia, corresponde que la Corte, una vez examinada la significación de la cifra calculada según la directiva legal, juzgue si el resarcimiento resulta ajustado a derecho o si constituye su desnaturalización, y confirme o revoque, en atención a dicho resultado, la sentencia traída por ante esta instancia.


    L., J. E. c/ Streitfeld, Jorge s/ Accidente


    L. 631, XXXVI, 04 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 377; L. XXXVIII, “Viñuela, Jorge A. c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo”.


    Larraburu Aniceto y otro c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo


    COMP. 446, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 377; L. XXXVIII, “Viñuela, Jorge A. c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo”.


    Brunengo, Bartolo Juan c/ Banco de la Pampa s/ Acción de amparo


    COMP. 445, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 377; L. XXXVIII, “Viñuela, Jorge A. c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo”.


    D´Arrigo, Mariana Alejandria c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo


    COMP. 443, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 377; L. XXXVIII, “Viñuela, Jorge A. c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo”.


    Flaquer, Aldo y otro c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo


    COMP. 448, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 377; L. XXXVIII, “Viñuela, Jorge A. c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo”.


    Martín, Roberto y otro c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo


    COMP. 447, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 377; L. XXXVIII, “Viñuela, Jorge A. c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo”.


    Miguel, Lydia Antonia c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo


    COMP. 444, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, XXXVIII, Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar”.


    Moran, Edmundo y otra c/ Banco Bansud s/ Amparo


    COMP. 402, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 78, L. XXXIV, “D´amore, Carlos y otro c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina y otro”.


    Mujica, Ricardo Alfredo c/ Ministerio de Defensa y/o Estado Nacional


    M. 695, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    AFIP DGI. Medidas cautelares. Peligro en la demora. Verosimilitud del derecho invocado. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa “Georgalos Hnos S.A.I.C.A. c/ PEN -Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos- Ley 25.063 y otro s/ Amparo”.


    Aún cuando lo decidido en la causa no reviste, en principio el carácter de sentencia definitiva que haga viable el remedio federal interpuesto, se configura un supuesto excepción, cuando lo decidido excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad en razón de su aptitud para perturbar la oportuna percepción de la renta pública.  La viabilidad de las medidas precautorias se halla supeditada a que se demuestre la verosimilitud del derecho invocado y el peligro en la demora y dentro de aquéllas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia en la apreciación de los recaudos que hacen a su admisión.  El primero de los recaudos exigidos, esto es, fumus bonis iuris, no se halla presente en la especie, circunstancia que, en el reducido marco cognoscitivo de este proceso, impide, siquiera prima facie el otorgamiento de cautelas.  En lo referente al requisito del "peligro en la demora", previsto en el art. 230, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la Corte ha destacado que si el contribuyente encauza su pretensión por la vía de la acción de mera certeza, no puede desconocer que ella está destinada, por su índole, a agotarse en la declaración del derecho, limitación que en principio obsta a que pueda configurarse aquel recaudo.


    Energía Mendoza S.E. c/ AFIP - DGI por acción declarativa de inconstitucionalidad


    E. 366, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Apelación de honorarios. Considerandos de la sentencia. Declaraciones contradictorias. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El Tribunal ha resuelto en reiteradas oportunidades que, si bien las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas -como regla - a la apelación extraordinaria, ello no es óbice para descalificar lo resuelto cuando el fallo carece de la fundamentación necesaria. Tiene dicho, además, que el artículo 13 de la ley 24.432, faculta a los jueces a regular honorarios sin atender a montos o porcentajes mínimos, exigiendo que la resolución que así lo disponga exprese, bajo sanción de nulidad, el fundamento circunstanciado de las razones que la justifican.  La sentencia impugnada no satisfizo el requisito de adecuada fundamentación, toda vez que, si bien el juzgador dijo tener en cuenta la realidad económica del juicio, la actuación real que le cupo a la representación jurídica del actor, y otros elementos relativos a la naturaleza y desarrollo de la litis; el importe regulado aparece como meramente discrecional, ya que omite toda referencia al curso de razonamiento seguido para arribar al mismo, y no alcanza a configurar el fundamento explícito y circunstanciado que exige la ley.  En numerosa jurisprudencia de la Corte, se ha dicho que debe atenderse a la importancia económica del pleito, habiéndose establecido, asimismo, que, de los términos empleados por el legislador en la concepción de la ley 24.432, resulta la exigencia de prudencia al juez en la determinación del honorario, cuando se aparte de los mínimos del arancel, lo cual obsta a interpretar que haya sido intención de aquél dejar librado al mero arbitrio de éste, la posibilidad de fijar un estipendio desvinculado de las constancias de la causa.   En este marco, la sentencia aparece confusa y contradictoria, toda vez que comenzó admitiendo que no se trataba de una acción posesoria, pero luego consideró el valor económico del pleito como si lo fuera.  Sobre lo expuesto, la Corte ha admitido el recurso extraordinario cuando la sentencia se apoya en conclusiones contradictorias que derivan de un análisis insuficiente de elementos relevantes de la litis.  El señalamiento de dichos defectos de fundamentación no importa emitir opinión acerca del mérito de la labor del profesional interviniente, ni abrir juicio acerca de la base que corresponda adoptar, ni respecto de la norma aplicable y razonabilidad de la regulación definitiva, desde que ello implicaría una intromisión en una potestad exclusiva de las instancias competentes en tales materias, ajenas a la jurisdicción federal del artículo 14 de la ley 48.


    Universidad Tecnológica Nacional c/ Consultar Emprendimiento y Negocios S.A. s/ Sumario


    U. 53, XXXVII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Astreintes. Emergencia económica. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Precedente de Fallos: 320:186.


    La mayoría del alto tribunal sostuvo que, si bien del texto de la ley 23.982 no se desprenden excepciones o distingos vinculados con la causa de la deuda, ésta no abarca a las acreencias emergentes de sanciones impuestas por los jueces en ejercicio de las facultades que les acuerda el artículo 7 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ya que, de lo contrario, el instituto creado como vía legal de compulsión para que el deudor procure al acreedor aquello a lo que está obligado, quedaría desnaturalizado y se neutralizarían sus efectos. Concluyó que, en razón del fin perseguido por el instituto y en atención a su naturaleza, no resultaba admisible que la ley 23.982 -en especial su artículo 22- incluya "...Ia obligación impuesta como consecuencia de aquella conducta intencionada entre las que el propio deudor puede, mediante la comunicación de que no tiene asignada la partida presupuestaria correspondiente, dilatar su cumplimiento". La idea fuerza de dicho fallo se sintetiza en que suprimir los efectos compulsivos de las astreintes por la vía oblicua de aplicar la ley 23.982, importaría privar a los jueces de uno de los instrumentos legalmente conferidos para ejercer su imperium, resultado que no se compadece con la finalidad de la ley.


    Gualtieri, Victoriano Américo c/ Estado Nacional - Secretaría de Inductria del Ministerio de Economía O.S.P. s/ Amparo Ley 16.986


    G. 728, XXXVII, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Mediación. Caducidad. Procedencia del recurso. 


    El apartado 2 de la norma internacional citada, establece que el modo de calcular el plazo se determinará de acuerdo con la ley del tribunal competente y, atento a ello, a los fines de la dilucidación de la controversia, corresponde aplicar el artículo 29 de la ley local 24.573, de mediación y conciliación, que no obstante referirse a la mediación como suspensiva del plazo de la prescripción, resulta razonable extender, en estos casos, sus efectos al término de caducidad.  La Corte tiene dicho que la caducidad "...es un modo de extinción de ciertos derechos en razón de la omisión de su ejercicio durante el plazo fijado por la ley o la voluntad de los particulares”. Trasladando esta definición al sub lite, resulta lógico y justo interpretar que, si para el ejercicio de esos derechos, la ley del tribunal competente impone la mediación como paso previo obligatorio e ineludible, este trámite constituye una causal de suspensión de hecho y de derecho del plazo, ya que impide, mientras no haya sido concluido, la interposición de la demanda. Ello importa, que suspende el plazo establecido por la Convención para que opere la caducidad, pues no se trata de una omisión, sino de una prohibición de accionar durante ese lapso.   Frente a la sanción de la Ley 24.573, el criterio doctrinario que sostiene la inaplicabilidad de la suspensión a los plazos de caducidad debe necesariamente ser revisado. Armoniza, además, con las razones que prestan sustento a precedentes jurisprudenciales del Tribunal que han establecido que debe entenderse por demanda toda presentación judicial que traduzca la intención de mantener vivo el derecho de que se trate, y que han determinado, que en caso de duda, debe preferirse la solución que mantenga vivo el derecho.


    Nastasi, Grace Jane E. c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ Beneficio de litigar sin gastos


    N. 148, XXXVII, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Ha sostenido la Corte que corresponde declarar desierto el recurso ordinario de apelación si resulta insuficientemente fundado, al no haberse desvirtuado en forma razonada un argumento decisivo del fallo impugnado.


    Tiscornia, María Adriana c/ I.N.P.S. - Caja de Nacional de Previsión de la industria Comercio y Actividades Civiles s/ Pensión


    T. 67, XXXV, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Compraventa. Legitimación procesal. Prescripción. Denegatoria del recurso. 


    La cuestión de la legitimación de la actora para efectuar el reclamo, remite al estudio y aplicación de las normas que se refieren a los efectos de la cesión de créditos, de la gestión de negocios o del mandato, todas ellas de derecho común, lo que constituye materia ajena, como regla y por naturaleza, a esta instancia extraordinaria.


    International Industries Corporation c/ Vizental & Cia. S.A.C.I.A. s/ Ordinario


    I. 58, XXXVII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Fuero de atracción. Tribunal de alzada. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la decisión atinente al fuero de atracción no constituye sentencia definitiva o equiparable a tal, la Corte ha señalado que tal requisito se cumple cuando media, como en el caso, denegatoria del fuero federal.  La Corte tiene dicho que en aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso.  El fuero de atracción en este caso, sólo podría operar después de la intervención del tribunal de alzada, y en el supuesto de que éste confirmara la sentencia ya dictada, se habilitaría el fuero de atracción y correspondería emitir el juicio al tribunal del concurso.  Respecto a la existencia de otros obligados, nada obsta a que el organismo accionante haga uso oportunamente de la posibilidad contemplada en el artículo 133 de la ley 24.522, para el caso de la existencia de codeudores que no se hallen en estado de concurso.


    Gauchat, Enrique c/ Dirección General Impositiva


    G. 642, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Acción de amparo. Declaración de inconstitucionalidad. Universidades. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 1; L. XXXV, “Universidad Nacional de Mar del Plata c/ Banco Nación Argentina por daños y perjuicios”.


    Según tiene reiteradamente declarado la Corte, las resoluciones en materia de competencia no autorizan, en principio, la apertura del recurso del artículo 14 de la ley 48 por no constituir sentencias definitivas, con excepción de los casos en que media denegatoria del fuero federal y, además, aquellos en que las cuestiones debatidas remiten a la consideración de puntos regidos por disposiciones constitucionales.  Por otra parte, el punto debatido consiste en determinar si se trata la presente de una causa judicial, que debe tramitar ante el Fuero Federal, o de un conflicto interadministrativo, que deberá resolver el Procurador del Tesoro de la Nación o el Poder Ejecutivo Nacional, en su caso.  En cuanto a la aplicación de la ley 19.983 luego de la reforma constitucional y de la sanción de la ley 24.521, las cuestiones suscitadas en las presentes actuaciones son sustancialmente análogas a las que este Ministerio Público tuvo oportunidad de examinar en el dictamen de referencia.


    Universidad Nacional de La Matanza c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Decreto 1356/99 s/ Amparo Ley 16.986


    U. 43, XXXVI, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa C. 593; L. XXXI, “Casasa S. A. c/ Saiegh, Salvador y otro s/ Ejecución hipotecaria” (Fallos: 319: 368).


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Lurelco S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 114, XXXVIII, 04 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Competencia civil. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Los pronunciamientos de la Corte que resuelven cuestiones de competencia no autorizan en principio la apertura del recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48, toda vez que no constituyen sentencia definitiva, salvo que medie denegatoria del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada afecta, de manera no susceptible de reparación ulterior, un específico privilegio federal.  Éste último supuesto es el que se presenta cuando se encuentra en juego la competencia originaria de la Corte Suprema, la cual constituye una prerrogativa constitucional y de orden pública, asignada exclusivamente a las provincias y sólo prorrogable por ellas a favor de los tribunales inferiores de la Nación.  Por ello, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de la competencia originaria de la Corte.  Al respecto, el instituto de la intervención obligada de terceros a que se refiere el artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, es de carácter excepcional y su admisión debe ser interpretada con carácter restrictivo.  Asimismo, quien solicita esa citación tiene la carga de probar que se trata de alguno de los supuestos que autorizan a disponerla esto es, que exista una comunidad de controversia entre éste y las partes o la posibilidad de una futura acción regresiva contra él.  Al respecto, en reiteradas oportunidades el Tribunal ha dicho que el ejercicio del poder de policía de seguridad que corresponde al Estado (o, en su caso, a las Provincias), no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad en un evento en el cual ninguno de sus órganos o dependencias tuvo participación, toda vez que no parece razonable pretender que su responsabilidad general en orden a la prevención de los delitos pueda llegar a involucrarlo a tal extremo en las consecuencias dañosas que ellos produzcan con motivo de hechos extraños a su intervención directa.  En mérito a lo expuesto y, no habiendo participado en el accidente en cuestión personal dependiente de la Provincia de Buenos Aires, nada autoriza a citar por ese evento a dicho Estado local.  En consecuencia, la Provincia no tiene un interés directo en el pleito y, por lo tanto no reviste el carácter de parte sustancial en la litis.  En tales condiciones y, dado que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos el presente proceso resulta ajeno a la instancia originaria del Tribunal.


    Santillán, Ramón Eustaquio Cayetano c/ Ferrovias S.A.C. s/ Daños y Perjuicios


    S. 1165, XXXVI, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Incumplimiento del contrato. Confirmación de sentencia. 


    Ley 19.983.


    Tiene reiteradamente declarado la Corte que, las resoluciones en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no autorizan la apertura del recurso del art. 14 de la ley 48. Resulta aplicable lo declarado por la Corte en un caso sustancialmente análogo en el punto bajo examen, respecto a que el recurso extraordinario resulta procedente, en tanto la decisión apelada ha establecido la competencia del Poder Judicial para entender en la causa y negó la aplicación de la Ley 19.983, lo que suscita cuestión federal suficiente para habilitar la intervención de la Corte, cuando, como en el caso de autos, se trata de dos entidades que, estrictamente, no pueden ser consideradas de "análoga naturaleza", en razón de que las universidades nacionales tienen en la actualidad una particular ubicación dentro del esquema institucional.  Ha sostenido la Corte en el precedente de Fallos: 316:1723 que, a diferencia de las provincias, que en nuestra estructura constitucional son las únicas entidades autónomas porque se dan sus propias instituciones, las universidades nacionales sólo están dotadas de autarquía administrativa, económica y financiera para adoptar y ejecutar por si mismas las decisiones que hacen al cumplimiento de sus fines, de conformidad con normas que les son impuestas, según el art. 67, inc. 16 de la Constitución Nacional.   La denominada autonomía universitaria, no impide que otros órganos controlen la conformidad a derecho de sus actos, ya que las decisiones universitarias no escapan al ámbito de aplicación de las leyes de la Nación ni confieren privilegios especiales a los integrantes de sus claustros.  Agregó la Corte que el sistema constitucional vigente en nuestro país ha otorgado el control de los aspectos académicos de la materia universitaria al Congreso de la Nación 67, inc. 16 de nuestra Ley Suprema sin sustraer a las universidades nacionales, en los restantes ámbitos de su funcionamiento, de la estructura administrativa de la República.  Las disposiciones de la Constitución Nacional que confieren al presidente el carácter de “jefe supremo de la Nación", a cuyo cargo se halla la "administración general del País" y le facultan para requerir informes a "todos los ramos y departamentos de la administración", acuerdan fundamento normativo suficiente al contralor administrativo central sobre las entidades autárquicas en general y respecto de las universidades en particular.  Y, para concluir, señaló la Corte que la falta de este contralor las convertirla en entidades independientes, desnaturalizando su régimen de entes de Derecho Público bajo el sistema de la autarquía, dispuesto por el Legislador desde la primera ley sobre la materia, conocida como Ley Avellaneda, en cuyos debates parlamentarios previos se sostuvo: el proyecto "sólo da bases administrativas que el congreso sólo puede sancionar y luego sobre esas bases la universidad da su reglamento". Por ello, destacó que si se analiza la autonomía universitaria desde un punto de vista técnico, debe ser considerada como una autonomía imperfecta o virtual que, producto de la delegación legislativa, no sólo puede ser retomada en cualquier momento por el órgano delegante, sino que debe someterse a los límites y condiciones impuestas constitucionalmente a éste, en modo alguno esta transferencia transitoria de competencias, permitiría sustraer a los órganos o entes administrativos del control al que se encuentran sometidos por parte del Presidente de la Nación como jefe supremo de la Administración.  La Corte, en oportunidad de analizar la naturaleza y caracteres de la institución que nos ocupa, sostuvo que la expresión "autonomía universitaria" debe ser interpretada más allá de su sentido técnico, como expresión que trasciende el marco meramente jurídico para manifestar una aspiración o ideal de independencia. Desde otro punto de vista, la autonomía traduce una idea de indefinidos contornos, como un instrumento de defensa de la institución universitaria frente a los poderes políticos. Este último concepto hace que se tienda a una universidad como un organismo independiente, con personalidad jurídica propia y pueda expresarse en una capacidad de auto organización y de auto-decisión. Sin embargo, la autonomía de la universidad no implica su aislamiento respecto del entramado institucional; está inmersa en el universo de las instituciones públicas, es afectada por aquéllas y debe responder a los controles institucionales propios del Estado de derecho.


    Universidad Nacional de Mar del Plata c/ Banco Nación Argentina s/ Daños y perjuicios


    U. 1, XXXV, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien en el caso, se discute la interpretación y aplicación de normas de derecho común y el alcance de cuestiones de hecho y prueba, todo lo cual tiene dicho la Corte, resulta materia propia de los jueces de la causa y ajenas al remedio previsto en el artículo 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a tal principio, cuando la decisión resulta descalificable como acto jurisdiccional válido por incurrir el fallo en alguna de las causales que abonan la doctrina de arbitrariedad acuñada por la Corte.


    Greco, Gabriel c/ Camino del Atlántico S.A. y otro


    G. 462, XXXVI, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Injurias. Derecho a la intimidad. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Omisión de considerar cuestión propuesta. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Doctrina de la real malicia. Admisibilidad del recurso. 


    Doctrina del precedente “Campillay”.


    Existe cuestión federal que habilita la instancia extraordinaria en los términos del inciso 3° de la ley 48, toda vez que se ha cuestionado la inteligencia de cláusulas de la Constitución Nacional, y la decisión impugnada es contraria al derecho que los recurrentes pretenden sustentar en aquéllas. Corresponde, asimismo tratar en forma conjunta los agravios relativos a la supuesta arbitrariedad del pronunciamiento en la consideración de argumentos planteados en la causa, así como en Interpretación de la doctrina de la Corte, pues a ello se imputa la directa violación de los derechos constitucionales invocados, guardando, en consecuencia, ambos aspectos, estrecha conexidad entre sí.  El Tribunal tiene dicho que corresponde , descalificar la sentencia que no se pronuncia razonadamente sobre agravios expuestos por el recurrente y carece del examen crítico de problemas conducentes para la solución del litigio con grave violación al principio de congruencia ínsito en la garantía del debido proceso justiciable.  La Corte tiene dicho que, si bien los jueces no están obligados a seguir todas las argumentaciones vertidas por las partes, ni a ponderar exhaustivamente todas las pruebas agregadas, no pueden prescindir de examinar las cuestiones oportunamente propuestas y de apreciar los elementos probatorios, susceptibles de incidir en una diversa decisión final del pleito.


    Roviralta, Huberto c/ Editorial Tres Puntos S.A. s/ Daños y perjuicios


    Sin Letra. 663, XXXVII, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Responsabilidad del Estado por actos ilícitos. Inhibición general de bienes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El pronunciamiento recurrido no satisface adecuadamente el examen de uno de los presupuestos imprescindibles para configurar responsabilidad, cual es la existencia efectiva de nexo causal adecuado entre los perjuicios invocados por los actores, cuya reparación se intenta hacer cargar al Estado y el hecho generador del evento dañoso.  Al respecto, es necesario tener presente que en el juicio concursal se presume iuris et de iure el conocimiento del inicio del proceso colectivo a partir del día siguiente a la última publicación de edictos, la que tiene por finalidad poner en conocimiento dicha situación para que los terceros tengan en cuenta sus efectos sobre la futura administración del concursado, en especial los que traben relaciones con aquél. De ella surge la obligación de soportar los efectos que deriven de las conductas realizadas en violación a las disposiciones legales que rigen el aludido proceso.  Desde esta perspectiva, dicha circunstancia interrumpe el nexo de causalidad adecuado que debe existir entre el hecho y el daño, en la medida que, aun cuando se admita la hipótesis de que el síndico no cumplió satisfactoriamente con su deber de inscribir las inhibiciones de bienes dispuestas por el juez en todos los registros pertinentes, esta última conducta no resulta suficiente ni determinante para producir los daños que los actores dicen haber padecido.  En tales condiciones, la sentencia recurrida carece de sustento como acto jurisdiccional. Pues reconoce que aquella publicación tiene por finalidad "...notificar a los terceros para que tengan en cuenta sus efectos [la apertura del concurso] sobre la futura administración del concursado...” pero a renglón seguido desecha las consecuencias que derivan de su carácter de praesumptio iuris et de iure y que, en el caso, son relevantes para excluir la responsabilidad del Estado.  Así planteada la situación, los agravios esgrimidos tienen relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas (artículo 15 de la ley 48) y la sentencia es pasible de ser descalificada como acto jurisdiccional válido.  En atención al resultado al que se arriba, resulta innecesario pronunciarse sobre las críticas que el Estado Nacional pretende someter a conocimiento de la Corte, toda vez que, al prosperar la apelación extraordinaria fundada en la de arbitrariedad del fallo recurrido, no existe sentencia propiamente dicha.


    Amiano, Marcelo Eduardo y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y otro


    A. 56, XXXVI, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Superior Tribunal de Justicia. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación autónoma. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es facultad no delegada por las Provincias al Gobierno Nacional, la de organizar su administración de justicia y por ello la tramitación de los juicios es de su incumbencia exclusiva, razón por la cual pueden establecer las instancias que estimen convenientes, pero que tal ejercicio es desde todo punto de vista inconstitucional si impide a los magistrados locales considerar y aplicar en su integridad la totalidad del orden jurídico del Estado.  Todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que se susciten cuestiones federales, debe arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación sólo después de fenecer ante el órgano máximo de la judicatura local, cabía concluir que las decisiones que son aptas para ser resueltas por la Corte, no pueden resultar excluidas del previo juzgamiento por el órgano superior de provincia.  En los casos aptos para ser conocidos por la Corte, según la vía del artículo 14 de la ley 48, la Intervención del Superior Tribunal de Justicia de Provincia es necesaria, en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución Nacional, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden vedar el acceso a aquel órgano.   Se señaló que siendo la disposición de la ley 48, que todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que se susciten cuestiones federales, debe arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación sólo después de fenecer ante el órgano máximo de la judicatura local, cabía concluir que las decisiones que son aptas para ser resueltas por la Corte, no pueden resultar excluidas del previo juzgamiento por el órgano superior de provincia.


    Moslares, José Luis c/ Diario La Arena y otros s/ Daños y Perjuicios


    M. 1313, XXXVI, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Delitos contra la seguridad de los medios de transporte y de comunicación. Cámara de casación. Competencia del tribunal de casación. 


    La Corte ha señalado que la Cámara de Casación posee facultades revisoras no sólo respecto de aquellas resoluciones que dicten los tribunales orales, sino, también, de las que adopten los jueces de instrucción y, a partir de Fallos 318: 514, resaltó que su inserción institucional en el ámbito de la justicia federal, respeta el sentido del establecimiento de órganos judiciales “intermedios” creados para cimentar las condiciones necesarias para que la Corte satisfaga el alto ministerio que le ha sido confiado, sea porque ante ellos pueden entrar las partes la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores sin necesidad de recurrir ante la Corte Suprema, sea porque el objeto a revisar por ésta ya seria un producto seguramente más elaborado.   En síntesis, el tribunal de Casación se encuentra facultado para conocer previamente en todas las cuestiones de naturaleza federal que intenten someterse a la decisión final de la Corte Suprema.   La Corte también tiene dicho que únicamente las causas de competencia federal que entrañan cuestiones de gravedad institucional en las que, con manifiesta evidencia, se ha acreditado que el recurso extraordinario constituye el único medio eficaz para la protección del derecho federal comprometido, se autoriza a prescindir del recaudo de superior tribunal, a los efectos de que la Corte habilite la instancia para revisar lo decidido en la sentencia apelada.


    Sumario averiguación artículo 194 Código Penal (Autopista Rosario - Buenos aires Km. 290 14-06-01)


    A. 855, XXXVII, 25 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Desindexación. Indemnización expropiatoria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tal como lo ha sostenido la Corte, el Estado ejerce, al expropiar, un poder jurídico que le reconoce la Constitución, pero el ejercicio de ese poder, autorizado por causa de utilidad pública, supone el sacrificio de un derecho que también tiene base constitucional y que obliga a indemnizar debidamente al expropiado, toda vez que la expropiación supone un conflicto que se resuelve por la preeminencia del interés público y por el irremediable sacrificio del interés del particular. Pero la juridicidad exige que ese sacrificio sea repartido y que toda la comunidad -que se beneficia con el objetivo de la expropiación- indemnice a quien pierde su bien a causa del bienestar general.   Así, aun cuando el expropiado no puede oponerse a la declaración de utilidad pública, sí tiene derecho a que su patrimonio no sea gravado más allá de lo que consienta la igualdad ante las cargas públicas. Ello es así, porque el artículo 17 de la Constitución Nacional establece la garantía de la inviolabilidad de la propiedad y prohíbe la confiscación y, sobre la base de tales parámetros, la jurisprudencia del Tribunal fue construyendo el principio de "justa indemnización", que incluye las características de ser "actual" e "integral".   Al respecto, la Corte ha dicho “… que la indemnización debe ser justa por exigencia constitucional, condición que en palabras de Joaquín V. González, 'no ha sido jamás puesta en duda' (Manual de la Constitución Argentina, N° 127, pág. 142)”. Este requisito se satisface cuando es íntegra, es decir, cuando restituye al propietario el mismo valor económico de que se lo priva y cubre, además, los daños y perjuicios que son consecuencia directa e inmediata de la expropiación. Se trata de un fenómeno jurídico de conversión y sustitución de derechos del particular a favor de la comunidad, mediante el cual se abona al expropiado el resarcimiento de un perjuicio. En suma: si bien es cierto que la expropiación se legitima por la necesidad que el Estado tiene de un bien, también debe afirmarse que el acto no cae en el ámbito prohibido de la confiscación gracias al inexcusable pago previo de la Indemnización, que debe ser justa, actual e íntegra”.   Al respecto, el ministro doctor Carlos Fayt aclaró: “… Ia indemnización es justa cuando restituye al propietario el mismo valor económico de que se lo priva”. Que indemnizar es, en suma, eximir de todo daño y perjuicio mediante un cabal resarcimiento. Y ese cabal resarcimiento no se logra si el daño o perjuicio subsisten en alguna medida.   Por eso tiene dicho la Corte que la indemnización debe ser integral; el valor objetivo del bien no debe sufrir disminución ni desmedro alguno, ni debe el propietario experimentar lesión en su patrimonio que no sea objeto de oportuna y cumplida reparación. Que esto es así porque la expropiación, tal como está legislada en nuestra Constitución es un instituto concebido para conciliar los intereses públicos con los privados. Y la conciliación no existe si éstos sacrifican sustancialmente aquéllos y si no se compensa al propietario la privación de su bien, ofreciéndole el equivalente económico que permita, de ser posible, adquirir otro similar al que pierde en virtud del desapoderamiento.   Lo expuesto demuestra no sólo que la Constitución Nacional protege especialmente al derecho de propiedad en los procesos de expropiación, sino que el propio Tribunal se ha encargado de mantener vigentes tales garantías constitucionales.  Sin embargo, cabe destacar que, en la búsqueda de la conciliación entre el interés público representado por el Estado expropiante y el del particular expropiado, la Corte examinó si el legislador nacional pudo vedar la actualización por depreciación monetaria de una indemnización por expropiación, materia en la cual -aclaró- aquella repotenciación encuentra especialmente señeros precedentes de la Corte, así como la verdadera naturaleza de la actualización monetaria, que en forma pretoriana el Tribunal instituyó con sustento directo en normas de la Constitución Nacional.  Dijo en esa oportunidad, que tal acto legislativo, impone revisar las soluciones de origen pretoriano que admitían el ajuste por depreciación. Así, después de referirse a las causas que llevaron a admitir la desvalorización monetaria y su corrección por índices que, en ciertos casos, condujeron a resultados disparatados concluyó el Tribunal que, si bien los índices publicados por el INDEC  pueden ser utilizados a fin de obtener un resultado que se acerque, en la mayor medida posible, a una realidad económica dada, cuando ella determina resultados injustos o incluso absurdos frente a la realidad, ésta debe privar sobre abstractas y genéricas fórmulas matemáticas.  Sobre la base de esas premisas, no puede ser excluida la aplicación de la Ley n° 24.283, en primer término, porque su ámbito de aplicación comprende a las indemnizaciones expropiatorias, en la medida que se deba actualizar el valor de una cosa, bien o cualquier otra prestación y, si bien es cierto que dicha indemnización no es "cualquier prestación", porque está especialmente protegida, no por ello se encuentra excluida de sus disposiciones. Es más, su decreto reglamentario la incluye expresamente.   Al respecto, no parece ocioso recordar que la primera regla de interpretación de la ley consiste en respetar la voluntad del legislador y, en tal sentido, cabe estar a las palabras que ha utilizado, pues si la ley emplea determinados términos, la guía interpretativa más segura es la que indica que ellos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito y que la misión de los jueces es dar pleno efecto a las normas vigentes sin sustituir al legislador ni juzgar sobre el mero acierto o conveniencia de las disposiciones que adoptó en el ejercicio de sus facultades propias.  En segundo lugar, no debe perderse de vista que la Corte interpretó con carácter amplio la aplicación de la mencionada ley a distintos tipos de obligaciones.  En tercer término, porque no hay colisión entre las disposiciones de la Ley 24.283 y el requisito de indemnización justa, integral y actual que impone la Constitución y la jurisprudencia del Tribunal en materia de expropiación. En efecto, la obligación aludida no es dineraria, sino de valor.  Por otra parte, el Tribunal aclaró que no puede aplicarse automática e indiscriminadamente a todo género de expropiaciones un índice que corrija la desvalorización monetaria, pues a los fines de la indemnización hay que tener en cuenta la naturaleza y las alternativas del bien expropiado, cuyo valor no siempre refleja aumento -aun en épocas de inflación- sino que a veces disminuye.  Y con visión claramente anticipatoria respecto de la posterior sanción de la Ley 24.283, señaló: “… ese procedimiento [la aplicación de índices que reflejan el costo de la vida] es igualmente inadmisible, porque la aplicación lisa y llana de los índices generados sobre encarecimiento de la vida haría incurrir en una nueva violación del principio de la indemnización “justa”. No todos los bienes siguen una curva pareja de encarecimiento. Los hay que en los últimos años han sufrido rebaja, tal como ocurre con algunos valores mobiliarios. Es obvio, pues, que si se tratara de la expropiación de esos bienes, no cabría incrementar la indemnización alegando la desvalorización de la moneda, a menos de sancionar una injusticia en desmedro de los intereses del Estado…”.  Así, pues, señaló con meridiana claridad, los posibles efectos perniciosos e injustos que podría producir la aplicación indiscriminada de índices de actualización y sentó el principio de compensar al propietario por la privación del bien, ofreciéndole el equivalente económico que le permita, de ser posible, adquirir otro similar al que pierde en virtud del desapoderamiento, de modo tal que no se perjudique el interés particular pero tampoco se afecte el interés general. Dicho de otro modo, que el importe de la compensación ha de atenerse a que ella no signifique enriquecimiento para el expropiante ni para el expropiado, sino que ponga a éste en posesión de un bien de valor equivalente a aquél del que se vio privado por razones de interés público.  Tales premisas no se cumplen si se desestima con carácter general la aplicación de la ley n° 24.283, sin que ello signifique, claro está, emitir opinión sobre las concretas circunstancias de hecho que rodean a la valuación del bien, materia sobre la que deberán expedirse los jueces de la causa, ni sobre los otros rubros que componen la indemnización para satisfacer el carácter de integral, máxime cuando su aplicación no debe ser un procedimiento puramente mecánico sino que, como todo juzgamiento, debe responder a las particulares circunstancias de la causa.


    Agua y Energia Electrica S.E. c/ Montelpare, Gustavo s/ Expropiación


    A. 686, XXXV, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Despido sin causa. Concesión comercial. Responsabilidad solidaria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    A la luz de la doctrina de la Corte, el fallo no provee un tratamiento adecuado a la causa y al derecho aplicable, desde que omite una correcta exégesis de las normas invocadas y se apoya en pautas de excesiva latitud en orden a la índole y alcance de la relación habida entre la actividad de ambas firmas, extremos que hacen a la procedencia de la vía del artículo 14 de la ley 48.   Según ha reiterado la Corte, la asignación de responsabilidad solidaria no ha sido establecida por la ley sin más requisito que la noción de que algunas actividades resulten coadyuvantes para el desarrollo de la “empresa”  puesto que, si tamaña amplitud fuera admitida mediante la interpretación judicial, caería en letra muerta no sólo el texto de la disposición, sino la posibilidad cierta de que más empresas asuman los riesgos propios e inherentes al desarrollo económico.  Para que nazca esa solidaridad, ha puntualizado la Corte, es menester, por el contrario, que una empresa contrate o subcontrate servicios que complementen o completen su actividad normal y específica, de modo tal que exista una unidad técnica de ejecución entre empresa y contratista en los términos del artículo 6° de la Ley de Contrato de Trabajo; extremo que no acaece en una hipótesis que permite al concedente vincularse con otra empresa sin contraer –a priori- riesgo crediticio por las actividades de la última, que actúa en nombre propio y a su riesgo.  A ello se añade que la amplitud de las pautas suministradas por el a quo soslaya la apreciación rigurosa de los presupuestos del artículo 30 de la Ley de Contrato de Trabajo y el escrutinio estricto de los recaudos legales que condicionan la obligación de garantía de un tercero que la Corte encareció. Tal extremo se encarece cuando, como en el caso, no se ha probado la existencia de una vinculación entre las co-demandadas que exceda la concesión aludida y sí que el actor era dependiente sin vínculo laboral con la entidad civil. A lo anterior se añade, en el citado marco, que no se advierte la conducencia determinante de los restantes argumentos esgrimidos por el a quo para fundar su fallo.


    Pegullo, Pablo Gustavo c/ Comedores Administrados S.R.L. Comad S.R.L. y otro s/ Despido


    P. 548, XXXVII, 04 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Despido. Demanda laboral. Indemnización. Sociedad anónima. Responsabilidad de los directores. Personería jurídica. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    Cuando una sociedad anónima realiza actos simulatorios ilícitos tendientes a encubrir un contrato de trabajo, o articula maniobras para desconocer una parte de la antigüedad o para ocultar una parte del salario, resulta pertinente extender la responsabilidad patrimonial de la entidad a los directores por vía de de lo dispuesto en el artículo 274 de la ley de sociedades comerciales; pero no porque deba caer el velo societario sino porque éstos organizaron maniobras que no sólo estaban dirigidas a incumplir obligaciones contractuales sino, además, a causar lesiones en el patrimonio del trabajador y en sus derechos previsionales, a defraudarlos personalmente y a defraudar el sistema de seguridad social.  La Cámara de Trabajo asevera en su pronunciamiento el principio general relativo a que la personalidad jurídica no debe ser desestimada sino cuando se dan circunstancias de gravedad institucional que permitan presumir fundadamente que la calidad de sujeto de derecho fue obtenida al efecto de generar el abuso de ella o violar la ley, debiendo ser aplicado restrictivamente y sólo en caso de existir pruebas concluyentes de que la actuación de la sociedad encubre fines extrasocietarios, lo que no se da en el sub examine, pues no se ha demostrado que las figuras societarias fueran creadas con el fin de violar la ley. Más aún cuando existen sanciones específicas para reprimir las violaciones mencionadas en la ley 24.013 que han sido aplicadas en este proceso.  Los reseñados agravios de la actora, en el referido no son más, que una reiteración de sus discrepancias con argumentos de derecho común y fácticos razonables de la Cámara en el sentido que la falencia registral sancionada en virtud de la ley 24.013 no puede dar lugar a la desestimación de la personalidad ni a la aplicación de nuevas sanciones a través de la ley 19.550, circunstancia que no resulta suficiente para tildar su decisorio pasible de ser tachado de arbitrario.


    Tazzoli, Jorge Alberto c/ Fibracentro S.A. y otros S.A. s/ Despido


    T. 458, XXXVIII, 07 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 413, L. XXXVII, "A.F.I.P. c/ Consorcio Forestal Andina por ejecución fiscal".


    Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/ Centro Cardiovascular de Mar del Plata S.A. s/ Ejecución fiscal


    F. 1, XXXVII, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Certificado de deuda. AFIP. Embargo. Intimación de pago. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que, si bien en principio las sentencias en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, dada la manera en que ha sido resuelto el sub lite el Fisco Nacional no podría iniciar un nuevo juicio mediante el trámite previsto en el art. 92 de la ley de rito fiscal, lo cual, configura una cuestión que excede el interés individual de las partes y afecta al de la comunidad en razón de que lo resuelto podría importar un entorpecimiento en la percepción de la renta pública. Asimismo, la sentencia ha sido dictada por el superior tribunal de la causa ya que, en virtud de la reforma introducida por la ley 23.658 al art. 92 de la ley de procedimientos tributarios, aquélla no es apelable.  La limitación que realizó el legislador, a las cuatro excepciones contempladas en el segundo párrafo del art. 92, con exclusión de las mencionadas en el código de rito, implica una cuestión de política legislativa en la regulación del proceso de ejecución fiscal, extremo que, en principio, queda excluido del control por parte de los jueces. En efecto, el derecho de defensa en juicio es, susceptible de una razonable y adecuada reglamentación por parte de los Poderes del Estado.  Además, en el caso, esta regulación del derecho de defensa del contribuyente no resulta definitiva dado que, por principio, aquél goza de la posibilidad de rever su situación mediante un juicio ordinario posterior al apremio, puesto que el acto de cobro, no es un acto que incida sobre la existencia de la deuda, en el sentido de que el cobro legitimo no significa, por sí, definitiva adquisición por el Fisco de la suma ingresada. Asimismo, dicha regulación tampoco impidió, ante casos concretos en que la limitación de la garantía del derecho de defensa podía resultar irremediablemente lesiva de los derechos del particular o violatoria del texto del art. 18 de la Carta Magna, que los tribunales interpretaran en forma amplia las normas del rito y admitieran otras defensas pertinentes.


    Administración Federal de Ingresos Públicos  c/ Balut, Alejandro Luis s/ Ejecución fiscal


    A. 204, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Certificado de deuda. AFIP. Embargo. Intimación de pago. Sentencia arbitraria. Doctrina de la arbitrariedad. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que, si bien en principio las sentencias en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, dada la manera en que ha sido resuelto el sub lite el Fisco Nacional no podría iniciar un nuevo juicio mediante el trámite previsto en el art. 92 de la ley de rito fiscal, lo cual, configura una cuestión que excede el interés individual de las partes y afecta al de la comunidad en razón de que lo resuelto podría importar un entorpecimiento en la percepción de la renta pública. Asimismo, la sentencia ha sido dictada por el superior tribunal de la causa ya que, en virtud de la reforma introducida por la ley 23.658 al art. 92 de la ley de procedimientos tributarios, aquélla no es apelable.  La limitación que realizó el legislador, a las cuatro excepciones contempladas en el segundo párrafo del art. 92, con exclusión de las mencionadas en el código de rito, implica una cuestión de política legislativa en la regulación del proceso de ejecución fiscal, extremo que, en principio, queda excluido del control por parte de los jueces. En efecto, el derecho de defensa en juicio es, susceptible de una razonable y adecuada reglamentación por parte de los Poderes del Estado.  Además, en el caso, esta regulación del derecho de defensa del contribuyente no resulta definitiva dado que, por principio, aquél goza de la posibilidad de rever su situación mediante un juicio ordinario posterior al apremio, puesto que el acto de cobro, no es un acto que incida sobre la existencia de la deuda, en el sentido de que el cobro legitimo no significa, por sí, definitiva adquisición por el Fisco de la suma ingresada. Asimismo, dicha regulación tampoco impidió, ante casos concretos en que la limitación de la garantía del derecho de defensa podía resultar irremediablemente lesiva de los derechos del particular o violatoria del texto del art. 18 de la Carta Magna, que los tribunales interpretaran en forma amplia las normas del rito y admitieran otras defensas pertinentes.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Juarez, Ricardo Jerónimo s/ Ejecución fiscal


    A. 82, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Fisco Nacional. Facultades Administrativas. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 570, L. XXXVII, “A.F.I.P. c/ Atahualpa SRL por ejecución fiscal".


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Biella Calvet, Juan Martín s/ Ejecución fiscal


    A. 739, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Impuesto a las ganancias. Prescripción. Gravamen irreparable. Cuestión federal. Cuestiones de hecho y prueba. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La sola dilucidación de cuál es el plazo prescriptivo no es suficiente para determinar si la obligación reclamada está o no prescripta, toda vez que, con carácter previo, debe establecerse la fecha en que fue notificada la resolución mediante la cual se intimó a la empresa al pago de la suma debida. Ello, a los efectos de determinar lo que corresponda en virtud de lo normado en los arts. 65, inc. a) de la Ley 11.683 y 10 de la Ley 24.587, que establecen ciertos supuestos por los que se suspende el transcurso de la prescripción.


    Dirección General Impositiva c/ Flecamet S.A. s/ Ejecución fiscal


    D. 409, XXXV, 15 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Fisco nacional. Facultades discrecionales. Falta de agravio concreto. Prescripción. Cuestiones de hecho y prueba. Concesión parcial del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 413, L. XXXVII, “AFIP c/ Consorcio Forestal Andina por ejecución fiscal".


    En lo atinente al rechazo de las defensas introducidas por la ejecutada con base en la violación del derechos de defensa en juicio y el debido proceso, como en las garantías del juez natural y de la división de poderes, cabe señalar que, la aducida nulidad del procedimiento de apremio debido a lo que ocurriría en el caso de no oponerse excepciones como en la etapa de subasta de los bienes del deudor y en el caso de falta de cumplimiento de la sentencia, traducen un agravio hipotético o meramente conjetural que es incapaz de sustentar la apelación intentada. En tales condiciones, es inoficiosa la intervención de la Corte si falta el gravamen derivado de la aplicación de las normas cuya constitucionalidad se cuestiona.  Por lo demás, no se ha demostrado en autos, la forma concreta y puntual en que tales derechos constitucionales se habrían visto cercenados, en especial en cuanto a qué defensas se ha visto privada de oponer en virtud de la restricción contenida en el mentado art. 92 para oponer las excepciones del segundo párrafo del art. 605 del Código de rito, ya que ni siquiera ha esbozado qué argumentos no pudo utilizar.


    Administración Federal de Ingresos Públicos (DGI) c/ Pregot, Delia del Valle y otro S.H. s/ Ejecución fiscal


    A. 713, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 931; L. XXXVII, “Municipalidad de Magdalena c/ Shell Compañía de Petróleo Sociedad Anónima Shiftarts-Gessell-Schaft M.S. Primus and Co”.


    Municipalidad de Magdalena c/ Shell C.A.P.S.A.


    M. 880, XXXVII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Haber jubilatorio. Suplemento por movilidad. Excepción de falta de legitimación. Cuestiones de hecho y prueba. Prescripción. Sentencia arbitraria. Insuficiencia del agravio. Apreciación de la prueba. Discrepancia del recurrente. Sentencia extra petita. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que en caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, de los cuales uno es la arbitrariedad, corresponde considerar éste en primer término, pues de existir, dicha tacha no habría sentencia propiamente dicha.  No logra demostrar el apelante la arbitrariedad respecto al tema de prescripción. Lo mismo ocurre con el agravio referido a la prueba.  En cuanto a los agravios de neto corte federal, cabe remitirse a Fallos 322:1868.


    Lalia, Oscar Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policia Federal


    L. 68, XXXV, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Incidente de verificación. Concurso preventivo. Interpretación de la ley. Procedimiento laboral. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que el curso previsto en el artículo 14 de la Ley 48, no procede en aquellos casos en los que el recurrente discute la valoración que han otorgado los jueces a los hechos y pruebas de la causa o discrepa con la interpretación dada a las normas de derecho común o procesal aplicables en el caso, salvo que medie una notoria carencia de fundamentación en el decisorio, o un apartamiento manifiesto de la solución prevista para el caso, que, descalifiquen al fallo en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.  Ley concursal no establece pautas para la imposición de costas, motivo por el que se aplican subsidiariamente las normas del Código de Procedimientos, conforme lo prevé el artículo 228 de la ley 24.522, que conserva la redacción del artículo 301 de la ley 19.551.   El legislador previo el trámite de verificación tardía, tanto en la actual legislación como en la derogada Ley 19.551, para aquellos extremos en que median impedimentos para someterse al procedimiento regular, tales como los previstos en el artículo 202 de la ley 24.522, donde inclusive se admite la eximición de costas. Cabe entonces considerar dicho criterio extensivo a otras situaciones como la que se produjo en el sub-lite, donde la ley admitía la continuación del proceso contradictorio en su sede de origen y los interesados anoticiaron debidamente en el marco expuesto la existencia de esos juicios.  La normativa concursal, vigente al tiempo de presentarse la verificación tardía de que se trata, era la de la Ley 19.551, que establecía en su artículo 136, que la declaración de quiebra no atraía los procesos laborales en etapa de conocimiento, los cuales no se suspendían y continuaban su trámite ante el juzgado de origen, con lo cual la denuncia y reserva hecha acerca de la existencia del crédito en el concurso preventivo resultaba suficiente y por tanto inoficioso exigir al acreedor una nueva presentación de denuncia y reserva en el estado de falencia en que devino el original concurso preventivo, máxime cuando el síndico intervino y fue parte en dicha causa desde su origen.


    Jockey Club de la Provincia de Buenos Aires s/ Quiebra s/ Incidente de verificación de crédito por la Provincia de Buenos Aires


    J. 73, XXXVI, 05 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Procedencia del recurso. 


    La hermética sentencia no provee virtualmente razones que, a la luz de los argumentos esgrimidos por el inferior, justifiquen la revocatoria.  Por ello, corresponde declarar procedente el recurso extraordinario, dejar sin efecto la providencia apelada y restituir la causa al tribunal de origen.


    Masilla, Isabel T. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Indemnización por despido


    M. 560, XXXVII, 13 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Indemnización tarifada. Reformatio in pejus. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso debe prosperar, ya que la Cámara con su pronunciamiento ha agravado la situación del único apelante, colocándolo en peor situación que la resultante del fallo apelado.  Es por ello que se configura una 'reformatio in pejus', que, conforme a la doctrina de la Corte constituye una violación directa e inmediata de las garantías de defensa en juicio y propiedad, extremo que hace descalificable lo decidido con arreglo a la doctrina sobre arbitrariedad.


    Frete, Víctor Manuel c/ González, Jorge s/ Despido


    F. 531, XXXVII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Inmuebles. Pago en cuotas. Restitución de sumas de dinero. Costas. Cuestiones no procesales. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones de derecho procesal. Desestimación del recurso. 


    La Corte tiene dicho que la doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional e impone un criterio particularmente restrictivo, pues no tiene por objeto corregir en tercera instancia pronunciamientos que el recurrente estime equivocados, ni cubre su divergencia con la interpretación asignada por los jueces a los hechos y leyes comunes, sino que atiende solamente a supuestos en los que errores de razonamiento lógico de una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar la sentencia apelada como un acto jurisdiccional válido.  A la luz de tal doctrina, no puede ser tachado de arbitrario lo resuelto por el a quo en punto a los índices adoptados para actualizar las sumas que deben devolverse al actor puesto que, además que tratarse do cuestiones privativas de los jueces de la causa, no se advierte que la Cámara hubiera desatendido la realidad económica del caso y las consecuencias patrimoniales del pronunciamiento, sino que trató de preservar el valor de lo abonado de la distorsión de los valores propia de los periodos hiperinflacionarios.  Los agravios relativos a la imposición de las costas también deben ser desestimados, puesto que se trata de un aspecto no revisable ante la  instancia extraordinaria por su carácter de hecho y de derecho procesal, máxime cuando el  apelante no demuestra que el tribunal de la causa se hubiera apartado irrazonablemente de las normas aplicables ni que hubiera prescindido del resultado del pleito.


    Fazio, Norberto Omar c/ Comisión Municipal de la Vivienda (Recurso de hecho)


    F. 644, XXXVI, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Interpretación de tratados internacionales. Transporte de carga. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho que la apelación federal no es susceptible de interposición subsidiaria o condicionada al resultado de otro recurso y que no es correcta la técnica utilizada cuando se deduce la apelación en forma conjunta y subsidiaria con otro remedio impugnativo.  Para satisfacer el requisito de la fundamentación autónoma, la Corte tiene dicho que, el escrito respectivo debe contener una crítica prolija de la sentencia impugnada, o sea que el apelante debe rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el juez para arribar a las conclusiones que lo agravian, a cuyo efecto no alcanza sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en el fallo. También, que no basta para la debida fundamentación autónoma la expresión de determinada solución jurídica, contraria a la escogida en la sentencia sobre la base de la interpretación de normas federales, cuando ella no atiende y controvierte los fundamentos que sustentan el decisorio apelado.  La arbitrariedad de sentencias, de naturaleza excepcional, no está instituida para corregir fallos que se postulen equivocados sino para atender supuestos de gravedad extrema en los que se verifique un apartamiento inequívoco de la solución legal o una absoluta falta de fundamentos.


    Royal & Sun Alliance Seguros Uruguay S.A. c/ Transportes Patron S.A.C.I.F. y otros s/ Faltante y/o avería de carga transporte terrestre


    R. 532, XXXVIII, 09 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    IVA. Responsables inscriptos. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Principio de igualdad. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Ha dicho la Corte que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador y la primera fuente, para determinar tal voluntad, es la letra de la ley, cuyas palabras deben ser comprendidas en el sentido más obvio del entendimiento común, sin que quepa a los jueces sustituir al Legislador, sino aplicar la norma tal como éste la concibió.   La diferencia en cuanto a la inscripción en el lVA no implica crear un gravamen diferente para cada alternativa que ofrece la ley (RI o RNI), sino que configura una diversa modalidad que asume el impuesto a los fines del control que sobre su pago y cumplimiento de las regulaciones pueda realizar el Fisco.  Esta clasificación no se puede atribuir en forma exclusiva a cuestiones vinculadas con la capacidad económica, pues todo contribuyente responsable frente al IVA conserva la posibilidad de permanecer como inscripto frente a él. En efecto, la distinción se funda, por una parte, en que los RI han de incorporar el tributo obligatoriamente en sus operaciones, discriminándolo –si operan con otros responsables- o no –si lo hacen con consumidores finales- (arts. 37, 38 y cc), y que deben ingresar mensualmente el gravamen resultante a la DGI, por los mecanismos que correspondan, previa deducción de las retenciones, pagos a cuenta y/o percepciones que haya debido soportar en su operatoria. Y, por otro lado, para materializar estos ingresos y volcar la información necesaria que el Fisco requiera, han de llevar a cabo determinados deberes formales consistentes, en general, en tener al día los registros que las normas exijan y presentar las declaraciones juradas pertinentes.  Sostuvo la Corte, en el pronunciamiento de Fallos: 323:523, que la ley del IVA ha distinguido la situación entre ambos tipos de responsables, en mérito a la distinta envergadura económica de su actividad y que, a los no inscriptos, no es aplicable el método de liquidación del impuesto mediante la confrontación entre el crédito y el débito fiscal, sino que su carga tributaria resulta del incremento de la alícuota del impuesto que recae sobre sus insumos. Expresó también allí que “En este sistema previsto para los no inscriptos, la ley considera que ese acrecentamiento del impuesto es representativo del gravamen que pudiese corresponder al valor añadido por aquéllos, de manera que se desentiende, en principio, del importe que pudieren obtener por los servicios que preste – así como por sus ventas o locaciones-, excepto en supuestos especiales que no guardan relación con el tema examinado, o cuando de tales importes pudiese resultar la obligación de inscribirse en el tributo”.   El art. 30 de la Ley del Gravamen, establece que los RI que efectúen ventas, locaciones o prestaciones a RNI, además del impuesto originado por éstas, deberán liquidar el que corresponda a estos responsables, aplicando la alícuota del impuesto sobre el 50% del precio neto de dichas operaciones, establecido conforme a las respectivas normas del gravamen.   Por otra parte, en cuanto al agravio fincado en la presunta violación del principio de igualdad, cabe advertir que tampoco puede ser atendido, toda vez que no es la recurrente quien debe hacer frente a este gravamen del art. 30, ya que recae sobre sus compradores, sin que aquélla haya alegado ni menos demostrado que esté invistiendo su representación, ya que no se trata de un perjuicio propio. En este sentido, es profusa la doctrina de la Corte en cuanto a que la impugnación de inconstitucionalidad fundada en la garantía de la igualdad no puede formularse sino por aquéllos respecto de los cuales la ley discrimina, careciendo la actora de todo interés con referencia a este punto.


    Cooperativa de O y SP de Despeñaderos Limitada (TF 14955-I) c/ Dirección General Impositiva


    C. 55, XXXVI, 22 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juicio de desalojo. Sentencia no firme. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es doctrina de la Corte que, las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan la apertura de esta instancia a los fines del recurso extraordinario, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, vedando en forma definitiva el acceso a la jurisdicción.  La Corte tiene decidido que todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional y, por otro lado, tampoco coloca al quejoso en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que dicha decisión no clausuró la vía procesal intentada y el recurrente quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado.  Tampoco se justifica la aplicación en el sub lite de la excepcional doctrina sobre gravedad institucional, toda vez que no aparece fehacientemente acreditado que lo decidido pueda afectar de manera efectiva la actividad del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, o que lesione la normal relación entre las instituciones.  La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de que han sido vulneradas garantías constitucionales , ni por la arbitrariedad del pronunciamiento, por ello corresponde declarar formalmente inadmisible el presente remedio federal.


    Teliese de Agost, María Sofía c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    T. 23, XXXVI, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Intimación de pago. Incidente de nulidad. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    No existe en el caso sentencia definitiva conforme a la doctrina de la Corte, o sea decisión que ponga fin al pleito, impida su continuación o cause un daño de imposible o insuficiente reparación ulterior.


    Blanque, Emilio s/ Recurso de queja


    B. 502, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Pagaré. Sentencia no firme. Concesión errónea del recurso. Denegatoria del recurso. 


    Para que proceda el recurso extraordinario, se requiere que la resolución apelada revista en carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. En tal sentido la Corte tiene dicho que las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos son, por regla, insusceptibles de tratamiento por vía extraordinaria, puesto que para ello se requiere que la recurrida sea sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente remedio ulterior, requisito éste cuya concurrencia no debe obviarse aunque se invoque arbitrariedad o violación de garantías constitucionales, o la magnitud del perjuicio, ni la alegación de inconvenientes para el completo resarcimiento en el juicio ordinario posterior.


    Warbel S.A. c/ Cooperativa Agropecuaria y Forestal General Güemes Limitada


    W. 16, XXXVII, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Ley de accidentes de trabajo. Citación en garantía. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Ley 9.688.


    La Sala, según se precisó, extendió la condena a la citada en garantía, sustentada en un argumento que no fue aducido y desechando, a un tiempo, toda consideración de los efectivamente articulados, extremo que, ciertamente, obsta a la validez en el punto del decisorio. Por ello, asiste razón a la quejosa, se debe atender su alegación de arbitrariedad.


    Jurado, Salvador Argentino c/ Capyna S.A. Petrolera y de Navegación S.A. s/ Accidente Ley 9.688


    J. 4, XXXVII, 22 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Ley federal de educación. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La inteligencia de las leyes debe tener en cuenta el contexto general y los fines que las informan y, a ese objeto, la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de sus términos, que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del Legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente, para evitar la frustración de los objetivos de la norma.  Según los fundamentos expuestos por los Legisladores que presentaron el proyecto, el objetivo de la ley que autorizó la transferencia de los servicios educativos fue diseñar un sistema federal de educación en el que se preserve la unidad cultural y se respete la diversidad regional, que logre homogeneizar los logros educativos, diseñar modelos pedagógicos de validez social, adecuar las orientaciones con las necesidades y requerimientos comunitarios y generar eficiencia en los niveles de gestión y supervisión. Si bien allí se sostiene que una de las estrategias fundamentales para el logro de estos fines es la transferencia los servicios educativos nacionales a las provincias y a la entonces Municipalidad Ciudad de Buenos Aires, dicha circunstancia no resultó ser un obstáculo para que, por el art. 1°, segundo párrafo, de la ley 24.049, se exceptuara expresamente a determinadas escuelas e institutos superiores y se facultara al Poder Ejecutivo a decidir la oportunidad de transferir estos servicios en forma total o parcial, aspectos que se dejaron librados a la discrecionalidad y que, al disponer así, implicaban la posibilidad de mantenerlos ámbito nacional al que ya pertenecían.


    González, Alejandro Daniel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Cultura y Educación s/ Proceso de conocimiento


    G. 1227, XXXVI, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Afectación al servicio público. Interpretación de la ley. Falta de agravio concreto. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte declaró que la norma procesal bajo análisis se refiere exclusivamente a su potestad para entender respecto de medidas cautelares dictadas aun por quien no reviste la calidad de superior tribunal de la causa en los términos del art. 14 de la ley 48.  Pese a que un primer análisis del texto del citado art. 195 bis parecería indicar que se trata de un recurso que no estaría limitado por requisito de ninguna índole, cuando se dicte una medida precautoria que interfiera actividades esenciales de los estados Nacional o locales o el desenvolvimiento de entidades afectadas a alguna actividad de interés estatal pues, no contempla el plazo dentro del cual debe interponerse.   En efecto, es principio reconocido desde antiguo por el Tribunal que no es método recomendable en la interpretación de las leyes, el de atenerse estrictamente a sus palabras, ya que el espíritu que las informa es lo que debe rastrearse en procura de una aplicación racional, que avente el riesgo de un formalismo paralizante, pues lo que ha de perseguirse es una valiosa interpretación de lo que las normas, jurídicamente, han querido mandar, propósito que no debe ser obviado por los jueces con motivo de las posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación legal y, por otra parte, que las leyes excepcionales, como las que restringen por causas de emergencia derechos amparados por la Constitución Nacional, deben ser interpretadas en forma estricta.  Así, el verdadero propósito del Congreso ha sido el de otorgar categoría de ley al recurso extraordinario per saltum admitido por la Corte, mediante creación jurisprudencial, a partir de Fallos: 313:863, frente a la configuración del específico supuesto de gravedad institucional más arriba aludido. Esta inteligencia, por una parte, no le quita celeridad al remedio en cuestión y, por la otra, permite rodearlo de ciertos límites, pues deberán cumplirse los demás requisitos contemplados para la procedencia del recurso del art. 14 de la ley 48 que, en definitiva, redundarán en una mayor garantía procesal para la contraparte que aquella que podría derivarse de pensar que se trata de un nuevo recurso de inusitada amplitud ante la Corte.  La Corte Suprema, para conservar nuestro sistema institucional y mantener la supremacía de la Constitución Nacional, se siente habilitada por el orden jurídico para seleccionar los problemas que, por la trascendencia de los intereses que afectan, no pueden escapar a su control constitucional mediante la alegación de obstáculos de índole formal o procesal. Al obrar de tal modo, la Corte actúa en cumplimiento de una alta tarea de política judicial, impuesta por la firme defensa del orden constitucional y afirmada de tal modo como su más delicada e ineludible función jurisdiccional.


    Organismo Regulador del Sistema de Aeropuertos (O.R.S.N.A.) s/ Solicita intervención urgente en autos: "Aeropuertos Argentina 2000 S.A. c/ Estado Nacional. - Jefe de Gabinete de Ministros s/ Proceso de conocimiento


    O. 1, XXXVIII, 19 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Per saltum. Afectación al servicio público. Interpretación de la ley. Falta de agravio concreto. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 1, L. XXXVIII, “Organismo Regulador del Sistema Aeropuertos (O.R.S.N.A.) s/ Solicita intervención urgente en autos: Aeropuertos Argentina 2000 S.A. c/ E.N. -Jefe de Gabinete de Ministros -s/ Proceso de conocimiento”.


    El propósito del legislador no fue el de introducir un nuevo recurso de inusitada amplitud ante la Corte Suprema sino el de tornar aplicables al nuevo instituto, dado su carácter excepcional y a fin de rodearlo de límites ciertos y precisos, los demás requisitos contemplados para la procedencia del recurso extraordinario, pues lo que en realidad hizo al sancionar el art. 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación fue otorgar categoría de ley al recurso extraordinario per saltum, admitido por la Corte mediante creación jurisprudencial.  En tales condiciones, este nuevo instituto debe regirse, en todo aquello que no se oponga a las previsiones del aludido art. 195 bis, por las normas de apertura del recurso del art. 14 de la ley 48, las cuales, en función del carácter estrictamente excepcional de éste, que también impregna al primero, deben interpretarse y aplicarse con criterio restrictivo, de acuerdo con la doctrina que largamente elaboró la Corte sobre el punto.  Respecto de la aducida imposibilidad de exigir el pago y de rescindir el contrato por tal motivo, que provocarían el desequilibrio de la relación contractual, lejos de demostrar la verosimilitud de dicha afirmación, el Estado Nacional dictó varias medidas que, conducen a interpretar que ha reconocido la necesidad de reevaluar las condiciones establecidas en las concesiones de servicios públicos, entre ellas, la atinente a este pleito. Es menester acotar que la propia ley 25.561, en el capítulo 11, previó la renegociación de los contratos de obras y servicios públicos afectados tanto por la emergencia en ella declarada como por el nuevo régimen cambiario. En este sentido, por aplicación de la jurisprudencia del Tribunal que indica que sus decisiones deben atender a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, aun cuando sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, no puede dejar de considerarse la incidencia que tiene la mencionada ley, así como los decretos dictados en su consecuencia, y las medidas adoptadas por el Ministerio de Economía como organismo encargado de los procesos de renegociación de los contratos de servicios públicos, tanto sobre el fondo de la controversia como sobre la cautelar concedida.  Ello es así, toda vez que estos actos instrumentan procedimientos de renegociación de los contratos celebrados por el Estado Nacional, entre los que se incluye expresamente al Sistema Nacional de Aeropuertos y más específicamente a la empresa Aeropuertos Argentina 2000 S.A, lo que lleva a demostrar, por lo menos en principio, el cambio de criterio operado en la autoridad administrativa concedente. En efecto, las circunstancias antedichas conducen a intuir que, lejos de demostrar la aducida voluntad de rescindir el contrato, el recurrente procura preservar su vigencia a través de la reformulación de las condiciones originariamente pactadas, consistente en revisar los cronogramas de inversiones y tarifas, incluyendo lo relacionado con, el pago del canon.  En tales condiciones, la desarticulación de la relación contractual no trasciende más allá de las partes y no se proyecta, en principio, hacia la comunidad, puesto que el recurrente no demostró su incidencia en la prestación del servicio público aeroportuario, por lo cual, toda vez que, el hecho de que el Estado Nacional haya decidido entablar negociaciones al efecto de modificar, entre otros puntos, el monto del canon a cargo de la concesionaria, evidencia, cuando menos, que no es su intención inmediata rescindir el contrato por la falta de pago de aquél, circunstancia que deja sin andamiaje a su agravio fundado en aducir que la medida cautelar lo privaría de ejercer su prerrogativa más decisoria en punto a obtener que no se desvirtúen los fines de la concesión.


    Van Lacke, Carlos A. por el Organismo Regulador del Sistema de Aeropuertos s/ Su presentación en autos: Aeropuertos Argentina 2000 S.A. c/ PEN s/ Medida Cautelar


    V. 12, XXXVIII, 19 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Nulidad del acto administrativo. Cuestiones procesales. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Sentencia no firme. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Inadmisibilidad del recurso. 


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan en principio la apertura del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48, toda vez que se trata de cuestiones de derecho público local y de carácter procesal ajenas, como regla y por su naturaleza, a esa instancia en virtud del debido respeto a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas. Asimismo, corresponde advertir que dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, como que haya denegatoria del fuero federal o privación de justicia.   Por lo tanto, al no existir privación de justicia, no se presenta en el sub examine un supuesto de gravedad institucional que permita la apertura del recurso extraordinario deducido, dado que lo resuelto no excede el mero interés particular del recurrente, ni pone en riesgo el funcionamiento de las instituciones básicas de la comunidad.  La ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse con la invocación de la existencia de arbitrariedad en el pronunciamiento, ni de que se hayan vulnerado garantías constitucionales.


    Hidroeléctrica El Chocón S.A. c/ Provincia del Neuquén


    H. 176, XXXVI, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Pago. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 152, L. XXXVII, "ELMA S.A. c/ Pratti Vázquez Iglesias S.A.".


    Ruiz, Francisco Ricardo c/ E.F.A. Empresa Ferrocarriles Argentinos s/ Accidente - Ley 9.688


    R. 704, XXXVII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Patentes. Propiedad industrial. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa  E. 11, L. XXXVIII, "Eli Lilly and Company c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente" y fallo de la causa P. 282, L. XXXVI, "Pfizer Inc. c/ lnstituto Nacional de PropiedadIndustrial s/ Denegatoria de patente".


    Biota Scientific Management Pty Ltd C/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    B. 2267, XXXVIII, 13 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Letras de tesorería. Ley de consolidación de la deuda pública. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario es improcedente, al no darse uno de los requisitos propios indispensables para su aceptación, cual es el de resolución contraria. En efecto, desde antiguo ha sido un supuesto imprescindible para la viabilidad del recurso del artículo 14 de la ley 48, que la cuestión federal haya sido resuelta en forma contraria al derecho federal invocado, toda vez que la razón de ser de esta apelación excepcional radica en la necesidad de asegurar la supremacía de la Constitución, tratados y leyes nacionales que consagra el artículo 31 de la Constitución Nacional.  Si bien la Corte consideró que tal requisito se cumple de hecho en todos los casos de los incisos 1° y 3° del citado artículo 14 de la ley 48, tratándose de cuestiones federales complejas –incompatibilidad de normas o actos locales con la Constitución Nacional- también sostuvo que en tal supuesto "rige el inciso 2°, del artículo 14, de la ley 48, que limita la jurisdicción apelada de esta Corte a los casos en que la decisión haya sido a favor de la validez de la ley o autoridad de Provincia". Asimismo, el Alto Tribunal estableció que el cumplimiento de los requisitos legales condicionantes del ejercicio de la jurisdicción extraordinaria, a los efectos de la apertura del recurso, debe ser observado cualquiera sea la importancia de la cuestión debatida.   En tales condiciones, al no darse el requisito de resolución contraria, toda vez que la Corte Suprema de Tucumán declaró la inconstitucionalidad de leyes locales, el recurso deducido por la accionada no puede prosperar, porque la arbitrariedad no constituye un fundamento autónomo de la apelación del artículo 14 de la ley 48, sino el medio idóneo para asegurar el reconocimiento de alguna de las garantías consagradas por la Constitución Nacional.  En definitiva, las quejas de la recurrente no hacen sino demostrar una mera discrepancia con los argumentos del a quo basados en la interpretación de normas de derecho público local, irrevisables en esta instancia de excepción.


    Alfaro, Juan Carlos c/ Superior Gobierno de la Provincia de Tucumán s/ Cobro ejecutivo


    A. 412, XXXVII, 04 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Recurso de inaplicabilidad de ley. Jubilaciones. Exceso ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que si bien los agravios que remiten a cuestiones de hecho, prueba y derecho común son ajenos, en principio, a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no es óbice para la procedencia de esta vía cuando la alzada ha procedido con excesivo rigor formal y prescindido de considerar planteos y constancias de la causa que podrían incidir en la correcta solución del caso.  El juzgador no sólo ha prescindido sino que se ha apartado de lo expresamente estipulado en la ley que interpretó, en desmedro de los derechos del recurrente. De la lectura del artículo 98 de la ley local 8.732, se desprende que todas las acciones que se entablen en virtud de esa normativa gozarán del beneficio de pobreza en la vía judicial, por lo que cabe concluir que la intención del parlamentario fue beneficiar, con la exención precisada, a todos aquellos que reclamen por los derecho emanados por dicha norma, buscando que puedan defenderlos sin ser obstaculizados por cuestiones de índole económica, y sin haber distingo alguno respecto al camino procesal elegido para tal fin.  La actitud del sentenciador no luce razonable, a la luz de la doctrina de la Corte, en el sentido de que la inteligencia de las leyes debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general y los fines que las informan, y a ese objeto la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de sus términos, de tal modo que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador.  La decisión atacada es descalificable por cuanto la naturaleza alimentaria de las prestaciones previsionales impone a los jueces fijar el alcance del contenido de las normas que las regulan con suma cautela, a fin de lograr una aplicación racional y prudente de aquéllas y evitar el riesgo de caer en un formalismo estéril -apartado del espíritu que las motivó- que conduce al desconocimiento de los beneficios que acuerda la seguridad social.


    Pajares Della Chiessa y otros c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ Acción de inconstitucionalidad


    P. 810, XXXVI, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Registro de la propiedad intelectual. Solicitud de patente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa N n° 75, L. XXXVII, "Nihon Bayer Agrochem KK c/ Instituto Nacional de la Propiedad Intelectual s/ Denegatoria de patente".


    The wellcome foundation limited c/ Instituto nacional de la propiedad industrial s/ Denegatoria de patente


    T. 274, XXXVII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Más allá de los argumentos expuestos por el recurrente acerca de las facultades del tribunal para emitir la decisión objetada, la misma no cumple el requisito de sentencia definitiva que ponga fin a la discusión sobre el tema en cuestión, cual es el de la regulación de honorarios que corresponde establecer.


    Automotores Cadema S.A. y otros c/ Goldschmidt, Nicolás y otro s/ Medidas precautorias


    A. 970, XXXVI, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Solicitud de patente. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 284, L. XXXVI, "Pfizer Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.strial s/ Denegatoria de patente".


    Hoechst Marion Roussel Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Intelectual s/ Denegatoria de incidente


    H. 128, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Subasta. Banco Central de la República Argentina. Astreintes. Sanciones pecuniarias. Deuda pública. Procedencia del recurso. 


    Es correcto el razonamiento del apelante en el sentido de que las astreintes fueron fijadas en australes y no en dólares. En efecto, si conforme a los artículos 666 bis, del Código Civil, y 37, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la ley permite a los jueces aplicar sanciones de carácter pecuniario a quienes no cumplieron deberes jurídicos impuestos por una resolución judicial, del contenido de dichas normas, y por elementales principios de lógica jurídica, se desprende que tales penalidades no pueden ser fijadas sino en la moneda de curso legal vigente al tiempo de ser establecidas.  La doctrina y jurisprudencia, ha reconocido unánimemente que las astreintes sólo pueden constituir una suma dineraria, y, por lo tanto, la sanción conminatoria que se impone al incumplidor, deviene en una obligación de dinero, que no puede ser otro que aquél que tiene curso legal y forzoso.  A todo evento, conviene tener presente que, al encontrarse en tela de juicio la aplicación de la ley de consolidación de la deuda pública, la Corte precisó que el artículo 22 de la ley 23.982, no abarca las obligaciones emergentes de sanciones impuestas por los jueces en ejercicio de las facultades que les acuerda el artículo 37 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ya que, de lo contrario, el instituto creado como vía legal de compulsión para que el deudor procure al acreedor aquello a que está obligado, quedaría desnaturalizado y se neutralizarían sus efectos. Y agregó que, dado el fin perseguido por las astreintes, y en atención a la naturaleza del instituto, no resulta admisible que aquél artículo incluya la obligación impuesta como consecuencia de la conducta renuente por la que el deudor dilata su cumplimiento mediante la comunicación de que no tiene asignada la partida presupuestaria correspondiente.  En mérito a las consideraciones precedentes, ha de hacerse lugar al recurso ordinario presentado, sin perjuicio de que, dada la naturaleza de las astreintes, su carácter provisional y no indemnizatorio, y en atención a la plenitud de las facultades cognoscitivas del Tribunal, pueda la Corte modificar la sanción conminatoria sobre la base de otros fundamentos, ya que la Corte es juez de la contienda del recurso y consecuentemente, del alcance de su jurisdicción en la tercera instancia ordinaria.


    Banco Ganadero Argentino c/ Medicina Técnica s/ Ejecución hipotecarias


    B. 837, XXXVII, 22 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Tasas. Sentencia arbitraria. Reformatio in pejus. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que incurre en reformatio in pejus el pronunciamiento que coloca a los únicos apelantes en peor situación que la resultante de la sentencia recurrida, lo que constituye una violación directa e inmediata a las garantías de defensa en juicio y de propiedad.  Ha establecido, asimismo, que es arbitraria la sentencia que, apartándose de los límites de su competencia, establece un mecanismo para el cálculo del crédito, del que resulta un importe sensiblemente inferior al que correspondía según lo resuelto en la instancia precedente.


    Banca Nazionale del Lavoro S.A. c/ Zaráte, Osvaldo s/ Juicio ejecutivo


    B. 436, XXXVII, 18 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Tribunal colegiado. Voto de los jueces. Revocación de sentencia. 


    El agravio central del apelante se basa en la arbitrariedad del fallo por ausencia de la mayoría necesaria de votos que justificase el rechazo de su reclamo, antecedente que le permite sostener que el pronunciamiento atacado carece del correspondiente recaudo de validez.   Es claro que, si bien tres de los cinco camaristas coinciden en la solución final de rechazo de la demanda, parten de premisas y, en ciertos casos, de argumentos contradictorios. De tal modo, no hay opiniones en mayoría coincidentes sobre los fundamentos que permitan llegar a la solución de las cuestiones controvertidas en la litis.   Al respecto, tal como lo ha establecido la Corte, la sentencia constituye una unidad lógico jurídica, cuya validez depende no sólo de que la pluralidad convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también presente una sustancial coincidencia en los fundamentos que permitan llegar a una conclusión adoptada por la mayoría absoluta de los miembros del tribunal.   Al ser ello así, cabe hacer excepción al principio según el cual el modo de emitir el voto de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de la sentencia son materias ajenas a la apelación del artículo 14 de la ley 48, habida cuenta de que no ha habido una mayoría real de sus integrantes que sustente las conclusiones que decide su sentencia.  En tales condiciones, cabe la intervención de la Corte en virtud de la obligación que le cabe de corregir la actuación de los tribunales inferiores cuando se configura un supuesto de transgresión a los principios fundamentales inherentes a la mejor y más correcta administración de justicia, en salvaguarda del derecho de defensa en juicio.


    Iguera, Roberto Omar c/ Banco Central de la República Argentina s/ Cobro de australes


    I. 120, XXXVII, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Beneficios previsionales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso interpuesto resulta procedente toda vez que está en tela de juicio la interpretación de normas de carácter federal y la decisión final en la causa fue contraria a las pretensiones que el apelante fundó en sus disposiciones.  De la letra de la norma citada no se desprende que se deban comprobar las razones políticas por las cuales se dio de baja a los agentes, sino que, por el contrario, resulta claro al precisar los requisitos para gozar de sus beneficios y que, fueron cumplidos por la demandante, el texto legal en modo alguno se refiere a esas razones.


    Rodríguez de L., Rosa c/ Estado Nacional (Ministerio de Interior)


    R. 123, XXXV, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Licitación pública. Derecho de propiedad. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Inadmisibilidad del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que los agravios que se vinculan con las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio, materia que se encuentra legislada por la Constitución y las leyes locales, escapan a la instancia del recurso extraordinario del Artículo 14 de la Ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y de regirse por ellas.  Al mismo tiempo, cuando el recurso extraordinario se funda en agravios que reiteran –una vez más- los ya vertidos al apelar la sentencia de segundo grado provincial, desechados sobre la base de fundamentos que, no compete a la Corte revisar, toda vez que no se puede convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia para debatir problemas no federales.


    Industrias Metalúrgicas Pescarmona c/ Provincia de San Juan


    I. 90, XXXVII, 06 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Notificación. Traslado. Devolución del expediente. 


    Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, particularmente el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el artículo 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa.


    Yoma S.A. y otras s/ Concurso Preventivo pro agrupamiento


    Y. 34, XXXVII, 27 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios


    Acreditada que sea mediante comprobante de aportes recientes la vigencia de la inscripción denunciada, sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular la suma acreditada.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Nora Edith Woll (idioma alemán)


    S. 143, XXIV, 07 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Atento a que el Superior Tribunal Provincial invocó su sometimiento a las directivas de la Corte, son los miembros de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en su carácter de intérprete máximo de sus propios dichos, a quienes compete expedirse en el problema, dado que la Procuración General de la Nación no tuvo participación ni, por ende, opinión consonante, en el anterior pronunciamiento del Alto Tribunal en la presente causa.


    Incidente de regulación de honorarios Dr. Ungaro Albor c/ Martínez, Enrique Luis y Martínez. Michelet S.A.


    U. 2, XXXVIII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Dado que el peticionante no fue designado específicamente por la Corte, sino que su tarea devino como consecuencia de desempeñarse como asesor en estructuras y edificios de la entidad que evacuó el informe, sin que la relación que pueda vincularlo a ella sea relevante a los fines que aquí interesan, en consecuencia, lo solicitado resulta manifiestamente improcedente.


    Incidente regulación de honorarios de perito ingeniero Juan M. Cardoni


    S. 143, XXIV, 11 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284 y atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado se considera excesiva la estimación propuesta por la peticionante.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Fernanda L. Salem (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Honorarios del perito. 


    La estimación propuesta por la interesada resulta adecuada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado - Artículo 29 de la Ley 20.305- conforme las pautas establecidas en el cuadro de aranceles.


    Incidente de Regulación de Honorarios promovido por Fernanda L. Salem (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 13 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305- y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios de la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promopvido por Andrea María A (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 22 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305- y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios de la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Estela D. B.  (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 22 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305- y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios de la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Fernanda L. S. (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 04 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado, y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios de la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Beatriz Barroso


    S. 143, XXXIV, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Base regulatoria. 


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado - Artículo 29, Ley 20.305- es considerado adecuar y regular la suma percibida por el perito.


    Incidente de Regulación de Honorarios promovido por Salim Salomón (idioma árabe)


    S. 143, XXIV, 13 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión del expediente


    Remisión al dictamen de la causa S.975, L. XXXV, "Soria, María F. y otro c/ Edenor S.A.".


    Rodríguez, Rubén Ernesto c/ Sucesores de Alfredo Williner


    R. 78, XXXVI, 14 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo IX


    Derecho Procesal Constitucional


    Acción de amparo


    Cámara federal de Apelaciones. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 553, XXXVIII, “Spinnato, Salvador c/ Banca Nazionale de Lavoro S.A. s/ Acción de amparo”.


    Farías, Osvaldo s/ Acción de amparo


    COMP. 590, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el estado. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII,  "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Incidente Medida Cautelar en autos: Burgos, María A. del Carmen y otros (empleados del CONICET) c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    B. 1645, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII,  "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Isabal, Fernando c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y Administración Federal de Ingresos Públicos


    I. 26, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa T.348, L.XXXVIII, "Tobar, Leónidas c/ E.N. - MO Defensa-Contaduría General del Ejército- Ley 25.453 s/ Amparo - Ley 16.986".


    Arce, Julio Daniel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Decreto 896/01 - Ley 25453 s/ Amparo Ley 16.986


    A. 1694, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Arthur, Cristina M. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía de la Nación y Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Amparo


    A. 235, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Deza, Ricardo J. y otros c/ Comisión Nacional de Energía Atómica s/ Acción de Amparo y Medida de no innovar


    D. 155, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Incidente de Medida Cautelar en autos: Gómez, José Oscar c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada de la República Argentina s/ Acción de Amparo


    G. 941, XXXVII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Incidente Medida Cautelar en autos: Cepeda, Jorge y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria s/ Amparo


    C. 1263, XXXVII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Medida cautelar de no innovar".


    Galardi, Graciela Nelly y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía de la Nación y Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Amparo


    G. 262, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli. Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Albrini, María Inés y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía de la Nación y Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Amparo


    A. 236, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli. Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Benítez, Fernando Javier y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía de la Nación y Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Amparo


    B. 1296, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, “Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar”.


    Ávila, Alejandra Cecilia y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía de la Nación y Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Amparo


    A. 237, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, “Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar”.


    Cepeda, Jorge Vicente y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria


    C. 1264, XXXVII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, “Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar”.


    Incidente Medida Cautelar en autos: Isabal, Fernando c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Amparo


    I. 20, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa


    Juicios contra el estado. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli. Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Altmair, Manuel c/ Poder Ejecutivo Nacional - Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    A. 1137, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Competencia civil. Competencia nacional. 


    En este caso, no existe cuestión de competencia pendiente de solución, la planteada fue resuelta por el tribunal instituido para hacerlo y no se encuentra dentro de las facultades que el Art. 24, inc. 7 del decreto ley 1285/58 confiere a la Corte,la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Lerones, Elena Antonia c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    COMP. 758, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Competencia federal. 


    Dictamen de la causa Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco de La Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    De los términos de la demanda se desprende que, si bien el actor interpone el amparo contra actos emanados de una autoridad  local -el Banco de la Provincia de Buenos Aires-, tales actos se cuestionan por omitir la aplicación de normas nacionales -el decreto-ley 1387/01, modificado por el decreto-ley N° 1570/01- de lo que se desprende que la presente causa tiene un manifiesto contenido federal y debe tramitar ante el fuero de excepción


    Pérez, Mariano Emilio c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 643, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S. A. s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Grignano, Francisco c/ Banco del Rio de La Plata s/ Amparo


    COMP. 567, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S. A. s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Orlandi, Gustavo Roberto c/ Banco Rio de La Plata S.A. s/ Amparo


    COMP. 586, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictamenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S. A. s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Policelli, Claudio Oscar c/ Banco Rio de La Plata s/ Amparo


    COMP. 568, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 643, XXXVIII, "Pérez, Mariano Emilio c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo" y Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Menta, Laura c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 644, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S. A. s/ Acción de amparo y medida cautelar" y Comp. 342, XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    González, Nadia Elsie c/ Banco Rio de La Plata S.A. s/ Amparo


    COMP. 566, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S. A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Balliriain, Cristina c/ Estado Nacional s/ Demanda de Amparo


    COMP. 564, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Inhibitoria. Defensa de la competencia. Competencia federal. 


    La Corte ha sostenido el carácter federal del artículo 1° de la ley de defensa de la competencia N° 22.262 -hoy derogada- idéntico al de la ley vigente N° 25.156 en que se funda, entre otros, la acción.Por otro lado, la nueva ley de defensa de la competencia establece una peculiar organización de competencia, con posibilidad de acceso a una jurisdicción especial. En efecto, la ley 25.156 crea al Tribunal de Defensa de la Competencia y le encomienda aplicar y controlar el cumplimiento de tal norma, establece un régimen de sanciones a aquéllas personas físicas o jurídicas públicas o privadas, con o sin fines de lucro que realicen actividades económicas que restrinjan, limiten o distorsionen la competencia en un mercado, afectando el interés económico general. En este marco normativo, prevé, una instancia de apelación, ante la "Cámara Federal que corresponda".


    Con arreglo a la reiterada doctrina de la Corte, en orden a que las normas que atribuyen competencia a determinados tribunales para entender en ciertas materias cuando de recursos se trata, son indicativas de una especialización que el ordenamiento les reconoce y que constituye una relevante, circunstancia a tener en cuenta cuando esos mismos temas son objeto de una demanda, a falta de disposiciones legales que impongan una atribución distinta.


    
      Surcor TV S.A. c/ Multicanal S.A. s/ Amparo

      

    


    COMP. 1903, XXXVII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Poder de policía. Decomiso. Competencia por la materia. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    La Ley de Amparo n° 16.986 establece que será competente en esta acción el juez de primera instancia con jurisdicción en el lugar en que el acto se exteriorice o pudiere tener efecto, observándose,en lo pertinente, las normas sobre competencia por razón de la materia (artículo 4) y "que deberá ser aplicada por los jueces federales de las provincias en los casos en que el acto impugnado provenga de una autoridad nacional.


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción, vale decir, que se encuentra circunscrito a las causas que expresamente la atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. Al mismo tiempo, se entiende que los conflictos entre autoridades locales deben hallar solución -jurídica o política- en el ámbito provincial, sin injerencia de la justicia de la Nación.


    F., Evangelista s/ Amparo


    COMP. 358, XXXVIII, 18 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Competencia civil. 


    Remisión al precedente “Sarquis, Pablo Víctor c/ Alcántara S.A.C.I. s/ Ejecución hipotecaria” (Fallos: 314: 100).


    Bank Boston National Association c/ García, Elsa Alicia


    COMP. 2145, XXXVII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios contra el estado. Competencia por conexidad. Competencia contencioso administrativa. 


    En la presente contienda de competencia, le asiste razón al Magistrado del Trabajo, toda vez que del contexto del reclamo efectuado por el actor, no se advierte que exista conexidad con las actuaciones laborales que tramitaron por ante dicho fuero,las cuales se encuentran con sentencia firme y ejecutoriada.


    No existiendo identidad de sujetos, objeto, ni causa, que ameriten la acumulación por conexidad de ambas actuaciones, corresponde dirimir esta contienda disponiendo que compete al señor juez a cargo del Juzgado Nacional de primera instancia en lo Contencioso Administrativo Federal.


    
      

    


    Rivero, Aparicio Lorenzo c/ Estado Nacional


    COMP. 315, XXXVIII, 17 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Estafa. Extravío del cheque. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Competencia de instrucción. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente,al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    G., Celso Emilio s/ Incidente de controversia


    COMP. 26, XXXVIII, 05 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Medidas autosatisfactivas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Blanco, Raúl Rafael c/ Banco de Chubut S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 765, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Retenciones salariales. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que, aún tratándose de los interventores federales de una provincia, su actuación en el orden local no pierde ese carácter en razón del origen de su investidura,tampoco pierde su condición de funcionarios provinciales los designados por el interventor para el desempeño de cargos locales, y los delitos que puedan cometer en el ejercicio de tales cargos son de conocimiento de la justicia provincial.


    S., Marcelino Alejandro y otros s/ Denuncia


    COMP. 2075, XXXVII, 22 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Contienda positiva de competencia


    Acción de amparo. Plazo fijo en dólares. Entidades financieras. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado Federal N°4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Resulta acertado que la Justicia Federal intervenga en los pleitos donde se impugnan actos de entidades financieras que están sujetas a las leyes yautoridades nacionales y la cuestión versa sobre requisitos aplicables en materia monetaria y bancaria de neto contenido federal.


    Whang Yeong Ill c/ Bank Boston s/ Amparo


    COMP. 641, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema. Cámara de Apelaciones. 


    La ley 25.587 dispuso en su artículo 8 que en los supuestos en que se hubiera interpuesto recurso de apelación directamente ante la Corte en virtud de lo establecido en el artículo 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, laCorte remitirá a las respectivas Cámaras de Apelaciones las actuaciones que se encontraran pendientes de decisión.


    Recordón, Augusto Carlos c/ Poder Ejecutivo y otros s/ Amparo


    COMP. 718, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Defraudación. Malversación de caudales públicos. Competencia federal. 


    La Corte tiene decidido que en los casos que involucran a un funcionario federal la competencia del fuero de excepción solo se halla justificada cuando los hechos aparecen vinculados al desempeño de sus funciones como tal.


    P., Eduardo s/ Plantea Inhibitoria


    COMP. 968, XXXVII, 11 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Inhibitoria. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Rio de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”.


    Banca Nazionale del Laboro S.A. s/ Planteo de inhibitoria


    COMP. 416, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Medidas Cautelares. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hubo Ariel c/ Banco Río de La Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado federal N°4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”, opiniones que fueron compartidas por la Corte suprema.


    Teme, Alberto Ramón c/ Banco Río de la Plata S.A. (Sucursal Resistencia) s/ Medida cautelar innovativa


    COMP. 545, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Acción de amparo. Cámara de Apelaciones. 


    Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    La contienda entre jueces nacionales de primera instancia debe ser dirimida, según el Art. 24, Inc. 7° del decreto -ley 1285/58, por la Cámara del aquél juez que primero hubiese conocido en la causa.


    Rosenkranz, Esther Sara y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo - Sumarísimo


    COMP. 762, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. 


    Cabe recordar ante todo, que cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades  conferidas para dirimirlas por el art. 24 inc. 7° del decreto- ley 1285/58 a la Cámara de la cual dependael juez que primero hubiese conocido, no incluyen la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.


    Rodríguez, Raúl Omar y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 693, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Competencia contencioso administrativa. 


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia las facultades conferidas para dirimirlas por el artículo 24 inciso 7 del decreto-ley 1285/58 a la Cámara de la cual dependa el juez que primero hubiese conocido,no incluyen la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.


    Salt, Marcos Gabriel c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo


    COMP. 631, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 637, XXXVIII, “Nudel, Cristina Rosa c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo Ley 16.956”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    



    Dalto, Margarita Juana y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 842, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Competencia federal. 


    Custiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” opinión que fue compartida por la Corte Suprema y Comp. 637, XXXVIII, “Nudel, Cristina Rosa c/ Poder Ejecutivo Nacional –Ley 25.561 Decretos 1570/01/ y 214/02 s/ Amparo Ley 16.896”.


    Mares, Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.551 - Decretos 1.570/01, 214/02 s/ Amparo


    COMP. 792, XXXVIII, 02 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hubo Ariel c/ Banco Río de La Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 529, XXXVIII, “Capó de Azaian Raquel c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dto. 1570/01 s/ Amparo Ley 16.986”, opiniones que fueron compartidas por la Corte suprema.  16.986”, opiniones que fueron compartidas por la Corte suprema.


    Sabbatini, Stella Maris c/ Fisco Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 801, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema. on compartidas por la Corte Suprema. on compartidas por la Corte Suprema.


    Fourne, María Inés c/ Banco Provincia de Buenos Aires s/ Acción de amparo


    COMP. 805, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema. on compartidas por la Corte Suprema. on compartidas por la Corte Suprema.


    Gayol, Antonio y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP. 823, XXXVIII, 31 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema. on compartidas por la Corte Suprema. on compartidas por la Corte Suprema.


    Marziotti Palmira A. c/ Banco Francés s/ Acción de amparo


    COMP. 807, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema. on compartidas por la Corte Suprema. on compartidas por la Corte Suprema.


    Sacchi, Rosana s/ Amparo


    COMP. 696, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131; L. XXXVIII, Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 319; L. XXXVIII, “Bratulich, Norman C. s/ Acción de amparo”.


    Vázquez, Manuel s/ Amparo


    COMP. 460, XXXVIII, 19 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131; L. XXXVIII, Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 377; L. XXXVIII, “Viñuela, Jorge A. c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo”.


    Revillo, Edgar Francisco c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo


    COMP. 527, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131; L. XXXVIII, Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 377; L. XXXVIII, “Viñuela, Jorge A. c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo”.


    Santarelli, Martín Daniel y otro c/ Banco de La Pampa s/ Acción de amparo


    COMP. 526, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hubo Ariel c/ Banco Río de La Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 529, XXXVIII, “Capó de Azaian Raquel c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dto. 1570/01 s/ Amparo Ley 16.986”, opiniones que fueron compartidas por la Corte suprema. 


    Spur, Karin Silvia c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP. 645, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”,opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Cavallo, Néstor A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Cooperativa Obrera Ltda. de consumo y vivienda s/ Amparo


    COMP. 824, XXXVIII, 31 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 529, XXXVIII, “Capó de Azaian Raquel c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dto. 1570/01 s/ Amparo Ley 16.986”, opiniones que fueron compartidas por la Corte suprema. 


    Galli, Graciela Margarita c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP. 704, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata S. A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Victoria, Yolanda s/ Acción de amparo


    COMP. 570, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 710, XXXVIII, “Izaguirre Mario y otro s/ Amparo”, y su cita.


    Paradiso, Eduardo Rafael s/ Amparo


    COMP. 706, XXXVIII, 28 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 710, XXXVIII, “Izaguirre Mario y otro s/ Amparo”.


    Colpi, Edelmira s/ Amparo


    COMP. 708, XXXVIII, 28 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de las causas Comp. 131, L. XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar", y Comp. 342, L. XXXVIII, "Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria".


    Asprella, Hernán Mariano y otros c/ Banco Río de la Plata S.A. s/ Amparo


    COMP. 862, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Competencia por la materia. Competencia por la persona. Competencia federal. 


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución a la justicia federal. En uno y otro supuesto dicha competencia, de excepción, no responde a un mismo concepto o fundamento.En el primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como lo concerniente a almirantazgo y jurisdicción marítima. En el segundo, procura asegurar la imparcialidad de la decisión y la armonía nacional, en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte, y cuando se plantean pleitos entre vecinos de diferentes provincias.


    De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según los arts. 4 y 5 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que si bien el actor interpone acción de amparo contra actos emanados de un particular dichos actos se cuestionan por fundarse en normas nacionales que -a su entender- colisionan con leyes nacionales y con preceptos de la Constitución Nacional, por lo cual, los actos impugnados interfieren con un fin nacional, circunstancia que resulta suficiente para pronunciarse a favor de la competencia federal para entender en este proceso, en razón de la materia.


    El amparista dirige también su pretensión, nominal y sustancialmente, contra el Estado Nacional en su carácter de órgano emisor de la legislación cuyo aplicación intenta suspender, por lo que la competencia federal también corresponde ratione personae.


    No obstante lo establecido por el art. 16 de la ley N° 16.986, en cuanto veda la articulación de cuestiones de competencia, dicho principio sólo tiende a impedir el planteamiento de defensas o excepciones previstas que obstaculicen la celeridad del trámite que debe imprimirse a estas causas, pero tal prohibición no impide la declaración de incompetencia por parte de los magistrados en las situaciones expresamente contempladas en el art. 4 de la citada ley.


    
      Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata

       S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar

      

    


    COMP. 131, XXXVIII, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


     


    Inhibitoria. Juicios en que es parte una provincia. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 231, XXXVIII, "Corrientes. Provincia s/ Inhibitoria”.


    Corrientes, Provincia de s/ Inhibitoria - Causa: "Nazar, Nora Lilian s/ Amparo y Medida Cautelar"


    C. 3188, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el estado. Devolución del expediente. Cámara Nacional de apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    Cuando se plantean cuestiones de competencia entre jueces nacionales de primera instancia, las facultades conferidas para dirimirlas por el art. 24. inc. 7° del decreto-ley 1285/58 a la Cámara de la cual dependa el juez que primero hubiese conocido,no incluyen la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura para resolver dichos conflictos declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él.


    Tal situación se configura en el sub lite, toda vez que la presente contienda se ha suscitado entre la titular del Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal y el juez a cargo del Juzgado Nacional en lo Civil, quienes se atribuyeron recíprocamente la competencia -requisito indispensable para que exista un correcto planteamiento de la cuestión- y la Alzada se pronunció a favor de la intervención de un magistrado ajeno a ella, el titular del Juzgado Nacional en lo Civil y Comercial Federal quien con apoyo en el dictamen de la Fiscal subrogante, también se declaró incompetente.


    No compete a la Corte intervenir para resolver la contienda trabada, debiendo volver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal a fin de resolver el conflicto entre los fueros involucrados.


    
      Baio, Mario y otro c/ 

      Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Amparo

      

    


    COMP. 738, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa D. 181, L. XXXVIII, “Orlando, Susana Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Amparo”.


    Duarte, Gerónimo Daniel y otra c/ Mendoza, Provincia de y otro (Estado Nacional Ministerio de Salud) s/ Amparo


    D. 181, XXXVIII, 13 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Juicios en que la Nación es parte. Bancos. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado Federal N°4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Centeno, Josefa c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción de amparo


    COMP. 810, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado Federal N°4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Catub, Emilio Neme c/ Banco de la Nación Argentina s/ Acción de amparo


    COMP. 809, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Resulta inoficioso expedirse sobre la contienda planteada, al haber sido resuelta la cuestión objeto del presente mediante la decisión de la Corte en la resolución n° 401/02.


    Brizzi, Jorge Néstor y otros c/ Cámara Nacional de Apelaciones Comercial s/ Amparo


    COMP. 126, XXXVIII, 03 de abril de 2002


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 564, XXXVIII, “Ballirian, Cristina c/ Estado Nacional s/ Demanda de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema. rtidas por la Corte Suprema.


    Adid, Ana Delia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 858, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Transferencia de competencias. Prórroga de la competencia. Competencia federal. 


    A los fines de resolver cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta en primer término la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda, y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos el derecho que invoca como fundamentode su pretensión.


    En igual sentido, la Corte ha sostenido en casos análogos en forma reiterada, que si la Provincia, única aforada a la instancia originaria de la Corte, celebró un Convenio de Transferencia, en el cual pactó con la Nación, la intervención de la justicia federal con competencia en su territorio, ha operado una prórroga de dicha competencia "ratione personae", a favor de la justicia de grado, por lo que la acción es ajena a la jurisdicción originaria de la Corte y deberá tramitar ante la justicia federal de la Provincia.


    
      Avalos, Ramón Antonio y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social y Provincia de Catamarca

      

    


    COMP. 1760, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Municipalidad. Energía eléctrica. Competencia federal. 


    La Corte tiene dicho reiteradamente que la competencia federal prevista por los artículos 116 de la Constitución Nacional y 2° inciso 1 de la ley 48 procede cuando el derecho que se pretende hacer valer se funda directa e inmediatamente enuno o varios artículos de la Constitución Nacional, en leyes federales o en tratados con las naciones extranjeras, es decir, cuando lo medular de la disputa versa sobre el sentido y los alcances de esos preceptos cuya adecuada hermenéutica resulta esencial para la justa solución del litigio.


    También es una doctrina desde antiguo consagrada que la competencia de los tribunales nacionales es limitada y de excepción y su aplicación es de carácter restrictivo, estando a cargo de quien la invoca demostrar que se dan los presupuestos necesarios para hacerla surtir.


    Valot S.A. c/ Municipalidad de Campana s/ Acción de Inconstitucionalidad - Medida cautelar


    V. 308, XXXVI, 12 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema. on compartidas por la Corte Suprema.


    Agarraberes, Oscar Pedro c/ Banco de La Nación Argentina s/ Amparo


    COMP. 768, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Attilli, Ricardo Wilfredo c/ BBVA Banco Francés s/ Reclamo contra actos de particulares


    COMP. 663, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Andreatta, Pablo R. y otra c/ Banco Río de La Plata S.A. s/ Sumarísimo


    COMP. 665, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 765, XXXVIII, “Blanco, Raúl Rafael c/ Banco del Chubut S.A. s/ Medida autosatisfactiva”.


    Rowlands, Uwchlyn Price c/ Banco del Chubut S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 714, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios contra el estado. Responsabilidad del estado. Competencia contencioso administrativa y tributario. 


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios" y C.1033, XXXVII, "Cresta Néstor José c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Di Spalatro, Edmundo Pedro y otra c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios


    D. 1189, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Diligencias preliminares. Juicios en que es parte una provincia. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 469, XXXVIII, "Gazzia de Sanz, Adriana Edith c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contenciosa administrativa".


    Giraudi de Garnica, Marta c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Diligencias Preliminares


    COMP. 617, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Ejecución del contrato. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 564, XXXVIII, “Ballirian, Cristina c/ Estado Nacional s/ Demanda de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema. 


    Di Giacomo, Antonio y otros c/ Banco de Galicia s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 877, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 564, XXXVIII, “Ballirian, Cristina c/ Estado Nacional s/ Demanda de amparo”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema. 


    Moreno, Vicente y otros c/ Banco Credicoop s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 838, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 131, XXXVIII, "Melli, Hugo Ariel c/Baneo Río de la Plata S.A. s/ Acción de amparo y medida cautelar".


    Scarpello de Dispenza c/ Citibank N.A. y otro s/ Cumplimiento de Contrato


    COMP. 622, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Inhibitoria. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado Federal 4 con asiento en La Plata s/ Plantea Inhibitoria”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Banco Río de La Plata S.A. s/ Inhibitoria


    COMP. 731, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de La Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado Federal 4 con asiento en La Plata s/ Plantea Inhibitoria”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Banco Río de La Plata S.A. s/ Inhibitoria


    COMP. 733, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Inmunidad de jurisdicción. Juicios en que es parte una provincia. Organismos internacionales. 


    Respecto a lo afirmado por la Corte en torno a que la existencia de un mecanismo alternativo satisfactorio de solución de controversiases condición para el reconocimiento de la inmunidad de jurisdicción que compete a los organismos internacionales, es preciso recordar que el contrato de préstamo suscripto, prevé como medio de solución de las controversias el fallo de un "Tribunal Arbitral" y regula el procedimiento para dicho arbitraje. En consecuencia, no puede alegarse válidamente un supuesto de privación de justicia.


    Patagonian Rainbow S.A. c/ Neuquén, Provincia del y otro s/ Cumplimiento de contratos


    P. 505, XXIX, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Juez previniente. Tribunal de alzada. Cámara federal de apelaciones. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del dec.- ley 1285/58, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia,debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Alessandro, Sebastián c/ Ministerio de Desarrollo Social y Medio ambiente s/ Amparo


    COMP. 2092, XXXVII, 13 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Juicio sumarísimo. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hubo Ariel c/ Banco Río de La Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342, XXXVIII, “Juzgado Federal 4 con asiento en La Plata s/ Plantea Inhibitoria”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Uranga Morán, Sebastián c/ Bank Boston NA s/ Sumarísimo


    COMP. 852, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Medidas autosatisfactivas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 765, XXXVIII, “Blanco Rául Rafael c/ Banco de Chubut S.A. s/ Medida autosatisfactiva”.


    Criado Lirio, Héctor y otra c/ Banco del Chubut S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 715, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 765, XXXVIII, “Blanco Rául Rafael c/ Banco de Chubut S.A. s/ Medida autosatisfactiva”.


    Ñanco, Hugo Vicente c/ Banco Bansud S.A. s/ Medida autosatisfactiva


    COMP. 712, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas: Comp. 131, XXXVIII, “Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 538, XXXVIII, “Flystar Corp. S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos. 1570/01 s/ Amparo Ley 16.986”, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Malavicino, Carlos Ovidio c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Decretos 1.570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 832, XXXVIII, 31 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Prueba pericial. Empresa telefónica. Telecomunicaciones. Competencia federal. 


    En cuanto a la competencia en discusión procede señalar que si bien de las constancias del cuaderno de queja surge que el presente tramite tiene su origen en la solicitud de la parte actora de una prueba pericial como medida anticipada,y ello impide conocer con precisión el objeto de la litis, no cabe duda que la violación a la privacidad del servicio es la cuestión sustancial de tratamiento en el proceso, por lo que la normativa aplicable es la de la ley federal N° 19.798 y en particular su artículo 18 que a ello se refiere, lo que determina la competencia por razón de la materia del proceso principal y asigna la radicación de este procedimiento preliminar.


    La Corte tiene dicho que es competente la justicia federal para conocer en la demanda contra una empresa telefónica, si resulta necesario precisar el sentido y los alcances de normas federales, como son las dictadas por el Estado Nacional en ejercicio de las facultades que le confiere la Ley Nacional de Telecomunicaciones n° 19.798.	


    Lacana, José Enrique c/ Telefónica de Argentina S.A.


    L. 420, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario. Competencia federal. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 131; L. XXXVIII, Melli, Hugo Ariel c/ Banco Río de la Plata s/ Acción de amparo y medida cautelar” y Comp. 342; L. XXXVIII, “Juzgado Federal N° 4 con asiento en La Plata s/ Plantea inhibitoria”.


    Cabrera, María Pilar c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Reclamo


    COMP. 517, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa F.114, L.XXIX, "Fabro, Víctor y otra s/ Río Negro, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios".


    Saber, Ciro Adrián c/ Río Negro, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    S. 101, XXXI, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Desistimiento


    El depósito sin reserva, importa haber desistido de la cuestión debatida. Criterios de la Corte Suprema: Fallos: 315:1940; 319: 1141; 323:285; 324:697.


    Zampini, Mario Pedro y otro c/ Phillips de Argentina S.A.


    Z. 111, XXXVII, 02 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Desistimiento del recurso


    Remisión al dictamen de la causa: Z. 81, L. XXXIII, “Zenzerovich, Ariel F. s/ Recusación”.


    A., Carlos Ernesto s/ Recurso de casación


    A. 2506, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Diferencias salariales


    Juicios contra el estado. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 824, L.XXXVIII, "Alcón, Susana Josefina y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Estado Nacional y otro s/ Diferencias de salarios".


    Pérez, Domingo Rubén I. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Estado Nacional y otro s/ Diferencias de salarios


    P. 1033, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucía y otros el Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Alcón, Susana Josefina y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Estado Nacional y otro s/ Diferencias de Salarios


    A. 824, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucía y otros el Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Bobbio, Raúl Horacio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía de la Nación y otro s/ Amparo y Medida Cautelar


    B. 2388, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Ejecución de contrato


    Sentencia de primera instancia. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 1862, XXXVII, “Meissner, Ilda Elsa c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Ceprinef S.R.L. c/ Instituto Muncipal de Obra Social s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 484, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Excepción de incompetencia


    Juicios en que es parte una provincia. Ejecución del contrato. Inmunidad de jurisdicción. Privación de justicia. 


    Cuestiones análogas a Falloa 323:2418, "Alimentos de los Andes S.A. c/ Banco de la Provincia del Neuquén y otros s/ Cumplimiento de contrato" y 322:1905, "Duhalde, Mario Alfredo c/ Organización Panamericana de la Salud -Organización Panamericana de la Salud - Organización Mundial de la Salud - Oficina Sanitaria Panamericana s/ Accidente ley 9688".


    La Corte tiene resuelto respecto al criterio de hacer extensiva a los organismos internacionales la interpretación restrictiva del derecho de inmunidad de jurisdicción, que la distinción entre actos iure imperii y actos iure gestionis,base de la teoría restringida en materia de inmunidad de jurisdicción de los estados soberanos, no tiene sentido razonable cuando se consideran los actos realizados por una organización internacional, los que, sin perjuicio de la finalidad pública perseguida porcada Estado parte del tratado constitutivo, no conforman una manifestación inmediata y directa de la soberanía de un Estado.


    Patagonian Rainbow S.A. c/ Neuquén, Provincia del y otro s/ Cumplimiento de Contratos


    P. 505, XXIX, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Excusación por razones de decoro y delicadeza


    Aludiendo razones de decoro y delicadeza, conforme lo autorizado en los artículos 10 y 11 de la ley orgánica del Ministerio Público Fiscal y 30 del Código Procesal, ello aceptado por la Corte, designase para dictaminar en el presente alSr. Procurador Fiscal ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    S. Holding S.A. c/ S., Alberto Ramón


    S. 681, XXXVIII, 01 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Inconstitucionalidad


    Deudas provinciales. Moneda extranjera. Vista a las partes. Debido proceso. 


    Toda vez que el decreto n°1579/02 instruye al Fondo Fiduciario para el Desarrollo Regional a que asuma las deudas provinciales instrumentadas en la forma de títulos públicos, bonos,letras del Tesoro o préstamos, bajo ciertas circunstancias y establece un procedimiento para su pago, puede incidir sustancialmente en la controversia planteada en el sub lite y, en tales condiciones, se le solicita al Tribunal que, en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado a las partes a fin de que manifiesten lo que consideren pertinente sobre esta nueva situación.


    Fabro, Víctor y otra c/ Río Negro, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    F. 115, XXIX, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Mantenimiento del recurso


    M, Alfredo y otros s/ Contrabando - Causa N° 4020


    M. 1364, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Medidas para mejor proveer


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Tora Transporte Industrias Limitadas c/ Expreso Mercurio


    T. 166, XXXVII, 02 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Se solicita medida para mejor dictaminar.


    Hermida, Jorge Américo y otros c/ Rojas, Juana Matilde s/ Ejecución de convenio


    COMP. 885, XXXVIII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Tora Transportes Industrias Limitada c/ Expreso Mercurio


    T. 166, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    O., Marcela Victoria y otros s/ Recurso extraordinario


    O. 172, XXXVII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    S. 173, XXXVIII, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Goijman, Mario Daniel c/ Gomer S.A.C.I.


    G. 2600, XXXVIII, 31 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Accidente de tránsito. Daños y perjuicios. Exceso de velocidad. Responsabilidad del conductor. Tercera instancia. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien la Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto la revisión en una tercera instancia de la interpretación de cuestiones de hecho y prueba que resultan de las constancias del proceso, lo que constituye facultad propia de los jueces de la causa y ajena por principio al remedio excepcional, no es menos cierto que ha hecho excepción a tal criterio, cuando la sentencia impugnada carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido, y como en el caso, incurre en notorio apartamiento de las constancias comprobadas de la causa, o realiza un análisis incongruente de los elementos probatorios del proceso o funda su decisión en argumentos aparentes de naturaleza dogmática, que sólo encuentran sustento en la voluntad del sentenciador.


    García, Brigida María y otros c/ La Goyita S.A. y otros


    G. 690, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Licencia de conducir. División de poderes. Defensa en juicio. Pronunciamiento inoficioso. Denegatoria del recurso. 


    El cumplimiento sin reserva del apelante de la condena impuesta en la sentencia recurrida, al otorgar la licencia de conducir solicitada por el actor, hace aplicable la doctrina de Fallos: 256:327,con arreglo a la cual debe desestimarse la queja por denegación del recuso extraordinario si se cumplió con la sentencia sin hacer reserva alguna de continuar el trámite de la apelación, actitud que cabe asignar el carácter de renuncia o desistimiento tácito.


    
      

    


    Bill, Juan Carlos c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    B. 870, XXXVI, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Intangibilidad de la remuneración. Resoluciones posteriores a la sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Fundamentación de sentencias. Insuficiencia del agravio. Desistimiento del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    De acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal, por vía de principio, las resoluciones posteriores a la sentencia y concernientes a su ejecución, no revisten el carácter de fallo definitivo a los fines del recurso extraordinario,salvo para los supuestos en que lo resuelto sea ajeno a la sentencia que se ejecuta o importe un apartamiento palmario e inequívoco de lo decidido.


    Boleso, Héctor Hugo c/ Estado de la Provincia de Corrientes


    B. 930, XXXVI, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Régimen jubilatorio. Cuestiones de hecho y prueba. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Debo destacar que la Corte tiene dicho que en caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, de los cuales uno es la arbitrariedad, corresponde considerar éste en primer término,pues de existir dicha tacha no habría sentencia propiamente dicha.


    Es preciso decir que, aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas a la vía de excepción intentada, ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal, cuando lo decidido prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave y menos cabo de las garantías constitucionales.


    Tal es lo que acontece en el sub lite, por cuanto el juzgador ha obviado el estudio de serios y conducentes elementos que se aprecian en la causa, lo que importa de por sí una muy ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio.


    
      

    


    
      Benítez, Nydia Mabel, Sobol de Barrios Aidee Mará y Barrios de Defrancesco Irma c/ Instituto de Previsión Social y/o Instituto de Seguridad Social, Seguros y Préstamos

      

    


    B. 715, XXXVII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Control de constitucionalidad. Jueces. Denegatoria del recurso. 


    La existencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio, pues su ausencia o desaparición importa la de juzgar y no puede ser suplida por la conformidad de las partes o su consentimiento por la sentencia.


    Liga de Amas de Casa, Usuarios y Consumidores de la República Argentina y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    L. 791, XXXVI, 15 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Actividad notarial. Suspensión de la matrícula. Recurso extraordinario local. Recurso de inaplicabilidad de ley. Superior Tribunal de Justicia. Agotamiento de la vía judicial. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Como ha dicho la Corte, si bien, en principio, la procedencia o improcedencia de recursos locales es materia ajena a la instancia federal,cabe hacer excepción de tal premisa cuando la solución adoptada redunda en menoscabo del derecho de defensa del recurrente, en tanto frustra una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado y cuando lo decidido revela un exceso ritual manifiesto, incompatible con el ejercicio del derecho de defensa en juicio. También debe tenerse presente que el Tribunal tiene decidido en una consolidada doctrina que las limitaciones recursivas impuestas en los ordenamientos jurídicos provinciales no pueden ser óbice que impidan el conocimiento, por los superiores tribunales locales, de las cuestiones debatidas que podrían vulnerar derechos constitucionales pues, si bien las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional.


    Gómez, María Elena y Roberto de Santos Patricia s/ Sanción


    G. 712, XXXVI, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L.XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazzeli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”,  cuyos fundamentos fueron compartidos por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Baronio, Carlos Alberto


    B. 39, XXXVII, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L.XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazzeli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”,  cuyos fundamentos fueron compartidos por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Bernardelli, José María y otra


    B. 29, XXXVII, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L.XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazzeli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”,  cuyos fundamentos fueron compartidos por la Corte Suprema.


    Biondo, Alejandro Juan Ramón c/ Dieser, José Marcelo y otros


    B. 468, XXXVII, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L.XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazzeli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, cuyos fundamentos fueron compartidos por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Bajamon, Carlos y otra


    B. 540, XXXVII, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Pascual, Hilda Raquel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    P. 432, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Uribarri de Terres, Beatríz y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    U. 40, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Sala, Juan Carlos y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policia Federal


    S. 480, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Soria de Griffa, Concepción y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    S. 681, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. Z.8S, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal".


    Selvaggi, Orlando y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    S. 533, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal".


    Cebalo, Nicolás Alberto y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    C. 724, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal".


    Chamorro, Alfredo c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    C. 918, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal".


    Latorre, Osvaldo Héctor y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    L. 304, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Bagalio, Hugo Jorge y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    B. 513, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Barrios, Sara Elena c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    B. 469, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Benavento, Rafael Alberto y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    B. 609, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Caminos, Rogelio Esteban y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    C. 919, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    La Mattina, Carmelo Aldo c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    L. 400, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Lanzillotta, Mario Alfonso y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    L. 303, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Lazarte, José Gerardo y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    L. 398, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    López, José Manuel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    L. 399, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Martínez, Oscar Rodolfo y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    M. 570, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Morera, Federico y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina


    M. 635, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Narváez, Pedro Adolfo y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    N. 102, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Pelliza, Juan Carlos y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina


    P. 576, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Rodríguez, Héctor Víctor y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    R. 555, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Ronzoni, José Gabriel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    R. 444, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Stipelman, Armando Enrique y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    S. 680, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z.85, L. XXXVI, "Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Ortíz, Guillermo Raúl y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    O. 139, XXXVI, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L. XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Barreto, Víctor Ramón y otros c/ Dirección Nacional del Servicio Penitenciario Federal


    B. 2154, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Aimar, Luis Angel y otros c/ Dirección Nacional del Servicio Penitenciario Federal


    A. 527, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Alcalde, Oscar c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    A. 730, XXXVII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Alé, Juan José c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    A. 893, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Barillaro, Juan Bautista c/ Estado Nacional - Ministerio de defensa


    B. 2064, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Bianchi, Jorge Horacio c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio del Interior


    B. 982, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Bobadilla, Dionisio y otros c/ Dirección Nacional del Servicio Penitenciario Federal


    B. 2096, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Cantero, Héctor Luis y otro c/ Dirección Nacional del Servicio Penitenciario Federal


    C. 681, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Carrion, Raymundo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    C. 684, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Chanampa, Eleuterio Segundo c/ Estado Nacional - Instituto de Ayuda Financiera


    C. 569, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Collazos, Noe Benito Santiago c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    C. 707, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Gauna, Miguel Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    G. 1120, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Lodos, Roberto Jorge c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    L. 349, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Maurizio, Silvio Nilo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    M. 693, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Oderiz, César Manuel c/ Estado Nacional - Instituto de Ayuda Financiera para el pago de Retiros y Pensiones Militares


    O. 140, XXXVII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Quiñonez, José Luis c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    Q. 24, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Ropero, José Luis c/ Estado Nacional - Instituto de ayuda financiera para pagos de retiros y pensiones militares


    R. 418, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/Amparo".


    Barraza, Pedro Osvaldo c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    B. 2091, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/Amparo".


    Fernández, Juan Bartolomé c/ Estado Nacional - Instituto de Ayuda Financiera


    F. 589, XXXVII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, LXXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Cavilla, Nélida María c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    C. 751, XXXVII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, LXXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Mabragana, Juan Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    M. 753, XXXVII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, LXXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Mera, Luis c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    M. 752, XXXVII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L.116, L.XXXVIII, "López Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo".


    Chimeno, Horacio Osvaldo c/ Ministerio de Defensa


    C. 715, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L.XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazzeli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Casabone Juan Eloy y Sevenants de Casabone, María Inés


    B. 784, XXXVII, 07 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L.XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazzeli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Vallejos, José Luis y otros


    B. 269, XXXVII, 07 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    AFIP DGI. Ahorro obligatorio. Empréstito forzoso. Confiscatoriedad. Invalidez del acto jurídico. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la Corte, al examinar el régimen de "ahorro obligatorio" instituido por la ley 23 .526, sostuvo que era, en términos generales, válido desde el punto de vista constitucional, pues elCongreso se encontraba facultado para establecerlo en virtud del inciso 2° del art. 67 de la Constitución Nacional -texto anterior a la reforma del año 1994- aclaró que tal conclusión era sin perjuicio de que el contribuyente pudiese demostrar que alguna cláusula en particular, en su concreta aplicación al caso, resultara lesiva de garantías consagradas en el texto constitucional.


    Clínica Güemes S.A. (10247-I) c/ Dirección General Impositiva


    C. 1387, XXXVI, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Alícuota. Cuestión federal. Boletín oficial. Publicaciones oficiales. Admisibilidad del recurso. 


    El agravio de la actora relativo a la falta de vigencia de la ley 25.239 a partir del mismo día de su publicación el Boletín oficial toda vez que el art. 2° del Código Civil dispone que leyes no son obligatorias sino después de ese acto,y desde el día que ellas determinen.


    Ha sostenido la Corte, que cuando una ley es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación, y que es adecuado dar a las palabras de la ley el significado que tienen en el lenguaje común, o bien en el sentido más obvio del entendimiento común.


    Treinta y uno de Julio c/ Cooperativa de Crédito Gobierno Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos


    T. 398, XXXVI, 10 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Amenazas. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa Z.155, L.XXXVI, "Z.,  Edi s/ Amenazas de muerte".


    C., Armando s/ Amenzas coactivas


    C. 1482, XXXVI, 09 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Suspensión del juicio a prueba. Resoluciones equiparables a definitivas. Debido proceso. Defensa en juicio. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. 


    Respecto a la suspensión del juicio a prueba, la Corte no sólo ha admitido la cuestión en los recursos federales, sino que ha declarado que "la resolución que hacelugar a la suspensión del proceso a prueba (arts. 76 bis y ter del Código Penal) es susceptible de ser recurrida mediante el recurso de casación al tratarse de una resolución equiparable a definitiva, puesto que la tutela de los derechos que se invocan no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior.


    Z., Edi s/ Amenazas de muerte - Causa N° 34.595/96


    Z. 155, XXXVI, 09 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Banco Central de la República Argentina. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    El recurso planteado es inadmisible, toda vez que en el caso no se controvierte la inteligencia de normas de carácter federal, sino que los agravios del apelante remiten al examen de cuestiones de hecho y pruebaajenas -como regla y por su naturaleza- a la instancia del art. 14 de la ley 48.


    Esterlina S.A. s/ Quiebra c/ Banco Central de la República Argentina


    E. 165, XXXV, 26 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Beneficios previsionales. Cuestiones de hecho y prueba. Admisibilidad del recurso. 


    Es de destacar que la Corte, tiene reiteradamente dicho que, aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas,-como regla y por su naturaleza a la vía de excepción intentada- ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal cuando lo decidido prescinde de la prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales.


    G., Antonio Alfredo c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba


    G. 232, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Caducidad de instancia. Invalidez del acto jurídico. Recurso extraordinario. Sentencia definitiva. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión no federal. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    Para que proceda el recurso extraordinario, se requiere que la resolución apelada revista el carácter de sentencia definitiva o equiparable a tal en los términos del artículo 14 de la ley 48.


    Alberghini, Oscar Alberto c/ Nicoletta, José María


    A. 151, XXXVIII, 19 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Regulación de honorarios. Recurso extraordinario. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Discrepancia del recurrente. Falta de fundamentación. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho que en los que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia, en oportunidad de pronunciarse sobre recursos extraordinarios previstos en el orden local, la tacha de arbitrariedad debe considerarse como particularmente restrictiva.


    Las discrepancias del recurrente remiten al tratamiento de temas de derecho procesal y circunstancias fácticas, tal el caso de los agravios de la quejosa relativos a la perención de instancia, y que sólo reiteran argumentos ya expuestos y resueltos por los jueces de la causa.


    Racca, Avelino Alberto Tomás c/ Romo, Jorge Luis


    R. 205, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cargos gremiales. Obras sociales. Sentencia ultra petita. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Asiste razón a la quejosa pues el pronunciamiento impugnado excedió los límites de las facultades del Tribunal, al haber decidido cuestiones no planteadas por las partes.


    Rodríguez, Alberto c/ Obra Social Ferroviaria


    R. 209, XXXVII, 26 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Distinta vecindad. Competencia federal. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que es admisible el recurso extraordinario interpuesto, cuando la cuestión de competencia dirimida importa, para la apelante, una denegatoria del fuero federal.


    Vargas, Eugenio E. c/ Transportes Internacionales Remigio Vitores Anselmo S.A.


    V. 1161, XXXVIII, 19 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto carece de la aptitud de bastarse a si mismo, de forma tal que de su lectura la Corte se encuentre en condiciones de formarse juicio acerca de su admisibilidad, careciendo en consecuencia de la fundamentaciónautónoma que exige el art. 15 de la ley 48 y la doctrina que al respecto tiene formulada ese Alto Tribunal, entre muchos otros requisitos que deviene del carácter excepcional del recurso de que se trata.


    Transportes Guzzo e Hijos S.R.L. c/ Pujadas, Héctor Amador y otro


    T. 120, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Concurso de cargos. Profesores designados por cargos docentes. Dictámenes. Actos de poderes públicos. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Confirmación de sentencia. 


    La Corte sostuvo reiteradamente que la designación y separación de profesores universitarios, así como los procedimientos arbitrados para la selección del cuerpo docente, no admiten, en principio, revisión judicial,por tratarse de cuestiones propias de las autoridades universitarias, aunque dicha regla no es obstáculo para que se ejerza judicialmente el control de legalidad de los actos administrativos dictados en el curso de los procedimientos de selección de los mencionados docentes, cuando sean manifiestamente arbitrarios.


    La cuestión que se plantea no encuadra en la hipótesis de excepción que prevé la doctrina de la Corte, ya que, tanto la arbitrariedad como la violación de las normas reglamentarias que aduce el recurrente, solo demuestran, una mera discrepancia con los argumentos esgrimidos por los jueces de la causa.


    Adrogué, Manuel Ignacio c/ Universidad de Buenos Aires (Res. 6663/97) Exp. 693531/96


    A. 497, XXXV, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Concurso preventivo. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 721, L. XXXVI, “Davio, Luis Alberto s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión”.


    Sebastián Maronese e hijos S.A. s/ Concurso


    S. 1259, XXXVI, 14 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa ; máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que más allá de su acierto o su error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.


    No obstante, también ha reiterado, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados; exigencia que, al decir del Alto Cuerpo, antes de orientarse a mantener el prestigio de la magistratura, procura esencialmente la exclusión de decisiones irregulares.


    Brucco, Edgardo Julio c/ Romero, Hugo Ernesto y otro


    B. 807, XXXV, 26 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Condominio. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. Apreciación de la prueba. Costas. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho común, constituyen temas propios de los jueces de la causa, y ajenos por principio a la instancia del artículo 14 de la ley 48,ha hecho excepción a tal principio, cuando el fallo no se encuentra suficientemente fundado en las constancias del litigio o carece de la fundamentación necesaria para la validez del acto jurisdiccional.


    Goldaracena de Montenegro, Clara María y otro c/ Goldaracena de Baron Supervielle, Inés María y otros


    Sin Letra. 440, XXXVII, 15 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones similares a las examinadas en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional- Ministerio de Defensa”.


    Quiroga, Carlos Eduardo c/ Estado Nacional - Instituto de ayuda fienciera para el pago de retiros y pensiones militares


    Q. 47, XXXVII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Consorcio de propietarios. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    El estudio de los agravios a la luz de los fundamentos de la sentencia, reafirma lo expresado no sólo en el sentido de que todos ellos remiten a cuestiones de hecho y prueba o argumentos de derechocomún –materia propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la instancia del artículo 14 de la ley 48- sino que, asimismo, pretenden meramente oponerse a conclusiones de la alzada que exteriorizaron fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que les endilga, lo que, obsta a su admisión.


    Consorcio de Propietarios de Avenida  L. N. A. 6./6


    C. 1105, XXXVI, 13 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión abstracta. 


    Por las razones expuestas en el dictamen emitido en los autos principales, corresponde declarar abstracta la cuestión.


    Bussi, Antonio Domingo c/ Estado Nacional - Congreso de la Nación - Cámara de diputados


    B. 3782, XXXVIII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Acción de inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 


    Es principio sentado por la Corte que las resoluciones en materia de competencia no autorizan la instancia extraordinaria en tanto no constituyen sentencia definitiva,y sólo cabe apartarse de él en caso de haberse denegado el fuero federal o consagrado una efectiva privación de justicia.


    Retamal, Juan Gregorio y otros s/ Acción de inconstitucional de los Artículos 37 inciso 8 y 63 de la Ley 6902 c/ Estado provincial


    R. 426, XXXVII, 04 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Filiación. Cuestiones procesales. Fallos de la Corte Suprema. Competencia por el territorio. Denegatoria del recurso. 


    El presente caso se trata de cuestiones procesales suscitadas entre jueces locales pero además con arreglo a la jurisprudencia de laCorte Suprema Nacional, las decisiones dictadas en materia de competencia, no autorizan la apertura de la instancia extraordinaria, por no constituir sentencias definitivas, con excepción de los casos en que medie denegación del fuero federal, extremo que no acontece en autos, desde que la cuestión no excede de un problema de jurisdicción territorial por razón del domicilio de los contendientes. También, ha sostenido, que la ausencia de dicho requisito no puede suplirse mediante la invocación de garantías constitucionales, supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento.


    A., M. A. c/ G., D.


    M. 852, XXXVII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Sentencia no firme. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    Según ha reiterado la Corte, las decisiones en materia de competencia no autorizan, por regla, la apertura de la instancia del artículo 14 de la ley 48, por no constituir sentencias definitivas.


    Ministerio de Trabajo c/ Orel S.A.


    M. 583, XXXVII, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Tercera instancia. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Conforme lo tiene decidido la Corte, las decisiones dictadas en materia de competencia, no autorizan la apertura de la instancia extraordinaria, por no constituir sentencias definitivas, con excepción de los casos en que medie denegación del fuero federal.


    Bacigalupo, Eduardo Oscar y otros c/ Banco Almafuerte Cooperativo Limitado


    B. 796, XXXVII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones procesales. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Tanto el criterio restrictivo de interpretación de la norma en cuestión, como el que le concede mayor amplitud -en el sentido de que el asiento del art. 133 segundo párrafo del C.P.C.C.N.beneficia o no a todas las partes, al margen de quien la lo efectuó han sido acogidos en la jurisprudencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, según sus distintas salas.


    Debatiéndose en el sub examine respecto a la interpretación de una norma de carácter procesal (tal el art. 133 mencionado), ajena, como tal a la instancia extraordinaria del art. 14 de la ley 48, cabe estudiar si existe en el pronunciamiento de la Cámara el invocado exceso de rigor formal que podría originar su arbitrariedad.


    Musso, Jorge Eduardo y otros c/ Ibarra, Alejandro


    M. 297, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Cuestiones de hecho y prueba. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    No obstante que los agravios precedentemente reseñados, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho común, materia ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la ley 48, laCorte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable, y la prueba rendida, habiendo establecido, además, que, si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido, situación que, se configura en el sub lite.


    Najamovich, Fidel y otra c/ Daspenas, Damián Edgardo y otros


    N. 120, XXXVII, 07 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Prueba confesional. Carga de la prueba. Admisibilidad del recurso. 


    No obstante que los agravios, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materia ajena -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitid


    Bastarrechea, Elvira c/ Aravena, Mauricio y otro


    B. 869, XXXVI, 26 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Reglas de la sana crítica. Prueba confesional. Admisibilidad del recurso. 


    No obstante que los agravios precedentemente reseñados, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materia ajena como regla y por su naturaleza a la instancia del artículo 14 de la ley48, ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido la consideración de elementos conducentes para decidir la controversia relativa a la responsabilidad, que, en el caso, la actora atribuyó -entre otros- a la empresa de transportes. En este orden el Tribunal tiene dicho que existe cuestión federal, si el juzgador ha prescindido de efectuar un tratamiento adecuado del asunto de acuerdo a las pruebas producidas; y ha establecido, además, que, si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.


    Uezen, María Cristina y otro c/ Empresa Rio Grande S.A. y otros


    U. 39, XXXVII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancias del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho reiteradamente que la doctrina sobre arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el apelante considere tales, a raíz de su mera discrepancia con el alcance atribuido por el a quo a principios y normas dederecho común o con la valoración de la prueba, incluso de presunciones sino que reviste un carácter estrictamente excepcional.Ha declarado el Tribunal que es improcedente el recurso extraordinario fundado en agravios que reiteren asertos ya sostenidos al cuestionar la sentencia del juez de grado, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, suficientes, al margen de su acierto o error, para descartar la arbitrariedad invocada.No dimana de la sentencia recurrida que el a quo se haya apartado de la aplicación de la normativa vigente de acuerdo con los antecedentes fácticos discutidos y la jurisprudencia de la Corte en lo que es motivo de agravios. Por el contrario, de ella se desprende la razonabilidad de la solución propiciada y su congruencia con el sistema en que está engarzada la norma.Debe desestimarse el recurso extraordinario fundado en la arbitrariedad del pronunciamiento, toda vez, que sólo trasunta la discrepancia de los quejosos con el criterio del a quo en un punto de naturaleza no federal, cual es, la determinación de las cuestiones sobre las cuales los tribunales de alzada deben pronunciarse cuando conocen por vía de recursos concedidos ante ellos, extremo que, por cierto resulta a todas luces insuficiente para invalidarlo.


    Noir, Fernando Gabriel c/ Micro Omnibus Quilmes S.A. y otro


    N. 51, XXXVII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Apreciación de la prueba. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Tiene dicho la Corte que no se cumple con la condición de validez de los pronunciamientos judiciales, cuando la decisión no trasluce más que una simple convicción personal de quien lasuscribe sin apoyatura en otras consideraciones, y que si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.


    Longoni, Guido Augusto y otro c/ Suarez, Agustín y otro


    L. 449, XXXVI, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene establecido que corresponde hacer excepción a la regla según la cual las resoluciones que declaran desierto el recurso ante el tribunal de alzada no son en razón de su naturaleza fáctica y procesal,impugnables por la vía del art.14 de la ley 46, cuando lo decidirlo revela un exceso ritual susceptible de frustrar la garantía de defensa en juicio.


    Bermúdez, Rubén c/ Balanda, Jorge y otro


    B. 548, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. Costas. Denegatoria del recurso. 


    El recurso intentado no puede prosperar, puesto que, los agravios de la apelante vinculados con la cuestión de la culpabilidad remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, materia propia del tribunal de la causa yajena -como regla y por su naturaleza- al remedio del artículo 14 de la ley 46, máxime cuando la se sustenta en argumentos suficientes que, más allá de su acierto o error, bastan para excluir la tacha de arbitrariedad.


    Sanes Morosoles, Carlos c/ Stobaver, Alfredo y otro


    S. 502, XXXVII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Prescripción. Cuestión de derecho común. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Surge de los antecedentes del sub lite que se había condenado con anterioridad a la demandada al pago de los daños ocurridos el 27 de agosto de 1991.  Como la Corte tienedicho que a los fines del cómputo de la prescripción debe partirse del momento en que los daños fueron conocidos por el reclamante y asumieron, por tanto, un carácter cierto y susceptible de apreciación, no es irrazonable ni arbitrario fijar el inicio del plazo de la prescripción bienal en agosto de 1991, tal como lo hace el resolutorio en crisis.


    Reale, Elvira M. y otros c/ Provincia de Buenos Aires


    R. 16, XXXVII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Mayoría de edad. Beneficio de litigar sin gastos. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte ha señalado, que es objetable la referencia que parece efectuar la Corte provincial acerca de que el beneficio no le es extensivo por el hecho de haber alcanzado la mayoría de edad durante la sustanciación del juicio,pues la circunstancia de haber cesado la representación legal bajo la cual sus representantes habían solicitado el beneficio de litigar sin gastos, no altera los efectos resultantes de la resolución que les concedió esa franquicia, en la medida en que dicho pronunciamiento no estuvo fundado en la condición de incapaz de hecho del aquí demandante, sino en la consideración de que se encontraba comprendido en las previsiones contempladas en el artículo 78 del ordenamiento procesal local que, por lo demás, no se ha invocado que haya sufrido modificación alguna.


    Longo, Antonio Lucas y otros c/ Acuña, Juan Eudes y otro


    L. 612, XXXVII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Monto del juicio. Homologación del acuerdo. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a Fallos: 311:2021; 312:631; 318:2309; 319:1141; 324:697.


    Paez, Adolfo Alfredo c/ Transporte Ideal San Justo S.A.


    P. 87, XXXVII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Defraudación. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, “Banco Nación sobre averiguación defraudación".


    Mermet, Lilia Francisca s/ Recurso de queja


    M. 3653, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Demanda laboral. Nulidad procesal. Inadmisibilidad del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que las resoluciones que decretan o deniegan nulidades procesales no constituyen sentencias definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48,salvo que el pronunciamiento recurrido determine el menoscabo de la garantía de la defensa en juicio y el derecho de propiedad, y ocasione prejuicios concretos para la quejosa.


    Asociación de Profesionales del Programa de Atención Médica Integral y Afines


    A. 388, XXXVII, 26 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    En relación a casos similares al presente, en los que las sentencias recurridas emanan de los superiores tribunales de provincia en oportunidad de pronunciarse sobre los recursos extraordinarios previstos en el orden local, esaCorte Suprema ha considerado que la tacha de arbitrariedad debe considerarse como particularmente restrictiva.


    Aguilera. Daniel O. y otros c/ Empresa Hípica Argentina


    A. 582, XXXVII, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    Al no existir gravamen, debe rechazarse la queja.


    Ocampo, Fabia y otro c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    O. 381, XXXVIII, 07 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa I. 79, L.XXXVI, "Izasis, Anastasia Elsa c/ Instituto de Previsión Social de la Provincia del Chaco y/o Instituto de Previsión Social Seguros y Préstamos de la provincia del Chaco".


    Álvarez, José Francisco con Instituto de Previsión Social de la Provincia del Chaco y/o Instituto de Previsión Social Seguros y Préstamos de la Provincia del Chaco


    A. 562, XXXVI, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


     


    Desistimiento del recurso. Cuestión abstracta. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Art. 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    E. E. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683 -Causa N° 616/2000-


    E. 38, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    A. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683


    A. 203, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    A., José s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 68/2000/2.199


    A. 106, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    Antonio M. y Martín M. S.H. s/ Infracción Ley 11.683


    A. 134, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    B., Hirsz Eliezar s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 11.318


    B. 206, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    B., Ricardo s/ Infracción Ley 11.683


    B. 202, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    C. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683


    C. 429, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    C., Chang Oh s/ Infracción Ley 11.683


    C. 190, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    C., Martha R. s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 1.112/00


    C. 164, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    Centro Óptico M. Sociedad de Hecho s/ Infracción Ley 11.683


    C. 388, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    Desin S.H. de F. de C., Hugo s/ Infracción Ley 11.683


    D. 91, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    Frigorífico R. B. e Hijos S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    F. 378, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    G., Javier Gustavo s/ Infracción Ley 11.683


    G. 308, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    K., Yang Sou s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 1.068/2000-


    K. 18, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    L. R., Devia y M., S.H. s/ Infracción Ley 11.683


    L. 227, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    L. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683


    L. 89, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    P., Nicolás s/ Infracción Ley 11.683


    P. 127, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    C. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683


    C. 191, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Art. 78 Ley 11.683”.


    La circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo.


    Z., Pedro y Sariego Ana S.H. s/ Infracción Ley 11.683


    Z. 28, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Despido sin causa. Indemnización. Horas extra. Sueldo anual complementario. Recurso extraordinario. Cuestiones de hecho y prueba. Apreciación de la prueba. Admisibilidad del recurso. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación. Revocación de sentencia. 


    El Alto Tribunal tiene reiteradamente dicho que las cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho común, constituyen temas propios de los jueces de la causa, y ajenos por principio a la instancia del artículo 14 de la ley 48.


    Rizzo, Jorge Gabriel c/ Metrovías S.A.


    R. 512, XXXVI, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Despido. Procedencia del recurso. 


    El fallo debe ser invalidado, desde que, habiéndose introducido efectiva y ciertamente el asunto en una oportunidad impropia para posibilitar la discusión de su procedencia,se termina reconociendo a una parte derechos no debatidos, lo que resulta incompatible con la garantía consagrada por el artículo 18 de la Ley Fundamental.


    Giménez, Irma Marcelina c/ Rocha, Teresa y otros s/ Despido


    G. 518, XXXVI, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión federal. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 497, L. 35, Adrogué, Manuel Ignacio c/ Universidad de Buenos Aires (Res. 6663/97) Exp. 693531/96”.


    Adrogué, Manuel Ignacio c/ Universidad de Buenos Aires (Resolución 6663/97) Expte. 693531/96


    A. 470, XXXV, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Doctrina de la real malicia. Periodistas. Noticia falsa. Recurso extraordinario. Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    La impugnación de la sentencia del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Rlo Negro, que declaró inadmisible el recurso de casación, no cumple con el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley48, toda vez que no se hace cargo de argumentos conducentes en que se apoya el pronunciamiento recurrido, advirtiéndose que las criticas del quejoso, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar sus consideraciones, pues no las rebate mediante una crítica prolija, como es exigible frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Se observa, asimismo, que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común.


    Baquero Lazcano, Silvia c/ Editoral Río Negro


    B. 1336, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Declaración de inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas A. 413, L. XXXVII, "AFIP c/ Consorcio Forestal Andina por ejecución fiscal"; y A. 7, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa SRL por ejecución fiscal".


    Administración Federal de Ingresos Públicos (Dirección General impositiva) c/ Cooperativa Agrícola San Bernardo Limitada


    A. 419, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. Violación al debido proceso. Defensa en juicio. Inhabilidad de título. Litispendencia. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional invalido.


    Si bien el recurso extraordinario, por principio, no tiene por objeto revisar en una tercera instancia las decisiones de los jueces de la causa, concernientes a la aplicación e interpretación de las normas de derechocomún que rigen el caso, no es menos cierto que ha hecho excepción a tal criterio en aquellos supuestos en que el decisorio cuestionado carece de los requisitos mínimos que lo sustenten como un acto jurisdiccional válido.


    Banco de la Nación Argentina c/ Mafud, Alberto Alejandro Salomón y otros


    B. 356, XXXVI, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B.356, XXXVI, "Banco de la Nación Argentina c/ Mafud, Alberto Alejandro Salomón y otro".


    Banco de la Nación Argentina c/ Mafud, Alberto Alejandro Salomón y otros


    B. 357, XXXVI, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Empresas del estado. Juegos de azar. Cláusula del contrato. Carga de la prueba. Recurso extraordinario. Discrepancia del recurrente. Desistimiento del recurso. 


    La Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto revisar en una tercera instancia, decisiones jurisdiccionales que se reputan erróneas respecto de la apreciación que han efectuado los jueces de los hechos y pruebas de la causa,salvo que la decisión impugnada trasunte un notorio apartamiento de las constancias comprobadas del proceso, o carezca de la necesaria fundamentación que descalifique al acto jurisdiccional en los términos de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencia.


    Lotería Nacional Sociedad del Estado c/ Ciccone Calcográfica S.A.


    L. 92, XXXVII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Excepción de prescripción. Falta de fundamentación autónoma. Superior Tribunal de Justicia. Denegatoria del recurso. 


    El recurso interpuesto no cumple con los requisitos esenciales para ser tratado en esta instancia.  El rechazo del recurso extraordinario por parte de la CámaraNacional de Casación Penal se funda en que, según su criterio, la cámara de apelaciones resultaría el superior tribunal de la causa a los efectos de la interposición del recurso extraordinario, citando, en apoyo de esta postura, el precedente "Rizzo".


    P. U., Augusto Ramón s/ Causa N° 3677


    P. 466, XXXVII, 14 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Fallos del Superior Tribunal. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Al no haberse considerado el escrito como parte integrante de la queja, el alcance del requisito de autosuficiencia efectuado por el a quo, importa exigir a lapresentación directa por recurso de casación denegado un recaudo que no surge del texto de los artículos 476 y 477 del Código Procesal Penal, lo cual constituye una irrazonable interpretación de la norma que desvirtúa lo resuelto como acto jurisdiccional válido.


    F., Roberto s/ Administración Fraudulenta - Causa N° 2256


    F. 10, XXXVII, 14 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Fundamentación de sentencia. Resoluciones equiparables a definitiva. Denegatoria del fuero federal. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 


    Cabe recordar, como ha dicho la Corte, que, si bien la determinación de los límites de la competencia de los tribunales de alzada, cuando conocen por vía de los recursos concedidos ante ellosese principio debe ceder cuando el pronunciamiento conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea suficiente, lo que se traduce en una violación a la garantía del debido proceso consagrada en el Art. 18 de la Constitución Nacional.


    Metrovías S.A. s/ Queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en Asociación Vecinal Manuel Belgrano y otra c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Amparo


    M. 986, XXXVII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Fundamentación del recurso. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que es requisito para la admisibilidad del recurso extraordinario que el escrito de interposición se baste a sí mismo dado su carácter autónomo, y su sola lectura sea suficiente para la comprensión del caso,haciendo innecesaria la del expediente, para lo cual es preciso que contenga un relato claro y concreto de los hechos relevantes de la causa, a fin de posibilitar se advierta el vinculo que guardan con las cuestiones que se quieren someter a la Corte como de índole federal.


    Campana de Gómez, Carmen y otros c/ Ozon, Rubén Darío


    C. 2, XXXVII, 04 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Hábeas data. Bancos. Costas. Denegatoria del recurso. 


    Esta presentación extraordinaria no puede prosperar, desde que, la actora puede encontrar amparo a lo que estima su derecho en los procesos emprendidos contra la entidad bancaria, extremo del que se desprende que el decisorio de la alzada, amén de noinferirle un gravamen, en rigor, definitivo, deja a salvo un procedimiento o vía apta, utilizable para aquel propósito.No es ocioso que se destaque que la crítica que vierte la apelante lo es so pretexto de arbitrariedad, tacha que, al decir reiterado de la Corte, no tiene por objeto la corrección de resolutorios que se consideren equivocados sino que atiende a supuestos de omisiones o desaciertos de gravedad extrema y que, situados en el contexto de una cuestión mayormente ceñida a ítems de hecho, prueba y derecho procesal, la actora no evidencia del modo que es menester.Finalmente y en lo que se refiere a las costas del proceso, sabido es que ello constituye una cuestión de índole fáctica y procesal, propia de los magistrados de la causa y ajena al recurso extraordinario y, por otro lado, que es ese un campo especialmente rígido en orden a la procedencia de la tacha de arbitrariedad, extremo al que se añade que la peticionante no logra evidenciar que el dispositivo que invoca exceda la órbita de las instituciones del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.


    Martínez, Matilde Susana c/ Organización Veraz S.A.


    M. 422, XXXVII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Homicidio. Atentado contra la autoridad. Cuestión federal. Tercera instancia. Denegatoria del recurso. 


    Tiene establecido la Corte a partir del precedente publicado en Fallos: 311:2478, que en los casos aptos para ser conocidos en la instancia prevista en el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal deprovincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador hizo del artículo 31 de la Constitución Nacional, de modo que, en tales supuestos, la legislatura y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden impedir el acceso al máximo tribunal de la justicia local. También sostuvo que las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, pero sin vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional.


    A., Anselmo Luján s/ Homicidio, atentado y resistencia a la autoridad


    A. 769, XXXVII, 08 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Estrago culposo. Soberanía. Cuestión federal. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    La Corte concluyó que el artículo 1° del Código Penal, al establecer el alcance de nuestra legislación represiva y de la jurisdicción de sus jueces, fijandoasí límites a la soberanía nacional frente a los demás estados, constituye una disposición de carácter federal cuya interpretación puede ser revisada por vía del recurso extraordinario.


    A. L. A. s/ Excepción falta de acción


    A. 667, XXXVII, 10 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Honorarios del perito. Base regulatoria. Interpretación de normas y actos locales. Derecho de propiedad. Retroactividad de la ley. Doctrina de la arbitrariedad. Constitucionalidad. Cuestión abstracta. Admisibilidad del recurso. 


    El Tribunal tiene dicho que si bien la decisión de temas vinculados con la validez intemporal de normas de derecho localconstituye una disposición de carácter federal cuya interpretación puede ser revisada por vía del recurso extraordinario.


    Fernández, Josefina y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales


    F. 200, XXXVIII, 07 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Honorarios. Denegatoria del recurso. 


    Conforme a la doctrina de la Corte y toda vez que en el caso no ha mediado la denegación del recurso extraordinario sino un desglose de parte de las actuaciones, la presentación directa ante esa Corte no es la vía apta para impugnar lo resuelto.


    Nuñez, Manuel Saul c/ Nisalco Tecsel S.A.


    N. 144, XXXVII, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Ley provincial. Decretos provinciales. Autonomía provincial. Desestimación del recurso. 


    La cuestión en debate en el marco del art. 14 de la ley 48, resultan inadmisibles por no configurar en el sub lite un supuesto de contradicción entre normas nacionales y locales.


    Ramírez, Severo s/ Declaración de inconstitucionalidad de la Ley N° 3.310 y su Decreto reglamentario


    R. 574, XXXVI, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario. Cuestión federal. Insuficiencia del agravio. Desistimiento del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que es ajeno a su ámbito cognoscitivo lo referente a la interpretación de los preceptos de carácter local debiéndose aceptar -prima facie- la que han dado lostribunales de la causa en uso de sus facultades propias y exclusivas, por lo que sólo corresponde decidir si dicha inteligencia se halla o no en contradicción con las disposiciones constitucionales que sirven de base al recurso -violación al derecho de propiedad-.


    Fernandez, Felix y otros c/ Gobierno de Mendoza


    F. 421, XXXV, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Lotería nacional. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El remedio extraordinario resulta formalmente admisible ya que se encuentra controvertida la inteligencia y validez de normas de carácter federal, y lo decidido por el superior tribunal de la causa ha sidoadverso al derecho que el recurrente sustenta en ellas (conf. Art. 14, inc. 3° de la ley 48).


    Arias, Cecilio Armando c/ Agencia El 22 y otro


    A. 137, XXXVII, 14 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    El recurso interpuesto no debe prosperar. No cumple con uno de los requisitos fundamentales para poder acceder a tan excepcional vía, como ser el de la existencia de una sentencia definitiva o equiparable.


    Izasiz, Anastacia Elsa c/ Instituto social de la Provincia del Chaco y/o Instituto de prevision social seguros y prestamos de la Provincia del Chaco


    I. 79, XXXVI, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Indemnización por accidente de trabajo. Sentencia arbitraria. Economía procesal. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que si el recurso extraordinario tiene dos fundamentos de los cuales uno es acusar a la sentencia de arbitraria, corresponde considerar a este en primer término, pues de existir arbitrariedadno habría sentencia propiamente dicha.


    Ello es lo que acontece en el sub-lite por cuanto la sentencia recurrida no parece llegar a una conclusión razonable a la luz de los hechos demostrados a lo largo del proceso.


    F., Roberto Ariel c/ Estado Nacional


    F. 386, XXXVI, 14 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Autosuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    El recurso de la quejosa no cumple con el requisito de la autosuficiencia, esto es de bastarse a sí mismo, de forma tal que de la lectura del respectivo escrito de la Corte se encuentre en condiciones de formarse juicio acerca de su admisibilidad.


    González, Gustavo Ceferino y otro c/ Giacomini, Mario Maximiliano


    G. 651, XXXVII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Daños y perjuicios. Invalidez del acto jurídico. Admisibilidad del recurso. 


    Corresponde destacar, que si bien el recurso extraordinario, por principio, no tiene por objeto revisar en una tercera instancia las decisiones de los jueces de la causa, concernientes a laaplicación e interpretación de las normas de derecho común que rigen el caso, no es menos cierto que la Corte ha hecho excepción a tal criterio en aquellos supuestos en que el decisorio cuestionado carece de los requisitos mínimos que lo sustenten como un acto jurisdiccional válido.


    City Trans S.R.L. c/ La Territorial de seguros S.A. y otro


    C. 1161, XXXVII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Seguros. Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Los argumentos vertidos en el escrito recursivo, precedentemente reseñados, no alcanzan para desvirtuar las conclusiones del sentenciador, en orden a que si la actora habilitó a sus mandatarios apercibir "toda" indemnización en concepto de seguros, y declaró en ese acto quedar "irrevocablemente desinteresada" con relación a la indemnización que podría derivar de la cobertura, la ausencia de interés asegurable por parte aquélla resulta inocultable a la luz de estas directivas, señalando, a todo evento, que la aseguradora desconocía el contenido del mandato en el momento de concertarse el seguro. El decisorio puntualizó, además, que al no haberse invocado la existencia de un vicio del consentimiento en la celebración del mandato, resultaba imperativo dirimir la controversia con arreglo a lo allí establecido.


    Dayian, Victoria c/ Aseguradores Industriales S.A.


    L. 761, XXXVI, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Como ha reiterado la Corte, la causal de arbitrariedad es de naturaleza excepcional y no ha sido instituida para corregir sentencias que se postulen equivocadas, sino que atiendea supuestos de gravedad extrema en los que se verifica un apartamiento inequívoco de la solución prevista por ley o una absoluta falta de fundamentación.


    Acosta de Martínez, Marciana c/ ESEGE Logística y Tercerización S.R.L. y otro


    A. 130, XXXVII, 16 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    IVA. AFIP DGI. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Tiene reiteradamente declarado la Corte, el decisorio que rechaza la habilitación de la instancia en los presentes autos no constituye la sentencia definitiva a que se refiere el artículo 14 de la ley 48,cuando el recurrente no demuestra la imposibilidad de lograr la tutela de su derecho mediante la vía que el a quo indica como idónea para la reparación del perjuicio que pudiera ocasionarle la resolución que se impugna.


    Los Cipreses S.A. c/ Fisco Nacional (Dirección General Impositiva)


    L. 211, XXXIV, 04 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Jubilación por invalidez. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa F. 487, L. XXXV, “Fernández Vicente c/ ANSES s/ Dependientes”.


    Casas, Rubén c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Sumario


    C. 955, XXXV, 07 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de hecho y prueba. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que, aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común,ajenas -como regla y por su naturaleza a la vía de excepción intentada- ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal cuando lo decidido prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales.


    F., Antonia c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    F. 395, XXXV, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Jubilaciones. Cuestión de derecho público local. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La presente queja no puede prosperar. El recurso interpuesto remite al análisis de cuestiones de derecho público local, materia propia de los jueces de la causa y ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48,tampoco el recurrente logra demostrar con sus dichos la arbitrariedad manifiesta en la que, según sus palabras, habría incurrido el juzgador, extremo que sí habilitaría tan excepcional remedio procesal.


    Storni Lanteri, Gabriel Juan Alberto c/ Provincia de Santa Fe


    S. 741, XXXVI, 31 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Juicio de desalojo. Sentencia arbitraria. Violación al debido proceso. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien en estricta técnica jurídica la resolución impugnada no constituye sentencia definitiva, la doctrina de la Corte ha entendido que son equiparables a esta y susceptibles, por tanto, de la instancia extraordinaria,aquéllos decisorios que priven al interesado de valerse de remedios legales ulteriores que tornen efectiva la defensa de sus derechos.


    González, Claudio Alberto c/ ANCLA S.R.L.


    G. 367, XXXVII, 16 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Caducidad de instancia. Admisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa S. 361. L. XXXVI, “Salerno, Rubens y otros c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires".


    Banco de Crédito Rural Argentino S.A. c/ Quebren S.A.


    B. 3220, XXXVIII, 08 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Gravamen irreparable. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien la Corte tiene dicho que las decisiones recaídas en juicios ejecutivos y de apremio no son, como principio, susceptibles de recurso extraordinario, pues no revisten calidad de “definitivas” en los términos del artículo 14 de la ley 48,aquí, debe reconocerse al fallo tal carácter pues, no solo los aspectos relativos a la tramitación previa sino, incluso los atinentes a las restantes defensas, no podrán ser objeto de replanteo ulterior, produciendo asimismo un menoscabo a los derechos constitucionales invocados con fundamento en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Obra Social para el Personal de Edificios de Renta y Horizontal de la República Argentina c/ Consorcio de propietarios A. y 8, Villa Elisa, sector II, Torres X a XX, XX y XX


    O. 272, XXXVI, 14 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Gravamen irreparable. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 272, L. XXXVI, "O.S.P.E.R. y H.R.A. c/ Consorcio de Propietarios".


    Si bien la Corte tiene dicho que las decisiones recaídas en juicios ejecutivos y de apremio no son, como principio, susceptibles de recurso extraordinario, pues no revisten calidad de “definitivas” en los términos del artículo 14 de la ley 48,aquí debe reconocerse al fallo tal carácter pues, no solo los aspectos relativos a la tramitación previa sino, incluso los atinentes a las restantes defensas, no podrán ser objeto de replanteo ulterior, produciendo asimismo un menoscabo a los derechos constitucionales invocados con fundamento en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Obra Social del Personal de Edificios de Renta y Horizontal de la República Argentina c/ Consorcio de propietarios San Martin 5XX/92 - Quilmes


    Sin Letra. 251, XXXVI, 14 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Gravamen irreparable. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 272, L. XXXVI, “O.S.P.E.R. y H.R.A. c/ Consorcio de propietarios”.


    Si bien la Corte tiene dicho que las decisiones recaídas en juicios ejecutivos y de apremio no son, como principio, susceptibles de recurso extraordinario, pues no revisten calidad de “definitivas” en los términos del artículo 14 de la ley 48,aquí debe reconocerse al fallo tal carácter pues, no solo los aspectos relativos a la tramitación previa sino, incluso los atinentes a las restantes defensas, no podrán ser objeto de replanteo ulterior, produciendo asimismo un menoscabo a los derechos constitucionales invocados con fundamento en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Sindicato Único de Trabajadores de Edificios de Rentas y Horizontal c/ Eduardo y Magdalena Elesgaray sociedad de hecho propietarios del edificio de rentas calle San Martin 5XX/92 Quilmes Buenos Aires


    S. 1176, XXXVI, 14 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Improcedencia del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    En el sub lite, al tratarse de un pronunciamiento que resuelve una cuestión de competencia –en un juicio ejecutivo-, el que no puede ser equiparado a definitivo, en tanto no median circunstancias excepcionales que lo permitan,como que haya denegatoria del fuero federal o una real privación de justicia, éste no ha sido revisado por la Cámara Nacional de Apelaciones.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Ploder, Erica Elizabeth s/ Ejecución fiscal


    G. 1203, XXXVI, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el estado. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía- INTA s/ Acción de amparo - Med. Cautelar de no innovar".


    Central de Trabajadores Argentinos y otros c/ Estado nacional - Poder Ejecutivo Nacional


    C. 1022, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Lesiones culposas. Cuestiones procesales. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios invocados no suscitan una controversia acerca de la interpretación o alcance de las garantías constitucionales que el recurrente considera conculcadas.


    C., Juan de Dios y otro s/ Lesiones culposas


    C. 132, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Multa. Habilitación del establecimiento. Sentencias de segunda instancia. Sentencia consentida. Preclusión. Oportunidad procesal. Recurso extraordinario. Improcedencia del recurso. Confirmación de sentencias. 


    Si el recurrente no interpuso en tiempo y forma apropiados los remedios procesales que tiene a su alcance y omite, de esta forma, una debida actuación en la etapa procesal pertinente a los fines de una adecuada defensa de sus derechos,éstos no resultan susceptibles de tutela por la vía del art. 14 de la ley 48, al haber precluido la oportunidad para hacerlo, por las consecuencias de su conducta discrecional.


    Henin, María José c/ Justicia Municipal de Faltas - Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    H. 40, XXXV, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Infracciones de tránsito. Cuestiones procesales. Recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Meras discrepancias. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios que se vinculan con cuestiones de derecho común, procesal y público local, son materia propia de los jueces de la causa y ajenos, por su naturaleza, a la instancia del art. 14 de la ley 48.


    Transportes del Tejar S.A. c/ Tribunal Municipal de Faltas - Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Recurso administrativo


    T. 214, XXXV, 03 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Municipalidad. Falta de fundamentación autónoma. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Examinados los términos de la sentencia, y los agravios que, a titulo de arbitrariedad, se invocan en el escrito de impugnación, éste no cumple con el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, toda vez que no se hace cargo como es debido de los argumentos conducentes en que se apoya el pronunciamiento recurrido, y no los rebate mediante una crítica prolija como es exigible en la teoría recursiva, máxime en virtud de la excepcionalidad del remedio que se intenta.En este orden, se advierte que las críticas del quejoso, expuestas en su generalidad de manera dogmática, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se asienta la sentencia impugnada.Así, critica a la sentencia como autocontradictoria, sin explicar, concretamente cuáles son los términos del pronunciamiento que se contradicen.Se observa, además, que el escrito recursivo se dirige contra argumentos del juzgador que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho y derecho común y procesal, suficientes, al margen de su grado de acierto o error, para descartar la arbitrariedad invocada.


    Tripodi, Vicente Osvaldo y otra c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    T. 640, XXXVIII, 07 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Nulidad de la resolución. Sociedades comerciales. Falta de fundamentación autónoma. Admisibilidad del recurso. 


    Este planteo no cumple con el requisito de fundamentación autónoma, toda vez que el escrito recursivo no contiene un relato adecuado de los antecedentes de la causa al respecto, y obliga a la lectura del expediente para una cabal comprensión del asunto,circunstancia que alcanza para rechazar el recurso en este punto. A mayor abundamiento, se advierte que se trata de una cuestión de hecho y de derecho procesal, que mereció debida atención por el a-quo, y con exposición de fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes como para excluir la tacha de arbitrariedad que se les endilga, lo que, como es obvio, obsta a su admisión.En cuanto a la exclusión en el balance de la actualización de las remuneraciones y de sus intereses, la sentencia impugnada resulta poco clara, y que, a raíz de la imprecisión de sus argumentos, se muestra como si no respetara las pautas establecidas por el mismo tribunal en el pronunciamiento que le sirve de precedente.No es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y derecho común que rodean al sub lite, sino tan sólo advertir que la aparente contradicción entre un pronunciamiento y otro, dictados por el mismo tribunal, en orden a que el segundo pareciera no seguir la pautas indicadas por el primero, no configura el cumplimiento de la debida nitidez en los fundamentos que debe contener una sentencia judicial, y obligaba, por tanto, a los jueces de la causa a ser más precisos en sus consideraciones.


    Oswald, Victoria María y otros c/ Lalor S.A. Consignataria, Mandataria y Financiera


    O. 253, XXXVI, 26 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Nulidad del acto jurídico. Cédula de notificación. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte ha resaltado la particular significación procesal que reviste la notificación de la demanda. En Fallos: 319:672 ha dicho que, de su regularidad, depende la válida constitución de la relación procesal y la efectiva vigencia del principiode bilateralidad y que cabe concluir la existencia del perjuicio por el solo incumplimiento de los recaudos legales que le son inherentes. Dicha solución se compadece con la tutela de la garantía constitucional comprometida, cuya vigencia requiere que se confiera al litigante la ocasión de ser oído y de ejercer sus derechos en la forma y con las solemnidades que establecen las leyes procesales.


    Pinto, Héctor Luis c/ Automotores Eurocarsa S.A. y otros


    P. 728, XXXV, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Obras sociales. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. 


    El requisito de la reserva, como la Corte lo tiene dicho, no existe, en realidad, en el marco del recurso extraordinario -sería, obviamente, un excesivo rigorismo-, sino que la exigencia que debecumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal, a fin que los jueces puedan decidirla, planteo que incluso -dijo el Tribunal- no requiere fórmulas sacramentales.


    Mestre, Luis María c/ Instituto Obra Social de la Provincia de Corrientes


    M. 757, XXXVII, 07 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Organismos de control interno. Auditores. Gravamen actual. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    El Tribunal, reiteradamente, ha señalado que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario,a la vez que ha subrayado que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla el de inexistencia de gravamen cuando de hecho ha desaparecido por falta de interés económico o jurídico, circunstancia que cancela la competencia extraordinaria de la Corte.


    Partido Justicialista y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    P. 623, XXXV, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa Z. 85, L. XXXVI, “Zanardo Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Toral, Margarita Emilia y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    T. 74, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z. 85, L. XXXVI, “Zanardo, Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Rotela, Eladio y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policia Federal Argentina


    R. 759, XXXVII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones similares a las examinadas en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa”.


    Eraso, Ader Rubén y otros c/ Dirección Nacional de Servicio Penitenciario Federal


    E. 235, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones similares a las examinadas en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa”.


    Etchebest, Roberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    E. 298, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones similares a las examinadas en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa”.


    Gancedo, Rubén Horacio y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo y sumarísimos


    G. 1395, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones similares a las examinadas en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa”.


    Moreno, Abel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    M. 1389, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones similares a las examinadas en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa”.


    Terrero, Edmundo c/ Estado Nacional - Instituto de ayuda financiera para el pago de retiros y pensiones militares


    T. 261, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones similares a las examinadas en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa”.


    Mela, Roberto Federico c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    M. 1690, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones similares a las examinadas en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional- Ministerio de Defensa”.


    Brussolo, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Instituto de Ayuda para el Pago de Retiros y Pensiones Militares


    B. 742, XXXVII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones similares a las examinadas en el dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional- Ministerio de Defensa”.


    Castilla Desaint, Georges y otros c/ Estado Nacional - Instituto de ayuda financiera para el pago de retiros y pensiones militares


    C. 1820, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones similares a las examinadas en el dictamen de la causa: L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional- Ministerio de Defensa”.


    Bonaño, Néstor Julio  y otros c/ Estado Nacional


    B. 831, XXXVII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo y dictamen de la causa "Banco Bansud S.A. c/ Secretaría de Comercio e Inversiones - disposición 1242/98".


    Coca Cola de Argentina S.A. c/ Secreataría de Comercio e Inversiones - Disposición DNCI 1115/99


    C. 1173, XXXVI, 26 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Prueba documental. Admisibilidad del recurso. 


    Aplicación de la doctrina de Fallos 238:550.


    Es doctrina de la Corte que si bien es cierto que la prueba de los hechos está sujeta a ciertas limitaciones en cuanto a su forma y tiempo, y que es propio de los jueces de la causa determinar cuando existe negligencia procesal sancionable de las partes,así como disponer lo conducente para el respeto de la igualdad en la defensa de sus derechos, ninguna de estas consideraciones basta para excluir de la solución a dar al caso, su visible fundamente de hecho, porque la renuncia consciente a la verdad es incompatible con el servicio de justicia; En este marco también tiene dicho la Corte en reiterada jurisprudencia, que la interpretación de disposiciones procesales no pueden prevalecer sobre la necesidad de dar primacía a la verdad jurídica objetiva, de modo que su esclarecimiento se vea perturbado por un excesivo rigor formal incompatible con un adecuado servicio de justicia y las reglas del debido proceso, máxime cuando reconoce base constitucional la necesidad de otorgar primacía a la primera, de modo de impedir su ocultamiento ritual, como exigencia del artículo 18 de la Constitución Nacional.


    Superintendencia de Seguros de la Nación c/ ITT Hartford S.A. y otros


    S. 1105, XXXVI, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Quiebra. Violación al debido proceso. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que el remedio excepcional no tiene por fin revisar en una tercera instancia cuestiones de hecho, prueba y derecho común que son propias de los jueces de la causa,ha hecho excepción a tal principio cuando la decisión carece de los requisitos mínimos que la sustentan como acto jurisdiccional válido, cuando de ello deviene la directa violación a garantías y derechos de expresa protección constitucional.


    De Maio, Alberto José s/ Quiebra


    D. 735, XXXVI, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Vivienda familiar. Desafectación del inmueble (civil). Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    Si no se advierte la arbitrariedad que se invoca, ya que la sentencia controvertida tiene fundamentos de naturaleza común que resultan suficientes para la solución integral del caso, y tampoco estamosante desaciertos u omisiones que sean susceptibles de descalificar el fallo como acto judicial, corresponde desestimar la queja interpuesta.


    Khanis, Pablo s/ Quiebra s/ Incidente de verificación de crédito por consorcio de propietarios de la calle Paraná 9XX/XX/XX/XX


    K. 56, XXXVII, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Reajuste jubilatorio. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa V. 30, XXXV, "Villareal, Clara Baudilia c/ ANSES s/ Reajuste por movilidad".


    Martino Carmine c/ ANSES


    M. 294, XXXVII, 09 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que en caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, de los cuales uno es la  arbitrariedad, corresponde considerar éste en primer término,pues de existir, dicha tacha no habría sentencia propiamente dicha.


    Ello es precisamente lo que acontece en el sub-lite por cuanto el sentenciador no ha dado una, base sólida a su decisión, lo que permite descalificarla como acto jurisdiccional.


    Fernández, Nelson Elmo c/ INPS - Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles


    F. 638, XXXVI, 12 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Reaseguro. Subsidio estatal. Reintegro de aportes y contribuciones. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión no federal. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho yderecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa; máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. No obstante, también ha reiterado, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados; exigencia que, al decir de la Corte, procura esencialmente la exclusión de decisiones irregulares.


    Fernández, Roberto y otros c/ Instituto Nacional de Reaseguros


    F. 196, XXXV, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, "Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de Coronel Dorrego y Trenque Lauquen S.A. c/ Trilla S.R.L.


    B. 778, XXXVII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, "Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Castelucci y Zubiri S.R.L. y otro


    B. 637, XXXVI, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, "Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Ciamparella, Daniel Eduardo


    B. 649, XXXVI, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, "Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Ruiz, Mario Alberto y otra


    B. 774, XXXVII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, "Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Veterinaria Sur S.A.


    B. 777, XXXVII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, "Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Biondo, Alejandro Juan c/ Herrero, Carlos E. y otro


    B. 785, XXXVII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, "Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Catalano, Mario


    B. 776, XXXVII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 1137, L. XXXVI, "García Zaccagnini, María Florencia y otros c/ Dirección General Impositiva".


    Barrios, Ángel Antonio y otros c/ D.G.I.


    B. 1148, XXXVI, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, "López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Cerretini, Néstor c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    C. 558, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Recusación. Sentencia no firme. Defensa en juicio. Independencia del Poder Judicial. Admisibilidad del recurso. 


    Lo atinente a la recusación de los magistrados, al decir de que la Corte es materia ajena a la vía del artículo 14 de la ley n° 48, por la naturaleza, en principio, fáctica y procesal del tema y la ausencia de sentencia definitiva o equiparable.


    Seda S.R.L. c/ Banco Empresario de Tucumán Cooperativo Limitado


    S. 113, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Reglas de la sana crítica. Insuficiencia del agravio. Admisibilidad del recurso. 


    El Tribunal tiene reiteradamente dicho, que un acto judicial es descalificable, si se aparta de las constancias de la causa al limitarse a un análisis aislado de los diversos elementos de juicio, o cuando lo resuelto se apoya en pautas de excesivalatitud y se prescinde de la consideración de argumentos oportunamente introducidos por las partes, que podrían resultar conducentes para la solución del pleito.


    Corresponde señalar que la desatención de antecedentes que hacen a la cuestión fáctica sustancial de la causa, y la omisión del adecuado estudio de elementos conducentes obrantes en la misma, en particular, de los especificados precedentemente, que al ser examinados en conjunto por el juez de grado lo condujeron a una solución diametralmente opuesta y cuyas conclusiones el a quo tampoco se ocupó de desmerecer, importa, de por sí, una ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Porque si bien es cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso profundizar sobre los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada.


    Chorbajian de Kasabian, Lucía c/ Enriquez, Susana Teresa


    C. 538, XXXVII, 04 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Regulación de honorarios. Cuestiones de hecho y prueba. Admisibilidad del recurso. 


    No obstante que los agravios precedentemente reseñados, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, materia ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, laCorte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo con los términos en que fue planteada y el derecho aplicable, y formula una consideración fragmentaria de los elementos conducentes para la solución del litigio.


    Barbenza, Ricardo Herman c/ Subira, Jaime


    B. 646, XXXVII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Retiro obligatorio. Juicios contra el estado. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha sostenido en reiteradas oportunidades que corresponde rechazar la tacha de arbitrariedad si los fundamentos suscitan el análisis de cuestiones dehecho y prueba respecto de las cuales el recurso exhibe una mera discrepancia de criterio con el juzgador, circunstancia que acontece en el sub lite.


    G., Jorge Alberto c/ Estado Nacional -Ministerio de defensa- Prefectura Naval Argentina


    L. 335, XXXV, 07 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Retiro policial. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, "López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Acosta, Raúl c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    A. 1450, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, "López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Banfi, Julio c/ Estado Nacional - Instituto de Ayuda Financiera


    B. 2506, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, "López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Galeano, Ovidio c/ Ministerio de Defensa - Instituto de Ayuda Financiera


    G. 1516, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, "López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Marenzi, Remo y otros c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    M. 1786, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, "López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Massanella, Luis c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    M. 1388, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, "López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Navarro, Santiago c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    N. 261, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, "López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Portugal, Jorge c/ Estado Nacional - Ministerio de defensa


    P. 643, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, "López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Reyes, Carlos Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    R. 1238, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, "López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Oliva, Luis c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    O. 363, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Salud pública. Incongruencia. Desproporcionalidad de la pena. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. 


    El tribunal señala, que a los fines de dilucidar la cuestión planteada, no se puede realizar una interpretación literal del artículo 6° de la resolución 4223/94, el que a su criterio debe analizarse a la luz de lo dispuesto en el artículo 5°y el anexo II de la normativa; incurre, de modo incongruente, en un notorio apartamiento de la norma que, de modo claro, resulta conducente a la solución del litigio.


    Laboratorio Phoenix S.A.I.C. y F. Cherniak, Leonardo s/ Infracción Ley 16.463


    L. 285, XXXVI, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Seguridad social. Cuestiones de hecho y prueba. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que no obstante que los conflictos que se suscitan en torno a temas de hecho, prueba y derecho común son ajenos, como regla, a la vía del artículo 14 de la ley 48, ello no es óbice para que laCorte pueda conocer en supuestos excepcionales, cuando el tribunal a-quo ha prescindido, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos, y que, eventualmente, resultarían conducentes para la adecuada solución del litigio.


    Ello es lo que acontece en el sub-lite por cuanto el juzgador ha prescindido del estudio de serios y conducentes elementos que se aprecian en la causa, lo que importa de por sí una muy ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio.


    Zarri de Plastina, María c/ Instituto Municipal de Previsión Social


    Z. 114, XXXVI, 31 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Sentencia definitiva. Derecho de propiedad. Caducidad de instancia. Violación de tratados internacionales. Procedencia del recurso. 


    El quejoso reprocha arbitrariedad de la sentencia. Sostuvo que la resolución del a quo encuadra dentro del concepto de sentencia definitiva, ocasionándole un gravamen irreparable al dejar sin efecto, como consecuencia de la caducidad decretada,una sentencia favorable que acogía la demanda, con lo cual afectó derechos adquiridos, que por la prescripción emergente del tiempo transcurrido desde el hecho dañoso, queda sin posible reparación ulterior, con lo cual afectó el derecho de propiedad, de su parte –artículo 17 de la Constitución Nacional.


    Montenegro, Francisco c/ Abad de Carfi, María Cristina


    M. 1446, XXXVI, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Sindicatos. Resoluciones equiparables a definitiva. Libertad sindical. Denegatoria del recurso. 


    Si bien en el caso, el actor no sitúa su reclamo de manera explícita en el marco del artículo 47 de la ley n° 23.551, lo cierto es que los jueces de la causa entendieron que la presentación de inicio se dirigió, esencialmente,a denunciar-una obstaculización o impedimento en el ejercicio regular de los derechos de libertad sindical garantizados por la norma, extremo que, según tal parecer, situó la cuestión en el plano de tutela genérica prevista por aquél precepto.


    Galván, Ramón Apolinario s/ Especiales


    G. 47, XXXVIII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Sociedad en comandita por acciones. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1665, L. XXXVI, "Calix S.A. c/ Provincia de Buenos Aires".


    Alfieri Empresa Constructora Sociedad en Comandita por Acciones c/ Provincia de Buenos Aires (Dirección de vialidad)


    A. 544, XXXVII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Sucesiones. Accionista mayoritario. Doctrina de la arbitrarieradad. Falta de fundamentación autónoma. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Corresponde señalar que si bien la Corte tiene dicho que el recurso extraordinario no tiene por objeto corregir en una tercera instancia, fallos que se reputen equivocados en cuanto a la aplicación e interpretaciónde normas de derecho común, por ser ello facultad propia de los jueces de la causa y ajenas por principio al remedio excepcional, no es menos cierto que ha hecho excepción a tal criterio cuando la decisión carece de los requisitos mínimos que la sustenten como acto jurisdiccional válido, conforme a la doctrina de arbitrariedad de sentencia que acuñara desde antiguo.


    Cattaino, José Armando s/ Sucesión de Luis Daura


    C. 570, XXXV, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Sentencia no firme. Mediación. Denegatoria del recurso. 


    Para que proceda el recurso extraordinario se requiere que la resolución apelada revista el carácter de sentencia definitiva, en los términos del artículo 14 de la ley 48. Tal es el caso de las decisiones que ponen fin al pleito, impiden su continuación o


    Tonello, Irma Emma c/ Calonge Ventura s/ Sucesión


    T. 40, XXXIV, 02 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Suplementos del haber jubilatorio. Cuestiones de hecho y prueba. Exceso ritual manifiesto. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que si bien los agravios propuestos remiten a cuestiones de hecho, prueba y derecho común ajenos, en principio y por su naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la ley 48,ello no es óbice para la procedencia de la vía intentada cuando la alzada ha procedido con excesivo rigor formal y prescindido de considerar planteos y constancias de la causa que podrían incidir en la solución del caso.


    Freschi de Hours, Catalina c/ Provincia de Buenos Aires (Instituto de Previsión Social)


    F. 47, XXXVI, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Tercera instancia. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Conforme lo tiene decidido la Corte, las decisiones dictadas en materia de competencia, no autorizan la apertura de la instancia extraordinaria, por no constituir sentencias definitivas, con excepción de los casos en que medie denegación del fuero federal,extremo que no acontece en autos, desde que la única cuestión que se pretende someter a conocimiento de la Corte se vincula con el ámbito territorial de desenvolvimiento de esa magistratura. También, ha sostenido, que la ausencia de aquel requisito no puede suplirse mediante la invocación de garantías constitucionales, supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento.


    Granero, Andrés Bernardo c/ Registro de las Personas


    G. 545, XXXVII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Transmisión televisiva. Productora de contenidos audiovisuales. Recurso extraordinario. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Revocación de sentencia. 


    Corresponde dejar sin efecto la sentencia que hizo lugar parcialmente al reclamo, condenando a la sociedad demandada a retribuir la autorización conferida por la actora paraproducir un segundo segmento de capítulos de una serie televisiva si, más que de determinar la existencia en abstracto de un derecho susceptible de retribución pecuniaria, se trataba de considerar su tratamiento y concreta regulación en el marco general de la contratación.


    Bogart Producciones S.R.L. c/ Arte Radiotelevisivo Argentino S.A.


    B. 1034, XXXVII, 09 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Tribunal de enjuiciamiento. Resoluciones irrecurrible. Debido proceso. Denegatoria del recurso. 


    En primer término corresponde poner de relieve que las objeciones del recurrente al artículo 41 de la ley provincial n° 4.970 –por el que se veda la posibilidad de recurrir las decisiones del Tribunal de Enjuiciamiento,excepción hecha de los proveídos de mero trámite- deviene inoficiosas tan pronto se advierte que, atiende la consideración inicial de la Corte mendocina en orden a la índole no judicial de la decisión, lo cierto es que el Alto Cuerpo local adscribió a la doctrina de la Corte relativa a la recurribilidad de las resoluciones de los jurados de enjuiciamiento en los casos en que se aprecie comprometida la garantía constitucional del debido proceso.


    Varela Álvarez, Carlos y Lavado Diego s/ Denuncia causa 3/99


    V. 208, XXXVII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. Admisibilidad del recurso. 


    Tiene dicho la Corte frente a casos excepcionales, que la interpretación de dispositivos procesales no puede prevalecer sobre la necesidad de dar primacía a la verdad jurídica objetiva, de modo que su esclarecimiento se vea turbado por un excesivo rigor.


    Ferro de Goce, Haydee c/ Asencio, Francisco y otro


    F. 523, XXXVII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Jubilaciones. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    El recurso interpuesto no puede prosperar, desde que el quejoso no refuta los variados argumentos utilizados por el Superior local para fundamentar su decisión y sólo trata de desvirtuar la apreciación realizada por el a-quo respecto a las peritaciones.


    R., Lucero Zenón c/ Caja de Jubilaciones y Pensiones de la provincia de Mendoza


    R. 518, XXXVI, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Sentencia de trance y remate. Mutuo comercial. Intereses compensatorios. Tasas de interés. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    No existe en la especie arbitrariedad, por transgresión al principio de cosa juzgada, toda vez que la sentencia de trance y remate, no es la etapa idónea para determinar el monto final de la condena.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ López, Ernesto Francisco


    B. 3130, XXXVIII, 19 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Queja por recurso denegado


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI "Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo", cuyos fundamentos fueron compartidos por la Corte en su sentencia.


    Banco de Coronel Dorrego y Trenque Lauquen c/ Britos Jorge O. y otra


    B. 613, XXXVII, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, "Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Gueríno Antonio s/ Cobro ejecutivo", fundamentos que fueron compartidos por la Corte Suprema en su sentencia.


    Banco de La Pampa c/ Ajejandre, Adolfo G.


    B. 779, XXXVII, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Desistimiento del recurso. Cuestión abstracta. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, “Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683”.


    La aludida circunstancia sobreviniente ha vuelto abstracta la cuestión de fondo y, en consecuencia, ha dejado sin sustento el agravio del Ministerio Público.


    Y. C. P. M. s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 1.015/2.000/1.226


    Y. 53, XXXVI, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Recurso de apelación (procesal)


    Ejecución previsional. Sentencia definitiva. Costas. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa A. 189, XXXV, “Arisa, Ángel Umberto c/ ANSES s/ Haberes nulidad de acto administrativo" y al dictamen de la causa F. 487, L.XXXV, “Fernández Vicente c/ Anses s/ Dependientes".


    Bustos, Haydee c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    B. 189, XXXVI, 07 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Hábeas data. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 180, L. XXXVI, “Organización Veraz S.A. c/ Estado Nacional -ME y O.S.P. s/ Amparo ley 16.986".


    Magoia, Elda Teresa c/ Tarjeta Provencred y/o Citibank NA - Hábeas data


    M. 426, XXXVIII, 05 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión del expediente. Independencia del Ministerio Público. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B.1141, L. XXXVII,  "Banco de la Ciudad de Buenos Aires s/ Solicita se declare estado de emergencia económica" (PVA).


    Banco de Galicia y Buenos Aires s/ Solicita intervención urgente en autos "Smith, Carlos Antonio c/ Poder Ejecutivo Nacional o Estado Nacional s/ Sumarísimo"


    B. 32, XXXVIII, 31 de enero de 2002


    Ver dictamen


     


    Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Con prescindencia de si la presentación o la denegatoria resultaron prematuras e, inclusive, de lo argüido en orden a la unidad de fundamentos del fallo o a la eventual afectación del principio de congruencia, lo cierto es que la alzada decidióque la solicitud de la actora permanezca en el "buzón" o "mail box" hasta que transcurra el plazo legal, de manera tal que su procedencia pueda ser apreciada administrativamente en el futuro. En ese contexto entendió, asimismo, bien que el examen de constitucionalidad del artículo 100 del decreto reglamentario n° 260/96 carece de interés práctico para dirimir el conflicto, bien que ello es prematuro.


    American Home Products Corporation c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    A. 218, XXXVIII, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Solidaridad previsional. Sentencia definitiva. Economía procesal. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa F. 487, L. XXV,  "Fernández Vicente c/ ANSES s/ Dependientes".


    Fiordalisi, Margarita Hilda c/ Anses s/ Ejecución previsional


    F. 225, XXXVI, 07 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Recurso de inaplicabilidad de la ley


    Revocación de sentencia. Devolución del expediente. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 2012, L.XXXVIII, "Miglierini, Hilda Aurora y otros c/ Provincia de Río Negro (IPROSS) s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley".


    Arévalo, Silvina c/ Provincia de Rio Negro s/ Contencioso administrativo - Inaplicabilidad de Ley


    A. 1452, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 2012, L.XXXVIII, "Miglierini, Hilda Aurora y otros c/ Provincia de Río Negro (IPROSS) s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley".


    Scola, Fátima c/ Provincia de Rio Negro s/ Contencioso Administrativo - Inaplicabilidad de Ley


    S. 1582, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 2012, L.XXXVIII, "Miglierini, Hilda Aurora y otros c/ Provincia de Río Negro (IPROSS) s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley".


    Torre, Laura Andrea y otros c/ Provincia de Rio Negro s/ Contencioso Administrativo Federal - Inaplicabilidad de Ley


    T. 559, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 2012, L.XXXVIII, "Miglierini, Hilda Aurora y otros c/ Provincia de Río Negro (IPROSS) s/ Contencioso administrativo s/ Inaplicabilidad de ley".


    Maas, Hilda María y otros c/ Provincia de Rio Negro s/ Contencioso Administrativo - Inaplicabilidad de Ley


    M. 2013, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Recurso de queja


    Multa. Empresa. Defensa en juicio. Invalidez del acto jurídico. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Es conveniente señalar que si bien la Corte tiene establecido que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinario.


    L. Y. S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    L. 275, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Recurso de queja (procesal)


    Cuestión ya resuelta en los autos principales : Dictamen de la causa n° 1676 "Sosa, Walter Fabián y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Decreto 896/01 Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986".


    Sosa, Walter Fabián y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Decreto 896/01 - Ley 25.453


    S. 1370, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones ya resueltas en los autos principales.


    Arce, Julio Daniel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa


    A. 1227, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios contra el estado. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, “Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar”.


    Central de Trabajadores Argentinos y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional


    C. 860, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Defraudación. Improcedencia del recurso. 


    La Corte ha resuelto que “una demora indefinida en el despacho del recurso extraordinario importa la obstrucción del ejercicio de la jurisdicción que acuerda al Tribunal el artículo 14 de la ley 48 e importa la denegación implícita de aquél”,no es ésta la situación en estudio.


    K., Sergio Leopoldo y otro s/ Defraudación


    K. 10, XXXVII, 22 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Sentencia no firme. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa K. 10, XXXVII, “K., Sergio Leopoldo y otro s/ Defraudación”.


    La intervención de la Corte, sea por recurso ordinario o extraordinario, sólo tiene lugar ante las sentencias definitivas, carácter que no reviste la providencia impugnada, lo que tornaría improcedente el remedio planteado.


    K., Sergio Leopoldo y otro s/ Defraudación


    K. 19, XXXVII, 22 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa K. 10, XXXVII, “Kaplan, Sergio Leopoldo s/ Defraudación”.


    K., Sergio Leopoldo y otro s/ Defraudación


    K. 21, XXXVII, 22 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Mantenimiento del recurso. 


    A fin de que la Corte pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada por el recurrente, se mantiene la presente queja.


    W., César Luis y otros s/ Causa N°3.300


    W. 29, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. 


    Los fundamentos expuestos por el señor Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal, resultan suficientes a efectos de mantener la presente queja.


    G., D. s/ Abuso deshonesto


    G. 634, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Retiro policial. Cuestión abstracta. Debido proceso. Fallos de la Corte Suprema. Pronunciamineto inoficioso. 


    Toda vez que el actor manifiesta que la presente queja ha devenido abstracta, atento a que el Estado Nacional ha reintegrado la suma descontada en virtud del decreto 430/00, se le solicita al Tribunal que,en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, en salvaguarda del principio de bilateralidad procesal, que se confiera traslado de dicho escrito al demandado a fin de que manifieste lo que considere pertinente.


    Bonpland, Carmelo José c/ Caja de retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policia Federal


    B. 899, XXXVII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Remisión a lo dictaminado en los autos principales.


    Agua y Energía Eléctrica S.E. c/ Montelpare, Gustavo


    A. 634, XXXV, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 582, L. XXXVII, “Aguilera, Daniel c/ Empresa Hípica Argentina”.


    Braschi, Matilde y otros c/ Empresa Hípica Argentina S.A.


    B. 762, XXXVII, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 582, L.XXXVII, "Aguilera, Daniel c/ Empresa Hipica Argentina",


    Kollaricik, Enrique y otros c/ Empresa Hípica Argentina S.A.


    K. 53, XXXVII, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 656, L. XXXVI, "Asociación de Teleradiodifusoras Argentinas y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires".


    Asociación de Teleradiodifusoras Argentinas y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    A. 682, XXXVI, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A.852, L.XXXVII, "Aguilera, Daniel c/ Empresa Hípica Argentina".


    Anobile, Héctor y otros c/ Empresa Hípica Argentina S.A.


    A. 583, XXXVII, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 2183; L. XXXVII, “Lirhe S.A. c/ Transportes Lorynat S.A. y otros s/ Ejecutivo”.


    Martínez, Roberto c/ Sedalana Sacei s/ Cobro salarios


    COMP. 76, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa G. 934; L. XXXVII, “Giampietro, José Antonio y otros c/ ENCOTEL”.


    Tamusch, Héctor Leonardo y otros c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos


    T. 327, XXXVII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 171; L. XXXVII, “OCA - Incidente Med. III - c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Secretaría de comunicaciones - Comisión Nacional de Comunicaciones Expediente 7455/98”.


    OCA c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Secretaría de Comunicaciones - Incidente Med. II


    O. 156, XXXVII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Z. 81; L. XXXIII, “Zenzerovich, Ariel F. s/ Recusación”.


    C., Héctor Osvaldo s/ Homicidio Culposo - Causa N° 3495


    C. 2850, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Aguilar, Carlso A. y otro s/ Cobro ejecutivo


    B. 2539, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Azcoitia, Juan Carlos y otra s/ Cobro ejecutivo


    B. 2541, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Barrio, Hugo Rubén y otros s/ Cobro ejecutivo


    B. 2588, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Bozbranny, Fernando René s/ Cobro ejecutivo


    B. 2547, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Bras, Gerardo M. y otro s/ Cobro ejecutivo


    B. 2576, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Di Lorenzo, Carlos A. y otra s/ Cobro ejecutivo


    B. 2553, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Huizenga, Hernán y otros s/ Cobro ejecutivo


    B. 2554, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Molina, María Cristina y otro s/ Cobro ejecutivo


    B. 2538, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Semigan S.A. s/ Cobro ejecutivo


    B. 2583, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Biondo, Alejandro J.R. c/ Demarchi, Federico A. y otro s/ Ejecución de honorarios


    B. 2578, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y al dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa s/ Incidente de impugnación en: Mioli, José Rafael s/ Quiebra


    B. 1647, XXXVIII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de Coronel Dorrego y Trenque Lauquen S.A. (Hoy Banco de La Pampa) c/ Schreiner, Miguel Ángel s/ Cobro ejecutivo


    B. 2589, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de Coronel Dorrego y Trenque Lauquen S.A. c/ Britos, Jorge Omar y otra s/ Ejecución prendaria


    B. 1615, XXXVIII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de Coronel Dorrego y Trenque Lauquen S.A. c/ Regalia, Hector J. y otro s/ Ejecución prendaria


    B. 2582, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Clemant, César O. s/ Cobro ejecutivo


    B. 1646, XXXVIII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Conte, Ilda María s/ Cobro ejecutivo


    B. 2550, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Ganzález, Antonio E. s/ Cobro ejecutivo


    B. 2555, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Goicoechea, Juan Julio s/ Cobro ejecutivo


    B. 2546, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Goicoechea, Juan Julio s/ Cobro ejecutivo


    B. 2544, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ González, Abel H. s/ Cobro ejecutivo


    B. 2587, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Holzmann, Celso Alejandra s/ Cobro ejecutivo


    B. 2540, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Juanpataoro, Domingo s/ Cobro ejecutivo


    B. 2585, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Leobono, Jorge Omar s/ Cobro ejecutivo


    B. 2545, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Miguel, Luis Enrique y otra s/ Cobro ejecutivo


    B. 2577, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Mioli, José y otra s/ Cobro ejecutivo


    B. 2551, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Moreno, Juan José y otros s/ Cobro ejecutivo


    B. 1853, XXXVIII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Oliver, Jorge Eduardo s/ Cobro ejecutivo


    B. 2586, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Pampa Sur SRL y otros s/ Cobro ejecutivo


    B. 2590, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Panero, Norberto Oscar s/ Cobro ejecutivo


    B. 2548, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Pastor de Peralta, María E. s/ Cobro ejecutivo


    B. 2584, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Pérez, Luis y otra s/ Cobro ejecutivo


    B. 2543, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Pique Automotores SRL y otros s/ Cobro ejecutivo


    B. 2580, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Poliotti, Juan Carlos y otros s/ Cobro ejecutivo


    B. 2579, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Rodríguez Yolanda Elena y otro s/ Cobro ejecutivo


    B. 2591, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Rodríguez, Martín Ernesto


    B. 335, XXXVII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Saldutti, Fernando y otro s/ Cobro ejecutivo


    B. 2542, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Sieli, Elio s/ Cobro ejecutivo


    B. 2549, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Vulcano, Carlos T. y otros s/ Cobro ejecutivo


    B. 1854, XXXVIII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa s/ Alebuena, Eduardo E. s/ Cobro ejecutivo


    B. 1649, XXXVIII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa s/ Magno, Carlos Alberto s/ Cobro ejecutivo


    B. 1648, XXXVIII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa B. 555; L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa s/ Polonara, Eduardo A. s/ Cobro ejecutivo


    B. 1650, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 1760; L. XXXVII, “Ávalos, Ramón Antonio y otros c/ ANSES y Provincia de Catamarca”.


    Acevedo, Julia Rosa y otras c/ ANSES y Provincia de Catamarca s/ Acción declarativa


    COMP. 346, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 1760; L. XXXVII, “Ávalos, Ramón Antonio y otros c/ ANSES y Provincia de Catamarca”.


    Arada, Manuela Raquel y otro c/ ANSES y Provincia de Catamarca s/ Acción declarativa


    COMP. 2100, XXXVII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 1760; L. XXXVII, “Ávalos, Ramón Antonio y otros c/ ANSES y Provincia de Catamarca”.


    Argarañaz, Pedro Pascual y otros c / ANSES y Provincia de Catamarca s/ Acción declarativa


    COMP. 2098, XXXVII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 1760; L. XXXVII, “Ávalos, Ramón Antonio y otros c/ ANSES y Provincia de Catamarca”.


    Carrizo Salomón Hilario y otros c/ ANSES y Provincia de Catamarca s/ Acción declarativa


    COMP. 2103, XXXVII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 1760; L. XXXVII, “Ávalos, Ramón Antonio y otros c/ ANSES y Provincia de Catamarca”.


    Estado provincial de Catamarca s/ Inhibitoria


    COMP. 2151, XXXVII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 1760; L. XXXVII, “Ávalos, Ramón Antonio y otros c/ ANSES y Provincia de Catamarca”.


    Estado provincial de Catamarca s/ Inhibitoria


    COMP. 2150, XXXVII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo y dictamen de la causa Comp. 1760; L. XXXVII, “Ávalos, Ramón Antonio y otros c/ ANSES y Provincia de Catamarca”.


    Estado provincial de Catamarca s/ Inhibitoria


    COMP. 2149, XXXVII, 14 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Interpretación de la ley. Educación. Ley federal de educación. Derecho de enseñar y aprender. Poder Legislativo Nacional. Control de constitucionalidad. Decretos provinciales. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Revocación de sentencia. 


    Mediante el art. 75 inc. 19 de la Constitución Nacional, se confirió al Congreso de la Nación la competencia para sancionar leyes de organización y de base de la educación que consoliden la unión nacional y que respetan las particularidades provinciales y locales,así como le impuso, entre otras obligaciones, asegurar la responsabilidad indelegable del Estado y la participación de la familia y la sociedad a fin de organizar la educación.


    Ferrer de Leonard, Josefina y otros c/ Superior Gobierno de la Provincia de Tucumán s/ Amparo


    F. 466, XXXVII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa T.893, LXXXVIII, "Truncellito, Hugo Omar y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo".


    Chejolan, Amelia y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    C. 3177, XXXVIII, 19 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T.893, LXXXVIII, "Truncellito, Hugo Omar y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo".


    Elsegood, Miguel Ángel c/ Estado Nacional y Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    E. 486, XXXVIII, 19 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T.893, LXXXVIII, "Truncellito, Hugo Omar y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo".


    González, Norma B. y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    G. 2564, XXXVIII, 19 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T.893, LXXXVIII, "Truncellito, Hugo Omar y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo".


    Masferrer, R. y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional y Banco Francés s/ Amparo


    M. 3056, XXXVIII, 19 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T.893, LXXXVIII, "Truncellito, Hugo Omar y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo".


    Tilve, Fernando M. y otros c/ BBVA Banco Francés S.A. y Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    T. 882, XXXVIII, 19 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588,  L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Flores, Julio César c/ Estado Nacional s/ Amparo


    F. 1038, XXXVIII, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588, L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Ramos, Jorge Miguel c/ Estado Nacional s/ Amparo


    R. 1396, XXXVIII, 18 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588, L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Rey, Carlos Daniel c/ Estado Nacional s/ Amparo


    R. 1240, XXXVIII, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588, L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Zapata, Ricardo Ernesto c/ Estado Nacional s/ Amparo


    Z. 273, XXXVIII, 18 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986


    Lonigro, Vicente Félix y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    L. 336, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986


    López, Carlos Alberto s/ Amparo


    L. 441, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Adelfang, Pablo y otros c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    A. 348, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Aguilar, Eduardo Alfredo s/ Amparo


    A. 816, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Aguilar, Mirta Guadalupe c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    A. 592, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Aguilera, Antonio s/ Amparo


    A. 484, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Aiduc, Norma Lucía c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    A. 908, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Amarillo, Daniel Oscar s/ Amparo


    A. 886, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Antonelli, Marcela Adriana c/ Gobierno Nacional y otro s/ Acción de amparo


    A. 147, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Arévalo, Jorge Ricardo s/ Amparo


    A. 1217, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Asociación Trabajadores del Estado A.T.E. y otros c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    A. 990, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Barbella, Nélida Graciana c/ Gobierno Nacional y otro s/ Acción de amparo


    B. 81, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Barbisan, Rolando Juan s/ Amparo


    B. 2700, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Barreto, Ana María s/ Amparo


    B. 819, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Bautista, Carlos Alberto y otros c/ Gobierno Nacional - Ministerio de Salud s/ Acción de amparo


    B. 1248, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Benítez, Eduardo Andrés s/ Amparo


    B. 879, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Bietti, María Eugenia y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    B. 1249, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Billingurst, Beatríz y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    B. 1111, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Bustos, Miguel Ángel c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    B. 1284, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Cares, Osvaldo y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    C. 1515, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Castillo, Ernesto Manuel y otros c/ Gobierno Nacional - Ministerio de Salud s/ Acción de amparo


    C. 566, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Ceballos, José Luis s/ Amparo


    C. 915, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Coria, Jacinto Roque c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986


    C. 621, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Cozabayut, Mónica Miriam c/ Gobierno Nacional y otro s/ Acción de amparo


    C. 679, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    De Giovanni, Raúl Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Estado Mayor General de la Armada s/ Acción de amparo


    D. 385, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Del Valle, Juan Carlos s/ Amparo


    D. 551, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Demonte Becker, Horacio s/ Amparo


    D. 281, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Demonte Becker, Oscar Ramón s/ Amparo


    D. 315, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Derendinger, Ricardo E. s/ Amparo


    D. 552, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Devita, Susana Amalia c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo


    D. 585, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Díaz, José María c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986


    D. 267, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Dodera, Luis María s/ Amparo


    D. 997, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Egui, Carlos Vicente s/ Amparo


    E. 249, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Falcione, Rodolfo Oscar y otros c/ Gobierno Nacional Ministerio de Salud s/ Acción de amparo


    F. 259, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Feld, Diana Beatríz y otros c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de Amparo


    F. 682, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Fernández, Horacio Ricardo c/ Poder Ejectuvio Nacional s/ Amparo


    F. 493, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Gagliano, Adriana María c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    G. 896, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    García, Ana Teresa c/ Gobierno Nacional y otro s/ Acción de amparo


    G. 247, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Gauna Cafier Miguel Humberto c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo


    G. 307, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Giménez, Luis Alberto y otros s/ Amparo


    G. 911, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Gómez, Jorge Alberto s/ Amparo


    G. 810, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Gonzalez, Susana Mabel y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    G. 149, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Grimaldi, Atilio Antonio c/ Poder Ejecutivo Nacional - Estado Mayor General del Ejército s/ Acción de amparo


    G. 666, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Gruber, Jorge Armando s/ Amparo


    G. 897, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Ibarra, Alfredo Daniel c/ Estado Nacional s/Amparo


    I. 245, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Jaime, Vicente Leopoldo y otros s/ Amparo


    J. 30, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    keller, Ricardo c/ Estado Nacional s/ Amparo


    K. 189, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Kors, Nora Judith y Otros c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo


    K. 6, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Lamanna, Rubén Horacio c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    L. 488, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Laplacette, Juan Carlos s/ Amparo


    L. 559, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Larrea, Luis Eduardo c/ Estado Nacional s/ Amparo


    L. 918, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    López, Eduardo Luján y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    L. 215, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Luján, Hugo Felipe c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    L. 406, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Mansilla, Juan Carlos y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    M. 1031, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Martignoni, Diego y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    M. 1421, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Morales, Roberto José y otros s/ Amparo


    M. 586, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Oltra, Estela Nieves c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo


    O. 280, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Prado, Hugo Héctor s/ Amparo


    P. 1267, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Quinteros, Oscar c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    Q. 10, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Renzi, Marta c/ Gobierno Nacional - Ministerio de Economía s/ Acción de amparo


    R. 198, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Ruhl, Daniel y otros s/ Amparo


    R. 1146, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Ruhl, Jorge Antonio s/ Amparo


    R. 224, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Silvera, Raúl E. y otro s/ Amparo


    S. 703, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Skulski, Rosa Anastacia c/ Gobierno Nacional y otro s/ Acción de amparo


    S. 1242, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Smiterello, Héctor Roberto s/ Amparo


    S. 780, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Sommer, Gustavo José s/ Amparo


    S. 204, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Suárez, Orlando Marcelo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    S. 1108, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Tobio, Marcela y otros c/ Gobierno Nacional - Ministerio de Economía s/ Recurso de hecho


    T. 57, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Torrado, Jorge c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    T. 33, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Tramacer, Norma Susana y otros c/ CONICET s/ Acción de amparo


    T. 59, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Tribulo, Ricardo Rubén s/ Amparo


    T. 91, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Unión del Personal Civil de la Nación c/ Estado Nacional y otro s/ Acción de amparo


    U. 48, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Vercelli, Marta Adriana c/ Gobierno Nacional y otro s/ Acción de amparo


    V. 52, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Villalba, Pedro s/ Amparo


    V. 456, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Zabal, Jorge Marcelo y otros s/ Amparo


    Z. 146, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Rielo, Ameijide Josefa Consuelo c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo


    R. 814, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”..


    Asociación de Profesionales del Programa de Atención Médica Integral y Afines c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción de amparo


    A. 155, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General del Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986”..


    Leiva, Oscar Alfredo s/ Amparo


    L. 1038, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo ley 16.986”.


    Alberti, Héctor Julio c/ Estado Nacional s/ Amparo


    A. 1661, XXXVIII, 18 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    AFIP DGA. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P.358, L.XXXVII, "P.A.S.A. S.A. c/ Administración Nac. Aduanas por acción de amparo".


    Pasa S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General de Aduanas s/ Acción de amparo


    P. 628, XXXVII, 03 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P.358, L.XXXVII, "P.A.S.A. S.A. c/ Administración Nac. Aduanas por acción de amparo".


    Pasa S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General de Aduanas s/ Acción de amparo


    P. 626, XXXVII, 03 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P.358, L.XXXVII, "P.A.S.A. S.A. c/ Administración Nac. Aduanas por acción de amparo".


    Pecom Energía S.A. c/ A.N.A. s/ Amparo - medida cautelar


    P. 571, XXXVII, 03 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P.358, L.XXXVII, "P.A.S.A. S.A. c/ Administración Nac. Aduanas por acción de amparo".


    Pecom Energía S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General de Aduanas. s/ Acción de amparo


    P. 570, XXXVII, 03 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    AFIP. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa P.358, L.XXXVII, "P.A.S.A. S.A. c/ Administración Nac. Aduanas por acción de amparo".


    Pasa S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - A.N.A. s/ Acción de amparo


    P. 627, XXXVII, 03 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P.358, L.XXXVII, "P.A.S.A. S.A. c/ Administración Nac. Aduanas por acción de amparo".


    Pasa S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Amparo - Sust. medida cautelar


    P. 625, XXXVII, 03 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa P.358, L.XXXVII, "P.A.S.A. S.A. c/ Administración Nac. Aduanas por acción de amparo".


    Pecom Energía S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Administración Nacional de Aduanas s/ Acción de amparo


    P. 788, XXXVII, 03 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 17, XXXVII, “Mayo de Ingramo, Cecilia Alba c/ Estado Nacional-Poder Ejecutivo-En la figura del Sr. Interventor Federal de Corrientes s/ Acción de amparo”.


    Airaldi, Claudelino c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y/o Interventor Federal de la Provincia de Corrientes s/ Acción de amparo


    A. 9, XXXVII, 16 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Sentencia equiparable a definitiva. Competencia federal. Admisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible en cuanto se alega por su intermedio que en autos existe denegatoria del fuero federal, circunstancia excepcional que permite equiparar a definitivo el pronunciamiento recurrido.  Sentado ello, el agraviodebe prosperar, pues, aunque la acción de amparo se interponga contra actos emanados de un particular, corresponde a la justicia federal, ratione materia, su conocimiento y resolución, cuando aquéllos se cuestionan por fundarse en normas nacionales que colisionan con otras leyes de igual carácter y con preceptos de la Constitución Nacional, en tanto interfieren con un fin nacional. Máxime cuando, también cabe destacar, lo medular del planteo efectuado en el sub examine remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de las normas federales, cuya adecuada hermenéutica resulta esencial para la justa solución de la controversia y permite apreciar si existe violación constitucional.A mayor abundamiento, cabe agregar que la ley 25.587 dispone que corresponden a la competencia de la justicia federal el conocimiento de los procesos judiciales como el presente y el a quo así lo reconoció al conceder el remedio extraordinario.


    Baldini, Omar Emilio y Zas, Angela María s/ Amparo-Mandamus


    B. 2701, XXXVIII, 23 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Decretos. Tasas. Régimen tributario. Tasas. Principio de legalidad. Denegatoria del recurso. 


    Precedente de Fallos: 321:366, 318:1154 y 319:3400. Precedente de la causa B 453, L. XXXV, "Berkley Internacional A.R.T. S.A", resuelto por la Corte, en consonancia con lo dictaminado por este Ministerio Público.


    Como ha señalado calificada doctrina, la tasa es una “categoría tributaria también derivada del poder de imperio del Estado, con estructura jurídica análoga al impuesto y del cual se diferencia únicamentepor el presupuesto de hecho adoptado por la ley, que en este caso consiste en el desarrollo de una actividad estatal que atañe al obligado".


    Selcro S.A. c/ Jefatura de Gabinete de Ministros Decisión 55/00 (Decretos 360/95 y 67/96) s/ Amparo Ley 16.986


    S. 365, XXXVII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


     


    Sentencia definitiva. Resoluciones equiparables a definitiva. Cuestiones de hecho y prueba. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario no se dirige contra una sentencia definitiva o asimilable, pues no revisten esa calidad las que rechazan la acción de amparo pero dejan subsistente el acceso a la revisión judicial a través de la instancia ordinaria y,si bien tal principio no es absoluto -tal como lo ha puesto de manifiesto la Corte-, en el sub lite, no concurren circunstancias excepcionales que permitan apartarse de aquella regla.


    Cuyo Televisión S.A. c/ Estado Nacional s/ Amparo


    C. 1451, XXXVI, 04 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Desistimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 445, L. XXXVIII, "García, Diego Francisco y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción de amparo".


    Alvarez, Jorge Anselmo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    A. 1790, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Disponibilidad de los depósitos. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. 


    En cuanto al planteo de raigambre constitucional, importa una cuestión jurisdiccional autónoma que no puede ser ventilada en esta instancia de excepción, en la medida que no constituye ninguno de los supuestos previstos en la Constitución Nacional.


    Banco de la Nación Argentina s/ Solicita intervención urgente en autos "González de Giadone, Andrea c/ Poder Ejecutivo Nacional"


    B. 36, XXXVIII, 15 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Emisoras de radio. Interpretación de la ley. Interpretación de leyes federales. Comunicaciones. Libertad de expresión. Control de razonabilidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    En el estado actual del sistema de protección de las garantías constitucionales, es un principio firmemente aceptado que entre las libertades que consagra la Constitución Nacional, la de prensa es una de las que poseen mayor entidad,en la medida que es condición necesaria para la existencia de un gobierno libre y el medio idóneo para orientar y aun formar una opinión pública vigorosa, atenta a la vigilancia de la actividad de los poderes públicos, y que como función social, tiende a contribuir, mediante la crónica, a dar noticias de la ciencia, la cultura, la educación, el deporte y el entretenimiento, los acontecimientos cotidianos y cuanto ocurre en el mundo que nos rodea y tenga interés público.


    Asociación Mutual Carlos Mujica c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo - COMFER s/ Amparo


    A. 215, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al Fallos: 322: 464.


    Según un pacto firmado por el Poder Ejecutivo Nacional con su correspondiente provincia, como así también, de acuerdo con las características de las jubilaciones recibidas por la contraparte,nunca se les aplicará a los amparistas la referida norma, el recurso se ha tornado insustancial. Ello, en virtud de la doctrina sentada por la Corte que sostiene que es inoficiosa la intervención del Tribunal si falta el gravamen derivado de la aplicación de las normas cuya constitucionalidad se cuestiona.


    García, Diego Francisco y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción de amparo


    G. 445, XXXVIII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Interpretación de la ley. Personas con discapacidad. Menores. Prestaciones básicas para personas con discapacidad. Estado Nacional. Interés del menor. Protección del menor y la familia. Revocación de sentencia. 


    Precedentes de la Corte: Fallos: 318:1269; 318:1676; 322:2701; 324:122; 324:975.


    En el presente caso la discusión es si atañe a la demandada la obligación de cubrir en forma integral las prestaciones básicas por discapacidad que la actora reclama.


    M., S. G. y otros c/ Fuerza Aérea Argentina - Dirección General de Bienestar para Personal de la Fuerza Aérea s/ Amparo


    M. 3226, XXXVIII, 31 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el estado. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa T.348, LXXXVIII, "Tobar, Leonidas c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Contaduría General del Ejército - Ley 25.453 s/ Amparo ley 16.986".


    Waisbien, Ángel Isaac c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    W. 69, XXXVIII, 17 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 348, L. XXXVIII, “Tobar, Leonidas c/ Estado Nacional - Ministerio de defensa - Contaduría General del Ejército - Ley 25.453 s/ Amparo ley 16.986”.


    Derudi, María Teresa c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    D. 1322, XXXVIII, 10 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T.348, L.XXXVIII, "Tobar, Leónidas c/ E. N. – M° Defensa-Contaduría General del Ejército- Ley 25.453 s/ Amparo - Ley 16.986".


    Sosa, Walter Fabián y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Decreto 896/01 - Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986


    S. 1676, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión de derecho público local. Competencia provincial. Confirmación de sentencia. 


    Se ha señalado que los Interventores Federales en las provincias no son funcionarios locales sino que sustituyen a la autoridad provincial y ejercen facultades que la Constitución Nacional, la Constitución Provincial y las leyes respectivas le reconocen.


    Mayo de Ingaramo, Cecilia Alba c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Acción de amparo


    M. 17, XXXVII, 17 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucía y otros el Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Zaninelli, Sergio Adrián c/ UNS y Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    Z. 279, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Bustillo, Berta Mabel y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo - Meidda cautelar (hoy sumarísimo) s/ Incidente de apelación


    B. 2977, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, “Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Ludia y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar”.


    Incidente de Medida Cautelar en autos: Martínez, Héctor A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Derechos Humanos - Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Acción de Amparo - Medida Cautelar de no innovar


    M. 143, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVlII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucía y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía- lNTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Central de Trabajadores Argentinos y otros c/ Estado nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    C. 1025, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio - lNTA s/ Acción de amparo - Medida Cautelar de no innovar".


    Sindicato de Luz y Fuerza de la zona del Paraná c/ Estado Nacional - Nucleoeléctrica Argentina S.A. NASA s/ Acción de amparo


    S. 1735, XXXVIII, 04 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Vistas y traslados. Debido proceso. Fallos de la Corte Suprema. 


    Toda vez que con posterioridad a la concesión el recurso extraordinario interpuesto, se han dictado nuevas normas que podrían incidir de modo sustancial en la resolución de lacontroversia planteada en el sub lite, se le solicita al Tribunal que, y en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, disponga, de estimarlo procedente, un traslado a las partes a fin de que manifiesten lo que consideren pertinente sobre una nueva situación.


    Beratz, Mirta Ester c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo - Medida cautelar


    B. 2507, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Juicios contra el estado. Sentencia no firme. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto por el Estado Nacional es formalmente inadmisible y fue incorrectamente concedido.  Toda vez que no se dirige contra una sentencia definitiva y tampoco concurren en elsub lite los supuestos excepcionales que permiten apartarse del principio que rige en esta materia, porque la medida dispuesta tiene efectos limitados, tanto en lo que respecta a los que se benefician con su adopción como en lo concerniente a su duración en el tiempo. Sobre esto último, no parece ocioso recordar que las medidas cautelares son eminentemente provisionales, destinadas a regir, como máximo, hasta el dictado de la sentencia de fondo y pueden ser dejadas sin efecto en cualquier momento, o incluso sustituidas, a pedido del deudor, por otra que resulte menos perjudicial (conforme artículos 202 y 203 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).


    Incidente Medida Cautelar en autos: De Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria s/ Acción de Amparo - Medida Cautelar de no innovar


    D. 72, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Obras sociales. Decretos nacionales. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 58, L. XXXV, "Obra Social Bancaria Argentina c/ Banco Municipal de la Plata s/ Ejecución fiscal".


    El pronunciamiento de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social, que confirma el fallo de grado que rechaza el amparo por entender que existen otras vías que obstan a la favorableacogida del amparo, conspira contra el carácter de definitivo o equiparables a tal que impone a las sentencias el artículo 14 de la ley n° 48, desde que deja abierto el camino al replanteo del asunto y en tanto que no se prueba, con la estrictez que es menester, la existencia de un agravio de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior.


    Bank of America National Trust and Saving Association c/ Obra Social Bancaria s/ Amparos y sumarísimos


    B. 1108, XXXVIII, 19 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Sentencia no firme. Improcedencia del recurso. 


    Debe declararse improcedente el recurso extraordinario al no mediar sentencia definitiva.


    Banco Liniers Sudamericano S.A. c/ Obra Social Bancaria Argentina s/ Amparo y sumarísimos


    B. 863, XXXVII, 14 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Régimen jubilatorio. Régimen de reparto. Decretos nacionales. Inconstitucionalidad. Vistas y traslados. 


    El decreto 108/01 modifica la redacción original del decreto 438/00, cuya inconstitucionalidad sostiene la actora. Esta situación hace pertinente solicitar al Tribunal que, en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2, del CódigoProcesal Civil y Comercial de la Nación, efectúe un traslado a las partes a fin de que manifiesten lo que consideren necesario sobre esta nueva situación.


    La Rioja, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    L. 394, XXXVI, 10 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Servicio público. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 


    La Corte destacó, de manera reiterada, que cuestiones como las que se plantean en autos conducen, en último término, a la aplicación e interpretación de normas, reglamentos decisiones referidas a la prestación de unservicio público que, más allá del carácter del sujeto prestador, se plasman en relaciones regidas o alcanzadas por normas de derecho público federal, motivo por el cual las causas deben tramitar ante dicha jurisdicción ratione-materiae.


    Telecom Argentina S.A. c/ ERSEP s/ Amparo


    T. 510, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Universidades nacionales. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso extraordinario que ha sido concedido por la Cámara no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal (art. 14 de la ley 48), puesto que no sepronunciado acerca de las cuestiones de fondo en debate y queda a salvo la posibilidad de que sean planteadas en un proceso de conocimiento posterior.


    Universidad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    U. 34, XXXV, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Acción de inconstitucionalidad. Ley provincial. Discrepancia del recurrente. Insuficiencia del agravio. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que la interpretación asignada por los jueces locales a las normas aplicables al caso, impiden su revisión en la instancia extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias dedarse sus propias instituciones y regirse por ellas, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su posible acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. Asimismo, también ha sostenido que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógicos en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales.


    Asociación de los Testigos de Jehova c/ Consejo Provincial de Educación de Neuquén s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 639, XXXV, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios contra el estado. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - INTA s/ Acción de amparo - Medida Cautelar de no innovar".


    Mazini Nelson E. y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad (Artículo 322 CPCC) s/ Incidente de apelación


    M. 2291, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Curvetto, Néstor Raúl y otra c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo y CONICET s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad (Artículo 322 CPCC) s/ Incidente de apelación


    C. 2465, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 339, L. XXXV, "Total Austral S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de".


    Dorisar S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa


    D. 386, XXXV, 03 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 339, L. XXXV, "Total Austral S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de".


    Pan American Sur S.R.L. c/ Tierra del Fuego, Antartida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa


    P. 836, XXXV, 03 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 339, L. XXXV, "Total Austral S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de".


    Ultrapetrol S.A. c/ Tierro del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa


    U. 43, XXXV, 03 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 339, L. XXXV, "Total Austral S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de".


    Wintershall Energía S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa


    W. 39, XXXV, 03 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Explotación de hidrocarburos. Mar territorial. Poder ejecutivo. Poder Legislativo Nacional. División de poderes. Puertos. Privilegios marítimos. Cuestión abstracta. 


    La demandada considera que el reglamento 214/94 constituye un inequívoco reconocimiento de que los límites provinciales se extienden hasta las 12 millas marinas basándose en su vigésimo considerando, en el pago directo de las regalías a su favor.


    Total Austral S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico s/ Acción declarativa


    T. 339, XXXV, 03 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el estado. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la caua O .72, L.XXXVllI, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Ludia y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - INTA s/ Acción de amparo - Medida Cautelar de no innovar".


    Herrero, Héctor Eusebio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social - Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad (Artículo 322 CPCC) s/ Incidente de apelación


    H. 330, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucía y otros el Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Stortoni, Raúl Alberto y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción meramente declarativa inconstitucionalidad (Artículo 322 CPCC)


    S. 1885, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio - lNTA s/ Acción de amparo - Medida Cautelar de no innovar".


    Ilari, María Adelfa y otras c/ Poder Ejecutivo Nacional - ANSES s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad (Artículo 322 CPCC) Incidente de apelación


    I. 312, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli. Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar".


    Franco, Ernesto y otros c/ Estado Nacional - ANSES s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad (Artículo 322 CPCC) s/ Incidente de apelación


    F. 1075, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O .72, L. XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - INTA s/ Acción de amparo - Medida Cautelar de no innovar".


    Marti Deiman, Jaime c/ Poder Ejecutivo Nacional - ANSES s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad (Artículo 322 CPCC) s/ Incidente de apelación


    M. 2356, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O .72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - INTA s/ Acción de amparo - Medida Cautelar de no innovar".


    Aristegui, Raúl H. y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad (Artículo 322 CPCC) s/ Incidente de apelación


    A. 1749, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O .72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - INTA s/ Acción de amparo - Medida Cautelar de no innovar".


    Fusi, Raúl c/ Poder Ejecutivo Nacional - Aministración Nacional de la Seguridad Social s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad (Artículo 322 CPCC) sumarísimo s/ Incidente de apelación


    F. 1058, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O .72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - INTA s/ Acción de amparo - Medida Cautelar de no innovar".


    Rosell, Ramón A. y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad (Artículo 322 CPCC) sumarísimo s/ Incidente de apelación


    R. 1418, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 365, L. XXXVII, "Selcro S.A. c/ Jefatura Gabinete Ministros - Decisión 55/00 (Decretos 360/95 y 67/96) s/ Amparo ley 16.986".


    S.A.M. Langenauer e hijos C.I.F.I. y A.G. c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Inspección General de Justicia - Decisión 55/00 s/ Amparo Ley 16.986


    S. 345, XXXVII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


     


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 699, L.XXXVII, "Cabello, Nancy Mónica y otros el Estado Nacional (F. A. A.) s/ Sumario".


    Hernández de Aguirre, Sonia y otra c/ Estado Nacional (Fuerzas Armadas ) s/ Sumario


    H. 81, XXXVII, 15 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa C. 699, L.XXXVII, "Cabello, Nancy Mónica y otros el Estado Nacional (F. A. A.) s/ Sumario".


    López, Mónica Alicia y otras c/ Fuerza Aérea Argentina s/ Sumario


    L. 388, XXXVII, 15 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 116, “López, Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo”.


    Grossi, Alvio Herculano c/ Caja de Retiro de Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal


    G. 175, XXXVIII, 18 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 116, “López, Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo”.


    Guallan, Juan Carlos c/ Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal - Ministerio de Defensa


    G. 168, XXXVIII, 18 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa L. 116, “López, Ramón c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ Amparo”.


    Salinas, Daniel Feliciano c/ Estado Nacional - Instituto de ayuda financiera para el pago de retiros y pensiones militares


    S. 177, XXXVIII, 18 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 348; L. XXXVIII, “Tobar, Leónidas c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Contaduría General del Ejército – Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Álvarez, Mario Enrique c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Acción de amparo


    A. 825, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 348; L. XXXVIII, “Tobar, Leónidas c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Contaduría General del Ejército – Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Aramburu, Esteban Alejandro c/ Superior Gobierno de la Nación s/ Acción de amparo


    A. 663, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 348; L. XXXVIII, “Tobar, Leónidas c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Contaduría General del Ejército – Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Arce, Víctor Hugo c/ Superior Gobierno de la Nación s/ Amparo


    A. 815, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 348; L. XXXVIII, “Tobar, Leónidas c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Contaduría General del Ejército – Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Balmaceda, Luis David c/ Superior Gobierno de la Nación s/ Amparo


    B. 1634, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 348; L. XXXVIII, “Tobar, Leónidas c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Contaduría General del Ejército – Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Cáceres, Orlando Víctor c/ Superior Gobierno de la Nación s/ Acción de Amparo


    C. 716, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 348; L. XXXVIII, “Tobar, Leónidas c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Contaduría General del Ejército – Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Campi, Ricardo Francisco c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - PNA - Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986


    C. 1354, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 348; L. XXXVIII, “Tobar, Leónidas c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Contaduría General del Ejército – Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Garay, Roberto César c/ Superior Gobierno de la Nación s/ Amparo


    G. 763, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 348; L. XXXVIII, “Tobar, Leónidas c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Contaduría General del Ejército – Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Leis, Mario Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal - Ley 25.453 - Decreto 896/01 s/ Amparo - Ley 16.986


    L. 835, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 348; L. XXXVIII, “Tobar, Leónidas c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Contaduría General del Ejército – Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Matarrese, Víctor y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Decreto 896/01 Ley 25.453 s/ Amparo ley 16.986


    M. 1348, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 348; L. XXXVIII, “Tobar, Leónidas c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Contaduría General del Ejército – Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Moyano, María Ester c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    M. 883, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 348; L. XXXVIII, “Tobar, Leónidas c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Contaduría General del Ejército – Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986”.


    Zayas, Marco Omar c/ Superior Gobierno de la Nación s/ Amparo


    Z. 113, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 893, L. XXXVIII, “Truncellito, Hugo Omar y otra c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo”.


    Recalde, Marcelo José c/ Poder Ejecutivo Nacional - Amparo - Medida Cautelar


    R. 1851, XXXVIII, 19 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 588; L. XXXVII, “Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional – Contaduría General Ejército Argentino – Decreto 430/00 s/ Amparo ley 16.986”.


    Correa, Julio Alberto y otros s/ Amparo


    C. 2370, XXXVIII, 18 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1087; L. XXXVI, “Banco Río de la Plata S.A. c/ Provincia de La Pampa y/o quien resulte responsable s/ Demanda contencioso administrativa”.


    Banco Rio de la Plata S.A. c/ Provincia de La Pampa y/o quien resulte responsable


    B. 1085, XXXVI, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 1087; L. XXXVI, “Banco Río de la Plata S.A. c/ Provincia de La Pampa y/o quien resulte responsable s/ Demanda contencioso administrativa”.


    Banco Rio de la plata S.A. c/ Provincia de La Pampa y/o quien resulte responsable


    B. 1086, XXXVI, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Felix Guerino Antonio s/ Cobro Ejecutivo”


    Banco de La Pampa c/ Agriello, Juan y otro s/ Cobro ejecutivo


    B. 3620, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 876; L. XXXVII, “Marino, Gustavo Aníbal c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A. s/ Daños y perjuicios”.


    Pérez, Carlos Eladio y otro c/ Transportes Metropolitanos General San Martín y otro s/ Daños y perjuicios


    P. 677, XXXVII, 31 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa T. 348; L. XXXVIII, “Tobar, Leónidas c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Contaduría General del Ejército – Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986”.


    González Varela, Rodolfo Tito c/ Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica s/ Acción de amparo


    G. 1676, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, "Banco de la Pampa el Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo", opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ D'Annunzio de Somoza Marta s/ Cobro ejecutivo


    B. 3843, XXXVIII, 07 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Fuero de atracción. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 931; L. XXXVII, “Municipalidad de Magdalena c/ Shell Compañía de Petróleo Sociedad Anónima Shiftarts-Gessell-Schaft M.S. Primus and Co”.


    Municipalidad de Magdalena c/ Shell C.A.P.S.A.


    M. 870, XXXVII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa M. 931; L. XXXVII, “Municipalidad de Magdalena c/ Shell Compañía de Petróleo Sociedad Anónima Shiftarts-Gessell-Schaft M.S. Primus and Co”.


    Municipalidad de Magdalena c/ Shell Compañia Argentina de Petroleo Sociedad Anónima, Schiffahrts y Boston Compañia Argentina de Seguros S.A.


    M. 915, XXXVII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Aportes sindicales. Cuestiones de competencia. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Privación de justicia. Debido proceso. Defensa en juicio. Gravedad institucional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Causas civiles. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 


    Si bien los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan en principio la apertura de la instancia excepcional, ya que no constituyen sentencia definitiva, cabe equipararlos a ella, aún cuando no deniegan el fuero federal,toda vez que se dan circunstancias excepcionales que así lo autorizan, en tanto la sentencia en crisis constituye un claro supuesto de privación de justicia, puesto que afecta de manera no susceptible de reparación ulterior las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio consagradas por el art. 18 de la Constitución Nacional.


    Asociación de Maestros y Profesores c/ Ministerio de Educación de La Rioja s/ Ejecutivo


    A. 736, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Resoluciones equiparables a definitiva. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 1862, XXXVII, “Meissner, Ilda Elsa c/ G.C.B.A. s/ Cobro de pesos” y su cita.


    La sentencia apelada es equiparable a definitiva, atento al carácter nacional de todos los jueces de la Capital Federal, por lo que la declaración de incompetencia del a quo equivale a la denegación del fuero federal.


    Martínez, Liliana Beatriz c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    M. 743, XXXVII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 469; L. XXXVIII, “Gazzia de Sanz, Adriana Edith c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contenciosa administrativa” y su cita, Fallos: 323: 711.


    Airaldi, Claudeino c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción Contenciosa administrativa


    COMP. 476, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 469; L. XXXVIII, “Gazzia de Sanz, Adriana Edith c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contenciosa administrativa” y su cita, Fallos: 323: 711.


    Cima, Carmen Teresita c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contencioso administrativa


    COMP. 468, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 469; L. XXXVIII, “Gazzia de Sanz, Adriana Edith c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contenciosa administrativa” y su cita, Fallos: 323: 711.


    Domínguez, Carmen c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contencioso administrativa


    COMP. 477, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 469; L. XXXVIII, “Gazzia de Sanz, Adriana Edith c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contenciosa administrativa” y su cita, Fallos: 323: 711.


    Fernández Balfhor de Vigay, Juana Isabel c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Diligencias preliminares


    COMP. 472, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 469; L. XXXVIII, “Gazzia de Sanz, Adriana Edith c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contenciosa administrativa” y su cita, Fallos: 323: 711.


    Gauna, Pura Cristina c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Diligencias preliminares


    COMP. 508, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 469; L. XXXVIII, “Gazzia de Sanz, Adriana Edith c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contenciosa administrativa” y su cita, Fallos: 323: 711.


    Grinberg, Edgardo Gustavo c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contencioso administrativa


    COMP. 510, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 469; L. XXXVIII, “Gazzia de Sanz, Adriana Edith c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contenciosa administrativa” y su cita, Fallos: 323: 711.


    Irigoyen de Quetglas Felicitas c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Diligencias preliminares


    COMP. 475, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 469; L. XXXVIII, “Gazzia de Sanz, Adriana Edith c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contenciosa administrativa” y su cita, Fallos: 323: 711.


    Mayo de Ingaramo, Cecilia Alba c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contencioso administrativa


    COMP. 509, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 469; L. XXXVIII, “Gazzia de Sanz, Adriana Edith c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contenciosa administrativa” y su cita, Fallos: 323: 711.


    Saade, Alfredo Isaias c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Diligencias preliminares


    COMP. 471, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 469; L. XXXVIII, “Gazzia de Sanz, Adriana Edith c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contenciosa administrativa” y su cita, Fallos: 323: 711.


    Silvero de Bechini, Ida Lourdes c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Diligencias preliminares


    COMP. 473, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 469; L. XXXVIII, “Gazzia de Sanz, Adriana Edith c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contenciosa administrativa” y su cita, Fallos: 323: 711.


    Silvero, Carmen Beatríz c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Diligencias preliminares


    COMP. 474, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 469; L. XXXVIII, “Gazzia de Sanz, Adriana Edith c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contenciosa administrativa” y sus citas.


    Tomasella de Micelli, Norma María c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contencioso administrativa


    COMP. 470, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Concesión parcial del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 365, L. XXXVII, "Selcro S.A c/ Jefatura Gabinete Ministros - Decisión 55/00 (Decretos 360/95 y 67/96) s/ Amparo ley 16.986".


    Carlos Berisso S.C.A. C/ Estado Nacional. Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Jefatura Gabinete de Ministros Decisión 55/00 s/ Amparo Ley 16.986


    C. 315, XXXVII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 365, L. XXXVII, "Selcro S.A c/ Jefatura Gabinete Ministros - Decisión 55/00 (Decretos 360/95 y 67/96) s/ Amparo ley 16.986".


    Compañía Italo Argentina de Comercio y Finanzas S.A. C/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Inspección General de Justicia - Decisión 55/00 s/ Amparo Ley 16.986


    C. 713, XXXVII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 365, L. XXXVII, "Selcro S.A c/ Jefatura Gabinete Ministros – Decisión 55/00 (Decretos 360/95 y 67/96) s/ Amparo ley 16.986".


    Sucesores de Hernán Enrique Reynal S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Jefatura de Gabinete de Ministros - Decisión 55/00 s/ Amparo Ley 16.986


    S. 535, XXXVII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa S. 365, L. XXXVII, "Selcro S.A c/ Jefatura Gabinete Ministros. - Deci 55/00 (Dto. 360/95 y 67/96) s/ Amparo ley 16.986".


    Estancias La Dorita S.A. y otros c/ Estado Nacional - Jefatura de Gabinete de Ministros - Inspección General de Justicia - Decisión 55/00 s/ Amparo Ley 16.986


    E. 97, XXXVII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


     


    Concurso preventivo. Sentencia. Denegatoria del recurso. 


    La corte tiene reiteradamente dicho que el recurso extraordinario no procede en aquellos casos en que no medie sentencia definitiva o sentencia equiparable a tal.   Tal requisito no se verifica en el caso y más allá de la consideración efectuada por el a quoal conceder el recurso extraordinario, reconociendo el error al decidir, el recurso extraordinario no debe ser admitido, por cuanto la resolución impugnada no pone fin al pleito, y sólo decide acerca de la aplicación del instituto de caducidad admitiendo su rechazo y decidiendo mantener vivo el proceso, cuestión de indudable naturaleza procesal y de derecho común, de la cual no se deriva agravio irreparable para el recurrente, ya que de sus propios dichos se desprende que pretende seguir discutiendo en la acción cuya acumulación oportunamente solicitara cuestiones íntimamente ligadas a las que se tratan en el presente incidente y que de resolverse en uno u otro caso producirían efecto de cosa juzgada en cualquiera de ellas.


    To Talk S.A. s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de Revisión por Miniphone S.A.


    T. 121, XXXVII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Contrato comercial. Cuestión abstracta. 


    Debe examinarse si subsisten los requisitos jurisdiccionales exigidos para que la Corte se pronuncie en este recurso extraordinario, en virtud de la doctrina que señala que sus resoluciones deben atender a las circunstanciasexistentes al momento de la decisión, aun cuando sean sobrevinientes a la interposición de aquél.


    Telemetrix S.A. c/ Administración General de Puertos y otro s/ Proceso de Conocimiento


    T. 417, XXXVI, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Contribuciones patronales. Revocación de sentencia. 


    El punto debatido consiste en determinar si se trata la presente de una causa judicial, que debe tramitar ante el fuero federal, o de un conflicto interadministrativo, que deberá resolver el Procurador delTesoro de la Nación o el Poder Ejecutivo Nacional, en su caso.


    En estas condiciones, resulta aplicable lo declarado por la Corte en cuanto a que el recurso extraordinario resulta procedente, en tanto la decisión apelada había establecido la competencia del Poder Judicial para entender en la causa y negó la aplicación de la ley 19.983, "que regula un aspecto de la competencia del Procurador del Tesoro y del Presidente de la Nación", lo que suscita cuestión federal suficiente para habilitar la intervención de la Corte.


    Universidad Nacional del Centro de la Provincia de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ Acción ordinaria de nulidad - Medida cautelar de no innovar


    U. 87, XXXVI, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Convenios colectivos de trabajo. Procedencia del recurso. 


    Emerge total coincidencia, tanto de las partes como de los funcionarios y magistrados, en orden a que no resultan admisibles las ampliaciones de los sujetos comprendidos en los convenios colectivos de trabajo.


    Federación Empresarios de Transporte Automotor de Pasajeros de Cordoba c/ Estado Nacional y otro s/ Nulidad de resolución M.T.


    F. 152, XXXVII, 14 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Acción de amparo. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 205, L. XXXVII, "Telefónica Comunicaciones Personales S.A. (T.C.P.) c/ Municipalidad de Rosario s/ Amparo".


    Telecom Personal S.A. c/ Municipalidad de Rosario s/ Amparo - Medida cautelar


    T. 293, XXXVII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Denegatoria del recurso. 


    La Corte ha resuelto reiteradamente que los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas a los efectos del recurso extraordinario, así como que la ausencia de ese requisito no puede suplirse aunquese invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Pérez, Carlos Rubén y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Cobro prestación complementaria


    P. 103, XXXVIII, 31 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Facultades de la alzada. 


    En atención a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21708, la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia,debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Pérez, Roberto Omar c/ Imprenta del Congreso de la Nación s/ Accidente Ley 9.688


    COMP. 299, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Poder de policía. Puertos. Distribución de competencias. Gravamen eventual. Inadmisibilidad del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es doctrina del Tribunal que las resoluciones sobre la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia del art. 14 de la Ley 48,salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos.


    Hoteles Microtel Inns de Argentina S.A. c/ Administración General de Puertos Sociedad del Estado s/ Medida cautelar


    H. 165, XXXVI, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Prescripción. Cuestión de derecho común. Fallos del tribunal superior. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario es inadmisible y fue correctamente denegado por el a quo, toda vez que los agravios que por su intermedio se pretenden someter a conocimiento delTribunal sólo trasuntan la discrepancia del apelante con la decisión adoptada por los jueces de la causa en temas que normalmente no son aptos para habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48, sin que se advierta, en su resolución, un supuesto de arbitrariedad.


    Jure Construcciones S.R.L. c/ Estado Provincial


    J. 109, XXXVI, 26 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Defensa en juicio. Verdad jurídica objetiva. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien, en principio, lo relativo a la procedencia o improcedencia de recursos locales es materia ajena a la instancia federal, cabe hacer excepción de tal premisa cuando, como en el caso,la solución adoptada no constituye una derivación razonada de las normas vigentes según las constancias de la causa, y ello redunda en menoscabo del derecho de defensa del recurrente, en tanto frustra una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado.


    Municipalidad de Gualeguaychú c/ Frigorífico Gualeguaychú - Apremio. Ejecución de honorarios. Incidente de levantamiento de embargo


    M. 726, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas A. 413, L. XXXVII, “AFIP c/ Consorcio Forestal Andina por ejecución fiscal” (acápites VIII y IX) y A. 7, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa S.R.L. por ejecución fiscal” (acápites VII, VIII y IX).


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Administración Nacional de la Seguridad Social c/ Cabodevilla, Guillermo Alberto p/ Ejecución fiscal


    A. 900, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 7, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa S.R.L por ejecución fiscal”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Sosa, Oscar Marcelo p/ Ejecución fiscal


    A. 361, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Concesión parcial del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 570, L. XXXVII, “A.F.I.P. c/ Atahualpa SRL por ejecución fiscal".


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva (recurso seguridad social) c/ Martínez, Ismael Rodolfo p/ Ejecución fiscal


    A. 418, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Concesión parcial del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 7, L. XXXVII, "AFIP c/ Atahualpa SRL por ejecución fiscal".


    Tiene establecido la Corte que las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos no son, por regla, susceptibles de tratamiento por vía extraordinariapuesto que, para ello, se requiere la existencia de sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior.


    Administración Federal de ingresos Públicos c/ Petrocelli, Martín Miguel s/ Ejecución fiscal


    A. 480, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causas A. 413, L. XXXVII, "AFIP c/ Consorcio Forestal Andina por ejecución fiscal" y A. 7, L. XXXVII, "A.F.I.P. c/ Atahualpa SRL por ejecución fiscal".


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ La Población de Ortega S.A. p/ Ejecución fiscal


    A. 84, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas A. 413, L. XXXVII, "AFIP c/ Consorcio Forestal Andina por ejecución fiscal"; y A. 7, L. XXXVII, "AFIP c/ Atahualpa SRL por ejecución fiscal".


    Administración Federal de Ingresos Públicos (Administración Nacional de la Seguridad Social) c/ Instalaciones Especiales S.R.L. p/ Ejecución fiscal


    A. 83, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas A. 413, L. XXXVII, "AFIP c/ Consorcio Forestal Andina por ejecución fiscal"; y A. 7, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa SRL por ejecución fiscal".


    Administración Federal de Ingresos Públicos (Dirección General impositiva) c/ Hemodinamia Río Cuarto s/ Ejecución fiscal


    A. 651, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas A. 413, L. XXXVII, "AFIP c/ Consorcio Forestal Andina por ejecución fiscal"; y A. 7. L. XXXVII, "AFIP c/ Atahualpa SRL por ejecución fiscal".


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Intercorp S.R.L. p/ Ejecución fiscal


    A. 516, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Fisco Nacional. Facultades Administrativas. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 204, L. XXXVII, “AFIP c/ Balut, Alejandro Luis por ejecución fiscal”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos- Administración Nacional de la Seguridad Social c/ Romano, Aldo p/ Ejecución fiscal


    A. 640, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 570, L. XXXVII, "AFIP c/ Atahualpa SRL por ejecución fiscal".


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Atahualpa S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    A. 737, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 570, L. XXXVII, "AFIP c/ Atahualpa SRL por ejecución fiscal".


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Jorge Tomás Anauati y Delia Anauati Sociedad de hecho s/ Ejecución fiscal


    A. 738, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 570, L. XXXVII, "AFIP c/ Atahualpa SRL por ejecución fiscal".


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Obras Civiles S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    A. 740, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 570, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa S.R.L. por ejecución fiscal”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva (Recurso Seguridad Social) c/ Instituto de Enseñanza Integral San Pablo apóstol s/ Ejecución fiscal


    A. 907, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 570, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa S.R.L. por ejecución fiscal”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva (Recurso Seguridad Social) c/ Mateo, Vicente Nicolás s/ Ejecución fiscal


    A. 905, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 570, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa S.R.L. por ejecución fiscal”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Ale Marcelo p/ Ejecución fiscal


    A. 903, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 570, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa S.R.L. por ejecución fiscal”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Atahualpa S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    A. 906, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 570, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa S.R.L. por ejecución fiscal”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Compañía Agrícola Industrial Salteña S.A. s/ Ejecución fiscal


    A. 908, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 570, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa S.R.L. por ejecución fiscal”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Monserrat, Víctor Hugo p/ Ejecución fiscal


    A. 772, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 570, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa S.R.L. por ejecución fiscal”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Intercorp S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    A. 910, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 570, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa S.R.L. por ejecución fiscal”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Obras Civiles S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    A. 909, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa A. 570, L. XXXVIl, "AFIP c/ Atahualpa SRL por ejecución fiscal".


    Administración Federal de Ingresos Públicos- Administración Nacional de la Seguridad Social  c/ Martínez, Hugo Claudio s/ Ejecución fiscal


    A. 736, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Concesión parcial del recurso. 


    Remisión a la causa A. 413, L. XXXVII, "AFIP c/ Consorcio Forestal Andina por ejecución fiscal".


    Los cuestionamientos dirigidos a impugnar de nulidad el procedimiento de apremio en lo atinente tanto a lo que ocurriría en el caso en que no se opongan excepciones como a la etapa de subasta de los bienes del deudor,en el caso de falta de cumplimiento de la sentencia, traducen un agravio hipotético o meramente conjetural que es incapaz de sustentar la apelación intentada. Y, en tales condiciones, es inoficiosa la intervención de la Corte si falta el gravamen derivado de la aplicación de las normas cuya constitucionalidad se cuestiona.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ Atahualpa S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    A. 570, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión a los dictámenes de las causa A. 7, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa S.R.L. por ejecución fiscal” y A. 570, L. XXXVII, “AFIP c/ Atahualpa S.R.L. por ejecución fiscal”.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Baracat s/ Ejecución fiscal


    A. 904, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    IVA. Impuesto a las ganancias. Intimación de pago. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Doctrina de la arbitrariedad. Interpretación de la ley. Ley federal. Falta de agravio concreto. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien tiene dicho la Corte que las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan, como principio, el otorgamiento del remedio del art. 14 de la ley 48,tal doctrina no es aplicable a lo decidido aquí, toda vez que no se trata de un recurso extraordinario dirigido contra una decisión judicial que haya simplemente rechazado una medida cautelar, sino que se cuestiona la declaración de inconstitucionalidad de la norma que autoriza al Organismo recaudador a disponerla, de tal forma que no podría volver a ejercitar las referidas potestades respecto de la deuda en disputa, ya que el Juzgador le ha privado de ellas, extremo que, evidencia el carácter definitivo del agravio.


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Atahualpa S.R.L. s/ Ejecución Fiscal


    A. 7, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión los dictámenes de las causas A. 413, L. XXXVII, "AFIP c/ Consorcio Forestal Andina por ejecución fiscal"; y A. 7, L. XXXVII, "AFIP c/ Atahualpa SRL por ejecución fiscal".


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Administración Nacional de la Seguridad Social c/ Gerez, Margarita Leonor p/ Ejecución fiscal


    A. 397, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Empleo público. Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 629, L. XXXVI, “Arakaki, Marcela Noemí y otros c/ Estado Nacional (CSJN – Acordada 57/92) s/ Empleo público”.


    D’ Alessandro, Liliana y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia (Acordada 57/92) s/ Empleo público


    D. 333, XXXVII, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Falta de agravio concreto. Inadmisibilidad del recurso. 


    En la doctrina del Tribunal la existencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio, pues su ausencia o desaparición importa la de juzgar y no puede ser suplida por la conformidad de las partes o su consentimiento por la sentencia.


    Asociación de Teleradiodifusoras Argentinas y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    A. 656, XXXVI, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Honorarios del abogado. Sanciones conminatorias. Astreintes. Interpretación de la ley. Admisibilidad del recurso. 


    El Tribunal de segundo grado receptó en su resolución la doctrina de la Corte en el precedente de Fallos 320:186, en el que expresó que las sanciones conminatorias impuestas por los jueces en ejercicio de las facultades que les acuerda el art. 37 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación -en tanto suponen una sentencia condenatoria que impone un mandato que el acreedor no satisface deliberadamente-, no se encuentran comprendidas en el régimen de consolidación de deudas de la ley 23. 982 (al que remite el art. 13 de la ley 25. 344).


    Elma S.A. c/ Pratti Vázquez, Iglesias S.A. s/ Cobro de pesos


    E. 152, XXXVII, 14 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Impuestos. Interpretación de la ley. Principio de legalidad. División de poderes. Finalidad de la ley. Facultades delegadas. Revocación de sentencia. 


    En el sub lite corresponde dilucidar si el Poder Ejecutivo Nacional ha utilizado correctamente la facultad reglamentaria invocada en los considerandos de decreto 616/01 para excluir de la exencióna las “obras musicales impresas” y a “los álbumes o libros de estampas y de los cuadernos para dibujar o colorear para niños”.


    Cámara Argentina del Libro y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional –Decreto 616/01 s/ Amparo Ley 16.986


    C. 850, XXXVIII, 31 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Inadmisibilidad del recurso. 


    El remedio federal intentado es formalmente inadmisible y, en tales condiciones, fue mal concedido por el a quo. En efecto, pese a que la parte que lo deduce afirma que se encuentra en tela de juicio la inteligencia de normas federales.


    Boscarol, Mirta Gallegos de y otro c/ Ministerio del Interior s/ Artículo 6 Ley 24.411


    B. 197, XXXVII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, "Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio - lNTA s/ Acción de amparo - Medida Cautelar de no innovar".


    Alonso Telma S. y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - CONICET s/ Acción meramente declarativa inconstitucionalidad (art. 322 C.P.C.C) s/ Incidente apelación


    A. 1750, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 365; L. XXXVII, “Selcro S.A. c/ Jefatura de Gabinete de Ministros – Decreto 55/00 (Dto. 360/95 y 67/96) s/ Amparo Ley 16.986”.


    Agroinvesta S.A. c/ Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    A. 203, XXXVIII, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Daños y perjuicios. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Incompetencia. Confirmación de sentencia. 


    Según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Carranza Latrubesse, Gustavo c/ Municipalidad de Villa Carlos Paz s/ Sumario


    C. 722, XXXVI, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Jubilaciones. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 


    No existe en el presente una cuestión federal de las previstas en el artículo 14 de la ley n° 48, en tanto que la mera enunciación de garantías constitucionales que estimen violadas no basta para dar fundamento a dicha excepcional vía, cuando no se demuestra la existencia de una relación directa entre lo resuelto y las garantías supuestamente vulneradas.En cuanto a la arbitrariedad alegada, no le asiste razón al recurrente, ya que la conclusión a la que arriba el Superior Local respecto de la inteligencia de las normas previsionales en juego dista de ser irrazonable de acuerdo al marco normativo referido al beneficio solicitado, que claramente requería por parte del interesado la opción pertinente durante la vigencia del sistema legal.El actor pretende que se le otorgue la jubilación voluntaria estipulada en el capítulo VI de la ley 2205. Dicho beneficio se obtenía contando con una menor cantidad de años de aportes y una menor edad que las otras jubilaciones comprendidas en la ley antes citada y, por cierto, el monto de la prestación también era inferior.


    Mallea, Alberto Enrique c/ Caja de Jubilaciones y Pensiones de la provincia de San Juan


    M. 147, XXXV, 07 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. 


    Remisión al dictamen de la causa F. 128, L. XXXVII, “Fisco Nacional c/ Sebastián Maronese e hijo”.


    Fisco Nacional -Dirección general Impositiva- c/ Guelco S.A.I.C. Agropecuaria s/ Juicio de ejecución


    F. 564, XXXVI, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Doctrina de la arbitrariedad. Bienes inembargables. Embargo. Admisibilidad del recurso. 


    El Tribunal tiene dicho que corresponde su intervención con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencia, si el fallo impugnado propone una exégesis irrazonable de la norma aplicada que la desvirtúa y torna inoperante.


    Abujall, José Omar y Feu, Mario Gustavo c/ García, Erika Ruth: Lehmann, Juan Daniel y otros s/ Juicio ejecutivo


    A. 2192, XXXVIII, 07 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Improcedencia del recurso. 


    El remedio federal no puede prosperar, en virtud de que el actor debió recurrir en queja ante la Cámara de Apelaciones (Art. 232 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).


    Castilla, Mario c/ Rodríguez, Noemí Esther


    C. 436, XXXVII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el estado. Acción de amparo. Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa D.72, L.XXXVIII, “Incidente de medida cautelar en autos: Di Carli, Dina Lucila y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - INTA s/ Acción de amparo - Med. cautelar de no innovar”.


    Santiago, Guillermo Osvaldo c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía de la Nación y otro s/ Amparo y Medida Cautelar


    S. 1316, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Medidas autosatisfactivas. Insuficiencia del agravio. Inadmisibilidad del recurso. 


    Si bien la recurrente fundó su apelación en el art. 195 bis del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, opción recursiva que supone la potestad delTribunal para entender respecto de medidas cautelares dictadas aun por quien no reviste la calidad de tribunal superior de la causa en los términos del art. 14 de la ley 48, en el sub lite existe un pronunciamiento de la Cámara sobre la resolución adoptada en primera instancia, circunstancia que excluye la posibilidad de utilizar el remedio incorporado al Código de rito por el art. 18 de la ley 25.561.


    Camuzzi Gas del Sur S.A. s/ Solicita intervención en autos: "Defensor del Pueblo de la Nación c/ Telecom Argentina Stet France Telecom S.A. y otros s/ Medidas cautelares"


    C. 12, XXXVIII, 19 de abril de 2002


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa C. 12, L. XXXVIII, “Camuzzi Gas del Sur S.A. s/ Solicita intervención en autos: Defensor del Pueblo de la Nación c/ Telecom. Argentina Stet France Telecom. S.A. y otros s/ Medidas Cautelares”.


    Camuzzi Gas Pampeana S.A. s/ Solicita intervención urgente en Autos: "Defensor del Pueblo de la Nación c/ Telecom Argentina STET France Telecom S.A. y otros s/ Medidas cautelares"


    C. 13, XXXVIII, 19 de abril de 2002


    Ver dictamen


     


    Sentencia no firme. Defensa en juicio. Inadmisibilidad del recurso. 


    Resulta indudable que la cautelar solicitada acarrearía idénticos efectos que la admisión de la demanda y la ejecución de la sentencia, de modo tal que constituiría un exceso jurisdiccional en menoscabo del derecho de defensa en juicio delEstado Nacional. La Corte ha señalado que los recaudos de viabilidad de las medidas precautorias deben ser ponderados con especial prudencia cuando la cautela altera el estado de hecho o de derecho existente al momento de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa.


    Pou, Pedro c/ Estado Nacional (Poder Legislativo) s/ Medida cautelar (autónoma)


    P. 718, XXXVII, 17 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Policía federal. Juicios contra el estado. Interpretación y aplicación de la ley. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Conforme al criterio del Tribunal de Apelaciones, el art. 1° de la ley 16.443 otorgó una mejora de losbeneficios previstos en el art. 84, inc. 1°, ap. a) del decreto ley 333/58 (Ley Orgánica de la Policía Federal), pero no es razonable inferir que se trata un beneficio nuevo y ajeno al preexistente, sino que la aplicación conjunta de las leyes 16.443 y 20.774 constituye el total que el legislador quiso otorgar a los que se incapaciten en y por actos de servicio.


    Possenti, Oscar Roberto c/ Estado Nacional (Ministerio del Interior - Policía federal)


    P. 491, XXXV, 26 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Procedimiento administrativo. Facultades del Poder Judicial. División de poderes. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. 


    En torno a la exclusión de los procedimientos administrativos previstos en la ley 19.549 a los organismos militares, de defensa y seguridad, la Corte ya tuvo oportunidad de expedirse en los precedentes de Fallos: 311:255; 312:1250 y 322:551,en los cuales declaró que el art. 1° de tal cuerpo normativo exceptúa de manera expresa la aplicación de sus disposiciones al procedimiento administrativo ante dichos organismos, criterio que de manera coincidente con el a quo, es aplicable al sub lite.


    Ponchón, Jesús Antonio c/ MInisterio del Interior s/ Proceso de conocimiento


    P. 960, XXXVI, 30 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Prescripción de la acción penal. Torturas. Muerte. Concurso real. Improcedencia del recurso. Falta de fundamentación. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    El recurso extraordinario no puede prosperar ante la ausencia del requisito de sentencia definitiva que exige el artículo 14 de la ley 48. La Corte tiene establecido que decisionescuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso criminal no reúnen, por regla, la calidad de sentencia definitiva, máxime cuando los imputados no se encuentran privados de su libertad. Como correlato de ese principio, es doctrina de la Corte que no reúnen esa condición ni constituyen pronunciamiento que pueda equipararse las resoluciones que no hacen lugar a la prescripción de la acción penal, requisito éste del que no cabe prescindir aunque se invoquen garantías constitucionales o la tacha de arbitrariedad.


    S., Oscar Fernando y otros s/ Torturas seguidas de muerte


    S. 133, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Baronio, Carlos Alberto y otro s/ Ejecucion hipotecaria


    B. 3625, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Comignani Hnos. S.R.L. s/ Cobro ejecutivo


    B. 3623, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Frutos, Rubén Alberto y otros s/ Cobro ejecutivo


    B. 3844, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Herrera, Norma Mabel y otro s/ Cobro ejecutivo


    B. 3834, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Jauregui y compañía S.A. s/ Cobro ejecutivo


    B. 3830, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Lorenzo, Alejandro Mario s/ Cobro ejecutivo


    B. 3832, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Martín, Osvaldo R. y otra s/ Cobro ejecutivo


    B. 3622, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Mobili, Adalberto y otra s/ Cobro ejecutivo


    B. 3837, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Montenegro, Carlos Esteban y otra s/ Cobro ejecutivo


    B. 3831, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Pérez, Edgar Pedro s/ Cobro ejecutivo


    B. 3624, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Seinhart, Patricia Beatriz s/ Cobro ejecutivo


    B. 3835, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Sieli Elio s/ Cobro ejecutivo


    B. 3621, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Biondo, Alejandro J.R. c/ Garipe, Juan Ramón y otros s/ Ejecución de honorarios


    B. 3840, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Biondo, Alejandro Juan R. c/ Montero, Pedro Omar y otro s/ Ejecución de honorarios


    B. 3841, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Biondo, Alejandro Juan R. c/ Rubio de Antunez Silvia y otros s/ Ejecución de honorarios


    B. 3833, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Biondo, Alejandro Juan Ramón c/ Ortiz, Manuel y Banco de La Pampa s/ Ejecución de Honorarios


    B. 1508, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Cassano, Rodolfo Eugenio y otra s/ Cobro ejecutivo


    B. 3836, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de Coronel Dorrego S.A. c/ Distribuidora José y Alarcón Troncoso, Jorge Guillermo s/ Cobro ejecutivo


    B. 3838, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ FEC S.A. s/ Cobro ejecutivo


    Sin Letra. 1515, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Fillottrani, Néstor Luis y otra s/ Cobro ejecutivo


    B. 1513, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Aerts, Jorge Rodolfo s/ Ejecución


    B. 1514, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, oponión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de Coronel Dorrego y Trenque Lauquen c/ Natali, Adrián Alberto s/ Cobro ejecutivo


    B. 3842, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, Banco de la Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema.


    Banco de La Pampa c/ Ávila, Juan Bautista s/ Cobro ejecutivo


    B. 1517, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 149, L. XXXVI, “Duran Noemí Magdalena c/ Anses", opinión que fue compartida por la Corte Suprema en su sentencia.


    Verdinelli, María del Carmen c/ Anses


    V. 70, XXXVI, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 149, L. XXXVI, “Duran Noemí Magdalena c/ Anses”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema en su sentencia.


    Guarino, Alberto Eugenio c/ Anses


    G. 584, XXXVI, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 149, L. XXXVI, “Duran Noemí Magdalena c/ Anses”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema en su sentencia.


    Pazzarelli, Marisa c/ Anses


    P. 536, XXXVI, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 149, L. XXXVI, “Duran Noemí Magdalena c/ Anses”, opinión que fue compartida por la Corte Suprema en su sentencia.


    Sánchez, Norma c/ Anses


    S. 328, XXXV, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa D. 149, L. XXXVI, “Duran Noemí Magdalena c/ Anses”, resuelto de conformidad por la Corte en su sentencia.


    Gallardo, Rosa Augusta c/ Anses


    G. 119, XXXVI, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa O. 149; L. XXXVI "Duran Noemí Magdalena c/ Anses", resuelto de conformidad por la Corte Suprema.


    Alonso, Perla Alicia c/ Anses


    A. 738, XXXVI, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa B. 555, L. XXXVI, Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Navales, Ángel Gregorio s/ Cobro ejecutivo


    B. 1510, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen y fallo de la causa B. 555, L. XXXVI, Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Rognoni, Eduardo Carlos y otro s/ Cobro ejecutivo


    B. 1509, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Daños y perjuicios. Cuestiones de hecho y prueba. Improcedencia del recurso. 


    Cuando los agravios sometidos a decisión de la Corte remiten al examen de aspectos no federales del fallo y versan,en cambio, sobre cuestiones de hecho y prueba que, a su vez, resultan de naturaleza estrictamente patrimonial, el asunto es materia ajena al dictamen.


    Figueroa, Eduardo Antonio c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y BCRA s/ Juicios de conocimiento


    F. 258, XXXVII, 03 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Kors, Nora Judith y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo


    K. 84, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Tobio, Marcela y otros c/ Gobierno Nacional - Ministerio de Economía s/ Acción de amparo


    T. 402, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Atento a que en la fecha se emite dictamen en los autos principales sobre el fondo de la cuestión debatida, resulta innecesario emitir pronunciamiento sobre la medida cautelar.


    Adelfang, Pablo y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    A. 1027, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Atento a que en la fecha se emite dictamen en los autos principales sobre el fondo de la cuestión debatida, resulta innecesario emitir pronunciamiento sobre la medida cautelar.


    Asociación de Profesionales del Programa de Atención Médica Integral y Afines (A.P.P.A.M.I.A.) c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo s/ Acción de amparo


    A. 972, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Atento a que en la fecha se emite dictamen en los autos principales sobre el fondo de la cuestión debatida, resulta innecesario emitir pronunciamiento sobre la medida cautelar.


    Di Giglio, Ángel Antonio c/ Estado Nacional Argentino y otros s/ Acción de amparo


    D. 844, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Atento a que en la fecha se emite dictamen en los autos principales sobre el fondo de la cuestión debatida, resulta innecesario emitir pronunciamiento sobre la medida cautelar.


    Díaz, José María c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Decreto N° 430/00


    D. 248, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Atento a que en la fecha se emite dictamen en los autos principales sobre el fondo de la cuestión debatida, resulta innecesario emitir pronunciamiento sobre la medida cautelar.


    Oltra, Estela Nieves c/ Estado Nacionaly otros s/ Acción de amparo


    O. 229, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Atento a que en la fecha se emite dictamen en los autos principales sobre el fondo de la cuestión debatida, resulta innecesario emitir pronunciamiento sobre la medida cautelar.


    Renzi, Marta c/ Gobierno Nacional s/ Acción de amparo


    R. 852, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Atento a que, en la fecha, se emitió dictamen en los autos principales sobre el fondo de la cuestión debatida, resulta innecesario emitir pronunciamiento sobre la medida cautelar que tramita en esta queja.


    Cares, Osvaldo y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    C. 1281, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Resulta innecesario pronunciarse sobre las críticas que el Estado Nacional pretende someter a conocimiento de la Corte, toda vez que, al prosperar la apelación extraordinaria fundada en la de arbitrariedad del fallo recurrido.


    Amiano, Marcelo Eduardo y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y otro s/ Proceso de conocimiento


    A. 247, XXXVI, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Resulta innecesario un pronunciamiento en esta queja, toda vez que los agravios que se pretenden someter a consideración de la Corte ya fueron examinados en el dictamen de la fecha, emitido en los autos principales.


    Asociación de Trabajadores del Estado y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional


    A. 760, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Resulta innecesario un pronunciamiento en esta queja, toda vez que los agravios que se pretenden someter a consideración de la Corte ya fueron examinados en el dictamen de la fecha, emitido en los autos principales.


    Coria, Jacinto Roque c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa y otro


    C. 571, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Resulta innecesario un pronunciamiento en esta queja, toda vez que los agravios que se pretenden someter a consideración de la Corte ya fueron examinados en el dictamen de la fecha, emitido en los autos principales.


    Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional - Contaduría General Ejército Argentino dto. 430/00 s/ Amparo Ley 16.986


    M. 493, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestión abstracta. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 623; L. XXXV, “Partido Justicialista y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires”.


    Partido Justicialista y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    P. 625, XXXV, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Propiedad industrial. Denegatoria del recurso. 


    Con prescindencia de si la presentación o la denegatoria resultaron prematuras e, inclusive, de lo argüido en orden a la unidad de fundamentos del fallo o a la eventual afectación del principio decongruencia, lo cierto es que la alzada decidió que la solicitud de la actora permanezca en el "buzón" o "mail box" hasta que transcurra el plazo legal, de manera tal que su procedencia pueda ser apreciada administrativamente en el futuro. En ese contexto entendió, asimismo, bien que el examen de constitucionalidad del artículo 100 del decreto reglamentario n° 260/96 carece de interés práctico para dirimir el conflicto.


    American Cyanamid Company c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    A. 347, XXXVIII, 13 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Mediación. Admisibilidad del recurso. 


    Es claro que la conclusión de la Sala de que la solicitud de la actora resultó abandonada en razón de la extemporaneidad de la mediación, es cuestionada por la quejosa tanto so pretexto de arbitrariedad como de asunto federal estricto.


    Instituto Sidus S.A. c/ Astra Aktiebolag


    I. 49, XXXVIII, 16 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Reducción salarial. Acción de amparo. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte no se encuentra limitada por las posiciones del a quo ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado.  El objeto del amparo es proteger los derechos y garantías reconocidos por laConstitución Nacional, un tratado o una ley que se vean afectados en forma actual o inminente por actos u omisiones de autoridades públicas o de particulares, con arbitrariedad o ilegalidad manifiestas y, a tal fin, en esos casos, nuestra Ley Suprema faculta a los jueces a declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva. Por ello, la finalidad de dicho instituto es asegurar la vigencia de la Constitución misma y constituye, primordialmente, un medio de protección de los derechos afectados antes que una forma de control de la legitimidad del accionar estatal.


    La declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, pues implica un acto de suma gravedad institucional, de manera que debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico a la que sólo cabe acudir cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas jerárquicamente inferiores.


    Tobar, Leónidas c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Contaduría General del Ejército - Ley 25.453 s/ Amparo Ley 16.986


    T. 348, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


     


    Regulación de honorarios. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Es doctrina del Tribunal que, como principio general, las cuestiones referidas a los honorarios regulados en instancias ordinarias, la determinación del interés comprometido y las bases consideradas para su fijación,así como la interpretación y aplicación de normas arancelarias, en razón de su carácter fáctico, procesal y de derecho común, son materia extraña al recurso extraordinario. Sin embargo, cabe la posibilidad de hacer excepción a tal regla, cuando lo decidido a su respecto es encuadrable en los supuestos de sentencias arbitrarias, hipótesis que se configura en el caso de autos.


    Franco, Salvador Nicolás (TF 15045-I) c/ Dirección General Impositiva


    F. 504, XXXVI, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Remuneración. Juicios contra el estado. Falta de fundamentación autónoma. Inadmisibilidad del recurso. 


    El remedido intentado es formalmente inadmisible, toda vez que, al no satisfacer el requisito de fundamentación autónoma que exige la jurisprudencia del Tribunal,la parte que lo dedujo no ha logrado rebatir por su intermedio, como hubiere sido menester, el argumento del a quo relativo a que la cautelar dispuesta no le irroga perjuicio alguno.


    Devincenzi, Juan Martín y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Medida cautelar


    D. 454, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Reordenamiento del sistema financiero. Medidas cautelares. Cuentas bancarias. Inconstitucionalidad. Ley nacional. Decretos nacionales. Pronunciamiento inoficioso. 


    Las sentencias de la Corte han de ceñirse a las circunstancias dadas cuando se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, por lo que debe verificarse -de oficio- la subsistencia de los requisitos que hacena su jurisdicción, en la medida en que la extinción de ellos importa la del poder de juzgar. En tal sentido, la Corte ha considerado que si lo demandado carece de objeto actual su decisión es inoficiosa.


    Souto de Contardi, Ana M. y otro c/ Estado Nacional s/ Amparo - Medida cautelar


    S. 704, XXXVIII, 03 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Robo calificado. Calificación legal. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Una detenida lectura de la apelación federal y de las actuaciones permite encauzar los agravios invocados con base en aquella tacha, en la medida que, a mi entender, el fallo adolece de un defecto de fundamentación que autoriza adescalificarlo como acto jurisdiccional.No existió una adecuada ponderación de las constancias de la causa que razonablemente permitirían tener por acreditado tal extremo, a pesar de no haberse secuestrado el arma ni efectuado disparos; así como tampoco haberse determinado su uso como arma impropia, todo ello, de acuerdo con la doctrina establecida por la Corte.


    D., José Ángel s/ Robo calificado


    D. 579, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Sistema previsional. Admisibilidad del recurso. 


    Aplicación del Fallo de la causa V. 23, L. XXXV, "Vinciguerra Ana Antonia c/ lNPS - Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado".


    Camargo, Luis Orlando c/ ANSES s/ Sumario


    C. 195, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Universidades nacionales. Cuestión federal. Autonomía del Ministerio Público. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    A través de la sanción de la ley 24.946, reglamentaria de la disposición constitucional que consagra la autonomía funcional del Ministerio Público, se excluyó de entre sus funciones a la representación del Estado y/o del Fisco en juicio (art. 27), en elsub lite tal representación continúa ejerciéndose en virtud de lo dispuesto por el art. 68, segundo párrafo de la ley, a tenor del cual "los integrantes del Ministerio Público continuarán ejerciendo la representación judicial del Estado en los juicios en trámite como en los que se iniciaren, hasta su reemplazo efectivo".


    
      

    


    Ministerio de Cultura y Educación - Estado Nacional s/ Artículo 34 de la Ley 24.521


    M. 976, XXXV, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Cuestiones de competencia. Acción de amparo. Empresa telefónica. Telefonía celular. Procedencia del recurso. Cuestión federal. Revocación de sentencia. Competencia federal. 


    La Corte declaró que procede la intervención del fuero federal al verse comprometido el servicio telefónico celular empleado a nivel interprovincial o internacional, en tanto se afectan intereses que exceden los encomendados a los tribunales provinciales.


    Telefónica Comunicaciones Personales S.A. (T.C.P.) c/ Municipalidad de Rosario s/ Amparo


    T. 205, XXXVII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Excarcelación. Resoluciones equiparables a definitiva. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Aplicación de tratados internacionales. Admisibilidad del recurso. 


    El presente caso es considerado un remedio federal que resulta formalmente procedente con sustento en la doctrina de la Corte que establece que la decisión que restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, puede equipararse a una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, ya que podría ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior, por afectar un derecho que exige tutela inmediata.


    H., E. A. y otros s/ Sustracción de menores


    H. 101, XXXVII, 06 de marzo de 2002


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el estado. Remuneración. Reducción salarial. Revocación de sentencia. 


    Fallo 323:1566: “Guida”.  Dictamen de la causa M.588. L.XXXVII, "Muller, Miguel Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional -  Contaduría General Ejército Argentino Decreto 430/00 s/ Amparo Ley 16.986".


    La Corte tiene dicho que es ajeno a su ámbito cognoscitivo lo referente a la interpretación de los preceptos legales que se impugnan, debiéndose aceptar -en principio- la que han dado los tribunales locales en uso de sus facultades propias y exclusivas.


    Miglierini, Hilda Aurora y otros c/ Provincia de Rio Negro (IPROSS) s/ Contencioso Administrativo Federal


    M. 2012, XXXVIII, 20 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión del expediente


    Actuaciones remitidas a la Procuración General de la Nación por error, atento que se ordenó la elevación a la Cámara de Apelaciones en lo Civil.


    Sosa, Norberto Ventura c/ Jurca, Francisco s/ Ejecutivo


    COMP. 162, XXXVIII, 04 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


    Resolución de las excepciones


    Excepciones procesales. Falta de legitimación para obrar. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 21, L. XXXVII, “Castro Zapata, Eladio y otros c/ Jujuy, Provincia de s/ Cobro de pesos”.


    Aban, Eulogio y otros c/ Jujuy, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Cobro de pesos


    A. 406, XXXVII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


     


    Sanciones administrativas


    Cuestión abstracta. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 92 XXXVII, "Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11 683".


    C. W. Y. s/ Infracción Ley 11.683


    C. 161, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, "Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11 683".


    D. J. O. s/ Infracción Ley 11.683


    D. 253, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, "Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683".


    B., y compañia S.C. s/ Infracción Ley 11.683


    B. 286, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, "Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683".


    H. L. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683


    H. 19, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, "Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683".


    H., Alejandra Paula s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 45198-


    H. 77, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, "Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683".


    La Platería del Once de Heyek, Rubén Humberto s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 44.779-


    L. 377, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, "Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683".


    M. B. H. S.R.L. s/ Infracción Ley 11.683 -Causa N° 2012/2000 2371-


    M. 162, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, "Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683".


    Miguel Ángel R. y Oscar José, S. S.H. s/ Infracción Ley 11.683


    M. 299, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, "Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683".


    O., Héctor s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 624/2000-


    O. 27, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, "Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683".


    P. S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    P. 269, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, "Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683".


    V. S.A.C.I. s/ Infracción Ley 11.683


    V. 65, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, "Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683".


    F., Noemí Elena s/ Infracción Ley 11.683 - Causa N° 2281/2000-


    F. 102, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión a los dictámenes de las causas Y.53, XXXVII, "Yacht Club Puerto Madero S.A. s/ Infracción Ley 11.683" y E. 92, XXXVII, "Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11 683".


    C. S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    C. 847, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa E. 92, XXXVII, "Empédocle, Juan Manuel s/ Apelación Artículo 78 Ley 11 683".


    B. A. C. S.A. s/ Infracción Ley 11.683


    B. 490, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


     


     


     


     

  


  
    



    Capítulo X



    Derecho Procesal Penal


    Contienda nagativa de competencia


    Estafa. Cheque. Competencia en lo penal económico. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, cometido mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la competencia, al lugar de entrega de los títulos, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro.  Además, cuando la entrega del valor no habría constituido el ardid determinante del delito de estafa, encuadrando el hecho prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, debe entender el juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    S., José Genaro s/ Denuncia


    COMP. 249, XXXVIII, 11 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Recurso pendiente de resolución.


    La Corte no puede resolver la cuestión de competencia si se encuentra pendiente un recurso cuya resolución incide sustancialmente en la existencia de la misma.


    S., Enrique Omar s/ Calumnias e injurias


    COMP. 958, XXXVIII, 17 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58, -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Al mismo tiempo, cuando de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al juez en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    G., Juan Carlos s/ Falsificación de marcas y contraseñas


    COMP. 2176, XXXVII, 08 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Abandono de personas. Alta mar. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si el hecho no puede encuadrarse en los incisos 3° y 4° del artículo 32 de la ley 24.557, no corresponde a la jurisdicción federal, a pesar de que haya ocurrido en alta mar, máxime si no existe constancia que haya resultado lesionada o puesta en peligro la seguridad de la navegación.


    N.N. s/ Abandono de persona


    COMP. 785, XXXVIII, 19 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Aborto propio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    A., N. S.  s/ Aborto propio


    COMP. 354, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Aborto. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    G., S. s/ Aborto


    COMP. 2110, XXXVII, 12 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Declaración testimonial. Competencia provincial. 


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    P., N. B. s/ Aborto


    COMP. 83, XXXVIII, 19 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La contienda no se encuentra precedida por una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 si con los elementos acumulados no ha podido establecerse ningún hecho concreto con relación al cual pronunciarse acerca de su calificación legal, el lugar de su comisión y, consiguientemente, respecto del juez a quien compete investigarIo.


    P., D. s/ Aborto con consentimiento de la mujer


    COMP. 577, XXXVIII, 17 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Abuso de autoridad. Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    Cuando la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido


    R., Rita Mariel s/ Artículo 248 del Código Penal


    COMP. 1970, XXXVII, 25 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Abuso deshonesto. Competencia nacional. Estafa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.  Por otro lado, también tiene dicho que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá conforme a razones de economía procesal.


    C., Ricardo s/ Estafa


    COMP. 1772, XXXVII, 14 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.  Por otro lado, también tiene establecido que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    L., P. s/ Abuso deshonesto


    COMP. 491, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado. Lugar del hecho. Domicilio del imputado. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, son competentes para conocer en este tipo de infracciones, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, por lo que la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal


    R., K. s/ Protección de persona (exhorto)


    COMP. 2104, XXXVII, 13 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Víctima menor de edad. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. 


    La Corte tiene resuelto que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    F., C. C. N. s/ Denuncia


    COMP. 97, XXXVI, 10 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Abuso sexual. Menores. Domicilio del menor. Interés superior del niño. Amenazas. Amenazas calificadas. Lesiones. Lugar de hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que son competentes para conocer en los casos de delito continuado de abuso sexual, previsto en el artículo 119 del Código Penal, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica y que, frente a tal hipótesis, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.  Corresponde otorgar el conocimiento de los hechos relativos al sometimiento sexual del menor al juez del domicilio de la denunciante y de su hijo, ámbito donde aquélla podría ejercer una mejor defensa de los intereses del niño, solución que mejor contempla "el interés superior del niño", principio consagrado en el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, toda vez que evita lo que podría significar una traumática reiteración de procedimientos idénticos en distintas sedes, extrañas al lugar de residencia del menor.  En lo relativo a las presuntas amenazas, amenazas coactivas y lesiones en atención a que la justicia provincial no niega su competencia respecto de estos hechos, sino que, por el contrario, la reconoce expresamente, limitándose a vincularlos con aquéllos cuyo conocimiento correspondía a su contendiente, es el magistrado local quien debe continuar con el trámite de las actuaciones a este respecto.   Es doctrina del tribunal que cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, deben ser investigados por los jueces del lugar en el que aparecen cometidos, en tanto la distribución de competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    B., H s/ Abuso deshonesto


    COMP. 1049, XXXVIII, 19 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Devolución del expediente. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    F., Evangelista s/ Amparo


    COMP. 358, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Acopio de armas. Acopio de municiones. Competencia federal. 


    Habida cuenta que el juez nacional no cuestionó la calificación legal en relación al acopio, que en el caso también está integrado por armas y municiones de guerra, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1, inciso e, del Código Procesal Penal de la Nación, su conocimiento corresponde a la justicia federal.


    M., Juan Manuel s/ Presunta infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 268, XXXVIII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Acreedor prendario. Domicilio contractual. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control. En ausencia de prueba en concreto en ese sentido, debe presumirse por tal el domicilio donde debió estar el bien objeto de la prenda, de acuerdo a lo establecido contractualmente.


    F., Sandra Alicia s/ Defraudación


    COMP. 602, XXXVIII, 30 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Competencia nacional. 


    Cuando el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la lección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Por otro lado, al no conocerse el lugar donde se ejecutó el acto infiel debe estimarse que la administración fraudulenta fue cometida en el domicilio de la administración.


    D., Moisés Gabriel p.s.a. Extorsión en grado de tentativa


    COMP. 502, XXXVIII, 15 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    S., Angélica Alba s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 808, XXXVIII, 18 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o de no conocerse este en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    T., Walter Adrián s/ Denuncia


    COMP. 228, XXXVIII, 12 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Ya sea que el hecho se subsuma en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para resolver la cuestión planteada, hay que tener en cuenta dónde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    S., Silvia Patricia s/ Estafa


    COMP. 494, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que el delito de administración fraudulenta, debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia en que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    T., Roberto y otros s/ Estafa


    COMP. 77, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    P., José Luis s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 1954, XXXVII, 21 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie" en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    D., José s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 12, XXXVIII, 11 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que las declaraciones del denunciante pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, siempre que resulten verosímiles y no se encuentren desvirtuadas por otras circunstancias de la causa.  En cuanto a la supuesta administración fraudulenta, toda vez que el acto infiel perjudicial en violación al deber de mandatario se habría ejecutado en esta ciudad, corresponde investigarlo a la justifica nacional.


    V., Restituto Hector s/ Denuncia


    COMP. 927, XXXVIII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    R., Rodolfo s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 652, XXXVIII, 16 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Adulteración de documento. Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 


    Si en el caso se habría visto comprometida la validez de documentos nacionales extendidos por el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, a la vez que su normal funcionamiento, corresponde intervenir a la justicia federal.


    Morbelli, Eduardo y otros s/ Asociación Ilícita - Estafas reiteradas, etcétera


    COMP. 227, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Servicio Penitenciario Federal. Juez previniente. Competencia federal. 


    Atento a que el instrumento presuntamente adulterado fue presentado en un expediente del Servicio Penitenciario Federal, y de esa manera se habría afectado el buen servicio de ese organismo, corresponde declarar la competencia del Juzgado Federal, que previno, para seguir entendiendo en la causa.


    D., Juan s/ Falsificación de documentos


    COMP. 883, XXXVIII, 21 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 


    Cuando no es posible establecer el lugar donde las patentes del automotor fueron cambiadas, corresponde atribuir competencia al juez con jurisdicción en el lugar en que se comprobó la existencia del delito.


    S. D., - Gendarmería Nacional -E 48- s/ Orden de secuestro


    COMP. 730, XXXIII, 19 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Competencia de instrucción. 


    Toda vez que de los elementos de juicio reunidos hasta el presente no surge dónde se cometió la infracción, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, cuando no es posible establecer el lugar donde las patentes del automotor fueron cambiadas, corresponde atribuir competencia al juez con jurisdicción en el lugar en que se comprobó la anomalía.


    B., Oscar Gustavo s/ Infracción Artículo 289 Inciso 3° del Código Penal


    COMP. 777, XXXVIII, 09 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 - artículo 289 inciso 3° del Código Penal, no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    R., Oscar s/ Infracción Artículo 289


    COMP. 2082, XXXVII, 12 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Si no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    R., Nery Eduardo s/ Infracción Artículo 289, Incido 3° Código Penal


    COMP. 2165, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales.  Respecto de las maniobras descriptas por el tipo penal del artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, no se encuentra cuestionada por el juez bonaerense y que, además, las irregularidades se habrían comprobado en esa jurisdicción, corresponde a éste que conozca de las actuaciones.


    G., Francisco s/ Denuncia


    COMP. 176, XXXVIII, 15 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Falsificación de documentos. Competencia federal. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3 del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sin embargo, y habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.  La Corte tiene dicho que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justifica nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal. Por ello, corresponde a la justicia Nacional en lo criminal de Instrucción agotar la investigación respecto del apoderamiento ilegítimo del rodado a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.  En relación con el secuestro de la cédula verde y del título del automotor adulterados, debe ser el juez federal del lugar donde se descubrió la falsificación quien profundice la investigación en ese sentido, aunque no haya sido parte en la contienda.  Las reglas de acumulación por conexidad, sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que las inspiran.


    P., Juan José s/ Encubrimiento


    COMP. 1973, XXXVII, 15 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.   Por otro lado, cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de las placas individualizadoras, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.   Por último, el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el Juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    A., Héctor Luis y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 574, XXXVIII, 03 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  Por otro lado, cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de la chapa patente, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.  Finalmente, el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    H., Arnaldo y M., Maximiliano D. s/ Robo


    COMP. 466, XXXVIII, 15 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado.  Respecto al artículo 289 del Código Penal, cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de la chapa patente, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.   Por otro lado, el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    V., Gustavo Francisco y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 638, XXXVIII, 11 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/ 8 -artículo 289, inciso 3 del Código Penal, según reforma ley 24.721, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Por otro lado, también es doctrina del máximo tribunal, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de Justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    O., Leandro Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. 795, XXXVIII, 20 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, lo Jueces en conflicto.  La Corte tiene establecido que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/5 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.   Por otro lado, es doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    N., Hernán Luis s/ Hurto calificado


    COMP. 798, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia de instrucción. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró la motocicleta, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.  Acerca del hecho restante, relativo al hallazgo del vehículo en poder del imputado, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que aquél habría cometido.  En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto de la sustracción.  Cabe recordar que la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    S. M., Luis Javier s/ Encubrimiento y alteración de numeración legalmente imp.


    COMP. 428, XXXVIII, 06 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Si no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.  La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    D., César Gerónimo s/ Encubrimiento


    COMP. 403, XXXVIII, 19 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Si no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    B., Armando Julio s/ Encubrimiento


    COMP. 796, XXXVIII, 11 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Si no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.  La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción.


    D., Carlos Roberto y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 2177, XXXVII, 15 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, segun reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Al mismo tiempo, cuando del expediente no surge el lugar dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    V., Horacio Francisco s/ Infracción Decreto Ley 6.582/58


    COMP. 264, XXXVIII, 09 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Robo. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  Al mismo tiempo, las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/ 8 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  En lo relativo al hallazgo del vehículo en poder del imputado, los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que aquél habría cometido. Por ello, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional para profundizar la investigación respecto de la sustracción del vehículo.


    G., Héctor Ramón s/ Hurto calificado


    COMP. 1475, XXXVII, 19 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia provincial. 


    Las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran, aquellas disposiciones rituales.   Tiene establecido la Corte que cuando no es posible determinar el lugar de comisión de la sustitución de las placas individualizadoras y adulteración de los números de registro, corresponde intervenir al tribunal en cuya jurisdicción se comprobaron las anomalías y se secuestro el vehículo.


    G. J., Juan Carlos s/ Uso documento público adulterado


    COMP. 620, XXXVIII, 04 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que la mera coincidencia subjetiva o de finalidad no basta, por sí sola, para afirmar que dos conductas previstas en la ley penal constituyan un único hecho o concurso formal.   En ese contexto de razonamiento, las infracciones a los artículos 277 y 289 del Código Penal configuran hechos distintos, que permiten distinguirlos a los efectos de su juzgamiento, aún en el caso en que se considere que uno de los delitos fue el medio para cometer el otro.


    C., Luis Ricardo s/ Infracción Artículo 289 Inciso 3° del Código Penal


    COMP. 117, XXXVIII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La mera coincidencia subjetiva o de finalidad no basta, por sí sola, para afirmar que dos conductas previstas en la ley penal constituyan un hecho único o concurso formal.  En consonancia con esta doctrina, las infracciones a los articulos 277 y 289 del Código Penal configuran hechos distintos, que permiten distinguirlos a los efectos de su juzgamiento, aun en el caso ,en que se considere que uno de los delitos fue el medio para cometer el otro.


    R., Jorge y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 928, XXXVIII, 04 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Hurto. Competencia provincial. Falsificación de documentos. Cédula verde. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.   Al mismo tiempo, cuando de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    N.N s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. 498, XXXVIII, 28 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia Nacional. Falsificación de documentos. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 y al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma de la ley 24.721, son competencia de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Respecto de la posible comisión del delito de falsificación de la documentación que identifica dicho vehículo, por tratarse de instrumentos de carácter nacional, resulta competente para conocer en los hechos el fuero de excepción de esta Capital.


    T., Humberto s/ Averiguación de Ilícito


    COMP. 2200, XXXVII, 22 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 33 decreto-ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    V., Carlota Cecilia s/ Denuncia por robo


    COMP. 207, XXXVIII, 07 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Encubrimiento. Hurto de automotor. Competencia nacional. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Por otra parte, la Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    B., José Maximiliano s/ Encubrimiento


    COMP. 919, XXXVIII, 27 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  Respecto a la infracción al artículo 289 del Código Penal, cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de las placas individualizadoras, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.   Por otro lado, en lo atinente al delito tipificado en el artículo 277 del Código Penal, la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    C., Ricardo Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 453, XXXVIII, 16 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo. Competencia nacional. 


    Cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo la adulteración de la numeración, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.   Por otro lado, el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    R., Antonio Omar s/ Encubrimiento


    COMP. 873, XXXVIII, 28 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia ordinaria. 


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.  Si no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    R., Daniel O. s/ Uso chapas patentes falsas


    COMP. 2156, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. 


    Es doctrina de la corte que cuando no es posible establecer el lugar donde se cometió la  infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde atribuir competencia al juez con jurisdicción en el lugar en que se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    D., Marcelo Enrique s/ Adulteración numeración objetos registrables


    COMP. 656, XXXVIII, 11 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte que establece que corresponde conocer de la causa al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía


    S., Luis Américo s/ Infracción Artículo 289 bis, inciso 3°, del Código Penal


    COMP. 855, XXXVIII, 27 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Patente del automotor. Competencia provincial. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces. Cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de la chapa patente, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo.  Por otro lado, el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    M., Pablo Martín s/ Encubrimiento


    COMP. 407, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Registro de la propiedad automotor. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes que las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal- carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento.


    C., Vicente Andrés s/ Falsificación de Marcas y Contraseñas


    COMP. 380, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia federal. Robo. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.   Por otro lado, las infracciones al artículo 289 inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    P., Diego Sebastián s/ Robo


    COMP. 390, XXXVIII, 10 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes, que las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento.


    C., Luis s/ Encubrimiento


    COMP. 627, XXXVIII, 11 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3- del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Cuando de las probanzas del expediente no surge el lugar donde se cometió la infracción, corresponde investigarla al magistrado provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.    Respecto al hallazgo del vehículo, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto de la sustracción.


    C., Héctor Osvaldo s/ Infracción Artículo 289 bis inciso 3ro. del Código Penal


    COMP. 649, XXXVIII, 02 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Adulteración de medicamentos. Falsificación de marca o designación. Concurso ideal. Competencia federal. 


    La Corte tiene resuelto que se trataría de hechos inescindibles con un doble encuadre legal -ley 22.362 y artículo 200 del Código Penal- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidos simultáneamente y mediante una única conducta.   Asimismo, cuando existe concurrencia ideal entre un delito común y otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


    R., Gerardo y otros s/ Infracción Artículos 200, 201 y 210 Código Penal y Ley 22.362


    COMP. 118, XXXVIII, 22 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión del expediente. Cámara Nacional de apelaciones. Competencia en lo penal económico. 


    No compete a la Corte intervenir en la contienda negativa de competencia, toda vez que, de conformidad con lo dispuesto en el art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58, los conflictos jurisdiccionales trabados entre un juez nacional de primera instancia y un juez federal con asiento en una provincia deben ser resueltos por el tribunal de alzada del juez que primero hubiese conocido.  Estos autos deben remitirse a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, a fin de que resuelva la cuestión de competencia planteada entre ambos fueros.


    S. J., S.A. y L. J., A. Fernando s/ Infracción Ley 16.463


    COMP. 672, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Amenazas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 1528, L. XXXVI, "A., Domingo Alberto s/ denuncia".


    P., Víctor Luis s/ Amenazas agravadas y tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 597, XXXVIII, 26 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es competente la justicia provincial para investigar el delito previsto en el artículo 149 ter del Código Penal, si el hecho tuvo motivación estrictamente particular y careció de entidad suficiente para afectar la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.


    A., Javier Ricardo s/ Denuncia amenazas


    COMP. 850, XXXVIII, 12 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    L., Ramona Angélica s/ Denuncia de amenazas


    COMP. 671, XXXVIII, 19 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Tiene establecido la Corte que si bien las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3° inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar ante la justicia federal, la competencia ordinaria surge en aquellos casos en que lo actuado revela inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular.


    L., Néstor Fabián s/ Averiguación infracción Artículo 149 ter Código Penal


    COMP. 2113, XXXVII, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Corrupción de menores. Competencia criminal. 


    Es doctrina de la Corte que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan "prima facie" como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos.


    T., Rafael Regino s/ Amenazas coactivas


    COMP. 853, XXXVIII, 14 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Declaración de la víctima. Competencia nacional. 


    Tiene resuelto el Tribunal que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos.  Habida cuenta que las declaraciones de la denunciante no se encuentran desvirtuadas por otra, es el juez nacional quien debe conocer en la investigación de estos hechos.


    G., Juan Luis s/ Denuncia


    COMP. 588, XXXVIII, 17 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Universidades privadas. Juez previniente. Competencia provincial,. 


    Aplicación del criterio establecido en fallos 306:1272 y 1997; 308:275; 311:528.


    Es doctrina de la Corte que las universidades privadas, aún cuando cumplan fines de utilidad general y expidan títulos de validez nacional, no son creadas por el Estado Nacional como directos instrumentos suyos de gobierno, sino que, como lo prevé el artículo 5 de la ley 17.604 -de contenido similar al artículo 62 de Ia actualmente vigente ley 24.521-, revisten el carácter de asociaciones civiles o fundaciones.


    V., Marcelo Ricardo s/ Su presentación


    COMP. 201, XXXVIII, 04 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    B., José Fernando s/ Amenazas


    COMP. 539, XXXVIII, 06 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, asi también como las declaraciones del denunciante deben ser tenidas en cuenta para resolver la cuestión siempre que no se encuentren desvirtuadas por otras constancias del expediente.


    A., Fernando Daniel s/ Denuncia


    COMP. 387, XXXVIII, 13 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Según doctrina de la Corte, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    P., Julio Abelardo s/ Amenazas


    COMP. 2152, XXXVII, 21 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Según tiene establecido la Corte cuando las declaraciones del hecho son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre esa base.


    T., Claudio Daniel s/ Amenazas


    COMP. 87, XXXVIII, 27 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Personal penitenciario. Competencia federal. 


    Si resultare imputado personal del Servicio Penitenciario Federal en ejercicio de sus funciones, corresponde entender en el trámite de las actuaciones al juzgado federal con jurisdicción en el lugar en que ocurrieron los hechos denunciados.


    M. M., Fabiana Sandra s/ Denuncia


    COMP. 74, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Sustancias químicas. Estupefacientes. Competencia federal. 


    Si en el caso no se ha determinado la composición de una sustancia, que podría tratarse de un estupefaciente, y se desconociera el resultado de un informe pericial dispuesto por el magistrado federal, en relación a su composición, cabe concluir que corresponde a este último asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis.


    S., Teresa s/ Denuncia


    COMP. 166, XXXVIII, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Apremios ilegales. Competencia provincial. 


    Cuando los hechos materia de investigación no afectan intereses nacionales, corresponde a la justicia local continuar con la tramitación de la causa.


    M. R., Julio Roberto Gastón s/ Denuncia


    COMP. 2070, XXXVII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Personal policial. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.


    F., Ana María s/ Denuncia


    COMP. 1982, XXXVII, 07 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Apropiación de prenda. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    La intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. Por otro lado, resulta relevante para decidir la cuestión de competencia el lugar donde se dispuso del bien gravado, sustrayéndolo, sin conocimiento del acreedor, de su esfera de control y que, en ausencia de prueba concreta en ese sentido, se debe presumir por tal el domicilio del deudor.


    A., Olga Isabel s/ Defraudación


    COMP. 2179, XXXVII, 10 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Arma de fuego. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia 1528, L. XXXVI, "A., Domingo Alberto s/ denuncia".


    B., - Testimonio extraídos de la causa n° 5945 por averiguación presunta infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429


    COMP. 1901, XXXVII, 18 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia 1528, L. XXXVI, "A., Domingo Alberto s/ denuncia".


    B., Benito Antonio s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 2141, XXXVII, 21 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competeocia 1528, L. XXXVI, "A., Domingo Alberto s/ denuncia".


    A., Oscar Alfredo y M., Patricia Elena s/ Infracción Artículo 42 Ley 20.429


    COMP. 2054, XXXVII, 18 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Armas de guerra. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  Si el arma secuestrada se halla comprendida entre las denominadas de guerra, de conformidad con lo establecido en los artículos 4 y 5, inciso 2° apartado a) del decreto N° 395/75 reglamentario de la ley 20.429 y sus modificatorias, corresponde al magistrado provincial conocer en estas actuaciones.


    G., Domingo Eugenio p.s.a. presunta infracción a la Ley Nacional N° 25.086 y 20.429


    COMP. 206, XXXVII, 02 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Arma descargada. Competencia federal. 


    Criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con presidencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  Si el arma se hallaba descargada dentro de una funda, y por lo tanto no puede afirmarse que se encontraba en condiciones de uso inmediato, entonces el caso se encuentra comprendido en las previsiones del artículo 42 bis de la ley 20.429 -según ley 25.086-.


    T., Cristian Diego s/ Ley 20.429 y modificaciones


    COMP. 753, XXXVIII, 06 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    Si las armas, al momento de ser secuestradas, se hallaban dentro de un baúl de un automóvil, y si no surge que éstas estuvieran cargadas, razón por la que no puede afirmarse que se hallaran en condiciones de uso inmediato, entonces el caso se encuentra comprendido en las previsiones del artículo 42 bis de la ley 20.429 -según ley 25.086-.


    F., Héctor Horacio y otros s/ Presunta infracción Ley 20.429


    COMP. 834, XXXVIII, 06 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Armas de guerra. Estupefacientes. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse, prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  De acuerdo al criterio establecido en el fallo de la causa Comp. 869, L. XXXVI, "Ponce, BIas Ceferino s/ Art. 42 bis ley 2.429 ref ley 25.086 y 189 bis C.P.", corresponde al magistrado provincial conocer a su respecto, atento que de las constancias de autos no surge que entre la tenencia de las armas y de la sustancia estupefaciente también incautada, respecto de la cual debe conocer la justicia federal, exista la vinculación que exige el inciso 5º del artículo 3° de la ley 48.


    C. C., Gonzalo s/ Denuncia


    COMP. 1019, XXXVIII, 30 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    M., Héctor Osvaldo s/ Ley nacional de armas


    COMP. 951, XXXVIII, 04 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    V., Domingo Faustino s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 961, XXXVIII, 09 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    El caso debe ser resuelto de acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Comp n° 27 L. XXXVIII "H., María Estela s/ amenaza".


    C., Sergio Gustavo s/ P.S.A. Infracción Ley 23.737 y 25.086


    COMP. 467, XXXVIII, 02 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    El caso debe ser resuelto de acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Comp n° 27 L. XXXVIII "H., María Estela s/ amenaza".


    O., Héctor Oscar s/ Ley Nacional de armas


    COMP. 647, XXXVIII, 02 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1528, L. XXXVII, “A., Domingo Alberto s/ Denuncia”.


    A., Delia Pascuala s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 8, XXXVIII, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1528, L. XXXVII, “A., Domingo Alberto s/ Denuncia”.


    F., Fabián Irineo s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429


    COMP. 2135, XXXVII, 12 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Tenencia de municiones de guerra. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Competencia ° 755 L. XXXVI, "Mercader, Alejandro Claudio s/ tentativa de robo y otros"; competencia n° 914 L. XXXVI, "Juskiewicz, Pedro Segundo s/ infr. art. 189 bis C.P." y Competencia n° 869 L. XXXVI, "Ponce, BIas Ceferino s/ arts. 42 bis, ley 20.429 ref. ley 25.086 y 189 bis C.P.".


    R., Alejandro Jesús s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 2081, XXXVII, 18 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Armas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. Delitos comunes. Delitos federales. 


    Es criterio establecido por el Procurador General que corresponde conocer al juzgado federal respecto de la tenencia ilegítima de armas de uso civil.  Tiene resuelto el Tribunal que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria.  Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    T., Martín Arnaldo s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 913, XXXVIII, 06 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Bien jurídico protegido. Competencia provincial. 


    Cualquiera fuere el encuadramiento legal que pudiera asignársele al único acontecimiento por el cual podría resultar incriminado el imputado, su juzgmiento por separado importa violar la prohibición de la doble persecución penal.  La cantidad de objetos descriptos en el artículo 189 bis no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido. La modificación introducida por la ley 25.086 no obsta la aplicación de esa doctrina.


    K., Leonor Estanislao s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 25.086


    COMP. 486, XXXVIII, 09 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    La cantidad de objetos descriptos en el art. 189 bis del Código Penal no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido.


    G., Pedro s/ Denuncia secuestro extorsivo


    COMP. 520, XXXVIII, 06 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de cuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    R., Eduardo Enrique s/ Tenencia de arma


    COMP. 522, XXXVIII, 05 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Municiones. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.   Sobre la base de estas consideraciones, y teniendo en cuenta que tanto las armas de uso civil como las de guerra y sus municiones fueron secuestradas en el mismo allanamiento realizado en el domicilio de los imputados, este hecho resulta comprendido tanto por las previsiones del párrafo 4° y del último apartado del artículo 189 bis del Código Penal, como por lo establecido en el artículo 42 bis de la ley 20.429.  Tiene también resuelto la Corte que la cantidad de objetos descriptos en aquella norma no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido.  Por lo tanto, en este caso la competencia debe ser discernida con base en la preponderancia del párrafo 4°  del artículo 189 bis del Código Penal para determinar la calificación, en tanto la mayor gravedad de su escala penal importa un grado de protección de la seguridad pública que excede el previsto para la hipótesis del artículo 42 bis de la ley 20.429.


    F., Roberto Carlos y V., Laura Elizabeth s/ Artículos 189 bis, 3° párrafo y 289 inciso 4 del Código Penal


    COMP. 759, XXXVIII, 11 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.  Con base en estas consideraciones, y teniendo en cuenta que además de las armas de uso civil, fueron secuestradas diversas armas y municiones de guerra, este hecho resulta comprendido tanto en las previsiones del párrafo 4° y del último apartado del artículo 189 bis del Código Penal, como por lo establecido en el artículo 42 bis de la ley 20.429.  Tiene también resuelto la Corte que la cantidad de objetos descriptos en aquella norma no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido.  Por lo tanto, la competencia debe ser discernida con base en la preponderancia del párrafo 4° del artículo 189 bis del Código Penal para determinar la calificación, en tanto la mayor gravedad de su escala penal importa un grado de protección de la seguridad pública que excede el previsto para la hipótesis del artículo 42 bis de la ley 20.429.


    A., Luciana Amalia y otros s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429


    COMP. 682, XXXVIII, 15 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp N° 542, L.XXXV,  "Leguiza, Ángel Marcelo s/robo calificado".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  El caso se encuentra en principio comprendido en las previsiones del artículo 189 bis, párrafo 3°, del Código Penal, atento que por hallarse el arma cargada con diez municiones cabe concluir que se encontraba en condiciones de uso inmediato.


    G. B., Christian Adolfo s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 684, XXXVIII, 08 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Atentado contra la autoridad. Competencia federal. 


    Cuando el delito se consuma en una ciudad, lo ocurrido ya en territorio provincial constituye un hecho distinto claramente separable del anterior, de modo que aunque pudiera existir entre ambos una relación de conexidad, corresponde que cada uno de ellos sea investigado por los jueces del lugar donde aparecen cometidos.


    F., Roberto A. y otro s/ Atentado autoridad


    COMP. 155, XXXVIII, 04 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Atentado y resistencia a la autoridad. Economía procesal. Competencia federal. Tenencia ilegítima de armas de guerra. Competencia federal. 


    Incorrecta traba de la contienda. Hecho cometido en distintas jurisdicciones.


    Existen dos hipótesis delictivas a considerar, la resistencia a la autoridad y la tenencia ilegítima de armas de guerra.  Respecto de la primera, tiene resuelto la Corte que ante la multiplicidad de lugares de ejecución del delito resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de aquéllos donde se produjeron los actos con relevancia típica, y que la elección del tribunal que entenderá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de economía procesal.   En cuanto al restante delito, es doctrina de la Corte que la vinculación exigida por la ley 23.817 para que el fuero de excepción sea competente en la infracción prevista y reprimida en el artículo 189 bis, cuarto párrafo, del Código Penal, consiste en que el arma de guerra haya sido utilizada para la comisión de un delito federal.


    P., José Luis y P., Julio Oscar s/ Resistencia a la autoridad y tenencia de arma de guerra


    COMP. 185, XXXVIII, 22 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Banco Central de la República Argentina. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    La mera intervención del Banco Central en el carácter de liquidador de una institución de crédito, no basta para atribuir el conocimiento de la causa a la justicia federal, especialmente cuando no se encuentra en discusión su responsabilidad por dicha gestión.  Tampoco la existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación alcanza para justificar la competencia de excepción, si aquél no es el resultado directo de la acción típica.  Por último, cabe recordar que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal, de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    L., Waldemar y otros s/ Denuncia


    COMP. 546, XXXVIII, 06 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Calificación legal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando el juez provincial no cuestiona la posible calificación legal del hecho denunciado y del expediente no surge donde se cometió aquella infracción, corresponde conocer la causa al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    Denuncia de  R., Jorge Ángel


    COMP. 770, XXXVIII, 05 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Cámara de Apelaciones. 


    Cuando la contienda negativa de competencia queda trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24 inciso 7 del decreto-ley 1285/58, la misma debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente: aquél que primero hubiese conocido en el caso.


    C., Mercedes Elena s/ Denuncia retención indebida


    COMP. 557, XXXVIII, 24 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Conflicto entre jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    P., Elba Noemí s/ Denuncia


    COMP. 242, XXXVIII, 29 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Cámaras de casación. 


    Toda vez que la contienda negativa de competencia se ha suscitado entre una de las salas de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, y una de las salas de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal, ambas con asiento en esta ciudad de Buenos Aires, es la Cámara Nacional de Casación Penal, que posee facultades revisoras respecto de las resoluciones que dicten ambos tribunales, el órgano superior común de éstos, y el tribunal habilitado para decidir la cuestión planteada.


    C. E., Inés María s/ Su denuncia


    COMP. 511, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cédula verde. Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de competencias judiciales entre las provincias o entre ellas y la Nación,  escapa a las regulaciones locales y no pueden ser alteradas por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden jugar en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    H., Matías Omar s/ Infracción Artículo 296 en función del 292 del Código Penal


    COMP. 1011, XXXVIII, 05 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Competencia provincial. 


    Tratándose de cheques de pago diferido, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452


    M., Guillermo s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 355, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    Aplicación la doctrina establecida por la Corte en los autos: "Iramar SA.; Irrazábal, Juan Pablo y otros s/infracción al artículo 302 del Código Penal".


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. En consecuencia, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal.


    D. R. Silverio y T. Guillermo C. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 362, XXXVIII, 05 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 1757, XXXVII, "Sweetwear Argentina SRL. y Benítez, Juan Carlos s / Infracción artículo 302 del Código Penal".


    S. A. S.R.L y B., Juan Carlos s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 385, XXXVIII, 13 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte tiene establecido que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


    S., Juan Manuel s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 554, XXXVIII, 12 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cheque. Competencia por conexidad. Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él como así también, las reglas de acumulación por conexidad son sólo aplicables en conflictos en los que intervienen magistrados nacionales.


    S. Eduardo Luis s/ Estafa en concurso ideal con falsificación


    COMP. 578, XXXVIII, 11 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando el magistrado local no cuestiona la calificación legal propuesta por el declinante y, sin perjuicio de no contar con las copias de los dos cheques entregados y que motivan esta contienda, de los dichos del librador, en un caso, como del informe de la entidad bancaria girada, en el otro, se desprende que los domicilios de pago de ambos valores, se encuentran en la localidad provincial, por lo que corresponde a la justicia local conocer en el hecho.


    S. Carlos y otros s/ Estafa - Causa N° 5.377


    COMP. 726, XXXVIII, 30 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuando el magistrado local no cuestiona la calificación legal propuesta por el declinante, sin perjuicio de no contar con la copia del cheque, y cuando de los demás elementos probatorios agregados al incidente se desprende su domicilio de pago en la provincia, corresponde a la justicia local conocer el hecho.


    B., Marcelo Juan


    COMP. 707, XXXVIII, 30 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Domicilio del banco. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Toda vez que de las declaraciones del denunciante surge que los valores habrían sido entregados en el negocio del imputado, lugar donde también tiene su domicilio el banco girado, corresponde al magistrado de esa jurisdicción evaluar la aplicación al caso de las figuras penales previstas en los artículos 302 o 172 del Código Penal.


    B., Ricardo Alejandro s/ Infraccóon Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 676, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Estafa. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que, por definición, su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningun caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.   Por ello, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    C., Mariano Jorge s/ Estafa reiterada


    COMP. 654, XXXVIII, 23 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que, por definición, su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  En consecuencia, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de alguna de las figuras penales previstas en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    M. y P. S.R.L. s/ Infraccion Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 734, XXXVIII, 28 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Circulación de moneda falsa. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 583, L. XXXVIII, "N, Carlos Alberto - su denuncia circulación de moneda falsa en su perjuicio".


    Z., José Daniel s/ Falsificación


    COMP. 863, XXXVIII, 30 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 583, L. XXXVIII, "N., Carlos Alberto - su denuncia circulación de moneda falsa en su perjuicio".


    P., José Santos - D., Miguel Angel s/ Falsificación de documentos de crédito


    COMP. 747, XXXVIII, 30 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Coacción. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que la competencia ordinaria surge cuando los hechos tienen estricta motivación particular y, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    B., Juan Carlos s/ Denuncia


    COMP. 217, XXXVIII, 06 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cohecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    Coordinación Ecológica Área Metropolitana Sociedad del Estado y otro s/ Cohecho


    COMP. 213, XXXVIII, 24 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Perturbación del ejercicio de la función pública. Competencia provincial. 


    Según la doctrina de la Corte para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.


    S., Vicente, B., José Francisco y P., Carlos Damián s/ Infracción Artículos 127 bis, 142 bis y 258 del Código Penal


    COMP. 324, XXXVIII, 24 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Combustibles. Competencia federal. 


    Cuando el hecho que se investiga es la presunta adulteración de combustible, previsto y reprimido por el artículo 28 de la ley 23.966, de acuerdo al artículo 33 de la misma norma, corresponde declarar la competencia federal.


    Estación de servicio S. s/ Denuncia


    COMP. 461, XXXVIII, 31 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    S., Rodolfo s/ Denuncia


    COMP. 628, XXXVIII, 11 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 550, L. XXXVIII, "B., Oscar s/ Denuncia infracción art. 173, inc. 2°, del Código Penal".


    L., María Celestina s/ Denuncia


    COMP. 1075, XXXVIII, 13 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 550, L. XXXVIII, "B., Oscar s/ Denuncia infracción art. 173, inc. 2°, del Código Penal".


    L., María Celestina s/ Denuncia


    COMP. 1073, XXXVIII, 23 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 550, L. XXXVIII " B., Oscar s/ Denuncia infracción Art. 173 inc 2° del Código Penal".


    C., Juan Ramón s/ Denuncia s/ Incidente de competencia


    COMP. 549, XXXVIII, 24 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 550, L. XXXVlIl "B., Oscar s/ Denuncia infracción al art 173, inc 2°, del Código Penal",


    R., María Julia s/ Su denuncia


    COMP. 771, XXXVIII, 04 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1982, XXXVII, "F., Ana María s/ Denuncia".


    D. G. R., Paula Irene s/ Denuncia


    COMP. 1985, XXXVII, 07 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1982, XXXVII, in re "F., Ana María s/ Denuncia".


    R., Manuel Facundo s/ Denuncia


    COMP. 1984, XXXVII, 07 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1982, XXXVII,"F., Ana María s/ Denuncia".


    R., Idelfonsa Francisca s/ Denuncia


    COMP. 1986, XXXVII, 07 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que cuando se investiga una pluralidad de hechos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Por otro lado, las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    O., Daniel Ramón s/ Denuncia de robo


    COMP. 82, XXXVIII, 15 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Contaminación de aguas. Competencia federal. 


    Los afluentes del lavado externo de los camiones cisterna son volcados por canalización subterránea, por lo que cabe inferir que la contaminación de las aguas pudo afectar otras jurisdicciones también, por lo que corresponde al Tribunal Oral Federal proseguir con el trámite de las actuaciones.


    M., Carlos Alberto s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. 2204, XXXVII, 05 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Contestación de agravios. Devolución del expediente. 


    Si la declaración de incompetencia con la que se promovió la contienda, se dictó cuando se encontraba pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde que, con carácter previo a determinar la competencia para proseguir con la investigación, se resuelva el recurso deducido.


    P., Eduardo Jorge y otros s/ Infracción a los artículos 210, 277 y 292 del Código Penal


    COMP. 606, XXXVIII, 05 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Contrabando calificado. Robo con armas. Competencia en lo penal económico. 


    Resultan de aplicación los fundamentos del fallo  de la causa Comp. 359, L. XXXV, "Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    Maxikiosco sito en la calle Pueyrredón s/ Encubrimiento


    COMP. 245, XXXVIII, 07 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Contrabando de estupefacientes. Cámara de apelaciones. 


    Conflicto entre jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Toda vez que la contienda se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia y de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    L., Carlos y otros s/ Contrabando de estupefacientes


    COMP. 1812, XXXVII, 08 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Contrabando. Encubrimiento. Competencia nacional. Competencia en lo penal económico. 


    Resultan de aplicación los fundamentos informados en el fallo de la causa Competencia n° 359, L. XXXVI, “Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia”.


    Cuando la justicia provincial se encuentra conociendo en el encubrimiento de un delito que afecta a la administración de justicia nacional, resultaría en principio competente para su juzgamiento, el tribunal federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando, surja con absoluta nitidez, que los imputados por aquella infracción no han tenido participación alguna en el robo agravado en concurso ideal con contrabando.


    D., Héctor Antonio y otro s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 136, XXXVIII, 05 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de material explosivo. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte, según la cual, cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    G., Ceferino y otros s/ Contrabando


    COMP. 1016, XXXVII, 07 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Control migratorio. Salida del país. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal entender en los delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación en los términos del artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48.


    S., Osvaldo Pedro s/ Estafa


    COMP. 968, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones de hecho y prueba. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contentan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Asociación ilícita y otros - Denunciante: Ricardo Walter L.


    COMP. 542, XXXVIII, 31 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Cumplimiento de la pena. Arresto domiciliario. Supervisión de cumplimiento de sentencia. Competencia correccional. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 365, L. XXXVIII, "A., Miguel Angel s/ Robo en grado de tentativa".


    El criterio para discernir la jurisdicción no debe atender al lugar del cumplimiento de la pena sino al del tribunal que la haya impuesto, en tanto que otra interpretación llevaría a supeditar la intervención del juez de ejecución en cada uno de los casos, a la distribución que la autoridad penitenciaria realice en todo el territorio del país de los penados, o al domicilio de los probados o condenados, o al lugar donde deban cumplir las reglas de conducta impuestas de conformidad con el artículo 27 bis del Código Penal.  Además, cuando el artículo 72 de la ley 24.050 prevé la competencia territorial de los juzgados de ejecución limitada al ámbito de la Capital Federal, lo hace en relación con la del órgano jurisdiccional que dictó la condena o impuso las reglas de conducta.


    R., Griselda Raquel s/ Hurto en grado de tentativa


    COMP. 986, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Daño. Aeropuertos internacionales. Competencia provincial. 


    Para que el delito presuntamente cometido sea de aquéllos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.


    A. A. 2000 s/ Daño


    COMP. 219, XXXVIII, 10 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Muerte de animales. Comercialización de alimentos. Servicio Nacional de Sanidad. Competencia provincial. 


    El papel representado por el organismo nacional SENASA no implica, por sí solo, el acceso a la justicia federal; así como también que no surge que eI hecho denunciado pueda afectar los intereses generales de la Nación, ni obstruir o corromper el buen servicio del organismo mencionado y sus empleados.  Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    M. S. y Cía S.A. por daños


    COMP. 1026, XXXVIII, 04 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Telecomunicaciones. Competencia provincial. 


    Toda vez que no se advierte la interrupción del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones que habilitarían competencia del fuero de excepción, corresponde al juzgado provincial, continuar con la tramitación de la causa.


    L., Marcelo Rubén y otros s/ Daños


    COMP. 833, XXXVIII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Declaración de la víctima. Declaración del imputado. Cheque. Estafa. Domicilio del banco. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.   Por lo demás, los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que, por definición, su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  En consecuencia, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de Ja ley 24.452.


    D., Mariano Carlos s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 653, XXXVIII, 23 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Defraudación por sustitución o supresión de documento. Competencia criminal y correccional. 


    Aplicación de la doctrina establecida en Fallos: 249:579 y en la Competencia n° 1043, L.XXXIII in re "Dirección General Impositiva s/ Denuncia infracción ley 23.771.


    Corresponde encuadrar a la supresión del exhorto, así como de sus dos reconstrucciones en los supuestos previstos en artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48.  Ello es así, ya que los hechos investigados han provocado una obstrucción al buen servicio de la justicia nacional, a la que pertenece en los jueces con asiento en el ámbito de esta ciudad.


    P., Héctor L. s/ Infracción al Artículo 294 del Código Penal


    COMP. 330, XXXVIII, 15 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Defraudación. Administración fraudulenta. 


    Contienda ya dirimida.


    No existe cuestión de competencia pendiente de solución si la planteada fue resuelta por el tribunal instituido para hacerlo, ya que no se encuentra dentro de las facultades que el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, acuerda a la Corte la de revisar las decisiones de las Cámaras Nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    P., Ubaldo Eloy y otro s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 506, XXXVIII, 15 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    El delito de administración fraudulenta, debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración. Por otro lado, si las declaraciones del denunciante son verosímiles y no estan desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre la base de esas manifestaciones.


    S., María Beatríz s/ Administración fraudulenta


    COMP. 199, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción, debiendo conocer en su juzgamiento los jueces del lugar donde se ejecutó aquél o donde se llevaron a cabo las negociaciones encomendadas.


    R., Claudia Verónica s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 425, XXXVIII, 18 de julio de 2002


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    F., Ricardo Néstor s/ Defraudación


    COMP. 2166, XXXVII, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Empleados públicos. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.  Por otra parte, es doctrina del Tribunal que corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen, servicio de los empleados de la Nación.


    F., Juan Carlos; B., Julio César s/ Defraudación


    COMP. 255, XXXVIII, 15 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Preclusión. Competencia provincial. 


    El artículo 376 in fine del Código Procesal Penal, prevé que las cuestiones de incompetencia pueden plantearse en el debate cuando esa posibilidad recién surja durante el curso de la audiencia oral. Al mismo tiempo, si bien el régimen de la preclusión es ajeno, en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneas.


    C., Rubén José s/ Administración fraudulenta


    COMP. 492, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Apropiación de la prenda. Prenda. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la omisión del deudor de poner el bien gravado a disposición del juez interviniente encuadra, en principio, en el delito de defraudación, no así en el de desobediencia, ya que, a pesar de mediar una orden concreta y escrita, no incurre en él quien incumple órdenes relativas a intereses personales de índole patrimonial.  Tiene dicho la Corte que resulta relevante para discernir la competencia en casos análogos, el lugar donde se dispuso del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control y que, en ausencia de prueba concreta en ese sentido, se debe presumir por tal el domicilio del deudor.


    S., Valeria s/ Defraudación


    COMP. 993, XXXVIII, 05 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. 


    Cuando la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    A., Leonardo Fabián s/ Infracción Artículo 173 Inciso 11 del Código Penal


    COMP. 392, XXXVIII, 18 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Si la disposición patrimonial se hubiera realizado dentro de un banco nacional, y actuando el imputado en su condición de empleado siendo contactado en razón de sus funciones, cabe concluir que se trata de aquellos hechos que afectarían el buen servicio y el normal desempeño del personal de una entidad nacional que, por ende, surten la competencia federal.


    T. de R., Mirta Lilian s/ Defraudación - Expediente 425/02


    COMP. 488, XXXVIII, 16 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 128, L. XXXVIII, "Uriarte, Marta Graciela s/ Denuncia defraudación".


    S., Silvio José s/ Denuncia


    COMP. 750, XXXVIII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 128, XXXVIII, "Uriarte, Marta Graciela s/ denuncia defraudación",


    P., Nilda s/ Denuncia defraudación


    COMP. 521, XXXVIII, 03 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Cuando no existe controversia entre los magistrados intervinientes acerca de que la supuesta venta fraudulenta del inmueble se formalizó en una escribanía de la jurisdicción nacional, ya sea que esta conducta configure el delito de estafa, o bien el de defraudación especial, los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos se habrían exteriorizado en esta jurisdicción.


    S., José Alberto y otro s/ Defraudación


    COMP. 2181, XXXVII, 04 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Es doctrina de la Corte que cuando la conducta que se investiga constituye “prima facie” un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquéllos que contempla el artículo 3° de la ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria. Ésa es la situación que se presenta en el caso en que se imputa a una entidad bancaria privada haber retenido indebidamente fondos de un depositante, sin que las disposiciones de carácter federal, cuya interpretación podría resultar necesaria para evaluar la naturaleza delictiva del hecho motivo de denuncia, surta la jurisdicción federal en las instancias ordinarias.


    B., Oscar s/ Denuncia infracción Artículo 173 Inciso 2° Código Penal


    COMP. 550, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es presupuesto necesario, para el correcto planteo de una contienda negativa de competencia, que los jueces entre quienes se suscita la misma se la atribuyan recíprocamente.  Por aplicación de estos principios, y toda vez que el magistrado bonaerense reconoce la competencia provincial en el hecho, más allá de la calificación legal que le pueda ser atribuida, corresponde a éste continuar, con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio claro está que, de considerar que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    E., María s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 760, XXXVIII, 23 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    L., Cristián Hugo s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 142, XXXVIII, 02 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 550, L. XXXVIII, "B., Oscar s/ Denuncia infracción art. 173, inc. 2°, del Código Penal".


    Banco F. Sucursal Villa Tesei s/ Defraudaciones


    COMP. 741, XXXVIII, 17 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 550, L. XXXVIII, “B., Oscar s/ Denuncia infracción Artículo 173, inciso 2°, del Código Penal".


    I., Inés Blanca s/ Denuncia


    COMP. 896, XXXVIII, 27 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 550, L. XXXVIII, “B., Oscar s/ Denuncia infracción Artículo 173, inciso 2°, del Código Penal".


    S., c/ Autores desconocidos (Banca Nazionale del Lavoro) por infracción Artículo 173 del Código Penal


    COMP. 711, XXXVIII, 27 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1768, L. XXXVII, "Maldonado, Mariano Hernán s/ Defraudación por desbaratamiento".


    R., Elena s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 2121, XXXVII, 12 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que resulta relevante para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    A., Julio Raúl s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 455, XXXVIII, 15 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Fallos 310: 2265;323:167.


    La omisión del deudor de poner el bien gravado a disposición del juez interviniente encuadraría, en principio, en el delito de defraudación; no así en el de desobediencia ya que, a pesar de mediar una orden concreta y escrita, no incurre en él quien incumple órdenes relativas a intereses personales de índole patrimonial.   El delito de defraudación prendaria se desarrolla en el lugar en el que se dispone del bien gravado sustrayéndolo del conocimiento del acreedor y de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde debió estar el bien objeto del contrato, a tenor de lo establecido contractualmente.


    E., Sandra Paola s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 497, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Domicilio contractual. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    G., Rosa del Carmen s/ Defraudación


    COMP. 221, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que corresponde dejar sin efecto el sobreseimiento dictado con posterioridad a la promoción de la contienda de competencia, por cuanto la resolución sobre ésta para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito, de conformidad con la regulación procesal de los artículos de previo o de especial pronunciamiento que son aplicables por analogía al caso.


    A., José s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 141, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Documento Nacional de Identidad. Competencia federal. 


    La conducta encuadraría en la infracción al art. 32, inc. D, de la Ley 17.671, cuyo juzgamiento fue asignado al fuero de excepción –art. 42 de la misma norma, según reforma de la Ley 20.974-.  Por otra parte, la Corte ha resuelto que las oficinas seccionales situadas en las provincias revisten el mismo carácter nacional del Registro Nacional de las Personas, único organismo facultado para expedir los documentos nacionales de identidad.


    U., Marta Graciela s/ Denuncia defraudación


    COMP. 128, XXXVIII, 07 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Domicilio social. Competencia nacional. 


    Toda vez que no existe controversia entre los magistrados intervinientes en cuanto a que los hechos denunciados hallarían "prima facie” encuadre legal en las previsiones del artículo 173, inciso 7°, del Código Penal,  resulta de aplicación al caso la doctrina de la  Corte que establece que debe darse prioridad, a fin de determinar el juez competente, al lugar donde está ubicado el domicilio de la administración.


    M., Mario s/ Defraudación indebida


    COMP. 898, XXXVIII, 12 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que tanto el lugar en que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que en definitiva debe ser discernida de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    C., Gabriel Aldo s/ Estafa


    COMP. 333, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    F., Hugo Domingo s/ Delito de acción pública


    COMP. 478, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    En la medida en que no exista controversia entre los magistrados intervinientes acerca de que el convenio se haya suscripto en la misma jurisdicción en que se exteriorizaron los actos con relevancia típica y donde también tiene su domicilio el denunciante, corresponde asignar competencia al magistrado con jurisdicción en la misma.


    Cooperativa de T. A. de C. Limitada y otros s/ Estafa


    COMP. 78, XXXVIII, 15 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Facultades del fiscal. Devolución del expediente. Cámara de apelaciones. Competencia criminal y correccional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe en el caso un conflicto jurisdiccional que determine la intervención de la Corte en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, toda vez que ello presupone, una contienda entre dos tribunales o jueces.  Esta incidencia ha provocado un perjuicio a la correcta y eficaz administración de justicia desde que ha impedido la prosecución del proceso. No se configura uno de los supuestos de excepción que, por privación de justicia, ha merecido la actuación del Tribunal en uso de las facultades que prevé el último párrafo de la norma antes citada, pues la decisión que originó esta cuestión, se encuentra firme, en tanto que el señor Fiscal General no opuso, en el momento oportuno, ninguno de los mecanismos recursivos previstos por la ley para impugnarla.  No se ha verificado una indebida injerencia en la independencia orgánica y funcional del Ministerio Público Fiscal, desde que resuelta la sustitución a partir de la inteligencia asignada a la norma procesal que se consideró aplicable, la Cámara ha dejado librada a la discrecionalidad del señor Fiscal General la elección del reemplazante.  Ha sido merced al temperamento procesal por él adoptado -no obstante lo dispuesto por la Res. PGN 32/02- que adquirió firmeza la decisión motivo de esta incidencia.


    M. M., Carlos César y otros s/ Defraudación


    COMP. 880, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Concurso de delitos. Competencia provincial. 


    En los supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, atento que las reglas de acumulación por esta causa sólo son aplicables respecto de los procesos en los que conocen jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.


    M., Arnaldo Vicente s/ Falsificación de documento


    COMP. 216, XXXVIII, 16 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Concurso de delitos. Partidos políticos. Competencia federal. 


    En la medida en que los hechos imputados estén relacionados con el funcionamiento simultáneo de un partido de distrito y de uno provincial, correspondería declarar la competencia de la justicia federal para conocer en las actuaciones.


    M., Marco Aurelio y otros s/ Defraudación, falsificación de instrumento público


    COMP. 1378, XXXVII, 04 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Delitos comunes. Delitos federales. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  También tiene establecido la Corte que las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.  Toda vez que la investigación por la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruye por la defraudación, o su tentativa, mediante el uso de aquél corresponde a Ia justicia local continuar conociendo del hecho.


    V., Miguel Angel s/ Denuncia


    COMP. 1046, XXXVIII, 12 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Además, la falsificación de un instrumento público es escindible de la causa que se instruya, por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél.


    G., Ramón G. s/ Denuncia


    COMP. 458, XXXVIII, 16 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    La investigación por la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruye por la defraudación, o su tentativa, mediante el uso de aquél.


    B., Luis Ángel s/ Defraudación


    COMP. 703, XXXVIII, 26 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Falta de facturación. Competencia provincial. 


    Cuando los hechos ocurrieron en territorio provincial, ante cuyos estrados también se dio noticia de la falta de emisión de factura corresponde al magistrado local seguir conociendo en la causa.


    C. P. s/ Defraudación contra la Administración Pública


    COMP. 603, XXXVIII, 15 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Cuando la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos, "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    T. C. S.A. s/ Defraudación


    COMP. 1960, XXXVII, 23 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuando la justicia nacional se inhibe a raíz de corresponder la causa a los tribunales provinciales, no puede estar obligada a enviarla al juez competente de acuerdo con el derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación le es obviamente ajena, por lo que, al no existir una concreta negativa del magistrado provincial respecto de que el hecho compete a la justicia local, corresponde que sea éste quien remita el expediente al que considere habilitado para intervenir.


    N., Juan y Otros s/ Defraudación


    COMP. 867, XXXVIII, 23 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del cumplimiento del contrato. Competencia provincial. 


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    D. C., Liberato s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 104, XXXVIII, 04 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.


    N.N. s/ Defraudación


    COMP. 533, XXXVIII, 05 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuando los actos típicos acaecieron en la ciudad dónde, además, se domicilian los imputados, razones de  economía procesal y mejor defensa determinan atribuir competencia para conocer del presunto delito al juez de ese lugar.


    K. S.A. s/ Defraudación


    COMP. 2167, XXXVII, 05 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Otorgamiento de contrato simulado. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si la cuestión de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos, "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    F. C., Gerardo s/ Defraudación


    COMP. 1938, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Renta pública. Competencia federal. 


    Del análisis de las normas que rigen la materia surge que el Programa "Trabajar III" fue creado por Resolución N° 327/98 del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación y se financia con recursos provenientes del Fondo Nacional de Empleo y préstamos internacionales (art. 1°).  Tiene por finalidad brindar ocupación transitoria a los trabajadores desocupados en situaciones de pobreza y vulnerabilidad social, que no perciban prestaciones previsionales ni participen de otro programa. Las nóminas de los beneficiarios deben presentarse ante las Gerencias de Empleo y Capacitación Laboral, distribuidas en todo el país, dependientes de la Dirección Nacional de Políticas de Empleo y Capacitación del Ministerio de Trabajo de la Nación.  Durante la ejecución de los proyectos, el beneficiario percibe una ayuda económica no remunerativa, individual y mensual de hasta doscientos pesos (art. 5°), que son pagadas a través del Correo Argentino con recibos nominados y numerados.  En el marco descripto, cabe inferir que las irregularidades denunciadas, además de perjudicar efectivamente las rentas nacionales, habrían afectado el normal desenvolvimiento del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación y obstruido el buen servicio de sus empleados, por lo que corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer en estas actuaciones.


    B., Carlos Ariel s/ Denuncia derefaudación


    COMP. 562, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que la existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si no se identifica con el resultado directo de una acción típica.  En efecto, el Tribunal también dice que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, atento que las reglas de acumulación por esta causa sólo son aplicables respecto de los procesos en los que conocen jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.


    M., Nilda Noemí s/ Denuncia -Banco Suquía-


    COMP. 983, XXXVIII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Retención indebida. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que el delito de retención indebida se reputa cometido en el lugar donde debió ser realizada la entrega o la devolución no cumplida.


    F., N.  E.  s/ Denuncia retención indebida


    COMP. 420, XXXVIII, 25 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 550, L. XXXVIII, "B., Oscar s/ Denuncia infracción art. 173, inc. 2°, del Código Penal".


    Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 972, XXXVIII, 12 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Consumación del delito. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación la jurisprudencia de la Corte, según la cual la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. En el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    D., Antonio s/ Estafa


    COMP. 332, XXXVIII, 22 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que la defraudación por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida y que en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    R., Alberto Francisco y L., Alicia D. s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 318, XXXVIII, 22 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    La reiterada jurisprudencia de la Corte establece que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida y que, en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca de lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


    D., Salvador Orlando s/ Su denuncia


    COMP. 121, XXXVIII, 22 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Domicilio del deudor. Competencia nacional. 


    La Corte tiene dicho que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida y, en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    R., Honorio y otro s/ Defraudación


    COMP. 116, XXXVIII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.  El Tribunal ha resuelto que la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica, y que para discernir la competencia debe estarse a la aplicación de los principios enunciados en el párrafo anterior.


    O., Eduardo Martín s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 814, XXXVIII, 10 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 


    La presentación de formularios ideológicamente falsos ante un Registro Nacional de la Propiedad Automotor, entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación siempre que una persona que no estaba legitimada haya obtenido los duplicados de la cédula de identificación y del título automotor pertenecientes al denunciante.


    Q., Horacio Norberto s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 270, XXXVIII, 05 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Tarjeta de crédito. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cualquiera sea la conexión que exista entre hechos que se presentan “prima facie" como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos y su competencia no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal, que sólo resultan aplicables en conflictos suscitados entre tribunales nacionales.


    S., Karina Roxana y otro s/ Defraudación


    COMP. 88, XXXVIII, 16 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquella.


    D. D., Ana María s/ Denuncia por hurto calificado


    COMP. 347, XXXVIII, 01 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Uso indebido de tarjeta de crédito. Consumación del delito. Economía procesal. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, por lo que el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio.  Es criterio de la Corte que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    M., Gerardo  Roberto s/ Denuncia de estafa


    COMP. 788, XXXVIII, 17 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Delito de acción pública. Competencia provincial. 


    Remisión a los fundamentos del dictamen de la causa Competencia n° 550, L. XXXVIII "B., Oscar s/ Denuncia infracción Artículo 17 inciso 2° del Código Penal".


    P., Mario Rolando s/ Denuncia presunta comisión de delito de acción pública


    COMP. 725, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    L., Lorena s/ Delito de acción pública


    COMP. 724, XXXVIII, 08 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Delitos contra la salud pública. Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si no se verifican ninguno de los supuestos que permitan la aplicación de la ley 24.051, conforme a lo dispuesto en su art. 1º, corresponde que la investigación del hecho denunciado continúe a cargo de la justicia local, jurisdicción en la que, además, se ha sancionado una norma de igual naturaleza: la ley provincial 2472, y específicamente, la ley 3660 que regula el uso de PCBS en ese ámbito.


    G., María Beatriz s/ Denuncia Infraccion Artículo 202 del Código Penal e infracción Ley 24.051, Artículo 55


    COMP. 941, XXXVIII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Delitos electorales. Competencia electoral. Falsificación de documentos. Documento nacional de identidad. Competenia federal. 


    Aplicación de la doctrina de Fallos: 293:549; 305:707; 308:1721 y 311:444, entre otros, y Competencia N° 481, XXXVII in re "Recabarren, Ramón Luis s/ Denuncia".


    En los supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  La infracción al artículo 139, inciso d), del Código Electoral Nacional, que, en la medida en que se habría cometido en ocasión de una elección de candidatos a cargos públicos provinciales, debe ser investigada por el Juzgado Electoral Provincial.  En lo atinente a la presunta falsificación del documento nacional destinado a acreditar la identidad de las personas, estimo que, en virtud de la doctrina establecida en los fallos citados en referencias, su juzgamiento compete al magistrado federal.


    Q., Teresa del Carmen s/ Denuncia


    COMP. 200, XXXVIII, 11 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que lo relativo al funcionamiento de los partidos políticos para la elección de autoridades en el orden nacional, más allá de que se trate de actos referidos a las elecciones partidarias internas, se encuentra sometido al régimen legal de la ley 23.298 y consecuentemente, a la jurisdicción federal, sin perjuicio de que también concurran con la elección de candidatos para cargos locales y se apliquen normas de tal índole.


    S., Silvia Beatriz s/ Denuncia


    COMP. 91, XXXVIII, 22 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Delitos federales. Delitos comunes. Falsificación de instrumento público. Documento nacional de identidad. Asociación ilícita. Encubrimiento. Falsificación de instrumento público. Falsificación de instrumento privado. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  Corresponde a la Justicia de excepción la falsificación de documentos nacionales, circunstancia que no provoca que ese fuero deba investigar la asociación ilícita.  La Corte ha resuelto que la conexidad que pudiera existir entre unas y otras infracciones no basta para acordar la intervención de la justicia federal respecto de los delitos que, por la materia o por las personas, son ajenos a su competencia específica.  Corresponde a la justicia provincial que entienda de la infracción prevista y reprimida por el art. 210 del Código Penal, de las falsificaciones de documentos públicos y privados que no revistan carácter nacional y del encubrimiento.


    P., Eduardo Jorge y otros s/ Infracción a los Artículos 210, 277 y 292 del Código Penal


    COMP. 606, XXXVIII, 20 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Depósito bancario. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Al mismo tiempo, las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    G., Celina s/ Denuncia


    COMP. 569, XXXVIII, 21 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Desbaratamiento de derechos acordados. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Cuando la contienda de  competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7  del decreto-ley 1285/58.


    T. A. L. A. s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1900, XXXVII, 04 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia por conexidad. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.   Las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal.


    G. A., Horacio Roberto s/ Denuncia


    COMP. 589, XXXVIII, 11 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando el hecho materia de investigación pudiera representar distintas conductas penalmente reprochables, y ninguna de estas tuviera carácter federal, corresponderá a la justicia ordinaria la sustanciación de las actuaciones.


    A., Luis Víctor Manuel s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP. 183, XXXVIII, 23 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Habida cuenta que del análisis de los elementos de juicio incorporados al sumario no surge, hasta el momento, la configuración de alguno de los supuestos que habiliten la aplicación de la ley 24.051, conforme a lo dispuesto en su artículo 1°, sin perjuicio de que los objetos incautados puedan resultar peligrosos para las personas, corresponde asignar competencia a la justicia local para continuar entendiendo en la causa.


    Laboratorio S. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. 683, XXXVIII, 19 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Resulta menester para atribuir competencia a la justicia federal, que se verifique en el caso, alguno de los supuestos que permitan la aplicación de la ley de residuos peligrosos.


    D. R., Nicolás Luis Roberto s/ Denuncia


    COMP. 555, XXXVIII, 30 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Es necesario para atribuir competencia a la justicia federal, que se verifique en el caso alguno de los supuestos que permitan la aplicación de la ley de residuos peligrosos.  De los dichos de la denunciante, no controvertidos por otras constancias, se desprende que la sustancia presuntamente tóxica habría afectado a las personas o al ambiente sólo en las inmediaciones de la planta de la denunciada.


    R., Erica Ana s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP. 389, XXXVIII, 11 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Contaminación ambiental. Competencia provincial. 


    Si del incidente no surge la configuración de alguno de los supuestos que permita la aplicación de la ley 24. 051, conforme a lo dispuesto en su artículo 1º, corresponde asignar competencia al juzgado provincial.


    Gendarmería Nacional s/ Averiguación infracción Ley 24.051


    COMP. 1062, XXXVIII, 11 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Fallo de la causa Competencia N° 566, XXXVI "Costa, Ricardo J. s/ Instrucción c/ 68.736".


    Cuando no se verifique en el hecho motivo de contienda alguno de los supuestos que permitan la aplicacion de la ley 24.051, conforme a lo dispuesto en su artículo 1°, no corresponde atribuir competencia a la justicia federal, debiendo la justicia local continuar con la investigación.


    R., Carlos Alberto s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP. 489, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Contaminación de aguas. Competencia federal. 


    En virtud de lo dispuesto por el artículo 58 de la ley de residuos peligrosos, corresponde la competencia de la justicia federal para entender en las presuntas infracciones a la misma.


    C.,  Antonio s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. 505, XXXVIII, 18 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Daño ambiental. Competencia federal. 


    Las sustancias pudieron afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites provinciales.  En atención a que el decreto 1343 vetó el artículo 60 de la ley 5.612 que derogaba la ley 24.051, corresponde a la justicia federal continuar entendiendo las actuaciones.


    Stori, Gabriel Alfredo s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. 965, XXXVIII, 02 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Redes cloacales. Competencia federal. 


    Cuando el objeto de la causa motivo del conflicto es determinar si los efluentes provenientes de la planta contienen sustancias que puedan considerarse como “residuos peligrosos” en los términos de la ley 24.051, y si ellos podrían afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia donde son generados, en virtud de lo dispuesto por el artículo 58 de dicha ley, corresponde declarar la competencia de la justicia federal.


    Z., Alejandro Walter s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. 327, XXXVIII, 04 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Desobediencia. Competencia nacional. 


    Tiene establecido la Corte que corresponde entender en la investigación del delito de desobediencia al juez del lugar donde debió cumplirse el mandato judicial.


    H. T. H. S.A. s/ Denuncia


    COMP. 2066, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución de la pena. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 365, L. XXXVIII, “A., Miguel Ángel por robo en grado de tentativa”.


    C., Mario Daniel s/ Ejecución de pena


    COMP. 600, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que la mera coincidencia subjetiva o de finalidad no basta, por sí sola, para afirmar que dos conductas previstas en la ley penal constituyan un único hecho o concurso formal.  En ese orden de ideas, las infracciones a los artículos 277 y 289 del Código Penal configuran hechos distintos, que permiten distinguirlos a los efectos de su juzgamiento, aún en el caso en que se considere que uno de los delitos fue el medio para cometer el otro.


    C., Fabian Jorge s/ Encubrimiento


    COMP. 3, XXXVIII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Los supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, atento que las reglas de acumulación por esta causa sólo son aplicables respecto de los procesos en los que conocen Jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.


    M., Juan José s/ Encubrimiento


    COMP. 391, XXXVIII, 25 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Cámara de apelaciones. 


    Conflicto entre jueces nacionales. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Cuando la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    G., Oscar César s/ Encubrimiento


    COMP. 243, XXXVIII, 29 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. 


    Cuando la cuestión se corresponda a lo reglado en el artículo 24 inciso 7° del decreto ley 1285/58, ésta debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en el caso.


    C. A. S.A. R. S. s/ Encubrimiento


    COMP. 531, XXXVIII, 28 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Cuando la contienda negativa de competencia ha sido trabada entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7, del Decreto-Ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    C., Juan Facundo s/ Encubrimiento


    COMP. 934, XXXVIII, 12 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    El artículo 8° de la ley 24.588 - Ley de garantía de los intereses del Estado Nacional en la ciudad de Buenos Aires- dispone que la justicia de la ciudad aún reviste carácter nacional, mantiene tanto su competencia como su jurisdicción continúa a cargo del Poder Judicial de la Nación.


    C., Cristian Gabriel y C., Claudio Marcelo s/ Encubrimiento agravado por haberse cometido con el fin de lucro


    COMP. 148, XXXVIII, 09 de abril de 2002


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción. Por otro lado, cuando de las constancias del incidente no resulta posible determinar el lugar de comisión del encubrimiento, corresponde declarar la competencia del juzgado federal de la sección donde fue secuestrado el vehículo.


    V., Santiago Romualdo y otro s/ Robo de automotor con arma


    COMP. 134, XXXVIII, 19 de abril de 2002


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    A., Gustavo Rubén s/ Encubrimiento


    COMP. 4, XXXVIII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    P., Emilio Rubén s/ Encubrimiento


    COMP. 49, XXXVIII, 04 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    H., Héctor Gregorio s/ Encubrimiento y falsificación


    COMP. 2140, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la capital de la república afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiere llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    C., Juan Enrique s/ Encubrimiento


    COMP. 629, XXXVIII, 05 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    A., Jorge s/ Encubrimiento


    COMP. 165, XXXVIII, 08 de abril de 2002


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    F., Carlos s/ Encubrimiento


    COMP. 742, XXXVIII, 23 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    T., Carlos Vidal A. s/ Robo


    COMP. 2137, XXXVII, 04 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    P., Heraldo Héctor s/ Denuncia robo de automotor


    COMP. 72, XXXVIII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    V. W., Adolfo Javier s/ Encubrimiento


    COMP. 9, XXXVIII, 04 de abril de 2002


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    B., José Ramón s/ Encubrimiento


    COMP. 2124, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Resulta de aplicación la doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    C. O., Daniel Oscar s/ Encubrimiento


    COMP. 101, XXXVIII, 22 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    Á., Héctor y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 499, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón, por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.  Por otro lado, con relación a la sustitución de las placas patentes, toda vez que de los escasos elementos reunidos hasta el presente no surge el lugar donde aquella se realizó, corresponde al magistrado que previno continuar con la investigación de este hecho, en atención a que en su jurisdicción se comprobó la anomalía y se incautó el vehículo.


    S., Jorge Hernán s/ Encubrimiento


    COMP. 25, XXXVIII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    P., Roberto Héctor s/ Infracción al Artículo 277 del Código Penal


    COMP. 369, XXXVIII, 19 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Secuestro de bienes. Competencia provincial. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.  Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al Juzgado Nacional Criminal de Instrucción profundizar la investigación respecto de la sustracción de la mercadería a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.  Por otro lado, en relación con los productos de la empresa que fueron secuestrados y respecto de los cuales, según manifiesta el representante de esa firma, no se habría radicado denuncia por su sustracción, corresponde a la justicia local que tomó conocimiento de la notitia criminis e incluso, procedió a la entrega de los bienes, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    D., Carlos Julio s/ Denuncia


    COMP. 544, XXXVIII, 24 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    De conformidad al principio rector sentado por la Corte, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    T., Carlos Alberto y otros s/ Asociación ilícita- encubrimiento- estafas reiteradas


    COMP. 2189, XXXVII, 19 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Hurto de automotor. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    F., Carlos Jorge s/ Encubrimiento


    COMP. 1000, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    G., Juan Marino s/ Encubrimiento


    COMP. 55, XXXVIII, 09 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.  Con relación a la presunta infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289 inciso 3° del Código Penal, según reforma de la ley 24.721-, toda vez que de los escasos elementos reunidos no surge el lugar donde aquella se realizó, corresponde al magistrado que previno continuar con la investigación de este hecho.


    B., Eduardo s/ Encubrimiento


    COMP. 139, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.  Sin embargo, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del hurto cometido en esta Capital, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.  Por ello, la contienda debe dirimirse declarando la competencia de la justicia nacional en lo criminal de instrucción.


    A., Carlos Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 290, XXXVIII, 30 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto de la sustracción, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél.  La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que no se presenta.


    A., Leli s/ Encubrimiento agravado


    COMP. 296, XXXVIII, 20 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    En relación al encubrimiento, si bien es cierto que es doctrina de la Corte la conveniencia de que el mismo magistrado que conoció del delito encubierto, continúe la sustanciación del encubrimiento, no lo es menos que ella será aplicable en la medida que no surja con absoluta nitidez que los imputados no hayan tenido participación alguna en la sustracción y que se trate de casos sometidos a decisión de jueces nacionales, por cuanto, amén de la relación de alternatividad, encuentra sustento en las reglas establecidas por el art. 41, inciso 2º, del Código Procesal Penal de la Nación, rector, únicamente, en tribunales de esta naturaleza.  En lo que atañe a la falsificación de documento privado, para la atribución de competencia debe estarse al lugar donde se hubiera hecho uso del documento privado cuya autenticidad se cuestiona.


    G., Héctor s/ Encubrimiento


    COMP. 966, XXXVIII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. 


    Necesidad de profundizar la investigación.


    Los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar la conducta en que habría incurrido el imputado.


    C., César Esteban s/ Encubrimiento


    COMP. 178, XXXVIII, 07 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.  Sin embargo, los escasos elementos incorporados no alcanzan para concluir que el procesado resulte ajeno al desapoderamiento del automotor, en atención a que no se habría realizado ninguna diligencia dirigida a esclarecer su procedencia.   En el mismo sentido, merecen ponderarse la resistencia a la autoridad de los ocupantes del vehículo secuestrado y el intercambio de disparos con la policía, como así también el poco tiempo transcurrido entre la denuncia del robo y el hallazgo del automóvil en poder del imputado.  Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del robo cometido en esta Capital, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    A., Juan Manuel s/ Encubrimiento


    COMP. 292, XXXVIII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los prevenidos respecto de la sustracción, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél.  En esta inteligencia, la Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción  En base a ello, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional, aunque no haya sido parte en la contienda, para profundizar la investigación respecto de la sustracción del vehículo a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    G., Pedro Gastón y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 289, XXXVIII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél.  Al respecto, la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    R., Marcelo Gastón s/ Encubrimiento


    COMP. 179, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción.


    G., Leonardo Lenzo s/ Encubrimiento


    COMP. 879, XXXVIII, 27 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Hurto. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.  Por otro lado, con relación a la sustitución de las placas patentes, dicha infracción carece de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, por lo que se trata de un delito común, respecto del cual deberá continuar conociendo el magistrado provincial.


    González, Diego Fabián s/ Encubrimiento


    COMP. 2089, XXXVII, 13 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    A. Juan Manuel y A., Jorge Luis s/ Encubrimiento calificado


    COMP. 1974, XXXVII, 18 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    S., Héctor s/ Encubrimiento


    COMP. 47, XXXVIII, 04 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, como el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el i mputado.  Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado por encubrimiento, respecto del delito principal.


    F., Emir Amilcar s/ Encubrimiento


    COMP. 560, XXXVIII, 05 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el hurto.


    T., Norberto s/ Denuncia


    COMP. 64, XXXVIII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.  Con relación a la sustitución de las placas patentes, si no surge el lugar donde aquella se realizó, corresponde al magistrado que previno continuar con la investigación de este hecho.


    O., Jorge Oscar s/ Encubrimiento


    COMP. 1975, XXXVII, 05 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.  Con respecto a la presunta adulteración del chasis y la sustitución de la chapa patente, corresponderá al magistrado que prevenga continuar con la investigación del hecho cuando en su jurisdicción se comprobó la anomalía y se incautó el vehículo.


    G., Matías Sergio s/ Encubrimiento


    COMP. 313, XXXVIII, 04 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Robo. Competencia provincial. 


    La Corte ha resuelto que la referencia al tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de los objetos y su incautación no constituye una pauta que autorice, sin más, a desechar la participación del imputado en el hecho acaecido en esta ciudad y, menos aún, cuando ni siquiera se lo ha interrogado sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habría adquirido las patentes.   El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    O., Sergio Javier s/ Denuncia


    COMP. 30, XXXVIII, 04 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto del delito presuntamente encubierto, especialmente si no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en el mismo.


    D., Alejandro Daniel y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 558, XXXVIII, 12 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24 inciso  7°, del decreto-ley 1285/58.  En tales condiciones, corresponde al magistrado provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


    L., Hugo Mariano s/ Encubrimiento


    COMP. 556, XXXVIII, 23 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Si la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 441 del Código Procesal de la Nación, la contienda debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    O., Gaston Ismael s/ Encubrimiento


    COMP. 1054, XXXVIII, 05 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de  un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial ande aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    V., Carlos y F., Federico s/ Encubrimiento


    COMP. 396, XXXVIII, 10 de julio de 2002


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, siempre que resulte, con absoluta nitidez, que el sujeto imputado no ha tenido participación alguna en la comisión del ilícito encubierto.


    G., Carlos Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 427, XXXVIII, 02 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Robo de vehículo. Investigación inconclusa. Competencia criminal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Tiene establecido la Corte que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación en poder del encausado no constituye una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél.  En esta inteligencia también tiene establecido, a través de números  precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en la sustracción.


    C., Gabriel y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 835, XXXVIII, 15 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Robo. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 49, L. XXXVIII, “P., Emilio Rubén s/ Encubrimiento”.


    A., Carlos Alberto y P., Diego Antonio s/ Infracción Artículo 277 del Código Penal


    COMP. 48, XXXVIII, 04 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Robo. Juez previniente. Tribunal de alzada. Cámara federal de apelaciones. 


    Cuando la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la misma debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    S. de K., Margarita s/ Presunto encubrimiento robo de automotor


    COMP. 6, XXXVIII, 19 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Competencia por conexidad. Competencia federal. 


    Si habría existido una unidad fáctica de la cual podría resuItar un múltiple encuadre penal, no cabe dividir la continencia de la causa y  la unificación no debe realizarse, ya que se sustraería del conocimiento del fuero federal los delitos que corresponden específicamente a su jurisdicción.


    M., Raúl Dante y otros s/ Tenencia ilegítima de arma y munición de guerra


    COMP. 168, XXXVIII, 24 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que la efectiva interrupción del servicio público interjurisdiccional resulta suficiente para otorgar el conocimiento de la causa a la justicia federal.


    F., Salvador y otro s/ Infracción Artículo 194 del Código Penal


    COMP. 288, XXXVIII, 24 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Corte de rutas. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos:307:650 y 324:270.


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero federal está condicionada a la existencia de maniobras que puedan perjudicar directa o efectivamente a la Nación.


    C. S.A. s/ Denuncia infracción Artículo 194 del Código Penal


    COMP. 449, XXXVIII, 09 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Estafa. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia por conexidad. Extraña jurisdicción. Competencia provincial. 


    La falsificación de un instrumento público es escindible de la causa que se instruye por la defraudación o tentativa, mediante el uso de aquél. Al mismo tiempo, las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.


    V., Juan Rodolfo s/ Artículo 292, 2° párrafo del Código Penal


    COMP. 351, XXXVIII, 30 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Competencia en lo penal económico. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  En consecuencia, y toda vez que los valores entregados por los imputados, revistan tal carácter y, hayan sido rechazados por falta de fondos, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    P. C. s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 273, XXXVIII, 02 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    S. C. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 459, XXXVIII, 18 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Javier F. A . s/ Denuncia estafa en tentativa


    COMP. 516, XXXVIII, 15 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de alguna de las figuras penales previstas en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    D. S. S.A. y M. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 454, XXXVIII, 15 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Los cheques de la modalidad pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.


    S., María Elena y otro s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 543, XXXVIII, 18 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Aplicación doctrina de Fallos: 324:3463.


    Es doctrina de la Corte que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que- por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.


    A., Isidoro s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 790, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    En el delito de estafa cometido mediante el uso de cheques sustraidos -que concurriría idealmente con el de falsificación-, a fin de determinar la jurisdicción competente, cabe atenerse al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P., Adriana Alejandra s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 414, XXXVIII, 01 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Falsa denuncia. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha desarrollado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.   Por otro lado, los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación, no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.


    A. M., Christian s/ Denuncia


    COMP. 384, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Domicilio del girado. Competencia nacional. 


    Contienda negativa de competencia. Rechazo de cheques presentados al cobro por diversas causas


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante, el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Por otro lado, los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición-su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.


    K., Andrés s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 2147, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Lugar del hecho. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Más allá de la calificación que en definitiva resulte de la investigación por realizarse -estafa o libramiento de cheque sin provisión de fondos- los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos se habrían desarrollado en jurisdicción bonaerense, pues allí se entregaron los documentos y tienen su domicilio los bancos girados.


    S., Jorge s/ Estafa


    COMP. 608, XXXVIII, 11 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cheque. Competencia en lo penal económico. 


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  Por ello, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 60 de la ley 24.452.


    O., Marcelo Héctor s/ Denuncia estafa


    COMP. 818, XXXVIII, 18 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando no existe simultaneidad entre las contraprestaciones, la entrega del valor no constituiría el ardid determinante del delito de estafa, razón por la cual, el hecho a investigar encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    T., Alejo s/ Estafa


    COMP. 363, XXXVIII, 11 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de alguna de las figuras penales previstas en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    S. C. SH y otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 739, XXXVIII, 23 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Surge de la lectura de la declaración del denunciante que el cheque habría sido entregado por la imputada para cancelar una deuda preexistente.  En consecuencia, cabe inferir que no existió simultaneidad entre las contraprestaciones y que la entrega del valor no habría constituido el ardid determinante del delito de estafa, razón por la cual, el hecho a investigar encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    S., Irene s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 679, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  Por ello, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    P., V. S.A. s/ Estafa


    COMP. 819, XXXVIII, 18 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia en lo penal económico. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 306: 1272 y 1997; 308:275; 311:528; 323:2337 y Competencia N° 915, XXXV in re "Amado, Roberto y otros s/ Infracción artículo 302 del C.P.”.


    Cuando el conflicto no se encuentra precedido de la investigación necesaria como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, no le corresponderá a la misma dirimir la cuestión.


    L., Analía Elizabeth s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 124, XXXVIII, 11 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    En el delito de estafa o su tentativa, que concurre formalmente con el de falsificación, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    L. d. C., Rosario del Carmen s/ Denuncia por defraudación


    COMP. 604, XXXVIII, 31 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    B., Norberto Ricardo s/ Tentativa de estafa


    COMP. 2095, XXXVII, 29 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar dónde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal aquél donde fueron presentados al cobro.


    G. A. S.H. s/ Denuncia por estafa


    COMP. 193, XXXVIII, 29 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar dónde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal aquél donde fueron presentados al cobro.


    P. P., Sergio y otros s/ Denuncia estafa


    COMP. 202, XXXVIII, 29 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar dónde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal aquél donde fueron presentados al cobro.


    L., Carlos Mario s/ Formula denuncia


    COMP. 97, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    U., Gustavo Marcelo s/ Estafa en tentativa


    COMP. 259, XXXVIII, 06 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativo, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Laura s/ Denuncia


    COMP. 279, XXXVIII, 08 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los titulas fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.   Al resultar que los elementos de juicios incorporados al incidente no alcanzan para acreditar que la entrega de los cheques extraviados tuvo lugar en el ámbito capitalino, corresponde al juzgado provincial, que previno, profundizar la investigación.


    El shopping de su R. S.A. s/ Denuncia de estafa


    COMP. 75, XXXVIII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Presentación al cobro. Domicilio del banco. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Toda vez que los elementos de juicio no alcanzan para acreditar el lugar de entrega de los documentos sustraídos, corresponde al juzgado que previno profundizar la investigación.


    L., Alberto Miguel s/ Denuncia por Tentativa de Estafa


    COMP. 316, XXXVIII, 28 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    L., Luis Roberto s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1025, XXXVIII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    Z., Salvador Santiago s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1015, XXXVIII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resulta aplicable la doctrina de la Corte conforme la cual en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.  Sentado ello y toda vez que los escasos elementos probatorios no alcanzan para acreditar esa circunstancia, corresponde al juzgado nacional que previno profundizar la investigación.


    Q., Marcelo s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 311, XXXVIII, 22 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal aquél donde fueron presentados al cobro.   Habida cuenta que de las escasas probanzas incorporadas al incidente no es posible determinar tal circunstancia, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación.


    B., Sergio s/ Denuncia


    COMP. 278, XXXVIII, 22 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    U., María del Carmen s/ Tentativa de estafa


    COMP. 981, XXXVIII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp N° 128, XXXVIII, “Uriarte, Marta Graciela s/ denuncia defraudación”


    B. de M., Noemí s/ Denuncia de estafa


    COMP. 395, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    N.N. s/ Estafa en tentativa


    COMP. 2159, XXXVII, 19 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    I., Juan Alfredo s/ Estafa


    COMP. 815, XXXVIII, 23 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 881, L. XXXVIII, "C., Nestor s/ Denuncia de estafa".


    C., Nestor s/ Denuncia de estafa


    COMP. 1098, XXXVIII, 11 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 2125, L. XXXVII, “Moadeb, Salvador Daniel y otros s/ infracción art. 302 del C.P."


    M., Salvador y otros s/ Estafa


    COMP. 2125, XXXVII, 19 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa competencia N° 1815, L. XXXVII "Prado, Alicia Leonor s/ denuncia estafa en tentativa".


    P., Alicia Leonor s/ Denuncia


    COMP. 66, XXXVIII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    T., Fabián Alfredo s/ Denuncia


    COMP. 464, XXXVIII, 21 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    E., Enrique y otro s/ Defraudación


    COMP. 399, XXXVIII, 12 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar en que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    D. V., María Elena s/ Denuncia


    COMP. 356, XXXVIII, 10 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El magistrado provincial no cuestiona su competencia para conocer los hechos denunciados y la reconoce expresamente, y, además, limita su oposición a que los actos típicos se habrían materializado en el local de venta del rodado, corresponde a la justicia local conocer del hecho, sin perjuicio, de que si el magistrado entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con la normas del derecho procesal local.


    G., Guillermo s/ Estafa


    COMP. 1, XXXVIII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión a los fundamentos del dictamen de la causa Competencia n° 550 , L. XXXVIII in re "B., Oscar s/ Denuncia infracción artículo 173 inciso 2 del Código Penal".


    B., Analía Beatríz s/ Infracción Artículo 173 del Código Penal


    COMP. 690, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Conexidad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre los jueces nacionales, por cuanto escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las disposiciones rituales.   Si el hecho se habría desarrollado en su totalidad en la localidad bonaerense, corresponde al juez local continuar con la sustanciación de la causa.


    S., Hugo Omar y otro s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1998, XXXVII, 25 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Defraudación. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que ya sea que el hecho se encuadre en el inciso 2° o en el inciso 7° ambos del artículo 173 del Código Penal, para discernir la competencia, hay que tener en cuenta el lugar donde ocurrieron los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de los delitos.


    R., Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. 2078, XXXVII, 11 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Cuando la escritura se inscribió en determinada localidad, donde además se domicilian los imputados, corresponde declarar la competencia del tribunal con jurisdicción en la misma, atendiendo a razones de economía procesal.


    C., Jorge Horacio y otra s/ Estafa


    COMP. 2, XXXVIII, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.  En igual sentido, ha resuelto que la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica y que para discernir la competencia debe estarse a la aplicación de los principios enunciados en el párrafo anterior.


    N., Stephan s/ Estafa


    COMP. 839, XXXVIII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá conforme a razones de economía procesal.


    Bunter, José Luis y Buonaventura, Alberto Darío s/ Estafa


    COMP. 160, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    K., Mariano Alejandro s/ Defraudaciones


    COMP. 247, XXXVIII, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verificó la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    Asociación civil de A d. M. del pueblo s/ Estafa


    COMP. 2180, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia, la que se resolverá conforme a razones de economía procesal.  Finalmente, cabe recordar que la Corte tiene resuelto que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencia entre las provincias, o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    A., Marcela Alejandra s/ Estafa


    COMP. 666, XXXVIII, 30 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. 


    Si los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza requerido el delito que habrían cometido los imputados, corresponde al magistrado que previno profundizar la investigación.


    E., Bernardo s/ Encubrimiento y estafa


    COMP. 248, XXXVIII, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Competencia nacional. 


    El delito de estafa, o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.  Al mismo tiempo, cuando los escasos elementos probatorios agregados al incidente no alcanzan para determinar el lugar de entrega, corresponde al juzgado que previno profudizar la investigacion en este sentido, sin perjuidio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de entrega originaria.


    P., Amalia Cristina s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 975, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    Menghi Irene Haydee s/ Apropiación de cosa perdida (Artículo 175 inciso 1)


    COMP. 367, XXXVIII, 11 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    B., Rogelio s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 439, XXXVIII, 02 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado, mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.   Por otro lado, cuando de las escasas probanzas incorporadas al incidente no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del valor, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos de los depositantes.


    C., Luis s/ Denuncia tentativa de defraudación


    COMP. 822, XXXVIII, 18 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Concurso de delitos. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    R., María Esther s/ Denuncia estafa en tentativa


    COMP. 146, XXXVIII, 04 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    L., Marina Laura y otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1778, XLVII, 23 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, que concurriría idealmente como el de falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    B., María de los Ángeles s/ Estafa


    COMP. 2115, XXXVII, 22 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    V., José Luis Fernando s/ Incidente de Controversia


    COMP. 22, XXXVIII, 20 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. 


    Es doctrina de la Corte, que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fue presentado al cobro.


    Banco Nación s/ Remite actuaciones


    COMP. 1069, XXXVIII, 11 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia Nacional. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    I., Mirta s/ Estafa en tentativa


    COMP. 156, XXXVIII, 15 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    G., Luis Ignacio s/ Robo con armas


    COMP. 870, XXXVIII, 25 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro


    K., Clorinda Bernarda s/ Denuncia de hurto


    COMP. 46, XXXVIII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P., Sergio Fabián s/ Estafa en tentativa


    COMP. 23, XXXVIII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    V., Felipe Alberto s/ Estafa en tentativa


    COMP. 174, XXXVIII, 08 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial,. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Los escasos elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan para determinar esa circunstancia, por lo que, correspondería al juez que previno profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor.


    B., Nilda Noelia s/ Denuncia por tentativa de estafa


    COMP. 587, XXXVIII, 04 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    A., José Mario s/ Estafa en tentativa


    COMP. 210, XXXVIII, 24 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    C., Osvaldo Raúl s/ Supuesta denuncia


    COMP. 209, XXXVIII, 24 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Sergio Miguel s/ Denuncia extravío de cheques


    COMP. 563, XXXVIII, 12 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    Denuncia formulada por Jacqueline C.


    COMP. 1828, XXXVII, 19 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.  Si no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega de los títulos, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación en el sentido indicado, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y lugar de la entrega originaria y si esta fue o no fraudulenta, circunstancias anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base del endoso del depositante.


    T., Walter Adrián s/ Denuncia


    COMP. 1040, XXXVIII, 23 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    El delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal, aquel donde se presentaron al cobro.


    M., Ernesto Daniel s/ Tentativa de estafa


    COMP. 655, XXXVIII, 16 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal aquél donde fueron presentados al cobro.


    B., Santiago s/ Denuncia por estafa


    COMP. 94, XXXVIII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al fugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    C., Néstor A. s/ Denuncia de estafa


    COMP. 881, XXXVIII, 28 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Sergio Walter s/ Estafa en tentativa


    COMP. 2188, XXXVII, 21 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal, aquel donde se presentaron al cobro


    M. S., Félix y C., Luis s/ Hurto


    COMP. 673, XXXVIII, 16 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia Nacional. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    M., Javier Eduardo s/ Denuncia


    COMP. 86, XXXVIII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia Nacional. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    S., Eduardo Martín s/ Robo con armas


    COMP. 127, XXXVIII, 03 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los titulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro


    M., Roberto Carlos s/ Denuncia


    COMP. 2161, XXXVII, 21 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquel donde se presentaron al cobro.


    D. P., Laura Raquel s/ Tentativa de estafa


    COMP. 658, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P., Raul Atilio s/ Denuncia


    COMP. 1032, XXXVIII, 05 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro.


    B., Oscar Adolfo s/ Supuesta denuncia


    COMP. 2117, XXXVII, 04 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina del tribunal que el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    R., Alejandro y otro s/ Tentativa de estafa


    COMP. 412, XXXVIII, 02 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lgar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    K., Alex s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 226, XXXVIII, 16 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    T., Daniel Augusto y otro s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1951, XXXVII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro.  También ha sostenido la Corte que cuando de las escasas probanzas incorporadas al incidente no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del valor, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación en ese sentido ello sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos de los depositantes.


    R., Ivan Danilo s/ Denuncia


    COMP. 371, XXXVIII, 18 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Competencia provincial. 


    Cuando el delito de falsificación de instrumentos privados concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigados por el juez con competencia en el lugar en el que aquéllos fueron usados y donde, además, ha tenido comienzo de ejecución el segundo delito.   Por otro lado,  cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    C., Alicia Noemí s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 159, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    Es doctrina de la corte que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documento privados, que concurriría idealmente con aquélla.


    C., Alicia Noemí s/ Estafa


    COMP. 876, XXXVIII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    Respecto del fondo de la cuestión y habida cuenta que la presente contienda ha quedado circunscripta al delito de estafa, corresponde atribuir su conocimiento a la justicia local, en tanto que el documento apócrifo fue presentado ante un juzgado del departamento judicial de La Plata.  Esa solución se compadece, además, con la doctrina del Tribunal, según la cual, la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél.


    C., Francisco Eduardo s/ Denuncia


    COMP. 1081, XXXVI, 27 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Falta de ardid. Pago con cheque sin provisión de fondos. Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    Si no existió simultaneidad entre las contraprestaciones la entrega de los valores no habría constituido el ardid determinante del delito de estafa, razón por la cual, el hecho a investigar encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    W., Ignacio y otro s/ Estafa


    COMP. 2184, XXXVII, 15 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Si no existió simultaneidad entre las contraprestaciones y, por ende, la entrega de esos valores no constituyó el ardid determinante del delito de estafa, razón por la cual, el hecho denunciado encuadraría, prima facie, en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    P., Antonio Felipe s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 144, XXXVIII, 15 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285, toda vez que el caso no se halla precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos en alguna figura.


    R., Marcela s/ Estafa


    COMP. 53, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Coerte que si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    L. R., José Luis y otro s/ Estafa


    COMP. 312, XXXVIII, 12 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    Tiene resuelto la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    I., César E. e I., Abel s/ Estafa


    COMP. 782, XXXVIII, 21 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    El desbaratamiento de derechos instrumentado mediante una escritura traslativa de dominio celebrada en una ciudad respecto de un inmueble ubicado en territorio provincial, debe reputarse cometido en ambas jurisdicciones y, corresponde otorgar el conocimiento de ese delito al juez que previno en la causa.


    V., Ricardo s/ Denuncia


    COMP. 1847, XXXVII, 22 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.   Ha sostenido la Corte, que el iter criminis del delito de estafa comienza con el despliegue del procedimiento ardidoso o engañador, a efectos de lograr del sujeto pasivo la disposición patrimonial perjudicial, mientras que la figura se consuma cuando se realiza efectivamente esa disposición.


    G., Miriam - E., Germán s/ Estafa


    COMP. 799, XXXVIII, 23 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Ardid. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial. Además, el iter criminis del delito de estafa comienza con el despliegue del procedimiento ardidoso o engañador, a efectos de lograr del sujeto pasivo la disposición patrimonial perjudicial y la figura se consuma cuando se realiza efectivamente esa disposición.


    M., Marcos Antonio


    COMP. 2065, XXXVII, 11 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Competencia de instrucción. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La conducta encuadraría en el delito de estafa y la Corte tiene resuelto que compete investigar al juez del lugar donde se realizó la entrega del cheque.


    B., Hugo Eduardo s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 994, XXXVIII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    La competencia penal por razón del territorio se estable atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    R., Roberto s/ Estafa


    COMP. 719, XXXVIII, 27 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Ya sea que la conducta denunciada configure el delito de estafa, o bien el de defraudación especial, los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos se habrían exteriorizado en la misma jurisdicción, por ello, corresponde a la justicia nacional seguir con la substanciación de la causa.


    D., Roberto Carlo y D., Jorge Santiago s/ Estafa


    COMP. 68, XXXVIII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando el delito de falsificación de instrumento privado concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el juez con competencia en el lugar donde aquéllos fueron entregados y donde, además, ha tenido comienzo de ejecución el segundo delito.


    A., Eduardo s/ Estafa


    COMP. 2144, XXXVII, 21 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Tiene establecido la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia.


    B., Roque s/ Estafa


    COMP. 135, XXXVIII, 05 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    O., Pablo Miguel s/ Estafa


    COMP. 2018, XXXVII, 21 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueron presentados al cobro.


    P., Sergio Fabián s/ Estafa en tentativa


    COMP. 24, XXXVIII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    M., Aldo s/ Denuncia


    COMP. 2074, XXXVII, 12 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que la sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él y, que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    A, Raúl Eduardo s/ Denuncia estafa


    COMP. 982, XXXVIII, 22 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Se estima que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    R., José María s/ Denuncia


    COMP. 451, XXXVIII, 23 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que en el supuesto de defraudación cometida mediante la suscripción engañosa o abusiva de los cheques, por tratarse de delitos que exige un perjuicio patrimonial efectivo, se consuma con la utilización del documento cuya firma se obtuvo engañosamente.  Por otro lado, en lo atinente al libramiento de los cheques, la pesquisa realizada hasta el presente resulta insuficiente para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal que corresponda intervenir.


    D. G., María Rosa y otro s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 173, XXXVIII, 15 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Devolución del expediente. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de contienda.


    Cuando no hay un correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia, no corresponde a la Corte dirimir la cuestión.


    Z., Jorge Alberto y otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 36, XXXVIII, 24 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Corresponde al magistrado provincial donde se entregaron los valores y donde tienen domicilio los bancos girados, la aplicación al caso de alguna de las figuras penales previstas en los artículos 172 o 302 del Código Penal.


    P., María Luisa s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 253, XXXVIII, 22 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia en lo penal económico. 


    La Corte tiene establecido, que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.


    D. G., Francisco Alberto y otros s/ Estafa


    COMP. 147, XXXVIII, 02 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Tarjeta de crédito. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que la defraudación se consuma con la entrega de los bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de la tarjeta de compra, razón por la cual, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.


    B., Horacio Héctor s/ Estafa


    COMP. 109, XXXVIII, 04 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia por el territorio. 


    La Corte tiene resuelto que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    N., Mario Guillermo y otros s/ Estafa


    COMP. 874, XXXVIII, 11 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que cualquiera sea la conexión que exista entre hechos que se presentan "prima facie" como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que, aparecen cometidos y su competencia no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal, que sólo resultan aplicables en conflictos suscitados entre tribunales nacionales.


    C., Humberto s/ Falsificación de instrumento privado


    COMP. 100, XXXVIII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Tentativa. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 86, L. XXXVIII, "Miralles, Javier Eduardo s/ Denuncia"


    M., Javier Eduardo s/ Denuncia estafa tentativa


    COMP. 410, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal aquél donde fueron presentados al cobro.


    M., Mario s/ Estafa en tentativa


    COMP. 408, XXXVIII, 02 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Falsa denuncia. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    S., Hugo Alberto s/ Delito de acción pública


    COMP. 314, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Estelionato. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Toda vez que el perfeccionamiento de la transferencia de los bienes sobre los que presuntamente pesaban medidas cautelares se realizó en esta jurisdicción, corresponde declarar la competencia a la justicia nacional de instrucción.


    A., Adolfo s/ Denuncia Junín


    COMP. 329, XXXVIII, 30 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Tradición. Competencia provincial. 


    Cuando la tradición de las maquinarias se realizó en territorio provincial, donde además se hallaban depositadas judicialmente, debe declararse la competencia del juzgado local.  Por otro lado, la transferencia de un inmueble, puede considerársela perfeccionada a partir de su inscripción en el registro de la propiedad en el ámbito de su provincia, si bien en otro departamento judicial.


    G. de C., Carmen y otro s/ Defraudación por estelionato


    COMP. 2118, XXXVII, 26 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Exacciones ilegales. Universidades nacionales. Empleados públicos. Playas de estacionamiento. Competencia federal. 


    Delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación.


    Es doctrina de la Corte que corresponde a la justicia de excepción entender en los delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación en los términos del artículo 3°, inciso 3°, de la Iey 48, sin distinguir que se trate de funcionarios o empleados, ni de que hayan sido imputados o víctimas.


    D. R., María Teresa s/ Denuncia infracción Artículo 266 y concordante del Código Penal


    COMP. 987, XXXVIII, 06 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Explosivos. Competencia federal. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.   Por otro lado, son de naturaleza federal los delitos de intimidación y estragos perpetrados mediante la utilización de materiales explosivos cuyo régimen de tenencia y tráfico se encuentra regulado por la ley 20.429.


    Averiguación presunta infracción Artículo 149 del Código Penal


    COMP. 732, XXXVIII, 30 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Toda vez que los elementos incautados encuadran en el tipo de materiales previstos en el Capítulo I del decreto-ley 302/83, reglamentario de la ley 20.429, cuya tenencia está prohibida por las disposiciones del artículo 27 de esta última, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para entender en estas actuaciones.


    T., Claudio Jaime León y otros s/ Tenencia de explosivos


    COMP. 902, XXXVIII, 31 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Extorsión. Economía procesal. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    G., Néstor Gabriel s/ Supuesta denuncia


    COMP. 1866, XXXVII, 25 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Falsedad ideológica. Encubrimiento. Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan "prima facie" como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de competencias judiciales entre las provincias o entre ellas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no pueden ser alteradas por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acmulación por conexidad, que sólo pueden jugar en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    S., Ángel s/ Extorsión, falsedad ideológica y encubrimiento


    COMP. 429, XXXVIII, 27 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Personal policial. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 311: 1948 y 316:772.


    Cuando el  hecho que se reprocha a un funcionario de la policía provincial ha obstruido el normal funcionamiento de instituciones nacionales, corresponde su conocimiento a la justicia federal.


    D., Pablo Daniel s/ Infracción Artículo 168 del Código Penal


    COMP. 513, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Tentativa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que para que el delito presuntamente cometido sea de aquéllos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.   Al mismo tiempo, debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    R., Diego Marcelo y A., Roberto Jorge s/ Extorsión en grado de tentativa


    COMP. 500, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Competencia federal. 


    Habida cuenta que el magistrado nacional no cuestiona su competencia por la materia y reconoce, además, identidad entre el objeto procesal de estas actuaciones y las que tramitan ante el tribunal a su cargo, en la medida que los cheques sustraídos coincidirían, en su detalle, en una y otra pesquisa, corresponde a este último asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte del trámite ulterior.


    T., José Ángel s/ Denuncia por extravio o sustracción de cheque


    COMP. 198, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Estafa. Falsificación de cheque. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que la sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. Además, cabe atenerse a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    B., Roberto A. s/ Denuncia defraudación


    COMP. 372, XXXVIII, 02 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Estafa. Juez previniente. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    A., Jorge E. s/ Denuncia presunto hurto


    COMP. 432, XXXVIII, 23 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Tentativa. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que la sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. Además, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos. fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    F, Gabriel Nicolás s/ Denuncia


    COMP. 306, XXXVIII, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    El delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, que concurriría idealmente con la falsificación, cabe atenerse a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquel donde se presentaron al cobro.


    N., Jorge s/ Averiguación de delito


    COMP. 99, XXXVIII, 05 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los titulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    J., Ricardo Luis s/ Denuncia estafa en tentativa


    COMP. 754, XXXVIII, 03 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia nacional. Competencia criminal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados,  sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    P., Liliana y S. S.A. s/ Denuncia por extravió de cheque


    COMP. 98, XXXVIII, 03 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Falsedad ideológica. Defraudación. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en los casos en que se investiga la falsificación de un instrumento público resulta competente el magistrado  con jurisdicción en el lugar en el que aquél se confeccionó.


    V., Pablo Diego s/ Falsificación documentos públicos


    COMP. 899, XXXVIII, 13 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    B., Ana María s/  Infracción Artículo 293 Código Penal


    COMP. 125, XXXVIII, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Aplicación de la doctrina sentada en Fallos: 308:213; 317:223 y 323:867.


    Si en el caso no se ha establecido si se trata de falsedades ideológicas o materiales, y esto resultare de particular relevancia a los fines de fijar la competencia territorial, corresponde al magistrado que previno continuar conociendo en las actuaciones.


    S., Alberto Magno y otros s/ Estafa y otros


    COMP. 736, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de cheque. Competencia provincial. 


    Más allá de que la equiparación de la falsificación de los cheques a la de la moneda se refiera al tipo penal, o a la sola aplicación de la pena, cuando la adulteración recae sobre un documento no oficial, cabe inferir que esa conducta no habría vulnerado la fe pública de la Nación ni el crédito del Estado.


    Banco de la Nación Argentina s/ Denuncia infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 2199, XXXVII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia federal. Separación de procesos. Estafa. Competencia provincial. 


    La corte tiene resuelto que corresponde a la justicia federal conocer en la causa donde se investiga la existencia de una organización dirigida a obtener, por medios aparentemente delictuosos, la radicación irregular de extranjeros en el país, violándose las disposiciones reglamentarias dictadas por el Gobierno Nacional.  Por otra parte, es doctrina de la Corte que en los supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    P. B., Víctor Hugo s/ Denuncia por asociación ilícita - Falsificación documentos


    COMP. 257, XXXVIII, 09 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Tiene establecido la Corte que si no es posible establecer dónde se creó el instrumento público falso, debe estarse al lugar en que fue usado.


    N.N. s/ Delito de acción pública


    COMP. 2101, XXXVII, 11 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    B., Osvaldo Enrique s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 493, XXXVIII, 15 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que el delito de falsificación de documento se consuma donde éste se produce, y en el caso de desconocerse el lugar de su confección debe estarse al lugar en que se utilizó el documento o donde se lo pretendió hacer valer.


    M., Beatriz Irma s/ Denuncia


    COMP. 2164, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 1857, XXXVII, “Villegas, Gustavo Oscar y otro s/ Uso de documento de automotor adulterado”.


    Barreiro, Omar E. s/ Uso documento público adulterados


    COMP. 18, XXXVIII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 1857, XXXVII, “Villegas, Gustavo Oscar y otro s/ Uso de documento de automotor adulterado”.


    F. C., Héctor s/ Uso de documento falso


    COMP. 19, XXXVIII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia n° 1857, XXXVII, “Villegas, Gustavo Oscar y otro s/ Uso de documento de automotor adulterado”.


    Olivera, Gustavo Daniel s/ Uso de documento público falso


    COMP. 21, XXXVIII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Concurso de delitos. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar aquellos de naturaleza federal de los de índole común. Además, las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre los jueces nacionales, por cuanto escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las disposiciones rituales.


    F., Daniel Gerardo s/ s/ Infracción Artículo 292 Código Penal


    COMP. 2013, XXXVII, 01 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En relación con la presunta falsificación de documentos, no se observan las condiciones necesarias como para que la Corte pueda ejercer las facultades del artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58, ya que de las constancias agregadas al incidente, no surge que se haya practicado una investigación bastante que permita calificar e individualizar adecuadamente los hechos.


    G., Víctor Hernán s/ Falsedad ideológica


    COMP. 1332, XXXVI, 08 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuando la justicia nacional se inhibe a raíz de corresponder la causa a los tribunales provinciales, no puede estar obligada a enviarla al juez competente de acuerdo con el derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación le es obviamente ajena, por lo que, al no existir una concreta negativa del magistrado provincial respecto de que el hecho compete a la justicia local, corresponde que sea éste quien remita el expediente al que considere habilitado para intervenir.


    S., Ricardo Andres s/  Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 633, XXXVIII, 05 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen, y en caso de desconocerse dónde se materializaron, debe estarse al lugar en que se utilizó el documento, o donde se pretendió hacerlo valer.


    Denuncia formulada por Daniel Alejandro P.


    COMP. 2116, XXXVII, 27 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.  Resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se adulteró el instrumento cuestionado. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que habría sido modificado ese documento, a fin de dirimir la contienda, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.


    A., Leonardo Christian s/ Falsificación documentos públicos


    COMP. 2097, XXXVII, 25 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Registro de la Propiedad Automotor. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte, que si con las maniobras realizadas ante los registros seccionales pertenecientes al Registro Nacional de la Propiedad Automotor y Créditos Prendarios se comprometió la validez de documentos nacionales extendidos por esa repartición nacional, a la vez que su normal funcionamiento, los hechos así producidos son de competencia de la justicia federal.


    T., Walter Salvador s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 866, XXXVIII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que si con las maniobras realizadas ante los registros seccionales pertenecientes al Registro Nacional de la Propiedad Automotor y Créditos prendarios se comprometió la validez de documentos nacionales extendidos por esa repartición nacional, a la vez que su normal funcionamiento, los hechos así producidos son de competencia de la justicia federal.


    R., Daniel y Otro s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 370, XXXVIII, 11 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Estafa. Concurso de delitos. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que cuando el delito de falsificación de instrumentos privados concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el juez con competencia en el lugar en el que aquéllos fueron usados y donde, además, ha tenido comienzo de ejecución el segundo delito.  La Corte también tiene resuelto que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre los hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia, regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    G., Emiliano Lucas y otros s/ Asociación ilícita, tenencia de instrumentos destinados a la falsificación


    COMP. 20, XXXVIII, 11 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia federal. 


    Cuando el documento adulterado es expedido por un organismo nacional, corresponde al tribunal federal con jurisdicción sobre la localidad donde fue incautada la licencia continuar el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de que no haya sido parte en la contienda.


    B., José A. s/ Falsificacion de documento público


    COMP. 776, XXXVIII, 16 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Cuando las características y finalidad del documento público, expedido con  intervención de la autoridad aduanera, encuadra en los supuestos del artículo 33, inciso 1°, apartado "c", del Código Procesal penal de la Nación, habilitan la competencia de la justicia federal.


    Incidente de traba de competencia en la causa N° 4.021 caratulada "N.N. s/ Infracción Ley 22.415"


    COMP. 746, XXXVIII, 04 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que la falsificación de un instrumento público es escindible de la causa que se instruye por la defraudación o su tentativa, mediante el uso de aquél.  Habida cuenta que dicho instrumento es de carácter nacional, de acuerdo con el criterio establecido en Fallos: 303:1299, corresponde declarar la competencia de la justifica federal, aunque no haya sido parte de la contienda.


    A., Bárbara Jesús s/ Estafa


    COMP. 5, XXXVIII, 04 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 370, L. XXXVIII,  "Romano Daniel y otra si inf art.292 del CP."


    B., Edmundo y otro s/ Falsificación de documento público


    COMP. 605, XXXVIII, 12 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Defraudación. Competencia provincial. 


    La  falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél.   Por otro lado, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    I., Estela Beatriz s/ Estafa


    COMP. 576, XXXVIII, 08 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    No es competente la justicia de excepción para conocer en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento expedido por un municipio, atento que no se afectarían intereses nacionales o el normal funcionamiento de alguna institución de esa naturaleza.


    M. S., José s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 1623, XXXVI, 10 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Resulta competente, para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.


    R., Raúl Rafael s/ Falsificación documentos públicos


    COMP. 485, XXXVIII, 26 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que cuando se debe juzgar a una persona que está cumpliendo una pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido en aquella disposición legal.


    L., Agustín Andrés s/ Infracción Artículo 296 en función del 292 2° párrafo del Código Penal


    COMP. 501, XXXVIII, 19 de julio de 2002


    Ver dictamen


    La falsificación de un instrumento público es escindible de la causa que se instruye por la defraudación o tentativa, mediante el uso de aquél.  Por otro lado, las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.


    T., Automóviles S.A. s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 678, XXXVIII, 23 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Tiene establecido la  Corte que la competencia de los tribunales federales es por su naturaleza restrictiva, de excepción y con atribuciones limitadas a los casos que menciona el artículo 116 de la Constitución Nacional.


    C. de D., Norma s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 262, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento cuestionado.   Asimismo, las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    R., Carlos Alberto s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 35, XXXVIII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia nacional. 


    Los conflictos deben decidirse de acuerdo a la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado "prima facie”. Por otro lado, las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen, y en caso de desconocerse donde se materializaron, debe estarse al lugar en que se utilizó el documento, o donde se pretendió hacerlo valer.  Teniendo en cuenta la presentación de la escritura en el Registro de la Propiedad de la ciudad, por medio de la cual se habría inscripto fraudulentamente la titularidad del inmueble, es la justicia nacional la que debe entender respecto de la presunta estafa.


    V., Víctor E. s/ Falsificación de documento público


    COMP. 632, XXXVIII, 30 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Consumación del delito. Competencia provincial. 


    El delito de falsificación de instrumento público se consuma cuando se confecciona el documento falso.  Si de las probanzas del incidente no resulta posible determinar esa circunstancia, corresponde  entender en la causa a la justicia con jurisdicción donde se descubrió la falsificación.


    S., Raúl Eduardo s/ Denuncia por falsificación de documentos públicos


    COMP. 350, XXXVIII, 19 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Defraudación. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la falsificación de un instrumento público es escindible de la causa que se instruye por la defraudación o su tentativa, mediante el uso de aquél.


    Díaz Corbetta, Edgardo Rodrigo s/ Presunta Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 167, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Documentación del automotor. Registro de la propiedad automotor. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  Por otro lado, también es doctrina de la Corte, que  si con las maniobras realizadas ante los registros seccionales pertenecientes al Registro Nacional de la Propiedad Automotor y Créditos Prendarios se comprometió la validez de documentos nacionales extendidos por esa repartición nacional, a la vez que su normal funcionamiento, los hechos así producidos son de competencia de la justicia federal.


    S., Ana María s/ Artículo 293 del Código Penal


    COMP. 594, XXXVIII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Delitos federales. Competencia federal. Defraudación. Delitos comunes. Competencia provincial. 


    Tiene decidido la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.   También es doctrina de la Corte que la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél.  Respecto del delito de estafa en concurso ideal con uso de documento público falso, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial, en donde se desarrolló el ardid y se produjo el desplazamiento patrimonial.


    T., Pablo s/ Formula denuncia


    COMP. 1051, XXXVIII, 20 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuando el conflicto no se haya precedido de la  investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley  1285/58. Al mismo tiempo, resultan indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca el lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Por otro lado, en los casos en que se investiga la falsificación de un instrumento público, resulta competente el magistrado del lugar en el que aquél se confeccionó. Mientras que  si la falsificación afectara al documento en su integridad, y no se pudiera establecer el lugar donde se lo creó resultaría competente la justicia nacional, por ser supuestamente en esa jurisdicción donde se lo intentara hacer valer y se comprobara el delito.


    N., Reinaldo y otros s/ Estafa


    COMP. 415, XXXVIII, 22 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La falsificación de un instrumento público es escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél. Cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    C., Oscar s/ Falsificación de documento público


    COMP. 789, XXXVIII, 23 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Pasaporte. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Tiene resuelto la Corte que en los casos en que se investiga una pluralidad de delito corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los índole, común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad, pues las reglas que rigen esos supuestos sólo son aplicables a la distribución de competencias entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede se alterada por razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas normas rituales.


    C., Diego David s/ Falsificación de documento público


    COMP. 192, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Supresión del estado civil. Competencia provincial. 


    El delito de supresión de estado civil, contemplado en el artículo 139, inciso 2°, del Código Penal -que concurre idealmente con la falsificación de las actas de nacimiento- es distinguible de aquel otro que se habría cometido al lograrse la expedición de documentos falsos destinados a acreditar la identidad de las personas.


    J., Raúl s/ Cohecho y falsificación de instrumento público


    COMP. 593, XXXVIII, 01 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de marca o designación. Propiedad intelectual. Competencia nacional. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte según la cual corresponde dejar sin efecto el sobreseimiento dictado con posterioridad a la promoción de la contienda de competencia, por cuanto su resolución para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo de pleito.  Por otro lado, también es doctrina de la Corte que aun cuando la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, corresponde a la justicia federal continuar con la sustanciación de la causa, en razón que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    D., Eduardo s/ Denuncia


    COMP. 400, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de moneda. Competencia provincial. 


    El hecho investigado excede el ámbito de conocimiento asignado a la justicia federal por el artículo 33, inciso 1°, apartado “c” del Código Procesal Penal de la Nación, pues su competencia se debe limitar a los casos de falsificación de moneda nacional o de billetes de bancos autorizados por el Congreso.


    N., Carlos Alberto - su denuncia circulación de moneda falsa en su perjuicio


    COMP. 583, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de sellos. Competencia nacional. 


    El lugar de creación del instrumento público falso, por principio, es dirimente de la competencia en los delitos de falsificación de documentos. Sin embargo, cuando se desconoce esa circunstancia, debe estarse al sitio en que fueron usados o en el que se pretendió hacerlos valer.


    Panificadora C. S.A. y G. y B. Sociedad de Hecho y otros s/ Falsificación de sellos oficiales


    COMP. 912, XXXVIII, 06 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Falso testimonio. Competencia federal. 


    El Tribunal ha resuelto que el bien jurídico protegido en el delito de falso testimonio es la administración de justicia, a la que incumbe investigar la verdad para garantizar el acierto de sus resoluciones.   También es doctrina que el delito de falso testimonio se consuma en el lugar donde se presta la declaración, aún en el supuesto de testigos ofrecidos en un juicio que tramita en otra jurisdicción.


    H., Norma s/ Falso testimonio


    COMP. 1035, XXXVIII, 04 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Firma falsa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que el juez donde presuntamente ocurrió el hecho es competente para incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis o poner fin a las actuaciones por una de las formas conocidas de terminación del proceso sin que pueda negarse a asumir su jurisdicción arguyendo que el juez que le remite la información debe practicar una investigación tendiente a transformar la versión de un procesado en una denuncia que reúna los recaudos legales.


    S., Gilda s/ Remite actuaciones


    COMP. 119, XXXVIII, 24 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Adulteración de documento. Documentos de identidad. Competencia federal. 


    Cuando se juzgan las infracciones al art. 33 de la ley 20.974, éstas resultan privativas de la justicia de excepción. Además, las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales.


    T., Daniel Antonio (Plan Trabajar Capilla del Carmen)


    COMP. 2132, XXXVII, 19 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    La conducta atribuida a los imputados tuvo como exclusiva finalidad defraudar las rentas de la Nación, en cuanto habrían simulado operaciones comerciales y falsificado sus comprobantes respaldatorios con la finalidad de obtener un crédito fiscal indebido del impuesto al valor agregado. Luego, la falsedad documental integra el núcleo del supuesto fraude fiscal, por lo que resultan conductas inescindibles integrantes de un mismo objeto procesal.  Sentado ello, y más allá de las calificaciones legales que le puedan ser atribuidas, el caso debe ser resuelto de acuerdo con las previsiones del artículo 33, inciso 1°, apartado "c", del Código Procesal Penal de la Nación, en cuanto prevé la competencia federal cuando los delitos tiendan a la defraudación de las rentas nacionales.


    U. s/ Denuncia


    COMP. 728, XXXVIII, 08 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Subsidios. Competencia provincial. 


    La entrega de una suma de dinero proveniente de un subsidio implica la transferencia del dominio sobre ella. Además, corresponde a la justicia provincial entender en la causa donde se investiga un delito de fraude en perjuicio de la administración pública.


    Defensor del Pueblo de la Nación s/ Denuncia


    COMP. 2131, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Fraude a la propiedad intelectual. Marcas. Competencia federal. 


    Toda vez que existe coincidencia entre los magistrados intervinientes acerca de que el hecho a investigar resultaría aprehendido por dos disposiciones penales -ley 22.362 y ley 11.723- que concurrirían en forma ideal, en atención al carácter inescindible de la conducta, es la justicia federal la que debe entender en la causa, más allá de que la infracción a la ley 11.723 resulte, en principio, ajena a su conocimiento.


    M., Delia Teresa s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 709, XXXVII, 16 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Frustración maliciosa del pago del cheque. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha desarrollado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Al mismo tiempo, en los casos de infracción al artículo 302 inciso 3° del Código Penal, corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.


    B., Héctor Miguel s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 559, XXXVIII, 09 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Homicidio culposo. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que resulta competente para conocer en el delito de homicidio culposo, el juez del lugar donde falleció la víctima después de haber recibido atención médica sucesiva en distintos hospitales de varias jurisdicciones sin que se haya podido determinar en cual de estos nosocomios se omitió darle el tratamiento necesario.


    C., S. y otros s/ Homicidio culposo


    COMP. 2114, XXXVII, 08 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que resulta competente para conocer en el delito de homicidio culposo, el juez del lugar donde falleció la víctima después de haber recibido atención médica sucesiva en distintos hospitales de Capital y Gran Buenos Aires, sin que hasta el momento se haya podido determinar en cuál de estos nosocomios se omitió darle el tratamiento necesario.


    L., Marcelo Fabián s/ Homicidio culposo


    COMP. 89, XXXVIII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Homicidio. Tentativa. Declaración de la víctima. Declaración del imputado. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.   Por otro lado, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    M., Gastón s/ Homicidio simple en tentativa


    COMP. 699, XXXVIII, 23 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Hurto calificado. Competencia provincial. 


    Si no surgiera el lugar en que debían rendirse cuentas, corresponde entender al magistrado con jurisdicción en el domicilio al que se hayan dirigido los denunciantes a exigir el cumplimiento de dicha obligación.


    M., Francisco Antonio s/ Denuncia hurto calificado


    COMP. 1936, XXXVII, 12 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Hurto de automotor. Competencia provincial. 


    Cuando no resulta con absoluta nitidez que los imputados por el delito de encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito encubierto, es conveniente que entienda el juzgado que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo dada la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones, para evitar la posibilidad de que se dicten en jurisdicciones distintas resoluciones que en definitiva resulten contradictorias.


    M., Julio s/ Hurto


    COMP. 482, XXXVIII, 11 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    D. G., Leandro Rubén y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 953, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    T., Silvia s/ Denuncia de hurto


    COMP. 943, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    Cuando los imputados se hallaran en posesión de un vehículo cuya sustracción era investigada por los tribunales de una ciudad, se ha afectado la administración de la justicia nacional, dado que el  hecho considerado objetivamente ha provocado un entorpecimiento de el normal y buen funcionamiento del servicio de justicia nacional en los términos del artículo 3, inciso 3°, de la ley 48.


    Z., Ariel y V. B., Mario s/ Infracción Artículo 277 del Código Penal


    COMP. 787, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Hallazgo de vehículo con pedido de secuestro.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58.  Corresponde al magistrado provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    S., David Luis s/ Denuncia por robo


    COMP. 230, XXXVIII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Hurto. Correspondencia. Zonas militares. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es doctrina de la Corte que no es competente la justicia federal para conocer en la sustracción de correspondencia cuando los hechos se habrían cometido una vez entregadas las piezas postales.  La mera circunstancia de que un delito tenga lugar en el perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, de por sí, su juzgamiento al fuero de excepción, si no se afectaron intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    G., Juan Carlos s/ Procuradora Fiscal s/ Eleva denuncia


    COMP. 2069, XXXVII, 15 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en el delito principal.


    P., Néstor Fabián s/ Encubrimiento


    COMP. 930, XXXVIII, 18 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    Lezcano, Emiliano Edgardo s/ Hurto


    COMP. 2071, XXXVII, 11 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Servicio postal. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que la sustracción de correspondencia mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, supone la comisión de uno de aquellos crímenes que ''violentan o estorban la correspondencia de correos”, y debe quedar sujeta a la jurisdicción federal.


    R., Roberto s/ Denuncia hurto


    COMP. 745, XXXVIII, 04 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que los hechos delictivos se reputan cometidos en todas las jurisdicciones en que se ha desarrollado alguna parte de la acción o del resultado, y la elección de alguna de esas jurisdicciones debe realizarse atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la buena marcha de la administración de justicia y la defensa de los imputados.


    M., César s/ Delito de hurto


    COMP. 169, XXXVIII, 12 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Tentativa. Piezas de aeronaves. Competencia provincial. 


    Cuando se investiga un delito contra la propiedad y no contra la administración de justicia, y de las constancias del incidente tampoco surge que ésta se haya visto afectada por el hecho, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en la causa.


    D., Germán Héctor y P., Alejandro Gabriel s/ Artículo 162 del Código Penal


    COMP. 298, XXXVIII, 01 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Competencia nacional. 


    En los casos de la presunta infracción a la ley 24.270, si todo lo referente a la tenencia y al régimen de visitas tramitó en un juzgado de determinada localidad, corresponde asignar competencia al magistrado con jurisdicción en la misma.


    Á. P., M. P. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP. 2106, XXXVII, 19 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Incendio. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285, toda vez que el caso no se halla precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos, "prima facie", en alguna figura.


    L., Héctor Francisco s/ Denuncia


    COMP. 70, XXXVIII, 07 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Cuando no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.


    M., R. J. s/ Infracción 13.944


    COMP. 37, XXXVIII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Por el carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces, en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.


    V., M. E. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 2039, XXXVII, 19 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto consideraciones de economía y conveniencia procesal.


    G., C. B. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 744, XXXVIII, 28 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Interés superior del niño. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente establecido, que en atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto consideraciones de economía y conveniencia procesal.  En concordancia con esta doctrina y en atención al interés superior del niño -artículo 3° de la “Convención sobre los Derechos del Niño”, reconocido en el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional- corresponde intervenir al tribunal del domicilio de los menores, pues ese es el ámbito donde la progenitora podría ejercer una mejor defensa de sus intereses.


    B., G. S. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 188, XXXVIII, 24 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Interés superior del niño. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que en atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto consideraciones de economía y conveniencia procesal.  En concordancia con esta doctrina y contemplando el interés superior del niño, corresponde declarar la competencia del juez del domicilio actual de las beneficiaría de los alimentos, pues en esta sede, la progenitora podría ejercer una mejor defensa de sus intereses.


    O., J. L. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 286, XXXVIII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Insolvencia fraudulenta. Inscripción registral. Competencia provincial. 


    El delito de defraudación fraudulenta, consistente en la venta de un inmueble, se consuma con la inscripción de la escritura en el Registro de la Propiedad Inmueble, momento a partir del cual se torna oponible a terceros.


    P., Elsa Matilde s/ Insolvencia fraudulenta


    COMP. 1071, XXXVII, 28 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Intimidación pública. Explosivos. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que son de naturaleza federal los delitos de intimidación y estragos perpetrados mediante la utilización de materiales explosivos cuyo régimen de tenencia y tráfico se encuentra regulado por la ley 20.429.


    B., Mario Salvador s/ Intimidación pública


    COMP. 401, XXXVIII, 12 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Más allá de que aún no se habrían efectuado las diligencias procesales mínimas para establecer los hechos puestos de manifiesto en la denuncia, en la medida en que de ella no se desprende aquél supuesto, corresponde a la justicia local, continuar con el trámite de la actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de una posterior investigación.


    S. R. SRL s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 573, XXXVIII, 30 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Cuando no ha mediado el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia, no corresponde a la Corte dirimir el conflicto.


    G., Martín s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 190, XXXVIII, 29 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Incidente de competencia negativa. Expediente N° 47.023/00


    COMP. 397, XXXVIII, 13 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Competencia nacional. 


    Cuando el caso no se halla precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos “prima facie” en alguna figura penal, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas en el artículo 24 inciso 7 del Decreto-Ley 1285.


    D. III s/ Delito de acción pública


    COMP. 274, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia resulta indispensable que las declinatorias contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien corresponde investigarlo.


    F. de A., Marta s/ Denuncia


    COMP. 309, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    G., Leticia del Carmen s/ Su denuncia


    COMP. 132, XXXVIII, 05 de junio de 2002


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo.


    D. M., Rafeal s/ Falsificación de documento público


    COMP. 755, XXXVIII, 15 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.  Se impone el juzgamiento por un mismo magistrado, si la verdad de las imputaciones recíprocas que se formulen los procesados no pueden ser juzgadas separadamente, toda vez que la verdad de ellas implicaría la falsedad de las otras.


    T., Jorge y otros s/ Defraudación


    COMP. 680, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En los casos en que la investigación es insuficiente, el juez que previno en la causa debe continuar con su conocimiento hasta tanto una adecuada permita individualizar los hechos sobre los cuales versa el conflicto, y las calificaciones que les pueden ser atribuidas- elementos éstos que resultan indispensables para el correcto planteamiento de una contienda de competencia y para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto 1285/58- pues sólo en relación a un delito concreto, cabe pronunciarse acerca de su comisión y -sobre tal base- respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., María Cristina y otros por homicidio culposo


    COMP. 1961, XXXVII, 12 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Si los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza requerido el delito que habrían cometido los imputados, corresponde al magistrado que previno profundizar la investigación.


    B., Jorge Mario y otro s/ Delito contra la fe pública y la propiedad


    COMP. 2153, XXXVII, 20 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Cuando el conflicto suscitado no se halla precedido de la investigación suficiente la Corte no puede  ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.  La escasa investigación llevada a cabo hasta el presente impiden determinar fehacientemente si el suceso denunciado constituye o no delito, extremo que podrá determinarse una vez precisadas y corroboradas las manifestaciones de los denunciantes.


    B., Julio Benigno s/ Denuncia


    COMP. 757, XXXVIII, 05 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuando la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadra los "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    A., Teresa Francisca s/ Denuncia


    COMP. 2142, XXXVII, 22 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Cuando la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    R., Osvaldo Néstor s/ Denuncia


    COMP. 38, XXXVIII, 04 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285 /58.


    F., Apolo H. s/ Denuncia


    COMP. 2162, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S. B., Enrique Manuel s/ Denuncia


    COMP. 2138, XXXVII, 20 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    M., Jorge Luis s/ Denuncia


    COMP. 2027, XXXVII, 12 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Si la declinatoria no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a la Corte ejercer la facultad que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, corresponde al juzgado que previno continuar el trámite de la causa.


    Á., Rubén y otros s/ Averiguación de ilícito


    COMP. 1997, XXXVII, 12 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Juegos de azar prohibidos. Competencia provincial. 


    El régimen en materia de juegos de azar y sus posibles infracciones no delictuales son una cuestión de naturaleza local por lo que corresponde a la jurisdicción provincial juzgar la supuesta conducta ilícita.


    C. S.A s/ Infracción a la Ley de juego Artículos 2 y 3 de la Ley 255


    COMP. 426, XXXVIII, 25 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Juegos de azar. Lotería nacional. Competencia provincial. 


    Cuando las normas presuntamente vulneradas sólo tienen validez en el ámbito de la Capital y los territorios nacionales y, por otra parte, el magistrado provincial no cuestiona que los hechos denunciados ocurrieron en su jurisdicción, es este último el que debe juzgar la supuesta conducta ilícita, a la luz de las leyes contravencionales de la provincia, pues el régimen en materia de juegos de azar y sus posibles infracciones no delictuales, son una cuestión de naturaleza local.


    3. A. S.A.C.I.F.I.A. s/ Infracción Decreto-Ley 588/98


    COMP. 561, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuestiones similares a las consideradas en el fallo de la causa Comp n° 409 L. XXXVIII, "Reyes, Gabriel Reynaldo s/robo-estafa".


    R., Gabriel Reynaldo s/ Denuncia


    COMP. 615, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Devolución del expediente. 


    No existe un conflicto en autos que a la Corte corresponda dirimir por cuanto la Corte Suprema carece de atribuciones jurisdiccionales en la medida en que se refiere a la organización y funcionamiento de los poderes públicos provinciales, es decir, a situaciones que no exceden el ámbito normativo local, en los términos de los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional.


    L., María Isabel s/ Tentativa de estafa


    COMP. 722, XXXVIII, 30 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Juzgado de primera instancia. Tribunal de alzada. Cámara de Apelaciones. 


    Toda vez que la presente contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    H. B. A. S.A. s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 840, XXXVIII, 16 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    C., Gerardo Ariel s/ Lesiones culposas


    COMP. 504, XXXVIII, 15 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Lesiones graves. Accidente en buque. Competencia federal. 


    Al momento de producirse el hecho el buque se hallaba navegando en una zona en la que el Estado nacional ejerce una jurisdicción exclusiva sobre el mar territorial argentino. En tal inteligencia, cabe declarar la competencia de la justicia federal para continuar con la sustanciación de la causa.


    M., Juan Marcelo s/ Lesiones resultara víctima


    COMP. 619, XXXVIII, 11 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Lesiones. Declaración de la víctima. Lugar del hecho. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si las declaraciones del damnificado son verosímiles y no están desvirtuadas por otras constancias de la causa, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia.  La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    T., Miguel Ángel s/ Denuncia


    COMP. 1056, XXXVIII, 11 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Gendarmería Nacional. Competencia federal. 


    Habida cuenta que el hecho a investigar se habría producido en un lugar sujeto al control de Gendarmería Nacional y aparece relacionado con el cumplimiento de las funciones de seguridad propias de esa fuerza, más allá de que en esas instalaciones estuviere alojada una persona detenida a disposición de la justicia local -sin intervención en los sucesos que denuncia su hermano- no puede descartarse que ese accionar pudo incidir en el normal desenvolvimiento del establecimiento nacional y en el buen servicio que prestaban empleados de la Nación, corresponde declarar la competencia del magistrado federal para entender en estas actuaciones.


    R. F., Carlos Alberto s/ Denuncia


    COMP. 398, XXXVIII, 21 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Línea telefónica. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Cualquiera que sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en el que aparecen cometidos, en tanto la distribución de competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    C., Carlos Osvaldo s/ Denuncia por estafa


    COMP. 598, XXXVIII, 11 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Líneas ferroviarias. Competencia federal. 


    Habida cuenta que no existe controversia en cuanto a que el hecho denunciado produjo la efectiva paralización del tráfico ferroviario, sin perjuicio del lapso en que se mantuvo la interrupción, corresponde a la justicia federal proseguir con el trámite de las actuaciones.


    Transportes M. General R.- G. s/ Delito de acción pública


    COMP. 634, XXXVIII, 11 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Maltrato infantil. Domicilio del menor. Competencia nacional. 


    Cuando no se halla controvertido el domicilio de los menores y el de su guardadora, corresponde al magistrado con jurisdicción en la misma incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite o de la investigación ulterior.


    M. P., J. A. s/ Denuncia apremios ilegales


    COMP. 184, XXXVIII, 24 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Malversación de caudales públicos. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte en cuanto establece que el delito de malversación de caudales públicos perpetrado por el depositario de bienes embargados por los tribunales nacionales debe ser investigado, cuando el hecho ocurre fuera de la Ciudad de Buenos Aires,  por la justicia federal del lugar donde se hallaba depositado el bien, pues se trata de un delito del que puede resultar una obstrucción a la justicia nacional.


    F. S.A y otros s/ Malversación de caudales públicos


    COMP. 2157, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Depositario. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que es competente para conocer el delito de malversación de caudales públicos la justicia federal del lugar donde se hallaban depositados los efectos objeto del embargo ordenado por un juez nacional.


    C., Jorge s/ Malversación de caudales públicos


    COMP. 2201, XXXVII, 12 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Prenda. Domicilio del imputado. Competencia federal. 


    Cuando el hecho objeto de investigación podría en principio encuadrar en las figuras de defraudación prendaria y malversación de caudales públicos, teniendo en cuenta que de este último delito surtiría en el caso, la jurisdicción federal, corresponde declarar la competencia del juzgado de ese fuero de la sección correspondiente al domicilio de la imputada.


    Z., Sandra Beatriz s/ Defraudación


    COMP. 151, XXXVIII, 29 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Marcas. Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Infracción a las leyes 11.723 y 22.362.


    Cuando existe coincidencia entre los magistrados intervinientes acerca de que el hecho a investigar resultaría aprehendido por dos disposiciones penales que concurrirían en forma ideal, por lo que en atención al carácter inescindible de la conducta, es la justicia federal quien debe entender la causa.


    B., Antonio César s/ Denuncia infracción Ley 11.723


    COMP. 782, XXXVII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Menores. Competencia provincial. 


    No puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté íntimamente ligada a la inmediatez con los menores y su grupo familiar, toda vez que la eficiencia de ese accionar está dado por el acercamiento permanente del juez con su asistido.


    R., A. R. s/ Expediente Tutelar


    COMP. 797, XXXVIII, 03 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El presente conflicto en la causa instruida por infracción a la ley 24.270, no se halla precedido de la investigación suficiente para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24 inciso 7 del decreto 1285/58.   La ausencia de constancias relativas a los hechos sobre los cuales versa, obsta la posibilidad de determinar el lugar donde se desarrollan y discernir en consecuencia, al tribunal que corresponde investigarlo.


    E., M. I. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP. 601, XXXVIII, 05 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Cheque de pago diferido. Bancos. Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.   En consecuencia, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal.


    Max Luz, P. L. y Compañía s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 2155, XXXVII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  En consecuencia, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal.


    S., Andrea s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 133, XXXVIII, 19 de abril de 2002


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  Por ello, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de alguna de las figuras penales.


    L., Yanina s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 187, XXXVIII, 19 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  En consecuencia, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la Ley 24.452.


    M., Alfredo Adrián s/ 302


    COMP. 212, XXXVIII, 24 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Habida cuenta que de las constancias del incidente surge que sobre todos los documentos pesaba la orden de no pagar en razón de una denuncia policial o judicial por extravío y que el imputado habría entregado a una financiera de esta ciudad, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional.


    M., Walter Javier s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 84, XXXVIII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 2125, L. XXXVII, "Moadeb, Salvador Daniel y otros s/ Infracción art. 302 del C.P.".


    M., Salvador y otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 81, XXXVIII, 19 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia en lo penal económico. 


    No existe en el presente caso un conflicto que deba ser dirimido por la Corte de acuerdo a lo establecido por al artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.   La Corte tiene dicho que deben atenderse las circunstancias existentes al momento de decidir, así como también, es requisito para que la Corte pueda ejercer sus atribuciones jurisdiccionales que se someta a su decisión un caso contencioso concreto y no una cuestión académica abstracta.


    G., Lorena Liz y otros s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 177, XXXVIII, 15 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. De la misma forma, los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que, por definicion, su entrega a cambio de una contraprestacion no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Por lo tanto, corresponde al juez con jurisdicción  en el domicilio del 'banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal.


    E., Nélida s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 2186, XXXVII, 19 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Para que exista un concreto conflicto de competencia, se presupone que necesariamente los tribunales intervinientes se atribuyen recíprocamente el conocimiento de una causa.


    S., Mirta Ester s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 54, XXXVIII, 05 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 2048, XXXVII,"Gutiérrez, Claudia Elisabet s/ Denuncia".


    R. de L., María Luisa y otro  s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 2109, XXXVII, 11 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 2147, XXXVII, “K., Andrés y otro s/ Infracción art. 302 del Código Penal”.


    M., Walter s/ infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 2203, XXXVII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 2186, XXXVII, “Escandarini, Nélida s/ denuncia".


    C., Diego Sebastián s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 80, XXXVIII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa competencia N° 2048, XXXVII, "G., Claudia Elisabeth s/denuncia".


    G., Claudia Elizabeth s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 2168, XXXVII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 2048, XXXVII, "Gutiérrez, Claudia Elisabet s/ denuncia"


    R., Carlos Ernesto s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 39, XXXVIII, 25 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Falsa denuncia. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha desarrollado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  La Corte tiene resuelto que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que por  definición, su entrega a cambio de una contraprestación, no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.


    L. B., Vanesa Vanina y Otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 386, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Domicilio del banco. Competencia en lo penal económico. 


    La Corte tiene establecido que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.   En consecuencia, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    L., Roberto Justo s/ Denuncia


    COMP. 69, XXXVIII, 09 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Corte estableció que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.


    C., Mabel Lucía s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 232, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    La Corte estableció que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.


    P. S., Computacion S.R.L. y otros s/ Estafa


    COMP. 229, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    La Corte tiene establecido que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.  Al mismo tiempo, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista.


    E., Carlos Roberto s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 211, XXXVIII, 29 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.   En este contexto, es el juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado quien debe evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal.


    F. A., Juan s/ Denuncia


    COMP. 258, XXXVIII, 28 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Toda vez que la entrega de los valores de pago diferido, rechazados por orden de no pagar, fue en pago de una obligación dineraria preexistente, no se puede tener por configurados los elementos del tipo de la estafa, por lo que corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    L., Marina Laura y otros s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 85, XXXVIII, 22 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Toda vez que la entrega de los valores de pago diferido, sin fondos y cuya firma difiere de la del titular de la cuenta, fue en pago de una obligación dineraria preexistente, no se puede tener por configurados los elementos del tipo de la estafa por lo que corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    D., Luis Alberto s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 272, XXXVIII, 22 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda


    La entrega del documento no habría constituido el ardid determinante del acto de disposición del denunciante, configurativo del delito de estafa, razón por la cual el hecho denunciado encuadra prima facie, en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, por lo que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    R., Osvaldo Daniel s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 285, XXXVIII, 28 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte tiene establecido que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. En consecuencia, corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6 ° de la ley 24.452.


    P., Elvio s/ Estafa


    COMP. 158, XXXVIII, 22 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Domicilio del girado. Competencia nacional. 


    Ante la infracción al artículo 302, inciso 3, del Código Penal, corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.


    A., Carlos s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 50, XXXVIII, 25 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que -por definición- su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa.


    J., Laura Roxana s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 44, XXXVIII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Los cheques de pago diferido son instrumentos de crédito y no de pago, por lo que, por  definición,  su entrega a cambio de una contraprestación no implica en ningún caso simultaneidad, elemento necesario para tener por configurado el delito de estafa. Al mismo tiempo, corresponde al Juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal.


    M., Luis s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 2128, XXXVII, 14 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Estafa. Ardid. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    La entrega del valor, a sabiendas de que no podría ser cobrado, constituye el ardid que habría viciado la voluntad del vendedor al realizar su acto de disposición, por lo que la conducta encuadraría en el delito de estafa y, al haberse desarrollado en el ámbito capitalino, corresponde a la justicia nacional.


    M., Juan s/Estafa


    COMP. 189, XXXVIII, 02 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    B., Jacobo Adolfo y K., Silvana G. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 65, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Cuando las constancias incorporadas al incidente no alcanzan para individualizar el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal que corresponda para investigarlo, corresponde al juez que previno profundizar la investigación.


    K., Susana s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 157, XXXVIII, 04 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Plan de parentalidad. Devolución del expediente. Competencia criminal. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Cabe señalar, que el magistrado remitente, si bien admitió la existencia de un conflicto de competencia, no dijo de qué modo habría quedado trabado, y, por otra, que del examen de las constancias de la causa, no aparece planteado conflicto alguno, toda vez que el Juez Civil no resistió la cautelar ordenada por el Juez de Instrucción.  La prohibición dispuesta por el Juez Penal, es una medida sobreviniente a la fijación del régimen de visitas en estos autos, que se mantendrá mientras se sustancie el sumario en el que se investiga la responsabilidad penal del aquí actor, por supuestos actos de corrupción a los que habría sometido a sus hijos. No se advierte, en cuanto a la determinación de aquel régimen, una atribución recíproca de competencia entre uno y otro juez.  En virtud de lo expuesto, deberán volver los autos al Juzgado de origen, a fin de que su titular se pronuncie concretamente sobre la medida precautoria ordenada por el Juez Criminal, y, si mantiene que su cumplimiento significa un conflicto de competencia, exprese el modo en que éste quedaría configurado.


    L., D. O. c/ G., P. I. s/ Régimen de visitas


    COMP. 1950, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Portación de armas. Competencia por la materia. Competencia provincial. 


    Cuestión análoga a Fallos: 323:3289. Criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. 1289, L. XXXVI, “S., Daniel Alberto s/ Inf. art. 189 bis del Código Penal”.


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  Por aplicación de este criterio, el caso se encuentra en principio comprendido en las previsiones del artículo 189 bis, 3º párrafo, del Código Penal, atento que si bien el arma se hallaba dentro de un comercio, el imputado habría efectuado varios disparos, razón por la cual, puede afirmarse que ésta se encontraba en condiciones de uso inmediato.


    V., Jorge s/ Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 962, XXXVIII, 12 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa 323:3289.  Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 289, .XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal".


    Los casos en que se hallase un arma con municiones en el interior en circunstancias en que era transportada en un automóvil se encuentran en principio comprendidos en las previsiones el artículo 189 bis, 3° párrafo, Código Penal ya que ésta se encuentra en condiciones de uso inmediato.


    Blanco, Diego Fernando s/ Incidente de competencia


    COMP. 328, XXXVIII, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Portación ilegítima de armas. Competencia por conexidad. Competencia correccional. 


    Es doctrina de la Corte que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos debe ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    E., Flavio Miguel s/ Infracción Artículo 189 bis


    COMP. 800, XXXVIII, 27 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Además del arma de uso civil, fue secuestrada una munición comprendida entre las denominadas de guerra.   De acuerdo con el criterio establecido en los dictámenes de las causas 1204, L. XXXVI, "J., Ernesto Eduardo s/ Tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad" y 915, L. XXXVI, "A., Jorge Rafael y otros s/ Infracción Artículo 189”, corresponde a la justicia provincial.


    R., Fabián s/ Leyes especiales - Ley 25.086


    COMP. 1969, XXXVII, 06 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo Comp. 542, L. XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    F., Walter Rubén y R., Sergio Pablo s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 103, XXXVIII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo Comp. 542, L. XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    R., Daniel Darío s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 203, XXXVIII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 542, L. XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Pedro Dario s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 303, XXXVIII, 31 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Hecho único. Competencia provincial. 


    El delito de portación ilegitima de arma de uso civil investigado por la justicia ordinaria y la tenencia por el cual la misma se declaró incompetente corresponden a un único hecho, ya que la primera de las figuras comprende la segunda.


    B., Matías Ezequiel s/ Infacción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 123, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Prenda. Orden de secuestro. Competencia provincial. 


    Para decidir la cuestión de competencia, se tiene en cuenta el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquel debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    Banco L. S. S.A. s/ Secuestro prendario


    COMP. 1966, XXXVII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    G. N., Héctor y otros s/ Privación ilegal de la libertad


    COMP. 895, XXXVIII, 08 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Secuestro de bienes. Jurisdicción. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    Es doctrina de la Corte que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    G., Daniel Roberto s/ Encubrimiento


    COMP. 813, XXXVIII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Robo. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia, típica son competentes para resolver la causa


    G. de O., Luis s/ Robo con armas


    COMP. 2064, XXXVII, 12 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia provincial. 


    Motivación particular.


    Corresponde a la justicia ordinaria entender en los casos en que la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular, y que no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    W., Ricardo Celestino s/ Infracción Artículo 142 bis del Código Penal


    COMP. 2120, XXXVII, 21 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 782, XXXVII, "Barrios, Antonio César s/ denuncia infracción ley 11.723".


    P., Alfredo Rolando s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 93, XXXVIII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de marca o designación. 


    Corresponde a la justicia federal, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales que concurrirían en forma ideal (leyes 11.723 y 22.362) y ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    M. S.A. por infracción Ley 11.723


    COMP. 851, XXXVIII, 09 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Marcas. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales que concurrirían en forma ideal (leyes 11.723 y 22.362) y ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    M., Javier Gustavo s/ Infracción Ley 11.723


    COMP. 2175, XXXVII, 21 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Protección de la flora y fauna silvestre. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Tiene decidido la Corte que la ley 22.421 no ha establecido la jurisdicción federal por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.


    F., Alejandro s/ Infracción Ley 22.421


    COMP. 295, XXXVIII, 15 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia que se susciten deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.


    T., Mario s/ Denuncia infracción Ley 22.421


    COMP. 2083, XXXVII, 12 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Protección de personas. Economía procesal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    En este caso, atendiendo especialmente a la naturaleza y carácter urgente del presente proceso, carece de toda razonabilidad la declaración de incompetencia del Juez Nacional, cuyo único fundamento es el eventual domicilio del niño en otra jurisdicción. Por razones de economía y celeridad procesal como así también la necesaria actividad de control sobre el niño, se aconsejan que sea el tribunal de origen quien siga entendiendo y decida respecto a las medidas a adoptar de ser necesarias, para su más efectiva protección.


    M., Y. A. s/ Sobre protección de persona


    COMP. 791, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Quiebra fraudulenta. Acreedores del concurso. Competencia provincial. 


    Tiene dicho la Corte que, de acuerdo con el artículo 12, inciso 1°, de la ley 48, es competente la justicia provincial, y no la federal, para conocer en las actuaciones que se instruyen por quiebra fraudulenta, aunque se haya verificado un crédito a favor de la Dirección Nacional de Recaudación Previsional, pues aquélla lesiona a la masa de acreedores con derecho al cobro de los créditos provenientes del patrimonio del deudor y no a los acreedores individualmente considerados.


    F., Mario s/ Averiguación infracción Artículo 176 Inc. 2 del Código Penal


    COMP. 2087, XXXVII, 15 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si puede sospecharse seriamente que el domicilio social es ficticio o ha sido elegido para eludir la competencia de determinados tribunales, debe conocer en los delitos previstos en los artículos 176, 177 y 178 del Código Penal el juez del lugar donde se encuentra tanto el asiento de los negocios, como la sede de la administración fallida.


    G., Hernán Domingo y otros s/ Quiebra fraudulenta


    COMP. 339, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Retención indebida. Competencia provincial. 


    La retencion indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida, y en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar dónde debió efectuarse la restitucion de los bienes, la obligación debe ser cumplida en el domicilio de deudor.


    T., Bernandito Miguel s/ Denuncia


    COMP. 462, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 550, L. XXXVIII, "B., Oscar s/ Denuncia infracción art. 173, inc. 2°, del Código Penal".


    D., Luis Carlos s/ Denuncia retención indebida


    COMP. 868, XXXVIII, 12 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Por otro lado, cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de ser exigida la restitución.


    D., Marcelo Luis s/ Estafa


    COMP. 769, XXXVIII, 12 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida y, en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    L. S.A. s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 650, XXXVIII, 17 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Ya sea que el hecho se subsuma tanto en el inciso 2° como en el inciso 7°, ambos deI artículo 173 del Código Penal, para discernir la competencia, hay que tener en cuenta dónde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de los delitos.


    D., Martha Susana y otro s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 869, XXXVIII, 25 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Robo calificado. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    La Corte tiene resuelto que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo.  El planteo de competencia resulta insustancial en tanto en él se hayan hecho prevalecer los medios -la formas- sobre los fines -la sustancia- en contraposición al criterio sentado por la Corte en cuanto a que las formas a las que deben ajustarse los procesos han de ser sopesadas en relación con el fin último a que éstos se enderezan, que es el de contribuir a la más efectiva realización del derecho.  Ello sucede si el tribunal declinó su competencia en la oportunidad prevista para el dictado de la sentencia, sin atender a los principios de economía procesal y del buen servicio de justicia.


    R., José Augusto s/ Robo agravado


    COMP. 294, XXXVIII, 05 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que, en casos que guardan similitud con el presente, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se  produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    A., Alfredo Daniel s/ Robo calificado - Privación ilegal de la libertad


    COMP. 969, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Resultan competentes para conocer de los delitos de robo calificado y privación ilegal de la libertad, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    A., Ignacio y otro s/ Robo calificado - Privación ilegal de la libertad


    COMP. 749, XXXVIII, 08 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Jurisdicción. Competencia nacional. 


    La Corte tiene dicho que cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió, además, otro delito es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    V., Leandro Enrique s/ Denuncia robo


    COMP. 999, XXXVIII, 28 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Resultan competentes para conocer de los delitos de robo calificado y privación ilegal de la libertad, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    C., Cristian s/ Robo con armas


    COMP. 592, XXXVIII, 04 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Robo con armas. Concurso de delitos. Competencia nacional. 


    Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ella se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    O., Juan de Dios y otros s/ Robo agravado por el empleo de armas


    COMP. 51, XXXVIII, 04 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que resultan competentes para conocer en esta clase de delitos, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    R., Néstor s/ Robo con armas


    COMP. 115, XXXVIII, 19 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Ante una multiplicidad de lugares de comisión, corresponde determinar la jurisdicción competente de acuerdo con lo que resulte más conveniente desde el punto de una más eficaz investigación, mejor defensa del imputado y mayor economía procesal.


    N.N. s/ Robo con armas en despoblado y en banda en concurso ideal con atentado contra la autoridad y tenencia de arma de guerra (Artículo 189 bis, 4° párrafo del Código Penal)


    COMP. 640, XXXVIII, 28 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Cuando la mayor parte de los actos con relevancia típica se desarrollan en la misma jurisdicción en la que se realizaron las denuncias, corresponde al juzgado de dicha jurisdicción entender en las actuaciones.


    A., Alberto s/ Robo con armas


    COMP. 2205, XXXVII, 21 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que resultan competentes para conocer en esta clase de delitos, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    D. V. G., Alejandra s/ Robo con armas


    COMP. 204, XXXVIII, 19 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    L., César y T., Maximiliano Rodolfo s/ Robo con armas


    COMP. 957, XXXVIII, 11 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    Riguccini, Oscar Rosario s/ Encubrimiento


    COMP. 535, XXXVIII, 19 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscite se la atribuyan recíprocamente.  Tiene decidido la Corte, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    C., Claudio Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP. 1099, XXXVIII, 19 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la adminstración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el Juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    B., Ariel Esteban s/ Infracción Artículos 277 y 292 del Código Penal


    COMP. 364, XXXVIII, 05 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando las declaraciones del denunciante son verosímiles, y no se hallan desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre la base de esas manifestaciones.


    S., Miguel Ángel s/ Robo


    COMP. 716, XXXVIII, 09 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Robo de mercaderías. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habrían cometido los imputados.  Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto de la sustracción, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de la mercadería y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquel, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar ese aspecto.


    R., Nicolás y G., Julio César s/ Encubrimiento


    COMP. 948, XXXVIII, 12 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Robo en poblado y en banda. Atentado y resistencia a la autoridad. Competencia provincial. 


    Tiene dicho la Corte que si el hecho tuvo motivación estrictamente particular y careció de entidad para afectar la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones y no existe posibilidad alguna de que resulte afectada directa o indirectamente dicha seguridad, resulta competente la justicia ordinaria para intervenir en el caso.


    División Judicial s/ Investigación robos calificados en poblado y en banda, atentado y resistencia a la autoridad, homicidio y lesiones


    COMP. 382, XXXVIII, 18 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Robo. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.  También es doctrina del tribunal que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    B., Rocío Noemí s/ Robo


    COMP. 413, XXXVIII, 01 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.  Por otra parte, no basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, pues para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    M., Valentina s/ Denuncia robo


    COMP. 1845, XXXVII, 25 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Para evitar que se dicten en jurisdicciones distintas resoluciones que en definitiva resulten contradictorias, corresponde declarar la competencia del tribunal provincial a cuyo cargo se encuentra la investigación del robo del automotor.


    O., Héctor Federico y P. d. S., Víctor Hugo s/ Robo con armas


    COMP. 32, XXXVIII, 11 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Contrabando. Competencia nacional. 


    Fundamentos del fallo de la causa Comp. 359, L. XXXV, "Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    Agencia Marítima R. S.A.C.F. e I. s/ Averiguación contrabando


    COMP. 974, XXXVIII, 13 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Declaración del imputado. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    F., Enrique Gregorio s/ Robo


    COMP. 440, XXXVIII, 16 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal de la sección donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    I., Gonzalo s/ Incidente de competencia


    COMP. 575, XXXVIII, 19 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Tiene dicho el Tribunal que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación no constituye una pauta que autorice, sin más, a desechar la participación del imputado en aquél, tanto más cuando todavía no se lo ha interrogado acerca de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que habría tomado posesión del rodado.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resulta en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    G., Antonio Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 541, XXXVIII, 30 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando no resulta con absoluta nitidez que los imputados por el delito de encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito encubierto, es conveniente que entienda el juzgado que intervino en las actuaciones por la sustracción de los equipos dada la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones, para evitar la posibilidad de que se dicten en jurisdicciones distintas resoluciones que en definitiva resulten contradictorias.


    F. S. A. s/ Robo


    COMP. 614, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Es necesario contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los procesados, en tales condiciones, corresponde declarar la competencia al juzgado provincial.


    T., Juan Ariel y S., Rocío del Carmen p/ Encubrimiento


    COMP. 61, XXXVIII, 15 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Si los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza requerido el delito que habría cometido el imputado, se impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica.


    G., Luis Alberto s/ Robo con homicidio en tentativa


    COMP. 2133, XXXVII, 18 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Si los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza requerido el delito que habrían cometido los imputados, corresponde al magistrado que previno profundizar la investigación.  Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los prevenidos respecto de la sustracción.


    M., Luis Alejandro y otros s/ Robo


    COMP. 848, XXXVIII, 20 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Habida cuenta que el magistrado nacional no cuestiona que el hecho a investigar haya tenido lugar en esa ciudad, compete a él asumir la competencia respecto del desapoderamiento del colectivo e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver luego con arreglo a lo que resulte.


    J., Marcelo s/ Robo


    COMP. 1971, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Mercadería aduanera. Exportación en tránsito. Competencia provincial. 


    Falta de atribución recíproca.


    Una contienda negativa de competencia presupone que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa.  Corresponde remitir estas actuaciones a la juez de Lomas de Zamora sin perjuicio, claro está, de que si ella entiende que su investigación corresponde a otro tribunal bonaerense, se inhiba de conocer en ellas de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.  Esa solución es la adecuada con base en las escasas constancias agregadas al incidente, ya que ellas no resultan suficientes a fin de establecer por el momento si las mercaderías ya se encontraban sometidas al régimen de tránsito para exportación y por ende sometidas al control aduanero.


    G., Héctor Rubén s/ Denuncia de robo con armas


    COMP. 911, XXXVIII, 12 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Si la contienda negativa de competencia se ha trabado entre dos jueces nacionales de primera instancia, de acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58 y 44 del Código Procesal de la Nación, la contienda debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    Ciarlantini, Cristoforolne Marcelo s/ Denuncia robo


    COMP. 1111, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que cuando pudo haber privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    N.N s/ Robo con armas


    COMP. 784, XXXVIII, 21 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    La contienda presenta un defecto formal que obsta su resolución por el Tribunal.


    M., Jonás Daniel s/ Robo y privación ilegal de libertad


    COMP. 932, XXXVIII, 25 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia provincial. 


    En los delitos continuados, cometidos en distintas jurisdicciones, corresponde al juez que previno continuar conociendo en la causa hasta tanto una adecuada investigación permita individualizar los hechos sobre los que versa y la calificación legal que le puede ser atribuida.  Al mismo tiempo, son competentes para conocer en ellos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica y, frente a tales hipótesis, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    D., Daniel s/ Robo y privación ilegal de la libertad


    COMP. 149, XXXVIII, 15 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Resultan competentes para conocer en esta clase de delitos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    C., Diego Alfredo s/ Supuesta denuncia


    COMP. 150, XXXVIII, 15 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones los jueces en conflicto. Además,  cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    C., Walter Julio y otro s/ Robo con armas


    COMP. 740, XXXVIII, 04 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que resultan competentes para conocer de los delitos de robo y de privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. La elección del que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    B., Vicente Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. 137, XXXVIII, 24 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Tentativa. Encubrimiento. Competencia provincial. 


    Cuando no resulta con absoluta nitidez que los imputados por el delito de encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito encubierto, es conveniente que entienda el juzgado que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo dada la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones, para evitar la posibilidad de que se dicten en jurisdicciones distintas resoluciones que en definitiva resulten contradictorias.


    Huertas Enrique Adrián y otro s/ Robo en tentativa


    COMP. 599, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Secuestro de bienes. Arma de fuego. Competencia federal. 


    De acuerdo a lo establecido en el dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, "Herrera, María Estela s/ Amenazas” corresponde atribuir la competencia a la justicia federal, aunque no haya sido parte en la contienda, en virtud de adoptar decisiones que persigan una más expedita y uniforme administración de justicia.


    R., Federico Germán s/ Tenencia de armas de fuego


    COMP. 194, XXXVIII, 22 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Vehículo robado. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, por lo que corresponde al magistrado provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    C., Oscar E.; G., María L. y A., Claudio F. s/ Incidente de competencia


    COMP. 856, XXXVIII, 27 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, su tramitación debe realizarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    F., María Mercedes y B., Oscar Vicente s/ Presunta infracción Artículo 170 del Código Penal


    COMP. 1024, XXXVIII, 25 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de los delitos previstos en el artículo 3 inciso 5° de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin peruicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    V., Guillermo del Carmen s/ Su secuestro extorsivo


    COMP. 695, XXXVIII, 05 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 970, L. XXXVIII, “G., Norma s/ Denuncia secuestro extorsivo".


    B., Gabriel s/ Denuncia secuestro extorsivo


    COMP. 1126, XXXVIII, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Interés concreto. Competencia provincial. 


    En las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, su tramitación debe realizarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    S., Jorge y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 607, XXXVIII, 09 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    G., Martín Iván s/ Su secuestro extorsivo


    COMP. 761, XXXVIII, 23 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    M., Fernando Nicolás s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 698, XXXVIII, 12 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Lesiones. Competencia provincial. Tenencia ilegítima de material explosivo. Competencia federal. 


    En las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, su tramitación debe realizarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.  Por aplicación de este principio, corresponde declarar la competencia de la justicia local para conocer en este hecho, así como respecto de las lesiones provocadas a la víctima durante su desarrollo.  En relación a la tenencia de la pistola calibre cuarenta y cinco y sus municiones, cabe advertir que, junto con esos elementos se secuestró una granada EAM 5, cuya tenencia corresponde investigar a la justicia de excepción (artículo 33, apartado 1), inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación) tal como lo admite el magistrado federal.  La cantidad de objetos descriptos en el artículo 189 bis del Código Penal como de tenencia prohibida no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende al bien jurídico protegido por la disposición legal.


    C., Daniel Antonio s/ Denuncia de secuestro extorsivo


    COMP. 581, XXXVIII, 17 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Seguridad pública. Competencia provincial. 


    En aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    Dora Graciela R. s/ Denuncia


    COMP. 794, XXXVIII, 23 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Soportes magnéticos. Software. Propiedad intelectual. Marcas. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, si el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales que concurrirían en forma ideal (leyes 11.723 y 22.362) y ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    B., Mario Héctor s/ Denuncia infracción Ley 11.723 y 22.362


    COMP. 1074, XXXVIII, 30 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Suicidio. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Es doctrina de la Corte que si la cuestión de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en, alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    C., Marcelo s/ Suicidio


    COMP. 79, XXXVIII, 20 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Supresión del estado civil. Competencia provincial. Falsificación de instrumento público. Falsedad ideológica. Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte que tratándose de delitos de supresión de estado civil en concurso ideal con la falsificación del acta de nacimiento y de falsedad ideológica de documento público, y al haberse suscitado la contienda de competencia entre un juzgado federal y otro provincial, corresponde, respectivamente, la intervención de ambos; el provincial respecto del primero de esos delitos, y el federal con relación a la falsedad ideológica de los documentos públicos destinados a acreditar la identidad de las personas, por su carácter nacional.


    Y.  P., E. L. s/ Falsedad ideológica


    COMP. 2130, XXXVII, 11 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Supresión o destrucción de documento. Juez previniente. 


    La contienda no reúne las condiciones como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 si se encuentra pendiente de resolución un recurso interpuesto por la defensa contra una decisión que rechazó una excepción de falta de acción.


    P., Héctor L. s/ Infracción Artículo 294 del Código Penal


    COMP. 330, XXXVIII, 19 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Suspensión de juicios a prueba. Tareas comunitarias. Ejecución de la pena. Cumplimiento de la obligación. Competencia nacional. 


    Para las decisiones que respecto al control del cumplimiento de las reglas de conductas que le fueron impuestas con motivo de la suspensión del proceso a prueba se dicten en el ámbito de la ciudad, se han creado tres juzgados nacionales de ejecución penal, mientras que para los procesos sustanciados en el interior del país se ha hecho recaer esa función en un juez del tribunal oral respectivo, a excepción de los casos de suspensión a prueba, en los que la deberá cumplir el magistrado que dictó el beneficio.  Para el resto de los supuestos, el juez federal del interior del país debe remitir las condenas condenatorias firmes al miembro del tribunal oral que revista esa facultad.  En ningún caso la legislación nacional le asigna esas funciones a los jueces locales, ni aun cuando la pena deba cumplirse en el establecimiento penitenciario de una provincia (art. 498 del C.P.P.).  Tampoco, en lo que a este tema se refiere, realiza distinciones entre el carácter ordinario y federal del delito investigado.  El criterio para discernir cuál es el tribunal nacional que debe controlar el cumplimiento de las reglas de conductas que fueron impuestas no debe atender al lugar del cumplimiento de la pena sino al del tribunal que la haya impuesto, en tanto que otra interpretación llevaría a supeditar la intervención del juez de ejecución en cada uno de los casos, a la distribución que la autoridad penitenciaria realice en todo el territorio del país de los penados, o al domicilio de los probados o condenados de ejecución condicional, o al lugar donde deban cumplir las reglas de conducta impuestas de conformidad con el artículo 27 bis del Código Penal.  La conclusión encuentra sustento legal en los artículos 293, 493, inciso 2°, y 515 del Código Procesal Penal de la Nación de los cuales surge que una vez que el órgano competente haya dispuesto la suspensión del proceso a prueba comunicará inmediatamente la decisión al tribunal de ejecución que será el encargado de controlar que el imputado cumpla con las imposiciones que le hayan establecido.  En concordancia con ello, los artículos 72 y 73 de la ley 24.121 crean en el ámbito de esta ciudad tres juzgados de ejecución penal, mientras que el artículo 74 expresa que "a partir de la entrada en vigencia de la ley 23.984 los juzgados nacionales remitirán a los juzgados nacionales de ejecución penal todas aquellas causas con sentencia firme en las que hubiere condena".  Asimismo, dicha norma previó también la competencia del juez de ejecución en el interior del país, otorgándoles a un miembro del tribunal oral federal respectivo, salvo en el supuesto de suspensión del proceso a prueba en la que se la asigna al magistrado que dictó el beneficio (artículo 75).  Dicho artículo está únicamente referido a los procesos que han sido tramitados en el interior del país, no sólo porque el título respectivo haga alusión a ello, sino porque además, de la lectura del artículo siguiente -artículo 76 de la ley 24.121- se aprecia una diferencia relevante con lo preceptuado en el artículo 74, en tanto aquella norma se refiere a los magistrados federales del interior del país, mientras que esta última alude a los jueces nacionales.   Cuando el artículo 72 de esa ley de implementación prevé la competencia territorial de los juzgados de ejecución limitada al ámbito de la Capital Federal, lo hace en relación con la del órgano jurisdiccional que dictó la condena o impuso las reglas de conducta.   Con el artículo 75 "in fine" de esa misma norma legal se pretendió evitar la recarga de los tribunales orales en el interior del país, donde no se crearon juzgados ejecución, de modo que, para los casos en que dicho beneficio sea dictado por los jueces federales de sección, sean ellos los encargados de verificar su cumplimiento.  Es doctrina de la Corte que compete al magistrado de la respectiva causa el control directo de los requisitos que el artículo 18 de la Constitución Nacional prevé para el régimen carcelario y, ante él debe ser planteada la cuestión atinente a las garantías de quienes se hallan procesados o condenados por la comisión de delitos.   No existe previsión legal alguna que permita concluir que la competencia del magistrado natural deba quedar supeditada al territorio donde se cumpla la pena o las reglas de conducta, ni al arbitrio de la voluntad del condenado o probado que mude su lugar de residencia quien, incluso de esa forma, podría provocar el sometimiento por su sola voluntad a determinada jurisdicción.


    A., Miguel Ángel por robo en grado de tentativa


    COMP. 365, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Sustracción de menores. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Los hechos delictivos se reputan cometidos en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción o del resultado, por lo que es preciso que la elección de alguna de esas jurisdicciones se determine atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la buena marcha de la administración de justicia y, en su caso, la defensa de los imputados.


    M., J. A. s/ Sustracción de menores de 10 años


    COMP. 793, XXXVIII, 16 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Tenencia de arma de fuego de uso civil. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal.


    Z., Calicito Kelito s/ Leyes especiales


    COMP. 1810, XXXVII, 22 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Competencia por conexidad. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Corresponde conocer al juez de la jurisdicción donde el arma fue secuestrada. El delito de tenencia de arma de guerra es claramente distinguible de otro cometido con ella, de forma tal que se impone su investigación por separado ya que las reglas de conexidad son de aplicación exclusiva entre jueces nacionales.


    L., Mario Antonio s/ Robo con armas en tentativa


    COMP. 595, XXXVIII, 19 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial,. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la Competencia n° 869, L. XXXVI in re "Ponce, BIas Ceferino s/ Artículo 42 bis Ley 20.429 ref. Ley 25.086 y 189 bis Código Penal ".


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones le atribuyen los jueces.


    J. L., Juan Carlos s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 2182, XXXVII, 21 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 1528, L. XXXVI, "A., Domingo Alberto s/ denuncia".


    B., Rubén Oscar s/ Tenencia de arma


    COMP. 610, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La competencia debe ser resuelta según el criterio establecido por la Corte en las competencias 1204, L. XXXVI, “Jara, Ernesto Eduardo s/ Tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad" y 915 L. XXXVI, “Amarilla, Jorge Rafael y otros s/ Infracción art. 189 bis C.P.".


    Facundo Quiroga s/ Actuaciones relacionadas con el hallazgo de un arma


    COMP. 197, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Tenencia de municiones de guerra. Competencia provincial. 


    Si por la cantidad y características de las municiones secuestradas, así como por las circunstancias que rodean al hecho, no se advierte que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio, corresponde a la justicia provincial continuar con el trámite de las actuaciones.


    S., Roberto D. y otors s/ Averiguación infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 584, XXXVIII, 20 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Criterio del fallo de la causa Comp. 540, L. XXXVI, “Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086”.


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.  Por la cantidad y características de las municiones secuestradas, así como también a las circunstancias que rodearon al hecho objeto de análisis, no se advierte que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio.  Tanto la granada como parte de las municiones secuestradas se hallan comprendidas entre las denominadas de guerra, de conformidad con lo establecido en los artículos 4 y 5 del decreto 395/75 y sus modificaciones.


    A., Luciana; M., Madardo; L., Claudio; B., Carlos Fernando y V., Víctor s/  Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 871, XXXVIII, 11 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Competencia federal. 


    Criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    H., Gustavo; C., Margarita; V., Héctor; M., Ramón s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 923, XXXVIII, 09 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ Amenazas".


    P., Diego Alejandro s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 900, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Criterio establecido en el fallo de la causa Comp. 540, L. XXXVI, “Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086”; y en el dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.


    S., Claudio Alejandro y otros s/ Posible delito de acción pública


    COMP. 980, XXXVIII, 09 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la vinculación exigida por la ley 23.817 para que el fuero de excepción sea competente en la infracción prevista y reprimida en el artículo 189 bis, cuarto párrafo, del Código Penal, consiste en que el arma de guerra haya sido utilizada para la comisión de un delito federal.


    C., Miguel Ángel s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 284, XXXVIII, 05 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Aplicación de los fundamentos de los dictámenes de las causas competencias n° 1528, L. XXXVI in re "A., Domingo Alberto s/ Denuncia" y causa Competencia n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    D. N., Jorge s/ Infracción Artículo 189 bis


    COMP. 1620, XXXVII, 10 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Si la totalidad de las armas y municiones fueron secuestradas en el mismo contexto de acción, habría existido una unidad fáctica -caracterizada por la tenencia o portación prohibida de los objetos descriptos en el artículo 189 bis del Código Penal- con un múltiple encuadre penal. Ese caso no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas.


    B., Luis s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 2185, XXXVII, 25 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 27 L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    S., Luis Alberto s/ Robo con armas


    COMP. 231, XXXVIII, 24 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    G., Andrea s/ Incidente de competencia


    COMP. 383, XXXVIII, 10 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    G., Roberto Saúl s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 302, XXXVIII, 04 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    S. W., Marcelo s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 421, XXXVIII, 10 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    G., Néstor Matías; S., Diego Gabriel y otro s/ Tenencia de arma


    COMP. 940, XXXVIII, 12 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/amenazas",


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones le atribuyen los jueces.  Por aplicación de este principio, el caso se encuentra comprendido en las previsiones del artículo 42 bis de la ley 20.429 -según ley 25.086- atento que, dada la falta de municiones, no puede afirmarse que el arma se encontrara en condiciones de uso inmediato.


    R., Alberto José Luis - R., Adrián - A., Juan Ramón s/ Robo califiado


    COMP. 709, XXXVIII, 08 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp n°27  L. XXXVIII "H., María Estela s/ amenazas".


    D., Jhonatan Matías s/ Ley Nacional de armas


    COMP. 700, XXXVIII, 08 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. n° 27, L. XXXVIII "H. María Estela s/ amenazas".


    F., José Alberto s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 779, XXXVIII, 31 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a los criterios considerados en el dictamen de la causa Comp. n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ Amenazas ".


    Ñ., Norberto L. s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 806, XXXVIII, 05 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    De acuerdo a los fundamentos expuestos en el dictamen de la causa Competencia n° 1528, L. XXXVI, “A., Domingo Alberto s/ Denuncia”, corresponde a la justicia federal conocer en esta causa.


    H., María Estela s/ Amenazas


    COMP. 27, XXXVIII, 17 de abril de 2002


    Ver dictamen


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas", corresponde al juzgado federal.


    N., Pablo Antonio s/ Portación ilegal de arma


    COMP. 277, XXXVIII, 28 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas",  corresponde al juzgado federal.


    L., Analía s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 102, XXXVIII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ amenazas"; corresponde a la justicia federal conocer en esta causa.


    E. F., Pablo s/ Ley Nacional de armas


    COMP. 772, XXXVIII, 24 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ amenazas", corresponde a la justicia federal.


    C., Oscar s/ Averiguación de ilícito


    COMP. 2195, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ amenazas", corresponde a la justicia federal.


    H., Claudio Daniel s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 2170, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ amenazas", corresponde a la justicia federal.


    L., Pedro Heber s/ Presunta infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 2194, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ amenazas", corresponde a la justicia federal.


    T., Diego Alejandro s/ Tenencia de arma civil sin la debida autorización


    COMP. 214, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ amenazas", corresponde a la justicia federal.


    A., Sebastián Federico s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 180, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda. De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas", corresponde a la justicia federal.


    T. de M., Marta s/ Denuncia secuestro extorsivo


    COMP. 195, XXXVIII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ amenazas".


    R., Jorge Rafael s/ Tenencia de arma uso civil


    COMP. 591, XXXVIII, 19 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ amenazas".


    B., Luis Miguel s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 781, XXXVIII, 05 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 1528, L. XXXVI, “A., Domingo Alberto s/ Denuncia”.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto.


    C., Marcelino s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 15, XXXVIII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1528, L. XXXVII, “A., Domingo Alberto s/ Denuncia”.


    F. O., Gastón Martín s/ Robo


    COMP. 2134, XXXVII, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 27,  L. XXXVIII "H., María Estela s/ Amenazas".


    M., Carlos Alberto s/ Infracción Ley 20.429 - Artículo 42 bis


    COMP. 519, XXXVIII, 26 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ Amenazas".


    B., Carlos Rogelio s/ Tenencia de arma


    COMP. 340, XXXVIII, 26 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas".


    Tiene resuelto la Corte que las infracciones al artículo 289 inciso 3 del código penal son de competencia de la justicia ordinara.  Por otro lado, tambíen tiene resuelto que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    M., Oscar Nelson s/ Infracción Artículos 292 y 296 del Código Penal y Ley 25.086


    COMP. 308, XXXVIII, 24 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Robo. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie con la prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.  Por otro lado, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que o surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.


    J., Antonio y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 479, XXXVIII, 22 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Separación de procesos. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Existen dos hipótesis delictivas a considerar, la tenencia de arma de uso civil sin autorización legal y la supresión de la numeración de un objeto registrado de acuerdo con la ley.  Respecto de la primera, y de acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, "H., María Estela s/ Amenazas", corresponde al juzgado federal entender.  Por otra parte, tiene resuelto la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria.  También, es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    S., Juan Carlos s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 2193, XXXVII, 21 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Separación de procesos. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Respecto al secuestro de armas de uso civil, el caso se encuentra comprendido en las previsiones del artículo 42 bis de la ley 20.429 –según ley 25.086- atento que no puede afirmarse que se encontraban en condiciones de uso inmediato.  En consecuencia, de acuerdo al criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. 27, L. XXXVIII, “H., María Estela s/ Amenazas”, corresponde al juzgado federal.   Por otra parte, tiene resuelto la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria.  Además, es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    D., Mario Alberto s/ Infracción Artículo 282 del Código Penal


    COMP. 2000, XXXVII, 07 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que es presupuesto necesario para  una concreta contienda negativa de competencia que los magistrados entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


    C., Víctor Gabriel s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 305, XXXVIII, 02 de julio de 2002


    Ver dictamen


    La contienda debe ser resuelta según el criterio establecido por la Corte en los fallos de las causas 1204, L. XXXVI, “Jara, Ernesto Eduardo s/ Tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad” y 915, L. XXXVI, “Amarilla, Jorge Rafael otros s/ Infracción art. 189 bis C.P.”.


    P., Carlos A. s/ Tenencia arma de uso civil


    COMP. 140, XXXVIII, 07 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la Competencia n° 540, L.XXXVI "Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción ley 25.086".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    B., Crisitian Alejandro s/ Tenencia de arma de fuego de uso civil condicional


    COMP. 368, XXXVIII, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la Competencia n° 869, L. XXXVI, "Ponce, BIas Ceferino s/ Artículo 42 bis ley 20.429 ref. ley 25.086 y 189 bis Código Penal".


    P., Eduardo Sebastián s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 360, XXXVIII, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en Fallos 324:2705.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones le atribuyen los jueces.


    D., Juan Carlos s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 25.086


    COMP. 388, XXXVIII, 10 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en los fallos de las  Competencias  n° 1204 L. XXXVI in re "Jara, Ernesto Eduardo s/tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad" y n° 915 L. XXXVI in re "Amarilla, Jorge Rafael y otros s/ Infracción artículo 189 bis Código Penal”.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    G., Dario Pedro s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 153, XXXVIII, 04 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en los fallos de las causas Competencia n° 1204 L. XXXVI in re "Jara, Ernesto Eduardo s/ Tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad" y n° 915 L. XXXVI in re "Amarilla, Jorge Rafael y otros s/ Infracción artículo 189 bis Código Penal".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse pima facie y con prescindencia de la calificación que en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    G., Sergio Gustavo y L., Hugo Héctor s/ Infracción Ley 20429


    COMP. 170, XXXVIII, 08 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa Competencia n° 542, L. XXXV, “Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado” y de acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L. XXXVI, “S. Daniel Alberto s/ Infracción art. 189 bis del Código Penal” corresponde la competencia del juzgado local para comer en estas actuaciones.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    M., Gustavo Sergio s/ Ley 25.086


    COMP. 2163, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa Competencia n° 542, L. XXXVI, “Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado” y de acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L. XXXVI, “S., Daniel Alberto s/ Infracción art. 189 bis del Código Penal” corresponde al juzgado provincial conocer en la causa.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben resolverse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    R., Marcelo Oscar s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 11, XXXVIII, 01 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestion análoga al Fallo: 323:3289.  Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel. Alberto. s/ Infracción  artículo 189 bis del Código Penal".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones le atribuyen los jueces.


    S., Luis Gonzalo y V., Hugo Delmar s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 152, XXXVIII, 05 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a Fallos: 323:3289.  Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 1289, XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal".


    Es doctrina de la Corte que para Juzgar un hecho resulta necesario determinar sobre la base de la calificación legal que prima facie corresponda, sin perjuicio de la que sobre su adecuación a algún tipo penal se pudiera adoptar en definitiva, cual es el juez que debe ser considerado habilitado para juzgarlo.


    G., Cristián Guillermo y F., Mario Carlos s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 171, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos 323:3289.


    Las cuestiones de competencia  en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones le atribuyen los jueces.   Por aplicación de este principio, el caso se encuentra en principio comprendido en las previsiones del artículo 189 bis, párrafo 3° del Código Penal, atento que por hallarse el arma cargada en circunstancias en que era transportada en la vía pública, cabe concluir que encontraba en condiciones de uso inmediato.


    S., Francisco Fabián s/ Incidente de competencia


    COMP. 778, XXXVIII, 24 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    De acuerdo al criterio establecido en el fallo de la causa Competencia n° 869, L. XXXVI, “Ponce, Blas Ceferino s/ Art. 42 bis Ley 20.429 ref Ley 25.086 y 189 bis C. P.”, corresponde declarar la competencia del magistrado provincial para conocer en esta causa.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales es, le atribuyen los jueces.


    T., José Eduardo y otros s/ Infracción Art. 42 bis Ley 20.429


    COMP. 110, XXXVIII, 19 de abril de 2002


    Ver dictamen


    De acuerdo con el criterio establecido en las Competencias n° 1204 L. XXXVI, “Jara, Ernesto Eduardo s/ Tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad” y n° 915 L. XXXVI “Amarilla, Jorge Rafael y otros s/ Infracción art. 189 bis C.P.”, corresponde declarar la competencia del magistrado provincial para conocer en estas actuaciones.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    F., Leonardo Ariel s/ Infracción Ley 25.086 en Sierra de la Ventana


    COMP. 143, XXXVIII, 18 de abril de 2002


    Ver dictamen


    De acuerdo con el criterio establecido en los fallos de las causas Competencia n° 1204, L. XXXVI, Jara, Ernesto Eduardo s/ Tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad” y competencia n° 915, L. XXXVI, “Amarilla, Jorge Rafael y otros s/ Infracción art. 189 bis C.P.”, corresponde declarar la competencia del magistrado provincial para conocer en estas actuaciones.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    N., Osmar José y R., Ivana Paola


    COMP. 2154, XXXVII, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Tenencia de municiones de guerra. Competencia local. 


    De acuerdo con el criterio establecido en las competencias n° 1204 L. XXXVI, “Jara, Ernesto Eduardo s/ Tenencia arma de guerra y resistencia a la autoridad” y n° 915 L. XXXVI, “Amarilla, Jorge Rafael y otros s/ Infracción art. 189 bis C.P.”, corresponde declarar la competencia del magistrado provincial para conocer en estas actuaciones.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    O., Florinda s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 138, XXXVIII, 19 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 27, L. XXXVIII "H., María Estela s/ amenazas", corresponde a la justicia federal.


    G., Julio Anibal s/ Tenencia ilegal de arma


    COMP. 40, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la causa Competencia n° 869, L. XXXVI "Ponce, BIas Ceferino s/ Artículo 42 bis Ley 20.429 ref. Ley 25.086 y 189 bis Código Penal".


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    D., Atilio Osvaldo s/ Averiguación de procedencia


    COMP. 780, XXXVIII, 15 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a las Competencias n° 540, L. XXXVI  "Aguirre, Pedro Oscar s/ infracción ley 25.086" y n° 480, L.XX V "Menna, Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra",


    L., Fabián Roberto s/ Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 2178, XXXVII, 11 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    De acuerdo con el criterio establecido en los fallos Competencia n° 755, L. XXXVII, “Mercader, Alejandro Claudio p/ Tentativa de robo y otros”; Competencia n° 914, L. XXXVII, “Juskiewicz, Pedro Segundo s/ Infracción art. 189 bis C.P.” y competencia n° 869, L. XXXVI, “Ponce, Blas Ceferino s/ Artículos 42 bis, Ley 20.429 ref. Ley 24.086 y 189 bis C.P.”.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.  Por otro lado tiene resuelto la Corte que la cantidad de objetos descriptos en el artículo 189 bis del Código Penal como de tenencia prohibida no tiene por efecto la multiplicación de conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende al bien jurídico protegido por la disposición legal.


    B., Oscar Segundo y otros s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 2196, XXXVII, 11 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Resultan aplicables los fundamentos del fallo de la causa Comp. 1276, L. XXXVI, “Subiabre, José Miguel s/ Delito contra la seguridad pública”.


    C., Rubén Gerardo y F., Mirta Noemí s/ Infracción Artículo 189 bis, 3° párrafo, del Código Penal


    COMP. 917, XXXVIII, 27 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Resultan aplicables los fundamentos del fallo de la causa Competencia n° 1276, L. XXXVI, “Subiabre, José Miguel s/ Delito contra la seguridad pública”.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan los jueces.


    O., Antonio s/ Homicidio en grado de tentativa- Causa N° 1.832/00


    COMP. 1874, XXXVII, 11 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Resultan aplicables los fundamentos del fallo de la causa Competencia n° 1276, L. XXXVI, “Subiabre, José Miguel s/ Delito contra la seguridad pública”.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan los jueces.


    U., Liliana Marcela s/ Denuncia


    COMP. 28, XXXVIII, 11 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Resultan aplicables los fundamentos del fallo de la causa Competencia n° 1276, L. XXXVI, “Subiabre, José Miguel s/ Delito contra la seguridad pública”.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyen los jueces.


    B., Walter Daniel s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429


    COMP. 2197, XXXVII, 11 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de material explosivo. Competencia federal. 


    En los procesos en que se investiga el delito de tenencia ilegal de explosivos, corresponde a la justicia federal entenderlos, toda vez que ese delito no se encuentra comprendido en la excepción incorporada por la ley 23.817 al régimen federal del Art 3, inc 5° de la ley 48 que rige la materia.


    R., Guillermo y otros s/ Tenencia de explosivos


    COMP. 609, XXXVIII, 08 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Trasplante de órgano. Competencia federal. 


    En la medida que la muerte del paciente es atribuida a la omisión del médico de inscribirlo en el listado del INCUCAI, lo que hubiera posibilitado un oportuno transplante de los órganos afectados  se estaría frente a un hecho único, que sólo podría ser objeto  de un idéntico enjuiciamiento.


    F., F. viuda de P. s/ Denuncia


    COMP. 13, XXXVIII, 26 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Tribunal electoral. Competencia provincial. 


    Es el Tribunal Electoral Provincial el que tiene a su cargo el reconocimiento de los sublemas y la aprobación de las boletas a utilizar en el sufragio. Por otro lado, no se advierte que el hecho denunciado hubiera afectado la elección nacional, ni el servicio o patrimonio de los organismos vinculados a ésta.


    C., Alberto Juan y otros s/ Denuncia


    COMP. 307, XXXVIII, 25 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Tutela. Interés superior del niño. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si los magistrados entre los que se planteó el conflicto se encuentran en análoga situación legal para asumir la función tutelar del menor, la elección debe hacerse ponderando cuál de ellos se halla en mejores condiciones de alcanzar la protección integral de sus derechos.  Asimismo, la Corte tiene establecido que no puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté íntimamente ligada a la inmediatez con los menores y su grupo familiar, toda vez que la eficiencia de ese accionar está dado por el acercamiento permanente del juez con su asistido.   La solución es la que mejor se compadece con la finalidad tuitiva de la “Convención sobre los Derechos del Niño”, que dispone atender el “superior interés del niño” en todas las medidas a tomar concernientes a ellos.


    I., G. B. s/ Expediente tutelar


    COMP. 301, XXXVIII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en fallos 306:1711; 311:1386; 320:2778 y Competencia n° 258, L.XXXVII in re "Monzón, Carlos Gustavo s/uso indebido y falsificación de documento público y encubrimiento de robo de automotor”.


    Cuando en la misma jurisdicción se comprobó la infracción y se secuestró el rodado, corresponderá dirimir la cuestión al magistrado provincial con competencia en esa misma jurisdicción.


    G., Sergio Eduardo s/ Uso documento público y placas individualizantes falsas


    COMP. 2160, XXXVII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Usurpación. Bienes del Estado. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que corresponde al fuero de excepción entender los hechos susceptibles de causar un perjuicio directo al patrimonio de la Nación y afectar el buen servicio de sus empleados.


    R., Oscar Emilio s/ Denuncia usurpación


    COMP. 2136, XXXVII, 04 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Usurpación. Competencia federal. 


    Atendiendo que al tiempo de los hechos los locales aún no habían sido definitivamente otorgados a la empresa concesionaria por el Estado Nacional, éste sería el perjudicado por el delito materia de investigación y, por lo tanto, corresponde declarar la competencia de la justicia federal.


    L., Luis s/ Usurpación de propiedad


    COMP. 635, XXXVIII, 22 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Violación de correspondencia. Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte que la sustracción de una pieza postal mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, configura uno de esos crímenes que "violentan o estorban la correspondencia de los correos" -artículo 33°, inciso c) del Código Procesal Penal de la Nación-.


    H., Silvia s/ Denuncia


    COMP. 2107, XXXVII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Hurto. Concurso de delitos. Competencia provincial. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de las de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.  Además, cabe recordar que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran aquellas reglas de acumulación, que además, sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    Y., Rodolfo s/ Denuncia


    COMP. 7, XXXVIII, 25 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Servicio postal. Competencia federal. Robo. Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  Por otro lado, la sustracción de correspondencia, mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, supone la comisión de uno de aquellos crímenes que violentan o estorban el servicio postal, y debe quedar sujeta a la jurisdicción federal.  En lo atinente a la privación ilegítima de la libertad, robo del dinero y las posibles lesiones padecidas, es la justicia provincial la que debe investigar este accionar, toda vez que en esa jurisdicción habría cesado la privación ilegítima de la libertad y se habrían desarrollado los otros dos hechos.


    F., Roberto Gustavo s/ Denuncia


    COMP. 164, XXXVIII, 15 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Violencia contra menores. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que no puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté íntimamente ligada a la inmediatez con los menores y su grupo familiar, toda vez que la eficiencia de ese accionar está dado por el acercamiento permanente del juez con su asistido.


    I. C., A. A. s/ Incidente de competencia


    COMP. 435, XXXVIII, 02 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Cámara de Apelaciones. 


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la cuestión debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    Inspectores de Pesca Embarcado en el Buque V. O. s/ Infracción de los deberes del funcionario público


    COMP. 766, XXXVIII, 04 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Defraudación. Economía procesal. Presunción de inocencia. Juzgado de Garantías. Competecnia provincial. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.   La finalidad de todo proceso penal consiste el conducir las actuaciones del modo más rápido posible, que otorgue tanto a la acusación la vía de obtener una condena como al imputado Ia posibilidad de su sobreseimiento o absolución, en armonía con el debe de preservar la libertad de quien durante su curso goza de la presunción de inocencia.


    P., Juan Carlos s/ Defraudación


    COMP. 763, XXXVIII, 05 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Competencia provincial. Juzgado de garantías. 


    Si los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza requerido el delito que habrían cometido los prevenidos, esa deficiencia y la relación de alternatividad existente entre el encubrimiento y el delito presuntamente encubierto imponen, la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los procesados respecto del delito principal.


    C., Miguel Ángel s/ Encubrimiento


    COMP. 359, XXXVIII, 19 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Corte de rutas. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que la efectiva interrupción de un servicio público interjurisdiccional resulta suficiente para otorgar el conocimiento de la causa a la justicia de excepción.


    C. S.A. s/ Denuncia


    COMP. 423, XXXVIII, 12 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Estafa. Falsificación de documentos. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al sub examine la doctrina de la Corte en cuanto tiene resuelto que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente magistrados nacionales.


    D., Benon s/ Denuncia


    COMP. 2067, XXXVII, 16 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Exacciones ilegales. Funcionarios públicos federales. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que para que el delito sea de aquéllos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.  Tiene resuelto la Corte que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    I., Vicente s/ Pedido de inhibitoria


    COMP. 694, XXXVIII, 17 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que los delitos cuya acción ejecutiva ha tenido lugar en distintas jurisdicciones deben reputarse cometido en todas ellas y la determinación del órgano jurisdiccional que debe entender en la causa depende de la forma en que se haya concretamente desarrollado el hecho.


    C., José María y C. José B. s/ Pedido de inhibitoria


    COMP. 661, XXXVIII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Patrominio. Renta pública. Competencia provincial. 


    Toda vez que la justicia federal, tras analizar todas las disposiciones que enmarcaron la operación, reconoce en su resolución, que los recursos aportados por la Nación habrían ingresado al patrimonio de la provincia, aparece acertada la afirmación del tribunal local en el sentido de que el hecho a investigar no habría significado un perjuicio para las rentas nacionales, sino tan sólo para las de esa provincia.


    A., Norma s/ Plantea Inhibitoria


    COMP. 705, XXXVIII, 26 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Personal policial. Allanamiento. Cumplimiento de órdenes e instrucciones. Competencia federal. 


    Delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación.


    Es doctrina de la Corte que para que el delito presuntamente cometido sea de aquéllos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.  También tiene resuelto el Tribunal que debe reconocerse a la justicia federal carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    G., Alberto s/ Solicitud inhibitoria


    COMP. 692, XXXVIII, 05 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Robo en poblado y en banda. Legiladores nacionales. Competencia federal. 


    Toda vez que de las probanzas reunidas no puede descartarse, a esta altura de la investigación, que los hechos a investigar guarden relación con las funciones que el legislador nacional cumplía, corresponde declarar la competencia de la justicia de excepción para seguir conociendo en la presente investigación, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    F., José Oscar s/ Denuncia por robo en poblado y en banda


    COMP. 865, XXXVIII, 30 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Funcionarios públicos federales. Competencia federal. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales, para que de conformidad con el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    Fiscalía Federal Nº 2 de Lomas de Zamora s/ Promueve inhibitoria por presunto secuestro extorsivo


    COMP. 659, XXXVIII, 20 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Cheque. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Al resultar de las constancias incorporadas al incidente, que la disposición patrimonial perjudicial para la entidad se habría materializado en la sucursal del Banco de Crédito Provincial ubicada en esta ciudad, donde estaba radicada la cuenta sobre la que se libró el cheque, ya sea que la conducta imputada encuadre en el delito de estafa, previsto en el artículo 172 del Código Penal, o bien en el de defraudación especial contemplado en el artículo 173, inciso 70, del mismo ordenamiento, los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos se habrían exteriorizado en esta jurisdicción.


    Incidente de inhibitoria formulado por el Doctor Fernando A.


    COMP. 2063, XXXVII, 26 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Acopio de armas. Competencia federal. 


    Cuando el arma de guerra motivo de la declinatoria fue secuestrada junto a otras de uso civil sobre cuya base el juez adoptó la calificación de acopio, corresponde declarar la competencia del magistrado federal.


    G., Daniel Alfredo s/ Supuesta denuncia


    COMP. 120, XXXVIII, 22 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Concursos de delitos. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Al mismo tiempo, las reglas de conexidad en materia penal solo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.


    G. de R., Lidia Esther s/ Denuncia


    COMP. 2143, XXXVII, 27 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Agentes diplomáticos. Familiares de la víctima. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que se trate de investigar la muerte del hijo de un diplomático extranjero, y éste se haya presentado formalmente como parte en el expediente, corresponde el tratamiento en forma originaria de la causa.


    R., M. H. s/ Homicidio culposo


    R. 183, XXXVIII, 18 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Investigación inconclusa. Devolución del expediente. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 306: 1272 y 1997; 308:275; 311 :528; 323:2337 y Competencia N° 915, XXXV in re "Amado, Roberto y otros s/ Infracción artículo 302 del C.P".


    Cuando de las escasas constancias incorporadas al incidente no se aportan elementos de juicio suficientes para la resolución del conflicto, no habría mediado el correcto planeamiento de una contienda negativa de competencia que corresponda a la Corte dirimir.


    A., José Isaías s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 393, XXXVIII, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 646, L. XXXVI, "F. c/ lusef Kowalzuk, Daniel M. y . otros s/ Infracción al artículo 5°, inciso c), de la ley 23.737".


    B. P., Víctor Hugo y otro s/ Averiguación de delito


    COMP. 944, XXXVIII, 12 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión insustancial. Devolución del expediente. 


    Al advertir que los hechos son idénticos a los considerados en el dictamen de la causa Comp. 118, L. XXXVIII, "R., Gerardo y otros s/ Infracción arts. 200, 201 Y 210 del Código Penal y ley 23.362", el planteo devino insustancial.


    R. D., Gerardo s/ Infracción Ley 22.362


    COMP. 196, XXXVIII, 07 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Curatela. Detención. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 793; L. XXXVI, “Palomino, Luis Alejandro s/ Curatela”.


    Dado el lugar donde se encuentra detenido el penado, compete a la justicia ordinaria de la provincia de Buenos Aires, seguir entendiendo en el juicio. Ello sin perjuicio de los derechos relativos a la jurisdicción federal ratione personae que pueda invocar el condenado -o su representante legal- en orden a su nacionalidad extranjera, problema cuyo estudio será conducente de mediar planteo sobre el particular.


    C., C. J. H. s/ Curatela Artículo 12 del Código Penal


    COMP. 206, XXXVIII, 19 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Incapacidad relativa. Competencia ordinaria. 


    La Corte tiene dicho que la intervención del fuero federal en provincia es de excepción, es decir que se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. También el tribunal sostuvo que la curatela del penado reviste en principio carácter tuitivo y se trata de una incapacidad restringida de hecho, regida por el derecho civil, cuyo objeto es evitar perjuicios en los bienes del condenado.


    G., A. A. s/ Curatela


    COMP. 837, XXXVIII, 29 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Defraudación. Boleto de compraventa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuando el conflicto suscitado no se halla precedido de investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24 inciso 7° del decreto ley 1285/58.  Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciar e acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Francisco s/ Denuncia


    COMP. 373, XXXVIII, 12 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Delito de acción pública. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    J., Hipólito s/ Posible comisión de delito de acción pública


    COMP. 304, XXXVIII, 12 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Cuando la contienda aparece trabada de manera defectuosa, y tampoco se presentan nuevos elementos que permitan modificar lo ya resuelto por la Corte con anterioridad, corresponde devolver la causa al juzgado local.


    D. S., Mónica Edith s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 677, XXXVIII, 24 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Se devuelven las actuaciones a los efectos de que la Corte pueda disponer lo necesario para suplir la deficiencia de constancias.


    P. C. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 273, XXXVIII, 09 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    P., Juan s/ Encubrimiento


    COMP. 106, XXXVIII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Estafa. Cheques. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.  Al resultar que los elementos de juicio no alcanzan para acreditar que la entrega del cheque sustraído tuvo lugar en la localidad provincial, corresponde al magistrado con jurisdicción en lugar donde se formuló la denuncia y se tomó conocimiento del hecho ilícito, profundizar la investigación en este sentido.


    V., Cristina s/ Estafa en tentativa


    COMP. 310, XXXVIII, 27 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    De acuerdo al criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997; 308:275; 311:528; 323:2337 y competencia N° 915, XXXV, “A., Roberto y otros s/ Infracción art. 302 del Código Penal”, corresponde devolver las actuaciones al Juzgado Nacional.


    L. G. B., José María s/ Estafa


    COMP. 10, XXXVIII, 19 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que, tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, que se resolverá conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    B., Mario Alberto s/ Falsificación de moneda extranjera


    COMP. 266, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Competencia federal. 


    Para la correcta traba de un conflicto de competencia es necesario el conocimiento por parte del tribunal que la promovió de las razones que informan lo decidido por el otro juez interviniente, para que declare si mantiene o no su posición. Además, cuando se atiende a lo dispuesto en el Art 24 inciso 7 del decreto ley 1285/58, la cuestión no corresponde ser dilucidada por la Corte, sino por el tribunal superior del que depende aquél que primero hubiese conocido en el caso.


    P., Ramona María de los Ángeles y otros s/ Denuncia de Estafa y Falsificación de documento privado


    COMP. 404, XXXVIII, 21 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Héctor Hugo s/ Estafa


    COMP. 914, XXXVIII, 12 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el Art. 24 inc. 7 del decreto ley 1285/58.   La Corte tiene establecido que  resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia que contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    D., Gerardo Luis y otros s/ Estafa


    COMP. 280, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F., Rolando Argentino s/ Denuncia infracción Artículo 172 del Código Penal


    COMP. 2139, XXXVII, 19 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S., Graciela s/ Presunta infracción Ley 23.737


    COMP. 436, XXXVIII, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Hurto. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que las declaraciones de incompetencia deben contener la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Roberto Mario s/ Denunica hurto


    COMP. 63, XXXVIII, 13 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Incongruencia. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Corresponde declarar mal planteada la contienda de competencia pues el debate entre los jueces carece de congruencia y, hasta tanto se subsane ese defecto, corresponde continuar con la investigación de la causa el juez local que previno, quien deberá, además, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y determinar las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Cayetano Pedro s/ Suspensión de estado civil y falsedad ideológica


    COMP. 457, XXXVIII, 01 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 968, XXXIII, “López, Vicente Osvaldo c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Retiro militar y fuerzas de seguridad”.


    P., Eduardo s/ Plantea Inhibitoria


    COMP. 968, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Tiene establecido la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., León s/ Infracción al Artículo 172 Código Penal


    COMP. 2123, XXXVII, 18 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones de hecho y prueba. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Sergio s/ Artículo 94 del Código Penal


    COMP. 735, XXXVIII, 09 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Economía procesal. Llamado de atención. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp n° 2088, L.XXXVII "Gómez, Rubén Darío y otra .s/ robo de automotor o vehículo en la vía pública".


    Lo que sigue resultando de interés a los fines de discernir la competencia, no es el lugar donde fue celebrado el contrato de expedición de la tarjeta, sino el de los comercios en que se habrían adquirido los bienes mediante su uso ilegítimo, lo que aún no ha sido determinado.


    M., Mariana s/ Defraudación


    COMP. 669, XXXVIII, 04 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuando el conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el Art. 24 inc. 7 del decreto ley 1285/58.   Tiene establecido la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planeamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo


    A., Eduardo Alejandro s/ Denuncia


    COMP. 817, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    T., Félix / Denuncia


    COMP. 465, XXXVIII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Resultan indispensables para el correcto planeamiento de la cuestión que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa, y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    D. R., Edelmiro Jorge s/Denuncia


    COMP. 71, XXXVIII, 21 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuando las deficiencias impiden determinar fehacientemente las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se habría producido el suceso denunciado, así como también la calificación que en definitiva corresponderá adoptar, una vez precisadas y corroboradas las manifestaciones del querellante, corresponde a la justicia nacional, que previno y a la que acudió aquél a hacer valer sus derechos continuar con el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    F., Miguel Ángel s/ Defraudación


    COMP. 417, XXXVIII, 03 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Quiebra. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. 


    Tiene establecido la Corte que constituyen elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C. d. I. S.A. s/ Quiebra


    COMP. 2028, XXXVII, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Resolución de superintendencia. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 163, L. XXXVII, "F., Sergio Omar s/ Lesiones culposas".


    J., Miguel Ángel s/ Competencia


    COMP. 186, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 163, L. XXXVII, "F., Sergio Omar s/ Lesiones culposas".


    R., Federico Luis s/ Competencia


    COMP. 191, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Robo calificado. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal.


    Sanabria Figueredo, José Luis s/ Robo agravado y otros


    COMP. 419, XXXVIII, 28 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Robo. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N s/ Robo


    COMP. 409, XXXVIII, 16 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Unificación de penas. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal.


    D., Juan José s/ Robo


    COMP. 503, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Devolución del expediente. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 646, L.XXXVI 'F. c/ Iusef Kowalzuk, Daniel M. y otros s/ Infracción al artículo 5°, inciso c), de la ley 23.737".


    R., Miriam s/ Averiguación Artículo 42 bis Ley 25.086 causa N° 51.188


    COMP. 2020, XXXVII, 15 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Derecho Penal


    Parte Especial. Delitos Previstos en Leyes Especiales. Leyes que Protegen las Relaciones de Familia. Ley de Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. 


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 13.944. Incumplimiento de deberes de asistencia familiar. Derechos consagrados en la Convención sobre los Derechos del Niño.


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes


    L., W. S. s/ Inf. Ley 13944


    COMP. 145, XXXVIII, 05 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Extradición


    Cooperación internacional. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La extradición debe ser acordada sin otras restricciones que las que imponga el tratado, y en el instrumento internacional aplicable en la especie no se le exige la acreditación de este extremo al Estado requirente.  La Corte ha señalado que, sin perjuicio de la regla de subsidiariedad expresada en el artículo 2° de la ley de cooperación internacional en materia penal, para aquello que no disponga en especial el tratado que rija la ayuda, la normativa interna no puede agregar requisitos no incluidos expresamente en el acuerdo internacional, pues de esa manera se afectaría el principio pacta sunt servanta  y las reglas de interpretación fijadas por la Convención de Viena sobre el Derecho de los tratados.


    B., Rosana Claudia s/ Extradición


    B. 3456, XXXVIII, 28 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Recurso de apelación (procesal). Cambio de calificación legal. Auxílio jurídico internacional. Cooperación internacional. Mantenimiento del recurso.


    Los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del país requirente. Además, la calificación legal de los hechos imputados incumbe a los tribunales de la nación requirente y es la única que debe tenerse en cuenta a los efectos de la extradición, sin que pueda ser modificada por los jueces de la nación requerida, pues en los pedidos de extradición no se abre un proceso criminal propiamente dicho, sino sólo un procedimiento para comprobar la identidad de la persona cuya entrega se solicita y el cumplimiento de los requisitos que, al efecto, contienen los tratados con las naciones requirentes o las leyes nacionales.   Por otro lado, la extradición es un procedimiento de asistencia judicial internacional, cuyo fundamento radica en el interés común a todos los estados de que los delincuentes sean juzgados en el país a cuya jurisdicción internacional corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictivos, y que en las actuaciones sobre extradición el criterio judicial debe ser favorable al propósito de beneficio universal que la inspira.  Al mismo tiempo, la doble subsunción no implica un juicio de valor sobre la adecuación de la conducta imputada con las figuras penales del Estado requirente, sino que se circunscribe a verificar si los tipos penales invocados por aquel encuentran su correspondencia en los previstos en el ordenamiento penal argentino, esto es, que las normas penales del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción penal.  Sin perjuicio de la regla de subsidiariedad expresada en el Artículo 2 de la ley de cooperación internacional en materia penal, para aquello que no disponga en especial el tratado que rija la ayuda, no se pueden agregar requisitos no incluidos en el acuerdo internacional, pues de esa manera se afectaría el principio pacta sunt servanta y las reglas de interpretación fijadas por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.


    H. F., Mario Ezequiel s/ Extradición


    H. 425, XXXVIII, 12 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Doble instancia. Deserción del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El "derecho a la doble instancia", no debe interpretarse como una posibilidad para que las partes logren una ilimitada revisión de las sentencias dictadas en su contra, dado que  no es función del Estado nacional otorgar a cada uno de los individuos una concreta revisión de las decisiones de los magistrados, sino que debe proveer los medios institucionales para que ésta sea posible.  Por otro lado, si bien la inviolabilidad de este derecho exige que se conceda una efectiva oportunidad de probar y alegar en resguardo de las garantías del encartado, ofrecida sin que fuera utilizada, no se configura una ilegítima restricción de los derechos del interesado.  Además, en las actuaciones sobre extradición de criminales el criterio judicial debe ser favorable al propósito de beneficio universal que las inspira, siendo un principio indiscutible en la aplicación de las leyes la máxima tempus regit actum.


    F., Juan Carlos s/ Extradición


    F. 1043, XXXVIII, 05 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Tipo penal. Confirmación de sentencia. 


    El instrumento internacional aplicable en la especie no impone la obligación de remitir las normas relativas al régimen excarcelatorio, dado que tanto esta cuestión como la referida a la validez formal de las ordenes de detención constituyen cuestiones sobre el fondo y, como tales, sólo pueden discutirse ante los tribunales del país requirente ya que el proceso extraditorio no constituye un juicio contra el reo en sentido propio, por lo que no caben en él otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y tratados aplicables.  Por su lado, la doble subsunción  no implica un juicio de valor sobre la adecuación de la conducta imputada con las figuras penales del Estado requirente, sino que se circunscribe a verificar si los tipos penales invocados por aquél encuentran su correspondencia en los previstos en el ordenamiento penal argentino, esto es, que las normas penales del país requirente y requerido prevean y castiguen en  sustancia la misma infracción penal.


    B. A., Eugenio Daniel s/ Extradición


    B. 2702, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Inhibitoria


    Cuestión abstracta. 


    La Corte tiene establecido que deben atenderse las circunstancias existentes al momento de decidir, aunque ellas sean sobrevinientes a su radicación ante el Tribunal.


    O., Oscar Exequiel y otro s/ Promueve inhibitoria


    COMP. 660, XXXVIII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Ley derogada


    Suspensión del incidente. Remisión del expediente. 


    Cuando la ley por la que fuera juzgado el imputado en la sentencia recurrida es derogada, corresponde suspender el recurso y remitir los autos al inferior.


    N. S., Jaime y otros s/ Infracción Ley 20.840


    N. 72, XXXVII, 21 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso


    D., Ricardo M. s/ Infracción Artículos 109, 245, 248 y 293 del Código Penal


    D. 1936, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    G., J. E. s/ Recurso de casación


    G. 2787, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    D., Gerardo Luis y otros s/ Estafa


    COMP. 280, XXXVIII, 05 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Nulidad del acto jurídico


    Garantías procesales. Deber de imparcialidad. Inadmisibilidad del recurso. 


    La presentación es improcedente, por cuanto el planteo de nulidad se efectuó en forma directa ante la Corte, quien tiene dicho que tal articulación sólo juega dentro de un ámbito específico donde no tiene cabida la discusión sobre el acierto o error de los argumentos que sustentan la decisión que se impugna, lo que en todo caso se justificaría si mediare apelación.  El imputado siempre contó con la debida asistencia técnica -no se observan ni se invocan actos procesales practicados en situación de indefención- y obviamente los cambios de letrados no inciden en los principios de unidad de la defensa y preclusión, respecto de los actos ya cumplidos.  Tampoco se ha demostrado que la presunta violación a la garantía del juez imparcial haya ocasionado en forma directa un perjuicio grave en el resultado del juicio, situación que, en todo caso, podría tornar necesaria la intervención del Tribunal dejando de lado los óbices formales para efectuar una declaratoria sobre el punto disputado, o bien para remitir las actuaciones al inferior a fin de que se expida en relación a la cuestión de orden público planteada.


    C., Jorge y D. C., Mario s/ Coacción agravada y lesiones


    C. 397, XXXVII, 17 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Pedido de extradición


    Estafa. Falsificación de instrumento público. Suspensión del incidente. 


    Aplicación de Fallos: 324:2603.


    Cuando el Estado requirente no ha remitido constancias de que la orden de detención del imputado y la solicitud de extradición, provengan de resoluciones de autoridades judiciales, forma sustancial exigida por la ley argentina, se debe suspender el trámite del recurso ordinario a fin de que el Estado requirente tenga oportunidad de presentar resolución judicial fundada que ordene, apruebe o ratifique la detención y la solicitud de extradicción del requerido.


    C., Yun Guang s/ Extradición


    L. 2254, XXXVIII, 08 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Homicidio calificado. Pena de muerte. Tratados internacionales de derechos humanos. Confirmación de sentencia. 


    En los procesos extraditorios el juez argentino necesariamente se encontrará con variadas estructuras judiciales, que no coincidirán exactamente con la organización nacional de los tribunales, como ocurre también en el orden interno. Ante ellas, en la medida de lo posible pero siempre teniendo en miras el respeto a las garantías de debido proceso y defensa en juicio, deberá propender a compatibilizarlas con las argentinas, con una perspectiva más conciliadora.  En el caso de la Federación Rusa, la estructura de los poderes del Estado responde a la división tripartita de los órganos de gobierno, característica del estado con temporáneo de tradición occidental y a la que se considera como la mejor garantía de protección de los derechos de los ciudadanos contra posibles arbitrariedades del poder público.  La Corte tiene dicho que la existencia de diferencias en el modo de regular un instituto no implica necesariamente que estas soluciones disímiles sean contrarias al orden público criminal de la  Nación, ya que postular que en todos los casos en que la ley extranjera es diferente a la nacional ésta debe prevalecer sobre aquélla, implica consagrar que la única legislación extranjera aplicable sería la que coincidiera exactamente con las normas internas.  La Convención para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales cuenta entre sus documentos anexos con el llamado Sexto Protocolo, donde se desarrolla lo concerniente a la abolición de la pena de muerte -y que resulta de aceptación necesaria para los estados partes a partir de la Resolución n° 1044 de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa. Es en virtud de este Sexto Protocolo que los estados firmantes se comprometen, en caso de que su derecho interno prevea la pena de muerte, a derogarla (artículo 1°), pudiendo preservarla únicamente contra actos cometidos en época de guerra o de inminente amenaza de un conflicto (artículo 2°).


    Andreev, Andrey s/ Extradición


    A. 208, XXXVIII, 04 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Procesal Penal


    General. Jurisdicción y Competencia. Competencia. Tramite de las cuestiones de competencia. Requisitos procesales para la traba del conflicto. 


    Contienda negativa de competencia. Correcta traba del conflicto.


    El correcto planteo de una contienda negativa de competencia presupone que los magistrados intervinientes se la atribuyan recíprocamente.


    M., Alejandro s/ Denuncia


    COMP. 2169, XXXVII, 20 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Homicidio. Sentencia condenatoria. Recurso de casación penal. Formalidades procesales. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Exceso ritual manifiesto. Revocación de sentencia. 


    Es un principio sostenido reiteradamente por la Corte que lo vinculado con los requisitos que debe reunir la apelación ante los tribunales de la causa constituye una cuestión, atento su naturaleza procesal, ajena a la instancia extraordinaria federal. Cabe hacer la excepción al mismo toda vez que, de acuerdo con las constancias del proceso, y sin perjuicio de lo que se resuelva sobre el fondo del asunto, al desestimar el a quo los recursos locales soslayó, sin fundamento alguno, el examen de la totalidad de los agravios invocados por la defensa, sin perjuicio del vinculado estrictamente con el efectivo cumplimiento de los recaudos exigidos en el último párrafo del artículo 451 del código de forma, al no haber acompañado con el escrito de interposición del recurso de casación la copia del croquis en cuestión.  Esa omisión a lo sumo podría haber impedido únicamente el análisis de aquellos aspectos a los que se ceñía ese elemento de prueba pero no autorizaba a prescindir del resto de los planteos destinados a criticar tanto la errónea valoración de la prueba y del principio in dubio pro reo, así como también la defectuosa aplicación de las normas de derecho común que, a su juicio, permitirían cuestionar la validez de la condena impuesta a la encausada.  Ante lo expuesto, en tanto sostiene que el recurso de inaplicabilidad de ley exclusivamente involucraba cuestiones de orden procesal, se muestra más bien como producto de una afirmación dogmática e importa un exceso de rigor formal, pues satisface sólo de modo aparente la exigencia de constituir una derivación razonada de derecho vigente con arreglo a las constancias efectivamente obrantes en la causa, que autoriza su descalificación con base en la doctrina de la arbitrariedad. Esa defectuosa fundamentación conduce a una indebida restricción de la vía utilizada con menoscabo de la garantía prevista en el artículo 18 de la Constitución Nacional.


    G., Gladys Noemi s/ Homicidio


    G. 115, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Usurpación de autoridad, títulos u honores. Deber de imparcialidad. Presentación extemporánea. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Cuestión de derecho común. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene establecido que el caso federal, base del recurso extraordinario, debe introducirse en la primera ocasión posible en el curso del proceso, pues tanto el acogimiento como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos previsibles que obligan a su oportuna articulación.  Los reparos propuestos sólo trasuntan meras discrepancias en relación el alcance de normas de derecho común y procesal, y con la valoración de circunstancias de hecho y prueba.  La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, mas aún en cuestiones cuya decisión, por vía de principio, constituye una facultad propia de los jueces de la causa.  La Corte tiene resuelto que, ante las particularidades que presentan determinados casos, el análisis de estos aspectos permite hacer excepción a dicha regla con base en aquella doctrina, en procura de asegurar la defensa en juicio y el debido proceso y de lograr que las sentencias constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.


    M., Pablo Juan y otro s/ Artículo 246, Inciso 1, del Código Penal - causa n° 846/96


    M. 1154, XXXVI, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado por ultrajes a la víctima. Víctima menor de edad. Delito dependiente de instancia privada. Admisibilidad del recurso. 


    Cuando se trata de impugnaciones a medidas cautelares que restringen de manera efectiva la libertad tales como la prisión preventiva o la denegatoria de la excarcelación, la Corte ha admitido que estos pronunciamientos, por afectar un derecho que requiere una tutela inmediata, puedan equipararse a la sentencia definitiva.   Las cuestiones de calificación legal, derecho procesal y hecho y prueba deben ser excluidas del conocimiento del Tribunal. Ahora bien, existiría material federal debido a que los tribunales han omitido, sin razón alguna, contestar la tacha consistente en la inobservancia de la regla del artículo 72 del Código Penal.   De esta manera, la dilucidación de este agravio está doblemente relacionada no sólo con la defensa en juicio sino también con el derecho a la intimidad de la víctima menor de edad, que es precisamente el titular del interés cuya incolumidad protege la norma.


    R. C., M. y otros s/ Asociación Ilícita en concurso real, etcétera -Causa N° 88394/2000-


    R. 629, XXXVII, 30 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Apología del delito. Recurso de casación penal. Denegatoria del recurso. Tipo penal. Recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria.  No obstante, la Corte ha resuelto que, ante las particularidades que presentan determinados casos, se permite la excepción posible a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.  Los agravios del recurrente no alcanzan para demostrar la existencia de una cuestión federal, ni de un supuesto de arbitrariedad, al cual la Corte le ha reconocido el carácter de medio idóneo para asegurar el respeto de alguna de las garantías consagradas en la Carta Magna.  Los reparos propuestos sólo traducen meras discrepancias en relación con el alcance de normas de derecho común y procesal, y con la valoración de circunstancias de hecho y prueba debatidas en el proceso.  La sentencia de la Cámara Nacional de Casación Penal que deniega el recurso de casación contra la sentencia condenatoria contiene fundamentos suficientes con base en las constancias de la causa y en las normas que la Cámara consideró aplicables al caso que, por opinables que resulten, no autorizan su descalificación como acto jurisdiccional. Sin perjuicio de recordar que los jueces no se encuentran obligados a examinar todas cuestiones propuestas por las partes que, en su criterio, no sean decisivas para la solución del conflicto.  El a quo analizó aunque sea mínimamente los fundamentos sobre los que se sustentó la sentencia condenatoria, lo cual permite descartar los agravios que intenta introducir el apelante relacionados con la imposibilidad de revisión del fallo de instancia, con la autocontradicción y el dogmatismo en que habrían incurrido los camaristas.   Tampoco procede el agravio referido a la tipicidad de la conducta que se atribuyó al imputado, en tanto la interpretación del artículo 213 del Código Penal formulada por el juez sentenciante no implica un apartamiento palmario de la ley positiva, ni presenta una irracionalidad intolerable que autorice a la Corte a convertirse en tercera instancia ordinaria, ni a sustituir a los magistrados de la causa modificando su criterio, soberano en principio, en este aspecto.  El agravio no aparece vinculado a la inteligencia asignada por el sentenciante a la norma aplicada al caso, sino a las circunstancias fácticas que aquél consideró para tener por probado el dolo. Además, lo relativo a este último aspecto es, por su naturaleza, una cuestión propia de los jueces de la causa y ajena a esta instancia extraordinaria.  Resulta aplicable la doctrina del Tribunal según la cual la garantía de legalidad prevista en el artículo 18 de la Constitución Nacional no se relaciona en modo directo e inmediato con lo decidido, en la medida que determinar si la inteligencia acordada por el a quo a una norma de derecho común comporta una extensión del tipo más allá de lo establecido por el legislador, supone revisar la interpretación hecha a su respecto, lo que se encuentra vedado por el artículo 15 de la ley 48, en la medida que la sentencia apelada no carece en modo tal de fundamento que debe descalificarse como acto judicial.  Dicha norma constitucional proscribe la aplicación analógica o extensiva de la ley penal, pero no su razonable y discreta interpretación tendiente al cumplimiento de los propósitos de sus preceptos. Tal hermenéutica debe incluir el descubrimiento de la posible intención del legislador, compatible con las palabras que ha empleado para expresarlas.  El Tribunal ha entendido que, a fin de evitar un resultado absurdo que no pueda presumirse querido por el legislador, la regla que impone la inteligencia estricta de las normas penales, no debe excluir el sentido común en el entendimiento de sus textos.  La crítica del recurrente se limita a proponer una determinada solución jurídica en una materia cuya revisión, resulta por regla ajena a esta instancia de excepción, y que sus agravios sólo traducen una discrepancia sobre la forma en que fueron apreciados y fijados los hechos y las pruebas de la causa, aspectos que en la medida que fueron resueltos con argumentos de igual naturaleza, independientemente de su acierto o error, descartan la tacha de arbitrariedad.


    A., Alfredo Ignacio s/ Apología del crimen - Causa N° 2.679


    A. 10, XXXVII, 03 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Auto de procesamiento. Validez del acto jurídico. Falta de fundamentación. Apreciación de la prueba. Nulidad procesal. Resoluciones equiparables a definitiva. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa Z. 155, L. XXXVI, “Z., Edi s/ Amenazas de muerte - Causa N° 34.595/96”.


    Z., Edi s/ Amenazas de muerte s/ Causa N° 15.838


    Z. 167, XXXVIII, 10 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Defraudación. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, "Banco Nación sobre averiguación defraudación".


    B., Pablo y S., Manuel s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal - Causa N° 49.224


    B. 4122, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Delitos contra el honor. Cuestiones federales simples. Inmunidades parlamentarias. Resoluciones equiparables a definitiva. Procedencia del recurso. 


    Fallos: 318:514, considerando 13, y 319:585. Precedentes "Rizzo"; "Panceira, Gonzalo y otros s/ Asociación ilícita s/ Incidente de apelación de Alderete, Víctor Adrián" y "Stancanelli, Néstor Edgardo y otro s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público s/ Incidente de apelación de Yoma, Emir Fuad en causa N° 798/85".


    La Cámara Nacional de Casación Penal es el superior de la causa, y su intervención resulta necesaria ante supuestos agravios federales invocados por las partes. De esa manera se cumple con el requisito de que la sentencia provenga de ese “órgano judicial intermedio” según las pautas de Fallos: 318:514, considerando 13º, y 319:585, y teniendo en cuenta la doctrina de la Corte que establece que la admisibilidad del recurso extraordinario queda condicionada, en atención a la finalidad del artículo 6 de la ley 4.050, a que el pronunciamiento que se pretende traer a juicio de la Corte no sea susceptible de ser revisado por otro órgano judicial.  Y si bien la Corte ha soslayado la intervención del a quo en los precedentes de la referencia, lo ha sido en beneficio de una pronta y eficaz salvaguarda de las garantías judiciales de quien se hallaba encarcelado, apartándose excepcionalmente de la regla general. Luego, resulta arbitrario utilizar la excepción en menoscabo de las posibilidades del imputado de hacer oír sus agravios federales ante los tribunales superiores.  La sentencia del a quo es susceptible de ser equiparada a definitiva, pues como la Corte lo postulara en el caso "Álvarez, Carlos Alberto", el pronunciamiento que cierra la posibilidad de discutir este tipo de asuntos produce un gravamen actual de imposible reparación ulterior, pues no podrá subsanarse la lesión una vez convalidados los actos procesales cuestionados.  Además, si la materia discutida es la adecuación constitucional de la actividad judicial que acepta la prosecución de la acción penal privada contra un diputado nacional, entonces la mera producción de medidas en tal sentido, desconocería de manera inmediata la garantía, y en tal caso sería excesivo esperar a que recaiga sentencia definitiva contra su titular. Máxime que la inmunidad no es de carácter tuitivo sino que protege a la institución y al libre ejercicio de la función legislativa.


    A., Alfredo s/ Calumnias e Injurias - Causa N° 371


    A. 712, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Desistimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa Z. 81, L. XXXIII, "Zenzerovich, Ariel F. s/ Recusación".


    V., Ruben Daniel s/ Recurso de Casación


    V. 599, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien tiene establecido la Corte, que las resoluciones por las que se declaró la improcedencia de los recursos interpuestos en las instancias ordinarias no autorizan, en principio y dada su naturaleza procesal, su revisión por la vía prevista en el artículo 14 de la Ley 48, tal doctrina admite excepción cuando lo decidido se aparta de las constancias del proceso o se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación con inusitado rigor formal que frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos, con menoscabo de la garantía constitucional de la defensa en juicio.  Es cierto que, por principio, le está vedado al a quo revalorar la prueba acumulada en un determinado caso sometido a su conocimiento. Sin embargo, sí le cabe examinar a través de la vía impugnatoria que surge de un pronunciamiento presuntamente arbitrario, si el temperamento adoptado reposa sobre argumentos carentes de razonabilidad, con prescindencia de su correcta evaluación a la luz de la sana crítica racional y de la consideración de prueba que, integrada al proceso y valorada en su conjunto con el resto de los elementos de convicción, conduciría necesariamente a otra solución lógica.


    G. D., Jorge s/ Infracción Ley 23.737


    G. 829, XXXVII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Excarcelación. Cauciones. Intención de eludir la acción de la justicia. Defraudación. Libertad condicional. Procedencia del recurso. 


    Puesto que la situación procesal del imputado encuadraría dentro de lo previsto en el artículo 317, inciso 1°, del Código Procesal Penal de la Nación, no corresponde formular oposición a que se "haga lugar al beneficio solicitado, bajo la caución que estime corresponder".  En efecto, la aseveración del a quo en el sentido de que el imputado, de ser excarcelado, "intentará eludir la acción de la justicia", conclusión que se basa en que no estuvo inicialmente a derecho en la causa que se le sigue en la justicia bonaerense y, una vez capturado por las autoridades de otros país, y próximo a ser extraditado a este país, logró fugarse para ser detenido nuevamente casi ocho meses después.  Esta conclusión de la cámara resulta errónea, puesto que de las circunstancias causídicas y fácticas del caso, podemos inferir que el imputado, de ser excarcelado, no eludirá la actuación de la justicia, pues, a esta altura, le favorece menos la rebeldía que la sujeción.  Para ello hay que tener en cuenta lo siguiente:  a) En los dos procesos paralelos que se le siguen al imputado, la calificación legal definitiva sería la de defraudación, por lo que debemos suponer que, en caso de ser condenado, le correspondería la pena de la cual el imputado ya cumplió, en prisión preventiva, los dos tercios de ella, por lo que estaría en condiciones de acceder al beneficio de la libertad condicional (artículo 13 del Código Penal).  b) Teniendo en cuenta el sistema de la pena única (artículo 58 del Código Penal) corresponde computar todo el tiempo de prisión que cumplió el imputado a partir de que fue detenido para el primer proceso.  Es de prever que- quien ya lleva tanto tiempo de encierro por un delito en principio excarcelable y que hasta podría merecer los beneficios de la suspensión de la pena (artículo 26 del C. Penal) o del juicio (artículo 76 bis del código citado) difícilmente se sustraiga a un proceso cuyo pronóstico es el de una pena no demasiado elevada.  c) Las características personales y familiares del imputado conforman un elemento más para inferir que difícilmente, y luego de las penurias del encarcelamiento en un país extranjero, esté dispuesto a reiterar la experiencia traumática de la contumacia.  En definitiva, todas estas circunstancias nos persuaden de que no resulta razonable prolongar el encarcelamiento del imputado más allá del plazo ordinario que prevé el primer supuesto del artículo 1° de la ley 24.390.


    T., Francisco Javier s/ Estafa s/ Incidente de excarcelación


    T. 493, XXXVIII, 08 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 493, L. XXXVIII, "Recurso de Hecho deducido por la defensa de Francisco Javier T. en "T., Francisco Javier s/ Estafa s/ Incidente de excarcelación, causas n° 18.249 y 17.745".


    T., Francisco Javier s/ Estafa s/ Incidente de excarcelación


    T. 1107, XXXVIII, 10 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 493, L. XXXVIII, "Recurso de Hecho deducido por la defensa de Francisco Javier T. en "T., Francisco Javier s/ Estafa s/ Incidente de excarcelación, causas n° 18.249 y 17.745".


    T., Francisco Javier s/ Incidente de excarcelación


    T. 1097, XXXVIII, 10 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Homicidio calificado. Tentativa. Derechos y garantías constitucionales. Defensa en juicio. Debido proceso. Denegatoria del recurso. 


    En el caso no se presentan las circunstancias que determinaron la aplicación de la doctrina del fallo de Corte en la causa “Tarifeño”.  En tal sentido, el criterio allí establecido reconoce fundamento en la necesidad de cumplir con las formas esenciales del juicio como medio para asegurar las garantías de defensa en juicio y debido proceso.  La acusación tiene que ser anterior al juicio o debate, pero no es aquélla la que necesariamente fundamenta o puede sustentar una condena penal. De la misma manera, en materia criminal la garantía consagrada por el artículo 18 de la Constitución Nacional exige la observancia de las reglas sustanciales del juicio relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales para concluir que esas formas no se ven respetadas si, dispuesta la elevación a juicio, durante el debate el fiscal solicitó la libre absolución del imputado y, pese a ello, dictó sentencia condenatoria.


    L., Silvia Gloria y otros s/ Homicidio calificado en grado de tentativa


    L. 192, XXXVII, 04 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Homicidio simple. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la arbitrariedad es particularmente  restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia cuando deciden como en el caso, recursos extraordinarios d orden local.  Lo vinculado con los requisitos que debe reunir la apelación ante los tribunales de la causa, constituye una cuestión por regla y atento a su naturaleza procesal, ajena a la instancia extraordinaria federal.  Es aplicable al sub judice, la excepción, que determina que aquella resulta procedente cuando media un apartamiento de las constancias del juicio o cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta la garantía de defensa en juicio.  El temperamento adoptado por el a quo para desestimar los recursos locales deducidos por el defensor oficial  y su asistido, no aparece suficientemente razonado con relación a las especiales características del caso, toda vez que se soslayó, sin fundamento alguno, la expresa manifestación del encusado de revisar lo resuelto en la instancia casatoria y el mencionado estado de indefensión que imposibilitó materializar en término aquella intención.  Lo resuelto significó desconocer la doctrina sentada por la Corte, en el sentido que los reclamos de quienes se encuentran privados de su libertad deben ser considerados como una manifestación de voluntad de interponer los recursos de ley, de lo que se deriva el deber de los tribunales de suministrar la debida asistencia letrada que permita ejercer la defensa sustancial que corresponda. El abandono del procesado que implicó la inactividad de sus abogados particulares al no prestarle la asistencia técnica necesaria en aquella ocasión, derivó en la necesidad de garantizar una efectiva defensa de los intereses del justiciable con la intervención otorgada al apelante en esa misma providencia.


    A., César Horacio s/ Homicidio en ocasión de robo - Causa N° 1.763/98


    A. 23, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa F. 91, L. XXXVII, “F., María Cristina y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal”.


    B., Adriana Noemí y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal


    B. 501, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa F. 91, L. XXXVII, “F., María Cristina y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal”.


    C., Analía P. y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal


    C. 446, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa F. 91, L. XXXVII, “F., María Cristina y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal”.


    C., Sonia E. y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal


    C. 447, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa F. 91, L. XXXVII, “F., María Cristina y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal”.


    E., Magalí E. y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal


    E. 86, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa F. 91, L. XXXVII, “F., María Cristina y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal”.


    F., Maria Cristina y otras c/ C., Julio Cesar y/o Responsables del diario El Liberal


    F. 237, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa F. 91, L. XXXVII, “F., María Cristina y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal”.


    H., Hilda del V. y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal


    H. 49, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa F. 91, L. XXXVII, “F., María Cristina y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal”.


    L., Sandra E. y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal


    L. 243, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa F. 91, L. XXXVII, “F., María Cristina y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal”.


    P., Amanda Eloida y otras c/ C., Julio Cesar y/o Responsables del diario El Liberal


    P. 309, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa F. 91, L. XXXVII, “F., María Cristina y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal”.


    T., María Rafaela y otras c/ C., Julio Cesar y/o Responsables del diario El Liberal


    T. 122, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Jubilación por invalidez. Cuestiones de hecho y prueba. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho que aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas –como regla y por su naturaleza a la vía de excepción intentada- ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal cuando lo decidido prescinde de prueba conducente y  desatiende los fines tuitivo de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales.   Ello es precisamente lo que acontece en el sub lite, por cuanto se advierte que la sentencia atacada no atendió los agravios que lucían en el escrito del recurso de casación local lo que, a posteriori, produjo las presentaciones extraordinarias.   La Cámara se limitó a un análisis parcial y aislado de los elementos de juicio obrantes en la causa y no los integró ni armonizó debidamente en su conjunto. Esta circunstancia lleva a desvirtuar la eficacia que, según las reglas de la sana crítica, corresponde a los medios probatorios, descalificando la decisión atacada como un acto judicial válido.


    Molina, Vreys Teresita c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiro de Córdoba


    M. 913, XXXVI, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Justificación de incrementos patrimoniales. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    El recurso no puede prosperar puesto que no concurre el requisito de sentencia definitiva, o equiparada a tal, en los términos del artículo 14 de la ley 48.  Ello es así, por cuanto no se advierte que el requerimiento judicial para que un funcionario justifique el origen de su patrimonio, cause un gravamen de insuficiente, tardía o imposible reparación ulterior. Por el contrario, la tutela de los agravios constitucionales invocados podrá hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior, y, por otro lado, no puede descartarse que el desarrollo del proceso torne innecesaria esta intervención de la Corte.   Tampoco ha demostrado la parte, que la mera intimación a un funcionario público para que justifique un supuesto aumento de su patrimonio, constituya de por sí una medida susceptible de afectar, de manera grave, directa e inmediata, las garantías constitucionales del requerido. Parecería que en un régimen representativo y republicano, enmarcado en un sistema democrático, al Estado no le está prohibido exigir a los representantes una rendición no sólo de las cuentas cuya administración se le confió, sino, también, de la evolución de su patrimonio, teniendo en cuenta el declarado bajo juramento, al inicio del mandato.  En otros términos, si existe una severa cláusula constitucional que dice que "atentará asimismo contra el sistema democrático quien incurriere en grave delito doloso contra el Estado que conlleve enriquecimiento", no resulta en principio lesiva esta justificación del patrimonio –acrecido durante su mandato- que se le exige al funcionario, sino, más bien, una reglamentación racional y posible de tal precepto sin que ello signifique abrir juicio sobre la constitucionalidad de la consecuencia legal que el incumplimiento ocasiones al requerido.  En síntesis, con base en esta consideración negativa sobre la admisibilidad del recurso, y sin que surja del sub judice que el agravio federal invocado: la inconstitucionalidad del delito previsto en el artículo 248 (2) del Código Penal -en cuanto impone una consecuencia penal a la omisión de justificar el origen de un patrimonio- demande una urgente consideración, la Corte debe desestimar la queja interpuesta por el recurrente.


    B., Antonio Domingo s/ Enriquecimiento Ilícito - Causa N° 231/98


    B. 504, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Non bis in ídem. Reformatio in pejus. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El remedio extraordinario intentado resulta formalmente procedente, en tanto se dirige contra la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa, suscitando cuestión federal suficiente para ser tratada en esta instancia de excepción, puesto que se invocan lesiones a instituciones receptadas por tratados internacionales de jerarquía constitucional.  Varias son las razones que impiden que prospere la tacha del non bis in ídem. No se advierte una nulidad absoluta en la sentencia primigenia del tribunal superior, pues interpreta una norma procesal local.  En esa inteligencia no resulta revisable la apertura del recurso fiscal, efectuada en esa oportunidad por el Tribunal Superior de la provincia, pues no están en juego cuestiones federales, sino, tan solo, de derecho procesal local, más allá del acierto o no con que fueron resueltas.  Por otro lado, y dado que la sentencia anulada carece de efectos –no hay sentencia propiamente dicha- no puede decirse que al dictarse una nueva haya dos fallos que juzguen el mismo hecho, pues hay sólo uno que puede considerarse válido.  Ha sostenido la Corte que la procedencia de la nulidad exige, como presupuesto, que se encuentre dirigida a evitar el quebrantamiento de las garantías de la defensa en juicio o de otro derecho, caso contrario la sanción de nulidad deviene carente de sentido, de allí la esencia y la finalidad correctiva del instituto de la nulidad procesal, el que se cumple con la reproducción del acto.  Tampoco corresponde hacer lugar, al agravio de la reformatio in peius. Es doctrina de la Corte que no se encontraría comprometida la garantía constitucional de la defensa en juicio, cuando no se ha agravado la pena impuesta al imputado, pues sólo ese agravamiento importa la violación de dicha garantía.  La doctrina de la reformatio in peius en materia penal, se sostiene sobre dos recaudos constantemente exigidos: falta de recurso acusatorio y agravación de la pena.  Y "esta garantía estaría reservada, para el caso en que el tribunal superior agrave la pena, habiendo recurrido el imputado ante la inacción del Ministerio Público".  Resulta aplicable al sub lite la doctrina de la Corte, según la cual, " las cuestiones relativas a la recusación de los jueces no son revisables por medio del recurso extraordinario, salvo que el caso revista gravedad institucional".


    G., Carlos Francisco s/ Lesiones culposas


    G. 911, XXXVI, 18 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, “Banco Nación sobre averiguación defraudación".


    M., Carlos c/ Causa N° 4.353


    M. 3658, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, “Banco Nación sobre averiguación defraudación".


    M., Federico C. c/ Recurso de queja


    M. 3657, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa M. 989, L. XXXVII, “M., Francisco Javier y U. A., Alain Sorizha s/ Robo".


    L., Julio Oscar s/ Homicidio culposo


    L. 171, XXXVIII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa D. 153, L. XXXVI, "Da Conceicao Texeira, Casimiro s/ P.S.A. infracción Ley 24.769".


    M., Francisco Javier y U. A., Alain Sorizha s/ Robo


    M. 989, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Prescripción de la acción penal. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. Morosidad del proceso. Garantía a ser juzgado en un plazo razonable. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es doctrina de la Corte que las decisiones cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal no reúnen la calidad de sentencia definitiva a los efectos del artículo 14 de la ley 48.  Esto es lo que ocurre con las resoluciones que rechazan la prescripción de la acción penal, en cuanto no dan fin a la cuestión, que puede ser invocada nuevamente en otros estadios procesales.   Además, el Tribunal considera que la vía del artículo 14 de la ley 48 no resulta apta para revisar qué actos procesales constituyen secuela del juicio y, por ende, interrumpen el transcurso de la prescripción de la acción penal.   En efecto, en tanto no se invoquen cuestiones constitucionales concretas, los agravios constituyen únicamente materia de hecho y de derecho procesal común, extraña a la instancia extraordinaria.  No obstante lo expuesto, la Corte ha hecho excepción en ciertos casos, omitiendo ciertos óbices procesales, en aquellas ocasiones en que verificó una prolongación injustificada del proceso.   Así, ha sentado el criterio de que dichas resoluciones pueden equipararse, en cuanto a sus efectos, a las definitivas, en la medida en que “cabe presumir que hasta la sentencia final puede transcurrir un lapso tan prolongado que, por sí solo, irrogue al procesado un perjuicio que no podrá ser ulteriormente reparado”.  Desde este punto de vista, la Corte podría declarar la procedencia formal del recurso de hecho pues existiría cuestión federal bastante al debatirse el alcance que cabe asignar a la garantía a obtener un pronunciamiento judicial sin dilaciones indebidas derivada del artículo 18 de la Constitución Nacional y de tratados internacionales referidos a ella.


    B., Roberto s/ Defraudación p/ Administración fraudulenta


    B. 898, XXXVI, 21 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Principio de progresividad. Preclusión. Garantía de ser juzgado en un plazo razonable. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    El plazo para interponer la apelación extraordinaria no se interrumpe ni suspende por la deducción de un pedido de aclaratoria que resulte, en definitiva, desestimado sin alterar la resolución impugnada por esa vía, con prescindencia de la denominación que se utilice para ello.  Los agravios resultan insuficientes para habilitar la vía extraordinaria si sólo denotan la particular interpretación del asunto de la parte y se refieren a aspectos de derecho común y procesal, extraños al remedio federal.  Nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz.  Cabe recordar, asimismo, que la sola mención de preceptos constitucionales no basta para la debida fundamentación del recurso en tanto no se demuestre que exista relación directa con el caso. De otro modo, la jurisdicción de la Corte sería privada de todo límite, pues no hay derecho que en definitiva no tenga raíz y fundamento en la Constitución Nacional.  Tanto el principio de progresividad como el de preclusión reconocen su fundamento en motivos de seguridad jurídica y en la necesidad de lograr una administración de justicia rápida dentro de lo razonable, evitándose de ese modo que los procesos se prolonguen indefinidamente.


    S., Carmelo Alfredo y otros s/ Defraudación contra la administración pública - causa N° 11.275/97


    S. 434, XXXVI, 15 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Prisión domiciliaria. Establecimientos carcelarios. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien las cuestiones vinculadas con la apreciación por parte de los tribunales de los temas comprendidos en el recurso deducido ante ellos a efectos de determinar su competencia, constituyen aspectos cuya revisión resulta, por regla y atento su naturaleza, ajenos a la instancia extraordinaria, tal principio admite excepción, cuando el fundamento para declarar inadmisible la impugnación prevista en el artículo 456 del Código Procesal Penal resulta insuficiente, lo cual conduce a una restricción sustancial de la vía intentada por el apelante con menoscabo de la garantía del debido proceso, prevista en el artículo 18 de la Constitución Nacional.  Esto último es lo que se advierte en el caso pues, sin perjuicio de la mínima fundamentación del recurso extraordinario y más allá de referirse los precedentes invocados en el fallo a situaciones de personas que cumplían su detención en establecimientos carcelarios, lo cierto es que los argumentos expuestos por los integrantes de la Sala I de la Cámara Nacional de Casación Penal a partir de la interpretación sistemática de la ley 24.660 que realizan específicamente en el primero de ellos, no alcanzan a controvertir la doctrina sentada con anterioridad por la Corte en Fallos 317:1440.  En efecto, en dicha oportunidad la Corte, si bien vinculado con un conflicto de competencia, sostuvo "que contra las resoluciones que adopte el juez de ejecución sólo procederá el recurso de casación, según lo dispuesto en el artículo 491 del Código Procesal Penal de la Nación "y que ese" principio sólo reconoce excepción en la disposición del art. 24, inc. 1) del código de rito que atribuye intervención a la cámara de apelaciones respectiva en los recursos interpuestos contra resoluciones de los jueces de ejecución para los casos de suspensión del proceso a prueba (art 515), situación aplicable a las resoluciones adoptadas por el juez de ejecución del tribunal oral federal del interior del país (art. 75, segundo párrafo, de la ley 24.121)" (considerando 5°).


    I., Heraclio Jorge s/ Causa N° 3.774


    I. 147, XXXVII, 08 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa Z. 85, L. XXXVI, “Zanardo, Osvaldo Miguel y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal”.


    Sánchez, Carlos Eduardo c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policia Federal


    S. 496, XXXVII, 21 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Recusación. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Deber de imparcialidad. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Improcedencia del recurso. 


    Dictamen de Fallos 322:1941; y dictamen de la causa P. 1046, L. XXXVI.


    Resulta aplicable la doctrina de la Corte según la cual "en atención a la naturaleza procesal del punto y por no mediar sentencia definitiva, lo concerniente a la excusación o recusación de los jueces de la causa no justifica, como regla, el otorgamiento del recurso extraordinario" y "que a ello no obsta la invocada existencia de un supuesto de gravedad institucional si el recurrente no demuestra que la intervención del tribunal no tuviera otro alcance que remediar los intereses de su parte".  La imparcialidad del juzgador es condición necesaria para la efectiva vigencia de la garantía constitucional del debido proceso, la que podría verse seriamente afectada si, no obstante la naturaleza procesal que en principio revisten estos temas, lo decidido derivara en un serio menoscabo del servicio de administración de justicia y, así pudiera provocar la pérdida de confianza que el pueblo tiene depositada en la gestión del Poder Judicial.   Criterio que se compadece con la regla de excepción del Tribunal que sostiene que "si de los antecedentes de la causa surge que el ejercicio imparcial de la administración de justicia se encuentra tan severamente cuestionado, el derecho de defensa comprometido exige una consideración inmediata en tanto constituye la única oportunidad para su adecuada tutela".  La invocación de normas de la Constitución Nacional, no autoriza tampoco el recurso extraordinario ya que no se acredita su relación directa e inmediata con la cuestión central resuelta por el tribunal, cuya sentencia se recurre, de manera tal que la solución de la causa dependa de la interpretación que se dé a la cláusula cuestionada.  El instituto de la excusación, constituye un mecanismo de excepción, de interpretación restrictiva, con supuestos taxativamente establecidos para casos extraordinarios, cuya aplicación provoca el desplazamiento de la legal y normal competencia de los jueces y la consecuente alteración del principio constitucional del juez natural, por lo que en supuestos como estos se estima que se debe ser muy cauto a la hora de seleccionar los casos que podrían involucrar un agravio federal manifiesto.  De allí que la carga de quien pretende la apertura de la vía extraordinaria ante el rechazo de las invocadas situaciones de excepción, requiere una especial concurrencia de los requisitos propios para la procedencia del remedio intentado, que no se satisface con la invocación genérica de cláusulas constitucionales y antecedentes doctrinales y jurisprudenciales.


    F., María Cristina y otras c/ C., Julio César y/o Responsables del diario El Liberal


    F. 91, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Robo calificado. Estafa. Cuestión de derecho común. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La decisión del superior tribunal provincial contiene fundamentos suficientes con base en las constancias de la causa y en la norma considerada aplicable al sub judice que, no autorizan a descalificar el fallo como acto jurisdiccional.  Si bien le compete a la Corte determinar si en el caso la norma de derecho común afecta una garantía constitucional, tampoco se aprecia que las razones vertidas en el fallo acerca de la inteligencia y alcance del artículo 166, inciso 2°, del código sustantivo, exceda el marco de interpretaciones posibles que involucra la cuestión.


    P., Ricardo Jesús o G., Miguel Angel s/ Estafa


    P. 117, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Secuela de juicio. Prisión preventiva. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El remedio extraordinario federal intentado es formalmente procedente en tanto se dirige contra la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa y lo decidido guarda relación directa e inmediata con el derecho federal invocado, por lo que suscita motivo suficiente para ser tratado en esta instancia, teniendo en cuenta que la cuestión federal -contrariamente al pensamiento de la cámara- ha sido planteada en forma oportuna.  La Corte tiene dicho que si los agravios que se traen a consideración de la Corte se habrían configurado recién al dictarse la sentencia de segunda instancia, no cabe objetar como inoportuno el planteamiento de la cuestión que se invoca cómo de índole federal y que el recurrente concretó en el escrito de interposición del recurso extraordinario.  Esto es así porque no es propio exigir la introducción o el mantenimiento del caso federal antes del dictado de la sentencia, cuando la cuestión nace con ella misma, en razón de haber resuelto la litis sin el debido fundamento.  La Corte ha establecido reiteradamente que lo relativo a la determinación de los actos procesales que constituyen secuela de juicio es materia de hecho y de derecho común, propia de los jueces de la causa y ajena, como principio, a la instancia extraordinaria. Pero en numerosas oportunidades el Tribunal ha hecho excepción a esta regla cuando el pronunciamiento recurrido carece de fundamentación suficiente para ser considerado un acto judicial válido.  La afirmación que determinados actos por provenir de un planteo defensista no puede considerarse que tengan virtualidad interruptiva -y otros de similar origen y de tan significativa entidad como la declaración del imputado, sí- resulta puramente dogmática. No se ha explicado qué razones sustentan esta postura, ni tampoco porqué resultaría violatorio de la defensa en juicio -garantía constitucional a la que hace referencia-, admitir la sentencia de la cámara como secuela de juicio, pues del hecho de que la decisión de la alzada constituya la "respuesta jurisdiccional" a una iniciativa de la defensa no resulta posible concluir sin más que ésta sea inhábil para "dotar al proceso de dinámica".  La decisión de la alzada sobre el mérito de la prisión preventiva -que consiste en la afirmación por parte de otro tribunal de que, en el caso, existe semiplena prueba de la responsabilidad de la persona sometida a proceso- no difiere, en esencia, de la propia prisión preventiva (a la que el magistrado sí consideró como apta para interrumpir la prescripción): ambas, al constatar la verosimilitud de la sospecha que fundara la promoción del proceso, constituyen pasos insoslayables en pro de la sentencia final.


    B., Enrique Héctor s/ Quiebra fraudulenta


    B. 3060, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Las cuestiones en que se resuelven conflictos de competencia, no constituyen prima facie, sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48.   Este principio reconoce excepciones en los casos en que exista denegatoria del fuero federal o cuando las cuestiones debatidas remitan a la consideración de puntos regidos por disposiciones constitucionales, y que constituyen materia de agravio.


    R., José Luis s/ Causa N° 734/00


    R. 361, XXXVII, 28 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Homicidio simple. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Admisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa G. 839, L. XXXV, "Galván Guillermo Pedro, Cabaña, Rodolfo y González, José Luis s/ Homicidio en ocasión de robo - causa n° 3282",en los que la Corte, compartió los fundamentos y conclusiones del dictamen de esta Procuración General. Fundamento aparente. Acto jurisdiccional inválido.


    S., Juan s/ Homicidio simple


    S. 127, XXXVII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Sentencia absolutoria. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos para ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria. Sin embargo, existe la posibilidad de dejar de lado ese principio cuando el pronunciamiento impugnado se sustenta en meras afirmaciones dogmáticas apartándose de las constancias del proceso o se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación con inusitado rigor formal que frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos con menoscabo de la garantía constitucional de la defensa en juicio.  SI bien para tener por acreditado la concurrencia del primero de esos extremos, resulta necesario revisar la forma en que fue apreciado el hecho investigado y las pruebas acumuladas, así como también la consecuente calificación legal, aspectos que constituyen, por principio, una materia propia de los jueces de la causa y ajenas, por ende, a esta instancia extraordinaria, ello no impide que ante las particularidades que presentan determinados casos su análisis permita la excepción posible a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias efectivamente comprobadas en la causa.  Es cierto que la Procuración General ha tenido oportunidad de sostener que si bien le está vedado al quo revalorar la prueba acumulada en un determinado proceso sometido a su conocimiento, sí le cabe examinar a través de la vía impugnatoria que surge de un pronunciamiento presuntamente arbitrario, si el temperamento adoptado reposa sobre argumentos carentes de razonabilidad, con prescindencia de su correcta evaluación a la luz de a sana crítica racional y de la consideración de la prueba que integrada al proceso y evaluada en su conjunto con el resto de los elementos de convicción, conduciría necesariamente a otra solución lógica.


    P., Eduardo Abel s/ Lesiones leves dolosas


    P. 546, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Estafa. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, "Banco Nación sobre averiguación defraudación".


    V., Adrián s/ Estafa - Causa N° 19.700


    V. 1354, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Quiebra fraudulenta


    Remisión al dictamen de la causa B. 3060, XXXVIII, “B., Enrique Hector s/ Quiebra fraudulenta- Causa N° 33503/96”.


    S., Eduardo Pablo y otros s/ Quiebra fraudulenta


    S. 1965, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Recurso de apelación (procesal)


    Extradición. Exposición de los hechos. Defensa en juicio. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A.208, L.XXXVIII in re "A., Andrey s/ Extradición.


    Las impugnaciones referidas a la supuesta insuficiencia de la descripción de los hechos que motivaron el pedido de extradición resultan insustanciales, debido a que el relato que consta en el requerimiento de extradición resulta suficiente para dar por satisfecho el requisito del inciso “a” del artículo 12 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal.   En efecto, de la exigencia normativa de una “…descripción clara del hecho delictivo, con referencias precisas acerca de la fecha, lugar y circunstancias  en que se cometió y sobre la identificación de la víctima” no resulta posible interpretar sin más que, en todos los casos, este relato deberá consistir en un análisis completo y acabado de las particularidades que rodean el acto incriminado, pues debe tenerse en consideración que los tribunales del país requirente no siempre se encontrarán en condiciones de brindar esa información en toda su amplitud.  Tampoco resulta razonable exigir al estado requirente, cuando se encuentra en las primeras instancias del proceso por el que se solicita el extrañamiento, mayores precisiones de las que reclama nuestro ordenamiento ritual en la misma etapa procesal, en la cual solo se impone al denunciante y al fiscal una descripción circunstanciada del hecho cuando fuera posible.  Esta aparente relatividad en lo que se refiere a qué debe entenderse como una “descripción clara” no es absoluta, ya que siempre habrá de tenerse en consideración que los requisitos establecidos por el artículo 13 de la ley 24.767 obedecen a que el requerido tenga certidumbre en cuanto a los hechos por el que se solicita su extrañamiento y respecto de los cuales habrá de ejercer su defensa en el proceso seguido en el estado extranjero.  En este sentido, tiene dicho la Corte que  la extradición resulta admisible aunque no se haya determinado la fecha concreta en la que habrían tenido lugar los hechos que motivaron el pedido si de los antecedentes acompañados surgen, con eficiente certeza, datos temporales bastantes.  Por otro lado, la invocación de un delito común inexistente para enmascarar una persecución política, racial, religiosa, etc, implicaría afirmar tácitamente, que el Estado requirente estaría utilizando aviesamente el instituto de la extradición para obtener un extrañamiento ilegítimo, afirmación que no debe hacerse a la ligera y sin un absoluto convencimiento por parte del magistrado de la existencia de una intención oculta.


    S., Alexander Borisovich s/ Extradición


    S. 2069, XXXVIII, 26 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Recurso de casación


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa G. 839, XXXV, “Galván, Guillermo Pedro y otros s/ Homicidio en ocasión de robo".


    L., Jonathan Daniel s/ Violaciones reiteradas


    L. 337, XXXVII, 30 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Prisión preventiva. Mantenimiento del recurso. 


    Es ilustrativo señalar que al debatirse el proyecto de reforma en la Cámara Alta, en 1994 el objetivo fue establecer un tiempo a la prisión preventiva. Pero luego de sucesivas modificaciones y tanto tratamiento se terminó por incorporar el “dos por uno”. En consecuencia, se desvirtuó el problema fundamental, que era el tiempo de prisión preventiva  y con ello el cumplimiento de los términos del Pacto de San José de Costa Rica.  En base a ello, se modifica el artículo 1 de la ley 24.390 haciéndolo más operativo. Asimismo, se propone la derogación de los artículos 7°, 8° y 9°, referidos precisamente al cómputo del dos por uno en la prisión preventiva.


    G., Manuel Antonio s/ Ley 23.737 - Causa N° 323/97


    G. 171, XXXVII, 04 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Remisión al dictamen de la causa B. 708; L. XXXVII, “B., Jorge Antonio s/ Excarcelación”.


    E., Miguel Osvaldo s/ Excarcelación


    E. 139, XXXVII, 04 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. 


    Circunstancias sustancialmente análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, "Banco Nación s/ Averiguación defraudación".


    Sumario averiguación Artículo 194 Código Penal s/ (23-11-2000 Ruta A012- Capitán Bermúdez)


    S. 316, XXXVII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Circunstancias sustancialmente análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, "Banco Nación s/ Averiguación defraudación".


    Sumario averiguación infracción Artículo 194 s/ Ruta A012 y Ruta Nacional 11 (23-11-00)


    S. 317, XXXVII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa G. 839; L. XXXV, “Galván, Guillermo Pedro y otros s/ Homicidio en ocasión de robo”.


    D. C., Víctor Miguel y otro s/ Causa N° 80


    D. 403, XXXVII, 18 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Amenazas. Abuso deshonesto calificado. Improcedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos: 324:4293.


    A. S., J. C. s/ Abuso deshonesto calificado


    A. 589, XXXVI, 08 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Delito continuo. Aplicación de la ley. Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa J. 46, L. XXXVII, "Incidente de excarcelación de Jofré, Teodora".


    G., Francisco s/ Denuncia


    G. 523, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Desestimación de la denuncia. Interpretación de la ley. Independencia del Ministerio Público. División de poderes. Debido proceso. Defensa en juicio. Resoluciones equiparables a definitiva. Elevación en consulta. Procedencia del recurso. 


    Ley 24.946. Fallos: 312:597; 321:2827 y 322:3679. Dictamen de la causa Z., L. XXXIII, “Z., Ariel s/ Recusación”.


    Si bien la resolución recurrida no es la sentencia definitiva de la causa debe equiparársele a tal por sus efectos. Ello es así, pues esta es la única oportunidad en que el específico derecho constitucional invocado puede encontrar tutela, dado que no habría modo de volver luego sobre el punto debatido, con lo que el gravamen ocasionado resulta insusceptible de reparación ulterior.   Respecto de la intervención del Ministerio Público Fiscal en el proceso penal, la Corte ya ha expresado que corresponde asignar efecto definitivo a las decisiones referidas sobre su apartamiento, pues importa sustraer del contralor de dicho ministerio una serie de actos procesales de la mayor trascendencia, generando perjuicios que no cabe suponer subsanables en ulteriores instancias.  En efecto, permitir que el órgano encargado de dirimir el pleito se involucre con la función requirente, que exclusivamente se encuentra en cabeza del Ministerio Público Fiscal, deriva necesariamente en la pérdida de toda posibilidad de garantizar al imputado un proceso juzgado por un órgano imparcial que se encuentre totalmente ajeno a la imputación.  Se lesiona, así, la garantía de imparcialidad y defensa en juicio, pero también se desconoce la "autonomía funcional" del Ministerio Público Fiscal, como órgano requirente y titular de la acción penal pública, que impide postular su sometimiento a las instrucciones de otros poderes del Estado.  En consecuencia, en ninguna etapa procesal un representante del poder judicial puede asumir funciones requirentes asignadas al Ministerio Público Fiscal, pues existe una garantía de los ciudadanos a un modelo procesal penal que respete el diseño republicano de ejercicio de poder y ello implica que la competencia de decir qué asuntos son sometidos a juzgamiento y cuáles deben ser elevados a la etapa de juicio, es una decisión política de suma trascendencia que debe ser asumida como una consecuencia de la división de funciones antes señalada y no como un recorte de poder de los jueces.  Al respecto, la propia Casación manifiesta que si bien el artículo 348 constituye una excepción al principio acusatorio, no implica una oposición a la garantía del debido proceso por lo cual queda garantizada la realización de un “juicio previo en el que las funciones de acusar y juzgar se encuentran en manos diferentes”, afirmación que resulta contradictoria a la luz del desarrollo que se ha efectuado de la garantía orgánica en cuestión.  El Ministerio Público tiene, como una de sus misiones fundamentales la de resguardar la forma republicana de gobierno, función que implica en particular, en el ámbito penal, la competencia de cargar en todas las etapas del proceso con la responsabilidad de “presentar el caso" ante las distintas instancias judiciales, de modo tal de evitar que el poder judicial se vea obligado a asumir funciones que no podrían coexistir armoniosamente con el necesario mantenimiento de una posición expectante y no comprometida con el impulso procesal.  El procedimiento de consulta previsto en el artículo 348 del Código Procesal Penal de la Nación y su interpretación analógica para los supuestos de desestimación de la denuncia, merece ser revisado a efectos de no desvirtuar todo el esquema constitucional de persecución penal pública.  La Corte ya había manifestado que la acción penal corresponde al ofendido y nunca al juez, que dejaría de ser tal si se convirtiera en parte interesada y que cuando la acción penal es privada, sólo la persona ofendida puede ejercitarla y cuando es pública, es decir, cuando el ofendido es el pueblo o el Estado, sólo debe ejercitarla quien tenga encargo especial de la ley para ello, pues los jueces no representan al pueblo o al Estado, para este objeto.  La única exigencia que pesa sobre el representante del Ministerio Público Fiscal, es que su dictamen se encuentre adecuadamente fundado en las normas vigentes. En consecuencia, el límite del control jurisdiccional a su respecto es el de admisibilidad o el rechazo de sus peticiones, definido como la revisión del cumplimiento de las condiciones procesales de las cuales depende la posibilidad de introducirse en el examen del asunto y decidir sobre si tal petición puede provocar la resolución requerida o no.   Es doctrina de la Corte que para procurar una recta administración de justicia es indispensable preservar el ejercicio de las funciones que la ley encomienda al Ministerio Público, a fin de custodiar el orden público y la defensa del orden jurídico en su integridad, al tiempo que también se reconoce que la independencia funcional de que gozan los representantes del Ministerio Público, respecto del tribunal ante los que actúan, es un presupuesto esencial para el adecuado cumplimiento de su misión de preservar el orden público y procurar la defensa del orden jurídico en su integridad.  El artículo 18 de la Constitución Nacional consagra la garantía del debido proceso, mientras que su artículo 33 incluye a la imparcialidad como una de las garantías no enumeradas, garantía que surge ahora explícita de los pactos y convenciones internacionales incorporados a nuestra Constitución, que expresamente consagran el derecho del imputado a ser juzgado por un tribunal independiente e imparcial y que impide al poder encargado de juzgar inmiscuirse en las tareas de acusar y ejercitar la acción penal, extendiendo esta exigencia no sólo a las personas, sino también al órgano encargado de esa función.  Resulta evidente que la imparcialidad del juzgador con la función requirente tiene íntima relación con la garantía de defensa en juicio. En efecto, la defensa de una persona imputada por delito únicamente tiene chance de convencer a los magistrados sobre la inocencia del reo cuando comparece ante un tribunal imparcial, que revisa el caso sin ningún prejuicio o preconcepto y no abriga siquiera una mínima tendencia interna hacia el veredicto adverso.  La forma que tiene la legislación procesal de reglamentar de un modo acertado la garantía de imparcialidad aludida es profundizando un sistema de enjuiciamiento penal lo más acusatorio posible, que delimite adecuadamente las funciones o roles que competen a cada uno de los operadores' encargados de administrar justicia. La acusación en manos del Ministerio Público Fiscal y la decisión del caso en poder del Juez.  Por otra parte, la Corte tiene establecido que “para que una ley derogue implícitamente disposiciones de otra, es necesario que el orden de cosas establecido por ésta sea incompatible con el de aquella”, “criterio este que se consulta con la regla elemental de derecho, de que las leyes posteriores derogan a las anteriores". La doctrina ha sostenido que si la incompatibilidad entre la norma anterior y la posterior es total y la regulación normativa abarca una institución o un organismo jurídico en forma integral, completa y general, se puede hablar de "derogación orgánica o institucional" de la ley anterior; que se produce cuando una nueva ley, sin derogar expresamente la anterior, ni ser totalmente incompatible con sus disposiciones, regla de modo general y completo la institución, ya que no pueden coexistir dos legislaciones simultaneas y completas sobre una misma materia.  En tal orden de ideas, se ha expresado que si el legislador creyó del caso reglar en forma armónica una institución a través de todo un cuerpo de disposiciones, no sería lógico suponer que haya estado en su mente hacer subsistir disposiciones que figuraban en un cuerpo legal anterior y análogo.   En efecto, la Corte ha establecido que la derogación orgánica es una especie dentro del género de la derogación implícita o tácita, cuya particularidad es su alcance, pues tiene carácter total y abarcativa de la regulación anterior del instituto en su generalidad.   Así, la regulación completa del Ministerio Público Fiscal a través de la norma constitucional y la Ley 24.946 reglamentaria, trajo aparejada la derogación tácita de toda disposición que implicara el otorgamiento de facultades a autoridades ajenas a ese Ministerio para impartirle instrucciones; derogación que ha sido expresamente prevista por el legislador, al disponer la de toda norma que resulte contradictoria con aquella.   Esta conclusión se solidifica aún más cuando se repara en que el concepto de “derecho positivo” o de "ley vigente", no se limita a las regulaciones contenidas en el Código Procesal Penal y las leyes que lo modifican, ya que la Constitución Nacional y los Pactos a ella incorporados son derecho vigente que los tribunales deben aplicar en su decisiones aún con preeminencia a las leyes.  Por último, cabe destacar que cuando la literalidad de los textos conducen a resultados concretos que no armonizan con los principios axiológicos enumerados en la Ley Fundamental y producen consecuencias contradictorias, resulta necesario examinarlos bajo el prisma constitucional dando preeminencia a los que encuadran en el conjunto armonioso del ordenamiento jurídico.


    Banco de la Nación Argentina s/ Sumario averiguación defraudación


    B. 320, XXXVII, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Estafa. Falsificación de documentos. Carácter taxativo. Discrepancia del recurrente. Improcedencia del recurso. 


    Las cuestiones que remiten a establecer si las circunstancias denunciadas en la causa constituyen o no los delitos tipificados en la ley penal, previa determinación de los elementos necesarios para su integración, son aspectos cuyo análisis importa una facultad propia de los jueces de la causa y, por ende, ajena a la instancia excepcional.  Los agravios que sólo traducen una discrepancia sobre la forma en que fueron apreciados y fijados los hechos de la causa y la consecuente responsabilidad que les cupo a los condenados en los sucesos, por su naturaleza también resultan ajenos a la jurisdicción de la Corte.  La gravedad institucional, aún cuando se trata de una vía que permite obviar recaudos formales para la procedencia de la apelación extraordinaria, no basta para superar el óbice sustancial que supone la inexistencia de cuestión federal.


    Fiscal c/ B., Alonso H. y otros s/ Infracción al Artículo 292, 1° párrafo, 296 y 174, Inciso 5°, del Código Penal


    B. 3, XXXVII, 06 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Excarcelación. Constitucionalidad. Resoluciones equiparables a definitiva. Oportunidad procesal. Presentación extemporánea. Cuestiones de hecho y prueba. Concesión errónea del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que las cuestiones federales, base del recurso extraordinario, deben ser oportunamente planteadas en la causa resultando tardía su invocación recién en la expresión de agravios ante la cámara, y si bien esta jurisprudencia admite excepciones en los supuestos en que, aun planteadas aquéllas inoportunamente, el tribunal superior las considera y decide, esto no ocurre cuando el punto federal ha sido expresamente declarado improcedente.  En virtud de lo expuesto, no debe prosperar el recurso, por cuanto lo atinente a la oportunidad del planteamiento de la cuestión de constitucionalidad decidida por un tribunal a quo, resulta, en principio, irrevisable por la Corte.  Por otra parte, en cuanto a la divergencia en lo que se refiere a los antecedentes penales del recurrente, se trata de cuestiones de derecho común y de hecho, ajenas a la naturaleza del recurso federal, sin que se advierta la existencia de graves defectos en el pronunciamiento que posibiliten su revisión con base a la doctrina de la arbitrariedad.


    B., Jorge Antonio s/ Excarcelación


    B. 708, XXXVII, 04 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Delito continuo. Sentencia definitiva. Cuestiones federales simples. Privación ilegal de la libertad. Sustracción de menores. Desaparición del menor. Concurso aparente de leyes. Aplicación de la ley. Procedencia del recurso. 


    Dictamen de la causa V. 2,  L. XXXVI, "V., Jorge Rafael s/ Incidente de apelación". Artículo 2 del Código Penal. Artículo 1 de la ley 24.390.


    Es doctrina de la Corte que, la decisión que restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, puede considerarse definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, ya que podría ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior, por afectar un derecho que exige tutela inmediata.   Y si bien ello no basta para habilitar la instancia extraordinaria en tanto no se involucre la inconstitucionalidad de las normas impeditivas de la excarcelación o concurran graves defectos en el pronunciamiento denegatorio, lo cierto es que se ha configurado una cuestión federal simple, en la medida en que se cuestiona la interpretación efectuada del artículo 1 de la ley 24390, reglamentaria de la garantía reconocida en el artículo 7, inciso 5°, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que posee jerarquía constitucional, y la resolución es contraria al derecho invocado.  El delito permanente o continuo supone el mantenimiento de una situación típica, de cierta duración, por la voluntad del autor, lapso durante el cual se sigue realizando el tipo, por lo que el delito continúa consumándose hasta que cesa la situación antijurídica. Y cuando se dice que lo que perdura es la consumación misma se hace referencia a que la permanencia mira la acción y no sus efectos. Por ello, en estas estructuras típicas "está en poder del agente el hacer continuar o cesar esa situación antijurídica; pero mientras ésta perdure, el delito se reproduce a cada instante en su esquema constitutivo".  Se está, ante un delito continuo e indivisible jurídicamente, y que durante su lapso de consumación rigieron dos leyes, ambas plenamente vigentes, en base al principio general del artículo 3 del Código Civil. Por lo tanto, no se trata de un caso de sucesión de leyes penales, sino de un supuesto de coexistencia teniendo en cuenta la naturaleza jurídica de los delitos permanentes. Dado que, una sola de estas leyes es la que se debe aplicar, se está ante un concurso aparente de tipos penales, pues necesariamente uno debe desplazar al otro, y, en tal caso, debe privar, la ley 24.410, pues es la vigente en el último tramo de la conducta punible. Por otro lado, esta conducta delictiva continuó ejecutándose durante la vigencia de esta ley nueva, que se reputa conocida por el autor, y que siendo posterior deroga a la anterior.  La doctrina ha sostenido que “si el sujeto persiste en su conducta punible, si sigue adelante con su acción pese a lo que manda la nueva disposición legal, se estima que deberá aplicársele la ley nueva más severa, que voluntaria y deliberadamente insiste en seguir infringiendo, no pudiendo luego ampararse para mejorar su situación en la circunstancia de que un tramo de la acción delictiva desarrollada la ejecutó bajo una ley más benigna, ya que a pesar de la consecuencia más grave dispuesta por la última norma legal, siguió adelante con su conducta criminal.  Mientras se mantenga la situación antijurídica permanente, y por lo tanto se renueve la voluntad delictiva, no corresponde aplicar la institución beneficiosa, sea la prescripción o la ley anterior más benigna, por la mera razón de que el delito no está terminado.  Por último, el agravamiento de la posición que la imputada tiene como base, su voluntad de seguir delinquiendo, al prolongar la consumación del hecho ilícito. Es decir, que la solución que se propicia resulta acorde con el principio de culpabilidad y, desde otra óptica, no hiere el de igualdad, puesto que no puede equipararse la situación de quien cesó de cometer el delito, una vez que la conminación penal se tornó más severa, con la de quien lo continuó cometiendo a pesar de ello.


    J., Teodora s/ Denuncia


    J. 46, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Revocación de sentencia. 


    Remisión a Fallos 308:490, "Strada”; 311:2478, “Di Mascio”, y Fallos: 311:358.


    Cuando la decisión que deniega la excarcelación, en tanto restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa ocasionando un perjuicio que podría resultar de imposible reparación ulterior, es equiparable a sentencia definitiva por afectar un derecho que requiere tutela inmediata.


    T., Francisco Javier s/ Incidente de eximición de prisión


    T. 316, XXXVII, 25 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Extradición. Cooperación internacional. Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema. Improcedencia del recurso. Recurso de casación penal. Admisibilidad de recurso. Revocación de sentencia. 


    No resultan aplicables al caso las reglas previstas en los artículos 32 y 33 de la ley 24.767, y, por consiguiente, no corresponde el recurso de apelación ordinario ante la Corte, allí previsto.  Dichos artículos, ubicados en el Título I de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, dedicado exclusivamente a la extradición pasiva, tratan de la sentencia definitiva que debe dictar en estos casos el magistrado requerido, declarando si la extradición es procedente o, por el contrario, debe rechazarse. Dicha resolución será susceptible del recurso de apelación ordinario ante la Corte Suprema previsto por el artículo 24 inciso 6° b), del decreto ley 1285/58, ratificado por ley 14467.  El recurso ordinario ante el Tribunal resulta consustancial al instituto de la extradición pasiva, y está en un todo de acuerdo con la naturaleza sumaria de este procedimiento mixto. No se ha previsto nada semejante en el Título II que trata sobre la extradición activa, con lo que de un mero repaso de la estructura de esta ley, surge la evidencia, por demás significativa, de su ubicación sistemática.  Este recurso no tendría sentido en el caso de la extradición activa, pues la base legal que autoriza al magistrado a pedir la captura y remisión de un imputado es, justamente, el dictado de una medida cautelar, al menos una orden de detención, en una causa concreta, por lo que las partes pueden impugnar según los procedimientos recursivos que admita la ley procesal que rige el caso. El requerimiento de entrega al país extranjero está ligado de manera inseparable al mandamiento de prisión, por lo tanto no resulta razonable suponer una revisión separada de ambos aspectos de la misma medida de mérito y cautela.  La interpretación contraria, es decir que cualquier pedido de captura internacional de un juez local es susceptible de recurso directo ante el Tribunal, conculcaría el sistema constitucional federal, pues significaría sustraer un pleito en pleno trámite del conocimiento de los jueces locales, sin permitir su revisión por los máximos tribunales de la jurisdicción o, la posibilidad irrazonable de admitir una doble vía recursiva: local, en lo que hace a la medida cautelar; y ante la Corte Suprema, en lo que hace al requerimiento de extradición.  El artículo 33 de la ley 24767, por otro lado, remite al artículo 24 inciso 6º b) del decreto ley 1285/58, ratificado por ley 14.467, que prescribe que la Corte Suprema entenderá por apelación ordinaria de las sentencias definitivas en los casos, entre otros, de "extradición de criminales reclamados por países extranjeros". Se trata de casos de extradición pasiva, únicos que prevé la ley en este aspecto.


    C., Ricardo s/ Recurso de casación


    C. 3689, XXXVIII, 19 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Incapacidad. Declaración de insania. Compresión de la criminalidad del acto. Inimputabilidad. Confirmación de sentencia. 


    Que una persona haya sido declarada en juicio como incapaz de administrar su persona y su patrimonio no significa, necesariamente que no sea apto para comprender la criminalidad de los actos que realiza. Así, el Código Civil, prescribe expresamente que esta declaración de incapacidad sólo hace cosa juzgada en el juicio civil, más no en juicio criminal.  La Corte tiene dicho que, sin perjuicio de la regla de subsidiariedad expresa en el artículo 2° de la ley de cooperación internacional en material penal, para aquello que no disponga en especial el tratado que rija la ayuda, la normativa interna no pueda agregar requisitos no incluidos expresamente en el acuerdo internacional.  La circunstancia de que existan procesos penales pendientes contra el requerido de ninguna manera obsta a la concesión de la extradición, por lo que, en su caso, corresponderá deferir su entrega hasta tanto concluyan.   En cuanto si la omisión de acompañar las normas relativas a la aplicación de las medidas de seguridad es causal suficiente para el rechazo de la extradición, el hecho de que el nombrado haya sido sobreseido por inimputabilidad en otras ocasiones no permite suponer que el juicio que se le sigue en el País requirente seguirá igual suerte, máxime teniendo en cuenta los resultados de los análisis médicos realizados en este proceso extraordinario.


    R., Juan Luis Esteban s/ Solicitud de arresto provisorio y extradición


    R. 177, XXXVIII, 24 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    El criterio para apreciar el carácter de sentencia definitiva es más estricto que en el regido por el artículo 14 de la ley 48. De la misma forma, se entiende por sentencia definitiva a los efectos del recurso ordinario de apelación la que pone fin a la controversia o impide su continuación.   Además, cuando se trata de procurar una mejor administración de justicia se encuentra autorizado el tribunal a disponer las medidas que contribuyan a tal fin, salvo que por las graves consecuencias que ha ocasionado el acto, tanto en la persona del requerido como a la del Estado requirente, creando una expectativa judicial sin andadura originaria, la corte determine distinto.


    S., Masón Carlos Guillermo s/ Recurso de casación


    S. 1946, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Homicidio peritencional. Improcedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos: 324:4293.


    M., Jesús Eduardo s/ Homicidio simple


    M. 436, XXXVII, 08 de noviembre de 2002


    Ver dictamen


    Instrucción. Elevación a juicio. Actos y diligencias procesales. Falta de fundamentación. Agravio extemporáneo. Improcedencia del recurso. 


    Es improcedente la apelación extraordinaria del Ministerio Público Fiscal pues, más allá del control de legalidad practicado por el órgano jurisdiccional, lo cierto es que la decisión última acerca de requerir la elevación a juicio y acusar al imputado quedó en manos de dicho Ministerio.  La opinión original del agente fiscal que actuó en primer término fue modificada en el propio ámbito de este Ministerio Público. Si a todo ello se agrega que, acorde con la pretensión de esos funcionarios, se llegó finalmente a la condena del imputado, no se advierte la existencia de agravio para este Ministerio Público.  Tampoco procede la apelación extraordinaria interpuesta por la defensa porque no cumple con el requisito de fundamentación autónoma al que se refiere el artículo 15 de la ley 48. El impugnante no sólo ha omitido rebatir los argumentos que sobre el tema expresó el a quo, sino que incluso, al desarrollar su propia tesis, se ha limitado a una mera exposición teórica de los aspectos institucionales del problema, pero sin fundamentar debidamente cuál sería el perjuicio que le habría ocasionado a su parte el modo concreto en que fue adoptada en el caso la decisión de requerir la elevación de la causa a juicio y acusar al imputado.  El agravio de la defensa resulta improcedente, por no haber sido la cuestión oportunamente planteada ante el juez de la causa, sino que se introdujo esa impugnación, por primera vez, en el escrito del recurso de casación, cuando pudo y debió hacerlo al tomar conocimiento de la decisión. Más aun, tampoco la constitución y actuación de los fiscales que intervinieron a continuación fue observada por la defensa del entonces procesado, como tampoco lo fue la ampliación de la acusación durante el debate, a la que he hecho referencia.


    M., Gregory s/ Recurso de casación


    M. 1788, XXXVIII, 05 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Ocultamiento del menor. Crímenes de lesa humanidad. Imprescriptibilidad. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Los pronunciamientos que rechazan la prescripción de la acción penal, no constituyen, por regla, sentencias definitivas a los fines del recurso extraordinario, requisito éste del que no cabe prescindir aunque se invoque lesión a garantías constitucionales o la tacha de arbitrariedad.   Por otro lado, el objeto procesal comprende hechos concretos, específicos, individualizados perfectamente  dentro de los caracteres del objeto procesal, el de individualidad, que hace que cada proceso tenga su objeto material individualizado concretamente en la acusación, marco en el cual debe agotar el juzgamiento.   Las figuras de retención y ocultamiento de un menor de diez años integran la categoría de los delitos permanentes, en los que la actividad consumativa no cesa al perfeccionarse éste, sino que perdura en el tiempo.  De tal forma, el delito permanente supone el mantenimiento de una situación típica, de cierta duración, por la voluntad del autor, lapso durante el cual se sigue realizando el tipo, por lo que el delito continúa consumándose hasta que cesa la situación antijurídica. Y cuando se dice que lo que perdura es la consumación misma se hace referencia a que la permanencia mira a la acción y no a sus efectos.  Con respecto al plazo de la prescripción de los delitos permanentes, se entiende que comienza a correr cuando cesa el estado antijurídico mantenido.


    Incidente de prescripción de la acción penal de M., E. E. en autos: " V., J. R. y otra por supresión del estado civil de un menor"


    M. 2916, XXXVIII, 18 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Responsabilidad del Estado. Imprescriptibilidad. Admisibilidad del recurso. 


    La decisión que restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, puede equipararse a una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, ya que podría ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior, por afectar un derecho que exige tutela inmediata.   Por otro lado, las figuras de retención y ocultamiento de un menor de diez años integran la categoría de los delitos permanentes, en los que la actividad consumativa no cesa al perfeccionarse el delito, sino que perdura en el tiempo, de modo que todos los momentos de su duración pueden imputarse como consumación. Y cuando se dice que lo que perdura es la consumación misma, se hace referencia a que la permanencia mira a la acción y no a sus efectos. Por eso, está en poder del agente el hacer continuar o cesar la situación antijurídica; pero mientras ésta perdure, el delito se reproduce a cada instante en su esquema constitutivo.  Ahora bien, como una sola de estas leyes es la que se debe aplicar porque uno es el delito cometido, necesariamente uno debe desplazar al otro. No se trata entonces de combinar, en una suerte de delito mixto, un tipo penal internacional -que no prevé sanción alguna con la pena prevista para otro delito de la legislación interna. Antes bien, se trata de reconocer la relación de concurso aparente existente entre ambas formulaciones delictivas y el carácter de lesa humanidad que adquiere la sustracción, ocultación o retención de un menor de diez años cuando es realizada en condiciones tales que constituyen una desaparición forzada.  Además, los crímenes contra la humanidad por el derecho internacional de los derechos humanos, son vinculantes para el estado argentino de lo que se deriva como lógica consecuencia la inexorabilidad de su juzgamiento y su consiguiente imprescriptibilidad.


    M., E. E. s/ Incidente de excarcelación en autos "V., J. R. y otros s/ Supresión del estado civil de un menor"


    M. 960, XXXVII, 03 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Prisión preventiva. Cuestión federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Concesión errónea del recurso. 


    Es doctrina del Tribunal que la decisión que confirma la resolución por la cual se dicta la prisión preventiva, no es susceptible de recurso extraordinario, pero la Corte ha admitido excepciones como cuando ha sido dictada sobre la base de una interpretación de normas federales que se reputa errada, y la calificación jurídica de los hechos impide la excarcelación del imputado.  Si bien, como se dijo, la Corte en otras oportunidades ha admitido recursos interpuestos contra estas resoluciones, en aquellas ocasiones su admisibilidad se fundó en que el mencionado auto, en tanto restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, ocasiona un perjuicio de imposible o tardía reparación ulterior.  Bajo estas condiciones la resolución resultaría equiparable a definitiva a los efectos de la interposición del recurso, siempre y cuando se encuentre involucrada una cuestión federal y no sea factible que se suspendan sus efectos propios entre los que está la privación de la libertad- por otra vía que la intentada, de tal modo que constituya la ocasión pertinente para la tutela del derecho constitucional que se estima vulnerado.  Como es sabido, el auto de procesamiento y prisión preventiva no constituye, en esencia, sentencia definitiva a los efectos de la interposición del recurso extraordinario, por cuanto no pone fin ni al proceso principal ni ·a cuestión incidental alguna pero, excepcionalmente, se iguala a tal cuando pudiera existir un agravio de imposible o tardía reparación ulterior. Y  en la prisión preventiva, este agravio consiste, precisamente, en la imposibilidad de permanecer en libertad con anterioridad al fallo final de la causa.


    D. T., Nicolás s/ Infracción Ley 23.737


    D. 797, XXXVIII, 23 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Sustracción de menores. Desaparecidos. Excarcelación. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La decisión que restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, puede equipararse a una sentencia definitiva, ya que podría ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior, por afectar un derecho que exige tutela inmediata.   Por otro lado, la desaparición forzada de personas y, sin duda, hechos colaterales como el apoderamiento de los hijos y la supresión de su identidad y lazos familiares, eran considerados, ya para la época de su comisión, tanto por el derecho interno como por el internacional, delitos de lesa humanidad y, por lo tanto, imprescriptibles y compatibles con las exigencias que derivan del principio de legalidad.  No resulta arbitraria la presunción de los tribunales inferiores, de que quien está imputado de estos delitos gravísimos previstos también por el derecho de gentes, en caso de ser puesto en libertad, atentará contra los fines del proceso.


    N., C. s/ Incidente de excarcelación en autos: "H., E. A. s/ Sustracción de menores"


    N. 473, XXXVIII, 23 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, "Banco Nación s/ Averiguación defraudación".


    B., Luis Oscar s/ Denuncia (AFIP - DGI Venado Tuerto)


    B. 1584, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, "Banco Nación s/ Averiguación defraudación".


    O. T., Osvaldo y otros s/ Falsificación de Documento - Incidente de Nulidad planteado por el Sr. Fiscal General subrogante. Expediente principal N° 65.774


    O. 145, XXXVII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, "Banco Nación s/ Averiguación defraudación".


    P., Gustavo Martín s/ Denuncia


    P. 720, XXXVII, 14 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa B. 320, L. XXXVII, "Banco Nación s/ Averiguación defraudación".


    S. S.R.L. s/ Ley 24.769 - Expediente N° 937/00A s/ Rechazo desestimación fiscal de denuncia


    S. 550, XXXVIII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 403; L. XXXVII, “Da Cruz, Víctor Miguel s/ Causa N° 80”.


    D. L., Maricel Alicia y otros s/ Robo Agravado


    D. 404, XXXVII, 18 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Procesamiento. Prisión preventiva. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 1391, L. XXXVIII, "A., Alfredo y otros s/ Delito de Acción Pública".


    A., Alfredo y otros s/ Delito de acción pública


    A. 2268, XXXVIII, 04 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Régimen penal cambiario. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa S. 14, L. XXXIV, "Sassiluck Cambio y Turismo S.A.".


    V. S.A. s/ Infracción Ley 19.359


    V. 258, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Defensa en juicio. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    Conforme ha resuelto la Corte, la imposición de las costas es un problema de carácter accesorio y procesal que no da lugar al recurso extraordinario y que la rigidez de la aplicación de la doctrina de la arbitrariedad es particularmente más intensa en supuestos de esta índole, también se ha señalado que por vía de aquélla se tiende a resguardar las garantías de defensa en juicio y debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa.   El pronunciamiento en cuestión adolece de tales requisitos por lo que corresponde descalificarlo con base en aquella doctrina en tanto se apartó injustificadamente de las disposiciones legales aplicables al caso al someter a un régimen jurídico específico, como lo es la ley 935 -sólo referida a la suplencia de jueces federales y de fiscales “ad hoc”, de conformidad con sus artículos 1° y 3°- a un letrado particular, cuya única función había sido ejercer la defensa de quienes estuvieron sometidos a proceso.


    S., Luis Carlos y otros s/ Contrabando


    S. 169, XXXVII, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Robo calificado. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa D. 579, L. XXXVII, "D., José Ángel s/ Robo calificado".


    R., Marcelo Daniel s/ Robo calificado


    R. 1972, XXXVIII, 27 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Robo. Agravantes de la pena. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 177, L. XXXVII, "P., Ricardo Jesús o G., Miguel Ángel s/ Estafa".


    T., Víctor Gastón s/ Robo - causa N° 5/99


    T. 26, XXXVII, 28 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Improcedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 177, L. XXXVII, "P., Ricardo Jesús o G., Miguel Ángel s/ Estafa".


    G., Luis Alberto por supuesto autor robo


    G. 1891, XXXVIII, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Sustracción de menores. Desaparecidos. Excarcelación. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La decisión que restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, puede equipararse a una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, ya que podría ocasionar un perjuicio de imposible reparación ulterior, por afectar un derecho que exige tutela inmediata.  Y si bien ello no basta para habilitar la instancia extraordinaria en tanto no se involucre la inconstitucionalidad de las normas impeditivas de la excarcelación o concurran graves defectos en el pronunciamiento denegatorio, lo cierto es que aquí se ha configurado una cuestión federal simple, en la medida en que se objeta la interpretación efectuada por el a quo del artículo 1 de la ley 24.390, reglamentaria de la garantía reconocida en el artículo 7, inciso 5°, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que posee jerarquía constitucional (artículo 75, inciso 22° de la Constitución Nacional), y la resolución ha sido adversa al derecho invocado. Asimismo se invoca la prescripción de la acción penal, cuestión que tiene que ver directamente con la garantía del debido proceso.  La doctrina nacional, incluso la más tradicional, ha entendido que las figuras de retención y ocultamiento de un menor de diez años integran la categoría de los delitos permanentes, en los que la actividad consumativa no cesa al perfeccionarse el delito, sino que perdura en el tiempo, de modo que "todos los momentos de su duración pueden imputarse como consumación".  La desaparición forzada de personas y, sin duda, hechos colaterales como el apoderamiento de los hijos y la supresión de su identidad y lazos familiares, eran considerados, ya para la época de su comisión y tanto por el derecho interno como por el internacional, delitos de lesa humanidad y, por lo tanto, imprescriptibles y compatibles con las exigencias que derivan del principio de legalidad.   Además, quien está imputado de estos delitos gravísimos previstos también por el derecho de gentes, en caso de ser puesto en libertad, atentará contra los fines del proceso.


    B., R. B. A. s/ Incidente de excarcelación en autos:" H., E. A. s/ Sustracción de menores"


    B. 3409, XXXVIII, 23 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Extradición. Prescripción. Cooperación internacional. Pacta sunt servanda. Confirmación de sentencia. 


    La Corte ha señalado que, sin perjuicio de la regla de subsidiariedad expresada en el artículo 2° de la ley de cooperación internacional en materia penal, para aquello que no disponga en especial el tratado que rija la ayuda, la normativa interna no puede agregar requisitos no incluidos expresamente en el acuerdo internacional, pues de esa manera se afectaría el principio pacta sunt servanda y las reglas de interpretación fijadas por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.  En materia de extradición, la Corte también tiene dicho que quien invoca la prescripción para oponerse al pedido, debe demostrar que aquélla ha operado. Por otro lado, de la lectura del artículo en cuestión no surge que sea necesario que la persona sometida a proceso se haya radicado definitivamente en otro país para que se computen los términos de prescripción del artículo 101, segundo párrafo.


    R. C., Ricardo s/ Extradición


    R. 4, XXXVIII, 03 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Sentencia condenatoria. Rebeldía. Legislación extranjera. Debido proceso. Defensa en juicio. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    El procedimiento belga, si bien admite la condena en rebeldía, regula en forma sustancialmente distinta -al procedimiento italiano- las posibilidades de impugnar la sentencia en ausencia y los efectos que de ella derivan. Ello es así ya que un acusado que ha sido debidamente citado a comparecer a juicio puede ser condenado en rebeldía, pero esta sentencia sólo se reputa como un “acto de persecución”, hasta tanto no “se haya vuelto definitiva”.   La Corte ha sostenido que la existencia de diferencias en el modo de regular un instituto no implica necesariamente que estas soluciones diferentes sean contrarias al orden público criminal de la Nación, ya que postular que en todos los casos en que la ley extranjera es diferente a la nacional, ésta debe prevalecer sobre aquélla, implica consagrar que la única legislación extranjera aplicable sería la que coincidiera exactamente con las normas internas.   Toda persona condenada en rebeldía tiene debidamente salvaguardada la posibilidad de comparecer en juicio contradictorio siempre y cuando, haga valer el derecho oportunamente y guardando las formas exigidas.  El régimen procesal belga autoriza a los condenados en ausencia a ser sometidos a un nuevo juicio, con las condiciones que la Corte ha considerado indispensables para que no se vulneren las garantías de defensa en juicio y debido proceso, es decir que el requerido haya tenido conocimiento de la acusación en su contra, y que sea oído y se dé ocasión de hacer valer sus medios de defensa en la oportunidad y forma oportunas.


    W. Ping Keung Andy s/ Extradiccion


    W. 44, XXXVII, 22 de marzo de 2002


    Ver dictamen


    Solicitud de excarcelación. Sentencia definitiva. Concesión errónea del recurso. Devolución del expediente. 


    Es doctrina de la Corte que en las causas sobre extradición de criminales reclamados por países extranjeros, el recurso ordinario de apelación previsto en el decreto-ley 1285/58 se refiere a las sentencias definitivas que pudieran recaer y no comprende las resoluciones sobre la excarcelación.  Postura que el Tribunal ha mantenido respecto de las disposiciones de los artículos 32 y 33 de la ley 24.767.


    A., Ceber s/ Incidente de excarcelación


    A. 746, XXXVIII, 03 de mayo de 2002


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    



    Capítulo XI



    Derecho Tributario y Aduanero


    Cuestiones de competencia


    Daños y perjuicios. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Mamone, María Antonia c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    M. 2147, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso


    Cobro de sumas de dinero. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S.200, XXXVIII, "Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro",  Comp.367, XXXVII, "Carrizo de Villafañe, Juana R. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos" y Comp. 399, XXXVII, “G.C.B.A. c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Lacaze, Gastón Gabriel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    L. 408, XXXVII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Cobro de sumas de dinero. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedenica del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S.200, XXXVIlI, "Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro", y su cita, opiniones que fueron compartidas por la Corte Suprema.


    Juárez, Silvina Laura c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    J. 195, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Alvarez y otros s/ daños y perjuicios".


    Paz Paulette, Raúl y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    P. 2322, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Alvarez y otros s/ Daños y perjuicios”


    De Rosa, Salvador Juan c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    D. 1820, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Lancillota, Antonia Catalina c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    L. 1633, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa: M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Nichea, María Angélica c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    N. 402, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa: M. 2376, XXXVIII, “Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Novelleto, Héctor Jorge y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    N. 544, XXXVIII, 29 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S.200, XXXVIII, "Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro" y Comp. 399, XXXVII, “G.C.B.A. c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    De Ines, Daniel Alberto c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    D. 1768, XXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Preparación de la vía ejecutiva. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S.200, XXXVIII, "Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro",  Comp.367, XXXVII, "Carrizo de Villafañe, Juana R. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos" y Comp. 399, XXXVII, “G.C.B.A. c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Sorridi S.A. c/ Hospital Dr. Cosme Argerich y otro s/ Preparación de la vía ejecutiva


    S. 2483, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Cobro de sumas de dinero. Cuestión de derecho público local. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa L.408, XXXVII, "Lacaze, Gastón Gabriel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero" (Recurso de Hecho), y sus citas.


    Molina, Norma Cristina y otros s/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA) s/ Cobro de sumas de dinero


    M. 554, XXXVII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S.200, XXXVIII, "Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro" (Recurso de Hecho), y sus citas.


    Ingenieria y Aistencia Técnica Argentina S.A. de Servicios Profesionales c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ordinario


    I. 33, XXXVII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa L.408, XXXVII, "Lacaze, Gastón Gabriel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero", y sus citas.


    Yanelli, Sergio Gustavo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    Y. 7, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Contrato de comisión. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S.200, XXXVIII, "Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro" y Comp. 399, XXXVII, “G.C.B.A. c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    EG3 Red S.A. c/ Coconor S.A. - UTE y otro s/ Consignación


    E. 195, XXXVII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del reucrso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S.200, XXXVIII, "Sorridi SA c/ Hospital Argerich y otro" y Comp. 399, XXXVII, "G.C.B.A. c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal".


    Lemos, Iris de Luján y otros c/ Coorporación de Obras y Servicios S.A. s/ Daños y perjuicios


    L. 499, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análigas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Hermida, Roberto Pablo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    H. 318, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa L.408, XXXVII, "Lacaze, Gastón Gabriel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero" y sus citas.


    Silvero, Eduardo Juan c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    S. 506, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Fragapane, Mariana del Carmen c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    F. 656, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 2376, XXXVIII, "Meza Araujo, María Justina c/ Hospital General de Agudos Dr. T. Álvarez y otros s/ Daños y perjuicios".


    Porcel, Horacio Oscar c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    P. 526, XXXVII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Expropiación inversa. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S.200, XXXVlIl, "Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro", y su cita.


    El proceso debe tramitar ante el fuero en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, toda vez que no sea ha dictado aún sentencia que resuelva sobre el fondo del asunto y,por lo tanto, no existe un acto jurisdiccional del tipo que permita radicar la causa ante la Justicia Nacional en lo Civil que previno. Además el pleito versa sobre una materia de derecho público local, típicamente administrativa –expropiación-.


    Denazis, Julia c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Expropiación inversa


    D. 406, XXXVII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S.200, XXXVIII, "Sorridi SA c/ Hospital Argerich y otro" y Comp. 399, XXXVII, "G.C.B.A. c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal".


    Bunge, César Augusto c/ Ciudad Autonoma de Buenos Aires s/ Ordinario


    B. 2461, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Juicio ordinario. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas Comp 367, XXXVII,  "Carrizo de Villafañe, Juana R. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos" y Comp. 399, XXXVII, “GCBA c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”, fundamentos compartidos por la Corte.


    Cabe recordar que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan en principio la apertura de la instancia extraordinaria, toda vez que no constituyen sentencia definitiva,salvo que medie denegatoria del fuero federal o determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas, cuando la decisión atacada afecta, de manera no susceptible de reparación ulterior, un específico privilegio federal.


    Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro s/ Ordinario


    S. 200, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestión de derecho público local. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S.200, XXXVIII, "Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro" (Recurso de Hecho), y sus citas.


    Sorridi S.A. c/ Hospital General de Agudos Dr. Cosme Argerich y otro s/ Ordinario


    S. 1140, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de la causas S.200, XXXVIII, "Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro" (Recurso de Hecho); Comp.367, XXXVII, "Carrizo de Villafañe, Juana R. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos" y Comp. 399, XXXVII, “G.C.B.A. c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Bit Electrónica de Roberto Daniel Faivovich c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Ordinario


    B. 591, XXXVII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Nulidad del acto administrativo. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S.200, XXXVIII, "Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro" y Comp. 399, XXXVII, “G.C.B.A. c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Coconor S.A. - UTE c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Nulidad de acto administrativo


    C. 1027, XXXVII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S.200, XXXVIII, "Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro" y Comp. 399, XXXVII, “G.C.B.A. c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Credencial Argentina S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Nulidad de acto administrativo


    C. 1019, XXXVII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Preparación de la vía ejecutiva. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S.200, XXXVIII, "Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro" (Recurso de Hecho), y sus citas.


    Sorridi S.A. c/ Hospital General de Agudos Dr. Cosme Argerich y otro s/ Preparación de la vía ejecutiva


    S. 770, XXXVII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S.200, XXXVIII, "Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro",  Comp.367, XXXVII, "Carrizo de Villafañe, Juana R. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos" y Comp. 399, XXXVII, “G.C.B.A. c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro s/ Preparación de la vía ejecutiva


    S. 585, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S.200, XXXVIII, "Sorridi S.A. c/ Hospital Argerich y otro",  Comp.367, XXXVII, "Carrizo de Villafañe, Juana R. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos" y Comp. 399, XXXVII, “G.C.B.A. c/ Parra, Gabriel s/ Ejecución fiscal”.


    Sorridi S.A. c/ Hospital General de Agudos Cosme Argerich y otro s/ Preparación de la vía ejecutiva


    S. 145, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia contencioso administrativa y tributaria. Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa L.408, XXXVII, "Lacaze, Gastón Gabriel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero" y sus citas.


    Pérez Oberti, Marta Alicia c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    P. 86, XXXVIII, 25 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción de amparo. AFIP. Combustibles. Hecho imponible. Exenciones impositivas. Impuesto sobre los combustibles líquidos y el gas natural. Comercialización de combustibles. Confirmación de sentencia. 


    El thema decidendum estriba en determinar si, como lo pretende la AFIP, la importación de combustibles alcanzados por el gravamen de marras es un hecho imponible autónomo y, por ende, no le son aplicables lasexenciones del art. 7°, inc. e) de la ley 23.966 (y sus modificaciones), o bien si, tal inteligencia de las normas no es posible.


    Pasa S.A. c/ Administración Nacional de Aduanas s/ Acción de amparo


    P. 358, XXXVII, 03 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    AFIP DGI. Responsabilidad solidaria (tributario). Prescripción tributaria. Fisco nacional. Deudor solidario. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La responsabilidad del solidario nace sólo frente al incumplimiento del deudor principal a la intimación de pago cursada por el organismo recaudador.  Estas intimaciones poseen el efecto de suspender la prescripción, como lo ha sostenido laCorte y a su inobservancia hace referencia el inc. a) del art. 18 de la ley de rito fiscal como condición necesaria para la extensión de la responsabilidad al solidario.


    Brutti, Stella Maris c/ Dirección General Impositiva


    B. 583, XXXVI, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Derechos de importación. Repetición de tributos aduaneros. Preferencias aduaneras. Enriquecimiento sin causa. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Dado que no se ha puesto en duda en el sub judice el momento en que tiene lugar el acaecimiento del hecho imponible, no resulta acertado, cuestionar la posibilidad de repetir las sumas abonadas a la luz del art. 637 del código de rito.La solución del tema es la inversa, dada la posibilidad de presentar tanto el certificado de origen de la mercadería como su acogimiento al régimen preferencial, con posterioridad al registro del despacho de importación.


    Marfer S.A.C.I.F. e I. c/ A.N.A. s/ Administración Nacional de Aduanas


    M. 164, XXXV, 26 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Fisco nacional. Inhabilidad de título. Multa. Renta pública. Revocación de sentencia. 


    Ha expresado el Tribunal que, si bien en principio los juicios ejecutivos no reúnen el requisito de existencia de una sentencia definitiva a los fin es del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48,debido a la posibilidad que cabe a las partes de plantear nuevamente la cuestión, sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda, o por el lado del ejecutado mediante la vía de repetición, cabe hacer excepción a ello cuando la cuestión debatida excede el interés individual de las partes y afecta al de la comunidad.


    Fisco Nacional c/ Pemihual S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    F. 585, XXXVII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa F.766, L. XXXVI, "Fisco Nacional (DGI) c/ Astinave S.A s/ Ejecución fiscal".


    Fisco Nacional -Poder Ejecutivo Nacional- Secretaría de Ingresos Públicos- Dirección General Impositiva c/ Astinave Sociedad Anónima s/ Cobro de recursos de la Seguridad Social - Ejecución Fiscal


    F. 797, XXXVI, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Impuesto a las ganancias. Nulidad de la resolución. Fundamentación del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tiene dicho el Tribunal que no configura una correcta fundamentación del recurso extraordinario el aserto de una determinada solución jurídica en tanto no esté razonada, constituya un agravio concretamente referido a las circunstanciasdel juicio y contemple los términos del fallo en recurso del cual deben rebatirse mediante una crítica prolija de todos y cada uno de los argumentos en que aquél se apoya.


    Por otra parte, la pretensión de la actora de cuestionar con base constitucional el mecanismo legalmente establecido, resultapalmariamente contradictoria con el acogimiento que realizó al mismo y, por ende, es observable desde el punto de vista de la doctrina de los actos propios.


    SA-CE c/ Dirección General Impositiva s/ Demanda contenciosa


    S. 893, XXXV, 03 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Procedimiento tributario. Ejecución fiscal. Inconstitucionalidad. Inhabilidad de título. Títulos ejecutivos. Recurso de apelación. Resoluciones inapelables. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Ha expresado el Tribunal que si bien en principio las sentencias recaídas en los juicios ejecutivos no tienen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48,debido a la posibilidad que cabe a las partes de plantear nuevamente la cuestión, sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda, o por el lado del ejecutado mediante la vía de repetición, cabe hacer excepción a ello cuando la cuestión debatida excede el interés individual de las partes y afecta al de la comunidad.


    Fisco Nacional -Poder Ejecutivo Nacional- Secretaría de Ingresos Públicos- Dirección General Impositiva c/ Astinave Sociedad Anónima s/ Cobro de recursos de la Seguridad Social - Ejecución Fiscal


    F. 766, XXXVI, 26 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. Impuesto a las ganancias. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cabe tener por mal concedido el recurso, pues la Corte tiene dicho que la ley 11.723 es de derecho común y, por tanto, su interpretación es ajena al remedio extraordinario. Asimismo, conviene recordar la doctrina delTribunal según la cual el hecho de que las leyes federales remitan a un régimen de derecho común, no priva a los preceptos que lo integran del carácter común.


    Picapau S.R.L. (TF 15180-I) c/ Dirección General Impositiva


    P. 144, XXXVII, 10 de junio de 2002


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XII


    Derechos Humanos


    Crímenes de lesa humanidad


    Represión del terrorismo. Dictadura militar. Desaparecidos. Fuerzas Armadas. Prisión preventiva. Cuestión federal. Independencia del Ministerio Público. Estado de derecho. Principio de legalidad. Jerarquía de los tratados internacionales de derechos humanos. Imprescriptibilidad de la acción penal. Declaración de la nulidad de las leyes de obediencia debida y punto final. Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Conadep. Facultades del poder legislativo. Inconstitucionalidad. 


    El examen de la constitucionalidad de un acto de los poderes del Estado importa necesariamente la tarea de precisar y delimitar el alcance y contenido de las funciones y facultades que la Constitución Nacional ha reservado al Ministerio Público Fiscal.  Esta institución, ha recibido del artículo 120 de la Carta Fundamental, luego de la reforma de 1994, el mandato de defender la legalidad y velar por los intereses generales de la sociedad.  Este mandato, otorgado por el poder constituyente, emerge directamente del pueblo soberano y, por ello, no es una simple potestad jurídica, sino un verdadero poder público que erige al Ministerio Público en un órgano constitucional esencial de la República Argentina. Una perspectiva congruente con las concepciones que en la actualidad intentan explicar el fenómeno "'Estado" invita a analizar el sentido de la inserción del Ministerio Público en el orden institucional argentino y la significación que tiene para la sociedad en su conjunto.  La defensa de la legalidad, en el Estado de Derecho, no es otra cosa que la defensa de la vigencia del Derecho en el Estado, y se refiere, fundamentalmente, a la legalidad de la actuación de las instituciones y al respeto de los derechos y libertades fundamentales de los ciudadanos.  Con este objeto, la Constitución ha facultado al Ministerio Público para "promover la actuación de la justicia" en defensa del orden institucional (artículo 120). Ello, a la vez, constituye un presupuesto esencial para defender "'los intereses generales de la sociedad"; porque el orden institucional es el que ofrece las condiciones elementales para asegurar la libertad de los ciudadanos y de todos sus derechos esenciales. Nadie puede hoy negar que sin orden institucional es imposible la convivencia justa y pacífica, y sin ambas es inconcebible lograr el verdadero fin del Estado: la libertad de los hombres cuya cooperación organiza, ordena y regula.  Ambas -la tutela del orden constitucional expresado como principio de la legalidad, y la de los intereses generales de la sociedad- constituyen las dos caras de un mismo problema.  De este modo, que la Constitución Nacional le haya dado esta misión al Ministerio Público obedece a la lógica del Estado de Derecho.  El pueblo soberano ha puesto la custodia de la legalidad, la custodia del Derecho en manos de un órgano público independiente" y autónomo, a fin de que pueda requerir a los jueces la efectividad de dicha tutela. La libertad sólo es posible cuando se vive en paz; sin paz no hay libertad. Y ésta debe ser la preocupación fundamental del Derecho y del Estado.  El Ministerio Público, en el marco de su tarea de velar por la vigencia del orden público constitucional y los intereses generales de la sociedad debe actuar en "defensa del orden jurídico en su integralidad" y denunciar, por tanto, los actos y las normas que se opongan a la Constitución; máxime cuando se hallan en juego los derechos y libertades fundamentales reconocidos en ella y en los instrumentos del Derecho internacional de los derechos humanos, a los que expresamente el constituyente otorgó jerarquía constitucional.  Esas son las otras características, la misión fundacional y fundamental a la que no puede renunciar bajo ningún concepto él Ministerio Público, porque debe cumplir, en definitiva, con la representación de la sociedad argentina.  En reiteradas ocasiones los casos de violaciones sistemáticas de los derechos humanos, como las ocurridas en nuestro país entre los años 1976 -y aun antes- y 1983, exigen como imperativo insoslayable, y más allá de la posibilidad de imponer sanciones, una búsqueda comprometida de la verdad histórica como paso previo a una reconstrucción moral del tejido social y de los mecanismos institucionales del Estado.  Tal como se expresó en el precedente "Suarez Mason" el respeto absoluto de los derechos y garantías individuales exige un compromiso estatal de protagonismo del sistema judicial; y ello por cuanto la incorporación constitucional de un derecho implica la obligación de su resguardo judicial. La importancia de esos procesos para las víctimas directas y para la sociedad en su conjunto demanda un esfuerzo institucional en la búsqueda y reconstrucción del Estado de Derecho y la vida democrática del país, y que, por ende, el Ministerio Público Fiscal no podía dejar de intervenir en ellos de un modo decididamente coherente y con la máxima eficiencia.  En este mismo orden de pensamiento, y puesto ante la decisión de precisar los alcances de la obligación de investigar y sancionar a los responsables de graves violaciones de los derechos humanos y del derecho a la justicia, el compromiso estatal no puede agotarse, como regla de principio, en la investigación de la verdad, sino que debe proyectarse, cuando ello es posible, a la sanción de sus responsables.  La falta de compromiso de las instituciones con las obligaciones de respeto, pero también de garantía, que se hallan implicadas en la vigencia efectiva de los derechos humanos, no haría honor a la enorme decisión que ha tornado el Constituyente al incorporar a nuestra Carta Magna, por medio del artículo 75, inciso 22, los instrumentos internacionales de derechos humanos de mayor trascendencia para la región.  Es tarea del Ministerio Público Fiscal, como custodio de la legalidad y los intereses generales de la sociedad, como imperativo ético insoslayable, garantizar a las víctimas su derecho a la jurisdicción y a la averiguación de la verdad sobre lo acontecido en el período 1976-1983, en un contexto de violación sistemática de los derechos humanos, y velar, asimismo, por el cumplimiento de las obligaciones de persecución penal asumidas por el Estado argentino.  El apelante cuestiona la condición de crimen de lesa humanidad de los hechos investigados, pues sostiene que fueron llevados a cabo inspirados exclusivamente por un fin patrimonial individual.  En concreto, alega que, al no haber sido cometidos con el motivo de combatir el terrorismo, no quedan comprendidos en la definición del artículo 10 de la ley 23.049 y, por lo tanto, tampoco le son aplicables las leyes de punto final y de obediencia debida. Por consiguiente, sostiene que se trataría, en realidad, de delitos comunes, por lo que sería innecesario discutir la constitucionalidad de las leyes, y que por esa misma condición de delito común tampoco constituirían delitos de lesa humanidad y, por lo tanto, estarían prescriptos.  Sin embargo, no asiste razón al recurrente, al menos en cuanto, a partir de ese razonamiento, pretende negar la condición de lesa humanidad del hecho investigado. En efecto, independientemente de si el hecho del caso encuadra o no en la definición del artículo 10 de la ley 23.049, ello no descarta su condición de crimen contra la humanidad.  En lo que se refiere esta última cuestión, carece de toda relevancia que el hecho haya estado motivado o no en el combate contra el terrorismo; antes bien, determinante para que se trate de un delito de lesa humanidad es que el acto singular se cometa en el marco de un ataque sistemático o generalizado contra una población civil con la participación o tolerancia del poder político de iure o de facto. Por el contrario, la exigencia de actuar por unos móviles determinados no se predica de todas las conductas constitutivas de crímenes contra la humanidad, sino únicamente respecto de las "persecuciones".  En particular, el delito de desaparición forzada de personas no requiere que el acto haya estado inspirado en una especial motivación política, racial o religiosa, sino que por ella se entiende, en el Derecho penal internacional, la privación de la libertad de una o más personas, cualquiera que fuera su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona.  Independientemente de si los hechos del caso encuadran o no en la definición del artículo 10 de la ley 23.049, la desaparición forzada atribuida al imputado, por su inserción en la práctica sistemática de violación de derechos humanos llevada a cabo por el Estado, constituye un crimen contra la humanidad y, por lo tanto, es imprescriptible.  No es posible desconocer que el gobierno militar que usurpó el poder en el período comprendido entre el 24 de marzo de 1976 y diciembre de 1983 se atribuyó la suma del poder público, se arrogó facultades extraordinarias y en ejercicio de estos poderes implementó, a través del terrorismo de Estado, una práctica sistemática de violaciones a garantías constitucionales.  La cuestión gira en torno a la afirmación de que estas leyes, por su propia naturaleza, han impedido a los órganos de administración de justicia el ejercicio de la acción penal ante la comisión de determinados hechos que constituyeron graves violaciones de los derechos humanos y por los cuales la vida, el honor y la fortuna de los argentinos quedaron a merced del gobierno de facto.  Basta comparar las circunstancias históricas con las que tuvieron lugar durante el último gobierno de facto para concluir que durante los años 1976 a 1983 se vivió en nuestro país la situación de concentración de poder y avasallamiento de los derechos fundamentales condenada enfáticamente por el artículo 29 de la Constitución Nacional.  Una correcta interpretación del artículo 29, por consiguiente, permite colegir que existe un límite constitucional al dictado de una amnistía o cualquier otra clase de perdón no sólo para el Poder Legislativo que otorgara facultades prohibidas por la Constitución Nacional, sino también para aquellos que hubieran ejercido esas facultades.  Toda vez que, no cabe entender los hechos del caso, sino como una manifestación más del ejercicio arbitrario de poder por el que el último gobierno de facto puso los derechos más fundamentales de los ciudadanos a su merced y de las personas que en su nombre actuaban, he de concluir que las leyes 23.492 y 23.521 son inconstitucionales en tanto por intermedio de ellas se pretende conceder impunidad a quien es imputado como uno de sus responsables.


    A., Alfredo y otros s/ Delitos de Acción Pública


    A. 1391, XXXVIII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Torturas. Perseguido político. Dictadura militar. Policía federal. Centro clandestino de detención. Violación de los derechos humanos. Ministerio Público Fiscal. Independencia del Ministerio Público. Control de constitucionalidad. Jerarquía de los tratados internacionales de los derechos humanos. Principio de legalidad. Estado de derecho. Obediencia debida. Declaración de nulidad de las leyes de obediencia debida y punto final. Conadep. Inconstitucionalidad. 


    El examen de la constitucionalidad de un acto de los poderes del Estado importa necesariamente la tarea de precisar y delimitar el alcance y contenido de las funciones y facultades que la Constitución Nacional ha reservado al Ministerio Público Fiscal.  Esta institución, ha recibido del artículo 120 de la Carta Fundamental, luego de la reforma de 1994, el mandato de defender la legalidad y velar por los intereses generales de la sociedad.  Este mandato, otorgado por el poder constituyente, emerge directamente del pueblo soberano y, por ello, no es una simple potestad jurídica, sino un verdadero poder público que erige al Ministerio Público en un órgano constitucional esencial de la República Argentina. Una perspectiva congruente con las concepciones que en la actualidad intentan explicar el fenómeno "Estado" invita a analizar el sentido de la inserción del Ministerio Público en el orden institucional argentino y la significación que tiene para la sociedad en su conjunto.  La defensa de la legalidad, en el Estado de Derecho, no es otra cosa que la defensa de la vigencia del Derecho en el Estado, y se refiere, fundamentalmente, a la legalidad de la actuación de las instituciones y al respeto de los derechos y libertades fundamentales de los ciudadanos.  Con este objeto, la Constitución ha facultado al Ministerio Público para "promover la actuación de la justicia" en defensa del orden institucional (artículo 120). Ello, a la vez, constituye un presupuesto esencial para defender "los intereses generales de la sociedad"; porque el orden institucional es el que ofrece las condiciones elementales para asegurar la libertad de los ciudadanos y de todos sus derechos esenciales. Nadie puede  negar que sin orden institucional es imposible la convivencia justa y pacífica, y sin ambas es inconcebible lograr el verdadero fin del Estado: la libertad de los hombres cuya cooperación organiza, ordena y regula. Ambas -la tutela del orden constitucional expresado como principio de la legalidad, y la de los intereses generales de la sociedad- constituye las dos caras de un mismo problema.  De este modo, que la Constitución Nacional le haya dado esta misión al Ministerio Público obedece a la lógica del Estado de Derecho.  El pueblo soberano ha puesto la custodia de la legalidad, la custodia del Derecho en manos de un órgano público independiente y autónomo, a fin de que pueda requerir a los jueces la efectividad de dicha tutela. La libertad sólo es posible cuando se vive en paz; sin paz no hay libertad. Y ésta debe ser la preocupación fundamental del Derecho y del Estado.  El Ministerio Público, en el marco de su tarea de velar por la vigencia del orden público constitucional y los intereses generales de la sociedad debe actuar en "defensa del orden jurídico en su integralidad" y denunciar, por tanto, los actos y las normas que se opongan a la Constitución; máxime cuando se hallan en juego los derechos y libertades fundamentales reconocidos en ella y en los instrumentos del Derecho internacional de los derechos humanos, a los que expresamente el constituyente otorgó jerarquía constitucional.  Esas son las notas características, la misión fundacional y fundamental a la que no puede renunciar bajo ningún concepto el Ministerio Público, porque debe cumplir, en definitiva, con la representación de la sociedad argentina.  En reiteradas ocasiones se ha sostenido que los casos de violaciones sistemáticas de los derechos humanos, como las ocurridas en nuestro país entre los años 1976 -y aun antes- y 1983, exigen como imperativo insoslayable, y más allá de la posibilidad de imponer sanciones, una búsqueda comprometida de la verdad histórica como paso previo a una reconstrucción moral del tejido social y de los mecanismos institucionales del Estado.  El sistema democrático de un Estado que durante su vida institucional ha sufrido quiebres Constantes del orden constitucional y ha avasallado en forma reiterada las garantías individuales básicas de sus ciudadanos requiere que se reafirme para consolidar su sistema democrático, aquello que está prohibido sobre la base de los valores inherentes a la persona. La violencia que todavía sigue brotando desde el interior de algunas instituciones y que hoy en forma generalizada invade la vida cotidiana de nuestro país debe ser contrarrestada, ciertamente, con mensajes claros de que impera el Estado de Derecho, sobre reglas inconmovibles que deben ser respetadas sin excepción, y que su violación apareja necesariamente su sanción. No hace falta aquí mayores argumentaciones si se trata de violaciones que por su contradicción con la esencia del hombre, resultan atentados contra toda la humanidad.  En consecuencia es tarea del Ministerio Público Fiscal, como custodio de la legalidad y los intereses generales de la sociedad, como imperativo ético insoslayable, garantizar a las víctimas su derecho a la jurisdicción y a la averiguación de la verdad sobre lo acontecido en el periodo 1976-1983, en un contexto de violación sistemática de los derechos humanos, y velar, asimismo, por el cumplimiento de las obligaciones de persecución penal asumidas por el Estado argentino.  Todo ello, en consonancia con la obligación que pesa sobre el Ministerio Público Fiscal, cuando se halla frente a cuestiones jurídicas controvertidas, de optar, en principio, por aquella interpretación que mantenga vigente la acción y no por la que conduzca a su extinción. Es por todos conocido que la naturaleza de las leyes "de obediencia debida" y "de punto final" que en este caso han sido invalidadas por el a quo, ha sido materia de controversia. Para ello no cabe más que remitirse, por razones de brevedad, al precedente "Camps" del año 1987, que dejó sentada la posición del máximo Tribunal en ese entonces respecto a su validez constitucional y, al cual se han remitido los diversos fallos posteriores que las han aplicado.  Sin embargo, ya sea que se adopte la postura en torno a que la ley de obediencia debida constituye una eximente más que obsta a la persecución penal de aquellas previstas en el Código Penal o que la ley de punto final representa una causal de prescripción de la acción -cuyo régimen compete al Congreso Nacional legislar-, lo cierto es que el análisis correcto de sus disposiciones debe hacerse en torno a los efectos directos o inmediatos que han tenido para la persecución esta tal de crímenes de la naturaleza de los investigados y, en este sentido, analizar si el Poder Legislativo de la Nación estaba facultado para dictar un acto que tuviera esas consecuencias.   A esta altura, no es posible desconocer que el gobierno militar que usurpó el poder en el período comprendido entre el 24 de marzo de 1976 y el 10 de diciembre de 1983 se atribuyó la suma del poder público, se arrogó facultades extraordinarias y en ejercicio de estos poderes implementó, a través del terrorismo de Estado, una práctica sistemática de violaciones a garantías constitucionales de los derechos humanos en la Argentina, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, aprobado en la sesión del 11 de abril de 1980; Informe de la Comisión Nacional sobre desaparición de Personas.  Por lo tanto, la cuestión gira en torno a la afirmación de que estas leyes, por su propia naturaleza, han impedido a los órganos de administración de justicia el ejercicio de la acción penal ante la comisión de determinados hechos que constituyeron graves violaciones de los derechos humanos y por los cuales la vida, el honor y la fortuna de los argentinos quedaron a merced del gobierno de facto.  Cabe abordar, por ello, la cuestión si el contenido de las leyes en análisis resulta conciliable con lo dispuesto por el artículo 29 de la Constitución Nacional.  Ciertamente el artículo 29 contiene prohibiciones al Legislativo y al Ejecutivo que, en puridad, se derivan ya del principio de separación de poderes que es inherente a la forma republicana de gobierno adoptada por la Constitución, y que surgen implícitas, asimismo, de las normas que delimitan las distintas esferas de actuación de los poderes de gobierno. Sin embargo, lejos de representar una reiteración superficial, la cláusula contiene un anatema que sólo se comprende en todo su significado cuando se lo conecta con el recuerdo de la dolorosa experiencia histórico- política que antecedió a la organización nacional.   Sobre la base de estos antecedentes, basta comparar las circunstancias históricas con las que tuvieron lugar durante el último gobierno de facto para concluir que durante los años 1976 a 1983 se vivió en nuestro país la situación de concentración de poder y avasallamiento de los derechos fundamentales condenada enfáticamente por el artículo 29 de la Constitución Nacional.  Una correcta interpretación del artículo 29, por consiguiente, permite colegir que existe un límite constitucional al dictado de una amnistía o cualquier otra clase de perdón no sólo para el Poder Legislativo que otorgara facultades prohibidas por la Constitución Nacional, sino también para aquellos que hubieran ejercido esas facultades.  Sin embargo, tampoco aquí se agotan las implicancias que derivan del texto constitucional atendiendo a su significado histórico-político. Por el contrario, un desarrollo consecuente del mismo criterio interpretativo que ha permitido extraer los corolarios anteriores debe llevar a la conclusión de que tampoco los delitos cometidos en el ejercicio de la suma del poder público, por los cuales la vida, el honor y la fortuna de los argentinos quedaran a merced de persona o gobierno alguno, son susceptibles de ser amnistiados o perdonados.  En efecto, sería un contrasentido afirmar que no podrían amnistiarse la concesión y el ejercicio de ese poder, pero que sí podrían serlo los delitos por los que la vida, el honor y la fortuna de los argentinos fueron puestas a merced de quienes detentaron la suma del poder público. Ello tanto más cuanto que los claros antecedentes históricos de la cláusula constitucional demuestran que el centro de gravedad del anatema que contiene, y que es, en definitiva, el fundamento de la prohibición de amnistiar, es decir, aquello que en última instancia el constituyente ha querido desterrar, no es el ejercicio de facultades extraordinarias o de la suma del poder público en sí mismo, sino el avasallamiento de las libertades civiles y las violaciones a los derechos fundamentales que suelen ser la consecuencia del ejercicio ilimitado de poder estatal, tal como lo enseña -y enseñaba ya por entonces- una experiencia política universal y local. Empero, estos ilícitos rara vez son cometidos de propia mano por quienes detentan de forma inmediata la máxima autoridad, pero sí por personas que, prevaliéndose el poder público o con su aquiescencia, se erigen en la práctica en señores de la vida y la muerte de sus conciudadanos.  En definitiva, se está frente a la relevante cuestión de si no es materialmente equivalente amnistiar la concesión y el ejercicio de la suma del poder público que amnistiar aquellos delitos, cometidos en el marco de ese ejercicio ilimitado, cuyos efectos hubieran sido aquellos que el constituyente ha querido evitar para los argentinos. En cierta medida, conceder impunidad a quienes cometieron delitos que sólo pueden ser explicados en el contexto de un ejercicio ilimitado del poder público representa la convalidación del ejercicio de esas facultades extraordinarias en forma retroactiva. Por ello, si por imperio del artículo 29 de la Constitución Nacional la concesión de la suma del poder público y su ejercicio se hallan prohibidos, y no son amnistiables, los delitos concretos en los que se manifiesta el ejercicio de ese poder tampoco pueden serlo.  No cabe entender los hechos del caso, sino como una manifestación más del ejercicio arbitrario de poder por el que el último gobierno de facto puso los derechos más fundamentales de los ciudadanos a su merced y de las personas que en su nombre actuaban, he de concluir que las leyes 23.492 y 23.521 son inconstitucionales en tanto por intermedio de ellas se pretende conceder impunidad a quien es imputado como uno de sus responsables.


    S.,, Julio Héctor y otros s/ Privación ilegítima de la libertad etcétera - Causa N° 17.768


    S. 1767, XXXVIII, 29 de agosto de 2002


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Código de justicia militar. Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas. Privación de justicia. Denegatoria del fuero federal. Defensa en juicio. Cuestiones federales simples. Simple damnificado. Derecho a la información. Procedencia del recurso. 


    Precedente de la causa C. 547, L. XXI, "Causa incoada en virtud del decreto 280/84 del Poder Ejecutivo Nacional" y "Riveros, Ornar Santiago y otros si privación ilegal de la libertad, etc.". Precedente “Suarez Mason”.


    El artículo 1097 del Código Civil prevé que si los ofendidos por el delito “renunciaron a la acción civil o hicieron convenios sobre el pago del daño, se tendrá por renunciada la acción criminal”. Más allá de la cuestión de derecho común sobre si la pretensión a la que se tiene por renunciada, comprende solamente los delitos de acción privada o, también, los de acción pública, en los que éste tiene el derecho de formular querella ejercitando así, junto con el Ministerio Público, la acción penal, lo cierto es que la Casación interpretó esta norma de manera irracional.  La Corte ha entendido que "la institución del querellante es ajena al Código de Justicia Militar, el que, aun después de la reforma introducida por la ley 23.049, confiere a éste las atribuciones que regulan los artículos 100 bis y 146.  Puesto que el recurrente de ninguna manera puede ejercer la acción penal, no resulta aplicable lo dispuesto en el artículo 1097 "in fine" del Código Civil, que, justamente, tiene como presupuesto fáctico-legal tal actividad.   A ello debe agregarse que la circunstancia de que la parte haya percibido la indemnización correspondiente, no la priva de interés para actuar de la manera en que lo pretende, puesto que la participación que el Código de Justicia Militar acuerda al “particular ofendido”, tiene miras más amplias, en especial a partir de la reforma indicada. Por el contrario, teniendo en cuenta el reclamo del peticionante, lo que se busca es la verdad histórica, y ello en un caso que encuadra en “episodios de trascendencia ética e institucional”.  En consecuencia, resulta carente de fundamento la tesis del a quo en el sentido de que el recurrente no tiene interés directo en los términos del artículo 432 del Código Procesal Penal de la Nación, postura que frustra el control judicial de las resoluciones del tribunal militar.


    H., Ragnar Erland s/ Recurso Artículo 445 bis


    H. 17, XXXVII, 23 de mayo de 2002


    Ver dictamen


    Derechos humanos. Desaparición. Subsidio de contención familiar por fallecimiento. Interpretación de la ley. Finalidad de la ley. Revocación de sentencia. 


    La ley 24.411 otorga un beneficio extraordinario a los causahabientes de las personas que, al momento de su sanción, estuvieren en estado de desaparición forzada (Art. 1° y 2°), de tal forma que se integra a un plexo normativo -constituido por las leyes 24.043, 24.321, 24.436, 24.499 y 24.823- que tiene por fin materializar el compromiso del Poder Ejecutivo Nacional ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de propiciar la sanción de una ley especial que contemple y dé satisfacción, por razones de equidad, a quienes habían sufrido privaciones de libertad arbitrarias, durante el último estado de sitio y la muerte o desaparición forzada, a fin de evitar el riesgo de nuestro país fuera sancionado internacionalmente por violación al artículo 44 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.   La ley 24.823 introdujo varias modificaciones al régimen de la ley 24.411, agregó  un segundo párrafo al artículo 6° donde trata que en caso de duda sobre el otorgamiento de la indemnización prevista en esta ley, deberá estarse a lo que sea más favorable al beneficiario o sus causahabientes o herederos. La finalidad de esta modificación fue subsanar la dificultad que existe en muchos supuestos de obtener las pruebas suficientes para acreditar los hechos contemplados en la ley.   Los hechos que precedieron a la muerte del causante deben ser valorados nuevamente a la luz de la pauta legislativa, la autoridad de aplicación de la ley 24.411 señala que pueden albergarse más que fundadas sospechas acerca de la condición policial de sus asesinos, habida cuenta que su desaparición y muerte fueron consecuentes a su supuesta o real liberación desde una dependencia policial.


    Zabaleta, Roxana Ruth Jesabel y otro c/ Ministerio del Interior - Ley 24.411


    Z. 99, XXXVII, 02 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XIII


    Salud Pública


    Cuestiones de competencia


    Obras Sociales. Cobertura médica. Competencia federal. 


    En el sub lite es aplicable la doctrina del precedente “Talarico, Manuela c/ Clínica Privada Banfield y otros”, Fallos: 315:2292.


    De acuerdo al Art. 1° de la ley 24.754, las empresas o entidades que presten servicios de medicina prepaga deberán cubrir en sus planes de cobertura médico asistencial, como mínimo, las mismas prestaciones obligatorias dispuestas por las obras sociales, conforme lo establecido por las leyes 23.660, 23.661 y 24.455 y sus respectivas reglamentaciones.   La mencionada disposición autoriza a interpretar razonablemente que el legislador ha querido proteger el bien jurídico tutelado –esto es la salud de los asociados a empresas o entidades que presten servicios médicos asistenciales- con el régimen de las ya citadas leyes 23.660, 23.661y 24.455, que contempla el fuero federal en el Art. 38 para el caso de que las obras sociales sean demandadas.


    Selva, Aníbal Daniel c/ Asociación Mutual de Balcarce s/ Amparo


    COMP. 688, XXXVIII, 11 de octubre de 2002


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XIV


    Seguridad Social


    Contienda negativa de competencia


    Competencia previsional. 


    Remisión al precedente del fallo de la causa Comp. 122; L. XXXII, “Pereyra, Emma Ester c/ ANSES s/ Ejecución previsional” y reiterado en el fallo Comp. 964; L. XXXIII, “Molla, José J. c/ ANSES s/ Ejecución previsional”; Comp. 302; L. XXXII, “Arguello de Ortiz, María Lucía c/ Caja Complementaria Para La Actividad Docente s/ Ejecución; Comp. 251; L. XXXIV, “Holst, Armando y otros c/ Banco Nacional de Desarrollo s/ Diferencia de pago complementación”; Comp. 285; L. XXXIV, “Zabala, E. y otros c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Diferencia de pago complementación; Comp. 555; L. XXXIV, “Aparicio, H.G. y otros c/ Banco Central de la República Argentina s/ Reajustes varios” y Comp. 485; L. XXXIV, “Caubet, J. c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Diferencia pago complementario”.


    Ratti, Eloisa Ignacia y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Reintegro por sumas de dinero


    COMP. 52, XXXVIII, 31 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Régimen de jubilaciones y pensiones para trabajadores en relación de dependencia. Juicios contra el estado. Aportes previsionales. Competencia previsional. Competencia federal. 


    Toda vez que la Corte tiene reiteradamente dicho que a fin de resolver las cuestiones de competencia ha de estarse a la exposición de los hechos formados en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento en la misma, el rubro reclamado por los actores en cuanto solicitan que se les restituya los aportes efectuados con destino al régimen nacional de jubilaciones y pensiones durante la vigencia de la ley 22.955, hoy derogada por el art. 11 de la ley 23.966; se encuentra enraizada en cuestiones directamente vinculadas con aspectos que hacen a la interpretación y aplicación de dispositivos legales y reglamentarios del derecho de la seguridad social, materia que, a mi entender, compromete su análisis con influencia decisiva, más allá de la calidad de empleado público que revisten los pretensores, quienes no demandaron a su empleador -Consejo del Menor y la Familia-, sino a la ANSES y al Estado Nacional.


    Adrover, Rosa Mabel c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo


    COMP. 496, XXXVIII, 18 de septiembre de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Jubilaciones. Competencia previsional. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 122; L. XXXII, “Pereyra, Emma Ester c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”, Comp. 964; L. XXXIII, Molla, José J. c/ ANSES s/ Ejecución previsional”, Comp. 307; L. XXXII, “Arguello de Ortíz, María Lucía c/ Caja Complementaria Para La Actividad Docente s/ Ejecución”, Comp. 251; L. XXXIV, “Holst, Armando y otros c/ Banco Nacional de Desarrollo s/ Diferencia de pago complementación”, Comp. 285; L. XXXIV, “Zabala, E. y otros c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Diferencia pago complementación”, Comp. 555; L. XXXIV, “Aparicio, H. G. y otros c/ Banco Central de la República Argentina s/ Reajustes varios” y Comp. 485; L. XXXIV, “Caubet, J. c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Diferencia de pago complementario”.


    Carrizo, Olga Beatríz c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios s/ Reintegro fondo compensador


    COMP. 240, XXXVIII, 18 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Jubilación de magistrados. Impuesto a las ganancias. Costas. Concesión parcial del recurso. 


    Acordada 20/96. Fallo de la causa G. 99, L. XXXII, "Gaibisso C. c/ Estado Nacional s/ Amparo”.


    No resulta descalificable la afirmación de los jueces relativa a que la intangibilidad fijada por el texto constitucional para las remuneraciones de los magistrados y funcionarios judiciales debe extenderse a los haberes que perciben cuando se jubilan, razón por la cual la inaplicabilidad del artículo 10 de la ley 24.631 se extiende también a éstas últimas.  En cuanto al tema vinculado con la carga de las costas, los jueces sin proporcionar razón alguna que preste sustento a su criterio y desconociendo la jurisprudencia de la Corte sobre el tema, se apartaron de lo dispuesto por el artículo 21 de la Ley de Solidaridad Previsional.


    Gutiérrez, Oscar Eduardo c/ ANSES


    G. 196, XXXV, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Jubilación ordinaria. Trabajo ad honorem. Denegatoria del beneficio. Deberes y facultades del juez. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que no obstante que los conflictos que se suscitan en torno a temas de hecho, prueba y derecho común son ajenos, como regla, a la vía del artículo 14 de la ley 48, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en supuestos excepcionales, cuando el tribunal a quo ha prescindido, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos, y que, eventualmente, resultarían conducentes para la adecuada solución del litigio.


    Naum, Gabriel Pedro c/ Provincia de Buenos Aires (I.P.S.)


    N. 36, XXXIV, 30 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Jubilación por invalidez. Procedencia del recurso. 


    El remedio procesal no puede prosperar en lo referido a que el a quo dejó de lado las disposiciones el artículo 82 de la ley 18.037, dado que dicha normativa no es aplicable al sub lite, ya que el beneficio otorgado emana de una norma local como es la 3.794, que en ningún momento remite al articulado de la ley nacional y, por otro lado, dicha normativa nunca formó parte del debate sino hasta que fue introducida en un recurso de aclaratoria, posterior a la sentencia del juzgador.   El planteamiento referido a que determinó una fecha incorrecta del nacimiento del derecho de la jubilación, si podrá tener favorable acogida, ya que de la decisión atacada, se desprende que el juzgador dio por cierto que al momento del cesar en sus funciones la actora contaba con un grado de incapacidad superior al requerido para acceder al beneficio solicitado y, además, fundo su resolución en un dictamen que confirmaba dicha circunstancia. Esta situación descalifica a la sentencia.


    C., G. c/ Caja de Jubilaciones y pensiones de la Provincia


    C. 832, XXXVI, 02 de octubre de 2002


    Ver dictamen


    Jubilaciones. Beneficio jubilatorio único. Aportes previsionales. Recurso extraordinario. Cuestiones de hecho y prueba. Errónea apreciación de la prueba. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que, aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas -como regla y por su naturaleza- a la vía de excepción intentada, ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal cuando lo decidido prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales.  El juzgador no ha analizado, con el rigor que es menester, la prueba aportada a la causa, circunstancia que debe extremarse en cuanto se trata de la denegación de un beneficio de la seguridad social.  La Corte sostuvo que el incumplimiento de la empleadora de pagar los aportes en tiempo oportuno no debería perjudicar al trabajador, habida cuenta que se trata de servicios prestados con anterioridad al 31 de diciembre de 1976, fecha a partir de la cual el artículo 25 de la ley 18.037 prohíbe el cómputo de los servicios por los que no se le hubieran efectuado retenciones y no se hubiera denunciado la omisión.


    Oviedo, Omar Osvaldo c/ ANSES


    O. 175, XXXVI, 16 de diciembre de 2002


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Fundamentación del recurso. Costas al vencido. Revocación de sentencia. 


    La materia traída a esta instancia de excepción no es, por naturaleza, de las que pueden ser revisadas por la Corte, salvo que mediare un supuesto de arbitrariedad manifiesta que invalide el acto jurisdiccional.  Puntualmente, no pueden prosperar los planteos que fueron introducidos en el recurso extraordinario, con apoyo en aspectos que no fueron anteriormente alegados, configurando una reflexión tardía, insuficiente para habilitar la instancia federal, desde que la jurisdicción de la Corte Suprema como es sabido se encuentra limitada a la revisión de aspectos oportunamente introducidos, antes de la sentencia apelada.  También deben ser rechazados los agravios planteados que, si bien han sido expuestos en la apelación ante el sentenciador, se trae a esta instancia diferentes y nuevos argumentos que, además, no contrarrestan los expresados por la Cámara al desestimarlos.  Por otro lado, tampoco puede tener favorable acogida la alegada gravedad institucional, desde que la trascendencia económica y jurídica del litigio para configurar tal supuesto no aparece fehacientemente demostrada, así como, tampoco, que lo decidido en la causa pueda afectar principios del orden social vinculados con instituciones básicas del derecho o la efectiva actividad del Anses.  Por último, asiste razón al reclamante en cuanto al agravio referido a las costas, por cuanto la Corte tiene dicho que cuando el legislador ha querido establecer una excepción a las disposiciones contenidas en la ley de solidaridad previsional lo ha hecho de modo expreso, por lo que el artículo 21 de la ley 24.463 debe ser interpretado en el sentido amplio que resulta de sus términos y comprensivo - en principio - de la diversidad de procesos y jurisdicciones en que debe actuar el ANSES.


    Germán, Aron c/ ANSES s/ Ejecución previsional


    G. 413, XXXVI, 17 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Aportes y contribuciones previsionales. Pensiones. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    El recurso interpuesto no debe prosperar, toda vez que el apelante no se ve afectado de un gravamen de imposible reparación ulterior.


    Pérez, Andrea Ramona c/ Administración Nacional de la Seguridad Social-Dirección General Impositiva


    P. 834, XXXVI, 03 de abril de 2002


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa G. 661, L. XXXV, “Galván, Hernando Ramiro y otros c/ Estado Nacional (Ejército Argentino) s/ Juicio de conocimiento”.


    Gómez, Ramón Susano y otros c/ Instituto de Obra Social del Ejército s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    G. 378, XXXVII, 22 de febrero de 2002


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Competencia previsional. 


    No existe conflicto alguno que la Corte deba dirimir, ya que el Tribunal tiene dicho que es inconcebible un conflicto de competencia entre un tribunal de Primera Instancia y su alzada.


    Valle, Francisco c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    COMP. 92, XXXVIII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen


    Pensiones. Aplicación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que, aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, -ajenas como regla y por su naturaleza a la vía de excepción intentada- ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal cuando lo decidido prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales.   Ello es precisamente lo que ocurre en el sub lite por cuanto el a quo aplicó el artículo 27 inciso a) de la ley local 5444, antes de ser reformado por la 5714, cuando en rigor era éste último texto el aplicable a la situación de la actora debido a que su entrada en vigencia fue anterior a la fecha de fallecimiento de su esposo.


    Mereles de Lauria, América Tomasa c/ Provincia de San Juan - Ordinario


    M. 1461, XXXVI, 04 de julio de 2002


    Ver dictamen


    Retiro obligatorio


    Interpretación de la ley. Cuestión federal. 


    Ley 18.398.


    El referido sistema de licencias se debe utilizar con la prudencia adecuada a los fines para los que fue concebida, dado que si la afección que padece el agente es irreversiblemente incapacitante para la prestación del servicio, ningún sentido tendría aplicarlo, pero en cambio, es razonable su sustentación en los casos en donde la recuperación pueda depender del transcurso del tiempo, como en el caso, donde se ha demostrado con las peritaciones practicadas que el actor se encontraría a la fecha en las condiciones normales de trabajo.


    S., Roberto Regino c/ Prefectura Naval Argentina s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    S. 39, XXXVII, 26 de junio de 2002


    Ver dictamen
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